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RESUMEN: El marco jurídico electrónico de las Universidades públicas españolas está 
constituido por una heterogénea mezcla de normas generales, sectoriales, básicas, 
de desarrollo, estatales, autonómicas e incluso internas. Entre ellas destaca la Ley 
11/2007, que tiene, como defecto, no exponer de un modo claro en qué plazo 
estas entidades no territoriales han de darle cumplimiento. La resolución del pro-
blema, en manos de las Comunidades Autónomas, ha generado una casuística no 
deseada. El Sistema Universitario de Galicia es un buen ejemplo de cómo una Ley 
poco clara junto con una inadecuada regulación autonómica ha conducido a noto-
rias diferencias de aplicación en un entorno, integrado por tres únicas institucio-
nes, donde la situación debería haber sido mínimamente homogénea. 
PALABRAS CLAVE: administración electrónica, e-administración universitaria, marco 




RESUMO: O marco xurídico electrónico das Universidades públicas españolas está 
constituído por unha heteroxénea mestura de normas xerais, sectoriais, básicas, de 
desenvolvemento, estatais, autonómicas e mesmo internas. Entre elas destaca a 
Lei 11/2007, que ten, como defecto, non expor dun xeito claro en que prazo estas 
entidades non territoriais lle deben dar cumprimento. A resolución do problema, 
deixada nas mans das Comunidades Autónomas, xerou unha casuística non dese-
xada. O Sistema Universitario de Galiza é un bo exemplo de como unha Lei pou-
co clara xunto cunha inadecuada regulación autonómica conduciu a notábeis dife-
renzas de aplicación nun entorno, integrado por tres únicas institucións, onde a 
situación debería ter sido minimamente homoxénea. 
PALABRAS CHAVE: administración electrónica, e-administración universitaria, marco 
xurídico electrónico, beneficios, Sistema Universitario de Galiza, Universidade de 
Vigo 
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ABSTRACT: The electronic legal framework of Spanish public Universities is compo-
sed of a heterogeneous mixture of general, sectorial, basic, developmental, state, 
regional and even internal regulations. Among them, the one that stands out the 
most is Law 11/2007, whose defect is that it does not exhibit clearly the date by 
which these non-territorial entities have to comply with it. The resolution of the 
problem, in the hands of the Autonomous Communities, has generated an 
unwanted casuistry. The University System in Galicia is a good example of how a 
law which is not clear together with its inadequate autonomic regulation has lead 
to great differences in application in an environment, comprised of only three ins-
titutions, where the situation should have been minimally homogeneous. 
KEYWORDS: e-Government, university e-Government, electronic legal framework, 
benefits, University System of Galicia, University of Vigo 
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Introducción 
Una de las expresiones más impactantes y atractivas con las que me he topado a 
lo largo de estos casi cuatro años que he dedicado a la investigación, preparación y ela-
boración de esta Memoria de Tesis Doctoral es la manifestada por Josep OCHOA 
MONZÓ/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; p 78) al decir cien-
tífico agudiza el ingenio del legislador y lo pone a prueba, desde la secular existencia, no 
siempre evitable, de un desfase entre las normas jurídicas y las transformaciones sociales 
 
Me llamó la atención, ante todo, su amplitud, por cuanto es aplicable a todos los 
sectores del Derecho y a todas las escalas de la producción normativa siempre y cuando 
órganos con potestad legislativa   
id est, parlamentos y órganos de gobierno cuando dictan normas con fuerza de ley  
sino que se considere en el sentido de todo órgano con potestad normativa lo cual 
estaría además en consonancia con el concepto de ley en sentido amplio, equivalente a 
norma escrita, que se contempla en el art. 1.1 del Código Civil español de 1889 . Tam-
bién me convenció su realismo, ya que, por diversos motivos muchos de ellos deriva-
dos de la propia organización, estructuración y funcionamiento de los entes legislado-
, 
 hay que aceptar que las transformaciones en los entornos socio-cultural y/o 
científico-tecnológico van siempre por delante de los cambios jurídico-positivos; un des-
eliminar, o al menos paliar, dictando en cada 
momento las normas más adecuadas, esto es, aquéllas que conjuguen de la mejor mane-
ra posible una modernización que permita abandonar, antes de que vaya a pique, el bar-
co de lo anticuado, de lo obsoleto, de lo inaplicable, con el respeto a los principios, crite-
rios y garantías que rijan en cada sector normativo. Finalmente, me satisfizo su atempo-
ralidad, ya que el razonamiento, cambiando el marco temporal y las circunstancias que lo 
rodean, vale para cualquier época pretérita, presente o futura. 
Visto desde la perspectiva del Derecho Administrativo y más concretamente 
del Derecho Administrativo en una sociedad tecnológicamente avanzada , el aserto 
referido cobra pleno sentido y se convierte en la perfecta carta de presentación de esta 
Memoria de Tesis Doctoral, pues buena parte de lo que se contiene en este trabajo la 
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administración electrónica1, su régimen jurídico, sus elementos, sus exigencias, etc.  no 
deja de ser, en el fondo, más que la manifestación  la solu-
ción jurídica  ante un  derivado de la difícil adaptación de la férrea burocracia 
administrativa a la realidad de su entorno  que no es, en absoluto, extraño en la historia 
del Derecho Administrativo: el problema formal de cómo Administración y ciudadanos 
pueden relacionarse, manifestar voluntad, opinión o decisión, dejar constancia fidedigna 
de ello, transmitírselo a la otra parte, etc. empleando unos medios o instrumentos más 
modernos y prácticos que los utilizados en un momento dado por la Administración y 
con la garantía de que surtirán los mismos efectos en uno y otro caso.
Aunque las circunstancias actuales nos inviten a enfocar la cuestión desde la 
perspectiva de las nuevas tecnologías e incluso a pensar que se trata de un trasunto 
propio y exclusivo de ellas  el dilema ha tenido oportunidad de salir a flote desde prácti-
camente el momento en que se reguló por primera vez el procedimiento administrativo 
y con respecto a cuestiones que hoy podrían resultar irrisorias. Efectivamente, en 1900, 
al poco tiempo de que se hubiese dictado en España la primera ley que regulaba las 
                                                            
1 Aprovechando que ésta es la primera vez que introduzco este par de palabas en el texto de esta 
Memoria de Tesis, haré una pequeña puntualización en orden a aclarar por qué, a diferencia de lo que 
hace buena parte de la doctrina, escribo y me refiero a ella en minúscula (administración electrónica) y 
no en mayúscula (Administración electrónica). 
 Tomo como punto de partida el criterio defendido por mi director de tesis (vid. Roberto O. BUSTI-
LLO BOLADO, 2012[1]; p -
personas jurídicas cuya finalidad consti-
tucional y legalmente im
actividad de servicio a los intereses 
que, a su vez, se basa en la concepción estatutaria 
del Derecho Administrativo como el Derecho común, propio y preferente de las Administraciones 
Públicas de Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA/Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (2011; pp 50 y 69). 
 Si hago un paralelismo debo emplear también aquí la minúscula ya que con este término se está 
haciendo referencia a una nueva forma de gestión de los servicios públicos empleando las tecnologías 
y la comunicación a distancia y no a una nueva entidad pública, dotada de personalidad jurídica y dife-
renciada de las demás, como lo son las Administraciones territoriales y los demás tipos de entidades 
legalmente reconocidas (y que doctrinalmente reciben las denominaciones más variadas: Administra-
ciones institucionales, independientes, especiales, consultivas, etc.). 
 Es cierto que la matización carece de excesiva relevancia y se trata simplemente de una cuestión de 
gusto, de estilo y de sentido común. En todo caso, mi opción es minoritaria, pues (por variadas 
razones que no comparto) la mayoría de los autores que han abordado esta temática han optado por 
su uso en mayúscula. Sin embargo, sí me sorprende que Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; p 
95, en nota al pie) después de mantener una diferenciación como la que yo hago, entre actividad vs. 
entidad, siga empleando el término en mayúscula. 
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bases de un incipiente procedimiento administrativo2 fue necesario que mediante una 
hechos con máquinas de escribir, en los mismos términos y con iguales efectos de los 
3. Como puede comprobarse, hoy día, ya bien avanzado el 
siglo XXI, y transcurridos más de cien años desde la superación de esa primera traba a la 
seguridad jurídica, el panorama es coyunturalmente distinto pero jurídicamente 
equivalente. 
En nuestro actual entorno social, cultural, político y económico, plenamente 
inmerso en la llamada Sociedad de la Información y caracterizado, entre otros aspectos4, 
por el generalizado, masivo y, a veces, indiscriminado uso de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación (TICs)5 en prácticamente todas las facetas de nuestras vidas y 
que incluso están rompiendo poco a poco las férreas fronteras y barreras6 físicas, jurí-
                                                            
2 Se trata de la Ley de Bases de Procedimiento Administrativo de 19 de octubre de 1889 o Ley de Gumersindo de 
Azcárate, a la que me referiré en el capítulo 1. 
3 La Real Orden de 12 de febrero de 1900 venía a 
no existe ninguna razón administrativa ni de otra índole que aconseje no admitir en las oficinas [admi-
nistrativas] las instancias y demás documentos que en ellas se presenten hechos con máquinas de escri-
bir, siendo más clara y fácil su lectura que muchos de los escritos á mano, y cuya legalidad consiste en 
la autenticidad de la firma que los suscribe y no en que estén hechos precisamente con letra manus-
 
 También se refiere a ella en su texto Maximino I. LINARES GIL (2010; p 420). 
4 Las tecnologías han sido, sin duda, un importante revulsivo social y el motor del cambio hacia esta 
Sociedad de la Información, pero no el único motivo; atribuirles un papel exclusivo sería, como dice 
Juan Cristóbal COBO ROMANÍ (2009; pp 297-
 
5 Sobre la problemática del concepto TICs sinónimos, definición, etc.  vid. más adelante. 
6 
donde se han pulverizado las barreras espaciales y temporales, antes insalvables, propiciando la proxi-
midad, que ya no necesita ser espacial, de los ciudadanos y organizaciones de todo el mundo a los pro-
blemas y dotándoles de la capacidad para obtener y compartir cualquier información, instantáneamen-
 
 iantes, siguiendo el ritmo de los continuos avances científicos y en un marco de globalización 
económica y cultural, contribuyen a la rápida obsolescencia de los conocimientos y a la emergencia de 
nuevos valores, provocando continuas transformaciones en nuestras estructuras económicas, sociales 
ámbitos de nuestra vida hace cada vez más difícil que podamos actuar eficientemente prescindiendo 
 MARQUÈS GRAELLS, 2000; p 3). 
 
trate del ocio o de los negocios, de la familia o de la comunidad, han hecho posibles nuevas formas de 
relación social (comerci
com -
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández página 14 
dicas, sociales o clasistas  que hasta hace poco nos separaban del resto de nuestros con-
géneres y del resto de ciudadanos del globo7 por lo menos de los de su parte tecni-
ficada ; es un hecho indiscutible que durante las últimas décadas éstas han sido diseña-
das, creadas, mejoradas, promocionadas, vendidas y alabadas no solo con el fin de que 
los consumidores las adquiramos e indirectamente colaboremos a crear y a mantener un 
magnífico, floreciente y nada desdeñable mercado en un sector en continuo auge e 
imparable renovación, sino y sobre todo para que las convirtamos en algo prácticamente 
indispensable e imprescindible en nuestras vidas. 
Desde la perspectiva de la concreta experiencia del Estado español, esto se ve 
con claridad en el ámbito doméstico y en la organización interna de las empresas, donde 
no falta, al menos, un aparato electrónico-tecnológico8. Incluso en las interacciones 
                                                                                                                                                                        
dose la forma, el alcance, la intensidad y en algunos casos también el objeto de las relaciones que man-
tenemos y el modo en que vivimos; cambian las relaciones sociales y, por tanto, también las relaciones 
económicas, políticas y jurídicas. Ésa es la profunda transformación que anuncia la sociedad de la 
información para el siglo -96). 
 
beneficios, tanto para las personas como para las empresas y administraciones, en orden a facilitar sus 
objetivos, personales o profesionales, o sus funciones, permitiendo su realización de una manera más 
lo ha modificado nuestros hábitos y 
costumbres de ocio y laborales o profesionales, como consumidores o en nuestras relaciones como 
-87). 
7 Motivo por el cuál considero que no sería del todo descabellado hablar incluso de una Sociedad del 
Ciberespacio o, haciendo eco de las palabras de Antonio-Enrique PÉREZ LUÑO (2014; p 16) 
sido la era de la informática y de la telemática la que más decisivamente ha contribuido a que se 
adquiriese la convicción de que el hábitat 
, de una Sociedad de la Globalización. 
 Inmaculada AZNAR DÍAZ et al. (2005; pp 179 y ss) hablan, incluso, de un ren-
ciado de los tres clásicos poderes del Estado, que está generando un profundo e intenso impacto en 
todos los ámbitos y niveles de la vida diaria; cambios que cuentan con defensores (tecnófilos) y 
detractores (tecnófobos) por cuanto no solo presentan aspectos positivos, sino que también existen 
efectos no tan favorables: aislamiento social, frialdad de las relaciones on line, creación de desigualdades 
 
8 
personal, un portátil o una tablet en su hogar (o incluso más de uno); la práctica totalidad de los 
poco a poco se van colando en la vida cotidiana PDAs, lectores de e-books, GPSs, consolas conectadas 
en red, etc. 
 Asimismo ¿quién puede pensar en una empresa que a día de hoy no cuente, como mínimo, con un 
ordenador para las cotidianas tareas de gestión y organización? A partir de ahí la amplitud y variedad 
de las tecnologías que pueden llegar a incorporar crece de una manera vertiginosa, en una relación 
directa con los más diversos factores: el tamaño de la empresa, la amplitud del territorio en el que 
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entre estos dos colectivos donde el empleo de las nuevas tecnologías para mantener re-
laciones contractuales y comerciales on line9 constituye lo que se ha dado en llamar 
e-Commerce, comercio electrónico o sencillamente e-comercio  hace ya años que tanto en 
un sentido cliente-empresa  como en el otro empresa-cliente  pueden emplearse 
estas tecnologías con comodidad y plena garantía de eficacia, seguridad y responsabi-
lidad gracias a la promulgación de diversas normas10. 
Sin embargo, lamentablemente, en el sector público donde, por paralelismo 
con el sector privado, el empleo de las TICs con los mismos fines, efectos y garantías 
que en aquél es lógico que recibiese el nombre de administración electrónica, simple-
mente e-administración o, en su versión anglosajona, e-Government11  la idiosincrasia de la 
estructura y del funcionamiento administrativo, la mentalidad y la reticencia de gestores 
y empleados públicos, la configuración de la génesis de las normas administrativas
han tradicionalmente conducido a que la Administración de una forma rutinaria fuera 
tejido social y del sector privado12 con la agravante de que evo-
lución y adaptación se han ido -
ficando puntualmente alguna que otra ley o lo que es peor, por tratarse de una solución 
                                                                                                                                                                        
presta servicios, el sector productivo en el que se encuadre, la inversión regular que haga en mejoras e 
innovaciones, etc. 
9 En los más variados sectores (banca, telecomunicaciones, energías, compra
variadas finalidades (contratación, facturación, adquisición o intercambio de bienes, subastas, pagos, 
 
10 Cuando se traten las distintas normas aplicables a la administración electrónica habrá ocasión de 
analizar algunas de ellas ya que, desde el momento en que se refieren a la Sociedad de la Información 
en su conjunto, son aplicables tanto al sector público como al sector privado; pero no hay que olvidar 
que habrá otras de las que no se dará cuenta en este trabajo  que regulan el uso de estos medios 
exclusivamente en el sector privado en conjunto o en sectores productivos concretos. 
11 El término en inglés puede inducir a error y ser traducido por e-Gobierno o Gobierno electrónico. 
Siguiendo en este punto la interesante explicación de Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; pp 90 
y ss) fue en los Estados Unidos, en el Informe de la National Performance Review de 1993 donde se 
utilizó por primera vez el término e-Government ucción literal al castellano 
sería e-
e-Administración, ya que en Europa y España, e-Gobierno y e-Administración son conceptos 
-Gobierno deberíamos emplear el concepto amplio de e-Governance, que 
incluiría, además del e-Government, campos como la e-Democracy. 
12 Vid
evolución de la implantación de las nuevas tecnologías en el funcionamiento de las Administraciones 
enumerando hasta tres etapas (automatización, informatización y modernización) y donde habla (op. 
cit.  asumen los 
modelos de funcionamiento derivados de las TICs; la Administración decide incorporarlas en su 
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sectorial y menos garantista  por la vía reglamentaria. Afortunadamente, este panorama 
parece haber cambiado notablemente por lo menos en el plano teórico  con la 
promulgación de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los 
Servicios Públicos. 
Ahora bien, independientemente de las opiniones encontradas que pudieran 
surgir respecto de ciertos debates como quién debería actuar como pionero y no -
mol ¿la Administración pública?13, ¿la empresa privada?14 , sobre qué tipo de tec-
nología se debería emplear con ciudadanos y clientes ¿toda aquélla que esté en 
circulación y socialmente integrada?, ¿únicamente las que ofrezcan las mayores cotas de 
garantías?, ¿las más económicas?, ¿las más punteras? , qué requerimientos se les 
deberían exigir a los usuarios para adaptarse al nuevo sistema de gestión ¿los mínimos 
posibles?, ¿no mucho más de lo socialmente considerado normal?, ¿los que sean 
necesarios? , etc. lo cierto es que esta nueva forma de relacionarse, en la que participan 
de facto buen número de elementos y agentes intermediarios15 y que no siempre están 
bajo el control de las partes intervinientes, puede generar determinados problemas, dar 
lugar a cierta inseguridad y crear situaciones jurídicas concretas, lo cual genera una 
amalgama de cuestiones a las que el Derecho debe dar las oportunas respuestas. Por 
ello, algunos autores ya están acuñando términos como el genérico de Derecho  
de la Informática o Derecho Informático16 o el más específico de Derecho Administrativo 
                                                            
13 Son de esta opinión Carlos LÓPEZ BLANCO/Lorenzo AVELLÓ LÓPEZ (2004; pp 27-28) 
 
14 
público por el privado, ya citado, p.ej., en nota al pie núm. 12. 
15 Sin ánimo exhaustivo, podría decirse que hay que contar con una larga lista de prestadores de servicios 
que indirectamente intervienen en una relación telemática: fabricantes, diseñadores y proveedores de 
hardware, de sistemas operativos, de software, de sistemas de protección (antivirus, antispyware, 
), servicios de red a través de fibra óptica o de telefonía móvil, servicios de almacenamiento y 
hospedaje (hosting), servidores de correo electrónico, entidades certificadoras, servicios de validación 
técnicos para afrontar posibles averías o disfunciones en cada uno de ellos. 
16 Empleado para referirse a ese sector del Derecho dirigido a regular todo aquello relacionado con el 
empleo de las TICs sea cual sea el ámbito en el que se empleen. Así, p.ej. Antonio-Enrique PÉREZ 
LUÑO (1996; p 18) que lo considera integrado no solo por disposiciones sino también por sentencias 
y los razonamientos de los teóricos del Derecho en la materia. 
 El propio autor reconoce que el carácter multidisciplinar del concepto ha suscitado un debate teórico 
sobre si se trata de un sector de normas dispersas pertenecientes a diferentes disciplinas jurídicas o si, 
fuentes), dirigidas a regular un objeto bien 
delimitado, que se enfoca desde una metodología propia, en cuyo supuesto entrañaría una disciplina 
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Electrónico17, entendido como el sector del Derecho Informático en un ámbito muy 
concreto: el de las Administraciones públicas. 
En cualquier caso, lo que interesa aquí y ahora, en una Memoria de Tesis codiri-
gida por un profesor de Derecho Administrativo y una profesora de Filosofía del 
Derecho, es como bien reza su título  el empleo, bajo unas determinadas condiciones 
y garantías, de las diferentes tecnologías en el seno de un ámbito administrativo muy 
concreto como es el universitario y, para más particularización, en las Universidades 
gallegas  y su posible repercusión positiva o negativa  sobre los derechos y deberes de 
los miembros de las respectivas comunidades universitarias. 
Por qué una persona como yo ha elegido este tema, y no otro, para dedicar unos 
cuantos años de su vida a investigar y acabar redactando y defendiendo sus conclusiones 
ante un tribunal y obtener un título de doctor, es, en buena parte, culpa de uno de mis 
codirectores. Cuando allá por el año 2011 le solicité al profesor doctor Roberto O. 
BUSTILLO BOLADO que fuese mi director en una tesis sobre Derecho Adminis-
trativo sector por el que siempre he sentido un especial interés; en breve se entenderá 
por qué , como contrapartida él me sugirió que le propusiese un tema sobre algo actual 
y que, dado que no era un estudiante profesi , sino un trabajador con vocación 
de estudiante, me permitiese, si era posible, aprovechar mi experiencia laboral y los 
                                                                                                                                                                        
op. cit. p 19). En cualquier caso, su objeto rebasa los límites nacionales ha de 
considerarse un Derecho internacional  y la dicotomía Derecho público/Derecho privado (op. cit. pp 
20-21). 
 Conviene no confundir este término con el de Informática jurídica que define (op. cit. pp 22 y ss) como 
Informática jurídica documental, la Informática jurídica de gestión y la Informática jurídica 
metadocumental o decisional. 
 El autor sigue manteniendo la dicotomía entre estas dos nuevas disciplinas Derecho informático e 
Informática jurídica  
con que cuenta la Teoría de
(vid. p 17). 
17 tró-
mos, o próximos pero distintos.
 Personalmente, descarto emplearlos de forma indistinta porque no son equivalentes: no todo Derecho 
Público es Derecho Administrativo; más bien éste es solo una parte de aquél. Por lo tanto, la expre-
sión Derecho Público Electrónico debería emplearse en el caso del uso de las tecnologías en el sector 
público, en general, cualquiera que sea el Poder estatal implicado (p.ej., su uso en los procesos judicia-
les o en el desarrollo de la actividad legislativa de los Parlamentos); y reservar Derecho Administrativo 
Electrónico exclusivamente cuando se trate de regular su uso en el seno de las Administraciones (al igual 
que podría hablarse de un Derecho Mercantil Electrónico, de un Derecho Procesal Electrónico, etc.). 
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recursos disponibles. Siendo funcionario con más de una docena de años de servicio ¿qué 
podía haber más actual que el empleo de las TICs en las Administraciones públicas ya 
que cuando tomé posesión de mi primer destino en la función pública preocupaban 
otros temas y no precisamente éste18? Siendo, más concretamente, personal de administra-
ción y servicios de universidad (PAS), ¿por qué no contemplar el tema desde la perspectiva de 
las Universidades públicas, unas instituciones que, amparándose en su autonomía 
constitucionalmente reconocida, parecen a veces desvincularse de toda consideración 
? Finalmente, siendo PAS de la Universidad de Vigo, que, 
aparentemente, no contaba con lo que yo por aquél entonces consideraba que debía ser 
una e-administración, me decanté por proponer el tema de la situación de ésta y, desde 
un punto de vista comparativo, la de las otras dos Universidades gallegas. A raíz de ello 
nació este ilusionante proyecto que me condujo, en mayo de 2013, a concluir y defender 
bajo su dirección una Memoria de Tesis de Licenciatura con un título muy parecido 
(«Análise xurídica da administración electrónica nas Universidades galegas: sistema de fontes, 
obrigatoriedade de implantación e vantaxes para a Administración e para os cidadáns»), pero de 
menor ambición, entidad y madurez jurídica19 ; proyecto al que, por las importantes 
repercusiones del objeto de estudio en la esfera de los derechos y deberes, en la 
, se ha incorporado en la codirección la profesora doctora Susana 
ÁLVAREZ GONZÁLEZ del área de Filosofía del Derecho. 
Con la finalidad de hacer una sutil presentación del contenido de esta Memoria 
adelantaré simplemente que el trabajo se estructura en tres partes bien diferenciadas. 
Una primera, sobre aspectos generales como son la contemplación desde una breve 
perspectiva histórica la evolución de la problemática atinente a la tecnificación de la rela-
ción Administración-ciudadano (capítulo 1), la contextualización conceptual, estructu-
ral y jurídica  de la propia idea de administración electrónica (capítulo 2) o la diferencia-
ción entre el uso corriente y habitual de las TICs en el funcionamiento administrativo y 
                                                            
18 Tomé posesión de mi primer puesto el 25 de febrero de 1999. Los administrativistas recordarán sin 
problema que en ese momento había sido promulgada y en breve, apenas un mes y medio, entraría 
en vigor  la Ley 4/1999 que llevó a cabo en la principal norma reguladora de las Administraciones la 
Ley 30/1992  la más importante, quizás, de sus reformas no solo en cantidad de artículos afectados, 
sino en contenido  hasta hoy, salvando, si se quiere, las introducidas por la Ley 11/2007.  
19 Agradezco enormemente las críticas, correcciones, ideas, aportaciones y recomendaciones manifesta-
das por los miembros que integraron aquel tribunal encargado de juzgar la defensa pública de dicha 
Memoria: el profesor doctor Fernando DE FRANCO PAZ, la profesora doctora Marta GARCÍA 
PÉREZ y la profesora doctora Susana ÁLVAREZ GONZÁLEZ; pues sin duda dichas opiniones han 
contribuido, y mucho, a alcanzar la maduración definitiva de este trabajo. 
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la configuración de una auténtica administración electrónica (capítulo 3). Una segunda, 
algo más concreta, donde contemplo y analizo, con un nivel de profundización 
razonable, la evolución y el contenido del marco jurídico electrónico general (capítulo 
4), la incidencia de éste sobre la delimitación de una posible obligación o no  de 
implantación de la e-administración en las Universidades (capítulo 5) y el caso concreto 
de la Comunidad Autónoma gallega, prestando atención a las normas autonómicas de 
desarrollo y la posición, respecto a ellas, de las Universidades del Sistema Universitario 
de Galicia (capítulo 6). En una tercera y última parte, ya más específica, considero grosso 
modo las actuaciones universitarias en las que cabría, de alguna manera, el empleo de las 
TICs (capítulo 7), los beneficios ventajas o mejoras o como quisiera llamárseles; lo 
positivo, en fin  que aportaría a la propia institución universitaria, a los miembros de la 
comunidad universitaria y a terceros ajenos a ella la implantación de una e-
administración universitaria (capítulo 8) y, finalmente, un análisis de la situación actual 
de cada una de las Universidades gallegas, con especial hincapié en la, como se verá, más 
rezagada Universidad de Vigo (capítulo 9). 
La metodología y los recursos que he utilizado a lo largo de esta investigación 
han sido los habituales en un trabajo de tipo jurídico-social. En primer lugar, el derecho 
positivo no solo el vigente sino incluso el ya derogado , cuyo análisis me ha permitido 
hacerme una idea de cómo e  en sentido amplio ha ido regulando con el 
paso del tiempo el empleo de las tecnologías en el ámbito administrativo hasta 
configurar el complejo mundo de la e-administración de hoy en día. Como importante 
criterio interpretativo de este marco normativo, he consultado y, donde he considerado 
que podría resultar aclarativa o complementaria, incluido referencias a la abundantísima 
jurisprudencia administrativa existente y, sobre todo, a la que, poco a poco, va surgiendo 
en materia electrónica20, así como a aquellos acuerdos, informes, resoluciones, recomendaciones  
emanados de órganos administrativos relevantes21. Asimismo, la lectura de una amplia 
bibliografía sobre la materia en papel y electrónica  me ha permitido conocer la 
postura de los diversos autores a veces coincidente con la mía, en ocasiones 
divergente , pero que, en todo caso, me ha ayudado a construir y completar este texto 
finalmente presentado. Como consecuencia, en unos casos he hecho una simple referen-
                                                            
20 Incluyo como Anexo I una relación de los autos y sentencias empleadas. 
21 Como Anexo II incorporo una relación de todo este conjunto de documentos que crean cierta 
doctrina administrativa. 
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cia a las opiniones doctrinales y en otros, no pocos, he incorporado la cita literal cuando he 
considerado que con ello se enriquecía y complementaba lo expuesto por mí22. Además, 
tratándose de un estudio sobre algo virtual, donde continuamente se hace referencia a 
existencia o inexistencia de ciertos elementos electrónicos, configuración, contenido, 
ubicación, etc. he llevado a cabo su consulta a través de navegación in situ  
entiéndase on line . Finalmente, aunque no es habitual en los trabajos jurídicos, también 
he valorado interesante insertar, en determinados puntos, referencias a ciertos artículos de 
prensa publicados pero no por su (escasa) relevancia jurídico-académica, sino más bien 
por su utilidad como reflejo de actualidad y de la respuesta social dada, en su momento, 
a determinadas medidas electrónicas adoptadas. 
Como bien puede suponerse y podrá comprobarse a lo largo de la lectura de este 
texto, dada la situación tecnológica en la que nos encontramos y al intenso uso que se le 
da a La Red para la distribución de información, hay un amplio empleo de recursos 
electrónicos23. Una de sus indudables ventajas es la posibilidad de integrar en un documen-
to su URL o ruta de acceso24. Pero ello presenta dos serios problemas. Uno es su 
posible inaccesibilidad, sea ésta temporal (por caídas de la red, problemas técnicos, etc.) o 
definitiva (lo cual no ocurre precisamente pocas veces: borrado, eliminación, filtrado, 
cambio de ubicación, etc.). El otro es el, con frecuencia, excesivamente largo texto 
completo de la URL, lo cual si en la versión electrónica de un documento solo es algo 
en la versión en papel es una verdadera barrera, pues la exigencia de transcripción literal 
y exacta de la ruta puede hacer insufrible y casi imposible su consulta25. 
Para este segundo problema el mercado ofrece una serie de utilidades, gratuitas 
incluso, que permiten acortar o reducir la URL original a una veintena escasa de 
caracteres. De hecho, salvo aquellas referencias en las que la 
                                                            
22 La bibliografía citada la he incorporado al final de este trabajo. 
23 Entendidos en un sentido muy amplio: repertorios y bases de datos jurídicos, jurisprudenciales y 
doctrinales; revistas y libros electrónicos; blogs y foros; páginas webs, sedes electrónicas, registros 
electrónicos, tablones electrónicos; prensa digital; etc. 
24 De modo que en la versión electrónica de un documento su consulta puede ser directa e inmediata si 
dicha URL se incorpora como vínculo activo. 
25 Piénsese que un error en un simple carácter hace imposible el acceso. 
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reducida, en el resto de casos he procedido a acortarlas y emplear, en su lugar, lo que he 
26. 
Si comenzaba este apartado introductorio refiriendo una cita, no puedo menos 
que finalizarlo con otra; o mejor dos que, aunque aparentemente contradictorias, no son 
para nada incompatibles. Si bien es patente que las circunstancias socio-tecnológicas 
actuales nos permiten afirmar, sin duda, que a administración electrónica é o futuro chegando 
ao presente  (Carlos M. OTERO SUÁREZ, 2008; p 147) ello no impide reconocer, sin 
embargo, que ni está todo hecho ni el camino sea fácil, pues 
intención de potenciar la administración electrónica: la progresiva digitalización de la 
gestión pública es lenta porque existen grandes dificultades para su articulación efectiva  
(Eduardo GAMERO CASADO/Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, 2013; p 476). 
Uno de los últimos pasos dados en España en esa larga senda dirigida a superar 
esas dificultades, mejorando su configuración y generalizando el uso de la administra-
ción electrónica ha sido la reestructuración y remodelación del entramado legislativo 
administrativo básico con la aprobación y promulgación de las Leyes 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y 40/2015, de 1 
de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, publicadas ambas en el BOE el día 2, fecha 
en la que este trabajo estaba ya prácticamente rematado, lo que obligó a la redacción e 
incorporación de la adenda que figura al final de esta Memoria de Tesis Doctoral como 
Anexo IV. 
                                                            
26 En mi caso comienzan todos con https://goo.gl/. 
 Como precaución, todos ellos han sido comprobados en el momento de dar por cerrado y por 
definitivo el texto. Sin embargo, es posible que, por motivos ajenos a quien esto escribe el problema 
primero descrito , los links o vínculos incorporados podrían llegar a no conducir al documento o 
destino al cual se pretendía hacer referencia; ocurre a veces que éste puede ser recuperado o se puede 
ser redirigido a él usando un buscador común y palabras-clave o partes de la URL originaria. De ahí 
que incluya un Anexo III con las rutas completas que corresp




ASPECTOS INTRODUCTORIOS SOBRE LA 
ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA 

  página 25 Óscar Veloso Fernández 
1. De la Ley de Gumersindo de Azcárate de 1889 a la 
Ley 11/2007: viejos y nuevos medios y soportes para 
los expedientes administrativos y para las relaciones 
entre Administraciones públicas y ciudadanos 
A través de las distintas leyes atinentes al funcionamiento de las Administra-
ciones públicas y a sus relaciones con los administrados que se han ido promulgando a 
lo largo de nuestra, relativamente, corta historia administrativa, puede apreciarse una 
constante preocupación: la implantación, delimitación y mejora de un mecanismo o 
sistema de interacción entre la Administración y sus administrados que aunando lega-
lidad, objetividad, eficacia, seguridad jurídica y confianza legítima permita transmitir y 
dejar constancia, con garantías y de forma fehaciente e indubitada, de la voluntad 
manifestada por ambas partes participantes. 
Al margen de que estas normas hayan podido incorporar otros contenidos, lo 
cierto es que buena parte, cuando no la totalidad, de sus articulados ha pivotado precisa-
mente en torno a la construcción, modificación y actualización de lo que se ha 
27, cuya regulación no debe entenderse, en mi opinión, limitada solo a 
aquellas cuestiones básicas de su configuración como pueden ser competencias, 
condición de interesado, plazos, trámites que lo integran, requisitos de los actos de 
ambas partes, responsabilidades, etc.  sino que debe extenderse a cuestiones adyacentes 
y tan inevitablemente vinculadas a él como la tipología y los requisitos de los documen-
tos que pueden o van a intervenir, las distintas posibilidades, medios e instrumentos de 
comunicación, sus requisitos y los efectos de la transmisión del mensaje sea ésta 
correcta, infructuosa, defectuosa o incluso inexistente , los derechos que, en su caso, se 
les reconocen a los administrados  
apartado ya que son las que con más claridad pondrán de manifiesto el interés, la 
                                                            
27 La Ley de 18 de julio de 1958, de la que se hablará en breve, lo define en el apdo. V de su Exposición 
actuación administrativa 
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necesidad, la obligación o como se le quiera calificar  de acomodar la Administración, 
sus instrumentos y su forma de actuar a los tiempos28 y al entorno histórico, social y 
jurídico del momento en que dichas Leyes han sido dictadas. 
Así, por ejemplo, en la que es la primera ley de procedimiento administrativo en 
España29, la Ley de Bases de Procedimiento Administrativo de 19 de octubre de 1889 (Gaceta de 
Madrid del 25), también llamada Ley de Gumersindo de Azcárate en referencia al 
diputado que impulsó el texto legal en el Parlamento , la única preocupación fue la de 
instaurar la figura, carente de regulación hasta entonces, del procedimiento administra-
tivo30, fijándose la totalidad de sus cinco artículos en las cuestiones más básicas y 
elementales como son competencias, trámites, plazos y el régimen de responsabilidades 
administrativas y (sic) penales derivadas de una tramitación no acorde con lo prescrito en 
la Ley . En el fondo, tal y como expresa la Exposición de Motivos de su Ley sucesora 
de 1958
Ministerio a través de su Reglamento de Procedimiento Adminis , de modo que 
                                                            
28 En realidad, la adaptación a la variabilidad de las circunstancias externas es algo intrínseco al propio 
Derecho en general; otra cuestión es cómo lo hace en cada momento y en cada Ordenamiento. En 
palabras de Susana ÁLVAREZ GONZÁLEZ (2014; pp 37-
-cambio jurídico, 
especialmente cuando el primero tiene una gran proyección social. Dicha circunstancia se traduce de 
forma habitual en la aparición de una nueva legislación o en la reacción del Ordenamiento jurídico en 
sus vías de aplicación o interpretación, siendo lo más frecuente que la primera reacción sea tratar de 
ajustar o acom  
29  
 Así ha de considerarse aun cuando el propio legislador de la Ley 30/1992 pretenda desmerecer su 
Con independencia de la Ley de 19 de octubre de 1889, que en 
su intento de uniformar el procedimiento constituyó un paso significativo en la evolución del Derecho 
público español aunque se plasmara en un amasijo de Reglamentos departamentales , la primera y 
única regulación del régimen jurídico y del procedimiento administrativo de la Administración Pública, 
 
 Es cierto que era una ley de bases, que era muy escueta y que condujo a una gran dispersión y casuís-
yes de proce-
di  en 1958), 
sino que incluso fue la primera Ley del mundo sobre el procedimiento administrativo (Eduardo GARCÍA 
DE ENTERRÍA, 1993; p 11). 
30 -
miento administrativo. De hecho, en las primeras regulaciones de la época decimonónica, la norma-
ción del procedimiento administrativo estuvo asociada a la idea de unificar una tramitación que hasta 
ese entonces no conocía un patrón claro y que cada órgano diseñaba según su propio criterio. De ma-
nera que a fin de mejorar la gestión administrativa parecía del todo oportuno crear una secuencia or-
de
momentos básicos del pr  
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esas otras cuestiones  quizás por ser consideradas, sin serlo, secundarias  fueron 
relegadas a una regulación descentralizada, y previsiblemente muy dispar31, por parte de 
cada Departamento Ministerial.  
A pesar de su escueto y condensado texto, todavía podrían ser extraídas ciertas 
conclusiones en relación con los medios e instrumentos contemplados. 
a) Por pura lógica de los tiempos en los que fue promulgada, el soporte de los 
documentos particulares y administrativos era el físico, más concretamente el 
papel escrito. De hecho, algún precepto lo pone claramente de manifiesto, 
indicando además tipos específicos de soporte. Así, las notificaciones se 
practicarían en el domicilio de los interesados pensando, sin decirlo, en la en-
trega directa a través de funcionario o en el envío postal  y si no fuese 
posible en el primer intento, por cédula; y si no se le conociese un domicilio 
concreto, mediante publicación en diarios oficiales y el tablón de edictos del 
Ayuntamiento (art. 2.11ª). 
b) Los medios de comunicación y transporte eran los habituales de su tiempo y 
por tanto lentos si los comparamos con los actuales, como ponen de 
manifiesto los dilatados plazos de tramitación. Así, cuando hubiere de pedirse 
un informe a otra dependencia o funcionario éste tenía que evacuarse en un 
mes con carácter general, plazo que se ampliaría en función de la ubicación 
de la dependencia administrativa: dos meses si en las Islas Canarias, cuatro si 
en las Antillas y ocho si en Filipinas (art. 2.5ª). 
c) Por último, aunque no se le reconocían expresamente derechos a los adminis-
trados, implícitamente pueden deducirse al menos tres: derecho a obtener 
recibo de todo escrito que hubieran presentado a través del Registro general 
en el que constas
(art. 2.1ª), derecho a la tramitación y resolución de sus procedimientos y 
comunicación de las providencias en los plazos establecidos tal y como se 
deduce de la lectura sensu contrario de los artículos que establecen plazos 
máximos de tramitación  y derecho a que a los funcionarios intervinientes se 
                                                            
31 
FERNÁNDEZ RAMOS, 2013; p 323). 
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les impusiesen no tanto derecho a exigirlo directamente  sanciones adminis-
trativas por la infracción de los reglamentos de procedimiento (art. 2.16ª) o 
2.17ª) así como las penales derivadas de dictar una providencia o resolución 
mani
 
Con la Ley de 17 de julio de 1958 sobre Procedimiento Administrativo (BOE del 18), el 
legislador, consciente del peligro derivado de la dispersión de regulaciones que supuso la 
normas de procedimiento en un texto único, aplicable a todos los Departamentos 
, como su propia Exposición de 
Motivos la califica, un verdader 32, incluyó 
expresamente a lo largo de sus 146 artículos gran cantidad de preceptos relativos a estas 
 cuestión podrían citarse: 
a) En cuanto a facilitar la relación de los ciudadanos con las Administraciones, de un lado 
se planteó como un objetivo la simplificación33, lo máximo posible, de los 
cuestionarios e impresos (art. 32.2) y de otro, para posibilitar la personación 
en las dependencias administrativas, estableció que los horarios deberían ser 
uniformes en cada localidad y suficientemente amplios para que no se les 
causasen pérdidas de tiempo a los interesados (art. 37.1) y que, en caso de 
afectar a gran número de administrados, se habilitase un horario compatible 
con el laboral (art. 37.2). 
b) En lo concerniente a derechos de los administrados e interesados se les reconocieron los 
derechos a presentar quejas y sugerencias en las Oficinas de Iniciativas y 
Reclamaciones (art. 34.1), a conocer el estado de tramitación de su expediente 
(art. 62), a que se les expidiesen copias certificadas de los escritos presentados 
(art. 63.1), a la devolución del original de un documento cuando éste se 
                                                            
32 Esta Ley, junto con la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado Texto Refundido aprobado 
por Decreto, de 26 de julio de 1957  y la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativo, de 27 de 
diciembre de 1956, configuran el núcleo básico del Derecho Administrativo español moderno, siendo, 
nis-
TÍN REBOLLO, 1999; p 246-247).
33 
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presentase junto con una copia, que una vez cotejada se quedaría la 
Administración (art. 64.1), a pedir el desglose y devolución de los 
documentos que presentasen (art. 64.2), actuaciones a las que, de un modo 
motivado, podía oponerse la Administración salvo en caso de los poderes de 
representación (art. 64.3). 
c) En materia de documentación y medios de comunicación, sin perjuicio de que los 
documentos y expedientes administrativos debieron ser objeto de normaliza-
ción para que cada serie o tipo de los mismos obedeciera a iguales 
características y formatos (art. 30.1), lógicamente, dado el entorno 
tecnológico del momento, solo podía hablarse de documentos en soporte 
papel y elaborados por medios no informáticos34 (art. 30.1) como podrían ser 
máquinas de escribir, copiadoras manuales, imprentas, etc. 
De hecho, aunque para la práctica de las notificaciones (art. 80.1) se 
reconocía 
tener constancia de la recepción, de la fecha y de la identidad del acto 
samente enumeraba como medios válidos para ello el 
oficio, la carta o el telegrama (todos ellos documentos en soporte papel).  
d) Hay varios preceptos que abordan la tecnificación35 de las Administraciones. Los 
trabajos burocráticos se efectuarían por medio de máquinas adecuadas, con 
vistas a implantar una progresiva mecanización y automatismo en las oficinas 
públicas, siempre que el volumen del trabajo hiciera económico su empleo 
(art. 30.2). Se abrían así las puertas para facilitar la incorporación de lo que se 
veía venir la Informática , pero de una forma prudente, atendiendo a la 
relación coste-beneficio. 
                                                            
34 Cualquier manual o página web que se consulte sobre la historia de la Informática pone de manifiesto 
que los primeros ordenadores en cierto modo aptos para el trabajo en oficinas y dependencias 
 hasta 
los años 1964-1980. De ahí hasta su normalización en el ámbito empresarial y administrativo pasarían 
aún muchos años. En el momento de dictarse la Ley de 1958 la sociedad se hallaba ante los 
 
35 La Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 pretendió una modernización del anacronismo de 
la Administración española, tendiendo a racionalizar el trabajo burocrático y propulsando el uso de 
-Enrique PÉREZ LUÑO, 1996; p 90). 
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Asimismo, -
 cuando hubieran de resolverse series numerosas de expedientes 
homogéneos. No obstante, buena muestra de la falta de fe en estos medios 
innovadores es que se admitían bajo la condición de que no se lesionasen las 
garantías jurídicas de los interesados (art. 38). 
e) La Ley pretendió facilitar las relaciones interadministrativas, obligando de un lado 
a reducir al mínimo indispensable las peticiones de datos y estadísticas a órga-
nos iguales o inferiores (art. 32.1) y de otro a que las comunicaciones entre 
órganos administrativos se efectuasen siempre directamente, sin traslados ni 
reproducciones (art. 78.1). 
A pesar de que la Constitución española (CE) entró en vigor a finales de 1978 y 
con ella se produjo un profundo cambio en la configuración de España con respecto a 
la que arrastrábamos de las épocas del franquismo y de la transición, las leyes 
reguladoras de la organización y funcionamiento general de las instituciones públicas no 
se vieron modificadas hasta finales del año 1992 cuando se promulgó la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común (BOE del 27). Esta Ley, aún vigente sin perjuicio de haber sido 
objeto de innumerables modificaciones , en su redacción originaria contenía 
interesantes preceptos relacionados con lo que estoy llaman
al procedimiento administrativo dirigidas a armonizar la regulación general con ciertas 
cuestiones que introdujo la Norma Fundamental como el reconocimiento del derecho 
a constituir Comunidades Autónomas y a que éstas cuenten con instituciones y 
Administración propias, de la autonomía de las Entidades Locales, de las lenguas 
cooficiales, su respeto y el fomento de su uso, de ciertas obligaciones de las 
Administraciones, del derecho de audiencia de los interesados en los procedimientos, 
etc.  así como con el nuevo momento tecnológico en que se dictó la Ley. También en 
este caso, sin profundizar demasiado en los innumerables cambios que introdujo la Ley 
30/1992, los que me interesan a efectos de este apartado los resumiría del siguiente 
modo: 
a) El art. 35 reconoce un auténtico estatuto jurídico del administrado y entre los nu-
merosos derechos que recoge, destacaría los derechos a identificar autorida-
des y personal tramitador (letra b), a exigir las responsabilidades de las Admi-
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nistraciones y del personal a su servicio (letra j), al acceso a archivos y regis-
tros (letra h), a no presentar documentos no exigidos por las normas aplica-
bles o que ya se encuentren en poder de la Administración actuante (letra f) o 
a utilizar las lenguas cooficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma 
(letra d). 
b) El art. 36 establece una serie de normas relativas a las lenguas en los 
procedimientos como: las que pueden emplear aquellas Comunidades Autóno-
mas que cuenten con lengua cooficial así como las Entidades Locales situadas 
en su territorio, las que puede o debe utilizar la Administración General del 
Estado en las sedes en territorios con lengua cooficial, y las reglas que han de 
seguir unas y otras a la hora de expedir y traducir documentos. 
c) En el art. 38, donde se regulan los registros administrativos, se impone que éstos 
se instalen en soporte informático. Esta informatización que no telematiza-
ción  obligatoria se suaviza en la disposición final segunda desde el momento 
en que se exigirá en los plazos que establezcan los correspondientes órganos 
 los medios técnicos de 
General del Estado y de las Comunidades Autónomas se configuran como 
registros universales, obligados a admitir toda solicitud, escrito o comunica-
ción que se les presente sea cual sea la Administración destinataria; en el caso 
de los registros de las Entidades Locales ello solo sería posible si se hubiese 
suscrito el oportuno convenio de colaboración. 
d) A pesar del título del art. 45 Incorporación de medios técnicos aunque sus cinco 
apartados contemplan cuestiones verdaderamente interesantes y novedosas36 
y no obstante la tajante frase empleada en la Exposición de Motivos 
se abre decididamente a la tecnificación y modernización de la actuación 
administrativa en su vertiente de producción jurídica y a la adaptación 
 lo cierto es que al 
                                                            
36 Como son la incorporación de medios electrónicos, informáticos y telemáticos (apdo. 1), posibilidad 
de los administrados de emplear estos medios para comunicarse con las Administraciones (apdo. 2), 
garantías del procedimiento administrativo tramitado por estos medios (apdo. 3), garantías respecto de 
los programas y aplicaciones a emplear (apdo. 4) y validez y eficacia de los documentos y copias 
emitidos por medios electrónicos, informáticos y telemáticos (apdo. 5). 
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formularse como mera posibilidad37 se quedó en agua de borrajas. Más 
adelante tendré ocasión de tratarlo con detalle al analizar el marco jurídico de 
la e-administración. 
e) El art. 46 contempla una cuestión no planteada siquiera por la Ley de 1958, 
como es el de qué documentos habrán de tener la consideración de documentos 
públicos administrativos, la validez de las copias de documentos públicos y de 
documentos privados o la competencia para expedir copias auténticas de 
ambos tipos de documentos. 
f) Por último, el art. 59.1, en materia de notificaciones, elude citar ahora sí  
ningún tipo concreto de medio, limitándose a considerar válido cualquiera 
que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su 
representante, así como la fecha, la identidad y el contenido del acto 
notificación por medios electrónicos, cuestión que, sin embargo, no fue 
puesta expresa y claramente por escrito hasta la modificación de éste y otros 
artículos por la siguiente Ley a la que haré referencia a continuación.
Efectivamente, la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrati-
vas y del Orden Social (BOE del 31) sin ser una ley de régimen jurídico ni de 
procedimiento administrativo38 introduce sustanciales modificaciones en varias leyes, 
                                                            
37 El artículo 45 de la LRJPAC (en su versión dada por la Ley 4/1999) pese a utilizar fórmulas 
imperativas («impulsarán») no consagra un derecho exigible, sino que condiciona la implantación de la 
COTINO HUESO, 2010; p 194, en nota al pie). 
38 ñamien
presupuestos generales del Estado, aparecidas a partir del año 1993 precisamente para solventar el 
problema de no poder incluir en estas últimas preceptos sin una conexión directa con su específico 
contenido. 
 Y es que el Tribunal Constitucional estableció reiteradamente tal prohibición. Vid. p.ej. su STC 
na Ley de Presupuestos, de una materia 
distinta a su núcleo mínimo, necesario e indisponible (previsión de ingresos y habilitación de gastos) 
sea constitucionalmente legítima es necesario que esa materia tenga relación directa con los gastos e 
ingresos que integran el Presupuesto o con los criterios de política económica de la que ese 
Presupuesto es el instrumento y que, además, su inclusión en dicha ley esté justificada, en el sentido de 
que sea un complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución 
Sensu contrario, los 
preceptos que pretendan modificar el marco jurídico con la finalidad de una mejor ejecución de los 
presupuestos que carezcan de las antedichas conexión y/o justificación no tienen cabida en ellos (en 
contra de la opinión mayoritaria, el Magistrado Luis LÓPEZ GUERRA argumenta en voto particular 
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ujeto a dos mandatos 
explícitos: ha de incluir los Presupuestos con los requisitos del art. 134.2 CE, y no podrá crear tributos 
(art. 134.7 CE). Dentro de estos límites, ningún precepto expreso hay en la Constitución que impida a 
las Cortes, en el uso de su potestad legislativa, introducir en la Ley de Presupuestos aquellas 
disposiciones que estimen de conveniente inclusión por su relación con la materia presupuestaria, o 
 
 De este modo, el legislador debió busc
 
 Ahora bien, no son leyes de presupuestos como tampoco son leyes orgánicas, de modo que no se les 
aplican los requisitos de procedimiento o contenido ni los límites que la Constitución y el resto de 
las propias de las leyes ordinarias. 
 Sin embargo, tanto el hecho de que se recurra a ellas para introducir todas aquellas modificaciones 
legislativas de última hora que se consideren necesarias a veces carentes de toda justificación  así 
como el hecho de que su tramitación se relegue al último momento y coincidiendo con la de la ley de 
presupuestos, lo que obliga a recurrir al procedimiento legislativo de urgencia, despiertan la descon-
fianza como ponen de manifiesto los no pocos recursos de inconstitucionalidad y contenciosos 
interpuestos  haciendo que sean tan duramente criticadas en cuanto a su configuración, contenido y 
tramitación; si bien la jurisprudencia, tanto la del Tribunal Supremo como la del Tribunal 
Constitucional, parece darles un voto de confianza (Vid. STS de 27/1/2003, SsTC 136/2011 y 
120/
 En la STC 136/2011, desestimatoria del recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la Ley 
50/1998 basándose en que no hay impedimento constitucional a que exista una ley compleja, 
multilateral y heterogénea que modifique simultáneamente un gran número de leyes , p.ej., el 
Magistrado Manuel ARAGÓN REYES pone de relieve y argumenta en voto particular todos y cada 
uno de los aspectos que se le podrían criticar (si bien solo a uno de ellos le otorga la consideración de 
causa de inconstitucionalidad): 
 Trampa del legislador 
 
 Efecto descodificador de este tipo de modificaciones, ya que son numerosas, heterogéneas y faltas de 
sistema (la Ley recurrida, p.ej. modificaba 89 leyes de los más diversos contenidos). 
 Vulneración del principio democrático auténtica causa de inconstitucionalidad según el parecer del 
Magistrado  al alterarse sobremanera el procedimiento legislativo de muy diversos modos, como 
la-
tivas, lo que debe reputarse inconstituc das 
tramitación y debate en una única Comisión en cada una de las Cámaras (la de contenido 
económico) y no en cada una de las diferentes Comisiones que cada Cámara establece para cada 
ufre un 
 
 Sin perjuicio de compartir la opinión del Magistrado Manuel ARAGÓN REYES, y sin entrar en un 
debate sobre su constitucionalidad, que el Tribunal Constitucional parece no poner en duda, creo que 
puede afirmarse sin problema que en el fondo se trata de una técnica legislativa criticable por inadecuada y 
evitable pues amparándose en la urgente necesidad de introducir ciertos cambios legislativos que sí 
pueden ser oportunos, qué duda podría caber  el legislador aprovecha la coyuntura y el efecto arrastre 
de su prácticamente segura aprobación para introducir por la puerta de atrás otras, quizás no tan 
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entre ellas, la Ley 30/1992. En concreto, en materia de procedimiento administrativo, 
apuesta seriamente por los medios telemáticos en el funcionamiento ordinario de las 
instituciones permitiendo crear registros telemáticos (nuevo apdo. 38.9), regulando las 
notificaciones empleando medios telemáticos (nuevo apdo. 59.339) y añadiendo una 
disposición final decimoctava para regular la imposición a determinados colectivos y bajo 
determinadas condiciones de la presentación de solicitudes y escritos por vía telemática en el 
ámbito de la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos40.
Finalmente, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a 
los Servicios Públicos (BOE del 23) supuso la verdadera revolución en las formas de 
relación con las Administraciones y de su funcionamiento con la introducción decidida 
de los medios tecnológicos y, más concretamente, los de corte telemático. Debido a que 
esta Ley es, en buena medida, el grueso de este trabajo no voy a entrar aquí en detalles 
de su descripción puesto que de ello se ocupa el apartado 4.2.2. 
Baste por ahora plasmar una pequeña conclusión: han pasado los años y los 
siglos  y el Derecho Administrativo sigue, ahora igual que antaño, buscando cómo 
aprovechar de la mejor manera posible los recursos humanos, mecánicos, técnicos y 
lógicos  disponibles en cada momento, permitiendo o incluso obligando a la 
incorporación y uso de aquéllos instrumentos social y técnicamente considerados 
habituales o incluso novedosos, pero de una forma que permita ejercer sus funciones de 
la forma más cómoda, económica y eficaz posible sin menoscabo, eso sí, de las garantías 
que han de respetarse. 
Son las últimas leyes descritas en los párrafos anteriores las que por lo 
relativamente reciente de su promulgación, por estar plenamente vigentes y por su 
contenido interesan a este estudio. De hecho, tanto la Ley 24/2001 como la Ley 
                                                                                                                                                                        
ineludibles ni urgentes y muchas veces difícilmente justificables que, a lo mejor a través de su correcta 
tramitación ordinaria, no llegarían a ese mismo buen puerto. 
 En todo caso, tan amplio y heterogéneo contenido es lo que lleva a doctrina y a jurisprudencia, tal y 
 
39 
que, según el autor (op. cit. pp 23-25) se emplea en el precepto hasta tres veces, con sentidos semán-
ticos aparentemente distintos. 
40 No profundizaré más, esta Ley la trataré con más detalle en el apartado 4.2.1. 
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11/2007, aunque en ningún momento utilicen tales términos, lo que hacen es implantar 
la primera como algo revolucionario pero voluntario, la segunda con carácter decisivo 
y, en cierta manera, obligatorio  en las distintas Administraciones que integran el Estado 
español un concepto más que aceptado y de uso 
prácticamente generalizado, pero respecto del cual cabe cuestionarse si está 
perfectamente claro su significado. O lo que es lo mismo, ¿existe alguna definición que 
nos diga exactamente qué es o en qué consiste?, ¿tiene el mismo sentido en el Derecho 
comunitario o de los países con los que habitualmente nos relacionamos que en nuestro 
marco jurídico nacional? 
En el apartado siguiente intentaré aclarar hasta qué punto lo está. 
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2. Contextualización de la administración electrónica, 
un término prácticamente generalizado pero todavía 
inadecuadamente delimitado 
El deseo irrefrenable de gobiernos y gestores públicos de incorporar la mayor 
cantidad y variedad de TICs en el funcionamiento ordinario y habitual de las institucio-
nes públicas y en la gestión de los servicios públicos persiguiendo ya no tanto no 
anquilosarse, ni quedarse atrás con respecto al sector privado o a los países de su 
entorno
 o solo dar una buena imagen , ha conducido a un continuo, progresivo e 
imparable proceso de incorporación y empleo de las mismas. Este fenómeno no es, ni 
de lejos, exclusivo de nuestro país, y de hecho el empleo de TICs en el ámbito 
administrativo ha recibido internacionalmente y de una forma pacífica, la denominación 
de administración electrónica41 de forma abreviada e-administración o, en su versión 
originaria en inglés, e-Government42 , término que, por el simple hecho de haber sido 
o 
que la idea no se limita a la mera incorporación de las TICs al quehacer diario de las 
Administraciones, sino que exige e implica43 la configuración, con mayor o menor 
                                                            
41 Sobre el empleo del tér vid. nota al pie núm. 1 en el 
apartado introductorio. 
42 Es necesario tener cuidado y no confundir, a pesar de su parecido, el término e-Government (equivalente 
a e-administración) con el de e-Governance (equivalente a e-Gobierno, también llamado Gobierno 
abierto u Open Government). Este concepto se mete de lleno en la actuación de los órganos de gobierno, 
de modo que no se limita a la participación de los ciudadanos en la ejecución, a través de las 
Administraciones, de lo acordado sino que se amplía incluso, aunque lógicamente sin interferir en sus 
competencias, con carácter previo a la mismísima toma de decisiones por parte de los órganos de 
gobierno. 
 Aún así, Eduard AIBAR PUENTES (2007; pp 22-23) más que de eGovernment prefiere hablar de 
eGobernanza basándose en que gran parte de las funciones asignadas, de los servicios públicos y de 
los procesos de toma de decisiones involucran a diversos actores, muchos de ellos al margen de la 
propia Administración, como pueden ser empresas privadas, asociaciones profesionales, organiza-
ciones sociales, etc. 
43 Aunque en breve tendré ocasión de referirme a los problemas derivados de la definición del concepto 
e-
incorporación de las nuevas tecnologías a la actividad administrativa. 
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detalle y/o exigencias, del adecuado contexto que asegure su perfecta integración, que 
facilite su empleo y que permita la consecución de los objetivos que con su uso se 
persigue. Dicho contexto estaría o debería estar constituido, por ejemplo, y entre otros 
elementos: por el correlativo e imprescindible estudio y aprobación y por qué no, 
también imposición  del conjunto de normas, procedimientos, aplicaciones y prácticas 
que la conviertan en un instrumento de gestión cómodo, práctico, seguro, eficaz y, por 
todo ello, fiable; por una más que probable readaptación organizativa a todos los niveles 
estructural, presupuestaria, de recursos humanos, competencial ; por una formación 
idónea no solo del personal al servicio de las Administraciones que se da por supuesta 
e inevitable  sino también de los usuarios; y por un cambio de mentalidad, tanto de 
gestores y empleados públicos como de administrados, que convierta la vía electrónica  
cuando exista la posibilidad de elección  en la opción preferente o cuando aún no 
exista la posibilidad de su uso por no estar implementada  en una mejora deseable.
Ahora bien, en el caso de España, desafortunadamente, el fenómeno de la 
administración electrónica, precisamente a causa de ese marco normativo que en teoría 
debía configurarlo de una manera más o menos homogénea pero un tanto flexible como 
para permitir incorporar mejoras de manera voluntaria y en todo caso de un modo claro 
y bien delimitado, se convierte en algo más bien confuso. 
Para empezar, porque no existe una definición que pudiera calificarse como 
caciones que de forma 
inevitable van a surgir al delimitar el término exclusivamente en base a opiniones 
doctrinales44. 
En segundo lugar, porque tanto la normativa como la doctrina emplean, desde 
mi punto de vista, una terminología que no refleja la realidad en cuanto al tipo de 
medios que la deben integrar. Baste por el momento con adelantar que me estoy 
                                                                                                                                                                        
 Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2010[1]; p 760; o 2010[2]; p 1) la equipara a un poliedro donde 
algunas de sus caras son la tecnología, el marco jurídico adecuado, el liderazgo y la cultura 
organizativa. 
44 Lo reciente de la materia impide todavía contar con un bagaje jurisprudencial medianamente 
aceptable. Ello es, quizás, un claro reflejo del escaso  uso real que tiene la administración electrónica 
en nuestro país, puesto que, si su uso estuviese plenamente normalizado considero que la relación 
telemática con las Administraciones es un campo sembrado para los conflictos, las diferencias, las 
interpretaciones y los atropellos. 
 No obstante, he procurado incorporar al texto de esta tesis todas aquellas sentencias que he 
encontrado relacionadas con la temática y aplicables a los diferentes apartados tratados. 
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refiriendo al uso indistinto de los adjetivos electrónico , informático y telemático . 
Más adelante se tratará con detalle esta cuestión. 
Por último, porque a pesar de que su implantación se configura como una 
obligación y no como una posibilidad o un objetivo deseable tal y como demuestra el 
hecho de que se establezcan unas fechas límite para dar cumplimiento a las normas que 
la regulan , al establecer distinciones según el tipo de Administración, al permitir, bajo 
ciertas condiciones, retrasos en la implantación y al facilitar sobremanera la justificación 
de tal conducta, este deber se diluye y difumina de tal manera que llega incluso a perder 
toda su fuerza y eficacia es deber 
ineludible para un único tipo de Administración, es deber excusable para la gran mayoría 
de ellas e, implícitamente, es un objetivo que, en la práctica, ni siquiera se plantearán 
perseguir un reducido número de pequeñas y económicamente limitadas Administra-
ciones. 
Con la intención de reducir, dentro de lo posible, esta confusión, cada una de 
estas tres cuestiones serán tratadas en los apartados siguientes, para poder abordar con 
mayor tranquilidad tanto la diferenciación entre solo incorporar TICs a la Administra-
ción e implantar una verdadera administración electrónica como el análisis con detalle 
del marco normativo de la e-administración. 
2.1. Delimitación conceptual: definiciones normativas, 
definiciones doctrinales y conceptualización final 
Por muy extraño que resulte, la importancia y relevancia que se le quiere dar a la 
administración electrónica promulgando y reformando todo un conjunto de normas que 
la configuren, la delimiten, la fomenten y que transformen los modos tradicionales de 
trabajar, se contraponen con la desidia a la hora de ofrecer un concepto perfectamente 
delimitado45 a través de una definición de lo que debe entenderse por tal. Así lo demues-
                                                            
45 En el fondo la cuestión carece de una importancia trascendental puesto que, como bien asegura Luis 
a diferencia de lo que sucede en la vida política  las 
cosas son lo que son y no lo que dicen que son; esto es, lo que importa es el régimen jurídico más allá 
expresar algo, sino la representación técnica de la idea, del hecho o del acto que con ese nombre se 
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tra el hecho de que en el Estado español ninguna disposición estatal, autonómica, local 
o sectorial se atreva a definirla46  
Sí existe una definición legal en la e-Government Act of 2002 estadounidense (Public 
Law 107-347-Dec. 17, 2002)47 que define el electronic Government 
Administración de aplicaciones basadas en sistemas Web e Internet y otras tecnologías 
de la información, combinado con procesos para implementar esas tecnologías, para (A) 
permitir el acceso y entrega de información y prestación de servicios al público, a otras 
agencias y a otras entidades de gobierno o (B) producir mejoras en las actividades guber-
namentales con el objetivo de que puedan aumentar la eficacia, la calidad del servicio o 
su transfor 48. 
También existe, a nivel comunitario, una definición en la Comunicación de la 
Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité de las Regiones [COM (2003) 
567 final, de 26 de septiembre] titulada El papel de la administración electrónica en el futuro de 
Europa49, concretamente en su apdo. 3, «El papel de la administración electrónica»: 
ectrónica como el empleo de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones en las Administraciones públicas, combinado con 
cambios organizativos y nuevas aptitudes, con el fin de mejorar los servicios públicos y 
los procesos democráticos y refor . Sin embargo, esta 
definición, aunque pueda ofrecer una buena imagen de lo que se pretende que sea el 
e-Government a nivel comunitario, no refleja de una manera acertada la realidad que, en el 
caso español, se deriva tanto del marco normativo como de la práctica administrativa, 
motivo por el cual es objeto de críticas por parte de la doctrina jurídica50. 
                                                            
46 Tampoco lo hace la Ley catalana 29/2010, de 3 de agosto, del uso de los medios electrónicos en el sector público de 
Cataluña El títol II defineix nis-
tració electrònica i les tasques que duen a terme les diverses administracions públiques per a avançar en aquesta 
Administració  
47 Texto accesible desde (vínculo corto) http://goo.gl/qo9D0X [última consulta: octubre de 2015]. 
48 Esta noción de Administración electrónica se ajusta a los propósitos establecidos por la propia Ley, 
dirigidos fundamentalmente (1) a proporcionar información y servicios a través de Internet a los 
ciudadanos y (2) a fomentar los intercambios de información, datos y documentos entre las distintas 
Agencias y Administraciones gracias a la consagración de los principios de colaboración y 
coordinación en este sector
2010; p 53). 
49 Texto disponible en (vínculo corto) http://goo.gl/3vm5bE [última consulta: octubre de 2015]. 
50 nos encontramos ante una definición 
excesivamente amplia que difícilmente puede ser asumida plena y pacíficamente desde una perspectiva 
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También ofrece una definición, aunque más vaga reducida únicamente a 
aquello a lo que rotundamente rechazo circunscribir el concepto: a la simple 
incorporación de TICs , la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
en Estudios de la OCDE sobre administración electrónica. La administración electrónica, un 
imperativo51 como nformación y la comunicación, y 
. 
Frente a esta escasez de definiciones normativas, lo que sí abundan son las 
definiciones doctrinales elaboradas por los distintos autores que han estudiado la 
e-administración, en las que cada uno de ellos plasma, desde su elogiable interés por la 
materia y su respetable punto de vista, aquello que se debe destacar del concepto52.
                                                                                                                                                                        
estrictamente jurídica. Sin embargo, la noción aportada por la Comisión resulta valiosa pues ésta no se 
limita a efectuar una simple descripción del fenómeno de la e-Administración, al establecer en la 
adelante (op. cit. e-Governance 
(e-Gobierno) que al de e-Government (e- efiere a las tres 
vertientes de aplicación de las TICs por los poderes públicos (social, política y administrativa) y no 
 
 A pesar de su poca concreción, también yo le saco cierta utilidad (vid., p.ej., apartado 3.2.2 de esta 
Memoria) para diferenciar entre e-administración en sentido amplio y en sentido estricto, pues el 
punto de vista de la Comisión considera administración electrónica el empleo de las tecnologías por 
parte de las Administraciones sin distinguir bajo qué régimen jurídico (público o privado), mientras 
que normas como la LAESP la restringen a las actuaciones sometidas al Derecho Público 
Administrativo. 
51 El texto original del estudio OECD e-Government Studies. The eGoverment Imperative está disponible en 
(vínculo corto) http://goo.gl/213jS3; también es posible acceder a un resumen traducido al castellano 
en (vínculo corto) http://goo.gl/z85oDV [en ambos casos, última consulta: octubre de 2015].
52 Podrían ponerse algunos ejemplos de definiciones o pseudodefiniciones que la doctrina hace de 
administración electrónica: 
 logías de la información y la comunicación, combinada con 
 
 mación y la 
comunicación en el desarrollo de las actividades administrativas. Este nuevo modelo de 
administrar tiene dos dimensiones: de un lado, la dimensión interna, que comprende la aplicación 
tativas; y, de otro, 
MARTÍNEZ GUTIÉRREZ, 2007; p 96); 
 A aplicación de tecnoloxías avanzadas da información e as comunicacións aos procesos das administración 
públicas. Iso supón a implantación, por parte das administracións, de toda unha serie de medios técnicos, tanto a 
nivel de hardware (equipos, servidores, redes, etc.) como de software (programas e aplicacións) necesarios para a 
prestación dos servizos e a realización dos procedementos que lle son propios, tanto a nivel interno como nas relacións 
cos cidadáns  
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Tan subjetiva es la elaboración de una definición al respecto que incluso yo me 
atrevería ofrecer una y considerar como administración electrónica el empleo de las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la prestación de los servicios públicos y en la 
actuación administrativa con la finalidad de que, acompañado de cambios normativos, organizativos, de 
aptitud y de actitud, se permita, se facilite y se fomente la relación de los administrados con las 
Administraciones públicas y de éstas entre sí a través de medios telemáticos y con plena garantía de 
eficacia, seguridad, transparencia, calidad y responsabilidad. 
Esta elaboración plural y a la vez subjetiva hace que el conjunto de definiciones 
dé lugar a un grupo tan heterogéneo que poco o nada añade a la delimitación del con-
cepto de administración electrónica, lo cual nos deja como solución ofrecer, más que 
una definición, un perfil de lo que debe implicar; a saber: 
1. Que en el seno de una Administración pública se hace un uso de TICs, en 
concreto de aquéllas que permiten la comunicación a distancia a través de la 
interacción de dos equipos, aparatos o terminales, uno emisor y uno 
receptor53. 
2. Que estas TICs se empleen en el desempeño de funciones administrativas y 
en la prestación de los servicios públicos. 
3. Que se usen tanto en las relaciones con sus administrados como con otras 
Administraciones. 
4. Que la implantación de estas tecnologías vaya acompañada de cambios en 
cuanto a normativa, organización, capacitaciones y grado de aceptación. 
                                                                                                                                                                        
  nuevas tecnologías de la información y el desarrollo de la Sociedad de la 
Información en el seno de y en la actividad de las Administraciones Públicas, en sus relaciones 
interadministrativas y con los ciudadanos, generando nuevas vías de comunicación y mejorando la 
 (Carlos LÓPEZ BLANCO/Lorenzo AVELLÓ 
LÓPEZ, 2004; p 24); 
 
el objeto de mejorar la eficiencia interna, las relaciones interadministrativas y las relaciones de la 
 
 
ciudadanos basada en l
(Roberto O. BUSTILLO BOLADO, 2012[1]; p 43). 
53 Todo ello con independencia de los intermediarios o prestadores de servicios que, de forma necesaria, 
han de participar para permitir tal relación y a los que ya se ha hecho referencia en nota al pie núm. 15. 
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2.2. Delimitación estructural: los elementos tecnológicos o 
tipos de medios que la integran 
A menudo tanto la doctrina como la normativa54 han asociado el concepto de 
administración electrónica con el empleo, indistintamente, 
como si fuesen cosa equivalente, cuando lo cierto es que, 
aunque relacionados, tienen un contenido diverso. 
De hecho, la propia etimología de estos tres adjetivos permite asociar cada uno 
de ellos con un tipo distinto de ciencia, tecnología o conjunto de conocimientos con un 
contenido y unas funcionalidades bien distintas, de modo que, sin dificultad, los medios 
electrónicos se relacionan con la Electrónica55, los informáticos con la Informática56 y 
los telemáticos con la Telemática57. 
A su vez, y por este orden, estos tres tipos medios se corresponden con los dis-
tintos tipos de aparatos e instrumentos que han ido apareciendo a lo largo de la evolu-
ción tecnológica de nuestras sociedades occidentales y que a través de una incorporación 
progresiva se han ido añadiendo al funcionamiento ordinario de las entidades públicas y 
privadas. 
Así, los aparatos electrónicos entendiendo por tales aquellos que, de acuerdo 
con la definición de Electrónica, emplean de algún modo la electricidad y los electrones 
para el almacenamiento, transporte y transformación de la información  fueron los pri-
                                                            
54 Vid. p.ej. el art. 45.1 de la LRJAPyPAC, el art. 1 del Real Decreto 263/1996 o el art. 96 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT). 
55 
cargadas a través de espacios vacíos, gases y materiales conductores o semiconductores. Se utiliza en la 
captación, transmisión y explotación de información y, en particular, en la captación de dispositivos 
basados en tales fenómenos. Asimismo, el término se emplea para referirnos a la técnica que aplica 
dichos conocimientos a la industria, concretándose en potentes sistemas de control, de 
Marcelino ELOSÚA/Julio PLÁGARO, 2007; p 204) 
56 La Informática (de information technology
automático de la información. La informática incluye el diseño del equipo físico y el equipo lógico de 
Marcelino ELOSÚA/Julio PLÁGARO, 2007; p 285).  
57 
telematics, acrónimo a su vez del prefijo tele- (distancia) e informatics (I
de las técnicas de la telecomunicación y de la informática a la transmisión a larga distancia de 
la comunicación de informaciones a distancia. Se trata de una disciplina científica 
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meros que al entrar a formar parte del instrumental burocrático, público o privado, 
supusieron una primera revolución debido a la combinación de reducción de esfuerzos e 
incremento de rendimiento y eficacia que permitieron. En este grupo de medios se 
incluiría gran variedad de útiles respecto de los que podría decirse hoy día que están en 
desuso o incluso obsoletos: teléfonos alámbricos , faxes, fotocopiadoras, cámaras 
fotográficas de carrete , cámaras de vídeo de cinta , microfilmadoras, máquinas de 
escribir eléctricas, radiocasetes, etc. 
Si la Electrónica supuso grandes cambios, mayores fueron aún con la introduc-
ción de la Informática que implicó y aún poco a poco nos sigue exigiendo importantes 
pequeños esfuerzos de adaptación  la introducción en nuestras oficinas no solo de los 
indispensables ordenadores personales (PCs) e impresoras (de impacto, de tinta o láser, 
monocromas o de  sino de otros indispensables aparatos (escáneres, lectoras 
ópticas, lectores y grabadores de CDs y DVDs, ordenadores portátiles, dispositivos mó-
viles de almacenamiento tanto de tipo disco duro externo como memorias flash o 
pendrives
versión clásica han quedado prácticamente relegados al baúl de los recuerdos (cámaras 
fotográficas y grabadoras de vídeo digitales, reproductores mp3, cañones y proyec-
se han ido sucediendo 
en sistemas operativos y software. 
Sin embargo, la gran revolución, en mi opinión, ha tenido lugar con la 
posibilidad de comunicación a distancia a través de la interacción de dos equipos uno 
emisor y otro receptor  con el apoyo de las telecomunicaciones y de los diferentes 
prestadores de servicios que las sustentan. Así, aunque el individuo estándar de la 
sociedad actual no se sorprenda con cosas como la telefonía móvil y todo lo que 
wi-fi, con 
conexiones inalámbricas entre ordenadores y periféricos, etc. no dejará de sorprenderse 
ante las nuevas posibilidades que progresivamente le van a seguir ofreciendo las TICs y 
que lo van a dejar con la sensación de que cada día está más cerca de ser realidad lo que 
hasta hace poco era ciencia ficción.  
Por lo tanto, aunque en el fondo los tres tipos de instrumentos estén en cierto 
modo relacionados, tal y como introduje al principio de este apartado, de forma que lo 
ga su vez tampoco lo tenga 
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cada uno de ellos tiene identidad suficiente como para permitir 
afirmar que no todo lo electrónico  tiene por qué ser 
y, por ende, para 
concluir que, en puridad, se trata de tres tipos de medios distintos y no equivalentes. 
Buena parte de la doctrina también lo entiende así58. 
                                                            
58 Por todos, tómense como ejemplo las siguientes exposiciones de Josep OCHOA MONZÓ/Rubén 
MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007). 
 En las páginas 75 y 76 describen muy claramente la diferencia entre los tres tipos de medios de 
funcionamiento: edios electrónicos en los que pueden incluirse 
cualesquiera que utilicen esa técnica como base o ayuda en el desarrollo de la actividad. Así, por 
ejemplo, se puede considerar un medio electrónico una microfilmación, o una fotocopiadora, o el 
conocido fax. Por medios informáticos podemos entender, tomando como base la propia definición 
de informática, todos aquellos que hagan referencia al tratamiento automático de la información. Y, 
por último, la telemática fruto de la unión de las palabras telecomunicaciones e informática  puede 
entenderse como el diálogo entre equipos informáticos, que permite la transmisión de datos o 
información entre ellos, para lo que hay que establecer una unión física y lógica   
 Esta distinción incide, lógicamente, sobre otros elementos propios del Derecho Administrativo, como 
p.ej. los documentos administrativos. En la página 107 exponen lo siguiente: En relación a los 
documentos electrónicos, podemos afirmar que los mismos son aquellos que han sido generados o 
producidos por medio de la utilización de técnicas electrónicas. En esta categoría de documentos 
debemos incluir los emitidos utilizando la técnica como base de la actividad de creación del 
documento. Nos referimos, por ejemplo, a las microfilmaciones, los documentos generados por fax, 
etc. En cuanto a los documentos informáticos, éstos son aquellos que han sido generados a través de 
la utilización de técnicas informáticas (...). Debemos incluir en esta clase de documentos a todos 
aquellos que hayan sido generados por medio del tratamiento informático de la información, esto es, a 
través de los ordenadores. Por último, los documentos telemáticos son aquellos que han sido 
generados por medio de la utilización de técnicas telemáticas, esto es, a través de la transmisión de 
datos e información entre equipos informáticos  
 También se ocupa de los distintos tipos de documentos Rafael OLIVER CUELLO (2007; pp 232-
dentes, especialmente desde el punto de vista del distinto 
grado de satisfacción de las exigencias de auten
cabe hablar de documentos administrativos informáticos por cuanto los medios telemáticos no se 
refieren a un soporte técnico propiamente dicho sino que, por el contrario, aluden a la transmisión a 
distancia de aquellos actos previamente digitalizados o i  
 Finalmente, también Marta OLLER RUBERT (2008; pp 87 y ss) que a pesar de diferenciar y describir 
todos ellos. 
 Toda esta problemática adjetiva podría extenderse, sin problema alguno, a todos y cada uno de los 
diferentes elementos de la administración electrónica. P.ej. es muy distinto un registro informático o 
informatizado (id est, donde los documentos presentados ante funcionario se podrían escanear y 
registrar a través de un programa informático, evitando así el almacenamiento de copias en papel) de 
un registro telemático (es decir, accesible a través de una dirección web, donde instancias y 
documentos se presentarían sin tener que personarse en ventanilla alguna y cuyo registro se haría 
automáticamente, sin intervención de funcionario alguno). 
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Siendo esto anómalo es decir, que se asocien indistintamente lo electrónico, lo 
informático y lo telemático  más lo es el hecho de que las distintas normas e incluso la 
doctrina hablen de la e-administración asociando todo lo derivado de ella (documento 
electrónico, registro electrónico, expediente electrónico, archivo electrónico, acceso 
electrónico ) Si la e-administración 
no ha nacido ni con la Electrónica ni con la Informática sino que ha aparecido con 
motivo de la Telemática, en mi opinión, el calificativo, si no exclusivo, por lo menos 
preferente59, que debería emplearse para referirse a los elementos derivados de ella 
60 61. 
2.3. Delimitación jurídica: obligatoriedad o voluntariedad de 
implantación 
La administración electrónica además de darle un importante giro al modo de 
gestionar y prestar los servicios públicos supone, o debería suponer, para la Administra-
 
Ahora bien, su implantación, fomento, mejora y supervisión ¿es un objetivo que debe 
buscar cada Administración pública en la prestación de un mejor servicio público a los 
                                                            
59 
una utopía, considero que ello no es óbice para que, por lo menos la doctrina, debiera ser más 
prudente y o bien recurrir siempre que fuera posible a este segundo adjetivo o bien puntualizar a qué 
se está refiriendo. 
 Yo mismo emplearé indistintamente a lo largo de este trabajo ambos adjetivos electrónico/a y 
telemático/a  pero entendiendo que siempre en el mismo sentido: medios que permiten la 
comunicación y transmisión de datos entre equipos informáticos distantes, que es precisamente lo 
característico de la e-administración. 
 Lorenzo COTINO HUESO (2 -
prensiva de «electrónico» de uso generalizado  
Anexo de la LAESP] pueden eludirse necesarias precisiones respecto de «electrónico», «informático» y 
TORRIJOS (2012; p 126). 
60 También, por lo menos en cuanto a las notificaciones se refiere, Isaac MARTÍN DELGADO 
(2009[2]; p 57, en nota al pie). 
61 En este sentido, me parece loable la redacción escogida en su día por el legislador en la Ley 24/2001 
telemático
telemáticos telemática quí expuesto. 
 Opción que, desgraciadamente, no ha seguido la Ley 11/2007; de hecho ésta solo recurre a este 
adjetivo en la Exposición de Motivos para hacer referencia a lo regulado en leyes anteriores  y en la 
disposición transitoria única al referirse a la transformación en registros electrónicos (sic) de los 
registros telemáticos existentes a la entrada en vigor de la Ley. 
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ciudadanos y a la sociedad o es, por el contrario, un deber jurídico que se deba cumplir 
de modo inevitable? En caso de tratarse de una obligación ¿a qué Administraciones 
alcanza?, ¿a todas o solo 
siendo un deber ¿hay una fecha límite en la que éste debe ser cumplido o puede 
aplazarse su cumplimiento sine die sin que tal inobservancia comporte consecuencia 
jurídica alguna? Todas estas cuestiones solo pueden ser contestadas acudiendo a lo 
prescrito en el régimen jurídico que lo regula por dos motivos. 
El primero de ellos, porque la Ley básica en la materia, la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos62 (LAESP) convirtió, como 
cto de la implantación de medios electrónicos, 
63, es decir, supuso el paso de la posibilidad de 
incorporar estos medios al deber de implantarlos64. Se contesta así a la primera de las 
preguntas antes formuladas: es un deber jurídico. 
Asimismo, en su art. 2, al referirse al ámbito subjetivo de aplicación expresa-
mente indica y de un modo contundente  traciones 
y especifica a continuación, por si aún hubiese duda, que se entenderá por 
Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local, así como las entidades 
amplia de Administración, inclusiva tanto de las territoriales como de las no territoriales 
por tanto, también de las Universidades públicas65  se responde a la segunda de las 
cuestiones: afecta a todas las Administraciones públicas. 
                                                            
62 Esta Ley la describiré con detalle más adelante en los apartados 4.2.2 a 4.2.7. 
63 La propia Exposición de Motivos de la LAESP lo 
38, 45 y 59 de la Ley 30/1992 son facultativas. Es decir, dejan en manos de las propias 
Administraciones determinar si los ciudadanos van a poder de modo efectivo, o no, relacionarse por 
medios electrónicos con ellas. Esta Ley pretende dar el paso del podrán al deberán  
64 Modesto FABRA VALLS/José Luis BLASCO DÍAZ (2007; p 14) lo expresan del siguiente modo: 
pro
 
65 Las Universidades públicas entran en el ámbito de aplicación de la LAESP, en virtud de su autonomía 
universitaria, a través de la expr
-
sic) en el art. 1.3 del vigente en el momento de la entrada en vigor de la LAESP  
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de 
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Sin embargo, no se puede pasar por alto la disposición final tercera que en los 
apartados 2 a 5 configura dos niveles de exigibilidad en el cumplimiento del deber66, lo 
67 de incorporación. Así, 
para la Administración General del Estado se establece que inevitablemente a partir del 
31 de diciembre de 2009 los derechos reconocidos a los ciudadanos en la LAESP 
. Dicho con otras palabras, desde el 1 de enero de 2010 todo ciudadano 
ha podido tener la oportunidad que no el deber, como se verá más adelante  de 
relacionarse con cualquier entidad o departamento de la Administración General del 
Estado por medios telemáticos. Sin embargo, en las Comunidades Autónomas y en las 
Entidades Locales68 el deber de implantar o no una administración electrónica 
69, excusa a la que 
fácilmente se puede recurrir y más aún en tiempos como los actuales de recesión 
económica y de recortes presupuestarios . Nada cambia el hecho de que, con vistas a 
                                                                                                                                                                        
las Administraciones Públicas y en que allí se definían como dependientes aquellas entidades financiadas 
mayoritariamente por cualquier Administración. 
 
no con vocación de generalidad. Segundo, porque dicho precepto también utilizaba la expresión 
admitirse forzadamente en el hipotético supuesto de que el art. 2 de la LAESP estuviese redactado de 
un modo confuso que no dejase otra posibilidad para incluir a las Universidades públicas; pero no es 
el caso. 
66 Considera Isaac MARTÍN DELGADO (2009[1], apdo. II) errónea la postura de algún autor de 
 potestad discrecional, sino como un concepto 
cubrir los gas
adecuadamente la falta de recursos y la opción de no habilitar la gestión electrónica, decisión que será 
 
67 láusula trae consigo: la posible utilización de la excepción como escudo 
[1], apdo. II). 
68 Co
TORRIJO, 2013; p 43). 
69 e requiere la puesta en práctica de la Administración 
electrónica. Se trata de una apuesta cara, que, no obstante su amortización futura y su rentabilidad a 
(César CIERCO SIERRA, 2011; pp 181-182). Ahora bien, Julián VALERO TORRIJOS (2013; pp 
44-45) se plantea la cuestión de hasta qué punto se trata de un problema estrictamente presupuestario y 
no de políticas de cooperación y colaboración entre Administraciones. 
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una inevitable futura implantación, deba aprobar y hacer públicos programas y calendarios de 
trabajo precisos (...) con mención particularizada de las fases en las que los diversos derechos serán 
exigibles por los ciudadanos 70, porque sigue sin fijarse el tope temporal. De este modo a la 
cuestión de si hay una fecha límite se debe decir que sí para la Administración General del 
Estado pero no para Comunidades Autónomas y Entidades Locales (cuya fecha de implantación 
dependerá de cuestiones económicas71). 
Esta omisión, voluntaria y premeditada sin duda, es desde mi opinión criti-
cable72. Podría estar justificada respeto de las Entidades Locales más pequeñas y, por 
tanto, con menor capacidad económica, pero no lo está ni respecto de las Comunidades 
                                                            
70 Esta cursiva se corresponde con la parte del apdo. 5 de la propia disposición final tercera añadida por 
la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible. 
71 En todo caso, ello podría estar bien para el momento de aprobación de la LAESP, pero transcurridos 
ocho años desde entonces, el no cumplimiento de lo preceptuado no constituye solo una vulneración 
de la LAESP, sino y como advierte Lorenzo COTINO HUESO (2010; pp 214-215)  también de la 
Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio Ley que motivó, 
precisamente, la modificación del art. 6.3 de la LAESP a través de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de 
modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley 17/2009  y de la propia Directiva de servicios en 
cuya trasposición tiene su origen la Ley 17/2009. 
72 No soy yo el único en criticar este modo de legislar; de hecho, es un tema recurrente en la doctrina. 
 ente el 
edificio levantado por la Ley y convierte prácticamente en retóricos los derechos que la misma 
reconoce a los ciudadanos, cuyo ejercicio se prorroga ad calendas grecas
 sobrados motivos para creer que la admisión de este 
 
 la exigencia de la total 
efectividad de los derechos condicionada a las disponibilidades presupuestarias relativiza casi por 
 
 Con todo, uno de los más críticos es Isaac MARTÍN DELGADO (2009[1], apdo. II) que se hace eco 
vi
bilizar la obligación de adaptar todas las actuaciones 
administrativas a los derechos y exigencias de la Ley 11/2007 cuando así lo exija la concreta realidad 
de cada Administración, pues existirán casos en los que la implantación de algunos servicios 
electrónicos realmente no se encuentre respaldada por una demanda relevante en términos de relación 
coste-beneficio. [pero] Son dos los riesgos que esta cláusula trae consigo: la posible utilización de la 
excepción como escudo para cubrir la pasividad de la Administración de una Comunidad Autónoma o 
de un Ente Local en la total implantación de las TICs en su ámbito de actuación, y el establecimiento 
de grandes diferencias en función de la Administración actuante y de su riqueza o pobreza económica. 
ncionada fórmula no debe interpretarse como una potestad discrecional, 
sino como un concepto jurídico indeterminado, de tal modo que no hay posibilidad de optar entre 
a las concretas circunstancias del caso, no existan realmente disponibilidades presupuestarias para 
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Diputaciones provinciales, los Cabildos y Consejos insulares y los Ayuntamientos de 
gran población a los que se refiere el art. 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local73), no solo porque todas ellas cuentan o deberían contar con 
primordialmente, porque el volumen poblacional al que atienden y prestan servicios 
justificaría de sobra, no la omisión, sino más bien la imposición74. 
El segundo motivo, porque el régimen jurídico configurado por la disposición 
final primera, ajustándose al reparto constitucional y estatutario de competencias entre el 
Estado y la
por el Estado más 75. Por lo 
                                                            
73 
trato distinto; p.ej., el recién modificado apdo. 38.4.b de la LRJAPyPAC. Si hasta entonces se 
preceptuaba que para poder presentar solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidas a otras 
Administraciones públicas en los registros de las Entidades Locales se exigía la firma del oportuno 
convenio de colaboración; la modificación que introdujo el Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio (de 
medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y 
autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de 
simplificación administrativa) les supuso a las Entidades Locales citadas el deber de recoger dicha 
documentación sin necesidad de convenio; convenio que sigue siendo necesario, sin embargo, solo 
para las demás Entidades Locales (que bien se podrían llamar, sensu contrario  
74 -
agrupar, de alguna manera, y exclusivamente a los efectos del deber de implantación de la e-adminis-
tración, una serie de entidades respeto de las cuales, por una serie de motivos (territoriales, 
justificado dilatar ligeramente el cumplimiento del deber pero que para nada es coherente ni está 
justificado permitirles retrasar sine die la implantación de una e-administración siquiera mínima. 
Piénsese: 
 Que a las Comunidades Autónomas se les permite dictar normas propias de desarrollo de la 
LAESP no solo para sí mismas sino incluso de general aplicación a las entidades a ellas vinculadas 
y/o dependientes; si pueden regular e imponer deberes, deberían actuar como referentes. 
 Que a las Provincias, Cabildos, Consejos insulares y otras entidades supramunicipales ex lege se les 
encomienda el importante papel de apoyo funcional respecto de los municipios que no dispusieren 
de los medios técnicos y organizativos precisos con el fin de garantizar el acceso a los servicios por 
medios telemáticos a sus ciudadanos; ¿cómo lo pueden hacer si respecto de sus propios servicios 
no es posible acceder? 
 Que se consideran Ayuntamientos de gran población en todo caso aquellos cuya población supere los 
250.000 habitantes y los que siendo capital de provincia cuenten con más de 175.000 habitantes; y, 
tras la decisión de la Asamblea Legislativa correspondiente, los demás Ayuntamientos capital de provincia, 
los que sean capital autonómica o sede de instituciones autonómicas y los que, teniendo más de 
75.000 habitantes, presenten circunstancias económicas, sociales, históricas o culturales especiales. 
75 
 de Motivos de la LAESP) dejando libertad en el resto para la 
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tanto, y sin perjuicio de que la normativa estatal de desarrollo de la LAESP podría ser 
empleada por las Comunidades Autónomas para crear y poner en funcionamiento su 
propia e-administración76 es de esperar que la mayoría de ellas, sino todas, dictarán 
normas ad hoc para llevar a cabo su particular incorporación al mismo tiempo que las 
adaptaciones a las especialidades organizativas propias77. 
En todo caso, el grado de cumplimiento o incumplimiento dependerá, en su 
práctica totalidad, de qué elementos, requisitos y condiciones se exijan para considerarla 
implementada o, dicho de otro modo, cómo debe entenderse que ha sido puesta en 
marcha, al menos en su mínima expresión, una e-administración. 
Lógicamente, si se parte de la definición ofrecida por la OCDE y se asimila 
simple y llanamente a la incorporación de TICs al trabajo de las Administraciones 
públicas, sin más aditivos, se podría afirmar sin temor a equivocarse que en España 
prácticamente todas las Administraciones han hecho uso de tal posibilidad, de igual 
modo que, creo, han hecho la práctica totalidad de empresas, sea cual sea su categoría y 
tamaño. 
Sin embargo, si soy coherente con lo expuesto y con la mayoría de definiciones, 
 unos cambios normativos, organizativos, de aptitud y de 
actitud , es más que posible, desgraciadamente, que a día de hoy, transcurridos más de 
ocho años desde la promulgación de la Ley 11/2007, no todas las Administraciones 
españolas hayan dado completo cumplimiento, y a veces ni siquiera de forma mínima, a 
lo prescrito en ella78, bien porque falten los elementos adicionales, bien porque las 
                                                                                                                                                                        
configuración final del sistema. 
 De hecho, la mencionada disposición final primera enumera todos aquellos artículos y apartados que 
ispuesto en el art. 149.1.18ª de la CE que 
atribuye al Estado la competencia sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
 
76 La propia Constitución así lo reconoce en el art. 149.3 in fine 
 
77 Este ha sido el caso de la Comunidad Autónoma de Galicia que, a pesar de contar ya con numerosos 
procedimientos que se podían tramitar por vía telemática, llevó a cabo una adaptación propia a la 
LAESP a través del Decreto 198/2010, de 2 de diciembre, por el que se regula el desarrollo de la administración 
electrónica en la Xunta de Galicia y en las entidades de ella dependientes (D-DAEXG). 
78 De igual modo lo ve José Luis BLASCO DÍAZ (2009; pp 1409 y 1412-1413) en el caso de las Univer-
nuevas tecnologías] una cuestión diferente es cómo lo concretan, pues su heterogeneidad organizativa, 
condicionada por su proceso de desarrollo y por su dimensión, se proyecta igualmente sobre los 
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propias TICs no reúnan ciertos requisitos que las hagan apta para formar parte de una 
administración electrónica, verdadera o en potencia. 
                                                                                                                                                                        
diversos factores que determinarán tanto su utilización de las tecnologías de la información y la 
comunicación como el 
de las Universidades españolas se encuentren en un estado óptimo, como tampoco que en las más 
avanzadas en esta materia todas sus actuaciones se hayan desarrollado hasta ser la  
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3. El límite entre el simple uso de las nuevas tecnolo-
gías y la implantación de una, al menos potencial, 
administración electrónica 
En tiempos como los que nos está tocando vivir, de plena efervescencia tecnoló-
gica en los que equipos, aparatos, programas, aplicaciones, etc. aparecen, mejoran, se 
multiplican y quedan obsoletos a un ritmo vertiginoso con la finalidad de que, a veces de 
forma indiscriminada y prácticamente sin control, haya 79 
y nos veamos necesitados de ellas, era de esperar que el sector púbico 
gestión ordinaria80, ya que así ha sido desde 
que han aparecido en escena los primeros elementos tecnológicos, aunque a veces sin la 
debida planificación y estudio previo, casi como una obsesión resultando muy 
apropiada en la que recurre 
Maximino I. LINARES81. 
Ahora bien, si se parte del razonamiento con el que concluía el apartado 2.2 es 
decir, que la administración electrónica ha de vincularse realmente con la llegada de la 
Telemática y con el empleo de medios e instrumentos que permiten la conexión y comu-
nicación a distancia  es claro que hace ya tiempo que podría haberse empezado a hablar 
                                                            
79 Fijándose solo en aquellas tecnologías que permiten la conexión y el intercambio de datos a distancia, 
podría decirse que a día de hoy las TICs nos permiten: buscar la información más inverosímil e 
inaccesible posible; leer la prensa diaria, publicaciones periódicas de todo tipo y los más variados 
formatos de ebooks o libros en formato electrónico; jugar on line con amigos o con desconocidos de los 
que no sabemos ni la hora que es en el barrio, ciudad, país o continente en el que viven; adquirir 
bienes por compra directa o mediante subastas; efectuar pagos empleando gran diversidad de medios 
(domiciliación bancaria, tarjetas de crédito, cuentas pay-pal
más insospechados que se puedan imaginar utilizando los más diversos medios (servicios de 
mensajería instantánea o SMS, whatsapps,  
 Incluso es posible crear una descripción real o ficticia  de nuestra constitución física, de nuestro 
cemos consciente o imprudentemente a 
conocidos y desconocidos a través de muros y perfiles en las redes sociales. Esta exposición libre y 
voluntaria de información tan personal puede acarrear serios problemas, como los que Ana GARRI-
GA DOMÍNGUEZ (2014, p 94) refiere  
80 
especial para que [cualquier Administración] pudiera utilizar puertas adentro estos medios 
[tecnológicos], s
(Germán ORÓN MORATAL, 2007; p. 188). 
81 Maximino I. LINARES GIL (2010; p 417). 
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de e-administración82 teniendo en cuenta que hace décadas que las Administraciones 
comenzaron a utilizar aplicaciones en red y a dotar a su personal prácticamente en 
relación uno a uno  de terminales informáticos intercomunicados a través de Internet o 
de una intranet, equipos que a su vez figuraban conectados a uno o varios servidores, 
dotados de fuertes medidas de seguridad, que eran los puntos físicos donde, en última 
instancia se acumulaban la información y los datos virtuales producto de la actuación 
administrativa. 
Es cierto que podría argumentarse que los conceptos e-Government o e-adminis-
tración tienen un origen muy reciente y que solo desde hace muy poco fueron incorpo-
rados por la doctrina o las normas, pero ello no debe ser óbice para este planteamiento 
puesto que el escollo podría haberse salvado con el empleo de -
 otras similares. 
Ello no ha sido así porque la idea de e-administración nació, precisamente, para 
diferenciar esto nuevo  de lo que ya existía, en el sentido de exigir, como se ha visto en 
apartados anteriores, que no solo se incorporen las nuevas tecnologías al funcionamien-
to de las instituciones públicas, sino que se cree en torno a ellas un contexto y se las 
dote de unas garantías que las hagan aptas para la consecución de una serie de fines, 
requisitos que, en fin, no se consideraba que existieran ni se exigieran en el pasado.
Sin duda, la utilización de tan útiles herramientas por parte de las Administra-
ciones constituye los cimientos de una construcción tan ambiciosa y compleja como es 
una administración electrónica. Del mismo modo, el hecho de que una entidad haya 
optado por recurrir a su uso supondrá un loable primer paso en el camino hacia la 
telematización de su gestión y la prestación de servicios en línea. Pero ello no puede 
llevar a afirmar, sin más, que cuente ya con una e-administración83. 
Todo ello me lleva a plantear una serie de cuestiones. 
                                                            
82 Aunque el concepto es relativamente nuevo, en realidad no hemos dejado de hacer AE [administra-
ción electrónica] en los últimos diez o quince años, gracias al desarrollo constante en la aplicación de 
las tecnologías de la información a las actividades de las Administraciones Públicas, que a mediados de 
los 90 habían alcanzado ya un nivel perfectamente comparable al del sector servicios en su conjunto
(Reyes ZATARAÍN DEL VALLE, 2004[2]; p 73). 
83 -
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Por ejemplo, ¿no es posible que todavía hoy existan casos de TICs que habiendo 
sido implementadas en una Administración no reúnan un mínimo de condiciones que 
las hagan idóneas o adecuadas para su empleo en las funciones administrativas? 
Planteada la situación desde otro prisma, ante la gran avalancha y variedad de medios, 
instrumentos, aplicaciones, etc. tecnológicos existentes en el mercado y que las 
Administraciones podrían implantar para llevar a cabo su gestión y la prestación de sus 
servicios, ¿serían aptos todos ellos por lo menos tal y como hoy los conocemos y 
usamos  para ser utilizables en una e-administración? O, dicho de otro modo, ¿no sería 
lógico exigirles ciertos requisitos para ello? 
Ciertamente, no toda TIC es adecuada. Se hace necesario distinguir un uso 
habitual, simple, ordinario, corriente de una tecnología, igual al que podrían darle los 
ciudadanos entre sí, de aquél que se le daría, bajo unas ciertas condiciones y requisitos, 
para ejercer las competencias administrativas con total cumplimiento de las exigencias 
derivadas del Derecho administrativo. Por qué establecer esta distinción y cómo hacerlo 
es lo que pretendo contestar en el apartado 3.2. 
Del mismo modo, aunque alguna o varias TICs empleadas por una Administra-
ción pública reúnan estos requisitos ¿dónde poner el límite o a partir de qué momento 
se puede decir que una determinada Administración ya cuenta con una e-administración? 
¿Cómo subsumir bajo una misma denominación situaciones que pueden mostrar 
infinitas combinaciones y múltiples manifestaciones? 
Por poner una serie de ejemplos, un sistema e-administrativo  puede contar 
con normativa propia de desarrollo o ser implementado sustentándose exclusivamente en 
derecho supletorio, puede llevarse a cabo la implantación únicamente de una serie de 
elementos mínimos considerados imprescindibles y/o obligatorios legalmente o pueden 
venir éstos acompañados de toda una batería de instrumentos coadyuvantes o auxiliares, la 
telematización de procedimientos ¿cómo ha de valorarse?, ¿en función del número de 
procedimientos administrativos accesibles vía electrónica, aunque su tramitación real sea 
mixta o necesitada de gran cantidad de trámites en papel adicionales?, ¿o considerando 
de una forma positiva que los pocos procedimientos disponibles electrónicamente 
puedan ser tramitados en su integridad on line y, por lo tanto, de una forma más cómoda 
y ágil? y así un largo etcétera. 
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La respuesta dista de ser sencilla. Quizás lo más sensato sea, por lo menos desde 
la perspectiva de este trabajo, optar por una solución práctica y comedida y diferenciar, 
empleando una terminología propia, una administración electrónica de derecho de una de 
hecho. 
 Por administración electrónica de derecho entendería aquélla situación óptima desde 
la perspectiva del cumplimiento de las obligaciones legales, aquélla estructura 
tecnológico-administrativa que pivota sobre una norma de cabecera, la piedra 
angular del sistema, a partir de la cual se generaría el resto de elementos e 
instrumentos norma que no tiene por qué consistir necesariamente en una 
regulación ad hoc, extensa y completa de la materia, sino que bastaría con una 
disposición que se limitase a adoptar, adaptar, extender o adherirse a un 
concreto sistema e-administrativo ya existente  y que permitiría implantar, 
 
En este caso, el entramado de e-administración será más o menos completo, 
eficiente o no, sencillo o complicado  pero desde luego, estaremos ante una 
verdadera administración electrónica, posiblemente mejorable día a día, pero en 
todo caso suficiente para permitir el ejercicio de los derechos electrónicos de 
los administrados. 
 Con administración electrónica de hecho me estaría refiriendo, por el contrario, a 
aquélla situación en la que se encontraría aquella institución que no ha 
cumplido con las obligaciones legalmente impuestas carece de los instru-
, tampoco cuenta con una norma que regule o prevea un 
futuro sistema e-administrativo propio, pero sí ha llevado a cabo la 
implantación de las nuevas tecnologías en algunos o numerosos ámbitos de 
actuación que, bien puntualmente, bien con carácter generalizado, reúnen una 
serie de requisitos que permitirían calificar tal actuación como una 
administración electrónica en potencia y no como uso ordinario de TICs. 
En este caso la gestión administrativa podrá ser en el fondo y en la práctica 
-administración 
incompleta e insuficiente de cara a las obligaciones legales y de cara a los 
e-administrados. 
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Si puede ser fácil establecer la distinción entre una administración electrónica de 
hecho y una de derecho pues tal diferenciación se hace en base a datos objetivos fácilmente 
comprobables , no lo es tanto configurar un límite entre el simple recurso a las TICs, 
como un instrumento más en la actividad de las Administraciones, y su empleo 
encuadrado dentro de verdaderas políticas de prestación de servicios de manera 
telemática, a distancia, on line, con fractura de las limitaciones espacio-temporales que 
impone la vía tradicional sea dentro de una verdadera administración electrónica (lo 
ideal) sea constituyendo, al menos, una administración electrónica en potencia .  
3.1. La importancia de establecer esta diferenciación a pesar 
de su debilidad y fragilidad 
Delimitar claramente dónde acaba el simple uso de una tecnología y dónde em-
pieza su integración en una administración electrónica es importante porque de la con-
clusión a la que se llegue derivarán diferencias en cuanto al procedimiento a seguir para 
llevar a cabo su incorporación84, a la repercusión en la propia configuración, estructura y 
funcionamiento de la entidad85, al régimen de deberes y responsabilidades derivados del 
empleo que de ellos se haga86, etc. 
                                                            
84 Incorporar a la actividad de una Administración una nueva tecnología, sin intención de otorgarle 
repercusión jurídica no requerirá atender prácticamente a ninguna exigencia, ya que tal incorporación 
se deberá casi siempre a motivos de interés, de innovación o de oportunidad (p.ej. abrir un perfil en 
cualquier red social como Twiter o Facebook, enviar de forma masiva avisos y publicidad a través de 
 
 Frente a ello, cuando la incorporación se va a hacer con intención de que sea sustitutiva o 
complementaria de la propia actividad administrativa en su forma tradicional (p.ej. empleo de correo 
electrónico para efectuar convocatorias, realizar notificaciones o llevar a cabo una ágil comunicación 
interorgánica; instaurar concretos procedimientos electrónicos; llevar a cabo comunicaciones e incluso 
determinadas exigencias, como pueden ser hacer un estudio previo de viabilidad, valorar los costes 
económicos y las ventajas de su empleo, procurar que aseguren la protección de los datos personales 
empleo, dotarlos de eficacia y seguridad, etc. 
85 En breve tendré oportunidad de pronunciarme y hacer referencia a los distintos cambios que podrían, 
y en algunos casos deberían, acompañar a la implementación de una auténtica administración 
electrónica: organizativos y estructurales, económico-presupuestarios, de adquisición de los cono-
cimientos y capacidades adecuados, de mentalidad y aceptación social y normativos.
86 P.ej. del hecho de que un usuario publique un comentario en el muro o en el perfil de la 
Administración en una red social, que como regla general no será considerada e-administración, no se 
deriva obligación alguna para la institución de contestar. 
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Huelga decir, sin embargo, que el establecimiento de un límite claro, absoluto y 
perfectamente perfilado se antoja muy difícil cuando no imposible. Los motivos que 
podrían alegarse son múltiples. A mí se me ocurren una serie de ellos, relacionados en 
concreto con el elemento que es el punto de partida de toda la estructura, las TICs, 
desde una perspectiva interna, es decir, desde su definición y configuración. 
Primero y ante todo, es difícil delimitar con precisión y exactitud qué debe entenderse por 
tecnología de la información y la comunicación87. Las definiciones legas y técnicas son de lo más 
variado88
                                                                                                                                                                        
 Sin embargo, sí que implica deberes para la Administración que el interesado presente una solicitud 
que suponga iniciar un procedimiento, que remita un mensaje a través del correo electrónico 
formulando una duda, que solicite el alta como usuario para poder hacer uso de los servicios 
 
87 Como bien apunta Juan Cristóbal COBO ROMANÍ (2009; pp 309 
es más, también son variados los términos empleados para referirnos a ellas: tecnologías de la 
información y la comunicación, tecnologías de la información y las comunicaciones, tecnologías de la 
información, nuevas tecnologías, nuevas tecnologías de la información y la comunicación, etc.
 En todo caso, una posible definición debería ser suficientemente abierta como para abordar las 
diferentes futuras situaciones que se producirán en un entorno tan cambiante como es éste, ya que no 
son pocas las que se han quedado obsoletas por haber hecho referencia en su texto a técnicas, 
op. cit. pp 311-312).  
88 
Abarca varios sectores industriales y de servicios: proveedores de servicios de la Red, equipamiento y 
servicios de telecomunicaciones, medios de comunicación, bibliotecas y centros de documentación, 
Marcelino 
ELOSÚA/Julio PLÁGARO, 2007; p 517). 
 ías de la Información y las Comunicaciones, en adelante TIC, al conjunto de 
tecnologías que permiten la adquisición, producción, almacenamiento, tratamiento, comunicación, 
registro y presentación de informaciones, en forma de voz, imágenes y datos contenidos en señales de 
naturaleza acústica, óptica o electromagnética. Las TIC incluyen la electrónica como tecnología base 
que soporta el desarrollo de las telecomunicaciones, la informá
GRAELLS, Pere, 2000; p 2). 
  todos aquellos 
elementos y técnicas utilizadas en el tratamiento y transmisión de información relacionadas con la 
 
 rmiten editar, producir, almacenar, 
intercambiar y transmitir datos entre diferentes sistemas de información que cuentan con protocolos 
comunes. Estas aplicaciones, que integran medios de informática, telecomunicaciones y redes, 
posibilitan tanto la comunicación y colaboración interpersonal (persona a persona) como la 
multidireccional (uno a muchos o muchos a muchos). Estas herramientas desempeñan un papel 
COBO ROMANÍ, 2009; p 313). 
 Y así un largo e interminable etcétera. 
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nismo, instalación, equipo o sistema que permite 
producir, almacenar o transmitir documentos, datos e informaciones, incluyendo 
cualesquiera redes de comunicación abiertas o restringidas como Internet, telefonía fija y 
, tal y como las concebimos en la actualidad, hablamos 
de distintas técnicas, medios y herramientas que permiten la producción, y, sobre todo, 
la transmisión a distancia (y sin ser necesaria la intervención física de persona alguna) de 
documentos, imágenes, sonidos o cualquier otra información o dato. Pero el concepto 
puede variar notablemente a medida que vayan evolucionando las tecnologías, el mundo 
de las telecomunicaciones y la innovación en la materia89.  
Es precisamente esta naturaleza cambiante de las TICs lo que también hace que 
el límite al que estoy haciendo referencia se convierta en una frontera débil y fácilmente 
franqueable, ya no solo por lo inseguro e incierto de la definición de su elemento base 
sino, y quizás ello lo justifique más, por la variabilidad del propio elemento tecnológico, de 
modo que lo que hoy es simplemente un recurso tecnológico sin garantías de ningún 
tipo, motivo por el cual debería estar excluido de toda administración electrónica, 
mañana, si se dota de las oportunas garantías y de los imprescindibles efectos jurídicos, 
podría llegar a convertirse en un instrumento válido e incluso ideal para llevar a cabo 
una actuación administrativa con plena eficacia90. 
                                                            
89 En este sentido la propia LAESP es previsora a la hora de abordar en su Exposición de Motivos la 
ones para 
establecer tales comunicaciones electrónicas. El ordenador e Internet pueden ser una vía, pero no es 
desde luego la única; las comunicaciones vía SMS pueden ser otra forma de actuación que en algunas 
Administraciones están siendo ya empleadas. La Televisión Digital Terrestre, por ejemplo, abre 
también posibilidades con las que hay también que contar (...). La Ley no puede limitarse a regular el uso de 
los canales electrónicos disponibles hoy en día, ya que la gran velocidad en el desarrollo de las TICs hace 
posible a aparición de nuevos instrumentos electrónicos que se pudieran aplicar para la administración 
electrónica en muy poco tiempo, siendo necesario generalizar la regulación de estos canales  
 Por esta razón dice Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ -
tuación actual o futura de los diferentes medios electrónicos, es importante tener en cuenta que la Ley 
11/2007 es aplicable a todos los medios electrónicos que las Administraciones Públicas pongan al 
alcance  
90 Como muestra de la velocidad a la que las TICs evolucionan y de cómo van adquiriendo funciona-
lidades que las hacen más versátiles e incluso adecuadas para su empleo en entornos para los que hasta 
ahora no se había pensado, baste la siguiente noticia de la que se hicieron eco recientemente muchos 
periódicos (tomo como ejemplo, por ser una de las más descriptivas de la nueva aplicación, la de El 
Periódico, disponible en (vínculo corto) http://goo.gl/dmVUTh [última consulta: octubre de 2015]. Si 
hace cosa de un año y ante el aviso de que se su uso iba a dejar de ser gratuito , la gran expansión y 
uso de WhatsApp como Line, que prometía ser 
gratuita hasta el fin de su existencia , ahora una nueva, Telegram, pretende dejar en jaque éstas y otras 
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Por último, aunque no serán raros los casos en que una aplicación o utilidad se 
diseñe con la exclusiva finalidad de que se emplee en una actuación o serie de 
actuaciones muy concretas91 y de un único modo, no serán tampoco raras aquéllas que estén 
configuradas para que se les puedan dar usos diversos, no necesariamente incompatibles. Suponen un 
buen ejemplo, por ser una posible fuente de conflictos, aquéllas que junto una actuación 
administrativa material permiten un uso ajeno a lo público92. Será el estricto o permisivo 
punto de vista del analista lo que hará que las posibles soluciones lleguen a ser o no  
divergentes. Así, si considera que los instrumentos y medios que empleen las institucio-
nes públicas y el personal a su servicio deben tener un uso exclusivamente adminis-
trativo, incompatible con todo uso personal o particular, estos medios electrónicos 
de raíz de la consideración de e-administración. Por el 
contrario si parte de que principalmente se hará un uso administrativo de ellos pero que 
puntualmente se puedan emplear de manera privada, tal uso no afectará a su 
consideración como e-administración (opinión esta segunda a la que me adscribo). 
Baste un ejemplo. Una Administración puede dotar a sus empleados de una 
cuenta de correo electrónico propio vinculada a un servidor de correo con la intención 
de que sea empleada para una comunicación cómoda, efectiva y ágil de la institución con 
sus empleados, de éstos entre sí o entre unidades y órganos de la propia Administración 
a la hora de efectuar convocatorias, transmitir normas, instrucciones, órdenes de servi-
cio e información de su interés , para facilitar las actividades formativas, obligatorias o 
voluntarias, presenciales u on line, dentro o fuera del horario de trabajo, para establecer 
una vía más de s Administraciones, con adminis-
                                                                                                                                                                        
WhatsApp, 
Telegram basa su principal baza en la seguridad. El envío de mensajes dispone de una fuerte encriptación 
para que no puedan ser leídos por terceros a distancia, y además incorpora la posibilidad de que los 
mensajes se autodestruyan pasado un tiempo. También se puede borrar una parte de la conversación de manera 
real  
 Por ello, ¿qué impide que en un futuro no muy lejano una aplicación como ésta o una similar  que 
empleamos día a día para mandarnos de forma gratuita, inmediata y cómoda mensajes en el ámbito 
privado pueda ser empleada en el futuro por las Administraciones para llevar a cabo comunicaciones 
oficiales? 
91 Estoy pensando en programas informáticos como el PADRE, en las habituales aplicaciones de gestión 
propias de ciertos servicios, servicios de notificación telemática, sedes electrónicas, etc. 
92 Por supuesto, en estos casos, se trata de herramientas poco específicas, más bien calificables como 
genéricas pero no por ello no utilizables a nivel administrativo. Se me ocurren ejemplos como la 
navegación web a través de navegadores estándar (Internet Explorer, Mozilla Firefox, Google Chrome
correo electrónico ordinario, tanto si usa un servidor propio como si usa uno de libre acceso, etc. 
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trados y con terceros vinculados a la entidad. Todos estos empleos caerán claramente y 
sin ningún tipo de duda dentro de las actuaciones propias de la esfera institucional y por 
ello podría llegar a tener la consideración de elemento integrante de administración 
electrónica. Ahora bien, desde el momento en que dicho correo pueda ser utilizado por 
autoridades y empleados para mantener contacto privado entre ellos o para darle usos 
totalmente ajenos a la Administración (como enviar comunicados estrictamente 
personales o anuncios, difundir información y propaganda de eventos y actividades 
relacionados con su entorno íntimo e ideológico, participar en foros públicos o 
privados ) ese uso particular, permitido o prohibido según las normas internas de 
funcionamiento del servicio93, no debería alterar ni afectar a la finalidad principal y 
primordial para la cual fue implantado el servicio94. 
                                                            
93 P.ej. el art. 12 del Decreto 230/2008, de 18 de septiembre, por el que se establecen las normas de buenas prácticas en 
la utilización de los sistemas de información de la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia comienza 
reconociendo que se proveerá de servicio de mensajería (correo electrónico) a las personas a su 
servicio con finalidad exclusivamente profesional, estableciendo a continuación la posibilidad de 
monitorización del servicio (que en el fondo no deja de ser un mecanismo de supervisión, vigilancia y 
control), para finalizar previendo el bloqueo o la suspensión temporal cuando se detecte un uso inadecuado 
(considerándose como tal su empleo para difundir mensajes ofensivos o discriminatorios, para 
expresar opiniones personales en foros temáticos ajenos a las Administraciones, para la difusión 
masiva no autorizada o para la suscripción indiscriminada a listas de correo o cualquier ataque que 
tuviere por objeto impedir o dificultar el servicio de correo). 
 Cfr. esta regulación estricta con la normativa, más permisiva, de la Universidad de Vigo (accesible en 
[vínculo corto] http://goo.gl/yg5mAE [última consulta: octubre de 2015]): 
 Os servizos de correo electrónico subministrados pola nosa organización poden ser usados de forma incidental 
para temas persoais agás se: (a) interfiren co rendemento do propio servizo; (b) interfiren nos labores propios dos 
xestores/as do servizo; (c) supoñen un alto custo para a nosa organización   
 O correo electrónico é unha ferramenta para o intercambio de información entre persoas, non é unha ferramenta 
de difusión de información. Para iso existen outras canles máis axeitadas e efectivas  
 Estará penalizado coa cancelación da caixa de correo o envío a foros de discusión (listas de distribución de 
correo) de mensaxes que comprometan a reputación da nosa organización ou violen calquera das leis españolas  
 Aun habiendo cierta similitud y paralelismo en algunos aspectos, esta segunda normativa es claramente 
más permisiva ya que, de partida, reconoce y permite el uso personal; y a continuación, establece una 
serie de prohibiciones y estrictas medidas de supervisión que, que yo recuerde, no se han cumplido 
nunca y que incluso han acabado perjudicando el funcionamiento normal del servicio, como por 
ejemplo, la recepción masiva de SPAM debido a la cesión de la dirección electrónica personal a 
páginas de dudosa seguridad, la imposibilidad de enviar correos electrónicos por culpa del filtro anti-
avisos, 
cuentas con debates tan estériles como interminables, con mensajes-  
94 Sería, salvando las diferencias, lo mismo que ocurriría con el uso de las armas de fuego de las que 
disponen los miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad cuando no están de servicio, tanto si se 
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Otro tanto ocurriría aunque esa cuenta de correo electrónico se le facilitase, no a 
empleados, sino a terceros, como ocurre en las Universidades respecto de sus 
estudiantes: será un servicio electrónico más que preste la institución, ya que les será útil 
o en algún caso incluso necesario para comunicarse con el PAS y con los servicios 
administrativos con la intención de llevar a cabo cualquier gestión administrativa  o 
con el personal docente e investigador (PDI) en el seno de su relación docente o 
investigadora  independientemente de que también la puedan emplear, como cualquier 
cuenta personal, para relacionarse privadamente en relaciones ajenas a la institución.
3.2. Los elementos necesarios para, de algún modo, estable-
cer la distinción 
De los apartados anteriores se extrae que la e-administración está íntimamente 
relacionada con las TICs, pero no con cualquier tecnología, sino más concretamente con 
las telemáticas, es decir, aquéllas que posibilitan la comunicación a distancia. Ahora bien, 
¿con respecto a quién se ha de contemplar este nuevo modo de relación? Si admitimos 
que es suficiente su empleo a nivel interno esto es, limitado a relaciones interorgánicas 
                                                                                                                                                                        
trata del arma reglamentaria como si es otra particular de la que estén en posesión en virtud de la 
licencia de armas que les otorga su condición profesional. 
 La jurisprudencia del Tribunal Supremo en esta materia es abundante, sobre todo en lo relativo a res-
ponsabilidad patrimonial derivada de daños producidos por armas de policía, tanto si se trata de 
lesiones producidas por el propio funcionario (SsTS de 19/7/2001, de 31/12/2001 y de 
30/11/2005[1]) como si las causó un tercero mediando la culpa in vigilando de su propietario (STS de 
30/11/2005[2]). 
 El razonamiento más contundente es, sin duda, el de la primera, la 
examen de la razón de oportunidad que aconseja al Estado organizar a sus Cuerpos de Seguridad de 
manera que los miembros pertenecientes a los mismos puedan portar las armas reglamentarias aun cuando estén 
fuera de servicio, lo cierto es que se trata de un sistema organizativo del que resultan gravísimos riesgos que, por 
desgracia, no es la primera vez que originan un siniestro mortal. Ahora bien, si a pesar de ello el sistema se 
mantiene, ha de presumirse que se debe a que la Administración entiende que el funcionamiento global 
del servicio así lo exige y consecuentemente debe de asumir el hacerse cargo de la responsabilidad por los 
resultados lesivos o dañosos de los hechos en los que concurra como factor esencial la forma en que ha 
considerado necesario organizar el servicio, porque en definitiva tales resultados serán imputables a su 
funcionamiento  
 En todo caso, ello habrá de ser así siempre y cuando se trate del medio que puso a disposición del 
empleado público la Administración; pero no cuando se esté hablando de otro, similar e incluso 
idéntico, de su exclusiva titularidad (como una cuenta de correo personal común, frente a la 
institucional). Al ser más que posible que la institución desconozca su existencia es más, ni tendría 
por qué conocer no se le puede exigir respecto de su uso adecuado y correcto una posición de tutela, 
supervisión y control (vid. STS de 14/1/1999). 
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e intraadministrativas  tal uso conllevará mejoras en eficacia, eficiencia o autoorganiza-
ción pero nada habrá cambiado para los terceros sean éstos públicos o privados  a no 
ser reducción en los tiempos de espera. La novedad real está en la posibilidad o en el 
derecho de ciudadanos y empresas de emplear tales medios en sus relaciones con las 
Administraciones. Por lo tanto, se está exigiendo un uso de las tecnologías telemáticas 
de cara al exterior  de la institución. Éste es precisamente el primer elemento a 
analizar. 
Se ha introducido en escena una relación entre una Administración y sus admi-
nistrados ciudadanos y empresas  pero también terceras Administraciones. Ahora 
bien, las relaciones que pueden o podrían llegar a mantener a través de esta vía pueden 
ser de muy diverso tipo y estar sujetas a distintos regímenes jurídicos diferentes del 
administrativo, como podrían ser formalizar contratos civiles de arrendamiento, de 
préstamo, de compraventa , aceptar herencias, hacer contratos de naturaleza laboral, 
participar como parte activa o pasiva en procesos judiciales ante órdenes jurisdiccionales 
distintos del Contencioso- arse, como de 
hecho se plantea, la duda de si una e-administración podría abarcar toda actividad de 
una Administración, como parece ser lo lógico, o si se debe limitar únicamente, como 
hace la LAESP, a la actividad administrativa. Ello obliga a introducir este segundo 
requisito. 
Aun ciñéndonos a actuaciones sujetas a Derecho Administrativo, si tenemos en 
cuenta tanto su variedad como la de las tecnologías disponibles y utilizables de algún 
modo por las Administraciones, la combinación entre unas y otras ofrece una ingente 
cantidad de posibilidades que permite poner en duda que en todos los casos tengan la 
misma repercusión jurídica. Con ello se hace necesario distinguir aquellos supuestos en 
que su uso no produce por sí mismo efecto de ningún tipo sobre ninguna de las partes 
de aquéllos en que se persigue establecer un nuevo cauce de relación e interacción con la 
consiguiente afectación a la esfera jurídica de la Administración o de la contraparte. Éste 
es el tercer elemento a tener en cuenta. 
Se ha implantado una TIC que conlleva una cierta exteriorización de una actua-
ción administrativa cuyo uso afecta de algún modo a los derechos y deberes de las partes 
intervinientes. Ahora bien, toda herramienta, procedimiento, instrumento que pretenda 
ser implantado en una Administración para convertirse en un medio válido para llevar a 
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cabo el cumplimiento de las funciones encomendadas debe reunir una serie de 
exigencias derivadas del marco jurídico administrativo. Por supuesto, ello afecta también 
a las tecnologías (quizás con mayor razón debido a las iniciales desconfianza y recelo 
que las suelen acompañar). A ello dedico el cuarto apartado de este epígrafe. 
Por último, se ha repetido hasta la saciedad en páginas precedentes que la admi-
nistración electrónica no se puede equiparar simple y llanamente con la incorporación 
de nuevas tecnologías al funcionamiento y gestión de servicios de las Administraciones, 
sino que tal hecho debe venir acompañado de un contexto adecuado, que solo se puede 
lograr introduciendo ciertos cambios, recomendables en unos casos porque suponen 
mejoras al régimen anterior, necesarios en otros porque cambian radicalmente la 
inadecuada situación previa. Éste ha de ser el último de los elementos delimitadores.
Veamos con detalle cada uno de los requerimientos que he enumerado. 
3.2.1. Debe estar configurada para permitir el acceso y estar abierta a 
la participación de terceros ajenos a la institución 
Es cierto que la implantación de aplicaciones informáticas telemáticas que per-
miten o exigen el trabajo en red, con una misma base de datos o varias interconectadas, 
han aportado a las instituciones públicas un elevado valor añadido puesto que con ellas 
se consiguieron superar muchos de los clásicos lastres derivados de las tramitaciones 
tradicionales: se agilizaron sobremanera los procedimientos, se simplificaron gran 
número de trámites (algunos, los más superfluos, incluso desaparecieron), se permitió el 
acceso de una forma más rápida a la información disponible en el sistema, se facilitaron 
las comunicaciones internas, se evitó la petición indiscriminada de datos a los 
administrados, se impidió la comisión de numerosos errores, etc. Todo ello constituyó 
una modernización útil pero a la vez necesaria. 
No obstante, a los administrados de poco les vale por lo menos directamente  
o poco les interesa que la Administración utilice en su quehacer diario los más potentes 
servidores, los más modernos instrumentos, las aplicaciones más punteras, las 
interconexiones más rápidas, etc. si para llevar a cabo las gestiones más sencillas tienen 
que seguir perdiendo tiempo acudiendo a las dependencias administrativas, si tienen que 
seguir haciendo interminables colas, si repetitiva y continuamente tienen que seguir 
presentando la misma documentación, etc. Lo mismo pasaría con terceras Administra-
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ciones si, p.ej., para acceder a información en poder de esas primeras entidades tienen 
que seguir los caminos burocráticos clásicos, tanto en la petición como en la recepción. 
Por eso, la e-administración en su conjunto (medios, características, exigencias, 
posibilidades, obligaciones, elementos, ventajas, desventajas, etc.) se debe contemplar, 
más que desde la perspectiva de la propia institución, desde la de sus usuarios reales o 
potenciales  que son hacia quienes, en el fondo, va dirigida tanto si lo son como 
sujetos activos como si lo son como sujetos pasivos  la vigente normativa en materia de 
administración electrónica95. 
Desde este punto de vista, el primer requisito para distinguir una TIC sin más de 
un elemento de e-administración debe ser precisamente que de alguna manera esté 
dirigida u orientada a que terceros puedan acceder al entramado administrativo, tanto si 
lo es para facilitarles un simple acceso con finalidad informativa (como, p.ej., para 
obtener información de carácter general, para descargar impresos, para consultar el 
estado de tramitación de un procedimiento en el que tienen la condición de 
interesados ) como si lo es para permitirles una interacción activa (p.ej., para presentar 
solicitudes, aportar documentación complementaria, presentar quejas o sugerencias, 
interponer recursos
recibir el resultado de una consulta u obtener copias de documentos electrónicos), 
incluso aunque se trate de entidades de derecho público (consultar información y 
normativa, acceder a datos en posesión de otra Administración, requerir colaboración, 
96. 
                                                            
95 Sin necesidad de ahondar en el resto de la normativa que integra el régimen jurídico de la 
administración electrónica, basta con analizar el comienzo de la LAESP: 
a) La Exposición de Motivos cuando describe la justificación de la Ley a menudo emplea verbos que 
implican la existencia y participación de la otra parte, del elemento externo, tan claros como: acceder 
a servicios, relacionarse sin colas y sin esperas, permitir el acceso on line, recibir servicios e 
informaciones, facilitar el acceso a personas con dificultades, presentar solicitudes, comunicarse 
electrónicamente con la Administración, plataformas que pueden utilizar  
b) 
Ley reconoce el derecho de los ciudadanos a relacionarse con las Administraciones públicas por medios 
relaciones entre las Administraciones públicas así como 
en las relaciones de los ciudadanos con las mismas  
c) relaciones con las Administraciones púb
relaciones entre las Administraciones  
96 También lo ve [casi] así Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; p 96) pues según este autor, como 
ya se vio en nota al pie núm. 52, considera que la e-administración tiene dos dimensiones: una interna, 
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Poco importa que e ioriz a mínimo (imagínese un 
procedimiento parcialmente telematizado donde lo único que se pueda hacer es 
consultar la normativa aplicable, el estado de tramitación, el plazo de resolución y los 
efectos del silencio administrativo) o el máximo posible (piénsese ahora en un segundo 
procedimiento, éste totalmente transformado al formato telemático, donde todas las 
fases iniciación, tramitación, resolución y notificación  se pueden llevar a cabo total-
mente por vía telemática), pero en todo caso es un requisito inevitable. Lo importante es 
que exista, de modo que si un recurso carece de este requisito, si no se da en él una 
mínima exteriorización, si todo queda , se podrá calificar como se quiera y se 
podrán proclamar a bombo y platillo sus excelencias y posibilidades, pero no será e-
administración. Ello permitirá separar estas herramientas e instrumentos de las aplica-
ciones y programas de gestión. 
3.2.2. Debe estar relacionada con una actuación administrativa 
Es difícil pensar que un medio, un instrumento, una aplicación, una técnica o un 
proceso que implante o ponga en marcha una Administración para su funcionamiento y 
para el desarrollo de su actividad, sea interno o externo, no esté, en el fondo, vinculado 
de alguna manera con una actuación suya, sea de carácter general (p.ej. información, pu-
blici tación pública, selección y 
nombramiento o contratación de empleados públicos, recaudación de tasas, etc.). 
Por lo tanto, para entender correctamente el alcance de este segundo elemento 
hace falta partir de la distinción entre una e-administración en sentido amplio y una 
e-administración en sentido estricto. 
Si se parte de concepciones como la ofrecida por la COM (2003) 567 final, que 
comienza definiendo la Administración electrónic
de la información y las comunicaciones en las Administra , sin 
distinguir con qué finalidad ni bajo qué régimen jurídico, puede hablarse de una 
e-administración en sentido amplio, pleo de las TICs en cualquier ámbito 
de la actividad de una Administración y con cualquier finalidad  La expresión actuación 
que he empleado en el título de este apartado sería entonces equivalente 
cualquier actuación de una Administra de modo que todo uso de TICs en el 
                                                                                                                                                                        
que comprende aplicar las TICs en el trabajo intraadministrativo y en las relaciones interadministra-
tivas; y otra externa relativa a las relaciones con los administrados. 
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seno de una Administración tendrá siempre, por pura lógica, alguna vinculación con su 
actividad (mayor o menor según los casos, es cierto). Desde este punto de vista no 
tendría sentido exigir tal vinculación para extraer de ello una distinción puesto que, sensu 
contrario, no existirán supuestos de no-vinculación. 
Sin embargo, si se toman como referencia otras normas, la situación cambia 
radicalmente. Tómese como ejemplo la LAESP, que regula el modelo de e-administra-
ción en el ámbito español. En este caso puede decirse que, atendiendo tanto a su conte-
nido como a su ámbito de aplicación, se está refiriendo a un tipo preciso de actividad, en 
concreto a la ejercida por una Administración pública sometida al Derecho Administra-
tivo. Por tanto, en este caso se puede hablar de una e-administración en sentido estricto, esto 
es, como el uso de las TICs por parte de una Administración en actuaciones sujetas al 
Derecho Administrativo dirigidas al cumplimiento de los fines encomendados y al ejercicio 
relaciones interadministrativas y con los ciudadanos (como se extrae del art. 2.1 LAESP) 
dejando expresamente de lado cualquier otra actuación que, vinculada con esos fines y 
funciones, esté sometida a Derecho privado (art. 2.2 LAESP). Tomando en 
de mi 
enunciado 
sentido, ahora sí, la distinción entre medios vinculados y no-vinculados. 
Ahora bien, la LAESP no es todo lo clara que sería deseable. Todavía podrían 
hacerse una serie de puntualizaciones que reducen aún más la amplitud o tamaño de esa 
-  
La primera es el conjunto normativo a tener en cuenta en la actuación de la Administración 
de que se trate. 
actividades que se desarrollen en régimen de Derech haciendo referencia 
con ello a regímenes jurídicos como el Derecho Laboral o el Derecho Civil  como 
dando a entender que, por exclusión, toda actividad desarrollada y sujeta a un régimen 
de Derecho público sí estaría incluido en el concepto de administración electrónica. 
Nada más lejos. Al tratarse la LAESP de una norma de corte administrativo y tal y como 
se desprende de su articulado, desde el punto de vista material, se limita a regular la 
actividad exclusivamente sometida al Derecho Administrativo, dejando fuera otros 
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sectores del Derecho público como podrían ser el Derecho Penal o el Procesal97. Bajo 
esta perspectiva solo serían medios integrantes de una e-administración aquellos 
empleados para llevar a cabo actuaciones sometidas exclusivamente al Derecho 
Administrativo. 
En mi opinión, reducir el ámbito de regulación de una e-administración al 
Derecho Administrativo y excluir de raíz los otros regímenes jurídicos, fueren públicos 
o privados, no es la mejor opción pues deja fuera buena parte de la actividad de las 
Administraciones, que con frecuencia formalizan contratos laborales con su personal 
laboral , privados para la prestación de servicios sobre todo para la realización de 
numerosas tareas o para el suministro de bienes de escasa cuantía y de arrendamiento 
de bienes inmuebles, etc. 
La segunda puntualización es subjetiva: la naturaleza pública o privada de la persona 
jurídica que lleva a cabo la actividad administrativa. Las actuaciones, competencias, finalidades 
y objetivos asignados a una determinada Administración y a un concreto órgano pueden 
acabar siendo ejecutadas finalmente por otro órgano de la misma entidad (mediante una 
desconcentración funcional o las distintas figuras de alteración de la competencia), por 
persona jurídica distinta de naturaleza pública (empleando la descentralización funcional 
o la encomienda de gestión) o, incluso, por una persona jurídica privada (a través de un 
contrato administrativo de obras, de concesión de obra pública, de gestión de servicios 
públicos, de suministros, de servicios o de colaboración con el sector público). De 
entidades de derecho público , el carácter 
público de la persona jurídica gestora es conditio sine qua non para aplicarle la LAESP y, 
por lo tanto, considerar los medios que emplea integrantes de e-administración en 
sentido estricto. Por ello, siguiendo al pie la letra de la Ley, estrictamente hablando no se 
debe considerar administración electrónica todo servicio que, aunque sea prestado por 
medios electrónicos y que parezca que es llevado a cabo por una Administración, sea 
realizado por una entidad vinculada o dependiente de una Administración pero creada 
                                                            
97 De hecho, hay una norma específica posterior, bastante similar en estructura y contenido a la propia 
LAESP, dirigida a llevar a cabo la plena implantación de las nuevas tecnologías en el ámbito de la 
Administración de Justicia: la Ley 18/2011, a la que se hará referencia al analizar el marco jurídico 
electrónico. 
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bajo una forma jurídico-privada, como sucedería con una entidad pública empresarial, 
sociedad estatal, sociedad anónima, fundación o empresa contratista. 
También en este caso considero perjudicial para los intereses y las garantías de 
los administrados excluir tajantemente de esa manera las actividades, públicas en el 
fondo, desempeñadas por este tipo de entidades por el mero hecho de tener una natura-
leza jurídico-privada, cuando tales supuestos no van a ser, precisamente, ni puntuales ni 
extraños al quehacer diario de las Administraciones98 a la vez que dichos sujetos están 
investidos de auténticas potestades. 
Aunque la LAESP no se pronuncia sobre ello entiendo que por ser cuestiones 
de Derecho Administrativo general  considero que tampoco habrán de ser tenidas en 
cuenta otras situaciones que podrían empequeñecer la aplicación real de una 
e-administración. Me estoy refiriendo a dos cuestiones íntimamente relacionadas con un 
funcionamiento en cierto modo anormal de la institución: el uso privativo de un medio 
implementado para dar cobertura al desempeño de una función pública o para la 
prestación de un servicio público y la persecución con un medio o instrumento un fin 
distinto al inicialmente perseguido. 
En cuanto a la primera, toda Administración cuenta con una relación más o 
menos amplia de personal a su servicio, tanto bajo la consideración de autoridades como 
de empleados públicos99. Son ellos los que en último término, con la salvedad de las 
actuaciones automatizadas, van a llevar a cabo las actuaciones materiales de gestión de 
los servicios públicos y los que, como consecuencia, ostentarán la responsabilidad de 
acuerdo con las reglas de juego establecidas en el ordenamiento jurídico. Es cierto que si 
cualquiera de estas autoridades o empleados públicos hace un uso exclusivamente 
privado de un medio electrónico en principio establecido para la gestión de los servicios 
públicos, tal actuación es, precisamente por no trascender de su esfera privada, 
 para la que presta servicios. Sin embargo, 
                                                            
98 Coincido con Xabier BERNADÍ GIL (2010; pp 3- -
mente teniendo en cuenta la importancia cuantitativa y cualitativa  de la actividad administra
 
99 Ley 7/2007, de 12 de abril, del 
Estatuto Básico del Empleado Público contempla exclusivamente y con carácter básico cuatro figuras 
distintas: los funcionarios de carrera, los funcionarios interinos, el personal laboral de distintos tipos  
y el personal eventual. A estos cuatro aún habría que añadir la nueva figura, que no es considerada 
empleado público (sic), de personal directivo (art. 13). 
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tanto si tal uso particular está permitido como si está prohibido (otra cosa son las 
consecuencias que de tal uso se deriven) por la normativa que regula el uso de ese 
medio, que el personal de una institución use o pueda usar de manera particular un medio 
telemático no debe desmerecer su incorporación a la e-administración: el uso es privado, 
sí, pero el medio formaba, forma y seguirá formando parte de la e-administración100. 
En cuanto a la segunda, no es descabellado pensar que puede haber casos en que 
una Administración implante o modifique un medio con el fin de que sea empleado para 
cumplir una función distinta a los fines en principio perseguidos101. En este caso, el órgano 
competente que dicte la decisión o acuerdo que resuelva implantar o modificar el uso de 
este medio estará empleando sus facultades para alcanzar un fin distinto del pretendido, 
lo que sitúa tal actuación en la órbita del détournement de pouvoir102 o, como es conocido en 
castellano, desviación de poder103. Son, precisamente, las características que describen 
                                                            
100 Vid. nota al pie núm. 94 sobre las SsTS relacionadas con el empleo de armas de fuego de los 
miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 
 Piénsese que se trata del mismo supuesto que tiene lugar con frecuencia en muchas Administraciones 
con el uso de sus recursos y medios materiales. P.ej., el empleo de un coche oficial para asuntos 
claramente personales (como llevar los hijos al colegio, acudir a una cita personal, etc.) es un uso 
particular, reprochable y, según la gravedad, incluso sancionable; pero eso no le quita tal carácter 
oficial al vehículo. Es más, es precisamente el carácter de bien público del vehículo lo que hace que 
esté afectado a un uso o a unos usos concretos y que cualquier otro no autorizado que se le dé 
constituya infracción administrativa y/o penal. 
101 P.ej. imagínese la instalación de un servicio de videovigilancia en un aparcamiento público, en 
principio innecesario teniendo en cuenta las condiciones del recinto, cuya única finalidad realmente 
perseguida es el control del personal que trabaja en las dependencias próximas al mencionado 
aparcamiento (implantación ab initio persiguiendo un fin distinto del que se alega). 
 Si el servicio de videovigilancia se implantó en principio para vigilar un aparcamiento y con el tiempo 
ha dejado de ser necesario, si la Administración pretende reutilizarlo dándole, aunque sea de modo 
secreto, un segundo uso controlando las entradas y salidas del personal al que hemos hecho referencia, 
nos encontraremos en el segundo supuesto (modificación a posteriori para cumplir un fin distinto del 
perseguido inicialmente). 
 Eduardo GAMERO CASADO/Severiano FERNÁNDEZ RAMOS (2003; p 74) diferencian entre 
una desviación de poder privada o pública según sea el fin privado o de interés general  que realmente 
se persigue. 
102 La desviación de poder como tal surge en la jurisprudencia del en el siglo XIX, quedando 
definitivamente asentada en la jurisprudencia administrativa francesa desde dos decisiones de 26 de 
noviembre de 1875 (Roberto O. BUSTILLO BOLADO, 2012[2]; pp 66-68). 
103 Recuérdese que el art. 70.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa 
para fines distintos 
la jurisprudencia
administrativa que el acto exterioriza, en definitiva, una distorsión entre el fin para el que se reconocen las 
facultades administrativas por el ordenamiento jurídico y el que resulta de su ejercicio concreto, aunque el 
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esta figura las que dificultan e incluso impiden la exclusión automática de un medio 
electrónico que se encuentre en estas circunstancias. No solo porque la desviación de 
poder constituye un vicio de anulabilidad y no de nulidad (art. 63.1 de la LRJAPyPAC), 
con lo cual la Administración no puede proceder a la revisión de oficio de tales 
decisiones o acuerdos, sino que debe previamente declarar su lesividad al interés general 
y posteriormente impugnarlos ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, 
de forma que mientras no se declare su anulación o, en su caso, se acuerde, en vía 
administrativa o judicial, la suspensión de su eficacia, seguirán siendo plenamente 
válidos y eficaces; sino y sobre todo, porque la desviación de poder resulta muy difícil de 
demostrar104, máxime si tenemos en cuenta que es posible que en el fondo pueda 
cumplir, aunque casual y tangencial -
qui 105. 
                                                                                                                                                                        
fin, consecuencia de la aplicación del principio constitucional de vinculación positiva de la 
Administración y del control por parte de los tribunales del sometimiento de ésta a los fines que 
[2]; pp 71-72). 
104 
demostrar por quien la invoca que el acto impugnado, ajustado [en principio, por presunción] a la 
legalidad extrínseca, no responde en su motivación interior al sentido teleológico de la actividad admi-
nis  no basta con meras conjeturas o sospechas, 
debiéndose aportar los datos suficientes para crear en el Tribunal la convicción moral de su existencia. 
ni fundamentar su posible impugnación en valoraciones subjetivas o discrepancias con el contenido, 
que bien podrían estar justificadas, en su caso, en el ejercicio de una potestad discrecional (FJ 4º). 
 De modo muy similar, la doctrina mantiene esa dificultad [en todos los casos, la cursiva es mía]: 
 
determinación de la finalidad o intención del legislador al asignar una competencia, para después 
averiguar la finalidad realmente perseguida por el autor del acto y comparar, por último, la primera 
con la segunda. De todo este proceso lo más complejo es, sin duda, el descubrimiento y la prueba 
de la intención con que actuó la autoridad administrativa, que lógicamente disimulará sus verdaderas 
intenciones  
 
menos, conseguir una sentencia estimatoria fundamentada en la desviación de poder, y en una buena 
parte de las ocasiones en que la jurisdicción contencioso-administrativa desestima tales recursos el 
fundamento del fallo toma como base la falta o insuficiencia de la prueba aportada en tal sentido por la parte 
BUSTILLO BOLADO (2012[2]; p 78).  
 Resulta prácticamente imposible ofrecer al juez pruebas fehacientes de que se ha incurrido en desviación de 
poder, pues este vicio no suele reflejarse en actuaciones concretas o en documentos específicos; 
por su misma naturaleza, la desviación de poder suele venir encubierta en el contexto del expe-
diente administrativo, y su existencia sólo se encuentra implícita en una multiplicidad de pequeños 
 RAMOS, 2013; p 75).
105 P.ej. el servicio de videovigilancia antes citado será un servicio innecesario y posiblemente antieconó-
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3.2.3. Su uso debe ser jurídicamente relevante por afectar a la esfera 
jurídica de cualquiera de las partes intervinientes 
No todas las TICs empleadas en una Administración tienen por qué afectar a la 
esfera jurídica de la Administración o de la otra parte106, sea ésta un ciudadano, una 
empresa u otra Administración. 
Muchas veces el empleo de ciertas herramientas tecnológicas en las instituciones 
públicas no es más que un instrumento auxiliar o complementario107 de otra actuación 
principal llevada a cabo por un medio distinto sea éste tradicional, sea tecnológico . 
Sería un buen ejemplo la remisión a un interesado, empleando medios electrónicos de 
baja seguridad p.ej. SMS, correos electrónicos, avisos mediante cajeros automáticos u 
otros puntos de acceso remoto, etc. , de un aviso sobre la inminente recepción de una 
futura resolución. Este anuncio no produce por sí solo efectos jurídicos108 por cuanto se 
lleva a cabo con una finalidad simplemente informativa. Lo que realmente generará el 
derecho a exigir lo concedido o a impugnar el contenido con el que se esté disconforme 
es la propia notificación de la resolución practicada en tiempo y forma, por medios 
tradicionales o por medios telemáticos. 
                                                                                                                                                                        
mico pero, a pesar de que la finalidad principal perseguida era otra ¿acaso en el fondo no sirve para 
vigilar los vehículos del recinto, el fin lógico de un sistema de videovigilancia en un aparcamiento? 
106 Alberto PALOMAR OLMEDA (2010[2]; pp 600-601) distingue entre una actividad formalizada como 
 un esquema previo 
que no siempre será lo contrario de la anterior, pues en determinados casos sí puede ser susceptible de 
control y juridificación. Mi razonamiento no es equivalente a éste sino, mutatis mutandis, más bien al de 
actividad no formalizada no susceptible de control y juridificación vs. todo tipo de actividad 
controlable y enjuiciable o revisable. 
107 En este sentido es muy expresivo el art. 2.5 de la Ley foral 11/2007, de 4 de abril, para la implantación de la 
Administración electrónica en la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (LAEnav), que pone de 
manifiesto, primero, que este tipo de usos se dan y, segundo, que no están sujetos a los mismos 
requerimientos, ya que después de recoger la serie de reglas y requisitos exigidos para implantar 
de aplicación a la aprobación o 
utilización de programas y aplicaciones cuya utilización para el ejercicio de potestades sea de carácter meramente 
instrumental, entendiendo por tales aquéllos que efectúen tratamientos de información auxiliares o 
preparatorios de las decisiones administrativas sin determinar directamente el contenido de éstas . 
108 Se me ocurren dos situaciones anómalas que fácilmente se podrían dar. Imagínese que por problemas 
como se preveían y se retrasan notablemente; o que por un error tipográfico se le remitió el aviso 
previo a persona distinta de la interesada, a una persona totalmente ajena al procedimiento. ¿Habrán 
de considerarse defectuosas las notificaciones efectuadas por el hecho de ser remitidas con tanto 
retraso o por el hecho de que el interesado no haya sido preavisado correctamente? Tajantemente, no.
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Otras veces, ciertos medios utilizados por los usuarios no son atendidos con 
diligencia o simple, llana y rotundamente no son atendidos  por la Administración por 
ser considerados no válidos a efectos administrativos y mucho menos obligatorios. 
Ocurriría así, p.ej., si un ciudadano publica una opinión, una crítica o una queja en una 
red social o en un foro abierto de usuarios: si ese canal no se ha contemplado como una 
en ningún caso se genera la más mínima 
obligación a la Administración de atenderla o contestarla. 
Todos estos ejemplos constituirán sin duda usos muy prácticos e interesantes, 
tanto, que las partes incluso podrían extraer importantes ventajas de ellos (en el primer 
caso el ciudadano cuenta con un inestimable aviso de lo que, más tarde o más temprano, 
recibirá a través de una notificación oficial, sobre todo cuando prevea que el contenido 
le va a ser negativo, pues este adelanto informativo le permitirá disponer de un tiempo 
adicional para preparar la posible impugnación; en el segundo, la Administración 
obtiene sin esfuerzo y sin requerirlas, opiniones, valoraciones, recomendaciones, suge-
ren se le genera ni a los 
unos ni a la otra, como digo, la más mínima posibilidad de exigirle algo a la contraparte. 
Desde este punto de vista, para que una TIC se integre dentro del concepto de 
e-administración de su uso debe derivarse el nacimiento de uno o varios derechos109, 
conlleven o no la generación de los correspondientes deberes y por mínimos que sean, 
para alguna de las dos partes creación de derecho/s  en sentido unidireccional  o 
incluso para ambas creación de derecho/s  en sentido bidireccional. 
                                                            
109 Cada vez que un ciudadano tiene un deber para con una Administración (p.ej., el pago de una multa o 
un impuesto) surge para la Administración el correlativo derecho a exigir su cumplimiento; lo que 
de los ciudadanos, entre otras razones porque nosotros en ejercicio de nuestra libertad (art. 1 de la 
CE) podemos, sin más, renunciar libremente a su ejercicio, mientras que para la Administración que 
siempre actúa en ejercicio de competencias para la satisfacción de los intereses generales (art. 103.1 de 
la CE)  debido a la irrenunciabilidad de la competencia el deber de 
ejercitarlos... De ahí que sea más justo, y la doctrina se decante, en este caso, por hablar más de 
potestades que de derechos, aunque tales potestades sean exorbitantes, id est, fuera del Derecho privado 
(Luis MARTÍN REBOLLO, 2014; p 101). 
 Sin embargo, y para simplificar el desarrollo de este apartado, he optado por hablar indistintamente de 
derechos para dar a entender que una de las partes se encuentra en una posición jurídica que le 
permite/obliga a exigirle algo a la contraparte (un deber de hacer, de no hacer o de soportar). 
 bu-
nistra-
ciones sean sujetos de los derechos [reconocidos en la LAESP] siempre y cuando estén en la situación 
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Por eso, la situación es bien distinta cuando esa vinculación del ciudadano o la 
empresa con la Administración tiene lugar a través de vías que suponen consecuencias 
obligacionales. P.ej., si un ciudadano inicia por vía telemática un procedimiento adminis-
trativo, le genera de forma inmediata y automática a la Administración, entre otros 
deberes, el de resolver y notificar en plazo (art. 42 de la LRJAPyPAC). Del mismo 
modo, si presenta una queja en un apartado electrónico le genera, igual que si fuese 
presentada telefónicamente o en papel, el deber a la Administración de atenderla, de 
llevar a cabo lo necesario para verificar la realidad de los hechos y de adoptar, en su 
caso, las medidas oportunas  vid., p.ej., para la Administración General del Estado los 
arts. 15 y 16 del Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general 
para la mejora de la calidad , etc. Del mismo modo, una notificación telemática, siendo una 
vía consentida o escogida por el ciudadano, obliga a los interesados a llevar a cabo las 
actuaciones que en el acto o resolución se le exijan (p.ej. a subsanar algún defecto de la 
solicitud, a presentar alguna documentación complementaria, a cumplimentar algún 
documento de acepta en el caso de estar en contra del acto o 
resolución, a participar de forma activa accediendo a su contenido pues en caso de 
pasividad se convertirá en un acto firme y consentido (arts. 108, 115 y 117 de la 
LRJAPyPAC). Asimismo, una citación por vía electrónica, al igual que la practicada por 
los métodos tradicionales, comporta el deber de presentarse en el lugar, día y hora 
indicados (art. 40 de la LRJAPyPAC), etc. 
Fácilmente se puede comprobar que los ejemplos recogidos en este segundo tipo 
de supuestos son notablemente diferentes a los anteriores: por el simple hecho de 
generar deberes y/o derechos  de sentido unidireccional o bidireccional  nos 
encontramos jurídicamente en una situación distinta, convirtiéndose en verdaderas 
actuaciones administrativas realizadas a través de medios telemáticos pudiendo hablarse, 
por lo tanto, de e-administración. 
3.2.4. Tanto su implementación como su empleo deben reunir una 
serie de exigencias jurídicas y materiales 
La implementación y mantenimiento de cualquier herramienta, utilidad, medio, 
leza electrónica, informática o telemática pasa por 
una serie de pasos que van desde las necesarias valoraciones previas hasta, en su caso, su 
supresión, pasando por su diseño, su puesta en funcionamiento, su empleo propiamente 
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dicho, su impulso, su supervisión y control o su mejora. Desde luego, si se pretende que 
sea un instrumento plenamente válido en el funcionamiento interno, en la producción 
administrativa y en las relaciones externas es ineludible que en todos y cada uno de estos 
pasos han de exigirse los mismos requisitos que a cualquier otro instrumento calificable 
como presencial, tradicional o no-tecnológico. Podría hablarse en tal sentido de unos 
 
Asimismo, dicha naturaleza tecnológica va a generar en torno a dichos medios 
un contexto en bastantes aspectos muy diverso al tradicional, con elementos, problemas, 
contenidos, términos, soluciones  que unas veces, orientados hacia la vertiente técnica 
y previa adición del oportuno adjetivo  adquieren un contenido y unos significados 
propios (así, p.ej. desigualdad, discriminación o neutralidad tecnológicas, firma electrónica o 
digital, sede o identificación electrónicas, portal virtual as, incluso, son exclusivos 
de este entorno (como lo son alfabetización tecnológica, brecha digital, interope-
rabilidad, conectividad ), contexto que podría dar lugar a la génesis de otro tipo 
distinto de exigencias, esta vez técnicas o tecnológicas, y que bien podrían calificarse de 
cífica , que también deberán cumplir. 
Sin embargo, no es del todo recomendable separar tan tajantemente unas de 
otras pues una separación estricta, absoluta, radical no es tan factible en la práctica ni 
en la teoría siquiera  como lo es sobre el papel. Desde la perspectiva del marco jurídico 
electrónico, erales casi siempre matizadas, adaptadas por 
la propia condición de la e-administración y de sus elementos
son tanto y siempre acabarán trayendo a colación algún principio o exigencia de tipo 
general. 
Por lo tanto, lo más aconsejable es, en mi opinión, extraer todos y cada uno de 
los requisitos que de forma expresa recoge o que de un modo tácito se subsume en el 
conjunto de normas aplicables a la e-administración y describirlos, uno por uno, 
destacando en la medida de lo posible eral  
a) En unos casos será suficiente con crear un entorno favorable a su 
existencia y respeto, no solo dictando normas ad hoc tengan el rango que 
tengan , sino también recurriendo a otros instrumentos que contribuyan a 
modificar las anteriores reglas de juego (como informes, recomendaciones, 
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interpretaciones jurídicas, respuestas a consultas o quejas, instrucciones y 
órdenes de servicio, etc.).  
b) En otros será precisa una actuación fáctica, de hecho , sea ésta 
positiva de hacer , negativa de no hacer o de soportar  o incluso ambas a 
la vez. 
c) Finalmente, no serán raros los casos en que junto con una manifestación 
necesaria, independientemente de lo que con posterioridad 
hagan los administrados, que la Administración lleve a cabo también una 
 
Una vez hechas estas premisas previas, paso a analizar cada uno de los requeri-
mientos que he extraído de las diversas normas que integran el mencionado marco 
jurídico administrativo electrónico. 
a) Legalidad 
La legalidad constituye el pilar sobre el que se sostienen la organización y la 
convivencia social, tal y como propugna el art. 9.1 de la Carta Magna española al decir 
que ción y al resto 
no tienen por 
qué ser las mismas para unos y otros. De hecho, son distintas. 
Así, mientras que respecto de los ciudadanos y, por extensión, las empresas (y, 
hasta no hace mucho también predicable respeto de los poderes públicos) la norma 
operante es la vinculación negativa que bien se podría resumir con el enunciado 
 de la que resulta cierta 
libertad y permisividad, el criterio mayormente adoptado por los ordenamientos 
jurídicos actuales respecto de las Administraciones es el de la vinculación positiva110  
                                                            
110 También llamado positive Bindung término acuñado por Günther WINKLER en torno a 1956 o 
como dicen Eduardo GAMERO CASADO/Severiano 
es la que se refiere a los ciudadanos. 
 Frente a la libertad de los 
r eso mismo, 
(Luis MARTÍN REBOLLO, 2014; p 91). 
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solo 111 o en 
sentido contrario quae non sunt permissae prohibita intelliguntur112  cuyo resultado es que su 
observancia constituye un presupuesto habilitante, una conditio sine qua non, que convierte 
en ilegítima toda actuación llevada a cabo sin tal cobertura113. De hecho, nuestra 
Constitución así l
Por descontado, el concepto 
Ley  hay que entenderlo, no en su sentido más restrictivo y limitado de ley formal, sino 
desde el punto de vista más amplio, como ley material, equivalente a norma escrita, que 
le otorga el art. 1.1 del Código Civil de 1889, y la expresión constitucional 
que se debe 
traducir como 
( ) más el sustrato que las anima, el sistema de fondo que articulan, el conjunto de 
principios que les dan vida y sirven para interpretarlas; principios que derivan de la 
Constitución pero también y, sobre todo, del conjunto de valores culturales y 
114. 
La legalidad se convierte de este modo en una máxima en la actuación de toda 
Administración, sean cuáles sean sus ámbitos territorial y funcional, y a pesar de no ser 
necesaria su reiteración por estar ya reconocida y garantizada a nivel constitucional, 
figura habitualmente enunciada por las distintas y numerosas normas que regulan en 
                                                            
111 A Administración vive constrinxida polas normas, no sentido de que se lle permite realizar [só] aquilo que esas 
normas din  
112  
113 Es ésta una postura pacífica en la doctrina. Vid. sin ánimo exhaustivo: 
 Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA/Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (2010; pp 464-
Derecho no es, pues, para la Administración una linde externa que señale hacia fuera una zona de 
prohibición y dentro de la cual pueda ella producirse con su sola libertad y arbitrio. Por el 
contrario, el Derecho condiciona y determina, de manera positiva, la actuación administrativa, la 
Administración opera, pues, en la forma de una cobertura legal de toda la actuación administrativa: 
 
 
al principio de legalidad en términos más estrictos que los ciudadanos. Mientras éstos pueden 
hacer todo lo que la ley no prohíbe (vinculación negativa), la Administración sólo puede hacer aquello que 
la ley le permite (vinculación positiva). Asimismo, su actuación tiene la servidumbre de sujetarse a 
procedimientos formales y trámites rigurosos que tienden a asegurar la legalidad, imparcialidad e 
 
 Roberto O. BUSTILLO BOLADO (2012[1]; pp 41-42; y 2012[2]; pp 72-73). 
114 Luis MARTÍN REBOLLO (2014; p 92). 
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alguna medida la actuación y el funcionamiento de las entidades de Derecho público, 
unas veces de forma prácticamente literal o en forma de principio115, otras la mayoría  
a través de la figura de la remisión normativa. 
Ya que el cumplimiento con lo prescrito por el ordenamiento jurídico ha de ser 
un requisito que se le debe exigir a todo aquello que de algún modo dé lugar, implique o 
sea producto de una actuación administrativa, sea ésta expresa, presunta o tácita, jurídica 
le será exigible a todo lo que tenga que ver 
con cualquier faceta de la e-administración o de la implantación y uso de un medio 
electrónico. 
De hecho, incluso limitando el presente análisis a la LAESP, esta Ley puede 
verse constantemente impregnada por esta primera exigencia, ya no solo cuando la 
recoge como uno de los principios a los que se ajustará la utilización de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación (aunque solo -
gridad de las garantías jurídicas de los ciudadanos 116) 
sino, y sobre todo, cuando para el correcto entendimiento e integración de muchos de 
sus preceptos remite: 
 a concretas normas vigentes (así ocurre cuando reenvía a lo dispuesto en la Ley 
30/1992117, en la Ley Orgánica 15/1999118, en la Ley 59/2003119, en el Real 
Decreto Legislativo 2/2000120, en el Código Civil121 o en la Ley 12/1989122); 
                                                            
115 Así p.ej. el art. 3.1 d
esquiera pactos, 
cláusulas y condiciones, siempre que no sean contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico y a 
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado
pública sirve con 
 
116 Artículo 4.d). 
117 Vid. artículos 4.d), 6.1, 24.4, 26.5, 28.3, 28.4 y 29.1 y disposiciones adicionales primera, cuarta y sexta.
118 Vid. artículos 4.a), 6.2.b) y 9.1. 
119 Vid. artículos 13.1 y 15.3 así como diversas definiciones del Anexo. 
120 Vid. disposición adicional cuarta. 
121 Vid. artículo 11.2. 
122 Vid. disposición adicional quinta. 
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a normas futuras que se podrán o incluso se deberán aprobar (p.ej. cuando se 
refiere a los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad, que se 
 
 a ciertas normas en sentido abstracto (p.ej. cuando emplea expresiones como 
, 
normas aplicab , normas concordantes ; 
 o simple y llanamente a la Constitución y resto del ordenamiento jurídico. 
Ahora bien, la observancia de la legalidad tiene una importante consecuencia en 
materia de administración electrónica. A la hora de llevar a cabo aquellas tareas y 
funciones que, salvando las distancias, serían muy similares a las del sector privado 
cumplimiento en todo momento del principio de legalidad, lo que sin duda es una 
importante garantía para todos, para las Administraciones se traduce en 
o sobrecarga  si bien ello no depara demasiadas desigualdades por lo menos en la 
actualidad  cuando se trata de instrumentos y herramientas calificables como 
tradicionales no ocurre lo mismo cuando se mete por medio la tecnología y los medios 
con ella relacionados123. 
Por lo demás, huelga decir que la legalidad constituye el pivote central de este 
análisis por cuanto todos los demás requisitos y exigencias que analizo derivan, tal y 
como ya expuse, precisamente, de tener su origen en una previsión normativa124.
                                                            
123 nes privadas y extrapolar a ésta los 
resultados de las innovaciones tecnológicas ya que existen principios que rigen la actividad 
administrativa, como el de legalidad, que no son propios en otros casos. El reconocimiento formal por 
ello de ciertos medios de relación o de actuación con los ciudadanos debe ser sopesado con el resto de 
reglas del ordenamiento, lo que obviamente no es un obstáculo inamovible, pero sí condiciona los 
Rubén 
MARTÍNEZ GUTIÉRREZ, 2007; p 93). 
124 O lo que es lo mismo: si exigimos que tal o cuál acto telemático o no  se deba llevar a cabo por 
determinado órgano considerado el competente es porque una norma atribuyó con carácter previo esa 
competencia o estableció los criterios para asignarla; si de un determinado comportamiento o acto 
sea o no electrónico  derivamos unos efectos, positivos o negativos, una responsabilidad 
patrimonial, etc. eso se debe a que previamente una norma previó tales efectos; si las actuaciones por 
vía telemática deben garantizar la misma seguridad jurídica que las actuaciones presenciales eso es que 
la Ley quiso darle tal garantía; si un usuario de un servicio electrónico confía en la seguridad del 
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b) Competencia 
La LAESP dedica escasas líneas a regular la competencia administrativa en el 
entorno telemático. De hecho, se limita a hacer tres referencias más bien vagas: en el art. 
33.1 al respeto al principio de competencia en el empleo de las TICs indicando 
titularidad y el ejercicio de la competencia por la Administración pública, órgano o 
, en el art. 38.1 a la obligatoriedad de identificar al órgano 
competente en la resolución electrónica de procedimientos y en el art. 39 a la necesidad 
de delimitar claramente con carácter previo a la implantación de una actuación 
automatizada las competencias concurrentes cuestión ésta que, de momento, dejaré de 
lado. 
Esta escasez se debe, sin duda, a que la LAESP no deja de ser una más de las 
muchas normas que integran el sector del ordenamiento jurídico español denominado 
Derecho Administrativo, de modo que la Ley, de un modo tácito, deja claro que en el 
ámbito administrativo-electrónico para completar la regulación de la competencia y de 
muchas otras cuestiones  se debe acudir a las restantes normas que se configuran el 
régimen jurídico de las Administraciones, señaladamente aunque no exclusivamente a 
la LRJAPyPAC125. 
                                                                                                                                                                        
sistema y en la protección de sus datos personales transmitidos eso es consecuencia de que la Ley 
prevé tal seguridad y tal protección; etc. 
125 
se compone de preceptos básicos dictados en ejercicio de la competencia estatal proclamada en el art. 
-321). 
 Cuando se considera ley especial lo es con respecto a la LRJAPyPAC, que actúa como la ley general, 
Será muy frecuente el concurso de normas entre ellas, pero la LAE no concreta expresamente cómo 
relaciones que se entablan entre las leyes generales y las sectoriales o especiales, en cuya virtud, la 
norma de contenido más particular o concreto prevalece sobre la de contenido más general o 
entraña, de entrada, dos consecuencias: a) En caso de conflicto entre esta norma y la general, 
prevalece la especial, a la que desplaza, lo que implica que la LAE suponga la inaplicación de los 
preceptos de la LRJPAC con los que entre en antinomia o conflicto normativo; b) La LRJPAC es ley 
 normas no son excluyentes, sino 
-125). 
 Vid. nota al pie núm. 418 sobre la definición de antinomia que ofrecen Gregorio PECES-BARBA 
MARTÍNEZ et al. (1999, pp. 190 y ss). 
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Por lo tanto, al igual que en cualquier actuación administrativa clásica, tradicional 
o burocrática, se debe tener presente lo prescrito por esta última norma, sin perjuicio de 
que en algunos casos hubiera sido deseable que la LAESP les hubiera prestado mayor 
atención ofreciendo soluciones claras y contundentes, vistos los problemas que la 
doctrina ha detectado que pueden plantearse. 
Para empezar, con el tajante arranque del art. 12.1 de la LRJAPyPAC, que 
contempla que el ejercicio de la competencia es irrenunciable, surge el primer problema. Si 
la Ley configura el acceso electrónico a los servicios públicos como un derecho de los 
ciudadanos que conlleva el correlativo deber de las Administraciones de poner a su 
disposición los medios oportunos que permitan su ejercicio, ¿acaso el no hacerlo 
alegando de una forma injustificada motivos económicos o incluso sin justificación de 
ningún tipo  no se puede considerar como una renuncia al ejercicio de las funciones 
encomendadas y a las competencias asignadas? 
A continuación de esa indisponibilidad, el mismo art. 12.1 exige que la 
competencia sea ejercida precisamente por los órganos que la tengan atribuida como 
propia excepto en los casos de delegación y avocación , si bien atendiendo a los arts. 15 
y 17 puede comprobarse que existen otras figuras (como son la suplencia, la delegación 
de firma o la encomienda de gestión) que, sin alterar la titularidad, permiten alterar los 
elementos materiales del ejercicio de la competencia. Sin entrar aún en los problemas 
que aquí pueden surgir con razón de las actuaciones automatizadas, lo cierto es que 
algunas de estas figuras de alteración del ejercicio de la competencia pueden dejar de 
tener sentido en un entorno telemático. P.ej., la delegación de firma, cuya finalidad es 
descargar a algunos cargos y autoridades de la tediosa tarea de plasmar una simple 
rúbrica, sobre todo cuando se trata de documentación certificadora que no exige 
decisión ni resolución al respecto sino solo corroborar que tal información procede de 
las bases de datos de la institución126, es fácilmente evitable: bien con aplicaciones que 
permiten firmar digitalmente de modo sincrónico numerosos documentos, bien con 
otras que permiten hacerlo muy fácil con un simple clic, bien, incluso, a través de la 
automatización de procesos de este tipo127. 
                                                            
126 
127 Vid, p.ej. Julián VALERO TORRIJOS (2013; p 89), q -
 
El límite entre el simple uso de TICs y la implantación de una administración electrónica 
 página 81 Óscar Veloso Fernández 
Desde luego, la figura de la recusación, con la que se pretende que un interesado 
pueda requerir que una concreta autoridad o empleado público, con quienes se podría 
poner en serio peligro la objetividad de la actuación administrativa, sea apartado de la 
tramitación o resolución de un procedimiento en el que es parte, se vuelve de muy difícil 
ejercicio128 desde el momento en que la forma de gestión propia de la administración 
electrónica implica el empleo de programas, herramientas y aplicaciones identificados, lo 
queramos o no, con una interface y donde, al mismo tiempo, prácticamente se desconoce 
quién está detrás, a no ser que de algún modo se haga público y se mantenga actualizado 
(p.ej. en una web, en un apartado de la propia aplicación, etc.) la composición de los 
distintos órganos y unidades que integran la estructura administrativa129. Pero si la 
recusación deviene de difícil aplicación cuando un empleado público o una autoridad 
ejercen sus funciones y tareas en un entorno telemático, carece totalmente de sentido en 
las actuaciones automatizadas, aspecto que trato a continuación. 
Sin perjuicio de que la e-administración pueda suscitar otros problemas en 
relación con la competencia130 se hace necesario, para finalizar este apartado, prestar 
                                                            
128 A mi entender, la figura antagónica de la abstención a través de la que la propia autoridad o empleado 
público en quien concurren tales circunstancias, en aras de garantizar la objetividad, decide o solicita 
apartarse de la tramitación  no se ve en peligro puesto que es totalmente ejercitable: quien vaya a 
tramitar o a resolver un procedimiento, por el mero hecho de acceder a una solicitud, un informe, un 
conocimiento de la identidad de los interesados y ser consciente, con ello, de si concurre o no en él 
causa de abstención. 
 No es de la misma opinión Maximino I. LINARES GIL (2010; p 456) para quien con carácter general 
 
129 Lo cual no sería descabellado si tenemos en cuenta la necesidad de perseguir la transparencia 
identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya 
130 Xabier BERNADÍ GIL (2010; pp 18 y ss), p.ej., menciona aquellas repercusiones relativas ya no tanto 
a su ejercicio directo sino más bien relacionadas co
epígrafe V. 
 
actuaciones administrativas se podrían realizar desde lugares distintos de la localización del 
administrado. Los actos administrativos podrían ser producidos por órganos que tengan atribuida la 
competencia por razón de la materia pero sin limitación por razón d
comparto por cuanto la competencia territorial viene determinada ab initio por criterios diferentes al de 
ubicación física en un momento dado. P.ej. la competencia territorial para otorgar una licencia 
municipal no se cuestiona por el hecho de que se solicite on line desde una Comunidad Autónoma 
distinta (p.ej. porque se está de vacaciones); la competencia territorial para nombrar funcionarios de 
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especial atención a la casi131 novedosa figura de la actuación automatizada132 que, podría 
decirse, se convierte en el máximo exponente de la telematización de la actuación 
administrativa. La innovación introducida es enorme ya que la posibilidad de llevar a 
cabo actuaciones administrativas sin la intervención directa de funcionario ni autoridad 
sino a través de una aplicación o programa informático, ha dado entrada de una forma 
expresa y clara en el funcionamiento administrativo español a la llamada informática 
jurídica decisional, informática jurídica metadocumental o simplemente informática decisional133. 
Pero ello, paralelamente, supone una notable crisis en el principio de 
competencia tal y como se concibe en el modo tradicional. Para empezar, el hecho de 
que la actuación material propiamente dicha se lleve a cabo sin intervención de persona 
física alguna134 junto con los sistemas propuestos para la firma electrónica de tales 
actuaciones135 hace innecesario identificar al titular de un órgano, ya que realmente no 
hay un empleado o una autoridad que per se haya tomado la decisión jurídica soporte del 
acto o resolución. En su lugar, la titularidad de la competencia debe ser asignada a nivel 
institucional, bien directamente a un órgano concreto o incluso a la Administración en 
su conjunto. Además, la ausencia de una persona física tras el acto hace innecesarias 
                                                                                                                                                                        
carrera de una Escala de una Administración Autonómica no se ve alterada por el hecho de que se 
reciban solicitudes on line desde todos los puntos de España e incluso del extranjero, etc. 
131 
tanto en materia tributaria, ya que el art. 96.3 de la LGT (una norma de 2003) aunque no la define ni 
garantías que 
 Esta regulación en detalle sí tiene lugar, de forma prácticamente coetánea con la LAESP, en los arts. 
84 y 85 del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones 
y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de 
aplicación de los tributos, uno de los muchos Reglamentos dictados en desarrollo de la LGT. 
132 Como pronto se verá, la LAESP no regula esta materia con carácter básico de modo que sería 
totalmente factible la inexistencia de tal figura o que sea regulada de diferente forma en las diferentes 
Administraciones. Para este análisis sigo, pues, la regulación contenida en la LAESP para la 
Administración General del Estado y la establecida por el Decreto 198/2010 para la Administración 
de la Xunta de Galicia, totalmente coincidente con aquélla. 
133 Vid., entre otros, Antonio-Enrique PÉREZ LUÑO (1996; p 24), Santiago SEGARRA TORMO 
(2004; pp 558-560), Modesto FABRA VALLS (2007; pp 261-262), Josep OCHOA MONZÓ/Rubén 
MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; p 87), Maximino I. LINARES GIL (2010; p 448).
134 En principio, la actuación automatizada implica la ausencia de toda participación de persona física en 
su funcionamiento. No obstante, existen situaciones mixtas (Maximino I. LINARES GIL, 2010; p 
448): puede ser posible exceptuar casos singulares y tramitarlos de forma no automatizada; y pueden 
incorporarse filtros o puntos de control que, lógicamente, exigen la intervención humana. 
135 Vid. art. 18 de la LAESP. 
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figuras especialmente pensadas y reguladas para modular el ejercicio de la competencia 
por una persona física como son la abstención y la recusación. 
Pero todo esto no debe llevarnos a ignorar el requisito de la competencia y a 
pensar que en las actuaciones automatizadas no se debe ni plantear siquiera su exigencia. 
Más bien lo que hay que hacer es modificar el punto de vista y el planteamiento, y 
contemplarlo desde un punto de vista distinto: ya no desde la ejecución de la actuación 
administrativa sino desde la puesta en funcionamiento de la aplicación misma. 
De hecho, la configuración, diseño e implantación de una aplicación que va a 
permitir llevar a cabo una actuación automatizada deviene un proceso complejo donde 
se solapan e intercalan numerosos pasos, administrativos unos, técnicos otros progra-
mación, dotación de equipos, supervisión, vigilancia de la calidad, etc. , que hace entrar 
en escena una superposición de personas físicas y jurídicas, públicas y/o privadas, 
órganos y autoridades administrativas, con sus correspondientes y muy distintas 
funciones136 que solo cuando correspondan a persona, órgano o entidad de naturaleza 
pública podrá recibir la denominación, desde el punto de vista administrativista, de 
competencia. 
En todo caso, la complejidad del proceso y la multiplicidad de actores es lo que 
justifica que el art. 39 de la LAESP, con el fin de permitirles a los interesados ejercer sus 
derechos a exigir responsabilidades y presentar reclamaciones, impone que con carácter 
previo a la implantación de una actuación automatizada se determinen el órgano u 
órganos competentes en cada una de las fases del proceso: 
a) Para la definición de las especificaciones de la actuación, es decir, quién va a 
decidir qué se persigue con su implantación, cómo van a poder actuar los 
interesados respecto de ella, cómo van a ser los documentos generados, 
cómo se van a firmar digitalmente tales documentos, etc.
                                                            
136 
dictara los actos correspondientes. Ahora se puede producir, y en la mayoría de los casos así ocurrirá, 
una disociación entre el órgano que tiene la competencia funcional, para gestionar la parcela de interés 
público correspondiente, del que elaborará las líneas de código (programación) conforme a las 
especificaciones que aquél proporcione; e incluso puede ser distinto el programador de quien 
supervise y controle el funcionamiento adecuado del sistema de información. Finalmente, un órgano 
diferente a todos los anteriores podría estar encargado de llevar a cabo auditorías inf
(Maximino I. LINARES GIL, 2010; pp 453-454). 
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández página 84 
b) Para la programación de la propia aplicación137, esto es, quién debe asumir la 
decisión de cómo se configuran tanto el back office138 como el front office139 del 
programa, cómo se relaciona con las bases de datos, posibilidades de 
gestión, etc. así como, si se dispone de servicios informáticos con los 
conocimientos suficiente y dichas funciones, quién asume la programación 
misma  
c) Para su mantenimiento una vez puesta en funcionamiento, o sea, quién será 
el responsable de recibir las quejas de funcionamiento, a través de qué 
unidad o servicio interno se llevará a cabo a corrección y mejora del sistema 
o, en su defecto, quién puede encomendar su gestión a un servicio externo, 
etc. 
d) Para la supervisión y control de calidad y, de ser el caso, para la auditoría del 
sistema y de su código fuente, con vistas a mantener en funcionamiento, 
mejorar, modificar o incluso, en su caso, decidir la supresión de la aplicación 
en el supuesto de no ser más necesaria o si resultase ineficiente.
e) Por supuesto, aquél que debe ser considerado responsable a efectos de 
impugnaciones, es decir, quién se considera que, en el fondo, dicta el acto o 
resolución. 
c) Contenido y forma 
La LAESP recoge en el art. 33.1 la necesidad de respetar ciertos contenido y 
admi requisitos formales y materiales estable-
mente no 
                                                            
137 
utilizará para la emisión de resoluciones automatizadas. Y lo normal es que esta aprobación se haga 
por el mismo órgano que emitiría las resoluciones en defecto del sistema de información, ya que la 
utilización de sistemas automatizados no debiera alterar las normas de atribución de competencias
(Modesto FABRA VALLS, 2007; p 265). 
138 Se puede definir el back office, desde un punto de vista administrativista, como todo lo destinado a 
gestionar un servicio o actividad administrativa y con lo que el ciudadano o administrado no necesita 
estar en contacto; todo lo que no está frente al administrado, a lo que no tiene ni debería tener acceso. 
139 De manera similar se puede definir, sensu contrario, el front office como todo a lo que tiene o debe tener 
acceso el ciudadano y que le permitirá buscar información, iniciar un procedimiento o participar en la 
gestión administrativa; es la cara visible de la aplicación para el ciudadano. 
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supone especialidad ni particularización alguna respecto a lo ya contenido en el Capítulo 
II del Título V de la LRJAPyPAC (capítulo titulado, precisamente, Requisitos de los 
actos administrativos ). 
En cuanto al contenido de los actos la regulación de la LAESP puede considerarse 
simplemente un reenvío a la LRJAPyPAC en general y a sus arts. 53 y 54 en particular. 
Por lo tanto, todos los actos llevados a cabo por una Administración, sean producidos 
por la vía tradicional o lo sean mediante el recurso a medios informáticos, electrónicos o 
telemáticos, deben tener un contenido acorde con sus fines y dentro de lo permitido por 
el ordenamiento jurídico. 
Sí debe hacerse cierta matización respecto de la forma. Establece el art. 55.1 de la 
LRJAPyPAC que, salvo que la propia naturaleza del acto permita o exija otra forma 
distinta, la forma escrita será la norma general de producción. Así será también en el 
ámbito de la e-administración, donde la escrita (es decir, con representación de una serie 
habitual de los documentos, públicos o privados, que se generan y transmiten en los 
entornos telemáticos, aunque en esta versión de la gestión administrativa, y dependiendo 
necesario o si ello se considera más adecuado para la consecución de los fines perse-
guidos140. 
Ahora bien, en el complejo mundo de las tecnologías debe tenerse en cuenta que 
conviven, íntimamente relacionados, dos tipos de lenguajes: los propios de las máquinas 
con los de los humanos, los lógicos o informáticos frente a los escritos y hablados. Debe 
distinguirse pues entre unos lenguajes internos (propios de las aplicaciones, utilidades, 
 que solo una 
minoría de la población está en condiciones de al menos  141, y aquellos 
                                                            
140 P.ej., es perfectamente factible (y necesaria, conforme a las distintas legislaciones urbanísticas autonó-
micas) una representación gráfica de un plan urbanístico; otros ejemplos pueden ser vistas aéreas de 
un terreno (fotografía), muy utilizadas en las web de los Catastros, o archivos de imagen con o sin 
sonido (vídeo) correspondientes a filmaciones obtenidas de una videocámara o de una cámara de 
 
141 Se trataría de aquellos empleados por las máquinas para manejar, trabajar y transmitir los archivos 
disponibles y los datos aportados en cada entrada, p.ej. lenguajes SQL, XML, HTML, impulsos 
electromagnéticos, codificaciones criptográficas simétricas o asimétricas, etc.
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lenguajes de exteriorización del resultado, que reflejan el documento o información final que se 
pone a nuestro alcance. 
El material útil para la gestión administrativa que se puede crear empleando la 
tecnología puede tener muy diversa naturaleza y por tanto venir plasmado de muy dife-
rentes modos. Normalmente tendrá una naturaleza escrita, pero puede ser fácilmente 
sonora o gráfica. Así, puede tratarse de un documento de texto, de una imagen, de una 
gráfica, de una base de datos, de una página web, de una grabación de sonido, de una 
 y sobre él, según los casos, podremos llevar a cabo ninguna, 
pocas o las más variadas actuaciones: visualizar, leer, comprobar, aceptar, rechazar, 
corregir, completar, borrar, etc. 
d) Seguridad 
Antes de comenzar con el análisis de este apartado quizás convenga puntualizar 
que, por lo menos desde mi punto de vista, tanto la LAESP como la totalidad de 
normas incluidas en su mismo marco jurídico tecnológico emplean el término 
. El primero es el mayoritario, al que conti-
nuamente se recurre142, como equivalente a protección frente a incursiones, amenazas e 
injerencias externas, o al menos en el sentido de que se han adoptado las medidas 
oportunas para conseguir tal fin; en todo caso se requieren actuaciones técnicas de 
hecho que consigan o, por lo menos, hagan presumir  tal protección. Frente a ello, el 
segundo enfoque es el de sinónimo de certeza, de previsibilidad de efectos y de conse-
cuencias ante una situación determinada o de garantía de cierto trato por comparación 
con otros casos que se encuentran en circunstancias equivalentes. En este caso no se 
precisan actuaciones de hecho sino más bien presupuestos de derecho que conlleven o 
bien una certeza jurídica o cuando menos una presunción de esa misma naturaleza. 
Es por ello que, al no ser lo mismo, y a los efectos de describir esta concreta 
exigencia, para diferenciar ambos puntos de vista hablaré en el primer caso de una 
seguridad técnica o tecnológica y en el segundo de una seguridad jurídica143. 
                                                            
142 aspectos que tradicionalmente más preocupan a medida que avanza el uso de los medios 
[3]; p 835). 
143 Claramente diferencian una de otra Carlos LÓPEZ BLANCO/Lorenzo AVELLÓ LÓPEZ (2004; pp 
25- seguridad como fiabilidad e integridad desde un punto de vista 
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Esta vertiente de la seguridad es aquella característica predicable de toda aplica-
ción, utilidad o medio electrónico usado o que pretenda ser empleado en el marco de 
una administración electrónica que garantiza que cuenta con unas medidas mínimas de 
protección que eviten injerencias externas que solo a veces son solo molestas, puesto 
que la mayor parte de los casos resultan perjudiciales y dañinas . Unas medidas, 
básicamente de naturaleza informática, tecnológica o, simplemente, técnica ya que las 
de origen normativo encajarían, como se ha dejado dicho, en el siguiente subtipo de 
seguridad  que, si se sabe que existen y se comprueba que efectivamente funcionan, aca-
ban generando una importante consecuencia: la confianza de sendas partes Adminis-
tración y administrados  en el antedicho instrumento, confianza que cuando recaiga en 
un elemento clave en la propia configuración global de la estructura administrativa 
electrónica como puede ser una sede electrónica o el registro electrónico  puede 
extenderse al conjunto del sistema telemático. 
Desde luego, una TIC que no reúna ese mínimo no merece su inclusión en el 
ámbito de una e-administración, por lo menos por el simple hecho de que se quiebra el 
basilar principio de la confianza legítima que proclama el art. 3.1 de la LRJAPyPAC, sin 
obviar que tal hecho la ausencia de un blindaje mínimo de las relaciones y de las 
actuaciones llevadas a cabo por la vía telemática  podría poner en peligro otra 
importante exigencia, con la que está íntimamente vinculada, como es el derecho a la 
protección de los datos personales, que será la siguiente a la que haré referencia. 
A una cuestión tan imprescindible en el mundo de la administración electrónica, 
la Ley le da la importancia que se merece144, toda vez que la propia LAESP parte del 
                                                                                                                                                                        
técnico, ya que la seguridad de las comunicaciones electrónicas desde un punto de vista jurídico viene estable-
cida en el conjunto de normas 
 También reconocen aunque después no profundicen en la diferenciación en el sentido citado la 
existencia de una vertiente jurídica de la seguridad y otra técnica: 
 Isaac MARTÍN DELGADO 
op. cit. p 515). 
 Marcos GÓMEZ PUENTE (2007; pp 126 y 131) que solo las cita como algo diferente. 
 No parece contemplar esta diferenciación Julián VALERO TORRIJOS (2014; p 238) que vincula la 
se
acce la vertiente 
tecnológica de la seguridad. 
144 Dada pues la relevancia que en la actualidad han adquirido las tecnologías de la información y la 
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presupuesto de la desconfianza social en las TICs145, una desconfianza que viene de 
sobra motivada no solo por la ausencia, hasta la promulgación de la LAESP, de una 
regulación clara y de un uso más o menos institucionalizado sino incluso por la propia 
realidad que, como consecuencia de la extensión del uso de las nuevas tecnologías y la 
red a todo el tejido social146, continuamente pone en el candelero noticias relativas a 
fraudes informáticos, ataques de hackers, mal uso y comercialización con información 
todo ello alimentado, en fin, con la más que cotidiana y 
desgraciada experiencia de los propios usuarios que con relativa frecuencia somos 
infectados por virus, parasitados por gusanos y troyanos, bombardeados en nuestros 
correos electrónicos con spam y correo publicitario de todos los tipos, tentados para ser 
víctimas de estafas a través de phising, etc. 
El interés de la LAESP por afianzar la seguridad técnica en la configuración y 
empleo de la administración electrónica se pone de manifiesto en el hecho de que de las 
numerosas veces que la Ley introduce e seguridad  en su 
articulado, en la mayor parte de los supuestos se está refiriendo precisamente a este 
enfoque, y no al jurídico, como se desprende de la lectura de los siguientes preceptos: 
a) En el art. 2, letra f, principio de seguridad en la 
implantación y utilización de los medios electrónicos por las Administracio-
                                                                                                                                                                        
comunicación, la seguridad en las mismas es importante no sólo para la seguridad y el bienestar de los 
ciudadanos, sino también para su protección, de ahí que las mismas deban protegerse adecuadamente 
frente a las amenazas que se dirigen contra ellas y las vulnerabilidades de las que adolecen
FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, 2008; p 140). 
145 Del aserto de Carlos LÓPEZ BLANCO/Lorenzo AVELLÓ LÓPEZ (2004; pp 24-
de los principales problemas detectados por los ciudadanos en general y las organizaciones públicas y 
cimiento o uso 
hace eco, como digo, el punto V de la Exposición de Motivos al reiterar, con palabras muy similares, 
rcepción, muchas veces injustificada, de una mayor 
fragilidad de la información en soporte electrónico, de posibles riesgos de pérdida de privacidad y de 
 
 Lamentablemente, hoy en día solo en parte se ha conseguido eliminar tal desconfianza si se tiene en 
cuenta que aún hay gran cantidad de ciudadanos que, pudiendo optar entre una vía tradicional y otra 
telemática para llevar a cabo un trámite, siguen eligiendo la burocrática. 
146 dad tecnológicamente avanzada, el uso de la informática deja de 
estar reservado a un reducido grupo de expertos para integrarse con naturalidad en el entero tejido 
social, derivando de ahí un riesgo cierto de afección a la intimidad personal y a otros derechos y 
LLOP, 1997; pp 207-208). 
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sea mayor o, en el peor de los casos, igual que el que se requiere para la 
utilización de medios no electrónicos en la actividad administrativa, como se 
 
b) En ese mismo art. 2, pero esta vez dentro de la letra g y bajo el nombre de 
principio de proporcionalidad ofrecer 
y requerir el mismo grado de protección sino que ello va a depender de la 
la idoneidad de su nivel estará directamente en consonancia con la relevan-
cia de lo actuado, pues no sería lógico porque tampoco lo es en la vía 
burocrática  exigir el mismo grado de identificación, confidencialidad, 
autenticación, fidelidad spares como el acceso a informa-
ción de carácter general, la consulta de información personalizada, la pre-
sentación de una solicitud formalizada, la presentación de una sugerencia, la 
notificación de una resolución, etc. 
c) Varios artículos vinculan directamente la seguridad técnica con la pro-
tección de datos de carácter personal. 
Con carácter general así lo hace el art. 6.2.i cuando recoge que, entre otros, 
los ciudadanos tendrán derecho dencia-
lidad de los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las 
 
Cuando medie una comunicación y, en su caso, se produzca una 
las comunicaciones se establecerán en cada caso de forma idónea al carácter de 
, de modo que, también aquí, 
puede observarse cierta templanza modulada por la proporcionalidad, o lo 
que es lo mismo, por el tipo de datos transmitidos. 
Ahora bien, cuando tal comunicación tenga lugar entre Administraciones a 
través del intercambio de datos en entornos cerrados de comunicación, la 
propia Ley reescribe lo dicho anteriormente y, sin importar la naturaleza de 
los datos transmitidos que podrían ser o no personales  y omitiendo toda 
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referencia a proporcionalidad, obliga a garantizar de forma tajante y 
absoluta la transmisión (art. 20.4147).  
d) Por último, la seguridad es uno de los criterios a tener en cuenta por parte de 
cada Administración a la hora de determinar las condiciones e instrumentos 
de creación de sedes electrónicas (art. 10.3). 
Este otro tipo de seguridad es otra característica predicable de todo medio inte-
grado o integrable en una administración electrónica, pues la administración electrónica 
no puede entenderse sin la garantía de que las comunicaciones que se realicen entre los 
ciudadanos y la institución produzcan los mismos efectos jurídicos y revistan iguales 
condiciones de certeza y eficacia que la actividad administrativa que se produce por los 
148. 
A pesar del epíteto que le he asignado a esta vertiente de la seguridad jurídi-
, ello no debe llevar a pensar que solo puede conseguirse a través del estableci-
miento de normas y preceptos que afiancen la equivalencia de resultados. Más bien, a 
cas y los 
precedentes administrativos o la publicación de instrucciones internas donde se 
establezcan trámites internos de gestión, de interpretaciones de ciertos preceptos o de 
respuestas a consultas, quejas y sugerencias planteadas por los ciudadanos u otros 
empleados que tengan cierta relevancia en la tramitación telemática. 
Frente al aceptable número de preceptos en que la LAESP se refiere directa o 
indirectamente a la seguridad tecnológica apenas se pueden encontrar en ella referencias 
a la perspectiva jurídica de la seguridad. Aun así podrían encontrarse referencias a ella:
                                                            
147 deberá garantizarse en todo caso la seguridad del entorno y la protección 
de los dato  
148 Palabras de José Luis BLASCO DÍAZ (2009; pp 1437-1438). 
 
len  manifestaciones 
legales, ocupa un papel nuclear en el régimen jurídico de la Administración electrónica y supone un 
importante espaldarazo a su implantación, pues iguala la gestión electrónica a la gestión en papel 
definitiva, proclama que un acto administrativo dictado directamente en un fichero informático pro-
cesador de textos  y firmado electrónicamente equivale a ese mismo acto impreso en papel y firmado 
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a) El art. 4.b, aunque haciendo referencia de un modo confuso al principio de 
igualdad 149 pretende que no haya restricciones o discriminaciones para los 
usuarios que opten por la vía electrónica frente a la tradicional, garantía 
totalmente acorde con una de las principales finalidades de la LAESP como 
es el del fomento de la implantación y uso de los medios telemáticos. 
b) También ese mismo precepto, esta vez en la letra d, e invocando 
erróneamente el rincipio de legalidad , más que la sujeción al ordena-
miento jurídico de las actuaciones telemáticas que sería lo propio de un 
principio de legalidad , lo que busca es el mantenimiento de la integridad de 
las garantías jurídicas de los ciudadanos ante las Administraciones públicas 
ya reconocidas en la LRJAPyPAC y, me atrevería a decir, también las esta-
blecidas, en su caso, en cualquier otra norma . Por tanto, lo que persigue, 
150. 
c) Finalmente, también contribuyen en cierto modo a la seguridad jurídica de 
ambas partes, pero sobre todo de los ciudadanos, ciertos aspectos de la 
regulación de algunos de los concretos medios electrónicos que se recogen 
                                                            
149 Confuso desde el punto de este trabajo, pues el empleo del conce
apartado por parte de la Ley difiere del sentido con el que lo expongo en esta exigencia. 
 Es cierto que el mundo telemático es un campo abonado para posibles diferencias, desigualdades de 
trato y, por lo tanto, de discriminaciones. Es verdad también que otorgar diferente eficacia y 
resultados a las actuaciones telemáticas frente a las tradicionales supone un trato desigual y como tal es 
tratado por la LAESP; sin embargo, la doctrina científica, al igual que hago yo, prefiere redirigir este 
Vid. p.ej. Eduardo GAMERO CASADO, 2010; pp 153 y ss) y 
al que ya he hecho referencia en nota al pie núm. 148. 
 
), en el 
acceso por parte de personas con discapacidad y de personas o colectivos susceptibles de sufrir algún 
tipo de aislamiento digital por motivos económicos, tecnológicos o de cualquier otro tipo. 
150 Al respecto, hubiera sido deseable una redacción mucho más tajante y amplia en cuanto a normas 
afectadas  
electrónico no supondrá modificación alguna de la naturaleza y efectos de los actos administrativos 
integradores del procedimiento administrativo común, ni conllevará eliminación, reducción o condicionamiento 
indebido de los derechos reconocidos o atribuidos a los ciudadanos o de los deberes que la legislación 
reguladora del procedimiento administrativo común establ  
 Cfr. pues el carácter de principio informador y limitado (sic) al respeto a una concreta ley de la LAESP 
reguladora del procedim  
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en la LAESP, como son la sede electrónica y los diarios oficiales en formato 
electrónico. 
En cuanto a las sedes, en ellas se deberá indicar la fecha y hora oficial y 
deberán contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su 
integridad, es decir, que la fecha y hora que se indican son las oficiales (art. 
26.1, básico). 
Por lo que respecta a los diarios oficiales, el art. 11.1 preceptúa, con carácter 
básico también, que su publicación electrónica tendrá los mismos efectos 
que los atribuidos a su edición impresa151, si bien en este caso la vertiente 
jurí tua-
152. 
Esta escasez de referencias no debe llevar a poner en duda la exigencia de la 
seguridad jurídica ni a restarle importancia frente a la seguridad técnica. 
Por un lado, la necesidad de su exigencia puede defenderse argumentando que 
de poco valdría potenciar el desarrollo por vía electrónica del trabajo de las Administra-
ciones y su relación por estos mismos medios con los ciudadanos y con otras 
Administraciones si a todo lo actuado en este tipo de entornos no se le otorgase el 
duplicar las tramitaciones por la vía burocrática lo cual pondría de manifiesto que 
aquéllas son ineficaces  o complementando las actuaciones telemáticas con excesivos 
requisitos adicionales lo que supondría que la vía telemática es insuficiente o 
incompleta . La seguridad jurídica es lo que hace que un procedimiento iniciado por vía 
telemática al ser equivalente al burocrático o en papel, sea suficiente y no tenga que ser 
duplicado o complementado por otros medios. 
Por otro lado, personalmente considero que es determinante a la hora de 
emplear una TIC cuando ese uso depende de la voluntariedad153, de la libertad de 
                                                            
151 Lo que será interesante respecto de la publicación de resoluciones, de la notificación subsidiaria de 
actos en caso de fracaso de la notificación en la dirección indicada, de la publicación de anuncios, etc. 
152  
edición electrónica con plenas garantías técnicas y jurídicas, máxime cuando la realidad nos demuestra 
que se trata de una práctica generalizada tanto en el ámbito autonómico com
VALERO TORRIJOS, 2008; pp 379-380). 
153 Puede no resultar ocioso decir que cuando el empleo de una TIC es obligatorio, la confianza o 
El límite entre el simple uso de TICs y la implantación de una administración electrónica 
 página 93 Óscar Veloso Fernández 
elección. Esto será lo primero que valore el ciudadano a la hora de llevar a cabo una 
actuación en la que pueda elegir entre la vía burocrática y la electrónica: el usuario no se 
cuestionará como primera premisa 
presencial , o que simplemente le exija trámites presenciales 
adicionales que la confirmen o complementen, lo lógico es que rechace la opción 
telemática y se decante por la tramitación tradicional. Solo en caso de que la respuesta 
fuese afirmativa y se propusiese optar por la vía electrónica podría valorar ahora sí  si 
el medio es seguro154. 
e) Protección de datos de carácter personal 
Podría pensarse que, en cierto modo, esta quinta exigencia pudiera ser omitida 
toda vez que de algún modo va implícita en la seguridad técnica ya que si la finalidad de 
esta última es evitar injerencias externas, entre otras cosas, uno de sus objetivos será 
preservar y blindar la información personal concerniente a interesados y demás 
ciudadanos que pueda estar en posesión de las Administraciones o que se encuentre en 
el proceso comunicativo entre éstas y los ciudadanos u otras entidades públicas o 
privadas, nacionales o internacionales. Sin embargo, aunque se deba confirmar que entre 
ambos conceptos existe cierta relación, la verdad es que ni se pueden considerar 
equivalentes ni contenido el uno en el otro. 
De un lado, la seguridad técnica busca proteger a todo usuario y a todo gestor de 
la administración electrónica, lo que abarca tanto a personas jurídicas como a personas 
físicas mientras que el marco normativo que regula y desarrolla el derecho fundamental 
                                                                                                                                                                        
desconfianza en ella solo repercutirá en que los ciudadanos la empleen, respectivamente, con 
tranquilidad o con inquietud; muy puntualmente se podrían encontrar supuestos de rechazo y rebeldía 
con las consecuencias previstas en las normas. 
 P.ej. la matrícula en la UVigo solo se puede realizar a través de internet (procedimiento denominado 
Automatrícula). La alumna o el alumno que quiera matricularse debe hacerlo, le guste o no, por esta vía. 
La negativa a hacerla a través de la plataforma electrónica conlleva la pérdida del derecho a la 
matriculación. 
154 P.ej. en las convocatorias de procesos selectivos de acceso a la función pública es habitual que se 
permita escoger entre la presentación telemática o presencial de las instancias, de acuerdo con lo 
establecido en el art. 38 de la LRJAPyPAC. Si el aspirante tiene la duda de que su instancia telemática 
tiene la misma eficacia que si fuese presentada a través de un registro ¿se atreverá a presentarla por 
esta vía y arriesgarse a gastar tiempo y dinero en preparar unas pruebas que, llegado el momento, no 
va a poder realizar por no figurar ni admitido ni excluido, es decir, que no conste presentada la 
solicitud? 
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a la autodeterminación informativa155 la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD) y el Real Decreto 1720/2007, de 21 de 
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de dicha Ley Orgánica  limita tal 
protección a las personas físicas156. 
De otro, la seguridad técnica tiene como uno de sus cometidos proteger los 
datos de carácter personal, pero no es el único. Lo que en realidad persigue es preservar 
la integridad del conjunto del sistema de información y de datos que posee, almacena, 
recibe o transmite la Administración e impedir su alteración por parte de agentes 
extraños, como puede ocurrir con la introducción de elementos externos que actúen 
como espías (gusanos y cookies) o susceptibles de producir daños (virus), con la supresión o 
borrado de parte o de la totalidad del contenido almacenado o con la comisión de actos 
que, sin suponer lo uno o lo otro, impliquen la comisión de toda suerte de actos ilícitos 
administrativos y/o penales (p.ej. acceder a determinados tipos de información sin los 
requisitos legalmente exigidos, difundir información sin reunir las exigencias establecidas 
o para fines no permitidos, utilizar información privilegiada, emplear la información 
conocida para llevar a cabo delitos tan graves como estafas, coacciones, amenazas, 
chantajes, etc.), sin olvidar los daños económicos causados que, incluso, podrían ser 
directos (p.ej. con el acceso y vaciado de cuentas bancarias). 
En tercer lugar, el contenido del derecho a la autodeterminación informativa 
configurado por la LOPD y su reglamento de desarrollo viene constituido por toda  
una batería de principios157, de derechos de los titulares de los datos de carácter 
                                                            
155 
nuevas necesidades derivadas de la revolución tecnológica. Se trata, en definitiva, de reconocer el 
carácter dinámico de los derechos fundamentales, es decir, de aceptar que los derechos fundamentales 
no constituyen una realidad inmutable, sino que la aparición de nuevas necesidades puede provocar el 
nacimiento de un nuevo derecho fundamental o la redefinición de los ya existentes para adaptarlos a 
 
 La ausencia en nuestro texto constitucional de un artículo con su reconocimiento expreso (como sí 
ocurre, p.ej. con el art. 35 de la Constitución portuguesa), legislador, jurisprudencia y doctrina salvan el 
escollo incluyéndolo en el apdo. cuarto del art. 18, junto con el derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen (op. cit.; p 46). 
156 Recuérdese que el art. 3.e da persona física titular de 
 
157 -
lidad, calidad de los datos, con especial referencia a la proporcionalidad, seguridad (...) a los que pueden 
MURILLO DE LA CUEVA/José Luis PIÑAR MAÑAS, 2009; pp 101-102) [la cursiva es mía].
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personal158 y de obligaciones dirigidas a quienes recogen, tratan o ceden dichos datos159, 
conjunto en el que la seguridad (tecnológica) supone solo una parte. Por ello, más allá de 
que la regulación y protección de este derecho fundamental conlleve la exigencia de 
instaurar y mantener de un modo adecuado un entramado tecnológico y/o físico de 
protección (seguridad técnica), lo que consigue al menos lo pretende  es que los 
ciudadanos tengamos la certeza o, por lo menos, la presunción (seguridad jurídica) de 
que nuestros datos están protegidos, de que están siendo objeto de un tratamiento 
correcto y de que contamos con unos derechos que, llegado el caso, podremos ejercitar.
Es precisamente este tercer argumento lo que permite afirmar que, aunque la 
protección de datos de carácter personal tenga a priori especial vinculación con la segu-
ridad técnica, sea, al mismo tiempo, una manifestación más de la exigencia de seguridad 
jurídica, lo que la dota de entidad suficiente como para ser considerada por separado, 
entre la una y la otra y, por lo tanto, no equiparable o vinculada única y exclusivamente 
con la perspectiva técnica. 
La protección de datos de carácter personal se convierte así en otro de los pilares 
básicos en la e-administración, en una constante en su regulación160, puesto que aunque 
la legislación nacida para su protección estaba pensada en principio para todo tipo de 
ficheros y bases de datos, cualquier que sea su soporte161, cobra el mayor de los sentidos 
                                                            
158 Ana GARRIGA DOMÍNGUEZ (1999, pp. 185 y ss) extrae de la LOPD los siguientes derechos de 
los titulares de los datos personales: 1) derecho de información, 2) derecho del afectado a que se soli-
cite su consentimiento para la recogida, tratamiento y cesión de sus datos personales, 3) derecho a que se 
protejan de manera especial los datos sensibles, 4) derecho a impugnar las valoraciones basadas 
exclusivamente en datos automatizados, 5) derecho de acceso, 6) derecho de rectificación y cance-
lación de los datos erróneos y 7) derecho al olvido [la cursiva es mía]. 
159 Ana GARRIGA DOMÍNGUEZ (1999, pp 202 y ss) también enumera una relación de deberes del 
responsable del fichero, derivados de los derechos de los afectados: 1) deber de informar del respon-
sable del fichero, por una parte, al afectado y, por otra, al cesionario de los datos, 2) deber de adoptar 
medidas de seguridad, 3) deber de garantizar el acceso del afectado a sus propios datos y de rectificar y 
cancelar los erróneos o inexactos y 4) deber de secreto del responsable del fichero [la cursiva es mía]. 
160 La garantía de la seguridad de las transacciones electrónicas es una de las constantes de la Ley 
11/2007. (...) La protección de los datos de carácter personal también se convierte en una de las 
preocupaciones del legislador a pesar de ser objeto de una regulación propi
MARTÍNEZ, 2008; p 62). 
161 Significativo es el texto literal empleado en muchas de las definiciones contenidas en el art. 3 de la 
LOPD:  
a) afectado o interesado (persona física titular de los datos que sean objeto del tratamiento), 
b) datos de carácter personal, cualquier información relativa la personas físicas identificadas o identifi-
cables, 
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en un entorno eminentemente tecnológico y que se desarrolla en circunstancias de 
transmisión a distancia, de facilidad de interconexión entre entidades, de interope-
rabilidad, de riesgo de contaminación informática o de injerencias externas, etc.162 
Por ello, la propia LAESP, al tiempo que reconoce que las normas de la LOPD 
deberían ser suficientes, 
pero sí de establecer previsiones que garanticen la utilización de los datos obtenidos de 
las comunicaciones electrónicas para el fin preciso para el cual hayan sido remitidos a la 
Administr
contenido principal de una normativa que el paso del tiempo y el impresionante cambio 
del entorno en el que en su día fue dictada, han convertido sino en una norma obsoleta 
sí en insuficiente163, ello sería totalmente imposible por cuanto la regulación del 
                                                                                                                                                                        
c) fichero, todo conjunto organizado de datos de carácter personal, cualquier que fuere la forma o modalidad de 
su creación, almacenamiento, organización y acceso), 
d) tratamiento de datos, operaciones y procedimientos técnicos de carácter automatizado o no
Del mismo modo, los supuestos en los que el régimen de protección establecido por la Ley no será 
de aplicación (art. 2.2) vienen determinados en función de la finalidad o del contenido y no en base a 
la naturaleza del soporte en que figuren o se traten los datos. 
162 Lo reconoce la propia LAESP en la Exposición de 
electrónicos suscita la cuestión de la privacidad de unos datos que se facilitan en relación con un 
expediente concreto pero que, archivados de forma electrónica como consecuencia de su propio 
modo de transmisión, hacen emerger el problema de su uso, no en el mismo expediente en el que es 
evidente, desde luego, pero sí la eventualidad de su uso por otros servicios o dependencias de la 
rudencia (vid. p.ej. el FJ 
técnica sitúan a la persona en zonas de riesgo para la protección de los derechos fundamentales, como 
la intimidad o el derecho a vid. p.ej. Lorenzo 
que 
al mismo tiempo más accesibles permite ya un control de los ciudadanos por parte de la 
Administración que podría alcanzar unos grados de conocimiento inimaginables. Por eso es 
imprescindible, al hablar de la influencia de la revolución de las nuevas tecnologías en la nueva 
(2014; p 239), etc.). 
163 Vid. Julián VA
los ciudadanos la normativa actualmente en vigor data de finales del siglo XX, es decir, obedece a un contexto 
tecnológico radicalmente distinto  
 
cuando la LOPD fuese aprobada en 1999, la Directiva de la que trae causa fue formalmente adoptada en 
1995, lo que supone, teniendo en cuenta la lentitud del proceso de elaboración de estas normas en el 
ámbito europeo, que su concepción inicial y, por tanto, su modelo se gestaron al menos unos años 
antes, es decir, mucho antes de la generalización del acceso a Internet  
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contenido esencial de este derecho fundamental protegido ha de llevarse a cabo 
necesariamente mediante ley orgánica (art. 81.1 de la CE), cuando la LAESP no es más 
que   
Frente a esto, s establecer previsiones se como introducir 
algún tipo de particularización o matización o mejora del régimen general establecido 
por la LOPD, qué duda cabe que la LAESP podría haber sido un inmejorable vehículo 
para llevarlo a cabo. Sin embargo, de la lectura del articulado donde, de algún modo, se 
contempla la protección de datos de carácter personal, se comprueba que tan 
efervescentes palabras han caído en saco roto puesto que la LAESP no añade 
prácticamente nada novedoso164. 
En primer lugar, la Ley la cita, al establecer como uno de sus fines (art. 3) 
las condiciones de confianza en el uso de los medios electrónicos estableciendo las 
medidas necesarias para la preservación de la integridad de los derechos fundamentales 
y, en especial, los relacionados con la intimidad y la protección de datos de carácter 
personal, por medio de la garantía de la seguridad de los sistemas, los datos, las 
 Dudo que se haya alcanzado tal objetivo 
teniendo en cuenta sentencias como la SAN de 15/6/2012165 que, desde un punto de 
                                                            
164 
electrónica responde a la convicción por parte del legislador de que dicho derecho ya se encuentra 
proclamado en la LOPD, siendo superfluo repetirlo ahora, y que el propósito que subyace en el art. 
4.c) LAE es lograr la irradiación del derecho en examen al conjunto de operaciones que configura la 
Administración electrónica, de forma que, como principio jurídico, informe y oriente las actuaciones 
administrativas conexa  
165 En este caso la Xunta de Galicia impugnaba una resolución de la AEPD que le imputaba la comisión 
de una falta muy grave porque al hacer la consulta de unas ayudas a personas con discapacidad se ha-
cían públicos una serie de datos personales (identificación nominativa de solicitantes, de beneficiarios 
y finalidades de las ayudas); y porque aunque desde su web institucional para llevar a cabo la consulta 
era necesario introducir ciertos datos a modo de password (año de la ayuda y DNI del solicitante), desde 
el buscador Google se podía obtener igualmente un vínculo que llevaba a ese mismo listado. 
 En palabras del tribunal la publicación de todos esos datos identificativos es consecuencia del 
no alcanza a comprender por qué la Agencia se ha dirigido directamente (y únicamente) frente a la 
Xunta de Galicia y no frente al motor de búsqueda, teniendo en cuenta que los datos personales 
revelados y/o descubiertos sólo eran visibles accediendo a través del buscador, pero no accediendo 
de su página web, las ayudas concedidas (y datos personales de identificación de las mismas) ha 
actuado conforme a las prescripciones legales que plasman los principios de publicidad, transparencia 
y concurrencia que rigen en la concesión de subvenciones, y también con el necesario cuidado y sigilo, 
dando cumplimiento al deber de secreto, de modo diligente y riguroso, y sin que su conducta merezca 
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vista en mi opinión equivocado, lo que consigue es acrecentar la desconfianza futura del 
ciudadano en el sistema de protección. 
Por otro lado, la mayor parte de las referencias contenidas en la LAESP sobre la 
materia tiene prácticamente por único objeto la remisión a la normativa protectora, bien 
directamente a la LOPD bien al conjunto de normas encaminadas a proteger, de algún 
modo, los datos de carácter personal, como hace: 
a) al enumerar los principios a los que ha de ajustarse la utilización de las tecno-
logías de la información, siendo uno de ellos, precisamente, l respeto al de-
recho a la protección de datos de carácter personal en los términos estableci-
dos por la Ley Orgánica 15/1999, en las demás leyes específicas que regulan 
(art. 4.a); 
b) -
nos establecidos por la Ley Or 166 a la hora de enumerar entre 
-
                                                                                                                                                                        
 Es incuestionable que lo que se hizo público a través de Google era un documento público de la Xunta 
de Galicia (fuera con su intención o sin ella), un documento respecto del cual debería haberse 
garantizado el secreto y la privacidad pues contenía datos de carácter personal. Si bien de los 
argumentos de hecho plasmados en la SAN se desprende que se habían tomado las medidas 
oportunas tendentes a la protección de datos, lo cierto es que en algún punto y momento falló el 
sistema de protección y se permitió el acceso al documento a través de un simple vínculo generado 
por un buscador común como es Google. 
 Puedo estar de acuerdo con que tal hecho no alcance a ser necesariamente una falta muy grave en 
materia de protección de datos (pues es cierto que no hubo un desentendimiento total y absoluto de 
los datos, cuando menos se han adoptado las medidas oportunas), pero de ello sí debería haberse 
derivado algún tipo de reproche o de advertencia de cara al futuro, cosa que no hace la Audiencia 
Nacional en ningún momento. 
 En cierto modo, la Audiencia Nacional ha tenido oportunidad, y en más de una ocasión, de pronun-
ciarse acerca de lo que ella misma planteaba en ese momento como una duda: ¿por qué ir únicamente 
contra la entidad que primigeniamente publica el documento o información y no también contra el 
gestor del motor de búsqueda? En una serie de recientes sentencias (SsAN de 29/12/2014, dictadas 
ambas después de haber sido planteada por la Audiencia Nacional cuestión prejudicial ante el Tribunal 
Superior de Justicia de la Unión Europea, resuelta en STJUE de 13/5/2014) se ha conseguido una 
protección efectiva de también se refiere a este derecho al olvido 
Pere SIMÓN CASTELLANO (2011; p 82, en nota al pie)  pues con ellas se obliga a los gestores de 
los motores de búsqueda (de todos y no solo del concretamente afectado en ambas sentencias) que, 
como responsables del tratamiento de datos que supone el trabajo que llevan a cabo los buscadores, 
deben tomar las medidas adecuadas para no indexar y publicar aquellos datos personales que, no 
siendo ya pertinentes o relevantes por el transcurso del tiempo, hayan los afectados solicitado que no 
se publiquen y difundan.  
166 Sobre la cesión de datos entre Administraciones y el consentimiento de los interesados, vid. más 
adelante nota al pie núm. 303. 
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tos y documentos que obren en poder de las Administraciones cuando dicho 
requerimiento a otras Administraciones afecte a datos de carácter personal de 
los interesados se excluiría, con lógica, en caso de que una norma con rango 
de ley así lo determine  (art. 6.2.b); 
Sí puede considerarse cierta innovación con respecto a la LOPD el hecho de 
que el consentimiento podrá emitirse y requerirse por medios electrónicos .
c) al prescribir, en estrecha vinculación con lo anterior167, que el acceso por 
parte de terceras Administraciones a los datos relativos a los interesados que 
estén en poder de una Administración, y en soporte electrónico, se deberá 
condiciones, protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para 
acceder a estos datos con las máximas garantías de seguridad, integridad y 
 (art. 9.1); 
d) finalmente, al exigir que los requisitos de seguridad e integridad de las 
comunicaciones se establecerán en cada caso de forma idónea al carácter de 
los datos objeto de aquéllas, de acuerdo con criterios de proporcionalidad, 
conforme al dispuesto en la legislación vigente en materia de protección de 
 (art. 27.5). 
Podría decirse que sí tiene un contenido propio y no contemplado en la LOPD 
la disposición adicional segunda, que incentiva a la formación de los empleados públicos 
en materia de administración electrónica conocimientos 
actualizados de las condiciones de seguridad de la utilización de medios electrónicos en 
la actividad administrativa, así como de protección de datos de carácter personal  en 
especial. Sin embargo, la novedad queda minimizada al limitarse a una única Administra-
ción la Administración General del Estado  cuando se trata de una materia crucial y, a 
veces ignorada en conocimientos y a la hora de aplicarla  por el personal al servicio de 
las Administraciones públicas de todas y no solo por el de la Administración estatal. 
                                                            
167 
párrafo anterior, a requerir el consentimiento de los interesados salvo que una norma con rango de ley 
permita tal acceso sin consentimiento. 
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f) Responsabilidad 
Toda actuación administrativa debe ir acompañada de la respectiva responsabi-
lidad168, entendida como la posibilidad de los ciudadanos de exigir una indemnización 
por las lesiones sufridas o los daños causados en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, salvando 
los casos de fuerza mayor (art. 139.1 de la LRJAPyPAC). 
El hecho de que las actuaciones administrativas electrónicas se tramiten, 
produzcan y lleven a cabo a través de medios telemáticos, donde lo característico es la 
libertad espacio-temporal para realizar las gestiones de modo que se pueden 
cumplimentar sin tener que presentarse en una dependencia administrativa, sin la 
presencia física de ninguna autoridad o empleado público, en cualquier momento del 
día169 , ello no las exime de este importantísimo requerimiento. Es más, se les debe 
exigir con la misma o mayor intensidad por dos claros motivos. 
Primero, porque nada impide que las lesiones y daños170 producidos mediante el 
empleo de una TIC reúnan los requisitos exigidos por los arts. 139.2 y 141.1 de la 
LRJAPyPAC para ser indemnizables, id est, que sean efectivos, evaluables económi-
                                                            
168 Me refiero aquí únicamente a la responsabilidad patrimonial que se contempla en el Título X de la 
LRJAPyPAC. Dejo de lado, por tanto, otros tipos de responsabilidad como la disciplinaria o 
administrativa (derivada del incumplimiento por parte de una autoridad o empleado público de las 
funciones encomendadas a su cargo o puesto y de la relación de servicio que lo une con la propia 
Administración, superiores, compañeros y subordinados) o la penal (exigible únicamente por la 
comisión de los delitos tipificados como tales en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal, profundamente modificado recientemente por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo). 
169 Las únicas limitaciones espaciales serían las que imposibilitan una conexión a distancia; y las 
temporales, las delimitadas por los plazos de prescripción y caducidad. 
170 Resulta casi imposible pensar en una lesión física causada por el empleo de un medio o aplicación 
electrónica. Me pregunto: ¿encajaría en esta figura una quemadura consecuencia de un cortocircuito 
producido en un terminal de acceso, como los que la Dirección General de la Policía pone a 
disposición de los usuarios para la renovación de los certificados electrónicos contenidos en el DNIe? 
 También resulta muy difícil pensar en un daño a un bien del usuario. ¿Encajaría aquí la inutilización del 
disco duro de un equipo informático o de un dispositivo electrónico de un usuario como consecuencia 
de un virus que se consigue demostrar que tuvo entrada a través de una página web oficial que no 
reunía los requisitos de seguridad técnica exigidos o a través de una aplicación o programa bajado de 
un repertorio de software que la Administración puso a disposición de los ciudadanos? 
 En la práctica totalidad de supuestos se tratará del tercer tipo de perjuicios: daños producidos a derechos 
de los ciudadanos. P.ej. la prescripción de un derecho por presentación extemporánea de la solicitud 
que tiene como origen una información errónea hecha pública a través de una sede electrónica; o la 
sanción impuesta por una liquidación errónea a la hacienda pública cuando tal error tiene origen en un 
fallo del programa de cálculo facilitado por la propia Admini  
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camente, individualizados o en su defecto individualizables y que no haya el deber 
jurídico de soportar. Segundo, porque si a los medios telemáticos les exigimos seguridad 
jurídica para integrarse en una e-administración171, es esa misma seguridad jurídica la que 
a su vez exige que las lesiones y daños producidos por actuaciones administrativas 
telemáticas tengan las mismas consecuencias, produzcan los mismos efectos, esto es, 
que generen el mismo derecho a indemnización que los ocasionados mediante 
actuaciones presenciales. En palabras de Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]; p 42) 
detrás de cada actuación telemática debe existir un órgano responsable de la misma 
ponsabilidad no hay confianza, y sin confianza no habrá uso común de las 
nuevas tecnologías como cauce de comunicación con la Administración por parte de los 
172. 
No obstante, a la hora de contemplar esta concreta necesidad, o sea, que toda 
actuación administrativa electrónica cuente con el respaldo de la oportuna responsabi-
lidad, la LAESP es más bien parca, quizás como sucedía con la competencia o con la 
privacidad de los datos personales  porque considere suficiente e inevitable la recon-
ducción de la materia al conjunto de normas que la regulan, en este caso, el conformado 
por el Título X de la LRJAPyPAC y su reglamento de desarrollo, aprobado por el Real 
Decreto 429/1993, de 26 de marzo. Aun así, puede verse plasmada en algunos artículos. 
Así ocurre, bajo la condición de principio al que ha de ajustarse la actuación de la 
Administración a través de medios telemáticos y por tanto con un carácter general en 
el art. 4.h al introducirse la e 
las informaciones y servicios ofrecidos por las Administraciones públicas a través de 
. 
Ya que la responsabilidad se vincula con la calidad y la veracidad de la infor-
mación, también ha de considerarse citado, de un modo indirecto, en el art. 6.2.j al 
, aun cuando se trate de un derecho difuso en el sentido de no 
tener un contenido jurídico perfectamente delimitado y, por tanto, sin un objeto 
                                                            
171 Vid. apartado 3.2.4.d) de esta Memoria. 
172 Expresión que, prácticamente, reitera con las mismas palabras Isaac MARTÍN DELGADO (2009[1], 
apdo. IV). 
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determinado, sin ser fácil determinar cuándo tiene lugar su vulneración ni tener claro a 
qué vías recurrir para su impugnación y reclamación173. 
La responsabilidad también aparece relacionada con algunos de los más 
importantes elementos de la administración electrónica como son la sede electrónica, los 
registros electrónicos, los procedimientos tramitados por vía telemática y, por supuesto, 
con la (novedosa) figura de la actuación automatizada. 
La sede es considerada por algún autor de forma tajante como una dependencia 
administrativa más174, 175. Estas 
afirmaciones se deben a que el art. 10 de la LAESP con carácter básico  la configura 
como una pieza esencial en la configuración del modelo de e-administración que 
persigue, dotándola de una serie de propiedades o exigencias, tendentes todas ellas a la 
búsqueda de la seguridad y confianza de las partes intervinientes; entre ellas, la 
responsabilidad juega un rol esencial pues es citada o está implícita en varios apartados 
de dicho artículo 10. 
a) De manera directa y a la vez indubitada  cimiento de 
una sede electrónica conlleva la responsabilidad del titular respecto de la integri-
dad, veracidad y actualización de la información y los servicios  que contiene 
(apdo. 2) tificación de ese 
titular responsable, así como los medios para formular quejas y suge
(apdo. 3 in fine). 
b) Dicha titularidad, junto con su gestión y administración, corresponderá 
siempre a una Administración, órgano o entidad administrativa (apdo. 1), sin 
                                                            
173  
subjetivo conlleva importantes problemas para la determinación de su contenido y alcance. No es 
 
 Lo cual no obsta para que lo vincule con el principio de confianza legítima y con la vía de la 
reparación (Lorenzo COTINO HUESO, 2011; p 39). 
174  sede electrónica no es más que una prolongación virtual de las oficinas administrativas tradicio-
Sensu contrario, no es un instrumento de apoyo, ni 
una herramienta de trabajo; es una oficina administrativa como otra cualquiera, pero en su versión 
virtual, con sus ventajas e inconvenientes respecto a las presenciales. 
175 
información que difunden y a los servicios 
CERRILLO i MARTÍNEZ, 2008; p 67). 
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perjuicio de que en la práctica las actuaciones materiales vinculadas (como 
an ejecu-
tadas por personas privadas en virtud de un contrato administrativo. Solo 
esto debería ser suficiente para reconducir, sin mayor problema, los supuestos 
de daños y lesiones a la regulación general de la responsabilidad administra-
tiva contenida en la LRJAPyPAC, complementada, en su caso, con la 
derivada de la normativa de contratación administrativa en los supuestos en 
que medie un tercero en la prestación de servicios técnicos específicos.
c) En cuanto a los instrumentos de creación, uno de los principios a los que 
deben sujetarse es, precisamente, el de la responsabilidad (apdo. 3).  
La sede, por sus características (accesibilidad desde cualquier punto con cone-
xión a la red, en cualquier momento del día y sin necesidad de desplazamiento, 
constan
actualización y responsabilidad), va a ser la vía deseable y preferente para obtener 
información. Ahora bien, ¿estas últimas garantías no deberían ser también predicables y 
exigibles a las demás fuentes de información accesibles en la red176? Más sencillamente, 
la información ofrecida por estos medios ¿no debería venir respaldada por la 
consecuente responsabilidad habida cuenta que la actuación de un ciudadano puede 
verse condicionada por ella? La respuesta, en mi opinión, debería ser un rotundo sí, 
aunque solo sea por aplicación de los principios generales que regulan la actuación 
administrativa y la relación de la Administración con los administrados: seguridad 
jurídica,  Entonces, ¿qué consideración 
deben tener ciertas prácticas que reciben diversos denominaciones: cláusulas de 
exención, exoneratorias o de exclusión de la responsabilidad, avisos o cláusulas legales, 
condici  que incorporan muchas páginas web oficiales e (sic) incluso sedes 
electrónicas, a través de las cuales los órganos administrativos correspondientes se autoe-
ximen de responsabilidad ante los posibles errores de los datos e información contenidos en 
ellas y de los perjuicios causados por su uso? La doctrina es unánime177
                                                            
176 Tales como páginas web oficiales, ventanas emergentes (pop-ups), SMS, correos electrónicos, whatsapps, 
foros, blogs, redes sociales, etc. 
177 ondiciones de uso de las páginas web son unas reglas que rigen la prestación 
de los servicios públicos electrónicos. Sin embargo, debe ponerse de relieve que en muchos casos las 
cláusulas legales tienen un contenido que supera con creces lo establecido en la ley como, por ejemplo, al prever 
que la información difundida puede contener errores o no ser de calidad o exonerar de responsabili-
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178. Si bien estoy de acuerdo con que, aplicando por analogía 
el art. 17.1 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico179, cabría cierta matización al respecto como la que hacen algunos 
autores180 al eximir de responsabilidad a una Administración que difunde información de 
terceros (públicos o privados) actuando como un «simple intermediario».
                                                                                                                                                                        
dad a las Administraciones públicas por los daños causados por la información difundida a través de 
CERRILLO i MARTÍNEZ, 2008; p 65). 
 prácticas abusivas que se producen, todavía hoy, en relación con la 
difusión de información administrativa mediante sedes electrónicas como son las denominadas 
«cláusulas de exención de responsabilidad». Estas cláusulas se siguen manteniendo en muchas sedes 
electrónicas públicas a pesar de que difícilmente podrían excluir la responsabilidad administrativa tras 
la promulgación de la Ley 11/2007 [por aplicación de los arts. 4.h, 6.2.j y 10.2], y de que la 
información administrativa disponible en los portales web de las Administraciones puede ser 
considerada dentro de la noción de servicio público (de información) y, en consecuencia, susceptible 
 a nuestra normativa sobre administración 
electrónica, resultarían inaplicables en sede jurisdiccional contencioso-administrativa los avisos jurídicos de las 
n
MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS, 2012; p 121).  
 (En ambos casos, las cursivas son mías) 
 También, M. I. LINARES GIL (2010; p 433), Isaac MARTÍN DELGADO (2009[1]  
178 Julián VALERO TORRIJOS (2013; p 351). 
179 Dice el art. 17, intitulado precisamen
do. 1: 
 que faciliten enlaces a otros contenidos o 
incluyan en los suyos directorios o instrumentos de búsqueda de contenidos no serán responsables por la 
información a la que dirijan a los destinatarios de sus servicios, siempre que: 
a) no tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información a la que remiten o 
recomiendan es ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un tercero susceptibles de 
indemnización, o 
b) 
180 Vid. Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2008; pp 86-88): Será de utilidad diferenciar dos supuestos 
(...). Cuando la información suministrada por la Administración Pública tiene su origen en la propia 
Administración Pública y concurran las circunstancias previstas en el ordenamiento jurídico, será la 
Administración Pública que facilita la información la responsable por los daños causados (...). Cuando 
la Administración Pública se limita a hacer de mediadora entre el autor que no es la Administración  y el 
destinatario de la información, facilitando la información pero no elaborándola, quizás la Administración 
Pública no tendrá que ser la responsable por los daños causados  
 web se basa fundamen-
talmente en dos modalidades informativas: la difusión de contenidos propios y los enlaces de otros 
proveedores, supuesto este último que plantea una especial dificultad en el caso de las Administracio-
información del que 
parte la regulación de la LSSI y, en concreto, la referencia a la onerosidad de la actividad en que 
consista pueda suscitar ciertas dudas, entendemos que esta exoneración de responsabilidad debe 
aplicarse igualmente a los enlaces que aparezcan en las sedes electrónicas de las Administraciones 
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En cuanto al registro electrónico, es también un elemento fundamental. En el 
ámbito presencial o tradicional, aun habiendo otros medios de comunicación, el registro 
y salida de documentación de, para y entre Administraciones atendiendo no solo a su 
necesaria existencia sino también por la fe y crédito de que están dotados sus asientos 
(art. 38 de la LRJAPyPAC). La versión electrónica de la gestión administrativa cuenta  
porque así debe ser si realmente se desea potenciar la e-administración  con un equi-
valente que a la vez que reúne las características de su configuración administrativa (obli-
suma las ventajas derivadas de su naturaleza tele-
mática (ubicuidad, acceso multicanal, acceso 24×7, esto es veinticuatro horas al día los 
siete días de la semana ). La correcta gestión de tan importante herramienta solo se 
puede conseguir si hay un responsable que responda ante los posibles errores (técnicos 
de funcionamiento, 
por lo cual el art. 25.1 de la LAESP obliga a que en la disposición mediante la que se 
cree se especifique, junto con otros aspectos, el órgano o unidad responsable. 
También se exige la identificación de los órganos responsables en las aplicaciones y 
sistemas de información utilizados en la tramitación de los procedimientos 
administrativos disponibles para su tramitación telemática (art. 36.1). 
Por último, como se ha visto a la hora de abordar la competencia, es preciso 
determinar, con carácter previo a la implantación de actuaciones automatizadas, una 
serie de órganos competentes para cada uno de los pasos del proceso y, específicamente, 
los órganos considerados responsables a efectos de impugnación de los actos y resoluciones 
adoptados (art. 39). 
g) Igualdad y no discriminación 
El art. 14 de la CE contempla una exigencia de igualdad de todos los españoles 
ante la Ley junto con una prohibición de discriminación181 mandato éste exigible tanto 
                                                                                                                                                                        
Públicas, de manera que la responsabilidad patrimonial sólo sería exigible al órgano o entidad titular de 
la sede electrónica cuando conociera la ilicitud de los contenidos y/o informaciones enlazados y no 
 
181 Aunque recogidos en el mismo precepto y uno inmediatamente a continuación del otro, afirma Ana 
GARRI ntificado 
ambos conceptos. Poco a poco, y aunque sin exigir nuevos requisitos para el tratamiento desigual 
basado en alguna de las causas del artículo 14, va estableciendo sutiles diferencias entre el principio 
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frente a los poderes públicos como a cualquier otro ciudadano182  desde cualquier punto 
de vista183. La LAESP, sensible a esos requerimientos, recoge una y otra a lo largo de su 
articulado desde diferentes perspectivas: 
a) En el art. 4.b, como un mandato general en su sentido más tradicional, al 
implicar la existencia de restricciones o discriminaciones para los 
ciudadanos que se relacionan con las Administraciones por medios 
electrónicos, tanto respecto al acceso a la prestación de servicios públicos 
b) En el art. 6.2.c, como un derecho de los ciudadanos igualdad en el acceso 
gu-
ración es, quizás, de los derechos que mayor número de referencias cuenta a 
lo largo de la Ley184.  
                                                                                                                                                                        
general de igualdad y el mandato de no discri  
182 En palabras de Gregorio PECES-BARBA MARTÍNEZ (1999, p 221) la libertad
actuar y decidir libremente el propio comportamiento en todos los casos, sin obstáculos, barreras o 
coacciones de los poderes públicos, de otros grupos sociales y de los particulares. No existe ninguna 
base racional para excluir del ámbito de los derechos fundamentales a las relaciones entre particulares, 
solamente hay dificultades de tipo histórico (por la forma de nacer en el tránsito a la modernidad los 
derechos como límite al poder del Estado) y de doctrina jurídica (por la influencia de la doctrina 
 
183  ción por razón de naci-
cerrada de supuestos de discriminación, pero sí representa una explícita interdicción de determinadas 
diferenciaciones históricamente 
posiciones no sólo desventajosas, sino abiertamente contrarias a la dignidad de la persona (FJ 5º de la 
STC 128/1987). 
 Que el mandato se extiende a todo tipo de discriminación, y no se limita a aquéllas, queda patente en 
la expresión con que se cierra el precepto, como tuvo ocasión de argumentar ya en 1983  el propio 
(...) en la fórmula del indicado precepto se alude «a cualquier otra condición o circunstancia personal o 
 
184 y que relacionarlo con 
otros preceptos de la ley, a saber: el artículo 3.2º LAE que regula como finalidad de la ley facilitar el 
acceso y eliminar las barreras que lo dificulten; el principio de accesibilidad del artículo 4.c) LAE y 
vinculado con éste, la 
igualdad material; y el artículo 41 que dispone la necesidad de que la Administración utilice las TIC 
su elección 
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c) En varios preceptos de la LAESP, como una garantía de igualdad de trato ante 
la opción tecnológica que se elija, denominada principio de neutralidad tec-
nológica185. Pueden verse reflejadas así, p.ej., en el art. 4.i al ordenarles a las 
de forma complementaria, estándares que sean de uso generalizado por los 
, o en el art. 41 al decir que las Administraciones emplearán las 
TICs en sus relaciones con otras Administraciones y con los ciudadanos, 
adoptando las medidas informáticas, tecnológicas, organizativas y de 
 
Ahora bien, la igualdad formal que se configura con los preceptos mencionados de 
la LAESP no garantiza la igualdad real y efectiva de los administrados. Es cierto que si 
tenemos en cuenta las diferentes posibilidades de discriminación directa186 puede 
afirmarse que actuando a través de medios telemáticos no es posible tratar de un modo 
desigual y perjudicial a los usuarios por razón de la raza, el sexo, las tendencias sexuales, 
la edad, la opinión política, las creencias religiosas, la afiliación sindical, la situación 
socio-económica, el origen geográfico, etc. pues la e-administración permite operar a 
través de ella, independientemente de las circunstancias y características personales, a 
todo aquel que disponga de los requisitos mínimos indispensables187. Pero, precisamente 
desde la perspectiva de esos requisitos, la ley crea o puede crear188 otras desigualdades, 
                                                            
185 Su conexión con el principio de igualdad y no discriminación es evidente, constituyendo, en realidad, 
 
186  Según Ana GARRIGA DOMÍNGUEZ (2001; p 85) tendría tal consideración un tratamiento desigual 
y perjudicial en razón de una característica personal que haya sido objeto de consideración directa.
187 Entendiendo por tales contar el hardware adecuado a cada aplicación (como puede ser un lector de 
tarjetas para reconocer el DNIe), sistemas de identificación y firma electrónica, accesibilidad a las 
redes de comunicación (conexión a internet, tarifa de datos en dispositivos móviles, acceso a través de 
eterminado sistema operativo, una 
determinada aplicación o software, un determinado plug-in, un concreto driver, etc.), un mínimo de 
conocimientos tecnológicos, etc. 
188 Considero que la Exposición de Motivos de la LAESP es excesivamente optimista al ensalzar en demasía 
tenían grandes dificultades para llegar a las oficinas públicas, por motivos de localización geográfica, 
de condiciones físicas de movilidad u otros condicionantes, y que ahora se pueden superar por el 
empleo de las nuevas tecnologías. Se da así un paso trascendental para facilitar, en igualdad de 
condiciones, la plena integración de estas personas en la vida pública, social, laboral y cultural
parece darse cuenta de que la propia tecnología y sus requisitos mínimos indispensables crean, por sí 
mismos, unas discriminaciones específicas. 
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manifestadas en la denominada brecha digital189, que, si son graves, conducirán a una 
discriminación indirecta190. 
a) Quizás la manifestación más clara tenga lugar con la desigualdad por falta de 
competencias digitales191. Sin perjuicio de que pueda haber otras situaciones que 
puedan conducir a una carencia de competencias digitales, constituye un 
claro ejemplo la edad del usuario. Las nuevas generaciones están bien 
formadas en nuevas tecnologías, ya que en todos los niveles educativos se 
contiene alguna disciplina relacionada con ellas. Las generaciones 
                                                                                                                                                                        
 
conocimiento o analfabetismo digital, la falta de medios o limitaciones económicas así como las 
 
189 las comunidades que tienen 
capacidad para utilizar la informática, las tecnologías de telecomunicación y acceso a la Red y aquellas 
que no. Se trata de una cuestión de alcance político y social, como consecuencia de distintos niveles de 
alfabetización y ca
colectivos menos capacitados económica, técnica o culturalmente para hacer uso de las nuevas 
tecn  
190 Entendida en el sentido que lo hace Ana GARRIGA DOMÍNGUEZ (2001, p 85, 
que caracteriza la discriminación indirecta no es la inexistencia de intencionalidad discriminatoria, sino 




pondiente adjetivo como relacionado con la Sociedad de la Información (así, p.ej. Inmaculada 
AZNAR DÍAZ et al. [2004; pp 183-  
 No es erróneo; sin embargo, considero más correcto lo que acertadamente apunta Juan Cristóbal 
COBO ROMANÍ (2009; pp 314- ñada de un 
conjunto de habilidades y destrezas complementarias, en este marco denominadas competencias digitales, 
las cuales exceden con creces el manejo de determinados dispositivos tecno
enumera y describe los cinco tipos de alfabetismo que las consolidan: 
a) e-Conciencia: comprensión, por parte del usuario, del papel que juegan las TIC en la sociedad de la 
información. 
b) Alfabetismo Tecnológico: uso diestro de los medios electrónicos tanto para estudiar, para trabajar 
o para el ocio. 
c) Alfabetismo Informacional: comprensión, evaluación e interpretación de la información prove-
niente de diferentes fuentes. 
d) Alfabetismo Digital: capacidad de generar nueva información o conocimiento a través del uso 
estratégico de las TICs, que combina, a su vez, la habilidad para conseguir información relevante 
(dimensión instrumental) así como para producir y administrar nuevo conocimiento (dimensión 
estratégica). 
e) Alfabetismo Mediático: comprensión de cómo los medios de comunicación tradicionales están 
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intermedias tienen un cierto nivel de estudios y conocimientos que, a pesar 
de carecer de una inicial formación de, en y con las TICs, fácilmente pueden 
adquirir los conocimientos mínimos indispensables o simplemente ponerse 
al día. Pero ¿y las personas mayores, quienes, salvo excepciones, tienen 
escasa vinculación e dominio das TICs? Quizás sea este colectivo propor-
cionalmente muy representativo en la pirámide poblacional española  quien 
a la larga suponga el mayor reto de cara a la implantación de la e-adminis-
tración futura ideal, colectivo para el que, posiblemente, algunas de las 
medidas que articula la Ley192 sean una solución válida. Solamente el paso 
del tiempo y el modo en que se interpreten y apliquen algunos preceptos 
nos dará la respuesta. 
b) Desde el punto de vista geográfico también se producen diferencias de 
accesibilidad. Es bien sabido que hay zonas de nuestro territorio, sobre todo 
rurales y aisladas, que presentan carencias o incluso ausencia total de 
cobertura para el acceso a internet y a la telefonía móvil, una condición más 
que esencial para poder acceder a la práctica totalidad de aplicaciones de 
administración electrónica. 
c) La situación socio-económica también es un motivo lógico de discriminación. 
Para poder disponer de los requisitos mínimos indispensables dispositivos 
 
hace falta hacer una inversión económica (mayor o menor, según los casos) 
que en un momento de crisis como el actual en el que numerosas familias 
están bajo acoso y ahogamiento económico, sujetas a embargos y 
desahucios, subidas de IVA e impuestos, estrictas condiciones para acceder 
a créditos, etc.  hace lógico que los recursos, limitados, de las familias en 
peor situación económica vayan dirigidos a otras preferencias, con lo cual 
no se encontrarán en igualdad de condiciones con respecto a otros 
ciudadanos para acceder a la e-administración. 
el límite, sino el presupuesto necesario, pero no siempre suficiente, de la igualdad real y 
                                                            
192 Medidas como la representación electrónica (art. 23) o la identificación electrónica por funcionario 
público (art. 22). 
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193 de la CE. Para alcanzar la igualdad material o substancial a la que 
se refiere este segundo precepto, los poderes públicos han de promover condiciones 
favorables, remover obstáculos y facilitar la participación ciudadana; o lo que es lo 
mismo, adoptar alguno de los dos tipos posibles de medidas correctoras194. En mi 
opinión, considero que las desigualdades que se puedan crear en este entorno no serían 
justificadoras de la adopción de cualquier discriminación inversa195. En su lugar, sí es un 
campo abonado para las acciones positivas196 tales como: 
a) campañas de alfabetización digital a la ciudadanía prestando atención a 
colectivos con especiales dificultades de acceso, 
b) extensión efectiva de acceso a internet en la mayor cantidad posible de 
 
c) reducción de las tarifas de acceso a las redes de datos, 
d) subvención a la adquisición de elementos tecnológicos adecuados para su 
uso en la e-administración, etc. 
Desafortunadamente, la LAESP contempla las posibles acciones positivas de 
forma tangencial e indirecta (así han de entenderse tanto la finalidad contenida en el art. 
3.2197, el principio general del art. 4.c198 como la disposición final séptima199). De ahí que 
                                                            
193 Ana GARRIGA DOMÍNGUEZ (2001, p 91). 
194  
 
195  Ana GARRIGA DOMÍNGUEZ (2001, pp 94-95) las d
inversa se caracteriza por ser una medida extrema que se aplica en casos también de extrema gravedad. 
por no  
196  Acciones positivas son, en general, cualquier medida que se adopte con la finalidad de conseguir 
mayor igualdad social  
197  tar el acceso por medios electrónicos de los ciudadanos a la 
información y al procedimiento administrativo, con especial atención a la eliminación de las barreras 
 
198  l diseño para todos de los soportes, canales 
y entornos con objeto de que todas las personas puedan ejercer sus derechos en igualdad de 
condiciones, incorporando las características necesarias para garantizar la accesibilidad de aquellos 
colectivos que lo  
199  Que impone a la Administración General del Estado el desarrollo reglamentario que garantice que 
todos los ciudadanos, con especial atención a las personas con algún tipo de discapacidad y mayores, 
puedan acceder a los servicios electrónicos en igualdad de condiciones, con independencia de sus 
circunstancias personales, medios y conocimientos. 
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la existencia de posibles discriminaciones indirectas y su pervivencia por la falta de 
adopción de medidas correctoras sea especialmente preocupante cuando la normativa 
elimina la voluntariedad en el uso de los medios tecnológicos e impone su uso 
obligatorio. Es cierto que la LAESP solo lo permite bajo determinadas circunstancias, 
exigiendo una serie de requisitos200, pero no menos cierto es que no sería la primera vez 
que una Administración abuse de sus facultades, interprete qué se debe entender por 
TICs a ciertos colectivos en determinados procedimientos201. 
                                                            
200 El art. 27.6 recoge los requisitos: se determinará reglamentariamente y siempre y cuando los 
interesados se correspondan con personas jurídicas o colectivos de personas físicas que por razón de 
su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u otros motivos acreditados tengan 
garantizado el acceso y la disponibilidad de los medios tecnológicos precisos. 
 Esta regulación, en principio similar mutatis mutandis, puesto que el precepto al que voy a hacer 
referencia estaba previsto únicamente para la Administración General del Estado  a la que contenía la 
disposición adicional decimoctava de la LRJAPyPAC derogada precisamente por la LAESP es, a 
poco que se comparen una y otra, bastante menos exigente que aquélla; de hecho Lorenzo COTINO 
-
 
201 Vid. la STSJ de Castilla y León de 19/8/2009, que anula un precepto de una Orden autonómica que 
impone la vía electrónica como la única para presentar un tipo de solicitud. El Tribunal, con muy buen 
criterio, en mi opinión, afirma (FJ 2º) que la posibilidad de imposición debe ser excepcional y, por lo 
tanto, interpretada de manera restrictiva puede establecerse como 
supuesto de hecho indubitado que todas las empresas que intervienen en el sector de la construcción, 
absolutamente todas, tienen de antemano garantizado el acceso y la disponibilidad de los medios 
tivas que puedan suscitarse habrán de 
ser resueltas en el sentido de otorgar el poder de elección del medio a los interesados  
 La ratio decidendi de esta sentencia la reafirma y transcribe en su totalidad la STSJ de Castilla y León de 
29/1/2010 cuya parte actora pretendía y consiguió  revocar una sentencia de un juzgado de lo con-
tencioso-administrativo y el acto administrativo que ésta había confirmado, donde se rechazaba la 
solicitud presentada en formato papel por no haber hecho uso obligatorio de los medios telemáticos.
 Ahora bien, cuando la imposición de la vía electrónica se hace correctamente con cumplimiento de 
todos los requisitos exigidos , ésta lo es a todos los efectos; es decir, que si la transmisión, comuni-
ación, sino a la parte actora, será 
esta última la que haya de asumir los efectos que de ello se desprenda. Vid. p.ej. la SAN de 10/2/2011, 
mediante Orden ministerial la presentación telemática, y no siendo posible llevar a cabo el trámite por 
motivos técnicos no achacables al registro telemático (demostrado a través de una serie de informes 
técnicos), fue finalmente presentada a través de Oficina de Correos en base al art. 38.4 de la 
LRJAPyPAC. 
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3.2.5. Su implementación debe venir acompañada de cambios de 
diversa índole que adecúen la institución a la nueva situación 
De las diferentes definiciones de e-Government y de administración electrónica202 
puede extraerse que son necesarias ciertas transformaciones de la institución a todos los 
niveles que permitan adecuar el antiguo contexto de la entidad al empleo de un nuevo 
instrumento para el que podría no estar adecuadamente preparada. Así lo ve también la 
doctrina203. 
Ante todo, serían necesarios unos ineludibles cambios organizativos dirigidos a 
adaptar el organigrama departamental, la estructura orgánica, la distribución de 
competencias, los flujos de información y documentación, los procedimientos, los 
sistemas de registro, de archivo y de elaboración de expedientes, etc. a las nuevas 
necesidades. P.ej. podría ser necesario crear órganos o unidades encargadas de la 
supervisión y control del correcto funcionamiento de los nuevos servicios implantados, 
podría ser preciso disminuir la dotación del tradicional personal de atención directa al 
público o 
para atender al usuario interno o externo ante posibles deficiencias o funcionamientos 
anormales  o asistencial preparado para prestar atención indirecta vía telefónica o 
electrónica , la gestión y mantenimiento de estos servicios pueden ser asumidos por 
órganos o unidades propios con lo cual sería necesario crearlos mediante el instru-
mento adecuado  o externalizarlo a través de un contrato administrativo de servicios, 
asimismo, no sería del todo descabellado pensar en crear algún tipo de coordinación con 
                                                            
202 Sobre los problemas derivados de la práctica ausencia de definiciones normativas y de recurrir a 
definiciones doctrinales vid. el apartado 2.1. 
203 A pesar del importante papel de los medios electrónicos, la e-administración no se corresponde 
únicamente con la automatización de la administración pública. No se debe considerar que la simple 
incorporación de la tecnología en la administración pública constituya un elemento suficiente para 
poder confirmar el surgimiento de un nuevo modelo de administración pública. En la e-adminis-
tración la incorporación de los medios electrónicos debe ir acompañada de la reformulación de los 
procedimientos y las organizaciones, de un cambio no sólo organizativo sino también institucional 
. Todo ello ha de venir impulsado por un liderazgo político suficiente pero también por un marco 
jurídico que, por un lado, permita garantizar la seguridad jurídica y, por otro, el pleno ejercicio de los 
derechos y deberes de los ciudadanos LO i MARTÍNEZ, 2008; pp 10-11). 
 Aunque la tecnología no transforma por sí misma, sí que puede devenir un excelente catalizador del 
cambio. Pero para obtener cambios, importantes cambios, en la productividad y en la eficiencia de las 
Administraciones, es necesario vincular la introducción de la innovación tecnológica a una 
AIBAR PUENTES, 2007; p 41). 
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otros servicios telemáticos, bien a través de un órgano superior común o de un órgano 
colegiado ad hoc, etc.  
También inevitables son los cambios económicos y presupuestarios que habrán de 
compaginar el mayor gasto derivado de las inversiones que se deben hacer para afrontar 
la implantación de todos los elementos necesarios204 para su puesta en marcha hardware, 
software, licencias, contratos, recursos humanos, espacios físicos y vir  con el 
ahorro que, se supone, debería implicar su uso si bien, como se verá más adelante, la 
mayor parte del ahorro va a tener que ser valorado a medio o a largo plazo. 
Asimismo son necesarios cambios de aptitud, o sea, de preparación idónea, para 
que el empleo del medio sea lo más adecuado y correcto posible lo cual dependerá, y 
mucho, del conocimiento que se tenga de las tecnologías en general y de la aplicación, 
utilidad o instrumento en particular. Ello solo se consigue con la adecuada formación, 
no solo del personal al servicio de las Administraciones sino también de los usuarios205, 
                                                            
204 El importe final dependerá de numerosas variables como las siguientes: si son aprovechables los 
antiguos equipos y aplicaciones o si hay que renovar en su práctica totalidad el equipamiento 
informático; hasta qué punto es usable e interoperable la información y datos disponibles con 
anterioridad pues en el mejor de los casos bastará con una simple migración y en el peor serán 
necesarias tareas de adaptación y comprobación con los consiguientes mayores gastos, mayor tiempo 
necesario y mayor probabilidad de errores ; si se reutilizan aplicaciones puestas a disposición de las 
Administraciones a través de repositorios públicos o si se decide partir de cero con una aplicación 
 
205 La formación del personal al servicio de las Administraciones públicas debería ser de dos tipos. De un 
lado, una formación general en la que se abordarían cuestiones como el concepto de las nuevas 
tecnologías y su repercusión en el sector público o la comprehensión de determinados elementos 
imprescindibles en este ámbito como son los certificados electrónicos, la firma digital, la seguridad, la 
interoperabilidad, etc. ; de otro, una formación particularizada para esa aplicación concreta pues solo 
conociéndola perfecta, o por lo menos medianamente bien, se le podrá sacar el máximo partido. 
 Lógicamente la formación particularizada debe correr a cargo de la propia institución, a través de sus 
servicios de formación, o de quien se haya encargado de su diseño e implementación sean servicios 
propios, sea una empresa externa a través de contrato administrativo . La formación general podría 
llevarse a cabo, además, y así suele ser, a través de otras entidades que habitualmente han ofrecido 
servicios de este tipo, como pueden ser organismos públicos de formación (como el INAP, la 
 
 Más difícil es, si cabe, la formación del ciudadano y las empresas. 
 Por un lado, la formación específica para la aplicación concreta se vuelve prácticamente imposible y ha 
de ser suplida con la publicación de manuales o instrucciones a los que he aludido en párrafos 
anteriores, con la puesta a disposición de los usuarios de servicios de atención telefónica y on line y 
contando en los negociados y puestos de atención al público con personal adecuadamente formado 
capaz de resolver las dudas y problemas no técnicos  de los administrados.  
 Por otro, la formación general, y sin perjuicio del papel que en este sentido deberían asumir todas las 
Administraciones, lo cierto es que la vienen asumiendo entidades privadas como sindicatos, academias 
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y con la publicación de los oportunos manuales de uso que solventarán en la mayor par-
te de los casos posibles problemas y dificultades que vayan surgiendo de su utilización. 
Íntimamente vinculados con estos últimos, están los necesarios cambios de actitud, 
es decir, de mentalidad, buscando el mayor grado posible de aceptación y consiguien-
temente de uso  frente a una más que esperada inicial postura de rechazo y reticencia a 
su empleo  ya que la decisión que adopte la institución sobre el futuro de una TIC ya 
implantada (mantenimiento, mejora o retirada) estará en función de su utilidad, de su 
usabilidad y, en ciertos casos, de la necesidad de ella que se cree en los usuarios. Estos 
cambios pueden lograrse mediante muy diversas vías. Podrían citarse: (1) las ya mencio-
nadas campañas de formación genéricas y específicas, (2) la adecuada publicitación de la 
aplicación o instrumento, destacando su utilidad, su facilidad de uso, los beneficios que 
com
aspectos negativos y a sus posibles defectos, que seguro que tendrá, (3) el fomento de su 
uso, priorizando206 la vía telemática frente a la tradicional y, por supuesto, (4) la aproba-
ción de una normativa al respecto redactada de una forma correcta e inteligible y acce-
sible de un modo sencillo, lo cual nos pone en conexión con el párrafo siguiente.  
Por último y como he dicho, hace falta llevar a cabo ciertos cambios normativos que 
le den el necesario apoyo jurídico. Es cierto que en parte se da por cumplido con la 
promulgación de un marco general de implantación de la e-administración, sea este el 
estatal, el dictado, en su caso, a nivel autonómico o, incluso, el dictado a nivel institu-
cional. Pero no menos cierto es que este conjunto de normas lo que hace es regular 
cuestiones generales orientadas a crear una obligación de implantar mecanismos que 
permitan la relación electrónica ciudadano-Administración, a elaborar un estatuto más o 
menos amplio de derechos del ciudadano administrado electrónicamente o, como 
dice Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]; p ve por el 
                                                                                                                                                                        
y otros centros de formación o incluso particulares a través de trabajos más o menos elaborados. Buen 
ejemplo de esto último viene representado por Alberto LÓPEZ TALLÓN, Jefe de Servicio de Pro-
yectos Tecnológicos en la Acción Estratégica en Salud (Plan Nacional I+D+i) y profesor colaborador 
del INAP, que lleva años desempeñando una encomiable labor formativa en este campo a través de 
una serie muy variada de medios: cursos y ponencias, un completo blog (www.microlopez.org) y su 
más que elogiable Manual práctico de supervivencia en la Administración electrónic@, accesible libre y 
gratuitamente desde su propio blog. 
206 Con el debido respeto al principio de neutralidad tecnológica y al derecho de los ciudadanos de 
escoger entre la vía telemática y la/s tradicional/es para relacionarse con las instituciones y sin 
perjuicio de los supuestos en que la Ley permite la imposición de la vía electrónica (art. 27.6 de la 
LAESP). 
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ciberespacio de la Administración pública electróni  a establecer la regulación 
mínima y común de una serie de elementos que pueden o deben integrar la e-
administración (como los sistemas de firma, la sede y los diarios oficiales electrónicos, 
ciertos aspectos de los procedimientos administrativos tra
Mayor cumplimiento de este requisito se consigue con la elaboración y aprobación de 
una norma específica de implantación y funcionamiento en la que se recojan aspectos 
como en qué consiste, cómo funciona, qué derechos y deberes se le otorgan a cada una 
de las partes respecto a su uso, qué soluciones o posibles soluciones se ofrecen ante un 
funcionamiento anormal o incluso ante la total ausencia de funcionamiento, qué 
posibles responsabilidades podrán ser exigidas por anomalías o daños resultantes de su 
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4. El marco normativo de la administración electrónica
La contemplación del fenómeno de la administración electrónica en España no 
cuenta con una previsión expresa y directa207 en la Constitución. Ni siquiera existe un 
precepto sobre la modernización de la Administración208, que podría ser una muy buena 
base para una fundamentación constitucional, al menos indirecta209. 
En su lugar, y apoyándose en el principio de legalidad de la actuación adminis-
trativa (art. 103.1 de la CE) y en una serie de competencias exclusivas del Estado (art. 
149.1 de la CE) se ha venido regulando a nivel estatal por un conjunto de normas 
básicas que, en algunos casos, dejan bastante margen a las Comunidades Autónomas 
para establecer una regulación propia de desarrollo. A ello habría que sumar las diferen-
tes y necesarias normas de adaptación a la estructura, a la organización y al funciona-
miento propios de cada organismo o entidad. Si además se quiere particularizar el estu-
dio respecto de un sector concreto como se va a hacer aquí respecto del sector 
                                                            
207 Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]
fundamento constitucional porque la Administración electrónica, en esencia, no es algo distinto de la 
Administración que ahora conocemos. Supone un cambio fundamental, radical en algunos aspectos, 
pero que afecta más a las formas que a la sustancia. Así pues, podemos afirmar que cambia el adjetivo, 
pero no el nombre: la Administración sigue siendo la Administración, pero con formas diferentes de 
 
208 A título de ejemplo, puede destacarse que la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto 
de Autonomía de Andalucía 
activamente en la sociedad del conocimiento, la información y la comunicación, mediante los medios y 
recurso
uno de los principios rectores de las políticas públicas (art. 37.1.15ª) y la obligación de los poderes 
 
209  Algún autor sí ve cierta obligación constitucional indirecta de los poderes públicos a recurrir y emplear 
las TICs en algún que otro precepto. 
 
Administración pública, por mandato constitucional, debe ser más eficaz, participativa y transparente, 
y las herramientas informáticas y telemáticas deben ser las adecuadas para alcanzar esos objetivos. En 
efecto, la incorporación de [medios informáticos, electrónicos y telemáticos] a la Administración es 
una exigencia del principio de eficacia en su actuación, contemplad
 Ana DÍAZ CONDOR (2007; p 287), por su lado, entiende que el fundamento constitucional radica 
en el art. 40 en cuanto a promoción de las TICs como política económica y en el art. 53.3 como deber 
de informar la legislación positiva y la actuación de los poderes públicos. 
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universitario  debe tenerse en cuenta la regulación específica y en qué sentido en ella se 
pueden contener limitaciones o especificaciones que afecten a todo lo anterior. 
Por ello, para un correcto estudio del conjunto del marco normativo con el 
detalle suficiente para una delimitación y descripción adecuadas pero no con una 
exhaustividad y profundidad tales que resulten inoperativas para el objeto de este 
trabajo  se hace necesario tratar por separado cada uno de los siguientes tres estratos. 
En primer lugar, qué configura y en qué consiste el estrato normativo estatal, que, como 
se verá, no se limita a una única norma sino a un conjunto bastante heterogéneo de ellas. 
A continuación, cómo se ha llevado a cabo, si es que así se ha hecho, el desarrollo 
autonómico. Finalmente, hasta qué punto las Universidades tienen capacidad para 
elaborar normas ad hoc, qué conjunto normativo han de tener de referencia 
esto es, ¿solo el estatal? ¿o conjuntamente estatal y autonómico?  y cómo influye el 
hecho de que haya una serie de disposiciones de carácter transversal, como son las que 
regulan el ámbito universitario, que podrían contener preceptos que impusiesen alguna 
obligación, prohibición o matización al respecto. 
Todo ello va a ser expuesto sistemáticamente en los apartados 4.2, 4.3 y 5. Sin 
embargo, antes de proceder a tales explicaciones se hace inevitable hacer una referencia, 
siquiera breve, al marco normativo comunitario y a la idea de Sociedad de la Informa-
ción que subyace en la regulación comunitaria. Aunque sin tal impulso habría sido más 
que probable que en España hubiera se hubiera llegado a implantar de todos modos una 
gestión electrónica y telemática de los servicios públicos gación 
210 dado por el sector pri-
vado a la Sociedad de la Información211 , la realidad pone de manifiesto que la evolución 
                                                            
210 Como bien dice Eduardo GAMERO CASADO (2009; p 320) ante el inicio de este nuevo período 
 
211 No es esta una opinión aislada. También lo ven así: 
 Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]; pp 18-19), que ve la implantación como una simple acomo-
fal rma de actuar de la 
Administración, cambia toda ella. El problema de ello no está tanto en el cambio en sí cuanto en el 
hecho de que la lenta (la explicación de esta lentitud se encuentra en que se trata de un proceso 
que inicia la Administración inducida por la sociedad civil, y no generado por ella misma) pero 
progresiva implantación de las nuevas tecnologías en la Administración ha comenzado a tener lu-
gar sin ir acompañada de una reflexión general sobre la cuestión que, por definición, debería ser 
previ  
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de la e-administración en nuestro país y en los demás Estados miembros ha de ponerse 
en ineludible conexión con el impulso y fomento dados desde la Unión Europea 
(UE)212, aspecto que se aborda inmediatamente a continuación, y como cuestión previa 
de todo lo demás, en el apartado 4.1.  
4.1. El ordenamiento comunitario y la idea de Sociedad de la 
Información que persigue la Unión 
La incidencia que ha tenido la UE en los diversos modelos y en las diferentes 
regulaciones que sobre e-Government han llevado a cabo cada uno de los Estados 
miembros puede contemplarse desde dos distintos puntos de vista, con diferentes 
repercusiones cada uno. 
                                                                                                                                                                        
 
a asumir en primera instancia avances tecnológicos que le habrían supuesto grandes beneficios en 
 han sido las organizaciones priva-
das las que, con carácter general, han asumido primeramente los novedosos avances tecnológicos 
ya con la garantía de que la in
 -comercio, a la e-
banca, empresas de vuelo y viajes y ahora, merced a las redes sociales, que han hecho el trabajo sucio 
de preparar a la ciudadanía [y de conseguir] que las TICs se hicieran carne social 
[la cursiva es del propio autor]. 
Cfr. estas posturas con la de Marcos GÓMEZ PUENTE (2007; p 110), que también habla de un efec-
to arrastre, pero en sen tración 
pública sobre los particulares o empresas que se relacionan con ella, sea para acceder a las nuevas faci-
lidades o servicios que preste, sea para emularla en la modernización de sus procesos y 
 
212 
30-31), el marco normativo electró
de trasponer normas europeas, sin que previamente haya tenido lugar a nivel político una reflexión 




Administración con propiedad. En este sentido, el reto de potenciar la Administración electrónica en 
nuestro país, y por tanto, la aparición de dicha noción, se presentó por primera vez con la iniciativa 
Info XXI: La Sociedad de la Inform@ción para todos, 
GUTIÉRREZ, 2007; p 92). 
 Ciertamente, los principales impulsos recibidos por España en esta materia provienen de la UE. Pero 
no ha de olvidarse que la propia Exposición de Motivos de la LAESP menciona a la OCDE y al 
Consejo de Europa. 
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De un lado, puede hablarse de una influencia directa para referirse a aquellos 
supuestos en los que la UE ha recurrido a los diferentes instrumentos normativos de los 
que dispone para imponer el uso de medios tecnológicos o, al menos, para influir o 
predisponer al conjunto de ordenamientos internos de sus Estados miembros a su 
empleo y con la finalidad de conseguir un concreto modelo de Sociedad de la Informa-
ción, en general, y de e-Government, en particular, equiparable al de otras economías 
competitivas, como pueden ser la estadounidense o la japonesa.  
De otro lado, puede hablarse de una influencia indirecta, en el sentido de que un 
concreto Estado miembro pueda exigir o complementar las vías tradicionales con el 
recurso a las TICs para cumplir una obligación impuesta por la UE sin que la propia 
Unión hubiese exigido que ésa fuese la concreta vía para alcanzarla. Me estoy refiriendo 
al derecho a la buena administración recogido en la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea.  
4.1.1. La influencia indirecta: la administración electrónica como vía 
para cumplir con el derecho a una buena administración 
A la vista de la literalidad de los dos artículos que en la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea213 se refieren al derecho a una buena administra-
ción214 uno con tal expresión en su título, el 41; el otro, el 42, claramente complemen-
                                                            
213 La Carta fue proclamada formalmente en Niza el 7 de diciembre de 2000 por el Parlamento Europeo, 
el Consejo y la Comisión. Cuando se aprobó el Tratado por el que se establece una Constitución para 
Europa, se incorporó literal e íntegramente como la Parte II de dicha Constitución para Europa, 
debiendo ser ratificada por todos los Estados miembros (vid. Resolución del Parlamento europeo de 
12 de enero de 2005 en (vínculo corto) http://goo.gl/fNGHFB [última consulta: octubre de 2015]). 
 El fracaso en el intento por instaurarla (motivado por el rechazo formal de Francia y Holanda), dio 
lugar a que, después de ser enmendada, adaptada y nuevamente proclamada el 12 de diciembre de 
2007, adquiriese en diciembre de 2009, con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, el mismo 
carácter jurídico vinculante que los Tratados (tal y como reza el art. 6 del Tratado de la Unión 
Europea de 7 de febrero de 1992 firmado en Maastricht una vez modificado por el Tratado de 
sa a tener plena eficacia y valor jurídico, colma, en cierta 
medida, las insuficiencias del modelo pretoriano de protección de derechos fundamentales en la Unión 
con el objetivo, como indica su preámbulo, de reforzar su protección a tenor de la evolución de la 
GONZÁLEZ, 2013; pp 240-241). 
 Puede consultarse su texto íntegro, actual y en castellano en la siguiente dirección (vínculo corto): 
http://goo.gl/WsNvZI [última consulta: octubre de 2015]. 
214 aquela que actúa en todo caso ao servizo 
obxectivo do interese Xeral  (Jaime RODRÍGUEZ- como corolario 
necesario, a obriga da Administración pública de axustar a súa actuación a unha serie de parámetros e características 
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tario  puede extraerse la conclusión de que en ellos no se hace referencia expresa al 
empleo de medios electrónicos, informáticos o telemáticos por parte de las instituciones 
de la Unión215. Más bien se trata de derechos y garantías que en nuestro Derecho 
Administrativo nacional ya figuraban216 recogidos a nivel constitucional y legal bajo 
denominaciones muy similares. 
Ahora bien, no puede dejar de admitirse que muchos de los objetivos 
perseguidos se podrán conseguir mejor y con mayor eficacia a través del empleo de las 
TICs que, aunque no sean el único medio posible217, sí son uno de los más si no el 
                                                                                                                                                                        
concretas e determinadas op. cit. p 23); una conceptuación, precisamente, en su sentido literal y como 
toda esa panoplia de vicios e disfuncións que conforman a chamada mala administración op. cit. 
p 46): incumplimiento de plazos, ausencia de trámites esenciales, no motivación de resoluciones, 
ausencia del derecho de audiencia, vulneración de la libertad en el uso de lenguas. 
215 Dichos tenores literales son de hecho los siguientes: 
 Artículo 41. Derecho a una buena administración. 
1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y organismos de la Unión traten sus 
asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable. 2. Este derecho incluye en 
particular: el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una medida 
individual que le afecte desfavorablemente, el derecho de toda persona a acceder al expediente que le 
concierna, dentro del respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto 
profesional y comercial, la obligación que incumbe a la administración de motivar sus decisiones. 3. 
Toda persona tiene derecho a la reparación por la Unión de los daños causados por sus instituciones o sus 
agentes en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los principios generales comunes a 
los Derechos de los Estados miembros. 4. Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la 
Unión en una de las lenguas de los Tratados y deberá recibir una contestación en esa misma lengua. 
 Artículo 42. Derecho de acceso a los documentos. 
Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social 
en un Estado miembro tiene derecho a acceder a los documentos de las instituciones, órganos y 
organismos de la Unión, cualquiera que sea su soporte. 
216 
0; p 188); y cita en nota al pie: la Ley Orgánica 1/2006, de 10 
de abril, de Reforma de la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Valenciana o la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.  
 Por la fecha de publicación de la obra, lógicamente, no se hace referencia a otras posteriores que han 
sido dictadas, como la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen gobierno de las Illes 
Balears. 
217 Jaime RODRÍGUEZ-ARANA (2010; pp 38-39), de hecho, cita, junto a la administración electrónica, 
otras medidas y reformas administrativas que se han encaminado y han coadyuvado a hacer efectivo 
a redefinición da Administración 
silencio administrativo positivo e un acurtamento real dos prazos  
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más  adecuado. De ahí que el derecho a la buena administración sea lo que, en el fondo, 
inspira el sentido de leyes como la LAESP218. 
Siguiendo de cerca en este apartado el trabajo de Beatriz TOMÁS MALLÉN 
(2004), puede caracterizarse este derecho, elevado a la categoría de fundamental219, por 
las siguientes notas: 
a)  trata de un derecho creado formando parte de la 
última «generación» de derechos o derechos de la era tecnológica o 
formulación autónoma por primera vez en un catálogo de derechos; una 
formulación autónoma que dota de unidad a diversos derechos reconocidos 
220.
Coincido plenamente con la autora en el sentido de que la originalidad de la 
Carta ya no es tanto reunir bajo un mismo manto una serie de derechos, ya 
reconocidos en gran cantidad de ordenamientos internos de Estados 
miembros, y hacerlo bajo una denominación común que les otorga una 
íntima relación y una fuerte cohesión y coherencia, sino elevarlo a la 
undamental 221. 
b) Como ya había adelantado, estamos ante un 
por otros «subderechos» que correlativamente vienen a corresponder con 
222 la mayor parte 
                                                            
218 Como dice Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2008; p 51), es este derecho el que inspira los 
principios recogidos en el art. 4 de la LAESP. 
219 ¿Por que se proclama como dereito fundamental pola Unión Europa? Por unha gran razón que repousa sobre as máis 
altas argumentacións do pensamento democrático: na democracia, as institucións políticas non son de propiedade de 
políticos ou altos funcionarios, senón que son do dominio popular, son dos cidadáns, das persoas de carne e óso que día a 
día, co seu esforzo por encarnar os valores cívicos e as calidades democráticas, dan boa conta do tempero democrático no 
servizo xeral, e obxectivo, das necesidades colectivas -ARANA, 2010; p 34). 
220 Beatriz TOMÁS MALLÉN (2004; p 42). 
221 Unha primeira lectura do artigo 41 da Carta de Dereitos Fundamentais suxire que o dito precepto é un bo resumo dos 
dereitos máis relevantes que os cidadáns temos nas nosas relacións coa Administración. A novidade reside en que a 
partir de agora se trata dun dereito fundamental da persoa, cuestión polémica pero que na miña opinión non debese 
causar tanto escándalo porque o cidadán, se é o dono do aparato público, é lóxico que teña dereito a que ese aparato 
facilite o desenvolvemento equilibrado e solidario da súa personalidade en liberdade GUEZ-ARA-
NA, 2010; p 42). 
222 Beatriz TOMÁS MALLÉN (2004; p 31). 
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con una formulación equivalente en la propia 
223. 
Efectivamente, este derecho no deja de ser una amalgama de otros, que 
constituyen su contenido esencial y que se refieren a obligaciones concretas 
para las Administraciones. Ahora bien, no comparto la opinión de 
éstos tiene correspondencia en nuestro ordenamiento. En 
mi opinión todos  tienen su equivalente, incluso aunque nos limitemos 
únicamente a la LRJAPyPAC. Así: 
 principios de legalidad y objetividad en la actuación administrativa (art. 
3.1), 
 deber de la Administración de resolver y notificar en plazo (art. 42), 
 derecho al trámite de audiencia (art. 84), 
 derecho a conocer el estado de tramitación de los expedientes en los que 
sean interesados y a obtener copias de los documentos contenidos en 
ellos (art. 35.a), 
 obligación de la Administración de motivar las resoluciones en gran 
cantidad de supuestos (art. 54), 
 derecho de indemnización por todo daño o lesión que sufran los 
ciudadanos por el funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos (Título X), 
 derecho al empleo y a recibir contestación en cualquiera de las lenguas 
cooficiales respecto de aquellos territorios que tengan lengua cooficial 
(art. 36) 
 y derecho a acceder a la información pública, archivos y registros (art. 
35.h en su redacción actual dada por la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno). 
c) Por último, considera Beatriz TOMÁS MALLÉN que es tanto un derecho 
como una 
                                                            
223 Beatriz TOMÁS MALLÉN (2004; p 39). 
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especie de derecho-garantía o derecho instrumental, que propicia la defensa de 
224. 
Ahora bien, ¿sería correcto considerar como fundamental  e incluso regularlo a 
nivel legal o reglamentario sin que haya sido contemplado como tal, previamente, en la 
Constitución española? 
En este sentido, considero que el contenido de derechos fundamentales y 
libertades públicas de la Norma fundamental (Sección Primera del Capítulo Segundo del 
Título Primero) se trata de un conjunto mínimo de derechos y libertades, especialmente 
protegido, que, por supuesto, no es incompatible225 con aquéllos/as que pudieran tener 
su origen en normas supraestatales (bien por cesión de competencias a organizaciones o 
instituciones de tal consideración caso de la incorporación a la UE ex art. 93  bien por 
interpretación de convenios internacionales que hayan sido suscritos art. 10.2 ). Ahora 
bien, la calificación otorgada por la normativa comunitaria tiene como intención, de un 
lado, destacar su importancia y relevancia y, de otro, obligar a su incorporación, si no lo 
estuvieran ya, a los ordenamientos estatales cada Estado decida cómo: constitucio-
nalmente, a nivel legal o solo por vía reglamentaria  sin pretender influir, lógicamente, 
-
mente recogidos y regulados. 
Además, si bien sí se puede afirmar que 
constitucionalmente existe una contemplación tácita de un derecho a la buena adminis-
tración. En palabras de Jaime RODRÍGUEZ-ARANA (2010; p 32) [o] dereito administra-
substrato sobre o que se constrúe a idea de boa administración como admi-
nistración ao servizo obxectivo do interese xeral. 
ofrécenos presupostos máis que suficientes para edificar o moderno dereito administrativo  y enumera a 
continuación todos aquellos preceptos sobre los que, en cierta medida, se puede 
defender su exigencia: el art. 9.2, relativo a la función promocional de los poderes 
públicos, el art. 10.1, sobre los fundamentos del orden público y de la paz social, el art. 
24.1, que contempla la tutela judicial efectiva, el art. 31.2, regulador del gasto público, y, 
                                                            
224 Beatriz TOMÁS MALLÉN (2004; p 42). 
225 Vid. la Declaración del Pleno del Tribunal Constitucional 1/2004, de 13 de diciembre de 2004, 
relativo, precisamente, a la primacía del Derecho comunitario y al alcance de la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea. 
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por supuesto, el art. 103.1, sobre todo desde el punto de vista de la eficacia como 
principio al que debe someterse. 
Ahora bien, más allá de esa influencia indirecta, que pudiera ser discutible o no, 
está la directa, llevada a cabo ésta mediante diferentes normas de procedencia comuni-
taria. 
4.1.2. La influencia directa: la regulación del uso de las nuevas tecno-
logías en el propio ordenamiento jurídico comunitario 
A pesar de que la UE carece de una disposición general reguladora del 
e-Government como tal226, el manifiesto interés que lleva mostrando desde hace varias 
décadas227 por la implantación, fomento, desarrollo y remodelación de la Sociedad de la 
Información y de las TICs no solo respecto de la gestión y prestación de los servicios 
públicos, sino en su conjunto, en todos los ámbitos comunitarios: en la educación, en el 
sector de las telecomunicaciones, en el tejido empresarial, en los hogares, y un largo 
etcétera  se ve plasmado en el continuo goteo de normas, estrategias, programas de 
acción y actuaciones relacionadas de algún modo con las nuevas tecnologías (con su 
implantación, con la protección de los usuarios, con el comercio electrónico, con la 
Una visión bastante completa de la situación actual de la e-administración en el 
seno de la UE se puede obtener en la página https://joinup.ec.europa.eu/, concreta-
mente en la Keep up-to-date e-Library Factsheets donde se pueden 
consultar una serie de informes o pequeñas publicaciones (que se actualizan con cierta 
regularidad, normalmente anual o semestralmente) relativos a la evolución de los 
e-Governments, de la inclusión electrónica y de la interoperabilidad en la propia UE y en 
una serie de Estados europeos (no solo los Estados miembros sino también en aquellos 
                                                            
226 Eduardo GAMERO CASADO/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2010; p 44) o Agustí 
CERRILLO i MARTÍNEZ (2008; p 34). 
227 
comenzaron en la década de los ochenta (...) datan formalmente del año 2000 en el marco de la Red 
Europea de Administraciones Públicas (EPAN). (...) Se trata de una red informal, pues no está 
prevista ni en el Tratado ni en ningún acuerdo intergubernamental, en la que sus miembros (las 
Direcciones Generales responsables de diversas materias de Administración pública de los Estados y 
OLLER RUBERT, 2007; pp 50-51). 
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Estados candidatos al ingreso en la UE y en los Estados miembros de la European Free 
Trade Area 228). 
El último informe anual publicado relativo a la Unión, titulado eGovernment in 
European Union. May 2015229, pone de manifiesto que en la actualidad la política 
comunitaria en esta materia se contiene en la estrategia económica Europa 2020. Una 
estrategia para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador, una de cuyas piezas clave es la 
Agenda Digital para Europa230. 
Este informe, en sus páginas 20 y siguientes, recoge una interesante y completa 
recopilación del marco normativo vigente relacionado en mayor o menor grado con la 
implantación, impulso y supervisión de la Sociedad de la Información y con el uso de 
medios electrónicos y telemáticos en diversos sectores. De una visión global de este 
conjunto de normas se desprenden dos importantes observaciones. La primera es que la 
UE recurre preferentemente231 al empleo de la figura normativa más permisiva de la 
Directiva232 frente a la del Reglamento233, quedando de esa manera el contenido de la 
regulación definitiva en manos de cada uno de los Estados miembros. La segunda, que 
la regulación y por tanto también el interés de la UE  gira en torno a una serie de campos muy 
diferentes que, siguiendo la propia estructura del texto informativo, podemos sintetizar 
del siguiente modo: 
                                                            
228 EFTA o Asociación Europea de Libre Comercio (AELC). 
229 Disponible en (vínculo corto) https://goo.gl/aTt2Fk [última consulta: octubre de 2015]. 
230 La Agenda Digital para Europa es la sucesora de la anterior estrategia comunitaria i2010. Una sociedad de 
la información europea para el crecimiento y el empleo, del año 2005, que a su vez suponía la culminación de 
una evolución de estrategias comunitarias: 
 la primera, la llamada eEurope. Una sociedad de la información para todos, de 1999; 
 la segunda eEurope 2002. Plan de acción, de 2000; 
 la tercera eEurope 2005. Una sociedad de la información para todos, de 2002; 
 y la última a citada i2010  
231 En las páginas mencionadas del Factsheet citado, relativo al marco jurídico, de las veinticinco normas 
citadas, se recopilan dieciocho Directivas frente a solo siete Reglamentos. 
232 Como se sabe, la Directiva es una norma comunitaria vinculante en cuanto al resultado pero que les da 
a los Estados miembros libertad sobre cómo llevar a cabo la transposición o plena integración en su 
ordenamiento jurídico (art. 288 de la Versión Consolidada del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea o TFUE), pues carecen de aplicación directa. 
233 El Reglamento, frente a la Directiva, constituye una norma comunitaria de alcance general, obligatorio 
en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro y que, por tanto, no precisa 
de transposición (art. 288 del TFUE). 
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1) Privacidad y protección de datos. Con las normas integradas en este bloque 
temático se pretende alcanzar una protección adecuada, tanto a nivel de la 
UE y sus instituciones como a nivel de los Estados miembros, de los datos 
de carácter personal de los individuos y ciudadanos de la UE234.
2) Interconexión de registradores de negocios. Pretende agilizar y crear un ambiente de 
seguridad y confianza en empresas y ciudadanos en materia de actualización 
y publicidad de datos e información relativa al registro de empresas y nego-
cios. 
3) Comercio electrónico. Centrado en promover y potencial lo que se considera la 
dinámica del mundo. Para ello, pretende crear el marco jurídico básico para 
el comercio electrónico en el mercado interior eliminando los obstáculos a 
los servicios transfronterizos prestados on line y proporcionando la necesaria 
seguridad jurídica. 
4) Comunicaciones electrónicas. Aquí, a su vez, se distinguen dos grupos de 
-
nica  porque va dirigido, sobre todo, a modificar las normas que 
integran el grupo anterior. 
En cualquier caso este amplio conjunto de normas crea un completo marco 
jurídico para un nuevo modelo de comunicación muy variado (telefonía fija 
e los 
aspectos más importantes: condiciones para la prestación de los servicios, 
competencia de mercado, contratación, condiciones de uso, eficacia y 
seguridad de la información transmitida, etc. 
5) Firma electrónica. Figura aquí una, en su día, muy relevante Directiva235 que 
persiguió homogeneizar una idea de firma electrónica a nivel comunitario 
                                                            
234 Debe destacarse la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre, 
sobre la protección de las personas con respeto al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos, que fue objeto de transposición en el Estado español a través de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.  
235 Se trata de la Directiva 1999/93/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre, por 
la que se establece un marco comunitario para la firma electrónica, que se incorporó al ordenamiento 
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así como facilitar su uso, eficacia y reconocimiento tanto administrativo 
como jurídico, hoy derogada y sustituida por un Reglamento236.
6) Contratación electrónica. Dos Directivas237 ofrecen un marco coherente para 
llevar a cabo a contratación por vía electrónica de una manera abierta, 
transparente y no discriminatoria. 
7) Reutilización de la información del sector público. Con ello se pretende abrir las 
puertas a nuevas formas de aprovechamiento de la información disponible. 
8) Servicios de mercado interior. Se incluye aquí la para este trabajo  importan-
tísima Directiva de servicios 238, por cuanto es la que la LAESP dice trans-
poner, si bien, como se verá, realmente son otras las normas que realmente 
llevan a cabo su transposición efectiva. Su objetivo es facilitar el estable-
cimiento de un negocio y la prestación transfronteriza de servicios con muy 
diversas medidas eliminando barreras jurídico-administrativas y cargas docu-
mentales, simplificando procedimientos y trámites, tanillas úni-
, potenciando los derechos de los destinatarios de los servicios y obli-
gando a los Estados miembros a cooperar entre sí. 
Aunque es necesario dejar constancia en esta Memoria de Tesis Doctoral de 
todo lo hasta ahora descrito en este apartado, también es preciso notar que no es más 
que una simple enumeración, una amalgama heterogénea de normas cuyo único punto 
en común parece ser el empleo de las TICs. 
                                                                                                                                                                        
jurídico español a través de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica. 
236 La nueva norma en la materia es el Reglamento (UE) 910/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para 
las transacciones electrónicas en el mercado interior y por la que se deroga la Directiva 1999/93/CE. 
237 Una es la Directiva 2004/17/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo, sobre la 
coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la 
energía, de los transportes y de los servicios postales, que fue incorporada al ordenamiento jurídico 
español mediante la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre Procedimientos de Contratación en los Sectores del 
Agua, la Energía, los Transportes y los Servicios Postales. 
 La segunda es la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo, 
sobre la coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de 
suministro y de servicios, que motivó la profunda reelaboración de la normativa de contratación 
administrativa a través de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público (hoy sustituida 
por un texto refundido). 
238 Es el nombre que recibe la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
diciembre de 2006, sobre los servicios en el mercado interior. 
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Más interesante es la respuesta que se le pueda dar a la siguiente cuestión: ¿se 
puede extraer del conjunto de todas estas normas una serie de características de esa 
Sociedad de la Información que persigue y que pretende potenciar la UE? Desde mi 
punto de vista considero que sí existe esa idea de Sociedad de la Información cuyos 
puntos fuertes son los siguientes: 
A. La consecución de un acceso más fácil, rápido, barato y eficaz de todos los ciuda-
danos de la UE a internet, dando todas las facilidades posibles para que 
haya el mayor número posible de equipos conectados a la red. 
B. La búsqueda de las mayores cotas de seguridad en el empleo de las TICs y de 
protección de los datos de carácter personal con la finalidad de incrementar la 
fiabilidad en la red y, por ende, la confianza de ciudadanos y empresas en el 
uso de las nuevas tecnologías en su vida cotidiana. 
C. El impulso de la inversión, la investigación, el desarrollo y la innovación a todos los 
niveles en materia de nuevas tecnologías, para alcanzar un grado de implan-
tación, equiparable al de otros países desarrollados. 
D. El fomento de la investigación y de la labor docente-discente on line de modo que sea 
más fácil crear conocimiento, intercambiar resultados entre investigadores y 
transferir los resultados a la sociedad. 
E. El incentivo a la creación de empresas, mercados y servicios transfronterizos simplefi-
cando los trámites y potenciando el uso de vías lo más cómodas posibles, 
sobre todo la electrónica.  
F. Facilitar el acceso a la información eliminando las barreras que pudieran darse 
en el proceso de consulta y mejorando su calidad. 
G. La persecución de la interoperabilidad239 entendida como la posibilidad técnica 
de interconectarse y compartir datos por parte de las diferentes Adminis-
traciones de los Estados miembros con la finalidad no solo de agilizar el 
trabajo sino, y sobre todo, de buscar la mínima molestia a los ciudadanos240 
lo que es posible al contemplar la posibilidad jurídica de su reutilización. 
                                                            
239 No en vano, ésta o más importante que se le plantea a la gestión admi-
 
240 Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; pp 31-32) más que vincular 
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4.2. El amplio marco jurídico estatal: normas relacionadas 
de algún modo con la administración electrónica 
Es posible afirmar sin miedo a equivocarse que en el Estado español a día de 
hoy la norma estatal primordial en materia de e-administración, que en su momento 
supuso un espectacular cambio normativo241, sigue siendo la tantas veces citada LAESP. 
En este sentido nuestro país ha optado por introducir los cambios jurídicos necesarios 
para la implantación del e-Government dictando una norma ad hoc, al igual que muchos 
otros países de nuestro entorno242, en lugar de proceder simplemente a modificar la 
norma que regula con carácter general el funcionamiento de las instituciones públicas y 
sus relaciones con los administrados, como han hecho otros243. 
                                                                                                                                                                        
la interoperabilidad a las interconexiones interadministrativas la describen enfocándola hacia los 
refiriéndonos a asegurar o garantizar, mediante estándares técnicos, la conectividad entre los equipos, 
las plataformas tecnológicas y las aplicaciones que emplean las administraciones y los admi  
 La LAESP, con buen criterio, no limita el concepto de interoperabilidad ni a unas ni a otras, sino que 
emplea lo se podría llamar el concep  
 conectividad, como facilidad para que se establezcan conexiones tanto interadministrativas como 
Administración-ciudadano; 
  compatibilidad ntre plataformas, 
 
 y comodidad, equivalente a una reducción de molestias al ciudadano como consecuencia de la 
facilidad para el intercambio de datos e información. 
241 En el momento de su aprobación muy pocos países contaban, no ya con una norma al respecto, sino 
con una norma de amplitud y detalle similares. En ese sentido, el Estado español puede decirse que 
fue casi pionero mundialmente. Ahora bien, esa reputación la perdió con su aplicación. 
 Como acertadamente apuntaba R
tiempo empleado para los desarrollos ulteriores, que son los que deben realizar los puntos más 
d
reglamentarios. 
242 Podrían destacarse Francia con la Ordonnance n° 2005-1516 du 8 décembre 2005 relative aux échanges 
électroniques entre les usagers et les autorités administratives et entre les autorités administratives; Italia con el Decreto 
Legislativo 7 marzo 2005, del Codice dell'Amministrazione Digitale respecto de la cual Eduardo GAMERO 
CASADO/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2010, p 55) afirman que consti
que se han inspirado muchos de los artículos de nuestra Ley [11/2007], constituyéndose como un 
precedente de indispensable estudio para comprender la regulación española sobre Administración 
; o Estados Unidos con la ya citada e-Government Act; pero hay muchos más. 
 Pueden consultarse dos interesantes estudios al respecto: uno en Eduardo GAMERO 
CASADO/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2010; pp 52 y ss); otro en Rubén MARTÍNEZ 
GUTIÉRREZ (2007; pp 97 y ss). 
243 Por todos, quizás sea de
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A pesar de la enorme importancia de la LAESP, no se puede ni se debe olvidar 
la gran cantidad de normas de muy distinto rango244  que ya con bastante antelación 
habían ido señalando poco a poco eso sí, con mayor o menor alcance territorial y 
material y diferente fortuna  la senda que debían seguir la implantación y el empleo de 
las nuevas tecnologías en el funcionamiento de las Administraciones245. Quizás ello 
justifique que antes de abordar el estudio específico de la LAESP lleve a cabo un 
estudio, breve y no exhaustivo, de sus precedentes. 
Del mismo modo, la evolución no se ha estancado ni paralizado con la aproba-
ción de la LAESP. Por ello tampoco se deben ignorar ni su desarrollo posterior (tanto 
aquellas normas reglamentarias que tienen carácter básico porque la propia Ley dejó la 
regulación de ciertos aspectos de aplicación general en manos del Gobierno246, como 
aquellas otras dictadas para la implantación y regulación concreta de la e-administración 
en cada Administración) ni, finalmente, aquellas disposiciones que, habiendo sido apro-
badas después de la LAESP y pese a no tener la repercusión, alcance e importancia de 
aquélla, supusieron la introducción sectorial de aspectos y elementos de administración 
electrónica que han contribuido, contribuyen o contribuirán, sin duda, a su expansión y 
fortalecimiento247 del empleo de las TICs por parte de los poderes públicos. 
                                                                                                                                                                        
años también. Precisamente una de las más recientes la cuarta  persigue directamente el propósito de 
 
244 Un buen compendio de ellas puede verse en Carlos GÓMEZ OTERO (2009; pp 7 y ss). 
245  se ha ido 
manifestando en una serie sucesiva de cambios normativos
135). 
246 Sería el caso de los Reales Decretos que aprueban los Esquemas Nacionales de Seguridad y de Intero-
perabilidad (ex art. 42 de la LAESP); pero también de aquél que regula el acceso a los servicios 
electrónicos a las personas con discapacidad, que se dicta con tal carácter al amparo de los apdos. 1, 18 
y 21 del art. 149.1 de la CE. 
247 De la mayoría de estas normas dan buena cuenta las páginas 26 a 35 del Factsheet relativo a España, 
similar al que ya se vio referente a la Comisión Europea: eGovernment in Spain. January 2015. v. 17.0 y 
disponible en (vínculo corto): https://goo.gl/AdK1ei [última consulta: octubre de 2015]. 
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4.2.1. Los precedentes del cambio normativo de 2007 
a) La tímida incorporación de medios electrónicos en la Ley 30/1992 
Se puede decir que los primeros pasos248 en cuanto a la posibilidad de empleo de 
este tipo de medios en la gestión administrativa, recogidos en una disposición con rango 
de ley y de aplicación a todas las Administraciones públicas se dieron a finales de 1992 
con una serie de artículos en la norma que, precisamente, a partir de entonces, regularía 
el régimen jurídico de todas las Administraciones públicas: la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (LRJAPyPAC). 
Uno de estos preceptos, el art. 45, parecía apuntar, aunque de manera muy va-
ga249, hacia la posibilidad de que en un futuro se llegase a recurrir al empleo de los 
                                                            
248 Algún autor (p.ex., Josep OCHOA MONZÓ/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ, 2007; p 95) pre-
tende ver un primer precedente en el art. 4 del Real Decreto-Ley 1/1986, de 14 de marzo, de medidas urgentes 
administrativas, financieras, fiscales y laborales puesto que literalmente se afirmaba que salvo el escrito de 
iniciación del procedimiento administrativo, las comunicaciones entre los particulares y la Administra-
ción, y ésta y los mismos, podrían realizarse por vía telegráfica, télex o cualquier otra de la que quedase cons-
tancia por escrito, siempre que ofreciesen las debidas garantías de autenticidad, en especial en las 
notificaciones. 
 A pesar de que éste y otros dos artículos de esa misma norma se consideran de procedimiento 
administrativo y se dictan con carácter básico al amparo del art. 149.1.18 de la CE (art. 5) y que, por 
supuesto, ello daría cabida a gran diversidad de medios, entre ellos los electrónicos, lo cierto es que la 
ficar los trámites 
 
 Por lo tanto, en el fondo, en el Real Decreto-Ley 1/1986 sigue subyacente una idea de Administración 
burocrática, motivo por el cual ni coincido con dichos autores, ni considero tal artículo un precedente 
a los efectos de este estudio. 
249 Y esto a pesar de la contundencia de las palabras con que remata el apdo. 9 de la Exposición de 
 con una abierta incorporación de las técnicas informáticas y 
telemáticas en la relación ciudadano-
simple impulso y no de deber? ¿O cuando se limita su empleo por parte de los ciudadanos supedi-
tándolo la que la propia Administración tuviera la diligencia de dotarse de los medios adecuados? 
 Las palabras de Josep OCHOA MONZÓ/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; p 84) resumen 
muy 
pues, en realidad, se refiere al medio de tramitación, distinto si se quiere, pero medio al fin y al cabo. 
En otras palabras, el procedimiento administrativo obviamente se mantiene como garantía de la 
actividad administrativa, y sólo se pueden ver alterados algunos de sus postulados. Con ello, la garantía 
 
 Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2010[2]; p 2) se refiere al conjunto de los tres artículos de conteni-
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medios tecnológicos en el funcionamiento, interno y de cara al exterior, de las Adminis-
traciones. En concreto, sus cinco apartados establecían: 
a) Que las Administraciones impulsarían el empleo y aplicación de técnicas y 
medios electrónicos, informáticos y telemáticos, expresión que, claramente, 
carecía de todo matiz imperativo sino que más bien suponía su simple 
fomento. 
Resulta cuando menos curioso que tras la aprobación de la LAESP haya 
permanecido vigente, cuando los tres apartados siguientes fueron expresa-
mente derogados y tácitamente subsumidos y mejorados por el articulado 
de la propia Ley y cuando tal simple impulso puede resultar chocante o 
incluso incompatible  con el deber de implantación de medios electrónicos 
que implica la propia LAESP. 
b) Que estos medios podrían ser empleados por los ciudadanos cuando ello fuese 
compatible con los medios técnicos de los que dispusieren las Administra-
ciones. 
Como bien dice Modesto FABRA VALLS (2007; pp 254-
prudentemente el derecho de los ciudadanos a relacionarse con las Adminis-
traciones condicionándolo a una compatibilidad tecnológica podía tener 
sentido en 1992 pero resulta absolutamente insuficiente en la actualidad con 
el desarrollo de los servicios web y la de 250. 
Resultaba más que aconsejada, por lo tanto, su derogación por la LAESP. 
c) Que los procedimientos tramitados y finalizados en soporte informático garanti-
zarían la identificación y el ejercicio de la competencia. 
Ello implicaba que la vía informática no se hablaba de la posibilidad de una 
tramitación electrónica ni telemática  no dejaba de ser una forma más de 
trabajar que no debía alterar, para nada, las reglas básicas de competencia. A 
                                                            
250 De una manera graciosa Modesto FABRA VALLS et al. (2006; p 4) critican esta pretendida limitación 
previsión, que limita la utilización de los medios informáticos y telemáticos a la compatibilidad de 
sistemas, sonará dentro de no muchos años tan anacrónica como una norma que condicionase la 
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pesar de haber dejado de tener vigencia tras su derogación, la LAESP sigue 
manteniendo la garantía de la inalterabilidad de la competencia251.  
d) Que las aplicaciones a emplear debían ser previamente aprobadas por el órgano 
competente, cuestión que pretendía establecer una cierta limitación respecto 
de las aplicaciones a implementar: solo se incorporarían aquellas 
previamente autorizadas tras los oportunos estudios se supone, si bien 
nada se dice  económicos, de eficacia, utilidad, etc. De hecho, únicamente 
se imponía la obligación de que el órgano competente difundiese pública-
mente sus características. 
Estas escasas exigencias se volvieron insuficientes como lo demuestra el 
hecho de que el precepto de la LAESP que las sustituyó (art. 34) establece 
mayores exigencias, en más fases y mucho más técnicas. No obstante, tal 
sustitución no puede considerarse correcta u oportuna por cuanto, si se 
tiene en cuenta la doble insuficiencia (de carácter básico y de falta de conse-
cuencias jurídicas concretas252) de la que adolece el nuevo precepto, desde 
dicha derogación se carece de una regulación básica (siquiera mínima) al 
respecto.  
e) Finalmente, el último apartado, quizás el único que introducía algo verdade-
ramente concluyente253, garantizaba y, al seguir vigente, sigue garantizan-
do  la equivalencia de efectos de soportes, establece que los documentos 
emitidos por estos medios o como copias de documentos originales 
almacenados por esos mismos medios disfrutarán de validez y eficacia de 
documento original cuando se garanticen determinados requisitos254.
El otro, el art. 38.3, al contemplar la informatización de los registros, introducía 
cierta tecnificación de los mismos, tecnificación que abarcaba no solo la obligación de 
                                                            
251 Vid. al respecto el apartado 3.2.4.b) de este trabajo. 
252 Julián VALERO TORRIJOS (2014; p 231). 
253 Motivo que justificaría que tras la LAESP permaneciera vigente con su redacción original. He de 
coincidir, sin embargo, con la crítica manifestada por Eduardo GAMERO CASADO (2010; p 155) 
la pervivencia de este precepto en la LRJ-PAC, en lugar de su trasvase a la LAE, es un 
hecho patológico e inexplicable, pues en esta última ocuparía una posición sistemática más 
 
254 Estos requisitos son autenticidad, integridad, conservación, recepción por el interesado y cumpli-
miento de las garantías y requisitos exigidos por las leyes. 
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utilizar este soporte (el primer párrafo reza por cuando todavía está vigente  que tanto 
también la interoperabilidad entre éstos el 
sistema garantizará la integración informática en el registro general de las anotaciones 
 La pervivencia de este 
apartado en la era post-LAESP estaría justificada por cuanto no se contrapone a la 
obligación de implantar registros electrónicos pues si la base de la telemática es la 
informática, el punto de partida de aquéllos ha de ser necesariamente su informatiza-
ción255. 
Con todo, lo cierto es que si de una forma objetiva nos situásemos en el año 
1993 y siguientes, se comprobaría que salvo los apartados 45.5 y 38.3, el resto de los 
preceptos descritos no dejaban de ser una regulación muy vaga, casi una simple 
declaración de intenciones. De hecho fue su posterior desarrollo reglamentario al que 
me referiré en breve  el que sentó unas bases más firmes. Del mismo modo, no fue has-
ta nueve años más tarde que a esta norma (repito, de aplicación a todas las Administra-
ciones, centrada en las bases del régimen jurídico y en la configuración homogénea y co-
mún del trascendental elemento que supone el procedimiento administrativo) se le hizo, 
aunque manteniendo el carácter de potestativo, un notable lavado de imagen, al incre-
mentarse sensiblemente su contenido tecnológico. Pero ¿qué ocurrió hasta entonces?
b) Desde finales de 1992 hasta finales de 2001 
Durante esta, prácticamente, una década fueron aprobadas y publicadas gran 
cantidad de normas, no todas de rango legal, que poco a poco fueron introduciendo los 
elementos y procedimientos propios de una incipiente e-administración. No se trata de 
hacer aquí una recopilación completa y exhaustiva de todas las normas que tuvieron la 
más mínima repercusión en el empleo de las TICs ello sería impensable , sino de 
destacar aquéllas que estimo más importantes, y ello a pesar de la limitación, en algunos 
casos, por razón de la materia o del tipo de Administración a la que se dirige. De hecho, 
por orden cronológico las normas que destacaría serían la Orden Ministerial de 3 de 
                                                            
255 
es lo mismo la informatización de los registros administrativos que la implantación de registros 
telemáticos, pues esta última responde a una etapa más avanzada que se ha desarrollado a ritmo 
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abril de 1995, el Real Decreto 263/1996, el Real Decreto 772/1999, el Real Decreto-Ley 
14/1999 y la Ley Orgánica 15/1999. 
Los vagos principios programáticos de la LRJAPyPAC se plasman por primera 
vez en un procedimiento concreto en la Orden Ministerial de 3 de abril de 1995, por la que se 
regula el uso de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en relación a la inscripción de empresas, 
afiliación, alta y baja de los trabajadores, cotización y recaudación en el ámbito de la Seguridad Social 
que se puede considerar por ello una norma pionera256. Mediante esta Orden se les 
permitía a determinadas personas físicas y jurídicas (empresas, agrupaciones de empre-
sas, demás sujetos obligados y profesionales colegiados) presentar los documentos 
relativos a los trámites citados, empleando medios electrónicos, informáticos o 
telemáticos. Pero, quizás debido a la novedad o a la desconfianza o inseguridad que por 
aquel entonces ofrecía la informática, el proceso era algo gravoso pues se exigía (1) la 
previa autorización otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social, (2) que esta 
autorización y su aceptación se formalizasen por escrito en documento público y (3) que 
se empleasen los programas, aplicaciones, diseños y estructuras de datos aprobados por 
dicha entidad. Además, a los autorizados se les podía abrir expediente en caso de 
incumplimiento de las condiciones de empleo fijadas. 
Esta norma, que abrió ligeramente la puerta al reconocimiento oficial de la 
validez y eficacia jurídica de los trámites llevados a cabo por medios telemáticos, y aun a 
pesar de los importantes hándicaps que impedían su consideración como una norma 
general en la materia (esto es, se limitaba a ciertos destinatarios, en concreto, a determi-
nadas personas físicas y jurídicas, a una serie reducida y muy concreta de trámites y a un 
sector muy específico de la Administración pública, como es el de la Seguridad Social), 
supuso sin duda alguna un importante punto de partida de cara a lo que se deseaba que 
en un futuro fuese la e-administración. 
Mayores aspiraciones perseguía el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que 
se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración 
General del Estado que, como dice en el primero párrafo de su sumario, imitando la 
Exposición de Motivos 
                                                            
256 En realidad, la propia introducción de la Orden hace referencia a otras normas anteriores que, de 
algún modo u otro, ya permitían, en el ámbito de la Seguridad Social, el uso de estos medios: la Orden 
de 8 de abril de 1992 [anterior, incluso, a la misma LRJAPyPAC], el Real Decreto 2317/1993 de 29 de 
diciembre, la Orden de 18 de enero de 1993 y la Orden de 17 de enero de 1994. 
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incorporación de las técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas a la actividad 
administrativa y, en especial, a las relaciones entre los ciudadanos y las Administraciones 
Su amplio y variado contenido, actualizado siete años después de su 
aprobación257, fue tan importante que permaneció vigente hasta el 19 de noviembre de 
2009, fecha en que entró en vigor el Real Decreto de desarrollo de la LAESP.
Ahora bien, tampoco se podía considerar una norma general pues como es de 
suponer habida cuenta su denominación  se aplicaba exclusivamente a la Administra-
ción General del Estado y a las entidades de derecho público vinculadas o dependientes 
de ella cuando ejercieren potestades administrativas. 
Prácticamente lo mismo que el Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se 
regula la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Administración General del 
Estado, la expedición de copias de documentos y devolución de originales y el régimen de las oficinas de 
registro. Se trata de un reglamento cuya aplicación se limita a la Administración General 
del Estado y que desarrolla el contenido de varios preceptos de la LRJAPyPAC de 
capital relevancia. En concreto: 
 el 35.c, sobre los derechos a obtener copia sellada de la documentación que 
sea presentada ante la Administración y a la devolución de los originales;
 el 38, regulador de los registros administrativos; 
 el 46, relativo a la validez y eficacia de documentos y copias y, más concreta-
mente, validez de las copias auténticas de documentos públicos administra-
tivos, ya que expresamente excluye las copias auténticas de documentos pri-
vados y de documentos públicos no administrativos; 
 y el 70.3 que contiene el derecho a exigir recibo que acredite la fecha de 
presentación de documentación. 
Pero a diferencia de aquél, y a pesar de haber sido objeto de varias modifica-
ciones para actualizar su contenido258, aún está vigente a día de hoy. 
                                                            
257 El Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, por el que se regulan los registros y las notificaciones telemáticas, así como 
la utilización de medios telemáticos para la sustitución de la aportación de certificados por los ciudadanos, como 
pronto se verá, le introdujo los importantes contenidos relativos a las notificaciones telemáticas 
(Capítulo IV) y a los certificados electrónicos y las transmisiones de datos (Capítulo V). 
258 Fue objeto de modificaciones a través de varios Reales Decretos: para empezar, el mismo 209/2003, 
de 21 de febrero que había modificado el Real Decreto 263/1996; el propio Real Decreto 1671/2009, de 6 
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Una auténtica novedad la constituyó el Real Decreto-Ley 14/1999, de 17 de septiem-
bre259, sobre firma electrónica (vigente hasta el 20 de marzo de 2004, fecha en que entró en 
vigor la actual Ley sobre la firma electrónica) ya que fue la primera norma que reguló 
esta materia, a pesar de que solo reconocía la firma electrónica simple y la avanzada (no 
se hablaba aún de la firma electrónica reconocida) y de que posibilitaba su empleo en el 
las condiciones adicionales que se consideren necesarias, para salvaguardar las garantías 
 
Su contenido era bastante avanzado debido a que, en suma, suponía la transpo-
sición al ordenamiento interno el contenido de la por aquél entonces, todavía proyec-
to  Directiva 1999/93/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 1999, por 
la que se establece un marco comunitario para la firma electrónica. De hecho, los cambios añadi-
dos por su sucesora del año 2003, que más que un rotundo cambio de rumbo y criterios, 
han -
riencia acumulada  
La Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal 
(LOPD), a pesar de referirse y ser aplicable tanto al sector privado como al sector 
público, ha de considerarse un importante cimiento de la actual e-administración.
Aunque su finalidad principal es y sigue siendo  la protección de los datos de 
carácter personal de las personas físicas frente a cualquier forma de recogida y 
tratamiento (junto con la protección de los derechos fundamentales y libertades 
públicas, especialmente el relativo al honor personal y familiar y a la propia imagen), 
implícitamente estaba pensando y por lo tanto venía a protegerlos sobre todo de las 
técnicas de recogida, tratamiento, transmisión y cesión por medios tecnológicos, un grupo 
tremendamente amplio de instrumentos y aplicaciones, en constante e imparable 
desarrollo y progresión, que facilitan sobremanera este tipo de tareas. 
Esto traducido a las Administraciones públicas suponía que en ellas tenía lugar, 
o podía tener lugar, el empleo de medios informáticos en su actividad (actividad que 
irremediablemente implicaba la recogida y empleo de datos de carácter personal) así 
                                                                                                                                                                        
de noviembre, que desarrolla parcialmente la LAESP y que anuló los artículos relativos a los registros 
telemáticos; y por último el 136/2010, de 12 de febrero. 
259 Como puede comprobarse, anterior incluso a la Directiva 1999/93/CE, de 13 de diciembre, a la cual 
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como el uso de medios telemáticos para conectarse con terceros y, en su caso, ceder 
datos personales a terceras personas o entidades de derecho público y/o privado. 
De hecho esta materia la protección de datos de carácter personal  sigue 
siendo uno de los pilares básicos de la regulación de la administración electrónica, como 
se ha tenido ocasión de comprobar ya en este trabajo260. 
c) Finales de 2001: la  de la Ley 30/1992  
Dos años exactamente después de la promulgación de esta última Ley tendría 
lugar la ya citada modificación de la LRJAPyPAC a través de la Ley 24/2001, de 27 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, una de las conocidas como 
presupuestos generales del Estado261, que amplió su 
dotados de un contenido claro, determinado y técnico, elementos muy concretos 
propios de una administración electrónica. 
Las incorporaciones técnicas añadidas262 por la Ley 24/2001 fueron las si-
guientes: 
a) Añadió el apdo. 9 al art. 38, referido a los registros, que permitía implantar 
registros telemáticos para recogida y salida telemática de documentación, si bien 
limitados exclusivamente a los procedimientos y trámites del órgano que lo 
creara263. 
A pesar de su derogación, las líneas básicas relativas a su funcionamiento 
que se contenían en tan breve regulación (debían permitir la presentación de 
                                                            
260 Vid. el apartado 3.2.4.e). 
261 La técnica del 
que, a veces, no tienen nada que ver con la materia presupuestaria ya ha sido comentada y criticada en 
nota al pie núm. 38. 
262 Quizá convenga advertir y recordar que tanto estas tres incorporaciones como los apartados 2, 3 y 4 
del art. 45 fueron expresamente derogados por la LAESP. De este modo, al no haber introducido el 
legislador en la LRJAPyPAC paralelamente los oportunos reto
toda alusión a la Adminis lores REGO BLANCO, 2010; 
-
cediesen, remisiones a la normativa específica. La propia autora citada, en sede de notificaciones 
cial, del tipo «la 
práctica de las notificaciones electrónicas se op. cit. p 574). 
263 Se configuraban como registros especializados y no como registros polivalentes (Rafael OLIVER 
CUELLO, 2007; p 227). 
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documentación las 24 horas de todos los días y cuando la documentación se 
presentase en día inhábil se entendía efectuada en el primer día hábil 
siguiente) se mantienen en la LAESP. 
b) En el art. 59, relativo a la notificación, incluyó por primera vez264 en el pro-
cedimiento administrativo la notificación electrónica a través de una regula-
ción muy sencilla (un único párrafo y no muy extenso) pero cuyas ideas cen-
trales en su práctica (era practicable solo cuando fuera señalado como me-
dio preferente o se consintiera expresamente su empleo, se entendía practi-
cada cuando se accedía a su contenido y, constando la recepción, transcurri-
dos diez días naturales sin que se accediera a su contenido se entendía 
rechazada, salvo que se comprobara la imposibilidad técnica o material del 
acceso), a pesar de haber sido también derogadas, se mantienen, igual que 
ocurría con la regulación de los registros telemáticos, en la nueva regulación.
c) Finalmente, incorporó una disposición adicional la decimoctava, también 
derogada en la actualidad , cuyo contenido iba en dos líneas.
Una, relativa a la posibilidad de exigirles a determinados sujetos265 la 
presentación obligatoria por medios telemáticos de solicitudes, comunica-
ciones y documentación complementaria. Los supuestos y condiciones se 
determinarían mediante Orden Ministerial266. 
Dicho contenido fue incorporado, en mi opinión, reduciendo las garantías 
de los afectados, en la LAESP en el art. 27.6, respecto del cual tendré 
                                                            
264 De hecho, fue esta Ley la que motivó la modificación del Real Decreto 263/1996, a través del Real 
Decreto 209/2003, para incorporar a su articulado, entre otros contenidos, las notificaciones telemáticas 
(lo que sería su capítulo IV). 
265 La propia disposición ya perfilaba quiénes iban a ser esos sujetos: empresas que agrupasen a más de 
cien trabajadores, empresas que tuviesen la condición de gran empresa a efectos del IVA, cualquier 
institución o entidad de derecho público y por último personas físicas, organizaciones o asociaciones 
que ordinariamente hiciesen uso de este tipo de técnicas y medios en el desarrollo de su actividad 
normal. 
266 P.ej. la Orden ITC/105/2007, de 25 de enero, por la que se desarrolla la disposición adicional decimoctava de la Ley 
30/1992 para el ámbito del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, que obligaba a los sujetos 
mencionados a emplear el registro telemático de ese Ministerio (creado por Orden ITC/3928/2004, de 
12 de noviembre) respecto de las solicitudes, escritos y comunicaciones recogidas en la propia Orden de 
creación del registro. 
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ocasión de pronunciarme al tratar el tema de la voluntariedad en el uso de 
los medios electrónicos267. 
Otra, referida a la sustitución obligatoria 
el apdo. 3) de la aportación de certificaciones tributarias o de Seguridad 
Social por la cesión de los correspondientes datos al órgano gestor por parte 
de la entidad competente, siempre de acuerdo con la legislación de 
protección de datos de carácter personal y con el consentimiento del 
interesado. 
Esta incipiente perspectiva de la interoperabilidad fue notablemente 
mejorada, al menos a nivel teórico, con la nueva regulación de la LAESP ya 
que junto al derecho de todo ciudadano de no aportar datos y documentos 
que ya estén en posesión de cualquier Administración (no solo de la actora 
ni limitándose a materia tributaria y de Seguridad Social) se recoge el deber 
de colaboración siempre que tales datos se hallen en soporte electrónico.
Con estos cambios introducidos en la LRJAPyPAC ya se vislumbraba, aunque 
de lejos, la intención de tecnificar las Administraciones, de incorporar definitivamente 
los medios electrónicos a su funcionamiento. Fueron, sin embargo, los cambios 
normativos que tuvieron lugar con posteridad los que apuntaron hacia la necesidad de 
una regulación expresa de la materia, bien modificando otra vez, pero ahora de un 
modo más decisivo y rotundo  la Ley de procedimiento, bien aprobando una ley ad hoc, 
que fue, como sabemos, la opción elegida por el legislador español. 
d) Desde el año 2002 hasta la Ley 11/2007 
Desde la Ley 24/2001 hasta la aprobación de la LAESP en diciembre de 2007 
sería aprobada una larga serie de disposiciones cuyo contenido hace referencia de alguna 
manera al empleo de técnicas, elementos y medios telemáticos en los procedimientos y 
actuaciones administrativas; una lista tan grande que me obliga, igual que anteriormente, 
a olvidarme de hacer una recopilación exhaustiva y a destacar solo aquellas más 
representativas. He optado, por ello, por citar y describir las siguientes: la Ley 34/2002, 
el ya mencionado Real Decreto 209/2003 y, sobre todo, una de sus normas de 
desarrollo, la Ley 59/2003 y los Reales Decretos 522 y 523 de 2006. 
                                                            
267 Vid. apartado 8.4. 
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La Ley 34/2002, de 11 de julio, sobre los Servicios de la Sociedad de la Información y 
Comercio Electrónico, transposición de la Directiva 2000/31/CE, a pesar de estar orientada 
al desarrollo de la Sociedad de la Información en general y, por tanto, enfocada hacia el 
sector privado y el tejido empresarial del sector servicios, también afecta a las 
Administraciones públicas. De un modo indirecto se les otorgar un papel como super-
visoras y, en su caso, sancionadoras del incumplimiento de los deberes impuestos. De 
forma directa, se les exigió disposición adicional quinta  que antes del 31 de diciembre 
de 2005 adoptasen las medidas necesarias para que la información disponible en sus 
webs pudiera ser accesible a personas con discapacidad y de edad avanzada. Esta 
incidencia directa se acentuó con la modificación de esa disposición adicional quinta por 
parte de la Ley 56/2007 (a la que se hará referencia en su momento, pues su importancia 
en el marco normativo electrónico va más allá de la modificación de esta Ley) 
ampliando las exigencias a las siguientes: 
a) Que sus webs ofreciesen información sobre su nivel de accesibilidad y 
facilitasen un sistema de contacto para que pudiesen transmitir las 
dificultades de acceso al contenido así como formular quejas, consultas o 
sugerencias de mejora. 
b) Que a partir del 31 de diciembre de 2008, sus webs satisficiesen, como 
mínimo, el nivel medio de los criterios de accesibilidad, obligación que no se 
exigiría, excepcionalmente, cuando una funcionalidad o servicio no dispu-
siere de una solución tecnológica que permitiera su accesibilidad. 
c) Que exigiesen que tanto las webs cuyo diseño o mantenimiento financiasen 
como las webs de las entidades y empresas que gestionasen servicios 
públicos aplicasen esos mismos criterios de accesibilidad.
Si se atendiera exclusivamente al contenido, el ya citado Real Decreto 209/2003, de 
19 de abril, por el que se regulan los registros y las notificaciones telemáticas, así como la utilización de 
medios telemáticos para la sustitución de la aportación de certificados por los ciudadanos podría haber 
sido omitido sin problema, pues su práctica totalidad se limita a modificar Reales 
Decretos previos268, a no ser por dos aspectos. Uno de ellos es que en materia de 
                                                            
268 Entre ellos, los ya descritos Reales Decretos 263/1996 y 772/1999; pero también el Real Decreto 
1465/1999, de 17 de septiembre, por el que se establecen los criterios de imagen institucional y se regula la producción 
documental y el material impreso de la Administración General del Estado. 
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no resultará 
de aplicación al sistema establecido por la Orden de 3 de abril de 1995 
. Es decir, en materia de Seguridad Social se 
opta porque su Administración y sus entidades gestoras sigan escapando de la regulación 
general y mantengan una propia, paralela, que incluso podría ser totalmente contraria. El 
otro, su destacable desarrollo a nivel de orden ministerial. Me estoy refiriendo a la Orden 
PRE/1551/2003, de 10 de junio, por la que se desarrolla la Disposición Final Primera del Real 
Decreto 209/2003, calificada casi alabada  por la doctrina como una de las primeras 
normas con una adecuada y más que adecuada, perfecta redacción técnico-jurídica269. 
La Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica (LFE), sustituye a la 
anterior norma en la materia el Real Decreto-Ley 14/1999 ya descrito . De acuerdo con 
lo descrito en el punto III de su Exposición de Motivos se promulga para reforzar y 
actualizar el marco jurídico establecido por aquel, revisa la terminología, modifica la 
sistemática y simplifica el texto. Más allá de otras importantes novedades, la LFE puede 
destacarse por dos cuestiones. Una, porque 
un concepto demandado por el sector, que se equipara jurídicamente270 a la 
firma manuscrita271 (si bien la denominación no supone modificación alguna de los 
                                                            
269 
disposición simboliza la madurez del régimen jurídico de la Administración electrónica, pues por 
primera vez se consigue conciliar la cali  
270 El mundo de la firma electrónica es muy complejo y técnico donde ni el lenguaje ordinario, ni mucho 
menos el jurídico, son aptos para explicar de un modo breve y fácilmente inteligible todos y cada uno 
de los entresijos que lo envuelven, de modo que muchas veces los términos utilizados no son, 
precisamente, los más adecuados. 
 Maximino I. LINARES GIL (2010; pp 424 y ss) hace una muy buena exposición de todo ello, siendo 
concluyente la expresión que utiliza en la p 3 como mensaje cifrado que vincula un documento 
electrónico con una autoría determinada y acredita su integridad, la firma electrónica guarda mayor 
proximidad con el tradicional sello lacrado 
Julián VALERO TORRIJOS (2013; p 72). 
 En cualquier caso, la equiparación es, como digo, jurídica: 
 pues conceptualmente es más que la firma manuscrita: no solo es un instrumento de expresión de 
la voluntad del firmante, también es un medio de identificación (Isaac MARTÍN DELGADO, 
2010; pp 467 y 470-473);  
 
presunción de veracidad para el supuesto de que alguna de las partes decida cuestionar el 
op. cit. p 475). 
271 Eduardo GAMERO CASADO (2005; p 15) en su momento veía ciertas desventajas aún de la firma 
electrónica es su escindibilidad, es decir, el hecho de que puede cederse o ser usurpada por un tercero 
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requisitos sustantivos hasta entonces exigidos). Otra, porque contiene una regulación del 
Documento Nacional de Identidad electrónico (DNIe) con el fin de potenciarlo272 y 
instrumentos seguros de c  
Tan importante es la LFE para el marco jurídico de la e-administración que 
varios artículos y definiciones de la LAESP se elaboraron incorporando o repitiendo 
directamente su contenido o simplemente remitiéndose a ella273. 
Por último, aunque su aplicación se limita a la Administración General del 
Estado, no dejan de ser relevantes los Reales Decretos 522/2006 y 523/2006, ambos de 28 
de abril, por los que se suprimen la aportación de fotocopias de documentos de identidad (el primero) y 
la exigencia de aportar el certificado de empadronamiento como documento probatorio del domicilio de 
residencia (el segundo) en los procedimientos administrativos de la Administración General del 
Estado y de sus organismos públicos vinculados o dependientes, puesto que con ellos se inicia el 
interesante camino de hacer efectivos la consulta y el intercambio interorgánico de 
dichos documentos y, por tanto, el derecho de los ciudadanos contemplado en el art. 
uentren en poder de la Adminis-
Aunque pueda criticarse que sea una lástima que dichos decretos solo 
se limiten a estos dos tipos concretos de documentos y no a la totalidad de aquellos que 
ya puedan estar en poder de la Administración del Estado y de sus organismos, lo cierto 
es que tanto el certificado de empadronamiento como, sobre todo, el DNI eran, son y 
                                                                                                                                                                        
(enmascaramiento), llegando a utilizarse sin intervención alguna de su titular, a diferencia de la firma 
 
272 No obstante, la LFE se limita a otorgarle al DNIe nuevos efectos y utilidades de los que carecía el 
DNI tradicional, como p.ej. poder acreditar electronicamente la identidad y demás datos personales 
del titular que consten en él, permitir acreditar la identidad del firmante y la integridad de los 
documentos firmados con los dispositivos de firma electrónica. 
 La regulación básica en lo relativo a expedición, validez, utilidad, etc. se contiene en el Real Decreto 
1553/2005, de 23 de diciembre, por lo que se regula el Documento Nacional de Identidad y sus certificados de firma 
electrónica (dictado al amparo del apdo. 1 de la disposición final segunda de la LFE). Vista la redacción 
del art. 1.4 María José POLO 
GÓMEZ (2009[1]; p 33) advierte que, en principio, parece que los menores con capacidad de obrar 
273 Así p.ej. se remite a ella para referirse a las formas de identificación y autenticación admitidas (art. 13) 
o cuando posibilita la admisión de los certificados electrónicos emitidos por entidades sin per-
sonalidad jurídica (art. 15); repite el contenido de la LFE cuando ofrece las definiciones de certificado 
electrónico, certificado electrónico reconocido, firma electrónica, firma electrónica avanzada y firma 
electrónica reconocida (Anexo). 
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seguirán siendo unos de los documentos personales más requeridos habitualmente en el 
tráfico administrativo ordinario por sus funciones acreditadoras, respectivamente, de la 
vinculación territorial y de la identidad. 
4.2.2. Descripción del contenido básico de la Ley 11/2007 (I). 
Aspectos generales de la principal norma estatal en la materia
Con las siguientes palabras, contenidas en el primer párrafo de la Exposición de 
Motivos, la propia LAESP da una idea próxima de hacia dónde va el sentido de su 
regulación: una Administración a la altura de los tiempos en que actúa tiene que 
acompañar y promover en beneficio de los ciudadanos274 el uso de las comunicaciones 
 
Considero innecesario en estos momentos destinar demasiado espacio a descri-
bir con profundidad el contenido de la LAESP, máxime cuando ya existen en la biblio-
grafía científica numerosas obras cuyo objeto es, precisamente, hacer un estudio 
exhaustivo y crítico de su articulado275, mucho más complejas y profundas que lo que 
aquí ofrezco. Sí valoro necesario, sin embargo, incluir en esta Memoria de Tesis una 
lectura de esta Ley desde el enfoque de este apartado (una visión cronológica de la 
evolución del marco normativo electrónico) que nos sirva para poner de relieve las 
modificaciones, las novedades, las mejoras y, en su caso, los problemas que haya 
introducido, a la vez que sirva de puente para enlazar el precedente apartado del marco 
normativo anterior a esta Ley -  con el siguiente, que se refiere al 
desarrollo normativo posterior, -
A tal fin, he dividido este análisis en seis secciones: la primera está destinada a 
contemplar ciertos aspectos generales de la Ley; la segunda va dirigida a analizar lo que 
considero el contenido más novedoso, el estatuto jurídico de los administrados en el 
ámbito electrónico; en la tercera, cuarta y quinta se contempla la versión electrónica del 
régimen jurídico básico de la organización y del funcionamiento administrativo; y una 
                                                            
274 
más amplios de la población, habituados a la relación electrónica, han generado la necesidad real de la 
COTINO HUESO, 2010; p 181). 
275 Destaco, por la cantidad de referencias que he hecho a lo largo de este trabajo, la obra coordinada por 
Eduardo GAMERO CASADO/Julián VALERO TORRIJOS (2010). 
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última donde pretendo recopilar todo aquel contenido básico de menor relevancia que 
no encaja en las cuatro anteriores. 
En comparación con la LRJAPyPAC, la LAESP es una norma breve (cinco 
títulos, cuarenta y seis artículos, dieciséis disposiciones y un anexo) pero con un 
contenido tan interesante, si cabe, como el de aquélla. 
Ante todo, en el art. 4 se recogen los imprescindibles principios hasta diez  a los 
que se ajustará el empleo de las TICs en las Administraciones públicas, con muy 
diferente relevancia y alcance de unos a otros276. 
El ámbito subjetivo de aplicación incluye, como ya adelanté, a todas las Administra-
ciones públicas no solo a las territoriales, sino también 
277  así como a los ciudadanos en cuanto 
mantengan relaciones con cualquiera de ellas. 
El ámbito material, sin olvidar el régimen jurídico administrativo interno (p.ej., 
las disposiciones adicionales primera a tercera y la disposición final sexta), se refiere 
especialmente al régimen jurídico administrativo externo. Es más, expresamente se exclu-
yen en el art. 2.3 las actividades que desarrollen en régimen de Derecho privado278. 
Por lo tanto, si se atiende a sus ámbitos de aplicación subjetivo todas las 
Administraciones  y material régimen jurídico de general aplicación a todas las Admi-
nistraciones, derechos de los ciudadanos en las relaciones con las mismas, 
procedimiento administra  podría decirse -
                                                            
276 
autor así Carlos GÓMEZ OTERO (2009; p 16)  o debería figurar como un principio 
ya que es de obligatorio cumplimiento y debe presidir e inspirar toda la tramitación digital o 
. 
 Del mismo modo, otros autores como Eduardo GAMERO CASADO (2010; pp 139-140)  
lo cual comporta diferentes consecuencias: mientras 
 
277 Ha de entenderse que las Administraciones independientes cuya independencia no es total y absoluta 
(vid. nota al pie núm. 447) sino que siguen manteniendo cierto vínculo con una Administración 
territorial concreta  están incluidas en el primero de los calificativos; la Administración institucional 
que cree cada Administración lo estarán en el segundo. 
 También lo ve así Eduardo GAMERO CASADO (2010; p 100). 
278 Las relaciones telemáticas jurídico-privadas se regularán por el Derecho privado. 
El marco normativo de la administración electrónica 
 página 149 Óscar Veloso Fernández 
tra 279, comparación que puede aceptarse sin problema siempre y 
cuando se tengan en cuenta tres importantes aclaraciones: 
a) Primera, y ante todo, que el ámbito material de la LRJAPyPAC es muchísi-
mo más amplio, pues al margen de aquellas materias en las que ofrecen 
regulaciones superpuestas (régimen jurídico general y derechos de los ciuda-
danos280, procedimiento administrativo281
que no tienen (aunque podrían haberlo tenido282) correspondencia en la 
LAESP, como son determinados contenidos de los Títulos I y II283, la revi-
sión de actos (Título VI), las reclamaciones previas a la vía judicial (Título 
VIII), la potestad sancionadora (Título IX) y la responsabilidad patrimonial 
(Título X). 
b) Segunda, que a diferencia de la LRJAPyPAC cuyo contenido es mayorita-
riamente básico, o de eficacia plena  buena parte del articulado de la Ley de 
2007 tiene, salvando los preceptos enumerados en la disposición final pri-
mera, carácter supletorio284. 
                                                            
279 Algún autor incluso habla de Ley de Régimen Jurídico de la Administración Electrónica y del Procedi-
miento Administrativo Electrónico Común (p.ej., entre otros, Rubén MARTÍNEZ GUTIÉ-
RREZ/Julián VALERO TORRIJOS, 2012; p 25). 
 Alberto PALOMAR OLMEDA (2010[1] -
 
280 A lo que la LAESP dedica la práctica totalidad de su articulado. 
281 
la LAESP. 
282 Si se pueden presentar solicitudes de iniciación, tramitar y resolver procedimientos y notificar las 
resoluciones por vía telemática ¿qué impide presentar recursos, tramitarlos, resolverlos y notificar su 
resolución por los mismos medios? ¿Por qué no contemplar una figura de impugnación ad hoc p.ej. 
contra actuaciones automatizadas? 
 Siempre y cuando se garantizaran los derechos de los presuntos responsables ¿qué impediría el 
ejercicio de la potestad sancionadora por medios telemáticos? 
 Las Administraciones pueden incurrir en responsabilidad patrimonial con el empleo de medios 
informáticos, electrónicos y telemáticos ¿o es que no se puede causar con ellos un daño efectivo, 
evaluable económicamente, individualizable y que no haya el deber de soportar? ¿No se podría 
tramitar por estos medios el procedimiento de exigencia de responsabilidad patrimonial? 
283 Entre estos están, p.ej. figuras de alteración del ejercicio de la competencia, órganos coleg  
284 Eduardo GAMERO CASADO (2010; pp 118-121) critica esta opción legislativa de la siguiente 
al desarrollo por vía reglamentaria de sus previsiones, tanto en beneficio de las Administraciones 
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández página 150 
c) Tercera, que no por ser posterior en el tiempo y derogar algún precepto hay 
resto de los artículos parcialmente derogados el 38 y el 45 permanece 
inalterado y el contenido suprimido fue incluido, tras la oportuna adapta-
ción y/o ampliación en la 
. En resumen, ha de 
considerarse como el conjunto de normas que hay que tener en cuenta 
cuando la Administración tradicional pasa a funcionar de una forma especí-
fica: a través de medios telemáticos. 
La independencia de la LRJAPyPAC respecto de la LAESP es tal que 
aunque poco a poco vayan desapareciendo el papel285 y la burocracia de la 
tramitación de los procedimientos administrativos, la práctica totalidad del 
contenido de los Títulos III a VI sigue siendo plenamente aplicable (sin 
ánimo exhaustivo, entre otros aspectos: capacidad de obrar y legitimidad de 
los interesados, representación, derechos de los ciudadanos, lengua de los 
procedimientos, colaboración y comparecencia de los ciudadanos, deber de 
resolver, silencio administrativo, cómputo de plazos, motivación y forma de 
los actos administrativos, causas de nulidad de pleno derecho y de 
anulabilidad, supuestos de publicación, etc.). Otra cosa es que con el tiempo 
llegue a ser necesario tener que llevar a cabo una revisión del régimen 
jurídico administrativo. Pero no solo de la LRJAPyPAC286, sino incluso de la 
                                                                                                                                                                        
Administraciones públicas y del procedimiento administrativo «común» y nos conduce irremedia-
blemente a 
la Administración electrónica. Y este resultado me parece temerario e inade
stituyente confirió al 
denominador normativo que garantice un tratamiento común de todos los ciudadanos ante cualquier 
Hubiera sido preferible lograr un mayor grado de uniformidad jurídica en la 
determinación del régimen jurídico de la Administración electrónica  
285 
mo objeto corporal que refleja una realidad fáctica con trascendencia 
jurídica, no puede identificarse, ya, en exclusiva, con el papel, como soporte, ni con la escritura, como 
unidad de significación. El ordenador y los ficheros que en él se almacenan constituyen, hoy día, una 
286 Como ya les sucedió a sus antecesoras, las ya citadas en el apartado 1 de este trabajo  Leyes de 1957 
y 1958. 
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propia LAESP287, sea a través de un texto refundido, sea mediante una 
nueva norma que derogue ambas288. 
El objeto de la LAESP es doble: no solo regular los aspectos básicos289 de la 
utilización de las TICs en las relaciones interadministrativas y de los ciudadanos con las 
Administraciones, sino también, y principalmente, el reconocimiento del derecho de los 
ciudadanos a relacionarse con las Administraciones a través de medios telemáticos290. 
Por eso, la denominación que algún autor, para sintetizar o para resaltar, le da como 
tración Electró 291 y/o su abreviatura LAE, aunque no la rechazo 
                                                            
287 Cuyos elementos de fondo (la informática, la electró
implican por sí mismas, un elevado grado de evolución, actualización, mejora y complementación; lo 
que, consecuentemente, supone una necesaria y continua adaptación a su evolución.
 Piénsese simplemente en la progresiva evolución que en el último siglo ha sufrido la Administración 
desde la máquina de escribir y el teléfono al ordenador personal y al fax; de éstos a internet y al trabajo 
en red; desde éstos a las comunicaciones telemáticas, a la telefonía móv
proceso evolutivo no ha finalizado! 
288 Son de la misma opinión autores como Eduardo GAMERO CASADO (2010; p 138) o Rubén 
MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; p 25). 
 Ése es, precisamente, el camino que ha decidido seguir el legislador estatal que, diferenciando, de un 
lado, el régimen jurídico del sector público y, de otro, el procedimiento administrativo común aprobó 
recentísimamente sendas leyes (LRJSP y LPACAP) que, innovaciones de contenido aparte, suponen 
un serio cambio tanto en el marco jurídico administrativo general como en el electrónico expuesto en 
este trabajo, pues implican la derogación expresa y total de LRJAPyPAC y de LAESP, con las 
consecuencias que pro futuro se exponen en la adenda final. 
 En todo caso, ni la regulación separada es algo anacrónico, fruto de haber llevado a cabo la regulación 
de las dos materias en períodos temporales distantes; ni la fórmula de la regulación conjunta es algo 
experimental y novedoso. Siguiendo en este punto el texto de Ricardo ORTEGA RIVERO (2011; pp 
125 y ss), donde describe la situación de diversas Comunidades, el autor apunta que Cataluña, hace 
poco más de cinco años, al aprobar la nueva regulación de ambas materias las Leyes 26/2010 y 
29/2010 (o LAEcat)  ha seguido el mismo esquema normativo del Estado: una ley para el régimen 
jurídico y procedimiento administrativo (muy similar a la 30/1992) y otra para la Administración 
electrónica (en la línea de la 11/2007), obviando los evidentes paralelismos y necesidades de 
ent la Ley 
2/2010  
 
289  co específico de administración pública electrónica. 
No podía ser de otra manera si tenemos en cuenta que nos encontramos ante una norma de carácter 
básico Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ, 2008; p 34) [la cursiva es mía]. 
290 Como ya adelant
 
291 Ésta es, de hecho, la posición mayoritaria de la doctrina: 
 Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; pp 93-94, 
acertada la [denominación] de «Ley de Administración electrónica», pues esta ley no se dirigirá 
únicamente a permitir el acceso electrónico de los ciudadanos a las Administraciones Públicas, ya que se 
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de plano pues es igual de válida que cualquier otra , no me parece la que mejor292 se 
ajuste a lo que significa la Ley por varios motivos: 
a) Primero, porque tal nombre parece dar a entender que en ella se contiene 
toda la regulación posible sobre la e-administración, lo cual está lejos de la 
realidad293. No solo porque lo que contiene es un régimen básico, sino 
también porque es imposible delimitar un corpus jurídico concreto para tal 
materia (como se vio y se seguirá viendo, gran cantidad de normas 
contienen algún que otro aspecto que implica el uso de TICs en el 
funcionamiento de las Administraciones y en la gestión de los servicios 
                                                                                                                                                                        
establecen una serie de previsiones dirigidas a regular las relaciones interadministrativas desarrolladas 
hubiera sido denominar a la Ley 11/2007 como «Ley de Administración electrónica», e incluir en el 
artículo que incorpora las definiciones la de «Administración electrónica», haciendo referencia a las 
dos dimensiones del fenómeno de la e-administración, la externa (Administraciones-ciudadanos) y 
 
 Eduardo GAMERO CASADO (2010; pp 92-94 mi-
finalmente acuñada, de Ley de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, es 
inapropiada, pues camufla indebidamente el contenido material de la Ley presentándola como un 
hecho, años más tarde, este mismo autor junto con Severiano FERNÁNDEZ RAMOS la califican 
de -  
 Isaac MARTÍN DELGADO (2009[1], ap. IV in fine nis-
tra de 
orga
Tomar la LAE como una ley de acceso electrónico a los servicios públicos es limitar su 
 
292 Defiende la denominación vigente Alberto PALOMAR OLMEDA (2012, apdo. 2.1) que afirma que 
a los servicios públicos» que, a priori, supera, por tanto la mera actuación procedimental al referirse a 
los ciudadanos y no a los interesados, por otro, se refiere a los servicios públicos y no únicamente a los 
 
 Paradójicamente, no parece contradecirla, sino más bien justificarla, Isaac MARTÍN DELGADO 
(2009[2]; p 35) al considerarla muy sig
cuestión de la administración electrónica no desde la propia Administración, sino desde su 
 
293 A pesar de que Eduardo GAMERO CASADO (20
que supone la e- aún cuando se trate indudablemente de una Ley de 
Administración ele
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públicos) sobre todo debido a que se trata de un campo excesivamente 
amplio, muy cambiante y en continua evolución294. 
b) Segundo, porque tal denominación olvida el más importante y novedoso de 
la LAESP: la posibilidad elevada a la categoría de derecho  que tienen los 
ciudadanos de relacionarse con las Administraciones públicas. De hecho, en 
mi opinión, las modificaciones y adaptaciones que se imponen respecto del 
funcionamiento interno van orientadas, no a mejorar la autogestión, sino a 
facilitar el ejercicio de ese derecho así como a simplificar y agilizar las 
relaciones interadministrativas. 
Para finalizar esta descripción de los aspectos generales de la Ley, solo faltaría 
por indicar que en consonancia con ese doble objeto la Ley enumera una serie de 
finalidades hasta siete  que, por simplificar, se podrían reducir a tres: (1ª) facilitar y 
promover el acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, (2ª) perseguir 
una prestación de los servicios públicos de calidad y eficiente y (3ª) contribuir al 
desarrollo de la Sociedad de la Información; objetivos todos ellos que pretende alcanzar 
con lo regulado en los siguientes bloques temáticos. 
4.2.3. Descripción del contenido básico de la Ley 11/2007 (II). 
Derechos de los ciudadanos y deberes de la Administración 
En este bloque la LAESP regula 
con las Administraciones públic ésta es exactamente la 
denominación del Título I . Sin embargo, está claro que desde el momento en que se le 
reconoce a una de las partes en este caso los ciudadanos  una serie de derechos 
exigibles, ello implica inevitablemente la imposición de los correlativos deberes a la otra 
parte las Administraciones  que permitan hacerlos efectivos295. 
El conjunto de derechos296 que, como cita la propia Exposición de Motivos, 
confi ministración electróni-
                                                            
294 ti-
tud prudente del legislador ante la re o falta de 
pronunciamiento sobre determinados aspectos  que contiene la LAESP. 
295 En igual sentido Xabier BERNADÍ GIL (2010; p 7) o Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2008; 
p 47). 
296 
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297  se compone de un derecho genérico298 y varios accesorios, entre estos algunos 
que son sencilla Dere-
cho Administrativo general y otros que, por ser específicos de este campo, sí son 
realmente novedosos299. 
a) El derecho genérico es el de relacionarse con las Administraciones públicas 
empleando medios electrónicos300 con las finalidades más variadas: obtener 
información, llevar a cabo consultas, presentar solicitudes, alegaciones y 
                                                                                                                                                                        
esencialmente dos: la vía de la responsabilidad patrimonial del ciudadano y la de la reclamación 
anormal por la ausencia o falta de actividad esperable y obligada  de la Administración, que sería la 
causa del daño antijurídico que no hay o
203 y ss). 
297 
Lorenzo COTINO HUESO (2011; pp 22 y ss), Pere SIMÓN CASTELLANO 
, Isaac MARTÍN 
DELGADO (2009[1], apdo. II) ; este mismo autor, en 2009[2] (pp. 38, 68) se decanta por hablar 
 
 
298 Carlos GÓMEZ OTERO (2009; pp 16-
 LAESP sería para él, más que una ley 
de administración electrónica que recoge entre otros ese derecho, la Ley que reconoce, consagra y regula ese 
derecho, configurando todo lo demás como algo anexo que lo completa y complementa. 
299 Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]; p 69) prefiere hablar, dejando aparte el derecho general a 
relacionarse electrónicamente con las Administraciones, de cuatro grupos: 
  unos que son simplemente la versión electrónica de otros ya reconocidos en la LRJAPyPAC; 
  otros que tienden a potenciar derechos actualmente existentes pero mal aplicados; 
  unos más que suponen ampliación de derechos ya previstos; 
  y, finalmente, aquellos absolutamente novedosos. 
 En el fondo los tres primeros grupos que describe este autor pueden reconducirse sin problema a lo 
 
 Más parecidas a mi postura son la de Xabier BERNADÍ GIL (2010; p 8); o la de José Luis BLASCO 
DÍAZ (2007; p 172-173) que distingue entre aquellos derechos que son aplicación al entorno 
electrónico de los tradicionales del ciudadano (entre los que encuadra los derechos enunciados) y los 
que nacen precisamente de las peculiaridades de las nuevas relaciones Administración-ciudadano. 
 Totalmente distinta es la clasificación de Lorenzo COTINO HUESO (2010; p 277; también en 2011; 
p 36) que diferencia los derechos en función de su contenido, resultando así: 
 derechos-proyección de otros del art. 35 de la LRJAPyPAC; 
 derechos que comportan elementos de libertad de elección del ciudadano; 
 derechos-premisa inherentes a la relación electrónica; 
 y derechos que insisten en la protección de derechos mayormente expuestos en el entorno 
electrónico. 
300 
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recursos, prestar consentimiento, efectuar pagos y transacciones y, en gene-
ral, ejercer los derechos reconocidos en el art. 35 de la LRJAPyPAC. 
b) Entre los  se incluirían los derechos: a 
conocer por medios electrónicos el estado de tramitación de los procedimientos 
en los que sean interesados, a obtener copias electrónicas de los documentos 
electrónicos que formen parte de los procedimientos en los que sean parte, a la 
conservación por parte de las Administraciones en formato electrónico de los 
documentos electrónicos de los expedientes301 y a no aportar datos y documentos 
que ya obren en poder de las Administraciones302 (en este caso éstas emplea-
rán medios electrónicos para requerirlos, excepto que existan restricciones nor-
mativas, y siempre con el consentimiento303 del afectado; consentimiento 
que se podrá emitir y requerir también por medios electrónicos).
                                                            
301 Este derecho se puede considerar incluido en la LRJAPyPAC en el derecho de acceso a los archivos y 
registros; si se garantiza el acceso es que se conservaron los documentos que se pueden consultar. 
302 Vinculado a este último derecho está un trascendental deber recogido en el a ción 
deberá facilitar el acceso de las restantes Administraciones a los datos relativos a los interesados que 
 
  documentos ni datos en poder de 
ERRA, 2011; p 192). 
303 Entiendo que Pere SIMÓN CASTELLANO (2011; pp 81-82) apoya sin ambages tal requerimiento, al 
blanca para que las administraciones produzcan cesiones indiscriminadas de datos personales, sino que 
 
 Cfr
por la LAE (consentimiento del titular caso por caso) se ha calificado por algunos autores como exce-
sivamente cauta teniendo en cuenta que esa búsqueda de información por parte de la Administración, 
además de realizarse en beneficio del interesado, puede apoyarse en otras causas de justificación del 
menos, si la participación del ciudadano es voluntaria, podría ya entenderse como una autorización 
suficiente a la luz del derecho a la protección de datos personales para que la Administración Pública 
 
 En cualquier caso, e independientemente de que la medida se valore como lógica o como excesiva, lo 
que está claro es que, en materia de consentimiento las Administraciones no gozan de privilegios o 
menores exigencias que cualquier otro tenedor de datos de carácter personal, estando sometidos todos 
ellos a las mismas exigencias y limitaciones. Así, solo podrán omitir el consentimiento en los supuestos 
contenidos en el art. 11.2 de la LOPD únicamente constituye una peculiaridad exclusiva de las Admi-
nistraciones el hecho de que 
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c) Entre los derechos novedosos recoge los derechos: a la igualdad en el acceso 
electrónico a los servicios públicos, a elegir el canal tecnológico a emplear 
para relacionarse con las Administraciones304 así como las aplicaciones o 
sistemas para dicha relación siempre y cuando empleen estándares abiertos 
o de uso generalizado, a obtener los medios de identificación electrónica 
necesarios y a poder emplear los sistemas de firma electrónica admitidos en 
el ámbito de las Administraciones (y en el caso de las personas físicas, en 
todo caso, los incorporados al DNIe) y el abstracto derecho a la calidad305 
de los servicios públicos prestados por medios electrónicos. 
Especial atención merece el apdo. 3 del art. 6306 que recoge, en el caso del 
acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, el derecho a la tramitación 
a través de una ventana única y a distancia307 así como a obtener toda la 
información necesaria por esos mismos medios, esto es, la relacionada con 
los requisitos aplicables a los prestadores establecidos en territorio español, 
con las autoridades competentes, con aquellas otras asociaciones y organiza-
                                                                                                                                                                        
 Debe destacarse el supuesto de la letra a) que establece que podrá omitirse el consentimiento solo 
mentaria (medida que 
podría conducir a que cada Administración estableciese su propia regulación al respecto). De hecho, 
recuérdese que la STC 292/2000 declaró inconstitucional, entre otros, el inciso del art. 21.4 de la 
LOPD que, yendo más allá de las letras a) y c) del art. 11.2 de la misma norma, pretendía que fuese 
posible excluir el consentimiento a través de las propias disposiciones de creación del fichero o por 
disposición de superior rango (no necesariamente de rango de ley). Según el parecer del Alto Tribunal, 
establecer el art. 21.4 que esas cesiones no requieren del previo consentimiento del afectado permite al 
reglamento imponer un límite al derecho fundamental a la protección de datos personales que (...) 
 
304 De hecho, correlativamente a este derecho el art. 8.1 de la LAESP les impone a las Administraciones 
el deber de habilitar diferentes canales y medios para la prestación de los servicios electrónicos, 
garantizando en todo caso el acceso a todos los ciudadanos en la forma que estimen idónea. 
305 Vid. nota al pie núm. 173, sobre la opinión de Lorenzo COTINO HUESO (2010; p 309).  
306 Al cual le dio esta redacción definitiva la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas Leyes 
para su adaptación a la Ley 17/2009. 
307 
LAESP] no especifica el tipo de formato físico o electrónico de la ventani
las determinaciones contenidas en alguno de sus preceptos parece que hay cierta inclinación por una 
configuración on-line 
final y exclusiva que es la que ha adoptado para la LAESP aun cuando sería totalmente posible 
ésta facilita su utilización por los prestadores de servicios no necesariamente familiarizados con los 
(op. cit. p 187). 
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ciones a las que dirigirse para obtener asistencia o ayuda, con los medios y 
condiciones de acceso a registros y bases de datos públicos relativos a 
prestadores y con las vías de reclamación y recurso en caso de litigio.
4.2.4. Descripción del contenido básico de la Ley 11/2007 (III). 
Elementos clave de la actuación vía electrónica 
La e-administración, como ya se ha mencionado, consiste en el empleo de 
medios telemáticos para mantener relaciones con efectos jurídicos entre el ciudadano y 
la Administración, entre los distintos órganos de una misma Administración o incluso 
entre distintas Administraciones. Estos medios telemáticos suponen distancia (es decir, 
las partes no mantienen una relación presencial), disminución o incluso supresión308 de 
la burocracia (aunque se puede dejar constancia impresa de lo actuado, y así se suele 
hacer, sobre todo por parte de los ciudadanos) y actuar a través de un mundo 
cibernético donde no son infrecuentes los engaños, las estafas, los fraudes y muchos 
otros ciberdelitos309. A todo esto y a mucho más es a lo que tiene que dar solución la 
regulación de la e-administración. 
Con el objeto de garantizarles a los administrados el tratamiento común ante 
todas las Administraciones que proclama el art. 149.1.18ª de la CE, la Ley recoge y 
regula una serie de aspectos sobre aquellas cuestiones en las que es obligado que las 
previsiones normativas sean iguales en todas ellas. 
a) La sede electrónica 
En 2007 ya hacía tiempo que prácticamente todas las Administraciones contaban 
con páginas web oficiales o institucionales en las que ofrecían información más o menos 
completa y más o menos actualizada sobre su organización y actividad. Pero este tipo de 
sitios electrónicos no garantizaban fiabilidad, veracidad ni actualización, ni implicaban 
responsabilidad310 por un posible contenido erróneo. Con el fin de otorgarles ese plus 
                                                            
308 En ocasiones se tiene la idea, a nuestro juicio equivocada, de que la Administración electrónica 
supone necesariamente eliminar el papel en la gestión administrativa. La supresión del papel no ha de 
ser un fin, sino un medio siempre que se mejore la gestión o se incremente el servicio a los 
 
309 Sobre los riesgos que sobre la protección de datos personales puede tener internet, vid. p.ej. Ana 
GARRIGA DOMÍNGUEZ (2014, pp. 86 y ss). 
310 La publicación de información por esta vía sí implica responsabilidad, por lo menos de un modo 
indirecto, para la jurisprudencia del Orden Social. Vid. p.ej. la STSJ de Canarias de 25/1/2007, que 
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nació la nueva figura de la sede electrónica, definida por el art. 10.1 de la LAESP, en 
principio, de modo similar a como lo haría de una web oficial 
electrónica311 disponible para los ciudadanos cuya titularidad, gestión y administración 
corresponde a una Administración, órgano o entidad adminis , pero que, en el 
312. 
Para empezar, incorpora elementos de oficialidad, calidad, seguridad, accesibili-
dad, neutralidad, interoperabilidad y, para su titular, responsabilidad respecto de la inte-
gridad, veracidad y actualización tanto de la información ofrecida como de los servicios 
accesibles desde ella (apartados 2 y 3 del art. 10 de la LAESP). 
Además, emplearán sistemas de firma electrónica basados en certificados de 
dispositivo seguro o un medio equivalente (art. 13.3.a) tanto para identificarla (esto es, 
para garantizarle al ciudadano que está consultando la sede electrónica y no la web insti-
tucional ni una página falsa) como para garantizar una comunicación segura con ellas.  
Finalmente, se convierte en un punto de acceso a información oficial de especial 
relevancia. De un lado, cuando fuere exigida por la normativa la publicación de actos y 
comunicaciones en tablones de anuncios o edictos ésta puede complementarse e incluso 
suplirse con su publicación en la sede (art. 12). De otro, y aunque la LAESP no obliga a 
que los diarios oficiales se publiquen en formato electrónico, si se publican en las sedes 
electrónicas en ese formato313 tendrán los mismos efectos que los atribuidos a la edición 
impresa (art. 11.3). 
                                                                                                                                                                        
revoca una resolución sancionadora del INEM y la sentencia confirmatoria del Juzgado de lo Social  
al considerar que la información publicada en una web institucional, a pesar de que carece de valor 
normativo, en virtud del principio de confianza legítima de la LRJAPyPAC y del principio de buena fe 
del Código Civil sí obliga y vincula a la Administración responsable de la web.  
311 La definición o más bien pseudodefinición  no podría ser más desafortunada. Siguiendo en este 
punto a Julián VALERO TORRIJOS (2010; pp 348 y ss) opinión que comparto  trónica 
consiste en una serie de páginas web alojadas en un servidor al que se puede acceder desde equipos 
en desde una 
 
312 
institucional, de información general del organismo, mientras que la sede electrónica establece un 
(FJ 8º de la Resolución 6120 de la Dirección General de Registros y del Notariado de 6/3/2012). 
313 La Exposición de Motivos del D-DAEXG, refiriéndose al Diario Oficial de Galicia (DOG) electró-
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En cuanto a las normas que regulen condiciones e instrumentos para la creación 
de sedes se deja en manos de cada Administración (art. 10.3). 
Bajo esta consideración de auténtica oficina virtual, hay autores que las conside-
ran un elemento cuya implantación resulta obligatoria teniendo en cuenta la redacción 
de la LAESP314, si bien no deja de haber posturas disidentes315. 
b) Identificación y autenticación 
En toda relación telemática es necesario que de alguna forma cada parte pueda 
tener clara la identidad de la otra y, si median documentos, que éstos sean realmente la 
expresión de la voluntad de su emisor. Entran en juego así los términos que dan título a 
este epígrafe, que casi siempre se emplean juntos pero que son conceptos distintos316. 
Por identificación debe entenderse la acreditación por medios electrónicos de la identidad, 
sea de una persona física, de una persona jurídica pública o privada, o incluso, como se 
acaba de ver, de una sede electrónica. Por autenticación, por el contrario, hay que entender 
una acreditación, también por medios electrónicos, pero esta vez del contenido de la 
voluntad de esa persona o ente expresada en operaciones, transacciones y documentos317  
y en el caso de los documentos también de su integridad y autoría318 . Por tanto, 
                                                                                                                                                                        
nico, es muy precisa a la hora de enumerar las ventajas del formato electrónico, tanto para los 
ciudadanos (garantía de un servicio público, universal, de consulta gratuita y libre acceso, sin límites 
temporales ni territoriales) como para la propia Administración (simplificación de los procesos de 
producción, reducción de los tiempos de edición, racionalización del gasto y difusión gratuita). 
314 Así ocurre con Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; p 60) o Isaac 
MARTÍN DELGADO (2009[1]; apdo. II; también 2009[2]; pp 61 y ss). 
315 P.ej. alberga dudas Lorenzo COTINO HUESO (2010; p 215; también 2011; p 26).
316 vertiente subjetiva de la firma, esto es, la persona 
del firmante, la autenticación lo estaría con la vertiente objetiva
(Isaac MARTÍN DELGADO, 2010; pp 468-469) [la cursiva es mía]. 
317 Puede haber actuaciones que se lleven a cabo ante las Administraciones sin necesidad de prestar 
consentimiento de ningún tipo (como cuando se pretende obtener información personalizada); 
pia 
 
 Cuando se trate de obtener información general, lo más normal es que ni siquiera haga falta la 
identificación. 
318 En el entorno cibernético van a producirse los mismos problemas de identidad, autoría, veracidad del 
-
permite que dichos problemas tengan una solución más rápida, fácil y fiable que en el entorno 
tradicional; cuando se emplean sistemas electrónicos que por contraposición ahora calificaré como 
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ambos tipos de acreditación pueden predicarse tanto de la Administración o ente 
público319 como del ciudadano. 
Las Administraciones podrán emplear para su identificación y autenticación 
diferentes sistemas (art. 13.3) según el tipo de actuación. 
Lo normal es que la voluntad de una Administración se manifieste a través de 
actos o resoluciones adoptados tras la intervención y decisión de una autoridad o empleado 
público plasmados en un documento escrito que deberá contar con la necesaria o 
necesarias firmas electrónicas320 (art. 19.1). Por ello, los firmantes personas físicas a fin 
de cuentas  podrán emplear los certificados electrónicos incorporados a su propio 
DNIe (art. 19.3) igual que pueden hacer en sus actuaciones privadas, no vinculadas con 
la Administración  o los llamados 
un medio de identificación personal pero a la vez institucional  que les podrá321 
proveer su propia Administración (art. 19.2). 
Desde mi punto de vista, estos segundos son los recomendables, no solo porque 
con ellos se evita uno de los principales problemas de la vaga y cómoda solución de 
                                                                                                                                                                        
lver sino que, incluso, pueden conducir 
a decisiones erróneas. 
 Vid. p.ej. la STSJ de Asturias de 13/9/2002, dictada como consecuencia de la impugnación en vía 
contenciosa de una serie de sanciones administrativas, que, aunque echa por tierra los primeros 
argumentos del demandante ilegalidad en la tipificación de infracción y falta e indefensión , sí acepta 
el tercero vulneración de su presunción de inocencia  centrando su argumentación en torno a la 
identidad electrónica e identificación fehacientes del indicio de prueba 
de cargo suficiente para determinar los hechos constitutivos de la infracción perseguida, derivada del 
contenido de los escritos publicados por internet a nombre del demandado con la dirección de su 
correo electrónico, resulta insuficiente para deducir que el autor material de dichos escritos lo fuera el 
demandado al omitirse toda prueba o comprobación para asegurar que la persona que aparece como 
saltado en cursiva es mío]. 
 De ahí la idea del principio de proporcionalidad, que, explicado de un modo muy simple, viene a decir 
que a mayor importancia o repercusión de los efectos producidos por una actuación llevada a cabo 
por vía electrónica, mayores han de ser las exigencias de identidad e identificación; y viceversa. 
319 A la identificación de las sedes electrónicas ya se ha hecho referencia. Respecto de ellas se puede 
hablar de identificación, es decir, de acreditación de que son la sede oficial y no una falsificación o 
imitación (como las imitaciones de las webs de entidades bancarias que se emplean, con fines 
fraudulentos, en el phising); pero también de autenticación, ya que las sedes pueden generar 
documentos a través de la llamada actuación automatizada. 
320 P.ej. la apertura de un período de prueba por parte del instructor de un procedimiento (acto de 
instrucción), la resolución de un alcalde concediendo una licencia de obras (acto resolutivo de un 
órgano unipersonal), el acuerdo de la Junta de Gobierno de una Universidad (acto resolutivo de un 
órgano colegiado), etc. 
321 Se verá que en el caso de la Xunta de Galicia el D-  
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recurrir al DNIe como es el lógico recelo del individuo a emplear un documento de 
identificación personalísimo322, irrenunciable e intransferible, sino porque además consi-
guen superar dos de las más notables limitaciones del uso del DNIe: (1ª) junto a la iden-
tificación nominativa del titular del puesto/cargo puede y suele incorporarse la de la 
propia Administración y/u órgano en que presta servicios y (2ª) una buena gestión de 
estos certificados de empleado público permitiría garantizarles a terceros la certeza de 
que la persona que firma, en el momento de la signatura, ostentaba o era titular de dicho 
puesto/cargo323. 
Ahora bien, los avances tecnológicos permiten, y cada vez es más frecuente, el 
empleo de la llamada informática decisional, es decir, que se lleven a cabo actuaciones 
administrativas automatizadas en las que los actos y resoluciones se adoptan sin la 
participación de ninguna autoridad o empleado público sino de forma automática 
mediante un programa o aplicación. En este caso el art. 18.1 ofrece dos opciones para 
acreditar la voluntad de la Administración: o bien el sello electrónico (el equivalente al 
sello manual) basado en certificado electrónico o bien el código seguro de verificación324 
(CSV). 
                                                            
322 una cosa es que se utilice el DNI electrónico para la identificación de su titular y otra muy 
distinta que en cualquier supuesto el documento firmado deba hacer referencia expresa al número de 
identificación fiscal NIF  asociado, revelación que no tiene lugar cuando las autoridades y el 
personal al servicio de las Administraciones Públicas firman manuscritamente un documento en 
 
323 
un órgano administrativo o un funcionario 
público firman un documento en soporte papel no tiene lugar comprobación alguna sobre la vigencia 
o no de su condición subjetiva o, al menos, tal actividad no se realiza más que a posteriori, una vez 
detectado un posible problema. Por el contrario, el sistema asociado a certificados electrónicos supone 
que automáticamente se pueda llevar a cabo dicha constatación, lo que obliga en definitiva a adoptar 
las medidas técnicas y organizativas que permitan aprovechar tal 
VALERO TORRIJOS, 2013; pp 165-166). 
 
cualquier motivo, se dispone de sus claves privadas, se podrían llegar a adoptar 
desde el punto de vista material, por quienes, en principio, no tienen capacidad para hacerlo. El gran 
problema a este respecto es que la demostración del uso ilícito del certificado puede entrañar gran 
op. cit. pp 92-93) de ahí que debieran ser especialmente diligentes en su custodia. 
324 El CSV es una referencia alfanumérica acompañada o no de una representación gráfica legible por 
determinados aparatos, como un código de barras o un código QR  creada automáticamente por la 
GIL, 2010; pp 441-442), opinión que comparto, por cuanto teniendo un origen electrónico, se 
manifiesta visualmente en las impresiones en papel de los documentos electrónicos en los que se 
incorpora cosa que no ocurre, p.ej., con la firma electrónica ; referencia que valdrá, tras la oportuna 
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Por último, el acceso a través de entornos cerrados de comunicación, debido a que ha de 
estar previamente delimitada la identidad de las personas físicas y/o jurídicas a las que se 
les ha autorizado la adhesión al entorno325 para hacer consultas y obtener la correspon-
diente información y/o datos, el propio acto de ingreso se supone que con el empleo 
de las oportunas claves secretas  es legalmente condición suficiente para considerar 
acreditada la identidad326 de quien entra en el sistema y con ello dar por válida la 
                                                                                                                                                                        
consulta las sedes suelen incluir un apartado a tal fin , para comprobar y corroborar su origen, su 
autenticidad y su veracidad.  
 La validez del CSV, como firma electrónica totalmente válida, produce efectos más allá del propio 
ámbito administrativo. Buen ejemplo es la citada Resolución 6120 de la DGRN, que revoca la nota de 
calificación de un registrador de la propiedad que pretendía rechazar un documento de la AEAT 
firmado con CSV como documento válido para hacer una anotación preventiva. La Resolución 
debe estimarse que el CSV está previsto legalmente como firma electrónica tanto para 
actos automatizados como para aquellos que requieran la identificación del autor, pudiendo 
configurarse en este último caso como firma electrónica de autenticación personal, que permite 
vincular la firma electrónica con un determinado funcionario público teniendo el soporte del 
documento electrónico carácter de prueba documental, e imponiéndose la presunción general del 
carácter real y auténtico del documento electrónico  
 Para Maximino I. LINARES GIL (2010; p 446) no tiene la consideración de CSV el código alfanumé-
rico que se incluye en muchos diarios oficiales bien a la derecha (como en el BOE), bien a la 
izquierda (como en el DOG)  y que recibe la denominación de Código de Verificación Electrónica 
repo con el autor por 
como él lo califica . De hecho, valgan dos muestras: 
 https://www.boe.es/diario_ 
boe/preguntas_frecuentes/cve.php 
contrastar la autenticidad de cualquier página del Boletín Oficial del Estado impresa en papel 
LAESP le otorga al CSV.  
 Verificación de documentos asinados
https://sede.xunta.es/cve [última consulta: octubre de 2015]) se refiere únicamente al CVE y, muy 
gráficamente, en una imagen anexa a modo de ejemplo, señala no el código alfanumérico de 
cualquier otro documento, sino, precisamente, el del DOG. 
325 Los entornos cerrados nada tienen que ver, como bien puede deducirse, con el intercambio de correos 
de Administración electrónica, lo cierto es que en última instancia nos encontramos ante un supuesto 
en el que se reproducen los esquemas y patrones de la tramitación tradicional de los procedimientos y 
actuaciones administrativas con la única singularidad del empleo de medios electrónicos de 
-397). 
326 
comunicaciones, que no utiliza nodos abiertos como sucede en Internet. Los intercambios 
documentales que se realicen entre Administraciones conectadas directamente entre sí utilizan 
únicamente sus propios recursos tecnológicos y pueden ser documentados y probados por el 
administrador del sistema bajo cuyo control se han realizado. La Ley reconoce que en estos casos 
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información y por autenticado el documento en su caso obtenido. Por ello, si bien el 
proceso puede ser fácil de gestionar y de organizar a nivel interno (de ahí que el art. 20.2 
se remita a la autoorganización para su configuración), cuando afecte a distintas 
Administraciones el art. 20.3, con buen criterio, exige la firma del oportuno convenio327. 
También nistración 
ón diversos 
sistemas (art. 13.2). 
En todo caso y con carácter universal328 (art. 14) para las personas físicas, se 
admite el DNIe. Ello quiere decir que legalmente, toda aplicación, programa o 
instrumento integrante de una e-administración debería estar configurado para permitir 
su empleo por parte de los administrados personas físicas, independientemente de que 
se habilitasen o no sistemas alternativos. Ahora bien, la realidad pone de manifiesto la 
poca relevancia de este aserto: no solo por el notorio incumplimiento de la gran mayoría 
de aplicaciones de e-administraciones (que a veces siquiera contemplan el posible acceso 
con tal documento), sino también por el práctico rechazo social de los certificados 
                                                                                                                                                                        
(Eduardo GAMERO CASADO/Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, 2013; pp 489-490). 
327 adas en dicho entorno seguro y 
controlado, pero no podrían producir los efectos del documento auténtico entre las que no formaran 
lución 12342, de 16/7/2012 de la DGRN). En el caso concreto de la 
citada Resolución se prejuzgaban los efectos de documento jurídico de un auto transmitido vía 
LexNet entre un Juzgado de Primera Instancia y los Servicios Jurídicos del Estado ante un Registrador 
de la Propiedad; si el auto hubiera sido firmado electrónicamente de acuerdo con lo establecido en la 
todos los efectos; pero como no era ése el caso, solo podía producir efectos entre la Administración 
de Justicia y la Administración General del Estado. 
328 Esta admisión universal, sin las limitaciones que se establecen para otros tipos de firma electrónica, 
junto con el derecho a su obtención (art. 6.2.g) es lo que lleva a Irene ROVIRA FERRER (2011; pp 
largo de su trabajo hace una completa e interesante descripción de este documento oficial de identidad 
electrónica: su estructura y elementos (p 48), su vigencia (p 50), sus ventajas (p 51) y sus desventajas 
(pp 51-52). 
 Con todo, esta autora es, vista la realidad, demasiado optimista en cuanto al DNIe, cuyo empleo junto 
con las medidas adoptadas para su fomento han suscitado a nivel social fuertes críticas. Como 
muestra, un ejemplo: el Diario de Navarra 
la seguridad digital que ponía de manifiesto todos y cada uno de los problemas que habían dado lugar 
a la práctica falta de uso de las utilidades electrónicas de este documento (accesible a través del vínculo 
corto http://goo.gl/CthnbN [última consulta: octubre de 2015]).  
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electrónicos incorporados al DNIe (fenómeno derivado de los requisitos de hardware y 
software necesarios y de la complejidad de su utilización).  
Además de los sistemas de firma electrónica incluidos en el DNIe de los cuales 
no podrían disfrutar las personas jurídicas ni los no nacionales ni, incluso, entidades sin 
personalidad jurídica que pueden actuar en el tráfico jurídico-administrativo  el art. 
13.2.b de la LAESP indica que se podrán utilizar sistemas de firma electrónica avanzada329 
basados en certificado electrónico reconocido, omitiendo, así, toda referencia a la firma 
electrónica reconocida330 la única que jurídicamente331 se equipara a la firma manuscrita  
resultando que, en las relaciones administrativo-electrónicas sea suficiente la firma 
avanzada. 
A pesar de sus bajos niveles de seguridad, la Ley también admite como medio 
válido los s  Es cierto que ni la LFE332 ni la LAESP 
emplean esta denominación, pero doctrinalmente no solo se admite tal figura sino que 
se engloban en ella todos aquellos sistemas de identificación que no reúnen las 
condiciones para ser considerados firma ni reconocida ni avanzada. De hecho, la 
LAESP está refiriéndose a ellos cuando en el art. 13.2.c al hablar de 
                                                            
329 
los datos firmados, que está vinculada al firmante de manera única y a los datos a que se refiere y que 
 Desde el 18 de septiembre de 2014, con la nueva redacción dada por la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, 
de racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa al art. 13.2.b y con la correlativa 
supresión del 15.2, desaparece la discrecionalidad de las diferentes Administraciones para establecer 
qué tipos de certificados electrónicos reconocidos admitir y cuáles no. La cuestión se zanja obligán-
Industria, Energía y Turismo. 
330 El hec
de la LFE). 
 Ello no quiere decir que no sea admisible. Todo lo contrario, la firma electrónica reconocida es la 
problema la reconocida (lo más). 
331 Sobre la equiparación jurídica, vid. nota al pie núm. 270. 
332 -
trónica, consignados junto a otros o asociados con ellos, que pueden ser utilizados como medio de 
se refiere co
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 concertadas en un 
registro previo como usuario333, la aportación de información conocida por ambas 
partes334 . 
Lógicamente al no ofrecer tantas garantías como cualquiera de los otros tipos de 
firma, la admisión de los débile siempre de forma 
justificada, en los que cada Administración determine (art. 
16.1). Ahora bien, una vez admitido el medio, la Administración actuante debe asumir 
las consecuencias y, por lo tan -repudio por 
Llegados a este punto, sabemos qué sistemas de identificación admiten, o 
pueden admitir, las diferentes Administraciones, pero, ¿qué sucede cuando, por cual-
quier motivo, no se dispone de ellos o, teniéndolos, no se pueden o no se saben utilizar? 
En principio, pudiera considerarse un importante avance para el administrado electróni-
co la inclusión (art. 22) de la posibilidad de su identificación o autenticación, en determinados 
supuestos, a través de funcionarios públicos335. Ahora bien, si el precepto se aplica con 
estricto ajuste a su literalidad y a la interpretación de cierta doctrina, esta figura se va a 
convertir en algo puramente anecdótico. El apdo. 1 dice que cuando para un trámite 
electrónico se exija la identificación o autenticación y el ciudadano no disp del 
instrumento necesario, estas acreditaciones podrán ser válidamente realizadas por 
                                                            
333 Se trata de un sistema de identificación aún muy recurrido y que, en principio, dada la baja exigencia 
de garantías solo debería dar acceso a operaciones básicas (información y consulta) pero que se emplea 
incluso para actuaciones con gran repercusión jurídica. 
334 Un buen ejemplo es el acceso a la página para hacer y presentar la declaración del IRPF que habilita 
cada año a AEAT, a la que se puede acceder bien con certificado electrónico (incluido el DNIe) o bien 
indicando la referencia del borrador o el importe de una concreta casilla de la declaración del año 
anterior, información que, en principio, solo deberían conocer la Agencia y el obligado tributario o su 
representante. 
 Otro ejemplo, más interesante para este trabajo, sería el acceso a la Secretaría Virtual de la UVigo que 
requiere el número de DNI, el número de identificación universitaria (NIU, que figura en la tarjeta 
universitaria) y una contraseña. Este método de identificación sería una combinación con el anterior, 
 
335  Administración 
de poner o no a disposición de los ciudadanos tal servicio, sino a la potestad de los ciudadanos de 
optar o no por utilizarlo (Isaac MARTÍN DELGADO, 2010; p 526). Además, este trámite no consti-
que se describirá en el epígrafe c) siguiente  sino que se trata, 
más bien, de una delegación del ciudadano en el funcionario para que lleve a cabo, en su nombre, una 
actuación administrativa; o, visto desde la otra óptica, en un préstamo de la firma del funcionario a un 
ciudadano para que lleve a cabo tal actuación (op. cit. p 525).  
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funcionario público a través de sus propios sistemas de firma electrónica336. La 
onga no incluye, como opina algún autor337, aquellos supuestos en 
que contando con ellos no sepan emplearlos, no sean capaces de hacerlo correctamente 
en un caso concreto o, simplemente, en un momento dado, no puedan física o 
tecnológicamente usarlos. En mi opinión, una exclusión tan radical no es acorde ni con 
la línea que mantiene el conjunto de la LAESP, ni con su objetivo de acabar con la 
brecha digital, ni con la molestia del legislador de ahondar más en la regulación al 
338 a tal efecto (art. 22.3). Muy posiblemente su aplicación no 
llegue a ser tan tajante; habrá que ser si con el tiempo el desarrollo normativo, la práctica 
administrativa y, en su caso, la jurisprudencia me dan o me quitan la razón. 
Para finalizar este subapartado, dedicado a la identificación y a la autenticación 
electrónicas, se hace necesario abordar una cuestión que, no creo, escape a una lectura 
de los párrafos precedentes. Quitando la imposición de la admisión del DNIe con 
carácter universal para las personas físicas como medio de acreditación (art. 13.2.a)  
que cuenta con escasa utilización  y aquellos certificados electrónicos reconocidos 
13.2.b), el resto de posibilidades de identificación y autenticación que amita una concreta 
Administración con respecto a ella misma ¿qué posibilidad hay de que sean admitidas ad 
extra por otra/s Administración/es? La solución la ofrece el art. 21 que regula, 
                                                            
336 Eso sí, para mayor garantía de todos los implicados (Administración, los funcionarios actuantes y los 
propios ciudadanos) se añade (art. 22.2) que todo ello tendrá lugar tras la necesaria identificación 
delante del funcionario y después de la prestación de su consentimiento expreso, del cual deberá 
quedar constancia por si en un futuro hubiere discrepancia o litigio. 
337  
posibilidad para quienes carezcan de los medios de identificación y autenticación necesarios, pero no 
para quienes teniéndolos no saben emplearlos adecuadamente  
 Isaac MARTÍN DELGADO (2010; p 527) entiende 
personas que, aun en posesión de algún tipo de firma, carecen del concreto sistema exigido para la 
 
338 Como bien dice Isaac MARTÍN DELGADO (2010; pp 527-528) tratándose del ejercicio de una auto-
ridad pública únicamente puede ser llevada a cabo por un funcionario público, no siendo posible 
cosa que hizo alguna Comunidad Autónoma  
el art. 22 de la LAE es básico. 
 En el mismo sentido, restrictivo y limitado exclusivamente a funcionario público, Montserrat VIVES 
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precisamente, la interoperabilidad en materia de acreditación, contemplando dos supuestos 
distintos: 
 Un primero, en el apdo. 1, sobre aquellos emitidos por prestadores de servi-
cios de certificación lógicamente, se trataría de prestadores no incluidos en la 
Administraciones Públicas la información339 que sea precisa en condiciones 
que resulten tecnológicamente viables y sin que suponga coste alguno para 
340. 
 Un segundo, en el apdo. 2, relativo a los demás tipos de firma electrónica, 
cuya admisión se hará atendiendo a principios de reconocimiento mutuo y de 
reciprocidad. 
c) La representación electrónica 
La representación que se regula en el Derecho Administrativo general (art. 32 de 
la LRJAPyPAC) es una figura con una larga historia, con una regulación definida, lógica 
y conocida y, consecuentemente, con una generalizada y ordinaria utilización, a veces, 
incluso, de forma inconsciente, por parte de los ciudadanos. 
La LAESP también se refiere a la posibilidad de que un tercero pueda llevar a 
cabo una actuación ante las Administraciones en nombre de un interesado341 a la que, 
                                                            
339 Julián VALERO TORRIJOS (2013; pp 244-245) resalta la problemática añadida de la participación de 
un terce este último deberá conservar ¿durante cuánto tiempo?  los 
medios adecuados que permitan hacer las comprobaciones necesarias acerca del estado de validez o 
revocación de los certificados en el concreto momento en que el documento fuera firmado 
un proceso eminentemente técnico co
de las Administraciones (Julián VALERO TORRIJOS (2008; p 67). 
340 De ahí que sorprenda que los certificados electrónicos Clase 2 CA y similares expedidos por la 
FNMT-RCM, sin duda los más extendidos, sean admitidos sin discusión cuando, para la compro-
bación de su validez o revocación, se exige el pago de cierta cantidad. 
341 Santiago SEGARRA TORMO (2004; p 541-542), cuando aún no se había aprobado la LAESP, 
valoraba positivamente fomentar la actuación a través de terceros también cuando se emplean medios 
agilizar al máximo los procedimientos administrativos sin detrimento de los derechos de los 
administrados; porque permite dar acceso a las ventajas que ofrecen las TICs a aquellos ciudadanos 
que aún no tienen acceso a ellas; y porque la Administración resulta beneficiada al ser mayor el 
número de actuaciones que se realizan por medios telemá  
 
solicitudes y la acreditación de la representación se realizan simultáneamente. (...) En caso de 
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández página 168 
por llevarse a cabo a través de medios telemáticos, se le podría añadir el adjetivo elec-
trónica . Ahora bien, ello no debe llevarnos a concluir que una y otra son lo mismo y 
que la única diferencia radica en los instrumentos empleados. Se trata, a la postre, de una 
representación específica y totalmente distinta desde el momento en que: 
1. Ya no es suficiente con tener capacidad de obrar, sino que se exige la previa 
habilitación en la que se especificarán las condiciones y deberes a los que se 
comprometen  otorgada expresamente 
general o específico a ciertas personas físicas o jurídicas autorizadas para la realiza-
ción de determinadas transacciones electrónicas en representación de los 
 
2. Asimismo, si en el Derecho Administrativo general la representación se 
presume con carácter general, debiéndose acreditar o lo que es lo mismo, 
debiéndose exigir la oportuna acreditación  solo para determinadas actua-
ciones342, aquí se presume para todo tipo de actuaciones a la vez que se podrá 
requerir en cualquier momento la acreditación de esta representación. 
n temor a equivocarse, que esta figura 
está mucho más próxima a la de colaborador social que regula el art. 92 de la LGT, 
colaboración para cuya validez se exige la previa firma del oportuno convenio o acuerdo 
con la AEAT que permitirá la realización de múltiples trámites y actuaciones por vía 
burocrática pero también por vía telemática en representación de terceras personas pero 
en todo caso dentro del ámbito tributario. 
4.2.5. Descripción del contenido básico de la Ley 11/2007 (IV). Do-
cumentación y archivística electrónicas 
En un entorno que se caracteriza precisamente por la desaparición de la sujeción 
estricta, salvo determinadas excepciones, al tiempo (atemporalidad) y al espacio (ubicui-
                                                                                                                                                                        
relacionarse por medios telemáticos ¿en qué orden se deben presentar? (...) Las opciones posibles son: 
aportar primero la representación y realizar luego la actuación; o realizar primero la actuación y 
 
 La regulación que hizo la LAESP evita ese problema desde el momento en que configura una repre-
sentación de distinta índole, que solo puede llevar a cabo quien tiene la previa habilitación expresa.
342 Para presentar solicitudes y recursos, para renunciar a derechos y para desistir de procedimientos (art. 
32.3 de la LRJAPyPAC). 
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dad y accesibilidad) es lógico pensar que los documentos intervinientes también pierdan 
la necesidad de un soporte físico y se transformen en documentos virtuales o digitales. 
Ello conlleva de por sí una problemática a la que ya había comenzado a dar solución la 
LRJAPyPAC  que no se queda ahí, sino que se extiende a otras cuestiones directamente 
relacionadas con ellos como son copias, expedientes y archivos. 
a) Documentos electrónicos y sus copias 
La letra j) del Anexo de la LAESP define documento electrónico de una forma 
muy amplia343 n forma electrónica, archiva-
da en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible de 
identificac  
Antes de avanzar en la descripción del contenido de la regulación al respecto 
formales (continente) frente a los materiales (contenido), de modo que ello puede 
344. 
La delimitación de cuando nos hallamos ante un documento electrónico original 
no supone mayores problemas. Según la LAESP (art. 29.1) los documentos administrati-
vos electrónicos345 se considerarán válidamente emitidos cuando además de los requisitos 
generales (fijados por la LRJAPyPAC: competencia, contenido, forma) incorporen una o 
varias firmas electrónicas. Además, deberán incluir siempre una referencia temporal346 
                                                            
343 
Administraciones Públicas y la producida por ellas, sino que también pueden incluirse toda la 
información en poder de las mismas, incluida la aportad
Javier SANZ LARRUGA, 2010; p 701). 
344 Julián VALERO TORRIJOS (2014; p 233). 
345 
en particular, entre documentos electrónicos, informáticos y telemáticos que establecen Josep 
OCHOA MONZÓ/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ vid. nota al pie núm. 58.
346 Necesaria no solo para determinar el momento a partir del cuál son eficaces, tanto si tienen eficacia 
inmediata como si debe ser aplazada o se puede retrotraer; sino, y esto es específico de la e-adminis-
tración, para comprobar si en el momento en que se firmó electrónicamente el documento los 
sistemas de firma electrónica estaban vigentes (es decir, si no estaban caducados o no habían sido 
revocados). 
 Para Julián VALERO TORRIJOS (2013; p 266) su omisión o ausencia no puede ser considerada un 
vicio de validez sino de eficacia por no poder demostrarse el momento en que fue generado. Si bien 
en la gran mayoría de casos así será, discrepo de afirmación tan rotunda por cuanto al existir una 
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que, solo cuando la naturaleza del documento lo requiera347, se garantizará a través de 
medios electrónicos (es lo que se llama sellado de tiempo). Como lo importante no es el 
soporte sino el contenido y su elaboración, los documentos administrativos electrónicos 
guien-
348. 
Por otro lado, y aunque la Ley no los cite expresamente, también hay que 
considerar los documentos particulares o privados electrónicos pues a ellos se refiere al 
tratar su posible copia (art. 30.1), su incorporación a un procedimiento como documen-
ta  y ello es lo correcto de acuerdo con 
el art. 3 de la LFE , que serían los emitidos y presentados por los ciudadanos y a los que 
se les exigirá también que cuenten al menos con una firma electrónica válida.
Más compleja es la cuestión de las copias, dado que hay hasta tres posibles combi-
naciones original-copia349 donde aparecen, de algún modo u otro, elementos electró-
nicos y que son objeto de consideración por la Ley. 
La primera de ellas es la de copia electrónica de original también en formato electrónico. 
En este caso la LAESP no hace distinción entre que el documento original sea adminis-
trativo o particular350. En todo caso los duplicados tendrán la consideración de copia 
auténtica siempre que el original se encuentre en poder de la Administración351 y que la 
información de la firma electrónica y, en su caso, de sellado de tiempo permitan 
comprobar la coincidencia (art. 30.1). 
                                                                                                                                                                        
competencia, no tratada con frecuencia por la doctrina, como es la temporal, el sellado de tiempo podría 
ser decisiva para decidir si el acto fue dictado o no por persona que en ese momento ostentaba la 
competencia; imagínese un supuesto en que una autoridad, una vez cesada en su cargo, o un 
funcionario una vez tomada posesión de un nuevo puesto obtenido por concurso, utiliza su 
certificado electrónico para adoptar y firmar una serie de actos o resoluciones para los que, en ese 
momento concreto no era el competente. 
347 P.ej. en las actuaciones de los registros electrónicos para dejar constancia del día e incluso de la hora 
exacta de presentación o salida de un escrito o comunicación. 
348 Francisco Javier SANZ LARRUGA (2010; pp 709-710). 
349 La cuarta posibilidad de combinación (original en formato papel y copia también en formato papel) 




351 Francisco Javier SANZ LARRUGA (2010; pp 717-
encuentre en poder de la Administración» parece un tanto redundante salvo que se quiera referir al 
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La doctrina, con ligeras variaciones entre los autores, pone en entredicho poder 
seguir manteniendo la diferenciación entre original y copia cuando ambos figuren en 
formato electrónico. Así, para algunos autores siempre que se mantenga el carácter 
electrónico se debe rechazar diferenciar entre original y copia352. Sin embargo, para otros 
sí se debe hacer diferenciación si, aun manteniendo tal condición, hay cambio de 
 electrónico353. Personalmente, comparto esta segunda corriente ya que la 
conversión de un documento o archivo informático en otro puede suponer pérdida de 
información354, con lo cual se hace necesario diferenciar entre el original y copia para 
que, si fuere preciso, llegado el momento se deba proceder a su comparación y cotejo o 
compulsa. 
La segunda posibilidad es la de copia en papel de original en formato electrónico. Es rela-
tivamente frecuente que se impriman documentos administrativos electrónicos por el 
                                                            
352  
plantearnos si los documentos originales generados y almacenados por estos medios pueden 
distinguirse efectivamente de las copias en soporte electrónico, informático o telemático que al efecto 
se puedan expedir. Es evidente que si el documento original se encuentra almacenado en soporte 
electrónico, informático o telemático toda copia que se genere o expida en el mismo soporte será 
idéntica al documento original que se encuentra almacenado (...). Por estas razones debemos 
plantearnos si resulta conveniente seguir manteniendo en el ciberprocedimiento la distinción entre 
documento y copia cuando el documento se haya generado y conservado en soporte electrónico, 
Vid. también Rafael OLIVER CUELLO (2007; p 232).
353 P.ej. Julián VALERO T
copia se encuentran en soporte electrónico, la equiparación entre la segunda y el primero sólo tendría 
sentido en el caso de que el formato, a pesar de ser electrónico, no fuera idéntico ya que, de lo 
 
 En un sentido más radical, para Lorenzo COTINO HUESO (2010; pp 297- mento 
electrónico es el paquete de información en la base de datos correspondiente sea cual sea su soporte, y 
cuando se precisa acceder a su contenido, se pasa al formato inteligible y útil para el humano (por 
Desde su punto de vista, toda manifestación visual, aunque fuere electrónica, de ese paquete de datos 
abrir un archivo informático sin llevar 
a cabo ulteriores modificaciones  a lo que da lugar es a un visionado de su contenido, pero no a un 
nuevo archivo, documento o soporte, que es lo que debe considerarse, en un sentido estricto, copia. 
Sería tanto como comparar lo que acontece con un documento en papel: si se fotocopia o se escanea, 
se crea una copia; si simplemente se lee id est, se visiona  su contenido, no.  
354 Piénsese, p.ej., que la conversión de un documento generado con un procesador de textos, de una 
base de datos, de una hoja de cálculo, de un dibujo técnico, etc. a un documento .pdf (quizás el 
formato más empleado), a una imagen tipo .tiff (también empleado a veces) o a formatos similares, 
puede suponer la pérdida de gran cantidad de metadados o la adición de otros nuevos, puede implicar 
la pérdida de resolución de imagen, puede permitir la refundición de varios archivos en uno solo con 
¿Contienen la misma información y datos? ¿Se puede apreciar en el segundo documento todo el 
contenido tal y como se veía en el original? 
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simple deseo de guardar una copia en papel o para presentar en otro procedimiento 
como documentación complementaria. En este caso, la Ley ofrece una solución 
concreta para el caso de los documentos administrativos: la copia tendrá la 
consideración de copia auténtica si incluye la impresión de un código u otro sistema de 
verificación que permita contrastar su autenticidad mediante una simple consulta al 
archivo electrónico correspondiente (art. 30.5). Pero queda coja al no ofrecer una res-
puesta similar a la impresión en papel de documentos electrónicos presentados por los 
particulares (situación, de hecho, que puede no ser necesariamente extraña): ¿habrán de 
ser objeto de compulsa o cotejo?, ¿en caso de uso interno puede omitirse toda diligencia 
una vez constatada la procedencia de su original?, ¿habrá de requerirse al interesado para 
su comparación y cotejo?... 
El último tipo es el de copia electrónica de original en formato papel. Este proceso 
supone lo que se llama digitalización. Ahora bien, se hace necesario distinguir la de docu-
mentos administrativos de la de particulares. 
La digitalización de documentación administrativa supone un importante y 
necesario paso para el acceso on line a los archivos y registros. Estas copias electrónicas 
se considerarán copias auténticas si se cumplen los requisitos del art. 46 de la 
LRJAPyPAC (art. 30.2). Tal es la validez que le otorga la Ley a esta digitalización que 
permite incluso que cada Administración establezca los términos y condiciones bajo los 
cuales los documentos originales reproducidos puedan ser destruidos (art. 30.4), lo cual 
repercutiría además en la reducción de espacio y en los costos de mantenimiento y 
conservación de la documentación en papel. Con la digitalización de documentación por 
un particular nos encontramos con una situación un tanto peculiar. En principio, el 
proceso lo puede llevar a cabo la Administración que reciba la documentación a través 
de un proceso automatizado mediante el correspondiente sello electrónico  o no, pero 
ia. En este caso, por tener su origen en un 
funcionario fedatario o en un proceso automatizado, dichas copias electrónicas 
disfrutarán de la misma validez y eficacia que el original (art. 30.3). Aunque la LAESP 
no le llame así, esto constituye la llamada compulsa electrónica355 pues su fundamento es el 
mismo que el de la compulsa o cotejo tradicionales: comparación de un documento 
                                                            
355 -DAEXG (arts. 29.5 y 30). 
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original y una copia del mismo para que, funcionario o autoridad administrativa debida-
mente autorizado, y tras comprobar que no hay alteraciones de contenido, diligencie 
esta segunda haciendo constar la identidad entre uno y otra. 
Ahora bien, no deja de ser curiosa y, según se mire, peligrosa  la posibilidad 
abierta por el art. 35.2 que bien podría calificarse de autocompulsa  por cuant -
resados podrán aportar al expediente copias digitalizadas de los documentos, cuya 
fidelidad con el original356 garantizarán mediante la utilización de [su propia] firma 
puede hacerla la Administración, 
en primer lugar, acudiendo a los archivos administrativos y, excepcionalmente y solo si 
lo primero no es posible, requiriendo al particular la exhibición del documento 
original357. 
Se echa de menos que la Ley no hubiese establecido las consecuencias derivadas 
en que la comprobación a posteriori de la Administración es, atendiendo a la redacción 
del precepto, potestativa. 
Es curioso que la LRJAPyPAC no haya dedicado ni una sola línea a regular 
aspecto alguno del expediente administrativo358. En su lugar, ha tenido que ser una 
norma que tiene carácter general y básico para las Entidades que integran la 
Administración Local pero no para todas las Administraciones, como es el Real Decreto 
2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcio-
namiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, la que haya ofrecido una definición y 
descripción del mismo359. La LAESP, corrigiendo esa carencia de la LRJAPyPAC, dedica 
un artículo, el 32, todo él de carácter básico, a la contemplación del expediente electrónico. 
                                                            
356 
 2010[2]; p 626). 
357 
aportación documental deviene, prácticamente, obligatorio [2]; p 
627) [la cursiva es mía]. 
358 Hasta el punto que Julián VALERO TORRIJOS (2008; p 54 y también en 2013; p 269) habla clara-
cu
359 cumentos y 
actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las 
diligencias encaminadas a ejecutarla. 2. Los expedientes se formarán mediante la agregación sucesiva 
de cuantos documentos, pruebas, dictámenes, decretos, acuerdos, notificaciones y demás diligencias 
deban integrarlos, y sus hojas útiles serán rubricadas y foliadas por los funcionarios encargados de su 
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Este precepto lo tos electrónicos [por ello, tanto 
administrativos como particulares] correspondientes a un procedimiento administrativo, 
cualquiera que sea el tipo de información que contengan  
Al igual que en el expediente tradicional burocrático, ha de garantizarse su 
integridad lo cual tiene lugar, como no podía ser de otro modo, mediante un índice elec-
trónico, que debe ser firmado por la Administración, órgano o entidad actuante. Ello 
permitirá además, y pese al anacronismo del término y claro lastre del formato papel, su 
foliado. Ahora bien, frente al expediente papel, el electrónico supone enormes ventajas, 
como es que un mismo documento electrónico forme parte de varios expedientes 
distintos360 o que la remisión de expedientes se agilice al poder ser sustituida por la 
puesta a disposición del expediente electrónico361. 
Cuando se manejan los expedientes en formato papel, éstos deben ser almacena-
dos o archivados en la propia dependencia o en otra próxima, pero en todo caso de 
forma que sea posible su consulta fácil y rápida, debido a que aún tienen 
por cuanto pueden ser objeto de recurso, revisión, consulta, etc. Este archivo recibe 
tradicionalmente el nombre de archivo de oficina o de gestión. Sin embargo, el espacio 
físico es limitado, la cantidad de expedientes crece continuamente y su utilidad práctica 
disminuye, de modo que las Administraciones se ven avocadas a llevar a cabo purgas y 
filtrados. Estas tareas implican la destrucción completa del documento en caso de que 
                                                            
360 Esto es posible debido a que, a diferencia del expediente tradicional, basado en la incorporación física 
de documentos, uno tras otro, ordenados temporalmente y numerados, el expediente electrónico se 
basa en la acumulación virtual de documentos, esto es, una relación de vínculos a documentos 
electrónicos acumulados en algún directorio de uno o varios servidores. 
361 
ahora, habían basado la práctica administrativa, caracterizada por la centralización en la gestión y el 
carácter secuencial de los docu
deslocalizado de gestión de la información y, por tanto, también de su manifestación documental que, 
por otra parte, ha perdido gran parte de su sentido tradicional en tanto que soporte de la información 
administrativa puesto que, en definitiva, lo importante ya no es la constancia documental de la misma 
sino, más bien, su integridad y autenticidad. Como consecuencia inexorable, las garantías que 
tradicionalmente se habían articulado para el expediente administrativo han tenido que adaptarse a 
esta nueva realidad, desplazándose el núcleo de la regulación a este respecto en un doble sentido ya 
que, de una parte, la responsabilidad en su generación y gestión ya no pertenece centralizadamente a 
un órgano o unidad administrativos y, de otra, las garantías en gran medida son de carácter 
TORRIJOS, 2012; p 97). En términos parecidos Julián VALERO TORRIJOS (2008; p 55) que habla 
de modelo de gestión documental caracterizado por la dispersión de la información, de modelo 
deslocalizado, de responsabilidad dispersa y de mayor importancia de la integridad y la autenticidad 
que la constancia documental. 
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pierda su utilidad o, si se mantiene, la cancelación de los datos personales que contengan 
o su disociación del documento soporte. De este modo, a medida que pasan una serie de 
períodos de tiempo legalmente establecidos por cada una de ellas, van siendo reenviados 
a distintos archivos (normalmente denominados, progresivamente, como archivos 
centrales, intermedios e históricos). 
La importancia de este proceso es de tal magnitud que muchas Administraciones 
han dictado normas relativas a su patrimonio documental, normas que, por supuesto, 
van a seguir vigentes mientras subsista documentación en soporte físico conservada en 
los diferentes archivos administrativos. Ahora bien, debido a la facilidad de almacena-
miento362 y consulta363 de los formatos electrónicos, estas normas podrían no tener 
sentido ni serles aplicables porque dichos documentos no tendrían por qué pasar por 
esas fases de purgado y filtrado, o por lo menos no con tal intensidad. Sin embargo, la 
regulación relativa a archivos electrónicos que contiene la LAESP no tiene carácter básico, 
de modo que cada Administración podrá establecer las condiciones al respecto364. 
b) Los registros electrónicos 
Tradicionalmente, toda ley que regula el funcionamiento de una Administración 
o un tipo de Administraciones tiene especial cuidado en incluir y regular el tema de los 
registros administrativos por cuanto estos pueden ser considerados, no sin motivo, la vía 
principal de contacto de los ciudadanos con las instituciones. Ya se ha visto que la pri-
migenia y obligatoria informatización de los registros contemplada en el art. 38 de la Ley 
                                                            
362 Apenas ocupan espacio físico; en realidad ocupan espacio virtual y quienes necesitan espacio son los 
dispositivos de almacenamiento que los contienen. 
363 
Sobraría con que el almacenamiento electrónico se lleve a cabo en una serie de formatos que 
garanticen la conservación y la compatibilidad con aplicaciones futuras y con que se disponga de 
buenas bases de datos y de buenos buscadores. 
364  respetuosa con el diseño constitucional sobre el 
reparto de competencias en materia de archivos que, en virtud del art. 149.1.28ª de la CE, reconoce la 
competencia declarada exclusiva por la mayor parte de los Estatutos de Autonomía  sobre los de 
titularidad no estatal de interés para las Comunidades Autónomas, además de la competencia ejecutiva 
LARRUGA, 2010; pp 726-727).  En consecuencia, la LAESP no impone, a priori, su creación 
obligatoria. 
 Ahora bien, Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; pp 100-101) 
afirman que sí constituyen un elemento obligatorio de toda e-
necesaria viene determinada por los derechos reconocidos a los ciudadanos, en particular, por lo que 
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30/1992 se mejoró a finales de 2001 con la posibilidad de su tecnificación a través de la 
creación de lo que denominó registros telemáticos bastante limitados en sus cometidos. 
Es ahora, la LAESP, la que da un cambio notorio a la materia obligando365 a las 
Administraciones a crear en su seno por lo menos un sistema de registros electrónicos366 
367, sirvan para recoger y remitir 
todo tipo de solicitudes, escritos y comunicaciones, creación que ha de tener lugar a 
través de una norma a la que le deberá dar publicidad a través del diario oficial 
correspondiente y de la sede electrónica (arts. 24.1, 24.3 y 25.1). 
Tanto la vocación de universalidad368 como la tendencia a la interoperabilidad 
podrían ser una ocasión inmejorable para insta 369. Sin embargo, 
                                                            
365 También consideran obligatorios los registros electrónicos, junto con la sede, las notificaciones 
electrónicas, el archivo electrónico y las firmas electrónicas, Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Ju-
lián VALERO TORRIJOS (2012; p 60) e Isaac MARTÍN DELGADO (2012[1]; apdo. II; también en 
2009[2]; pp 61 y ss). 
 Rotundo se muestra Lorenzo COTINO HUESO (2010; p 246; también en 2011; p 26) al poner de 
sostiene dudas con respecto a las sedes (op. cit. 2010; p 245). 
 Finalmente, no es tan tajante María Dolores REGO BLANCO (2010; p 543) que utiliza la expresión 
se diría  
366 
[Ambos] pueden organizarse por separado pero entendemos que lo recomendable es que el registro 
el registro 
electrónico. Puede ser una solución inicial, y más condicionada a la implantación tecnológica de una 
nueva plataforma de registro telemático que deba convivir con el presencial ya implantado, pero a 
medio plazo lo normal sería ir a un único registro; por otro lado, hay que suponer que el registro 
electrónico será el más utilizado en el futuro, con lo que sería un poco contradictorio que fuera el 
 
 La clasificación en generales y auxiliares 
impedimento legal básico para que los registros electrónicos puedan tener una u otra consideración 
ónicos 
Dolores REGO BLANCO, 2010; pp 540-541). 
367 Son auténticos registros públicos, y no un mero instrumento, cuya única diferencia con los registros 
d trónico y su consecuente distinto funcionamiento, pero que, en todo 
caso, producen los mismos efectos. Vid
datos que refleja el registro electrónico deben tenerse por correctos, en cuanto forman parte de un 
registro público, sin perjuicio de que el demandante pruebe la falta de corrección del mismo, a través 
  
368 O principio de polivalencia, expresión usada por María Dolores REGO BLANCO (2010; pp 547 y ss). 
369 
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esta posibilidad se echa a perder370 desde el momento que la Ley distingue distintos tipos 
de documentos que cada registro electrónico puede admitir (arts. 24.2, 24.3 y 25.2): 
a) Para empezar, pueden (sic)371 recoger todo documento electrónico norma-
lizado correspondiente a los servicios, procedimientos y trámites que se 
especifiquen en la norma de creación, relación que deberá figurar publicada 
en la sede electrónica372. 
                                                                                                                                                                        
encargándose la primera de r
2004; p 566).  De un modo parecido, en palabras de María Antonia ARIAS MARTÍNEZ (2012; p 
locutor único» al cual deba dirigirse un prestador para realizar todos los 
p
suficiente de no 
ser necesario dirigirse a otros puntos de información y gestión  y no en el sentido de exclusivo de que 
solo pueda existir una ventanilla  
diferentes ventanillas únicas, siempre que para el prestador estos centros sean únicos; es decir, que 
op. cit. p 
187). Ambos autores coinciden en la dificultad de su instauración en España Santiago SEGARRA 
erentes Administraciones Públicas cuentan con sistemas informáticos 
op. cit. p 567) y María Antonia ARIAS MARTÍNEZ en base a la estructura del Estado 
y el complejo reparto de competencias (op. cit. p 185) , cuestión a la que la regulación de la LAESP no 
contribuye a paliar. vid. también César CIERCO SIERRA (2011; pp 199 y 
ss) o Eduardo GAMERO CASADO (2014; pp 115-116). 
370 
Portal 060 (www.060.es), 
creado en virtud del art. 8.2.b de la LAESP como punto de acceso general para la Administración 
General del Estado, pretende ser algo muy próx
propia página web declara que ofrece información sobre las actividades, organización y 
funcionamiento de los tres niveles de administración general, autonómica y local. Sin embargo, una simple 
navegación por sus diversas pestañas ponen de manifiesto que la información que ofrece de las 
Administraciones autonómicas es mínima y la disponible respecto de las Entidades Locales 
prácticamente inexistente. 
 Las ventajas que aportaría la efectiva existencia y el adecuado funcionamiento de un portal único de 
Administración en un único portal tiene ventajas para los ciudadanos, que encuentran todos los 
servicios referidos a su ámbito geográfico agrupados en un único punto virtual, y también para las 
ZATARAÍN DEL VALLE, 2004[1]; pp 286-287). 
371 Es de criticar la dicción del precepto. El té
discrecional, de recoger o no una documentación basándose en distintos criterios: oportunidad, 
interés, adaptación del formato de documento al sistema de registro, decisión puntual para un 
proced
documentación que justifica la creación del registro electrónico sino que precisamente son los 
expresamente recogidos en la norma de creación, sería más correcto empl
posibilidad para los siguientes apartados. 
372 -
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b) También pueden recoger cualquier solicitud, escrito o comunicación distinta 
de los expresamente mencionados en la norma de creación dirigido a 
cualquier órgano o entidad del ámbito de la Administración titular373 del registro, 
posibilidad que debe figurar contemplada también en la sede electrónica. 
c) Por último, los registros electrónicos pueden recoger solicitudes, escritos y 
comunicaciones de la competencia de otra Administración, pero mediante la 
firma del oportuno convenio374. 
Además de la relación de documentos admisibles, la norma de creación tiene que 
hacer referencia al órgano o unidad responsable, a la hora y fecha oficiales y a los días 
declarados inhábiles a efectos de cómputo de plazos (art. 25.1). 
En cuanto a su funcionamiento es posible decir que, si bien a diferencia de los 
registros tradicionales, sujetos a un horario de atención al público, deberán permitir la 
presentación de escritos todos los días del año durante las 24 horas375 (art. 26.2), al igual 
que aquéllos (1) permitirán aportar documentación anexa, siempre que se cumplan los 
estándares de formato y requisitos de seguridad (art. 25.4) y obtener un justificante de lo 
presentado, consistente en este caso en la emisión de manera automática376 de una copia 
                                                            
373 
(María Dolores REGO BLANCO, 2010; p 549). 
374 
falta de interoperabilidad de los sistemas. María Dolores REGO BLANCO (2010; p 550) considera 
que, teniendo en cuenta cómo funcionan los registros telemáticos en la práctica se reducirá la 
ejemplo, para poder seguir ofreciendo servicios en supuestos de funcionamiento anómalo o incluso de 
 
 En cualquier caso, vista la redacción de estos dos últimos apartados, y comparándola con el art. 38.4 
de la LRJAPyPAC, la que sí es lógica es la afirmación de Eduardo GAMERO CASADO/Severiano 
 
375 Por eso, y salvo que la norma permita presentar documentación en día inhábil, cuando se presente un 
escrito o documentación en día inhábil ésta se entenderá realizada en la primera hora del primero día 
hábil siguiente (art. 26.3). 
376 Obsérvese la ventaja del registro electrónico frente al tradicional. Aquí el recibo se genera de modo 
obligatorio y automático. En la regulación de la LRJAPyPAC el administrado tiene derecho a obtener 
copia sellada de los documentos que presente, pero tiene que ser solicitado y además las copias deben 
ser aportadas por él junto con los originales (no le quita ese carácter rogado el hecho de que alguna 
Administración, como la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, reconozca el derecho de los 
ciudadanos a obtener gratuitamente estas copias de la Administración). 
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autenticada377 del escrito con indicación de fecha, hora y número de entrada378 (art. 25.3). 
Ahora bien, la norma reguladora que una concreta institución apruebe para su puesta en 
funcionamiento debería prestar atención a regular con detalle determinados extremos no 
contemplados en la LAESP que, por suponer situaciones y problemas muy diferentes a 
los que se plantearían o que no se plantearían siquiera  en los registros presenciales, 
contribuyesen a la seguridad jurídica del usuario379.  
Debido a que en 2007 muchas Administraciones ya contaban con registros 
telemáticos, creados al amparo del art. 38 de la LRJAPyPAC, la disposición transitoria 
única de la LAESP establece que desde su entrada en vigor éstos pasarán a considerarse 
registros electrónicos y como tales a regirse por los arts. 24 a 26 de la LAESP. 
c) Las comunicaciones electrónicas 
Debido a su rapidez, a su eficacia y a su seguridad, la LAESP fomenta el uso de 
las comunicaciones a través de medios tecnológicos, pero mientras que respecto de las 
relaciones entre Administraciones380 impone que se empleen preferentemente medios 
electrónicos cuyas condiciones de uso serán determinadas por las Administraciones 
participantes (art. 27.7)  respecto de las interacciones Administración-ciudadano estos 
podrán elegir la manera de comunicarse con ellas, sea por medios electrónicos o no.
Para comprender en su plenitud el alcance real de este derecho a elegir la vía o 
medio de comunicación se hace necesario añadir una serie de puntualizaciones 
atendiendo a lo dispuesto en los puntos 1 a 6 del art. 27: 
                                                            
377 
firma electrónica avanzada, equivaldrá a la copia sellada según lo dispuesto en los artículos 35.c) y 
VES CRUELLS, 2009; p 42). 
378 En esto consiste precisamente el sellado de tiempo, servicio prestado por las autoridades de sellado de 
tiempo. 
379 Me estoy refiriendo a aspectos como el momento y forma de expedir el justificante de presentación, el 
que haya de considerarse el momento de presentación cuando haya documentación anexa (¿el inicio 
A todos ellos sí presta especial atención María Dolores REGO BLANCO (2010; p 555 y ss). 
380 Con más razón en las intraadministrativas. En cualquier caso, unas y otras tradicionalmente 
constituyen una importante fuente de papeleo, muchas veces inútil. Como bien dice María José POLO 
GÓMEZ (2009[2] nas son el auténtico motor oculto de la 
administración y, sin lugar a dudas, un caudal inagotable de generación de papel: notas internas, 
oficios, de-
todos quieren conservar una copia. 
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La elección de la vía telemática puede ser tanto directa y expresa381 cuando 
inicien un procedimiento por vía telemática o cuando solicitan tal vía en un 
escrito o solicitud  como indirecta cuando es la Administración quien les 
propone el uso de un medio electrónico y los ciudadanos consienten en su 
uso . En este último caso, el consentimiento tiene que ser expreso y se 
podrá requerir y recibir por medios electrónicos. 
 Si el administrado ha optado por la vía electrónica, la libertad de elección no 
abarca cualquier medio sino alguno de los disponibles. De hecho, la relación 
de medios electrónicos que en cada supuesto podrán emplear los 
ciudadanos para su comunicación con la Administración se hará pública en 
el diario oficial correspondiente y en su sede electrónica. En todo caso los 
requisitos de seguridad e integridad que pueda implicar su empleo estarán 
en consonancia con el principio de proporcionalidad. 
 La libertad de elección es tal que el ciudadano en cualquier momento podrá 
cambiar el medio elegido, e incluso volver a la vía no electrónica. 
 Pese a todo, es posible que existan supuestos en los que dicho derecho pue-
da ser exceptuado: tanto aquellos en los que una norma con rango de Ley 
establezca o infiera el uso de medios no electrónicos, como aquellos en los 
que reglamentariamente se pueda imponer el uso de medios electrónicos382. 
En todo caso, lógicamente, estas comunicaciones telemáticas serán válidas 
siempre que exista constancia de ciertos extremos, como son (a) la identificación 
fidedigna de remitente y destinatario, (b) fecha de envío, (c) su contenido íntegro y (d) el 
hecho mismo de la transmisión y la recepción (art. 25.3). 
Desde mi punto de vista, las notificaciones son un tipo más de comunicación, 
aunque especial debido a que cuentan con unos requisitos, unas funciones y unos 
                                                            
381 -
derarse suficiente que se rellene una solicitud o ficha para la Administración en la que aparezcan 
casillas para los datos de correo electrónico, o de número de móvil, sin la especificación de que no son 
 
382 De manera análoga que no igual, como se verá  a como hacía la disposición adicional decimoctava 
de la LRJAPyPAC solo cabría respecto a determinadas personas jurídicas o colectivos de personas 
físicas que reúnan ciertas condiciones y características que hagan presuponer un adecuado acceso y 
uso de este tipo de medios. 
 En cuanto a los problemas que puede suscitar la imposición de la vía telemática vid. el apartado 8.4.
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efectos concretos383. La principal consecuencia de esta consideración es que la regula-
ción que se haga de las comunicaciones funciona como una especie de régimen general, 
aplicable por tanto también a las notificaciones, y que las peculiaridades de éstas que 
podrían constituir un régimen específico  puedan/deban ser contenidas en un apartado, 
artículo o capítulo específico, incluso en sede de procedimiento administrativo. 
Hay, sin embargo, aunque las «comunicaciones» son un 
género amplio que comprende las notificaciones, se trata de cosas distintas 384, aserto 
que implica que las segundas tienen unos preceptos aplicables propios, no pudiendo 
serles aplicables en ningún caso, salvo que expresamente así se proclame, los 
correspondientes a las primeras. Esta última parece ser la postura del legislador desde el 
momento que regula las notificaciones electrónicas en un artículo independiente, el 28, en el 
que allende regular aspectos ciertamente novedosos incluye otros que prácticamente 
remedan lo establecido para las comunicaciones electrónicas, siempre relacionados 
exclusivamente con su práctica385, como (1) que se podrán llevar a cabo solo cuando los 
interesados hayan señalado ese medio como el preferente386 o cuando estos hayan 
consentido en su empleo387, (2) que la elección y el consentimiento podrán emitirse y 
                                                            
383 Este es el punto de vista de la STS de 22/2/2012, que considera las notificaciones electrónicas como 
27.6 contiene una 
habilitación para que reglamentariamente se determine el modo en que las «comunicaciones» pueden 
 
 También el de María Dolores REGO BLANCO (2010; p 566) al decir que las comunicaciones 
«comunicaciones cualific
op. cit. p 580). 
384 Voto particular del Magistrado Manuel Vicente GARZÓN HERRERO en dicha STS de 22/2/2012. 
385 La LAESP no se refiere 
que recaen sobre su contenido. Por ello, las notificaciones electrónicas siguen, como antes, rigiéndose 
por el art. 58 LRJ- 2010; p 574). 
386 Como acertadamente señala y coincido con ella  María Dolores REGO BLANCO (2010; pp 
583-584), su señalamiento se hace como preferente, no como único o exclusivo
efecto de negar absolutamente a la Administración el uso de un medio presencial, cosa que podría ha-
cer si existieran razones materiales o de carácter técnico que impidieran practicar la notificación 
 
387 El hecho de que, no habiendo sido señalado como medio preferente, se permita notificar electrónica-
mente supeditándolo a que el interesado consienta 
 
 nifestación del administrado rechazando los 
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recabarse por medios electrónicos, (3) que los interesados podrán en cualquier momento 
del procedimiento requerir que las notificaciones sucesivas se dejen de practicar electró-
nicamente y se practiquen por cualquiera de los medios admitidos en la LRJAPyPAC y 
(4) que podrá haber supuestos en los que se imponga la vía electrónica y no sea posible 
la elección, remitiéndose, de hecho, al propio art. 27.6 de la LAESP. 
En cuanto a su práctica388 se debe resaltar: 
                                                                                                                                                                        
una notificación se llegase a practicar telemáticamente, ello no la convertiría en una notificación nula, 
sino simplemente defectuosa, entrando en juego ya que nada dice la LAESP el art. 58.3 de la 
LRJAPyPAC (María Dolores REGO BLANCO, 2010; pp 584-585). 
 Vid. p.ej. la Resolución 3699/09, de 18/6/2009, del Tribunal Administrativo de Navarra, donde se 
declara que 
avalista en el que se constata el conocimiento que tiene del contenido y alcance de la resolución objeto 
de notificación [unos párrafos antes se confirmaba que la interesada, en dicho escrito, solicitaba que 
no ejecutase el aval, pues tenía razones para oponerse a ello], por lo que es a partir de dicha fecha 
cuando 
alzada que motivó la resolución fue, teniendo en cuenta todo esto, desestimado por extemporáneo. 
 Bajo una argumentación confusa la Resolución de 25/4/2011 de la DGRN inadmite por extempo-
ráneo un recurso interpuesto por un notario frente a una calificación negativa de un registrador mer-
cantil que se le notifica mediante correo electrónico. Puede aceptarse el argumento quizás el 
concluyente  de que había una cierta aceptación del medio no solo porque la normativa registral la 
permite e incentiva sino porque el propio notario no la pone en duda en ningún momento; puede 
aceptarse que el empleo de dichos medios son una realidad en el ámbito registral y como tal no 
contenido de la calificación ha llegado a su conocimiento, según admite expresamente, por lo que el 
posible defecto formal en que se hubiera incurrido habría quedado sanado conforme al artículo 58.3 de la Ley 
nea-
mente el precepto mencionado, que literalmente dice que los posibles defectos formales de la 
notificación quedarán subsanados por el hecho de que el interesado interponga los recursos 
procedentes ¡desde ese momento, y no con efectos retroactivos! por lo cual en ningún momento 
podría hablarse de una interposición extemporánea. 
388 Un interesante estudio de las notificaciones electrónicas lo constituye el trabajo de Isaac MARTÍN 
DELGADO (2009[2] lo previsto con 
carácter general en el primer apdo. del art. 59.1 de la Ley 30/1992, de la regulación contenida en el art. 
28 Ley 11/2007 (que se completa con lo dispuesto en los apartados cuarto y quinto del propio art. 59), 
y de la aplicación analógica del art. 59.2 de la Ley 30/1992 para el caso de las notificaciones 
también de una serie de desventajas (pp. 55-56). 
 
características propias (pp. 64-65). Discrepo, no obstante, de tal opinión y considero que el supuesto 
derecho se englobaría dentro del general derecho al empleo de forma activa o pasiva de los medios 
electrónicos en las relaciones con la Administración, pues lo que pretendidamente lo caracteriza libre 
opción por tal medio, revocación en cualquier momento e imposición legal a la libre disposición sería 
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a) Que el sistema de notificación389 debe permitir dejar constancia tanto de la 
fecha y hora en que se produzca la puesta a disposición del interesado como de 
la fecha y hora en que tenga lugar el acceso de éste a su contenido.
b) Que es precisamente el momento de acceso a su contenido lo que a efectos 
legales se considera como notificación practicada. 
c) Pero que la puesta a disposición de los interesados es suficiente para dar 
cumplimiento al deber de notificar390 que tiene la Administración de 
acuerdo con el art. 42 de la LRJAPyPAC. De ahí que transcurridos diez días 
naturales391 desde la puesta a disposición sin que el interesado hubiera 
accedido a su contenido392 y salvo que se compruebe de oficio o la 
instancia de parte la imposibilidad técnica o material del acceso  se 
entenderá que la notificación ha sido rechazada393, con los efectos previstos 
                                                                                                                                                                        
igualmente predicable de cualquier otro elemento electrónico, lo que obligaría a hablar asimismo de 
derechos concretos al procedimiento electrónico, al diario oficial electrónico, al archivo electró
manifestaciones todas ellas del derecho genérico. 
389 
cen que 
no cualquier domicilio electrónico ni cualquier medio telemático sean aptos a efectos de notificaciones 
[2]; pp 83-84). 
390 de la que, gracias a la participación de entidades certifi-
cadoras de tiempo, va a quedar constancia, debidamente acreditada, de su fecha y hora  se interpreta 
LRJAPyPAC. 
 o ha casado la jurisprudencia del Tribunal Supremo, no ha de 
confundirse con la práctica efectiva por alguno de los medios permitidos, sino como eso: uno o varios 
intentos infructuosos de practicar la notificación, cuyo efecto inmediato es el de dar por cumplida la 
obligación de la Administración de resolver y notificar en plazo, siempre y cuando ello quede 
debidamente acreditado; pero que no la exime de seguir intentando la notificación por los demás 
medios que establece la Ley (publicación o notificación edictal) (vid. STS de 17/11/2003). 
391 Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]; pp 113 y ss), aunque admite la necesidad de establecer un plazo 
en virtud del principio de eficacia administrativa y de la necesidad de que la actividad administrativa no 
se vea paralizada 
 
392 Acreditar el momento de la puesta a disposición corresponde a la Administración; acreditar el 
momento concreto en que tiene lugar el acceso al contenido es cosa del sistema de mensajería o 
notificación electrónica elegido por el ciudadano (Isaac MARTÍN DELGADO, 2009[2]; pp 103-104). 
393 
(Santiago SEGARRA TORMO, 2004; p 565). Puede comprobarse fácilmente que esta regulación es 
ción es expresamente rechazada por el 
interesado. Cuando la notificación no se puede practicar por ausencia del interesado en el lugar de 
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en el art. 59.4 de la LRJAPyPAC: se tendrá por efectuado el trámite y se 
seguirá el procedimiento. 
Por último, se contempla, aunque de un modo más bien parco394, un sistema 
alternativo de notificación electrónica, que se podría equiparar, mutatis mutandis395, a la 
notificación por comparecencia o apud acta del procedimiento tradicional, es decir, el 
hecho de darse por notificado por la consulta on line del contenido del expediente, 
siempre y cuando quede constancia de ello (art. 28.5). 
4.2.6. Descripción del contenido básico de la Ley 11/2007 (V). El 
procedimiento administrativo electrónico 
a 
LAESP dedica el Título III a establecer una serie de normas relativas a la tramitación 
electrónica de los procedimientos, pero no para limitarse a regular la incorporación y 
uso de la informática y la telemática en el procedimiento administrativo clásico, sino pa-
ra configurar una forma novedosa y totalmente distinta de la tradicional de tramitar los 
procedimientos396. 
quizais o cambio máis 
importante e o que máis e mellores consecuencias para o cidadán implicou 397. Sin embargo, a 
                                                                                                                                                                        
notificación los efectos son más leves: lo procedente es hacer un segundo intento dentro de los tres 
días siguientes en una hora distinta; y si simplemente es imposible la notificación porque el lugar de 
notificación no es el adecuado, lo procedente es recurrir a la publicación edictal y en diarios oficiales. 
394 e en conocimiento del particular, la 
Dolores REGO BLANCO, 2010; p 594). 
395 Como indica Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]; pp 118-119) mientras que en la notificación por 
a de los derechos de defensa del administrado en 
este tipo de supuestos se encuentra en un buen diseño del sistema de información que permite y 
 
396 , sino su 
-
visto actualmente, sino de replan -
GADO, 2009[2]; p 21). 
 También Alberto PALOMAR OLMEDA (2010[1], apdo. 
en lo interno, algo más que una mera sustitución de los trámites y de la forma de realización de los 
 
397 Palabras de Carlos M. OTERO SUÁREZ (2008; p 141). 
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diferencia de la LRJAPyPAC, donde todo el Título VI y los siguientes, estrechamente 
vinculados con el procedimiento administrativo, son básicos en su totalidad, en el Título 
III de la LAESP solo parte del articulado lo es398. 
Llama la atención que entre las disposiciones comunes de su Capítulo I no tenga 
respetará la titularidad y el ejercicio de la competencia por la Administración pública, 
órgano o entidad que la tenga atribuida y el cumplimiento de los requisitos formales y 
 (art. 
33.1)399, como dando a entender que en una gestión electrónica podría no ser obligatorio 
tal aspecto. Sin embargo, eso sería inviable pues contradiría lo preceptuado en el art. 11 
únicas excepciones de los supuestos en los que se produce la cesión del ejercicio, sea o 
no conjuntamente con la cesión de la titularidad.  
Para la regulación del uso de medios telemáticos en la tramitación del procedi-
miento la Ley sigue un itinerario paralelo al de la propia LRJAPyPAC, que va desde la 
iniciación hasta la resolución. 
En cuanto a la iniciación de los procedimientos por medios electrónicos (art. 35) 
la Ley exige que previamente los interesados puedan disponer de los modelos o sistemas 
electrónicos de solicitud en la sede electrónica. Pero además, para facilitar y promover el 
uso de medios electrónicos de iniciación también podrán incluir comprobaciones 
                                                            
398 De hecho solo lo son: 
apdo. 
, hay que tener en 
cuenta que, si bien es cierto que la regulación estrictamente directa de lo que sería el procedimiento 
-
tamente relacionadas y vinculadas con ello documentos, expediente, comunicaciones, notificaciones, 
sede y registro electrónicos, sistemas de identificación y autenticación, etc.  sí son básicas (también lo 
ve así Alberto PALOMAR OLMEDA, 2010[2]; p 617). 
399 El hecho de que la habilitación legal del art. 33 para el empleo de los medios electrónicos, 
informáticos y telemáticos para la tramitación de los procedimientos tiene, por su carencia de carácter 
básico, un alcance limitado; la habilitación legal de carácter general hay que obtenerla, por extraño que 
parezca, del art. 45.1 de la LRJAPyPAC (Alberto PALOMAR OLMEDA; 2010[2]; pp 606-607). Es 
más, la configuración como no básico del art. 33 junto con la práctica derogación del art. 45 de la 
ico ha querido mantener únicamente en tal 
condición es la habilitación o intimación para el uso de estos medios electrónicos en las condiciones 
op. cit. p 609). 
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automáticas de la información400. Tal es la intención de facilitarles las cosas a los 
ciudadanos que incluso sería posible ofrecer el formulario cubierto en todo o en parte, 
con la finalidad de que el usuario simplemente tenga que corregir/confirmar el 
contenido o acabar de cubrirlo401. Como ya se ha comentado en su momento al tratar 
originales y copias, junto con las solicitudes, los ciudadanos podrán adjuntar copias 
digitalizadas de documentos que con los problemas, no resueltos 
por la Ley, que puedan surgir de errores no comprobados ni corregidos a posteriori. 
Así contemplado el art. 35 interesados, modelos, aporte de documentación 
 parece dar a entender que solo es posible la iniciación electrónica de 
procedimientos a instancia de parte, no siendo posible hacerlo de oficio. E
402. Personalmente considero que ello sí sería posible en aquellos 
supuestos que reglamentariamente y cumpliendo con lo establecido en la LAESP (art. 
27.6) pudiera imponerse la vía electrónica. En los demás casos, coincidiendo con lo 
expuesto por Alberto PALOMAR OLMEDA (2010[2]; p 622) debería iniciarse por 
medios tradicionales y, a través de la notificación del acuerdo de iniciación, solicitar el 
consentimiento o la aceptación de los interesados para continuar la tramitación por vía 
telemática (de aceptar se trataría de un procedimiento mixto). 
Asombrosamente, el contenido de la LAESP que contempla la instrucción en un 
sentido estricto por medios electrónicos (art. 36) no tiene carácter básico403. Sorprende, 
p.ej., caciones y sistemas 
empleados deberán garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los 
órganos responsables, la tramitación ordenada y facilitar la simplificación y la 
                                                            
400 P.ej. la matrícula por internet (llamada por eso Automatrícula) que deben llevar a cabo la práctica 
totalidad de los alumnos de la UVigo les ofrece como disciplinas matriculables todas aquellas que no 
figuren superadas en su expediente académico y que puedan matricular; esto evita que se produzcan 
errores (tan frecuentes en la matrícula tradicional a través de impresos en papel) como matricular 
an tener lugar si se pusiera a disposición de la alumna 
o alumna a totalidad de las materias de su carrera sin más especificación. 
401 Como sucede, p.ej., con el borrador de la declaración del IRPF, que se les remite a los contribuyentes 
con la finalidad de que lo confirmen o, de detectar errores o figurar incompleto, lo corrijan o 
completen. 
402 Alberto PALOMAR OLMEDA (2010[2]; p 621). 
403 
electrónico, al ser aquella en la que deben aportarse los conocimientos de todo tipo para la adopción 
-97). 
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. Sí tienen ese carácter básico dos aspectos que se pueden considerar 
integrados en la fase de tramitación en un sentido amplio:  
a) Por un lado, el acceso por medios electrónicos de los interesados a la infor-
mación sobre el estado de tramitación (art. 37.1), aunque se contemple de 
manera bastante limitada (en todo caso, ello supone un mínimo; nada impi-
de que la publicidad que se dé del estado de tramitación sea más completa) 
ya que: 
 el deber de poner a disposición de los ciudadanos un servicio 
electrónico de acceso restringido se impone solo respecto de los 
procedimientos gestionados en su totalidad por vía electrónica;
 el precepto únicamente obliga a dar publicidad a una cantidad de 
información bastante reducida como es la relación de actos de trámite 
realizados, fecha en que fueron dictados e indicación (que no acceso 
directo al documento) sobre su contenido; 
 por último, se exceptúa el acceso cuando la normativa aplicable esta-
blezca restricciones a tal consulta. 
b) Por otro lado, en sede de notificaciones, el apdo. 5 del art. 28 contiene, 
como ya se ha visto, una especie de notificación electrónica por compare-
cencia. 
La resolución por funcionario o autoridad administrativa empleando medios 
electrónicos es perfectamente posible si bien se deberá garantizar la identidad del órgano 
competente404 mediante el empleo de cualquiera de los sistemas de firma recogidos para 
la actuación administrativa (art. 38.1). Según la dicción del art. 38.2 la resolución de 
forma automatizada (es decir, recurriendo a una aplicación informática, sin intervención 
directa de autoridad o funcionario) es también, como ya se vio405, posible, pero 
únicamente en los procedimientos en los que así esté previsto406. Ahora bien, la 
                                                            
404 Como es lógico y necesario, ya que esta información permitirá saber, p.ej., si el órgano que dictó el 
acto es el competente; o, en caso contrario, en qué tipo de incompetencia ha incurrido; si agota o no la 
vía administrativa y, por lo tanto, qué tipos de recursos proceden. 
405 En ella me he detenido más atrás al tratar la competencia como exigencia en la delimitación de una e-
administración (apartado 3.2.4.b). 
406 
[2]; p 643).
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regulación detallada que el art. 39 de la LAESP hace de la resolución automatizada no es 
básica aplicable por tanto solo a la Administración General del Estado  pudiendo las 
demás Administraciones regularla de distinto modo. 
4.2.7. Descripción del contenido básico de la Ley 11/2007 (VI). Otros 
aspectos básicos de la Ley 
Del resto del articulado y de las disposiciones de la LAESP pocos aspectos más 
tienen consideración de básicos: 
a) las referencias a los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad 
(art. 42), a los que se hará una breve referencia a continuación; 
b) la posibilidad de los órganos colegiados para constituirse y adoptar acuerdos 
empleando medios electrónicos (disposición adicional primera407); 
c) 
procedimientos en materia tributaria, de Seguridad Social, de desempleo, de 
régimen jurídico de extranjeros y de contratación administrativa (disposición 
adicional cuarta); 
d) el régimen transitorio (disposición transitoria única) 
e) y los plazos de adaptación de las diferentes Administraciones a las prescrip-
ciones de la LAESP (disposición final tercera, a la cual ya he tenido ocasión 
de hacer referencia). 
                                                            
407 a lectura de la disposición adicional primera LAE parece desprenderse que el uso de medios 
electrónicos en los órganos colegiados se limita a la constitución y la adopción de acuerdos y, por lo 
tanto, el resto de etapas, trámites o actos que se den en el seno del órgano colegiado no podrán ser 
[3]; 
p 828). 
 ta la aprobación de la LAE no existía ninguna norma que, con carácter general, regulase 
el uso de los medios electrónicos en los órganos colegiados de las administraciones públicas. Sin em-
bargo, ello no era obstáculo para poder utilizar los medios electrónicos en el funcionamiento de los 
regulación que existía desde hacía un tiempo del uso de los medios electrónicos por parte de los 
órganos colegiados de las sociedades mercantiles (juntas generales de accionistas o consejos de 
op. cit. p 814). 
El marco normativo de la administración electrónica 
 página 189 Óscar Veloso Fernández 
4.2.8. Normativa posterior a la Ley 11/2007 con repercusión en la 
administración electrónica 
En este apartado voy a tratar de sistematizar y resumir algunas las más destaca-
bles  de todas esas disposiciones 
en la producción de normas legales y reglamentarias relacionadas con el uso de medios 
408 considerando dos conjuntos 
bien distintos: por un lado, la normativa de desarrollo de la LAESP; por otro, diversas 
normas posteriores a la Ley de 2007 que de una manera u otra han repercutido, por lo 
menos de un modo sectorial, en el funcionamiento a través de medios electrónicos y 
telemáticos de las Administraciones. 
a) El desarrollo reglamentario de la Ley 11/2007 
En este primer conjunto se deben diferenciar a su vez aquellas normas dictadas 
por el Gobierno con carácter básico y aplicables en todas las Administraciones de 
aquellas normas cuya finalidad es simplemente el desarrollo409, la adaptación y la puesta 
en práctica de la propia LAESP en cada Administración concreta, aplicables, por lo 
tanto, únicamente a esa Administración, en su caso, a las dependientes de ella y, según 
los casos, incluso también a las vinculadas. 
De ciertos preceptos de la LAESP se derivan una serie de obligaciones norma-
tivas de desarrollo que ha de llevar a cabo con carácter básico el Gobierno, a las que les 
ha dado cumplimiento con la aprobación de las tres normas siguientes. 
La primera de ellas, prácticamente inmediata a la promulgación de la LAESP, 
puede afirmarse que no es exactamente una norma de desarrollo reglamentario de ésta 
sino que de ella solo desarrolla el principio general de accesibilidad contemplado en la 
letra c) de su art. 4410. Me estoy refiriendo al Real Decreto 1494/2007, de 12 de noviembre, por 
el que se aprueba el Reglamento sobre las condiciones básicas para el acceso de las personas con 
discapacidad a las tecnologías, productos y servicios relacionados con la Sociedad de la Información y 
medios de comunicación social. Se trata de una norma transversal que, tomando como marco 
                                                            
408 Julián VALERO TORRIJOS (2013; p 39). 
409 amente 
CASADO/Severiano FERNÁNDEZ RAMOS; 2013; p 478). 
410 Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012); pp 26-27. 
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de referencia una serie de leyes e instrumentos y no solo la LAESP411, pretende 
establecer una regulación común de la materia en la Sociedad de la Información en su 
conjunto. De hecho, su ámbito de aplicación (establecido en el art. 1 del Reglamento) 
ciones públicas, los operadores de telecomunicaciones, los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información y los titulares de medios de 
. A las instituciones públicas en concreto les afecta estableciendo 
unas fechas para que cumplan con la obligación de remodelar sus páginas web y con 
mucho más motivo, de sus sedes electrónicas  con el fin de adaptar su acceso y 
navegación a la Norma UNE 139803:2004 (disposición transitoria única, punto 2 del 
Real Decreto). 
Las otras dos normas son los reglamentos que de modo imperativo, por así 
establecerlo la LAESP, para 
desarrollar aspectos concretos y necesarios de su contenido y que sean aplicables a todas 
las Administraciones: los Esquemas Nacionales de Seguridad y de Interoperabilidad. El 
ene por objeto 
412. Fue aprobado a través del Real Decreto 3/2010, 
de 8 de enero, por el que se aprueba el Esquema Nacional de Seguridad (RD-ENS). Al segundo lo 
caracteriza 413 
en materia de seguridad, conservación y normalización de la información, de los 
formatos y de las aplicaciones que deberán ser tenidos en cuenta por las 
                                                            
411 La Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 
personas con discapacidad, la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la Sociedad de la Información y de comercio 
electrónico, el Plan 2006-2010 para el desarrollo de la Sociedad de la Información y de convergencia con Europa y entre 
comunidades autónomas y ciudades con estatuto de autonomía (Plan Avanza), la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, 
fundamentalmente, accesibilidad universal y diseño para todos, la Iniciativa de Accesibilidad a la Web (Web 
Accessibility Initiative) del Consorcio Mundial de la Web (World Wide Web Consortium), la Ley 10/2005, de 
14 de junio, de medidas urgentes para el impulso de la televisión digital terrestre, de liberalización de la televisión por 
cable y de fomento del pluralismo, la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones o el Plan 
Nacional de Accesibilidad 2004-2012, adoptado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de julio de 
2003. 
412 Su principal deficiencia es, según Julián VALERO T la ausencia de conse-
cuencias expresas en su articulado para hacer frente a los supuestos de incumplimiento; lo que sin 
duda conlleva un riesgo inadmisible desde la perspectiva  
413 La finalidad del RD-ENIO no puede ser la homogenización de los servicios e infraestructuras, sino la 
coordinación interadministrativa; la interoperabilidad no debe confundirse con homogeneidad sino 
con la capacidad para relacionarse (Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ, 2010[1]; pp 787-788). 
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Administraciones públicas para la toma de decisiones tecnológicas que garanticen la 
414. Fue aprobado mediante el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el 
que se aprueba el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la Administración 
Electrónica (RD-ENIO). A pesar de la diferencia de contenidos de ambos Reales 
Decretos cuentan con una serie de coincidencias. 
 Para empezar, se trata de normas específicas de administración electrónica, 
que no tienen sentido sin su vinculación a ella. 
 Su ámbito de aplicación, de acuerdo con sus articulados y por remisión, es 
el mismo que el de la propia LAESP: por tanto, todas las Administraciones 
públicas. 
 Finalmente, el art. 42.3 de la LAESP establece un procedimiento común y 
complejo para su elaboración y aprobación, un procedimiento en el que, sin 
perjuicio de la posición de liderazgo de la Administración General del 
Estado, exigió propuesta de la Conferencia Sectorial de Administración Pú-
blica e informe de la Comisión Nacional de Administración Local415. 
En la Administración General del Esta-
do se llevó a cabo a través del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se 
desarrolla parcialmente la Ley 11/2007 (RD-
necesario en la Administración General del Estado para facilitar la efectiva realización 
mente, y como 
                                                            
414 
de los sistemas de información, y por lo tanto de los procedimientos a los que dan soporte, de 
compartir datos y posibilitar el intercambio de informa
viene configurada en el RD-ENIO tiene carácter multidimensional y el concepto global abarca una 
interoperabilidad organizativa (Capítulo III), una semántica (Capítulo IV) y una técnica (Capítulo V). 
Sobre la mayor repercusión o importancia actual de las dos primeras frente a la, en cierto modo, 
superación de la tercera, vid. Xosé MAHOU/Alexander HEICHLINGER (2008; pp 11-12). 
 El propio RD- tizar el 
 
 




MARTÍNEZ, 2010[1]; p 788, refiriéndose concretamente al RD-ENIO, pero cuyos asertos pueden 
extrapolarse, sin problema, también al RD-ENS). 
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bien se infiere de su denominación, se trata de un desarrollo parcial pues buena parte de 
la regulación de la e-administración de la Administración General del Estado ya se 
recogió desde el primer momento en la propia LAESP como contenido no básico416. De 
hecho, su contenido gira en torno a lo siguiente: sede electrónica, punto de acceso 
general a la Administración General del Estado, todo tipo de aspectos relativos a la 
identificación y autenticación, registros electrónicos, comunicaciones y notificaciones 
electrónicas, documentos electrónicos y sus copias, expedientes electrónicos y archivos 
electrónicos. 
En las Comunidades Autónomas la casuística es variada: unas cuentan con un 
régimen jurídico completo, otras con un desarrollo de mínimos, unas optaron por la vía 
legal, otras por la vía reglamentaria, etc. A ello me referiré en breve en el apartado 4.3.
b) Normas sectoriales sectoriales que impulsan el empleo de medios 
telemáticos en las Administraciones 
Como he venido haciendo hasta ahora cito, y sin ánimo exhaustivo, en este 
grupo las normas en materia de contratación pública, la Ley 37/2007, la Ley 56/2007, el 
Real Decreto 137/2010, la Ley 18/2011 y la Ley 25/2013. 
La Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público (hoy sustituida por 
un texto refundido de 2011) preveía a lo largo de su articulado un prolijo empleo 
(obligatorio en unos casos, potestativo en otros) de los medios electrónicos, informáti-
cos y telemáticos en la contratación administrativa417. A pesar de la fecha en que fue 
promulgada, apenas unos meses después de la LAESP lo cual supone una tramitación 
                                                            
416 Precisamente, todo aquel que no se recoge en la disposición final primera de la LAESP como conte-
nido básico. 
417 Esta introducción de los medios electrónicos en la contratación administrativa es una clara 
consecuencia de la transposición de la normativa comunitaria. Como bien dice José Antonio 
y telemáticos en la 
contratación pública ha venido impulsada en España por la acción de la Unión Europea (...). El 
Derecho europeo ha desarrollado desde los años setenta un decisivo papel en la unificación de los 
procedimientos de contratación en los Estados miembros de la Unión y de nuevo lo va a jugar en los 
 
 El autor pone de manifiesto también (op. cit. pp. 135 y ss) que cierta telematización ya había comen-
zado a tener lugar años atrás gracias a la disposición adicional 10ª del Reglamento General de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado mediante Real Decreto 1098/2001, de 12 de 
octubre, que habilitaba al empleo de medios electrónicos y en cuya virtud se dictaron una serie de 
Órdenes Ministeriales de desarrollo en tal sentido: la Orden EHA/1307/2005, de 29 abril, la Orden 
EHA/1744/2005, de 3 de junio y la Orden EHA/1077/2005, de 31 de marzo. 
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parlamentaria prácticamente coetánea  choca que en terminología y contenidos electró-
nicos específicos ambas leyes ofrezcan respuestas diferentes. Esto no tiene por qué dar 
lugar a antinomias418 debido a que la Ley 30/2007 tiene el mismo rango que la LAESP y 
consideración de ley específica419, pero sí suena a falta de coherencia del legislador, sobre 
todo teniendo en cuenta que la LAESP ha sido promulgada con vocación de ser la 
norma básica en materia de e-administración420. 
Este defecto no ha sido emendado por el legislador ni ha puesto el menor 
empeño en que lo hiciese el Gobierno al otorgarle la autorización para elaborar el texto 
refundido que lo sustituyó cuatro años después. Efectivamente, el Real Decreto Legislativo 
3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público (TRLCSP), cuya finalidad es integrar en un único texto todas las 
modificaciones llevadas a cabo en la materia desde finales de 2007, recoge íntegramente 
todo el contenido 421 de su precedente. Así, p.ej: 
                                                            
418  En palabras de Gregorio PECES-BARBA MARTÍNEZ et al. 
antinomia cuando dos o más normas regulan un mismo supuesto de hecho, estableciendo una 
que afecten a normas que pertenecen al mismo ordenamiento jurídico y tienen el mismo ámbito de 
 
419 Las relaciones entre la LAE y la [normativa en materia de contratación pública] se encuentran asimis-
mo presididas por el principio de especialidad, de forma que lo dispuesto por esta última prevalece y 
desplaza a la LAE  
420 Encaja aquí perfectamente lo dicho por Isaac MARTÍN DELGADO (2009[1], apdo. III) sobre la 
clara vocación de ser norma 
general para la implantación de las nuevas tecnologías en las Administraciones públicas. Su posición 
sector material que regule y de la Administración territorial o instrumental  a la que haga referencia, 
tendrá la Ley 11/2007 como punto de partida y buscará una plena coherencia con lo dispuesto en ella 
con carác rencia respecto de la 
11/2007 se promulgó la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público. Ambas 
normas coincidieron en su tramitación parlamentaria. La Ley 30/2007 regula en varios de sus 
preceptos la aplicación de las TIC en los procesos y actuaciones de contratación administrativa. A 
razón, carece de sentido que el perfil del contratante se regule en la Ley 30/2007 sin tomar en 
consideración el concepto de sede administrativa electrónica que ofrece la 11/2007; que los registros 
de contratos que recoge la Ley 30/2007 no estén en coordinación con la regulación por la 11/2007 de 
los registros administrativos electrónicos; o que la subasta electrónica y los sistemas dinámicos de 
contratación se contemplen en la Ley 30/2007 de forma independiente a la regulación por la 11/2007 
de la actuación administrativa automatizada. En definitiva, es incomprensible que el uso de medios 
electrónicos, informáticos y telemáticos en la contratación administrativa se haya normado sin tomar 
 
421 
de simplificación que contempla la LC
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a) Se regula la Plataforma de Contratación del Estado (art. 334) como un 
medio electrónico que permite darles publicidad a través de internet422 a las 
convocatorias de licitaciones, a sus resultados y a cuanta información se 
considere relevante. 
b) Se establece el deber del órgano de contratación de comunicarles por vía 
electrónica a la Comisión Europea y al BOE información sobre los con-
tratos de obra, suministros y servicios que haya proyectado adjudicar en los 
doce meses siguientes. De hecho, en el anuncio previo se indicará la fecha 
de esta comunicación (art. 141.2). 
c) Se prevé que las comunicaciones e intercambios de información que deban 
efectuarse en los procedimientos de contratación se puedan hacer por 
diversos medios, entre ellos, los medios electrónicos, informáticos o telemá-
ticos (apdo. 1 de la disposición adicional decimoquinta). 
d) En distintos artículos se permite que se reduzcan los plazos (p.ej. de pre-
sentación de solicitudes de participación) cuando se practicasen las pre-
ceptivas comunicaciones o se remitan los preceptivos anuncios empleando 
medios electrónicos, informáticos o telemáticos. 
e) Se contempla que entre la documentación y datos que deben incluir las 
proposiciones y las solicitudes de participación pueda figurar, en su caso, 
una dirección de correo electrónico en el que efectuar las notificaciones (art. 
146.1.d). De hecho, la notificación se podrá efectuar por correo electró-
nico423 en esa dirección (art. 151.4 in fine). 
                                                                                                                                                                        
422 Esta es una de las incongruencias entre la LAESP y el TRLCSP a las que se refiere Isaac MARTÍN 
DELGADO (2009[1]
diversas maneras pero sin duda la más garantista y coherente sería que se hiciera a través de la sede 
electrónica de la institución. En la práctica, y a pesar de la falta de previsión legal, lo normal es que el 
acceso a las plataformas de contratación o perfiles del contratante se haga a través de la sede cuando 
se cuente con ella  o, en su defecto, a través de la página web institucional.  
423 Segunda y muy importante incongruencia: el correo electrónico común no siempre reunirá las 
condiciones mínimas exigidas por la LAESP para que pueda servir como medio para practicar 
len 
hacerse a través de servicios específicos de notificaciones electrónicas, como p.ej. el ofrecido por el 
servicio de Correos y Telégrafos. 
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f) Se posibilita que los órganos de contratación puedan exigir que las 
solicitudes de participación enviadas por telefax sean confirmadas bien por 
correo bien por medios electrónicos, informáticos o telemáticos (apdo. 4 de 
la disposición adicional decimoquinta). 
g) Se permite que las certificaciones que sirvan de prueba sobre el contenido 
de los Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas en cuanto 
a clasificación y aptitud para contratar se puedan expedir por medios 
electrónicos, informáticos o telemáticos (art. 83.2). 
h) Con la finalidad de llevar a cabo procedimientos ágiles de adjudicación, se 
recogen dos figuras (novedosas en el momento de aprobación de la Ley 
30/2007) como son el sistema dinámico de contratación y la subasta elec-
trónica. El primero es un procedimiento ágil reservado a contratos de obras, 
servicios y suministros al que se puede recurrir siempre y cuando no se obs-
taculice, restrinja o falsee la competencia, en el que se ofrecerá desde la 
publicación del anuncio y hasta la expiración del sistema su duración 
máxima será de cuatro años  acceso sin restricción, directo y completo, por 
medios electrónicos, informáticos y telemáticos, a los pliegos y a la docu-
mentación complementaria (art. 200). La segunda es un proceso donde se 
valoran criterios objetivos como en la subasta común  pero reiterativo y 
basado en un dispositivo electrónico que permite mayor agilidad  (art. 
148). 
i) Se permite que, cuando así se prevea en el pliego, la constitución de la 
garantía se pueda acreditar mediante medios electrónicos, informáticos o 
telemáticos (art. 96.3). 
j) Se obliga a que las comunicaciones al Registro de Contratos del Sector 
Público de los datos básicos de los contratos ya celebrados se efectúen por 
medios electrónicos, informáticos o telemáticos (art. 333.4) 
k) Se impone, siempre que sea posible, que en los recursos y reclamaciones las 
comunicaciones entre los órganos competentes para su resolución y los 
órganos de contratación o las Entidades Contratantes, se hagan a través de 
medios informáticos, electrónicos o telemáticos. 
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Por el contrario, las notificaciones a recurrentes/reclamantes y demás inte-
resados se harán en principio a través de los medios previstos en la 
LRJAPyPAC. Sin embargo, si admitiesen o señalasen como medio de 
comunicación las notificaciones por estos medios se les practicarán de tal 
modo (apdo. 4 de la disposición adicional decimosexta). 
l) Por último, los tres primeros apartados de la disposición adicional decimo-
sexta se dedican a fijar las normas para el empleo de los medios electróni-
cos, informáticos y telemáticos en los procedimientos de contratación424, a 
remitir a las normas de desarrollo para las condiciones en las que se podrá 
emplear la factura electrónica en la contratación con las Administraciones 
públicas y a establecer el fomento y preferencia por el empleo de estos 
medios. 
Con todo esto, se puede decir que el contenido de e-administración de la norma-
tiva de contratación administrativa, aunque se recoja de una manera dispersa425, con-
vierte esta materia en uno de los campos administrativos, junto con el de la recaudación 
tributaria426, en los que mayor uso y fomento se hace de este tipo de medios. 
La breve Ley 37/2007, de 16 de noviembre, de Reutilización de la Información del Sector 
Público tiene por objeto la regulación básica del régimen jurídico aplicable a la 
reutilización427 de los documentos elaborados o custodiados por las Administraciones y 
organismos del sector público428 (en una contemplación tan amplia que incluye en su 
                                                            
424 Por señalar alguno: que los medios utilizables no sean discriminatorios y que sean compatibles con las 
TICs de uso general; que los programas y aplicaciones estén a disposición de las partes y sean de 
amplio uso, fácil acceso y no discriminatorios; que las aplicaciones de presentación de documentación 
permitan acreditar fecha y hora de emisión o recepción; que los actos y manifestaciones de voluntad 
sean autenticados mediante firma electrónica reconocida, etc. 
425 María Fuensanta GÓMEZ MANRESA (2010; p 318). 
426 Hay que recordar que la AEAT y la normativa tributaria son sin duda pioneras en la implantación en 
España de la administración electrónica tal y como se entiende hoy, aparte de ser un campo donde el 
uso de los medios telemáticos es práctico, cómodo, muy usado e, incluso me atrevería a añadir, 
necesario. 
427 
obligación de las Administraciones públicas para que faciliten documentos que no existan como tales 
o extractos de documentos ya existentes para adecuarse a las solicitudes de los interesados en 
 
428 Si bien en el art. 3.3 se contiene una amplia lista de documentos excluidos de la aplicación de la Ley, 
entre los que es nece
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ámbito de aplicación hasta consorcios dotados de personalidad jurídica propia, 
fundaciones del sector público y asociaciones constituidas por entes públicos). 
Solamente destacaré que las entidades sujetas a la Ley promoverán que la puesta a 
disposición de sus documentos reutilizables así como la tramitación de solicitudes de 
reutilización se realicen por medios electrónicos y mediante una plataforma multicanal 
(cuando ello fuere compatible con los medios técnicos de que dispusiesen) procurando 
proporcionarlos también por medios electrónicos (art. 5). 
La aún más breve Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la 
Sociedad de la Información429 dedica tres artículos a fomentar la facturación electrónica 
(obligatoria en el marco de la contratación con el sector público), a obligar a aquellos 
prestadores de servicios de especial trascendencia económica430 a disponer de un medio 
de interlocución telemática y a regular las ofertas públicas de contratación entre empre-
sas (procesos enteramente electrónicos abiertos). Los restantes cinco artículos se dedi-
can a modificar diversas Leyes con repercusión en el fomento de las TICs431. 
El Real Decreto 137/2010, de 12 de febrero432, por el que se establecen los criterios para la 
emisión de la comunicación a los interesados prevista en el art. 42.4 de la Ley 30/1992433 es una 
                                                                                                                                                                        
investigación, tales como centros escolares, universidades, archivos, bibliotecas y centros de 
investigación, con inclusión de organizaciones creadas para la transferencia de los resultados de la 
 
429 Desarrollada a nivel reglamentario por el Real Decreto 1495/2011, de 24 de octubre. 
430 Su art. 2.2 recoge como tales las empresas que agrupando a más de cien trabajadores o su volumen de 
operaciones exceda de cierta cantidad operen, en cualquiera de los dos casos, en los siguientes sectores 
económicos: servicios de comunicaciones electrónicas a consumidores, servicios financieros 
destinados a consumidores, servicios de suministro de agua a consumidores, servicios de suministro 
de gas al por menor, servicios de suministro eléctrico a consumidores finales, servicios de agencias de 
viajes, servicios de transporte de viajeros por carretera, ferrocarril, vía marítima o vía aérea y 
actividades de comercio al por menor. 
 Excepcionalmente los órganos de gobierno estatal y autonómicos podrán incluir en este grupo otras 
empresas que en su actividad normal deban tener una interlocución telemática con sus clientes. 
431 Entre ellas, recuérdese, la Ley 34/2002. 
432 Recuérdese que de la misma fecha es el Real Decreto 136/2010, que modifica el Real Decreto 
772/1999. 
433 Aquella en la que deben informar a los interesados del plazo máximo para resolver y notificar un 
procedimiento y de los efectos del silencio administrativo. 
 En los procedimientos iniciados de oficio esa información se aportará junto con el acuerdo de 
iniciación. En los iniciados a petición de interesado en comunicación hecha al efecto dentro de los 
diez días siguientes a la recepción de la solicitud en el registro del órgano competente para la 
tramitación en la que se indicará también la fecha en la que la solicitud ha tenido entrada. 
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simple regulación procedimental cuyas únicas repercusiones en la e-administración son 
dos: 
a) Por un lado, de acuerdo con su art. 2, en los procedimientos iniciados a 
instancia de parte, cuando por cualquier circunstancia que dificulte el 
cumplimiento de la notificación en el plazo de diez días por parte de la 
unidad competente para la tramitación (p.ej. lejanía geográfica), la propia 
oficina de registro le adelantará el contenido de la solicitud y la fecha de 
entrada empleando los medios electrónicos disponibles a su alcance (sin 
perjuicio de que también se la deba remitir por el medio habitual). 
b) Por otro, tanto en los procedimientos iniciados a instancia de parte como en 
los iniciados de oficio, entre el contenido que hay que comunicar está (arts. 
3.1 y 4.1 respectivamente) la indicación de los medios que se podrán 
emplear para obtener información sobre el estado de tramitación, 
incluyendo, en su caso, correo electrónico, sede electrónica, página web y 
cualquier otro medio electrónico. 
Aunque fuera del concepto de administración electrónica sensu stricto, pero 
basada en las mismas ideas, conceptos y fundamentos debe citarse la Ley 18/2011, de 5 
de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración 
de Justicia, la norma equivalente a la LAESP en el concreto y específico ámbito de la 
Administración de Justicia434. 
Es cierto que la modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial introducida por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre que abría la posibilidad 
de emplear medios técnicos, electrónicos e informáticos para el desarrollo de la 
actividad y el ejercicio de las funciones de los juzgados y tribunales  ya había sido puesta 
en práctica con la modificación de diversas normas menores de tramitación. Pero la Ley 
18/2011, igual que hizo la LAESP, convirtió esa posibilidad en deber y la elevó a rango 
legal. 
                                                            
434 La propia Exposición de Motivos reconoce que debido a las características que diferencian a la 
Administración de Justicia de las demás Administraciones (ser un poder del Estado distinto, la propia 
naturaleza de la función atribuida dirigida a satisfacer el derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva  y que las relaciones de los ciudadanos con ella case siempre se llevan a cabo a través de 
profesionales) la LAESP no es plenamente aplicable, precisándose de una regulación específica. 
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Como bien dice su Exposición de Motivos los objetivos perseguidos son tres: 
actualizar el contenido del derecho fundamental a un proceso público sin dilaciones 
indebidas (las TICs permiten sin duda esa agilización), generalizar el uso de las nuevas 
tecnologías entre los profesionales de la justicia y definir en una Ley los requisitos 
mínimos de interconexión, interoperabilidad y seguridad necesarios con la finalidad de 
garantizar la seguridad en la transmisión de los datos y otras exigencias derivadas de las 
Leyes procesales. 
Ahora bien, siendo una regulación propia y distinta de la LAESP, ello no quiere 
decir que en muchos aspectos no se hayan adoptado idénticos principios y valores que 
en aquélla435. Así, de manera análoga a lo que ocurre en la LAESP, se contemplan:
a) el derecho de los ciudadanos a relacionarse con la Administración de 
 y el deber de su empleo en la 
tramitación de los procedimientos electrónicos judiciales (Capítulo I del 
Título II); 
b) los derechos y deberes de los profesionales de la justicia en el empleo de 
estos medios (Capítulo II del Título II); 
c) las sedes judiciales electrónicas (Capítulo I del Título III); 
d) los sistemas de identificación, autenticación y firma electrónica y los 
sistemas de identificación institucional electrónica (Capítulo II del Título 
III); 
e) todo lo relacionado con la tramitación electrónica de los procedimientos 
judiciales (archivo electrónico, expediente judicial electrónico, documen-
tos electrónicos, copias electrónicas, comunicaciones y notificaciones 
elec  (Título IV); 
f) la reutilización de la información y de las aplicaciones (Capítulo III del 
Título V); 
g) así como sus propios Esquemas Nacionales Judiciales de Seguridad y de 
Interoperabilidad (Capítulo II del Título V). 
                                                            
435 
(Julián VALERO TORRIJOS, 2013; p 50). 
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Por último, no se debe finalizar este apartado sin hacer referencia a la Ley 
25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación del registro contable de 
facturas en el Sector Público (LIFE), norma básica disposición final quinta  que, buscando 
reducir la morosidad del sector pú
(art. 2.1), 
entendiendo este último concepto en un sentido muy amplio, ya no solo por remisión al 
art. 3.2 del TRLCSP, sino porque a estos efectos expresamente considera como tales a 
las Mutuas de Accidente de Trabajo y Enfermedad Profesional en cuanto realicen su 
función colaboradora en la gestión de la Seguridad Social (art. 2.2). 
Muy someramente, puede resumirse su contenido en que, en principio, todo 
proveedor de bienes y servicios de una Administración debe presentar sus facturas a 
través de un registro administrativo (art. 3), obligación inicial a la que hay que añadir el 
curioso detalle de que, tratándose de alguno de los supuestos enumerados en el art. 4436  
la gran mayoría , dicha presentación ha de hacerse imperativamente por vía telemática 
(con la única salvedad de que reglamentariamente las Administraciones hayan decidido 
excluir de tal obligación facturas de importe igual o inferior a 5.000 euros y las emitidas 
a servicios en el exterior). En todo caso, la presentación sea voluntaria o impuesta  de 
la factura electrónica, al tratarse de un documento electrónico privado, la LIFE, en 
consonancia con la LFE y la LAESP, exige que vaya firmada. Ahora bien, se abren dos 
posibilidades: o con firma electrónica avanzada (art. 5.1) o empleando sello electrónico 
avanzado basado en certificado reconocido (art. 5.2). 
Con el fin de facilitarles a los proveedores la presentación electrónica de factu-
ras, Estado, Comunidades Autónomas y Entidades Locales tienen el deber de contar 
con Puntos Generales de Entrega de Facturas Electrónicas (PGEFE) (art. 6.1). Ahora 
bien, quizá pensando en dificultades económicas o técnicas para llevar a cabo una 
implantación adecuada, se establece la posibilidad de que en lugar de crear un PGEFE 
propio las Administraciones opten por adherirse al de una entidad territorial superior (y 
                                                            
436 Son estos supuestos: a) Sociedades anónimas; b) Sociedades de responsabilidad limitada; c) Personas 
jurídicas y entidades sin personalidad jurídica que carezcan de nacionalidad española; d) 
Establecimientos permanentes y sucursales de entidades no residentes en territorio español en los 
términos que establece la normativa tributaria; e) Uniones temporales de empresas; f) Agrupaciones de 
interés económico, agrupaciones de interés económico europeas, fondos de pensiones, fondos de 
capital riesgo, fondos de inversiones, fondos de utilización de activos, fondos de regularización del 
mercado hipotecario, fondos de titulización hipotecaria o fondos de garantía de inversiones. 
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pone como ejemplos que las Entidades Locales se decanten por el PGEFE de su 
correspondiente Diputación, de su Comunidad Autónoma o incluso del Estado o que 
las Comunidades Autónomas empleen el del Estado). Por supuesto, los PGEFE de 
estas entidades territoriales registrarán también aquellas facturas dirigidas a las entidades, 
entes y organismos vinculados437 o dependientes de cada una de ellas (art. 6). 
Asimismo, cada ente obligado por la Ley debe contar con un registro contable 
de facturas, interrelacionado o integrado con el sistema de información contable (art. 
8.2) en el que se asentarán todas las que hayan sido presentadas, ora en papel ora en 
formato electrónico primer y segundo párrafos del art. 9.1 , con la finalidad de facilitar 
su seguimiento (art. 8.1). 
Es por ello que el PGEFE, gracias a su vinculación y relación con el registro 
contable de facturas, además de la presentación o registro de facturas debe permitir la 
consulta de su estado de tramitación (art. 6.3). En todo caso, el PGEFE no es más que 
un punto de intermediación entre el proveedor y la oficina contable correspondiente 
(art. 6.2); es decir, a partir de su presentación a través del PGEFE y tras el corres-
pondiente asiento en el registro contable, la tramitación ulterior seguirá el curso propio 
que hubiere establecido cada Administración, sin que necesariamente se tenga que ver 
afectado por la naturaleza electrónica del trámite de registro. De hecho, de acuerdo con 
el art. 11 de la LIFE, la recepción de una factura y su registro contable solo producirán 
los efectos que, de acuerdo con la LRJAPyPAC, se deriven de la presentación en un 
registro administrativo: constancia fehaciente de día y hora de entrada, generación de 
una obligación de tramitar y resolver e inicio de cómputo de plazos. 
4.3. Las dispares regulaciones autonómicas 
La disposición final octava de la LAESP les permite a las Comunidades Autó-
nomas dictar las disposiciones que consi-
deren precisas para el desarroll de la Ley (igual que para la Adminis-
tración General del Estado hizo el Gobierno con el RD-LAESP), independientemente 
que solo pretendan dictar las lógicas normas de adaptación a sus circunstancias y 
condiciones y las necesarias para su cumplimiento o que, por el contrario, quieran llevar 
                                                            
437 Las Universidades públicas gallegas, p.ej. se han adscrito al PGEFE de la Xunta de Galicia. 
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a cabo una regulación propia que, respetando el contenido básico, acabe configurando 
un corpus normativo más amplio, completo, detallado e, incluso, innovador438. 
Ahora bien, consultando todos los marcos normativos electrónicos autonómi-
cos439 se pone de manifiesto que el camino elegido y seguido por cada una de ellas es 
diverso tanto por el enfoque con el que han contemplado la materia (aprobación o no 
de una norma general específica, innovación o simple adaptación, etc.), como por la 
prioridad que para ellas ha supuesto la regulación de esta materia (lo que, en cierto 
modo, se pone de relieve con las fechas en que han ido aprobando las distintas disposi-
ciones), como, en fin, por los instrumentos normativos empleados. 
Así, puede decirse que son muy pocas las Comunidades Autónomas que, habién-
dose decidido por no dotarse de una norma de cabecera440, se limitan a regular por 
separado y con mayor o menor detalle determinados elementos electrónicos (como la 
sede electrónica, el registro electrónico, aspectos relativos a la seguridad o a la simplifi-
cación administrativa, etc.). Sería únicamente el caso de: 
 Andalucía, que optó por integrar los contenidos generales de administración 
electrónica en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía, prácticamente coetánea con la LAESP, de ahí que no haga refe-
rencia a ella. 
 Asturias y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, que apenas poseen 
normativa específica sobre e-administración. 
La mayoría de Comunidades Autónomas y sin perjuicio de que también hayan 
dictado esas otras normas de regulación en detalle de aspectos electrónicos concretos  
                                                            
438 Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2010[2]
puede llevarse a cabo, a nuestro entender, desde una doble perspectiva. En primer lugar, con la 
gar, más allá, con la voluntad de 
avanzar en el proceso de modernización de las administraciones públicas autonómicas a partir del uso 
 
439 Una recopilación actualizada de la normativa en esta materia en cada Comunidad Autónoma se puede 
encontrar en el PAe o Portal de la Administración electró Documentación Legislación au-
tonómica http://administracionelectronica.gob.es/ [última consulta: octubre de 2015]).
440 La ausencia de una norma general no implica necesariamente dejadez en el desarrollo de la e-admi-
nistración. Primero, porque nada impide que acudan a la regulación estatal, que funciona como 
Derecho supletorio, para suplir su carencia. Segundo, porque 
a veces es más significativo destacar las actividades materiales y los avances tecnológicos promovidos 
en materia de Administración electrónica que la producció
GAMERO CASADO/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ, 2010; pp 78-79). 
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ha optado por dotarse expresamente de una norma general y específica de administra-
ción electrónica, cuyas denominaciones, de lo más variado, no dejan, sin embargo, lugar 
a dudas sobre su finalidad. Aun así, hay disparidad en cuanto al aspecto formal, esto es, 
al instrumento utilizado para su aprobación. 
a) Solo tres441 han elegido la vía legal442, más garantista: 
 Cataluña: Ley 29/2010, de 3 de agosto, del uso de los medios electrónicos en el 
sector público de Cataluña (LAEcat)443. 
 La Rioja: Ley 5/2014, de 20 de octubre, de administración electrónica y simplifi-
cación administrativa. 
 Navarra: Ley foral 11/2007, de 4 de abril, para la implantación de la 
Administración electrónica en la Administración de la Comunidad Foral de 
Navarra (LAEnav). 
b) El resto han preferido la vía reglamentaria, alternativa que busca mayor fle-
xibilidad para adaptar la normativa a las situaciones cambiantes, pero que 
por el contrario también puede suponer más inestabilidad y menos 
garantías444: 
                                                            
441  Hasta finales de 2013 podría incluirse también la Comunidad Valenciana, que contaba con la Ley 
3/2010, de 5 de mayo, de la Generalitat, de Administracion Electrónica de la Comunitat Valenciana. Sin embargo, 
ésta fue derogada por la Ley 5/2013, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y 
Financiera y de Organización de la Generalitat, cuya disposición final primera habilitó al Consell para que, 
 Administración Electrónica 
de la Comunitat Valenciana, para la adaptación a la normativa básica dictada por la Administración del 
 
442 Eduardo GAMERO CASADO (2010; p -
bertura legal a los aspectos más sensibles de la Administración electrónica, el contenido de estas 
disposiciones [autonómicas] podría haberse acogido con toda probabilidad en normas de rango 
merame ad hoc normalmente tendrá 
deberes de cooperación o se afecta al ámbito de actuación de otras Admi
 
443 No obstante, ya contaba con el Decreto 56/2009, de 7 de abril, para el impulso y el desarrollo de los medios 
electrónicos en la Administración de la Generalitat que sigue vigente tras la promulgación de la LAEcat. 
444 Al no elevar esa materia a rango legal y no tener que seguir el exigente procedimiento legislativo al 
gobierno de turno le resulta más fácil modificar casi sin trabas ni dificultades  su contenido, cum-
pliendo con los relativamente más sencillos trámites del procedimiento de elaboración de las disposi-
ciones de carácter general. En la elaboración de estos reglamentos, sin embargo, se debería ser muy 
riguroso en cuanto a la no creación de deberes para los ciudadanos no previstos en normas con rango 
de ley, pues ello podría suponer conculcar el principio de legalidad. 
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Aragón: Decreto 228/2006, de 21 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el 
que se crea el Registro Telemático de la Administración de la Comunidad Autóno-
ma de Aragón, se regula la tramitación de procedimientos administrativos por me-
dios electrónicos y se establecen otras medidas en materia de Administración Elec-
trónica, modificado por el Decreto 81/2011, de 5 de abril. 
 Baleares: Decreto 113/2010 de 5 de noviembre, de acceso electrónico a los servicios 
públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 
 Canarias: Decreto 19/2011, de 10 de febrero, por el que se regula la utilización 
de los medios electrónicos en la Administración Pública de la Comunidad Autóno-
ma de Canarias. 
 Cantabria: Decreto 74/2014, de 27 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Ad-
ministración Electrónica de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 Castilla-La Mancha: Decreto 12/2010, de 16 de marzo, por el que se regula la 
utilización de medios electrónicos en la actividad de la Administración de la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha. 
 Castilla y León: Decreto 7/2013, de 14 de febrero, de utilización de medios elec-
trónicos en la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 Comunidad Valenciana: Decreto 220/2014, de 12 de diciembre, del Consell, 
por el que se aprueba el Reglamento de Administración Electrónica de la Comu-
nitat Valenciana. 
 Extremadura: Decreto 225/2014, de 14 de octubre, de régimen jurídico de 
administración electrónica de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
 Galicia: Decreto 198/2010, de 2 de diciembre, por el que se regula el desarrollo de 
la Administración electrónica en la Xunta de Galicia y en las entidades de ella 
dependientes (D-DAEXG). 
 Madrid: Decreto 175/2002, de 14 de noviembre, por el que se regula la utili-
zación de las técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración 
de la Comunidad de Madrid, modificado en ciertos puntos por la Resolución 
de 26 de marzo de 2010, de la Dirección General de Calidad de los Servicios y 
Atención al Ciudadano.  
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Murcia: Decreto 302/2011, de 25 de noviembre, de Régimen Jurídico de la 
Gestión Electrónica de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia. 
 País Vasco: Decreto 21/2012, de 21 de febrero, de Administración Electrónica. 
Esta variada casuística impide que ni tan siquiera se pueda ofrecer una visión 
global del panorama normativo electrónico autonómico, siendo necesario estudiar, en 
cada caso, el conjunto de normas dictado por la Comunidad Autónoma referida, diver-
sidad que va más allá de lo puramente formal pues, a veces, dependiendo de cómo se 
contemple su ámbito de aplicación, se les generan obligaciones y consecuencias jurídicas 
a las Universidades de su respectivo ámbito territorial, como se tendrá ocasión de 
comprobar en el punto 5.2. 
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5. La implantación de una administración electrónica 
para la gestión de los servicios: ¿es obligatoria para 
las Universidades? 
5.1. Aspectos que particularizan el análisis del régimen 
jurídico respecto de las Universidades 
Las Universidades son las instituciones que, dotadas de personalidad jurídica, 
tienen encomendado el servicio público de la educación superior mediante la investiga-
ción, la docencia y el estudio, desarrollando sus funciones en régimen de autonomía 
(que les reconoce el art. 27.10 de la CE y que se encarga de recordarnos la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades [LOU]) y de coordinación entre todas ellas. 
Cuando se desciende a su nivel, con el fin de delimitar el marco jurídico electrónico apli-
cable, nos encontramos con una serie de problemas añadidos que nos dificultan ofrecer 
una respuesta clara. 
En primer lugar, está el hecho de que se integran en lo que se ha denominado el 
sector educativo, lo cual implica que estén sometidas a una normativa sectorial en la que 
Estado y Comunidades Autónomas, con los límites constitucionalmente establecidos, 
tienen competencias concurrentes , que si se quisiera, a su vez, podría incluso dividirse 
en dos: uno, el marco normativo educativo general; el otro, el particular universitario. 
La primera cuestión lógica que debería plantearse es si existe en este conjunto de 
normas o en alguno de estos dos subconjuntos  algún precepto que incluya especifica-
ciones o, en su caso, excluya para este ámbito el marco jur  
Cierto es que se trata de un sector muy específico que por su temática no tiene 
por qué incluir de forma directa y necesaria un contenido electrónico relevante ciñén-
dose casi exclusivamente a cuestiones de estructura, organización, competencias, estatu-
to de los colectivos que integran la comunidad educativa, etc. . Ahora bien, de una for-
ma indirecta sí podría contener preceptos que de algún modo repercutan en la utiliza-
ción, la preferencia o el fomento de los medios electrónicos en el funcionamiento de 
estas instituciones. Una lectura de las leyes orgánicas o no , reglamentos y órdenes que 
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integran este bloque de normas muestra que, a día de hoy, la e-administración educativa 
no trata más que, de manera tangencial y limitada, aspectos procedimentales445. 
Ello no obsta, por supuesto, a que en el futuro alguno de los entes normadores 
con competencia en la materia opte por incluir algún contenido específico relevante, 
motivo que justifica que haya de considerarse el régimen normativo educativo como 
uno más a tener en cuenta en el análisis del marco jurídico electrónico universitario.
En segundo lugar, el sistema universitario español lo integran dos tipos bien 
diferenciados de Universidades, las públicas y las privadas (art. 3 de la LOU), sujetas a un 
régimen en buena parte diferente446, de modo que las primeras, que tienen irremedia-
                                                            
445 Una serie de ejemplos podrían ser esclarecedores: 
 A nivel estatal se ha telematizado por completo la gestión de las becas de ayudas al estudio pues 
su solicitud únicamente se puede efectuar a través de la sede electrónica del Ministerio 
competente en materia de Educación; es también en esta sede donde se llevarán a cabo las 
consultas y la recepción de las oportunas notificaciones por acceso al expediente. 
Vid. p.ej. la STSJ de Madrid de 30/10/2013 donde se confirma una resolución de la Subdi-
rección General competente en materia de ayudas al estudio, denegatoria de la concesión de una 
beca porque el interesado no había cumplimentado de forma adecuada la solicitud electrónica (la 
única posible), no siendo posible su presentación por otra vía por no estar contemplado en la 
Orden de convocatoria. 
Cfr. con la opinión de Lorenzo COTINO HUESO (2010, pp 223-224; y también en 2011, pp 
30-31) para quien, después de haber apuntado que el art. 32 del RD-LAESP permite imponer la 
vía electrónica incluso me
aturaleza del contenido y del 
no es suficiente para 
imponer la interactuación electrónica una Orden de convocatoria de un concurso, contratación o beca, por 
ejemplo, que no tienen natur
por una convocatoria aprobada por Orden ministerial, porque en puridad no fuera un 
reglamento op. cit. 2010; p 224). 
 En la Comunidad Autónoma de Galicia en el ámbito universitario se exige que la preinscripción 
de estudiantes en el Sistema Universitario de Galicia (SUG) se haga exclusivamente por vía 
telemática a través de la aplicación NERTA incorporada a la página web de la Comisión 
Interuniversitaria de Galicia (CIUG), el órgano colegiado mixto Xunta-Universidades compe-
tente en la gestión de este procedimiento. 
446 Este distinto régimen se ve plasmado a lo largo de la LOU no solo en la propia estructura de sus 
estructura de las Universidades públicas y el II a la de las Universidades privadas; otro tanto sucede con el 
 
1º Las Universidades públicas se crean mediante Ley, siendo necesario el informe previo y favorable 
del Consejo de Coordinación Universitaria; mientras que las Universidades privadas por Ley son 
simplemente reconocidas (lo que implica que la voluntad de creación corresponde a un tercero, en 
concreto a personas físicas o jurídicas en los términos previstos en el art. 5 de la LOU). 
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blemente la condición de Administración pública (a pesar de que en virtud del principio 
de autonomía sean encuadradas entre las habitualme
indepen 447), encajan perfectamente en el ámbito de aplicación de la LAESP a 
                                                                                                                                                                        
2º Ambos tipos se rigen por la LOU y por las normas estatales y autonómicas que se dicten en la 
materia. Pero las Universidades públicas se rigen además por la Ley de creación y por sus Estatutos 
(que a pesar de ser elaborados por ellas mismas en virtud del principio de autonomía deben pasar 
por el control de legalidad del respectivo órgano de gobierno de la Comunidad Autónoma [o 
Gobierno, en su caso]). De un modo similar, las Universidades privadas se rigen también por la 
Ley de reconocimiento normas de organización y funcionamiento 
normas correspondientes a la clase de personalidad 
jurídica  
3º Las Universidades públicas deben contar con una serie de órganos unipersonales y colegiados de 
gobierno y representación (rector, gerente, secretario general, Consejo de Gobierno, Claustro, 
anos serán libremente determinados en 
sus normas de organización y funcionamiento, si bien solo los órganos unipersonales deberán tener 
la misma denominación que en la LOU y poseer el título de doctor cuando así se les exigiese en las 
Universidades públicas (sensu contrario, en las Universidades privadas no tienen por qué existir esos 
mismos órganos colegiados). 
4º En el Título XI se prevé un régimen económico y financiero muy estricto, como el de cualquiera otra 
Administración, a pesar de que es exigible solo a las Universidades públicas. Etc.
447 P.ej. Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA/Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (2011; pp 451 y ss) las 
incluyen entre las Administraciones independientes (junto con otras entidades como el Ente Público 
de Radio y Televisión, el Consejo de  
 Ahora bien, la doctrina, con distintas palabras y giros, coincide en que el significado del adjetivo 
[otra vez tiene sentido traer a colación la poca relevancia de los términos frente a la regulación jurídica 
a que se refieren Luis MARTÍN REBOLLO (2012; p 14) y Miguel Ángel BERÇAITZ (1980; p 156)]. 
Así: 
 Los citados Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA/Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (2011; pp 451 
nunca es total (no hay independencia en sentido propio), ni es total tampoco la ruptura de los 
vínculos que las unen con los órganos de gobierno y representación política. Más bien se trata de 
la Constitución proclama; valores que entienden que serán mejor satisfechos si la gestión de 
ciertas funciones se ponen a cubierto de la lucha política partidista. Lógicamente, concluyen, esta 
autonomía tampoco pretende una exención del control judicial. 
 Del mismo modo lo hace José Ramón PARADA VÁZQUEZ (2010; p 31) que vincula esa 
tra con el disfrute de un cierto grado de autonomía, 
caracterizado, ante todo por la imposibilidad para el ente territorial vincular de destituir 
libremente a los titulares de sus órganos directivos (destitución que corresponde, igual que su 
elección, a los miembros de la corporación) pero también porque el ente matriz se limita a 
financiar su actividad. 
 También Eduardo GAMERO CASADO/Severiano FERNÁNDEZ RAMOS (2013; p 177), 
nsibles a la 
dirección política del Gobierno, con el objeto de acentuar no ya el principio de eficacia sino el 
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448, con las consecuen-
cias que de ello se derivan incluida la obligatoriedad de implantación de la e-adminis-
tración, mientras que las segundas, que no tienen tal naturaleza, no figuran sujetas a este 
deber. 
Podría hablarse, por lo tanto, de una obligación jurídica de contar con una 
administración electrónica, pero solo respecto de las Universidades públicas, nunca de 
las privadas. Surge, no obstante, la duda de si a estas últimas, si no de forma directa, al 
menos de cualquier otro modo, sí se les podría aplicar449. 
Finalmente, nos encontramos con una posible regulación en esta materia por 
parte de las Universidades. No se debe olvidar que en virtud del principio de autonomía 
450 pudiendo así 
dictar normas propias e internas de desarrollo que adapten, complementen o amplíen ad 
intra, con las limitaciones que en su caso establezcan, el conjunto de normas al que están 
sometidas. De hecho, hacer una regulación exhaustiva en materias en las que podría 
caber cierta divergencia y adaptación, ahogando, por decirlo así, la autonomía 
universitaria, sería inconstitucional. 
Ahora bien, ¿esta potestad reglamentaria abarca cualquier ámbito, como puede 
ser en materia de administración electrónica? En principio, el texto literal de la 
disposición final octava de la LAESP parece rechazar tal posibilidad al recoger que 
respectivas competencias, dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y 
                                                                                                                                                                        
 
carácter sociopolí  
448 Vid. nota al pie núm. 65 sobre la opinión de Modesto FABRA VALLS (2009; p 69). 
449 Ello será objeto de análisis en el apartado 5.3 de este trabajo. 
450 No solo se recoge de forma expresa en el art. 2.2.
Universidades privadas, de sus propias normas de organización y funcionamiento, así como de las 
indirectamente se hace referencia a ese tipo de 
reglamentación a lo largo del articulado (p.ej. los institutos universitarios y los centros adscritos 
podrán dictar normas propias que complementen el régimen jurídico al que están sometidos arts. 
10.1 y 11.3 de la LOU ; los Estatutos contemplarán las normas electorales aplicables art. 13 ; los 
estudiantes tienen derecho a la publicidad de las normas universitarias que regulen la verificación de 
conocimientos art. 46.2.d ; la competencia para aprobar normas que regulen el progreso y la 
permanencia del alumnado le corresponde al Consejo Social art. 46.3 ; posibilidad de dictar normas 
para asegurar ciertos aspectos relativos al PAS art. 75.3  
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e únicamente el Estado y las 
Comunidades Autónomas podrían dictar normas de desarrollo. 
Entiendo, sin embargo, que esta norma tiene dos finalidades concretas. La 
primera, establecer el reparto competencial entre el Estado y las Comunidades Autó-
nomas en l . La segunda, 
otorgarles solo a ellos la posibilidad de dictar normas de general aplicación no solo a la 
entidad administrativa jerárquicamente estructurada bajo el órgano de gobierno corres-
pondiente sino a las demás Administraciones dependientes, vinculadas o tuteladas por 
cada una de ellas (como pueden ser organismos autónomos, agencias públicas, 
Administraciones independientes vinculadas, corporaciones locales de su ámbito 
 tanto, ese reparto competencial ex disposición final octava de la 
LAESP en absoluto impide que cualquiera de estos entes de la esfera del Estado o de 
una Comunidad Autónoma entre ellas, por lo tanto, las Universidades públicas  
pudiera lógicamente dentro de su exclusivo ámbito territorial o funcional y respetando 
escrupulosamente los límites marcados por la normativa estatal y, en su caso, 
autonómica  451. 
En el caso concreto de las Universidades públicas, éstas podrían, sin problema, 
crear un  propio452, p.ej. reconociéndoles mayor número de 
derechos a los ciudadanos frente a ellas, autoimponiéndose mayores deberes, regulando 
sistemas de firma electrónica específicos que den validez a las actuaciones llevadas a 
cabo por ellas y ante ellas, etc. Es más, esta posibilidad de dictar normas propias en 
materia de e-administración por parte de las Universidades públicas, más que posible es 
deseable453, tanto teniendo en cuenta el perfil de su personal y, sobre todo, de sus 
usuarios454 (los estudiantes tienen una edad y un grado de formación que los convierte, 
                                                            
451 De la misma opinión es Xabier BERNADÍ GIL (2010; p 3). 
452 Comparto la opinión de Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; p 
43) de que lo normal sea que revistan la forma de Acuerdos del correspondiente Consejo de Gobierno 
y que, por sus efectos ad extra, deban publicarse en el diario oficial correspondiente. 
453 Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; p 20) van más allá y ya no es 
que se refieran a una posibilidad; hablan de deber. 
454 rsitarias suelen ser, junto con el resto de los estudiantes, los más pro-
clives a la utilización y acercamiento a la experimentación de nuevas canales de comunicación en una 
sociedad tecnológica, por el que su grado de implantación y utilización suele ser muy bien acogido, lo 
el papel del personal de la universidades, tanto personal docente como no docente, que está muy 
La implantación de una e-administración ¿es obligatoria para las Universidades? 
 página 211 Óscar Veloso Fernández 
en su mayoría, en individuos plenamente inmersos y educados en la Sociedad de la 
Información y con un nivel de accesibilidad y de conocimientos en la materia superior al 
promedio de la población), como atendiendo a la calidad de los servicios prestados (que 
cada vez más repercute de forma directa en su financiación) y, sobre todo, al papel social 
encomendado a las Universidades455. 
5.2. La obligación jurídica y el caos creado con la mezcla de 
la laxitud de la disposición final tercera y la diversidad 
de la regulación autonómica 
Si afirmamos que las Universidades públicas son Administración pública y, por 
lo tanto, sujetas a todas aquellas normas que obliguen o afecten al conjunto de Adminis-
traciones, ello debería conducir a aseverar del mismo modo que existe cierta obligación 
jurídica de respetar el marco normativo de la administración electrónica. 
Pero no basta con tal aserto. Hace falta que se concrete en qué consiste o, lo que 
es lo mismo, qué normas hay que considerarles aplicables, y en qué términos o bajo qué 
condiciones se les va a exigir su cumplimiento. 
5.2.1. Recordatorio de la composición del -
ni rsitario y planteamiento del problema 
Ateniéndome a lo expuesto a lo largo de las páginas anteriores en las que he 
desarrollado el apartado 4, está claro que se les debe aplicar el 
estatal básico como a toda Administración  que hay que considerar integrado no solo 
por los artículos de la LAESP a los que hace referencia su disposición final primera456 
sino también: 
                                                                                                                                                                        
acostumbrado utilizar como herramienta h
GÓMEZ OTERO, 2009; p 5) 
455 Cuestión que enlaza directamente con lo tratado más adelante bajo el título de «La obligación 
metajurídica» (apartado 5.3). 
456 Que únicamente son los arts. 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8.1, 9, 10, 11.1, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21.1, 
21.2, 22, 23, 2.1, 24.2, 24.3, 25, 26, 27, 28, 29.1, 29.2, 30, 32, 35, 37.1, 38 y 42 y las disposiciones 
adicionales primera y cuarta, la transitoria única y la final tercera; y, solo en la medida en que las 
diferentes Administraciones participen o se adscriban a los órganos de cooperación o demás 
instrumentos previstos, también los arts. 40, 41, 43, 44 y 45. 
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a) Por todas aquellas normas que afectan con carácter 
general a toda persona física o jurídica, sea pública o privada, como es el caso de 
la LFE, de la LOPD, de la Ley 56/2007 o del RD 1494/2007. 
b) Por todas aquellas normas dictadas por el Estado, en virtud del art. 149.1.18ª de 
la CE, con carácter básico para ser aplicadas en todas las Administraciones, 
tró-
-ENS, con el RD-ENIO, 
 
También habrá que tener en cuenta esos conjuntos de normas sectoriales de 
origen estatal y autonómico el marco normativo educativo y el régimen jurídico universitario  en 
la medida en que puedan modular el funcionamiento de estas instituciones empleando 
medios informáticos, electrónicos o telemáticos. 
Asimismo, en virtud del principio de autonomía, tienen capacidad como 
cualquier otra Administración  para dictar sus propias normas de desarrollo e implementación 
de la e-administración propia. 
Ahora bien, y por último, hay que tener en cuenta que a pesar de la calificación 
de las Universidades p
vinculadas de manera necesaria a una entidad territorial, más concretamente salvadas 
dos excepciones de vinculación al Estado  a una Comunidad Autónoma457 (que será 
quien las cree mediante Ley, quien supervise el control de legalidad de sus Estatutos, 
quien les autorice la creación de centros, quien cree el mapa de titulaciones y, en caso de 
ser varias, quien lleve a cabo el reparto y asignación de titulaciones, quien les autorice la 
impartición de enseñanzas, quien les aporte la más importante dotación económica458, 
                                                            
457 Actualmente, todas las Comunidades Autónomas han asumido a través de sus Estatutos de Auto-
nomía competencias en educación superior, lo que les permite ejercer esa posición vincular respecto 
de las Universidades de su ámbito territorial, incluida cierta potestad normativa sobre ellas. 
 Las únicas excepciones son la Universidad Internacional Menéndez Pelayo (UIMP) definida en el art. 2 de 
 y la Universidad Nacional de Educación a Distancia 
(UNED) que se define en el art. 1 del Real Decreto 1239/2011, que aprueba los actuales Estatutos, 
 respecto de las cuales 
la entidad con la que se vinculan es la Administración General del Estado. 
458 
anterior y derogada Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria denominaba 
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nistración electrónica 
estuvieran en consonancia con lo que se autoimponga la propia Comunidad Autónoma 
a través del ré autonómico de desarrollo o de adaptación de la normativa básica 
estatal. 
459 y el desarrollo 
normativo propio que, en su caso, dicten para sí las propias Universidades ¿deben 
intercalarse ineludiblemente las normas de e-administración que apruebe la Comunidad 
Autónoma de vinculación o su sometimiento es directa y exclusivamente a la normativa 
estatal? Planteado el problema desde otro punto de vista, estas normas autonómicas 
¿deben incluir a las Universidades de su ámbito territorial dada la fuerte vinculación que 
tienen con ellas o, por el contrario, deben excluirlas en virtud de su consideración como 
Administraciones independientes? 
La respuesta, que debería ser única para todas las Universidades públicas460 en 
orden a garantizar la igualdad de trato de los administrados frente a ellas, no es, por 
desgracia, homogénea, ya que, al llevar a cabo, en su caso, la regulación propia, y tras 
valorar cuestiones de diversa índole, han generado un mosaico variado de soluciones 
donde unas difieren notoriamente de otras461, amalgama difícilmente justificable si se 
                                                            
459 Ignoraré en este razonamiento teórico la normativa sectorial dado que, por su carácter de norma 
especial, tendría en caso de confrontación, en todo caso, preferencia con respecto a toda normativa 
general. 
460 Según Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; pp 41-
naturaleza jurídica de las Universidades españolas y la dependencia económica de las mismas a las 
Comunidades Autónomas determina que los desarrollos autonómicos de la Ley 11/2007 también 
deban ser de aplicación en el modelo universitario de Administración electrónica, de manera que las 
Universidades deberán sujetarse, además de a las previsiones normativas básicas (Ley 11/2007, Real 
Decreto 1494/2007, Real Decreto 4/2010 y Real Decreto 3/2010), a las previsiones autonómicas de 
desarrollo de la Ley 11/2007 que puedan afectarles. En la actualidad casi todas las Comunidades 
Autónomas han procedi
es la necesidad de cada Universidad de comprobar si en su Comunidad de residencia existe normativa 
autonómica y, en caso de que exista, adaptar la normativa propia de la Universidad y su Plataforma de 
e-Administra  
 Por tanto, para estos autores la solución sí es única y refleja dos únicos supuestos: si fue dictado 
desarrollo autonómico deben sujetarse a ambos regímenes (estatal y autonómico); y si no existe solo al 
estatal. Considero tal postura incompleta. Si bien esta respuesta es cierta cuando la normativa 
autonómica las incluye expresamente o simplemente no las excluye, no lo es cuando la normativa 
autonómica de alguna manera las excluye expresa o tácitamente (y supuestos los hay, como se verá a 
continuación). De ahí que yo distinga, no dos, sino tres supuestos diferentes. 
461 Las distintas normas aprobadas por cada una de las Comunidades Autonómicas, así como el acceso a 
su contenido, la podemos encontrar, como ya se ha dicho en nota al pie núm. 439, en el PAe. 
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contempla desde un punto de vista externo. Aun así, atendiendo a las consecuencias 
jurídicas que se derivan de cada uno de estos modelos, se podría hablar grosso modo de 
tres grandes modelos o supuestos, que analizo a continuación. 
5.2.2. Primer supuesto: no existen normas autonómicas en materia
de administración electrónica que aplicar a las Universidades 
La situación más extrema sería la de la dejadez o falta de interés por parte de la 
Comunidad Autónoma a la hora de contar con . 
Sin embargo, como se vio en el apartado 4.3 anterior, a día de hoy no existe ninguna 
Comunidad Autónoma que no disponga de, por lo menos, alguna que otra norma de 
desarrollo que aborde, p.ej., la implantación del registro electrónico o de la sede electró-
nica, la simplificación administrativa o aspectos relacionados con la seguridad  
Por ello, es más correcto referirse a que pudiendo haber alguna disposición de 
contenido electrónico ésta es tan sencilla, tan sectorial y tan limitada en su ámbito de 
aplicación que puede equipararse en la práctica a su inexistencia a efectos de una posible 
extensión a las Universidades. Lógicamente, en este caso no existe un estrato intermedio 
entre el régimen estatal básico y la reglamentación universitaria propia, funcionando el 
desarrollo estatal como Derecho supletorio462 de esta segunda para completar sus lagu-
nas e interpretar sus preceptos. 
.. 
. 
                                                            
462 Coincido así con Eduardo GAMERO CASADO (2010; pp 130-131) para quien aunque el ámbito de 
aplicación del RD-
ese espacio: por una parte, en virtud de la cláusula de aplicación supletoria del Derecho estatal conte-
nida en el art. 149.3 CE, todas las Administraciones públicas pueden servirse (con las debidas limita-
ciones y adaptaciones organizativas) del contenido de este real decreto en tanto aprueben sus propias 
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Esta situación, que ha sido prácticamente la habitual en los primeros momentos 
de implantación de la e-administración en nuestro país, debe considerarse que, a día de 
hoy, carece de ejemplos habida cuenta que la única Comunidad Autónoma que podría 
encajar aquí por contar con un reducidísimo número de normas de e-administración 
electrónica (Asturias) extiende su aplicación al sector público asturiano, con lo cual 
incluye a la Universidad de Oviedo. 
Sin embargo, es el modelo que corresponde a la UNED y a la UIMP, ya que 
debido a que la posición de Administración vincular corresponde a la Administración 
General del Estado, no existe Comunidad Autónoma que pueda dictar normativa de 
desarrollo que les afecte. En su lugar, como el RD-LAESP establece que su objeto es el 
organismos públicos vinculados y entre ellos se incluyen ambas 
instituciones universitarias estatales, el esquema gráfico anterior varía ligeramente al 
tener que intercalar de modo necesario el RD-LAESP como norma de obligado respeto 







5.2.3. Segundo supuesto: las normas autonómicas de administración 
electrónica incluyen expresamente las Universidades 
Este caso es el radicalmente opuesto al anterior. La solución más adecuada al 
razonamiento de que, siendo las Universidades entidades con importantes vínculos jurí-
dicos y económicos con la Comunidad Autónoma en la que se asienta su sede, es que 
deberían estar sometidas a las normas administrativas en la materia dictadas por ella.
Aquí, entre el régimen estatal básico y la regulación universitaria 
propia se intercala el desarrollo autonómico, que, al constituir la regulación específica en 








propia de UNED y UNIMP 
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predetermina el contenido de la normativa universitaria (en otras palabras, limita la 
libertad de regulación universitaria, ya que ésta tendrá que respetar dos regímenes: el 
estatal y el autonómico). Además funciona como el primer Derecho supletorio al que 
recurrir para completar las lagunas jurídicas que pudieran contener las normas universi-
tarias así como para interpretar sus términos. Lógicamente, el desarrollo estatal es 





A pesar de lo ideal de este modelo, es ofrecido de forma expresa únicamente por 
la regulación de Cataluña, cuyo art. 2.1 de la LAEcat, que reza que 
aplicación al sector público de Cataluña, que, a efectos de lo establecido por la presente 
las Universidades públicas, en el marco de su autonomía y de 
aradigma, el ejemplo más claro y 
extremo, de inclusión total, expresa e indiscutible. 
Más frecuente es considerárseles de aplicación una norma electrónica por el 
hecho de que su ámbito de aplicación se extienda a las entidades de derecho público 
vinculadas o, incluso, al sector público autonómico en general. Así lo hacen: 
a) Aragón. El art. 2 del Decreto aragonés 228/2006 incluye en su ámbito de 
los organismos públicos y demás entidades vinculadas o dependientes de la 
misma, cuando ejerzan potestades administrativas en los procedimientos 
suscep  
b) Asturias. A pesar de contar, en puridad, con una única norma463 (el Decreto 
asturiano 111/2005, de 3 de noviembre, sobre registro telemático, modificado por el 
                                                            
463  El repertorio del PAe también incluye una Resolución de la Consejería de Administraciones Públicas 
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Decreto 115/2008, de 20 de noviembre) tra-
ción del Principado de Asturias y a los organismos y entes públicos pertenecientes 
a su sector público, en cuanto ejer ). 
c) Canarias. El art. 2.2.a) del Decreto canario 19/2011 considera parte de su 
ámbito de aplicación a los organismos públicos de la Comunidad, enten-
entidades de derecho 
público vinculadas o dependientes de la Administración Pública de la 
 
d) Cantabria. El art. 3.1 del Decreto cántabro 74/2014 
la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, comprendien-
do ésta, a efectos del presente Decreto, la Administración General, los orga-
nismos públicos y entidades de derecho público vinculadas o dependientes de la 
 
e) Castilla-La Mancha. El art. 2 del Decreto manchego 12/2010 incluye en su ámbi-
to de aplicación a la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-
La Mancha, incluidos sus organismos públicos vinculados o dependien  
f) Extremadura. El art. 1.2 del Decreto extremeño 225/2014 es de aplicación 
indubitada a la Administración de la Comunidad Autónoma y a sus 
organismos públicos vinculados o dependientes, pero también a restan-
tes organismos públicos [que] estarán sujetos a la presente norma, en su caso, 
cuando ej  
g) Madrid. Según el art. 3 del Decreto madrileño 175/2002 éste ha de aplicarse 
todos los órganos y unidades de la Comunidad de Madrid, así como a los 
Organismos Autónomos, Entidades de Derecho Público y demás Entes 
Públicos vinculados o dependientes de la misma. Estas Entidades sujetarán su 
actividad al presente Decreto cuando ejerzan potestades administrativas, 
sometiéndose en el resto de su actividad a lo que dispongan sus normas de 
 
h) Murcia. El art. 2.1 del Decreto murciano 302/2011 dice que es de aplicación a 
públicos y entidades de derecho público vinculados 
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i) Navarra. La más que destacable LAEnav tiene como importante defecto no 
definir expresamente su ámbito de aplicación. Sin embargo, de varios pre-
sus organismos públicos  
j) País Vasco. El art. 2.1.a) del Decreto vasco 21/2012 extiende su ámbito de 
a
Euskadi, a sus Organismos Autónomos, y al resto de entidades de derecho público 
vinculadas  
Un caso curioso, difícilmente clasificable entre este supuesto y el siguiente, lo 
constituye La Rioja por cuanto el tercer párrafo del art. 2 de la Ley riojana 5/2014 declara 
cipios de la presente 
n su art. 3, se califican de 
añadiendo que se preste especial atención a la cooperación, a la simplificación 
administrativa y a la proximidad al ciudadano, ¿a qué está, realmente, obligada la 
Universidad de La Rioja? 
5.2.4. Tercer supuesto: las normas autonómicas en la materia -
dan n a las Universidades 
Quizás porque las Comunidades Autónomas consideren que la autonomía cons-
titucional y legalmente reconocida a las Universidades excluye a las públicas de su sector 
público autonómico o que las habilita para poder elegir libremente si sujetarse o no a 
una normativa autonómica éste es el modelo que siguen algunas Comunidades Autóno-
mas. Se diferencian en él dos tipos de soluciones: la exclusión tácita con posibilidad de 
sujeción voluntaria a dicho régimen jurídico a través de la suscripción de un convenio de 
colaboración o instrumento similar y la omisión de un pronunciamiento o una postura 
clara al respecto. 
En el primero de los casos, a pesar de que la primera intención de la norma es 
no incluirlas, las Universidades pueden, voluntariamente, declararse sujetas a su conte-
nido y en los términos que las partes establezcan, que puede ser de forma total o parcial. 
Ésta es la solución a la que recurren: 
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a) Andalucía. Aunque del análisis de los preceptos de la Ley andaluza 9/2007 se 
infiere que ésta no le es aplicable a las Universidades públicas andaluzas, si-
gue vigente el Decreto 183/2003, de 24 de junio, por el que se regula la información 
y atención al ciudadano y la tramitación de procedimientos administrativos por medios 
electrónicos (Internet) cuya disposición adicional primera  
norma será de aplicación a las Universidades públicas y Entidades Locales de 
Andalucía en la medida que determinen los convenios de colaboración que para 
 
b) Comunidad Valenciana. La disposición adicional séptima del Decreto valenciano 
220/2014 instrumento jurídico que corresponda, las 
universidades públicas podrán acogerse a los términos de la regulación prevista 
.
Se decantan, en fin, por la segunda de las opciones las tres Comunidades restan-
tes por cuanto en la definición de su ámbito de aplicación utilizan expresiones dudosas o 
ambiguas, que bien pueden inclinarse hacia un lado que hacia el otro:
a) Baleares. El art. 1.1 del Decreto balear 113/2010 describe su ámbito de aplica-
ción en función del i
habiendo un precepto que diga qué ha de entenderse por tal, ¿tendrían las 
 
b) Castilla y León. El art. 2.a) del Decreto castellano-leonés 7/2013 se declara aplica-
ble a los organismos autónomos vinculados o dependientes de la Adminis-
tración General. ¿Han de considerarse las Universidades organismos autó-
nomos? 
c) Galicia. Por los motivos que se describirán a continuación en el apartado 6.2. 
En todo caso, en ambos grupos de soluciones entre el régimen estatal básico y la 
reglamentación propia de las Universidades se intercala el estrato autonómico pero sin 
deber expreso de respetarlo ya que, en principio, no están incluidas en su ámbito de 
aplicación, pudiendo optar, por lo tanto, entre uno y otro.  
. Sin embargo, a pesar de que no limite o circunscriba la libertad normativa 
universitaria, considero que sí debería ser el autonómico el Derecho supletorio al que 
recurrir con preferencia respecto del estatal por diversos motivos. 
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Primero, porque sería incoherente que, con motivo de la asunción de 
competencias en educación superior, les sea de aplicación a las Universidades en 
múltiples ámbitos de su funcionamiento respetando el contenido básico estatal que 
pudiera haberse dictado en los distintos sectores  en todo caso la normativa de la 
Comunidad Autónoma (presupuestaria y financiera, de régimen patrimonial, administra-
s aplicase 
directamente el desarrollo reglamentario estatal ignorando ese estrato intermedio. 
Segundo, porque las Universidades públicas son claramente parte del sector pú-
blico autonómico. Son entidades públicas que tienen su sede en un concreto territorio 
autonómico y en virtud de los respectivos Estatutos de Autonomía, todas las Comuni-
dades Autónomas han asumido las competencias en materia universitaria, de modo que 
es a ellas a quien ha correspondido crear, mediante ley de sus Asambleas Legislativas, las 
de nueva aparición e integrar en sus sistemas universitarios a las preexistentes, dictar, 
dentro de los propios límites marcados por la LOU, las normas de desarrollo de la 
legislación universitaria, aportar la principal financiación de éstas a cargo de sus propios 
presupuestos, llevar a cabo la fiscalización de sus cuentas, etc. 
5.2.5. El alcance de la disposición final tercera respecto de las Uni-
versidades públicas 
El razonamiento de estos tres apartados precedentes ha servido para dilucidar si 
la normativa autonómica que, en su caso, se dictase en esta materia formaría parte o no 
del régimen jurídico electrónico universitario 
, , pero no es suficiente para determinar el momento de cumpli-
miento de las prescripciones establecidas por la LAESP y normas de desarrollo; o lo que 
es lo mismo, en qué términos se ha de interpretar la disposición final tercera con 
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Teniendo en cuenta que la redacción de dicho precepto que se refiere única-
mente a la Administración General del Estado (apdo. 2), a las Comunidades Autónomas 
(apdo. 3) y a las Entidades que integran la Administración Local (apdo. 4)  no permite 
afirmar claramente si en esta cuestión las entidades públicas no incluidas en los tipos 
citados464 están sujetas a los plazos o condiciones de cumplimiento generales o si para 
ellas se establecen unos particularizados o distintos, habrá que tener en cuenta, en 
principio, lo que se establezca para su Administración vincular. 
Por ello, la UNED y la UIMP, como Universidades adscritas a la Administración 
General del Estado, hubieron de cumplir con las prescripciones tanto de la LAESP 
como del RD-LAESP a más tardar a partir del 31 de diciembre de 2010 y las demás de 
acuerdo con lo procedente respecto a su Comunidad Autónoma. 
Ahora bien, la autonomía universitaria incluye autonomía económica y financiera 
de modo que surge la duda de si la situación económica concreta de una Universidad  
que manejan unos presupuestos muy ajustados, con frecuencia criticados por las propias 
instituciones como escasos e insuficientes  podría determinar -
pues 465 de la de su Comunidad Autónoma vincular y permitir o 
justificar, así, una postura dilatoria a la hora de implantar su e-administración. Ello 
dependerá, en mi opinión, de cómo venga configurado, en su caso, el desarrollo 
autonómico. 
Así, considero que en el supuesto segundo que s normas 
autonómicas de administración electrónica incluyen expresamen  
está claro que no puede producirse una situación distinta de la del resto de la 
Comunidad Autónoma, pues si ésta ha apostado por la implantación de la e-adminis-
tración en su sector público no puede obligar a unas instituciones y excluir a otras. Si en 
estos casos una Universidad alegase dificultades económicas la coyuntura anómala 
debería ser resuelta por la propia Comunidad Autónoma (incrementando el presupuesto 
universitario, asumiendo los costes de implantación, permitiendo el uso de sus propios 
                                                            
464 Tanto Universidades públicas como cualquier otro tipo de Administración independiente. 
465 La implantación de una e-administración universitari nó-
mica] que las Universidades, en permanente estado de crisis, no siempre pueden asumir. A ello hay 
que sumar que los programas y planes de desarrollo de la Sociedad de la Información elaborados por 
el Estado siempre se olvidan de ese hijo marginado que es la Universidad ya que el Estado considera que 
es hijo de la Comunidad Autónoma y que ésta rara vez lo adopta 
2009; p 7). [el resaltado es del propio autor] 
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elementos y estructuras electrónicas mediante la firma del oportuno convenio o, incluso, 
imponiendo dicho empleo a través de la aprobación de la correspondiente norma
pero no eximiéndolas o excluyéndolas de tal obligación). 
no existen normas 
autonómicas en materia de administración electrónica que aplicar a las Universidades
tercero466 s normas autonómicas en la materia n n a las Universida-
gozar de un excesivamente 
amplio margen de maniobra para hacer lo que les plazca. Aún admitiendo que, en virtud 
de la autonomía universitaria, ello pudiera ser así considero que, en todo caso, se habrá 
de respetar, por analogía, lo establecido en los apartados 2 y 5 de la disposición final 
tercera. Esto es: en principio, obligación de dar cumplimiento a la Ley a partir del 31 de 
diciembre de 2009; si ello no es posible, alegar dificultades económicas para retrasarlo y, 
consecuentemente, aprobar los oportunos programas y calendarios de trabajo con la 
periodificación que consideren oportuna, atendiendo a su previsible situación futura  
que pongan de manifiesto, por lo menos, la intención de cumplir con la Ley en un futuro 
más próximo o más lejano.  
5.3. La obligación metajurídica 
Independientemente de la descrita obligación jurídica (que en todo caso solo 
afectaría a las Universidades públicas) considero que todas ellas (y esto incluye no solo a 
las Universidades privadas sino también a aquellas públicas que, amparadas en que no se 
les aplica el régimen autonómico o en que la disposición adicional tercera les permite, 
por asimilación a Comunidades Autónomas y Entidades Locales como Administracio-
nes independientes, dilatar o retrasar la implantación de la administración electrónica), 
                                                            
466 A este supuesto parece referirse Carlos GÓMEZ OTERO (2009; pp 12-13) cuando dice que la 
cada Comunidad Autónoma. Sin esta concreción de los derechos digitales de los ciudadanos por 
norma autonómica (y norma que incluya a las Universidades de su competencia), la entrada en vigor y 
la exigibilidad de los derechos contenida en la LAE en la Universidad queda en un limbo, sometida al 
voluntarismo de cada Universidad mía]. 
 Con permiso del autor, teniendo en cuenta mi planteamiento de tres supuestos, y con el ánimo de ser 
más contundente, corregiría dicha expresión del siguiente modo: Tanto si no hay normativa autonómica de 
desarrollo, como si dichas normas existen pero no se incluye a las Universidades de su competencia o, habiéndolas e 
incluyéndolas, no hay concreción de los derechos digitales, la entrada en vigor y la exigibilidad de los derechos contenida en 
la LAESP en las Universidades queda en un limbo, sometida al voluntarismo de cada Universidad. 
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repito, todas ellas, estarían sujetas a un deber que va más allá de lo jurídico en cuanto al 
empleo de las TICs en su actividad y en su funcionamiento. Los motivos son claros:
 Porque todas tienen entre sus finalidades no solo la docencia y la enseñanza, 
sino también la investigación y la transmisión de los resultados de la investi-
gación a la sociedad467. 
 Porque todas cuentan con un buen número de investigadores y personal 
cualificado468 en todos los ámbitos del conocimiento (y especialmente en 
aquellos que podrían tener relación con la e-administración, como derecho, 
informática, telecomunicaciones, gestión pública, e
tareas más allá de la docencia está la investigación y la preparación de 
nuevos investigadores. 
 Porque, como ya se ha dicho, en principio y salvo casos puntuales a los 
miembros de sus comunidades universitarias se les presupone un buen 
conocimiento y frecuente uso de las tecnologías en general469.  
 Finalmente, porque todas ellas cuentan con recursos y medios470 destinados 
en su mayor parte a I+D+i. 
Esta obligación metajurídica debería abarcar, por lo menos, promover e 
implantar la aplicación de las TICs en la gestión de sus propios servicios, cuando no 
investigar para innovar y mejorar las TICs y fomentar su implantación en los demás 
sectores productivos de la sociedad471. 
                                                            
467 
 
468 P.ej. los presupuestos de la UVigo para el año 2015 reflejan que cuenta con un total de 1.593 efectivos 
de PDI [843 funcionarios docentes, 589 profesores contratados y 161 personal investigador] frente a 
740 efectivos de PAS [388 personal funcionario, 348 personal laboral y 4 personal eventual], de modo 
que el PDI representa en torno al 68% del personal total de la Universidad. 
469 Vid. nota al pie núm. 454. 
470 
5,96% que suponen los dos programas relacionados con la docencia [programa 111LL] y el apoyo a 
alumnado y docencia [programa 121D]). Además hay que tener en cuenta el programa 311V 
471 Un buen ejemplo es el proyecto NACCE (Núcleo de Apoyo a la Competitividad y Creación de 
Empresas TIC) en el que participó la UVigo. Nacido en octubre de 2011, vigente hasta diciembre de 
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Desde este punto de vista, no es que las Universidades públicas se vean 
obligadas a su implantación como consecuencia de que lo estén las Administraciones 
con las que se vinculan, sino que las propias Universidades, sean públicas sean privadas, 
deberían ser el motor, las pioneras, las impulsoras de tal implantación472. Así lo reconoce el 
punto VII de la Exposición de Motivos de l
información, el fenómeno de la globalización y los procesos derivados de la 
investigación científica y el desarrollo tecnológico están transformando los modos de 
organizar el aprendizaje y de generar y transmitir el conocimiento. En este contexto, la 
Universidad debe liderar este proceso de cambio y, en consecuencia, reforzar su actividad 
investigadora para con A pesar 
de que, como Exposición de Motivos que es, no impone un deber jurídico sí señala u 
orienta hacia donde el legislador, representante de la voluntad popular, desea que las 
Universidades encaminen sus pasos. 
De este relevante papel social son conscientes, en cierto modo, las propias 
Universidades, por lo menos desde el punto de vista de la colaboración entre ellas y la 
planificación. De hecho, en el seno de la Conferencia de Rectores de Universidades 
Españolas473 (CRUE) a finales del año 2003 se crea la Comisión Sectorial de Tecnologías 
de la Información y de las Comunicaciones (CRUE-TIC). Desde el mismo momento de 
su creación ha mantenido una continua preocupación por el fomento, la implantación y 
el seguimiento del uso de las TICs en el gobierno, la organización, la gestión y la 
                                                                                                                                                                        
pequeñas y medianas empresas en el desarrollo de proyectos comunes, la formación de otros 15 
emprendedores y de 50 empresas para que den un paso más en la puesta en marcha de actividades 
 
diario La Región, el 15 de octubre de 2011). Más información en la página del proyecto: 
http://www.nacce.es/ [última consulta: octubre de 2015]. 
472 i los cambios que experimenta la sociedad se transmiten a la Administración puesta al servicio de 
sus intereses, ello ocurre con mayor intensidad en las Universidades, donde sus finalidades y el perfil 
de sus usuarios las hacen especialmente propicias para acogerlos y ponerlos en práctica, convirtiéndo-
se en avanzadilla de la transformación en las relaciones sociales que comportan, como históricamente 
leyes universitarias autonómicas ya contemplan expresamente como una de sus misiones facilitar que 
las nuevas tecnologías lleguen a la sociedad; y pone como ejemplo la Ley 1/2003, de 19 de febrero, de 
Universidades de Cataluña (art. 20) y la Ley 5/2005, de 14 de junio, de Universidades de Aragón (art. 17). 
473 Una asociación, sin ánimo de lucro y de ámbito nacional, creada en 1994 y constituida por aquellas 
Universidades españolas que hubiesen solicitado (de hecho, en la actualidad está constituida por 
representantes de 50 públicas y 26 privadas) [datos actualizados a octubre de 2015]. 
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docencia en las instituciones universitarias474. Aunque en ningún momento inste475 a im-
plantar una e-administración universitaria, pues en la CRUE tienen representación también 
las Universidades privadas, ello no es óbice para que las públicas debieran orientar la 
regulación, configuración, disponibilidad y acceso del conjunto de sus instrumentos 
informáticos, electrónicos y telemáticos desde tal perspectiva. 
                                                            
474 Consúltense, p.ej., los informes Universitic calificados por Carlos GÓMEZ OTERO (2009; p 11) 
publican desde el año 2007, accesibles desde http://www.crue.org/publicaciones/ Universitic
Gobierno de las tecnologías de la información en Universidades  desde 
el mismo vínculo Gobierno TI , última consulta: octubre de 2015]. 
475 No estaría de más que en el seno de una entidad como ésta transversal, que aglutina a una serie de 
entidades públicas y privadas que desempeñan la misma función social  se adoptasen, sino normas 
obligatorias y coercitivas pues no tiene competencias normativas  por lo menos unos códigos de 
conducta o de buenas prácticas con el fin de conseguir un desarrollo en esta materia más o menos 
homogéneo y que no perviva tanta diferencia de unas a otras; unas normas que constituirían un 
derecho no vinculante, voluntario o soft law, en el sentido en que lo describe David LÓPEZ 
que caracterizan a las normas jurídicas, pueden afectar, de manera significativa, al panorama legislativo 
promoviendo la estandarización legal de determinad  
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6. El caso concreto de las Universidades gallegas 
A la hora de clasificar las diferentes Comunidades Autónomas en cada uno de 
los tres modelos de relación entre la normativa de e-administración dictada a nivel 
regional y las Universidades públicas de su ámbito territorial, el caso gallego lo he 
considerado incluido en el tercero de los supuestos, dejando la justificación para este 
apartado. 
Como ya se ha citado en más de una ocasión en páginas precedentes, la Comu-
nidad Autónoma de Galicia no solo cuenta con normativa en materia de administración 
electrónica sino que, además, cuenta con una norma general que pretende crear un 
marco jurídico-electrónico específico. 
Por ello, antes de pasar a analizar con detalle la situación en la que se encuentran 
las Universidades públicas gallegas con respecto a esta regulación (apartado 6.2) quizás 
sea conveniente, primero, llevar a cabo un análisis previo del corpus jurídico-electrónico 
autonómico consistente en desgajar y describir grosso modo, de un modo similar a como 
anteriormente he hecho con el régimen jurídico estatal, su contenido (lo que hago en 
los apartados 6.1.1 a 6.1.3) y, segundo, describir cómo fue la ejecución o puesta en 
práctica (apartado 6.1.4) en la Xunta de Galicia para saber, según sea la conclusión final, 
cómo tiene que ser el modelo exacto que deben implantar o cómo es el modelo que deben 
tener como referencia las Universidades del SUG. 
6.1. La administración electrónica en la Comunidad Autóno-
ma de Galicia: regulación y ejecución 
Refrescando brevemente lo dicho más atrás, la disposición final octava de la 
LAESP les permite a las Comunidades Autónomas dictar, si lo desean, disposiciones de 
desarrollo, siendo las opciones elegidas bien diferentes de unos casos a otros: algunas 
han optado por la vía legal, otras por la reglamentaria. Galicia se ha decantado preci-
samente por la segunda, siendo la norma vigente que a día de hoy lleva a cabo este 
desarrollo autonómico de la LAESP el, ya citado en más de una ocasión, Decreto 
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198/2010, de 2 de diciembre, por el que se regula el desarrollo de la administración electrónica en la 
Xunta de Galicia y en las entidades de ella dependientes (D-DAEXG). 
Pero ni ésta ha sido la primera regulación de la materia ni las ansias de mejora de 
la Xunta de Galicia han sido tan escasas como para no haber dictado otras normas 
posteriores que han repercutido en el empleo de las nuevas tecnologías en el sector 
público autonómico. De hecho, el tiempo transcurrido desde su aprobación práctica-
mente cuatro años  y los cambios que han tenido lugar en este ámbito aconsejaban que 
se dictasen. De ahí que antes de describir el contenido del D-DAEXG dedique unas 
páginas a describir brevemente sus antecedentes y, justo después, las normas posterio-
res, de desarrollo de éste o no, con repercusión en el uso de las TICs en las Administra-
ciones públicas gallegas. 
6.1.1. La normativa autonómica en materia de administración elec-
trónica (I). Normas anteriores a diciembre de 2010
A pesar de que el D-DAEXG es, actualmente, la piedra angular de la e-adminis-
tración autonómica, en la fecha de su aprobación ya se contaba con una serie de normas 
no muy amplia y con un campo de aplicación material que ha ido progresivamente de 
menos a más  que, en mayor o menor medida, contemplaban aspectos del empleo de 
medios electrónicos y telemáticos en el funcionamiento de la Xunta de Galicia que bien 
se podrían calificar como de administración electrónica. 
Una de estas primeras disposiciones fue el Decreto 21/1999, de 5 de febrero, por el 
que se regulan el uso de Internet por la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia, que 
crea la Red Corporativa que empleará la Xunta de Galicia en el ejercicio de sus compe-
tencias y en el desarrollo de sus actividades tanto en el ámbito interno de la misma, 
 
los recursos y sistemas que sirven de plataforma para la comunicación electrónica entre 
2.1). 
A pesar de haber sido anulado judicialmente por los motivos que a continuación 
indicaré, se hace necesario citar también el Decreto 200/2003, de 20 de marzo, por el que se 
regulan y determinan las oficinas de registro propias o concertadas de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Galicia, se procede a la creación del registro telemático de la Xunta de 
Galicia y se regula la atención al ciudadano por cuanto, mientras estuvo vigente, constituyó, 
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en sus propias palabras, una aportación para el ejercicio fácil de los derechos 
reconocidos en el artículo 35 de la Ley 30/1992, que  requieren de un esfuerzo 
por parte de la Administración de acercamiento a los ciudadanos de modo que se 
perciba el aire continuo de reforma sensible y receptor de las continuas innovaciones 
técnicas como le corresponde a una Administración moderna  
La intención de la norma era loable, por cuanto, poniendo en práctica la autori-
zación concedida por el art. 38.9 de la LRJAPyPAC añadido poco más de un año antes 
por la Ley 24/2001  creaba el Registro Telemático476 de la Xunta de Galicia. Mediante 
dos Órdenes de la Consellería de la Presidencia, Relaciones Institucionales y 
Administración Pública 
 se llevaron a cabo ampliaciones de los elencos de oficinas de 
registro propias, de oficinas concertadas y de procedimientos susceptibles de ser 
tramitados vía electrónica. Se trata de la Orden de 16 de febrero de 2004 y la Orden de 8 de 
junio de 2004. 
Sin embargo, la STSJ de Galicia de 7/4/2004 anuló dicho Decreto por cuestio-
nes formales, en concreto, por falta de negociación colectiva con los órganos de repre-
sentación de los funcionarios para llevar a cabo la regulación del Decreto que afecta a la 
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos organización, 
métodos de trabajo, jornada laboral, horario de trabajo y contenido de los puestos de 
trabajo , regulación que excede de los límites de la mera potestad de organización y que 
predetermina el contenido de las negociaciones futuras a las que se remite su disposición 
transitoria segunda477. 
                                                            
476 Esta denominación es acorde con lo establecido en el art. 38.9 de la LRJAPyPAC; la disposición final 
segunda del D-DAEXG en consonancia con el apdo. 2 de la disposición transitoria única de la 
LAESP  establece que desde su entrada en vigor este registro cambiará su denominación por la de 
Registro Electrónico de la Xunta de Galicia. 
477 Resulta imprescindible, pues, la negociación previa del Decreto, pues es en éste en el que se recoge la 
novedosa regulación que incide en las condiciones de trabajo de los funcionarios, y es lógico pensar 
que si en esa norma se prevé la implantación del nuevo horario es para que éste entre en funcio-
 
 Los demás argumentos de impugnación (modificación encubierta del Reglamento de Régimen Disci-
plinario de los Funcionarios de la Comunidad Autónoma de Galicia, ausencia de aprobación por el 
Consello da Xunta de Galicia, falta de memoria económico-financiera por cuanto de su aplicación se 
deriva un incremento del gasto público y la vulneración de ciertos apartados del art. 35 de la 
LRJAPyPAC) son rechazados por el Tribunal. 
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La anulación del Decreto conllevó, lógicamente, también la de las dos Órdenes 
que lo ampliaban. No corrió la misma suerte la Orden conjunta de 28 de julio de 2003 de las 
Consellerías de Presidencia, Relaciones Institucionales y Administración Pública y de Innovación, 
Industria y Comercio, por la que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y 
telemáticas en los procedimientos administrativos de las compañías transportistas y distribuidoras de 
energía, bastante sectorial478 pero que contemplaba el uso de este tipo de tecnología en las 
relaciones con la Xunta de Galicia. 
Tras la derogación del Decreto 200/2003 la Xunta de Galicia necesitaba dar 
cobertura jurídica a toda una estructura tecnológica que ya estaba en funcionamiento y 
que funcionaba muy bien  y habida cuenta que su anulación se debió únicamente a 
motivos procedimentales y no de contenidos materiales volvió a aprobar el reglamento, 
a la negociación previa con la representación de los trabajadores 
de conformidad con lo establecido en la normativa vigente en la materia, antes de su 
aprobación por el Consello da Xunta  a través del Decreto 164/2005, de 16 de 
junio, por el que se regulan y determinan las oficinas de registro propias o concertadas de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia, se crea el Registro Telemático de la Xunta de 
Galicia y se regula la atención al ciudadano. 
La Ley 4/2006, de 30 de junio, de transparencia y buenas prácticas en la Administración 
pública gallega, en un intento de fomentar el empleo de medios telemáticos:
 Reconoce en su art. 8 que la Administración autonómica impulsará el empleo y 
aplicación de las técnicas y medios electrónicos y telemáticos para la 
realización de su actividad y el ejercicio de sus competencias, cuya 
introducción responderá a los principios de eficacia y racionalidad de las 
inversiones y que la tramitación de los procedimientos se apoyará en estas 
técnicas y medios, con respeto a las garantías y requisitos establecidos para 
cada caso. 
                                                            
478 Solo se refería a las empresas transportistas y distribuidoras de energía eléctrica y respecto de la 
documentación informativa que se relacionaba en su Anexo I: 
 Anexo I. Relación de documentación susceptible de ser presentada telemáticamente ante la Xunta de Galicia por parte 
de las compañías transportistas y distribuidoras de electricidad  
a) Procedimientos informativos. (1) Datos de consumo eléctrico en Galicia. (2) Seguimiento de obras de mejora. 
b) Tramitaciones informativas. (1) Interrupciones temporales de fluido. (2) Cortes por impago. (3) Inspecciones 
periódicas.  
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Además al obligar a la Comunidad Autónoma a mantener un Registro 
Telemático eleva a rango de Ley su creación, primero por el Decreto 
200/2003 y, tras su anulación, por el Decreto 164/2005. 
 Permite que en aquellas oficinas de atención al ciudadano que se determinen 
toda persona pueda requerir (y se le podrá remitir) información no solo 
presencialmente sino también por medios electrónicos, informáticos o telemáticos que 
permitan la debida constancia (art. 4.4). 
 Exige que en las notificaciones de resoluciones, de acuerdos e incluso de 
actos de trámite  entre otros datos se indique la dirección postal, el teléfono y 
la dirección de correo electrónico al que se podrán dirigir los interesados para 
obtener información adicional relativa al acto notificado (art. 5). 
El Decreto 255/2008, de 23 de octubre, por lo que se simplifica la documentación para la 
tramitación de los procedimientos administrativos y se fomenta la utilización de medios electrónicos, a 
pesar de su brevedad, constituyó una norma de particular relevancia por cuanto, 
la desburocratización de la Administración, simplificar la relación entre 
ésta y el ciudadano, haciéndola más fluida, más ágil y menos onerosa, evitando gastos 
innecesarios de tiempo, papel y dinero  exigencia de dos de los documentos 
mayormente requeridos a los interesados como son el DNI y el certificado de 
empadronamiento  (arts. 2 y 3) ni de aquellos documentos generados por la Administra-
ción autonómica479 aquellos (...) con una antigüedad 
superior a cinco años, contados desde la entrada en vigor de este decreto, y los 
certificados médicos relativos a la salud de cada persona
creó una ventanilla electrónica 24×7 (art. 5) exigiéndoles a los órganos y entidades sujetos a 
su ámbito de aplicación que favoreciesen la presentación y tramitación electrónica de 
solicitudes cuando se refiriesen a colectivos que, por su desarrollo tecnológico o 
especiales condiciones, están en disposición de poder hacerlo
impuso que las comunicaciones entre órganos de la Administración autonómica se 
hiciese obligatoriamente480 utilizando los medios telemáticos de que dispongan (art. 6). 
                                                            
479 Cfr. cómo, a pesar de la puntualización que se comenta a continuación, el art. 4 del Decreto 255/2008 
lleva a cabo una simplificación más amplia y positiva para el ciudadano que la que llevan a cabo en la 
Administración General del Estado los Reales Decretos 522 y 523 de 2006. 
480 Previsión mucho más estricta ésta que la del art. 27.7 de la LAESP que habla de utilizar preferentemente. 
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Visto el articulado de este último Decreto podría decirse que, en la Comunidad 
Autónoma de Galicia, fue ésta la norma encargada de desarrollar por primera vez la 
LAESP y crear su e-administración, una estructura telemático-administrativa que, en el 
momento de dictarse el Decreto 198/2010, tras la aplicación de todas las demás normas 
precursoras, contaba (1) con una web institucional en la dirección 
http://www.xunta.es, bastante completa, con información institucional, normativa y 
procedimental  permanentemente actualizada, (2) con webs propias para las principales 
consellerías como las competentes en materia de educación y ordenación universitaria, 
 también continuamente actualizadas, (3) con un notable número 
de procedimientos administrativos que ya se podían tramitar parcial o totalmente a 
través de medios electrónicos, (4) con una serie de obligaciones a la propia 
Administración que potenciaron decididamente la incorporación de los medios 
tecnológicos y (5) un incipiente derecho de ciertos sectores de administrados a que, de 
reunir ciertas condiciones, se les facilitase su uso, lo cual no era precisamente acorde con 
lo exigido por la LAESP, que es la creación de un auténtico derecho general al acceso a 
todos ellos. 
6.1.2. La normativa autonómica en materia de administración elec-
trónica (II). El importante Decreto 198/2010 
Sin embargo, esta aplicación parcial y fragmentaria de la LAESP, aparte de 
incompleta, era insuficiente para las aspiraciones de la Xunta481 por lo que llevó a cabo 
un verdadero desarrollo autonómico completo y detallado de la LAESP y, en cierto 
modo de otras normas estatales de desarrollo que tomó como referencia  con el 
D-DAEXG, publicado en el DOG el día 17 de diciembre y en vigor desde el 6 de enero 
de 2011. 
Debido al carácter básico de buena parte de la LAESP, muchos preceptos del 
D-DAEXG se limitan a repetir ese contenido. Por ello, en este apartado, más que de 
analizar la totalidad del D-DAEXG trataré de destacar aquellos aspectos más relevantes 
y específicos porque introduce novedades y/o peculiaridades. 
                                                            
481 Comienza precisamente el sumario del D-
Xunta de Galicia tiene dentro de sus ejes de actuación impulsar la modernización y la innovación 
tecnológica con el objeto de potenciar la mejora de la calidad de servicio ofrecido a los ciudadanos, 
convirtiendo a la Xunta de Galicia en un modelo que sea referente para el desarrollo de la 
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El D-DAEXG es mucho más explícito que la LAESP en cuanto al objeto (art. 1). 
No solo contempla el derecho de los ciudadanos a relacionarse por medios electrónicos, 
sino que enumera todos y cada uno de los aspectos que va regular: la tramitación 
telemática de los procedimientos, la sede electrónica, el DOG electrónico, el registro 
electrónico, los servicios electrónicos y la interoperabilidad. 
El ámbito subjetivo de aplicación (art. 3) abarca no solo a los órganos y unidades de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma, sino también a las entidades del 
sector público autonómico, a los órganos con dotación diferenciada en los presupuestos 
autonómicos que, careciendo de personalidad jurídica, no estén formalmente integrados 
en la Administración autonómica y a los ciudadanos en cuanto se relacionen por medios 
electrónicos con cualquiera de los anteriores. 
El Decreto autoimpone a la Xunta el deber de implantar progresivamente el uso 
de medios electrónicos tanto en el funcionamiento interno, como en las relaciones con 
los ciudadanos y en las relaciones interadministrativas, correspondiéndole la aprobación 
de la planificación del desarrollo de los servicios electrónicos al Consello da Xunta de 
Galicia, a propuesta del órgano directivo competente en materia de e-administración (art. 5). 
a) Sede electrónica de la Xunta de Galicia y elementos a los que da acceso 
directo 
El primer contenido importante del D-DAEXG es la creación de la sede electrónica 
de la Xunta de Galicia (cuya dirección es https://sede.xunta.es482) que distingue claramen-
te de la web institucional (www.xunta.es) desde el momento en que exige que no solo se 
pueda acceder directamente a ella sino también desde esta última (art. 8.2). La define 
 (art. 8.1), atribu-
yéndole la titularidad a la Consellería competente en materia de Administraciones 
públicas (actualmente la de Presidencia, Administracións Públicas e Xustiza)483 (art. 8.5), 
si bien la responsabilidad de los contenidos y de los servicios puestos a disposición de 
                                                            
482 Se echa en falta que todavía no se haya llevado a cabo el cambio de dominio .es por el .gal, dominio 
aceptado finalmente por la ICANN el 1 de abril de 2014. Hago una breve descripción de la historia 
del dominio .gal en nota al pie núm. 672 al hablar de la sede electrónica de la Universidad de A 
Coruña, que se reguló y creó ab initio las fechas así lo permitieron  con el dominio .gal.
483 
tecnológica es responsable la Axencia para a Modernización Tecnolóxica de Galicia.
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los ciudadanos será de la secretaría general de cada Consellería y, en su caso, de las 
entidades que se incorporen a ella (art. 8.6). 
Es importante destacar que las diferentes entidades incluidas en el ámbito de 
aplicación del Decreto podrán crear sus propias sedes electrónicas, que además de su 
acceso directo deberán ser accesibles desde la sed de la Xunta de Galicia, de forma que 
esta última 
484 (art. 10). 
El art. 9 recoge un exhaustivo listado de lo que debe ser el contenido de la sede 
de la Xunta de Galicia (abierto a su ampliación por disposición legal o reglamentaria), 
siendo uno de sus elementos la interesante figura del tablón de anuncios electrónico de la 
Xunta de Galicia, empleado (art. 12): 
a) Para notificar actos a aquellos interesados que sean desconocidos, cuando el 
lugar de notificación no esté correctamente determinado o intentada la 
notificación ésta no se haya podido practicar (supuestos en los que la 
LRJAPyPAC obliga a publicar en los tablones de edictos y diarios oficiales).
b) Y, en general, para publicar aquellos actos y comunicaciones que deben 
publicarse en el DOG o que, por disposición legal o reglamentaria, se deban 
publicar en el tablón de anuncios o de edictos (se exceptúan, como es 
lógico, aquellas publicaciones que deban tener lugar en los tablones de otras 
Administraciones públicas distintas de la autonómica).
La sede electrónica también debe dar acceso al registro electrónico de la Xunta de 
Galicia, cuya regulación autonómica (art. 11) es en su mayor parte una reiteración de la 
LAESP. Es interesante, sin embargo, destacar, por interesante, la contemplación que 
hace de la continuidad del servicio prestado: su funcionamiento solo se podrá interrumpir por 
el tiempo mínimo necesario y por motivos justificados de carácter técnico, operativo o 
de mantenimiento. Si fuese una interrupción prevista se deberá anunciar a los 
interesados con la máxima antelación posible; en otro caso, y siempre que sea 
técnicamente posible, el usuario deberá poder visualizar un mensaje en el que se le 
                                                            
484 
en cuenta la personalidad jurídica única de las Administraciones Públicas, las sedes específicas de los 
órganos administrativos lo serán en última instancia de la correspondiente Administración Pública, 
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comunique tal hecho, mensaje que deberá servir de constancia documental para la 
presentación de la solicitud, escrito o comunicación (art. 11.4). 
Asimismo debe ser posible acceder desde la sede a la edición electrónica del DOG 
que tendrá carácter oficial, auténtico y único, sustituirá la edición impresa y por lo tanto 
se le atribuirán sus mismos efectos y, al igual que aquél, se publicará en gallego y en 
castellano, teniendo ambas la consideración de oficiales y auténticas (art. 13). 
b) Identificación y autenticación 
En esta materia la mayor parte del contenido del D-DAEXG es el ya recogido 
por la LAESP485 (admisión de firmas electrónicas simple, avanzada y reconocida, 
posibilidad de identificación de los ciudadanos por empleado público, etc.) pero añade 
cosas tan interesantes como las siguientes: 
a) Los ciudadanos, además de firmas electrónicas simples, avanzadas y 
reconocidas también podrán emplear otros sistemas de identificación que 
resulten proporcionales y seguros (art. 14.2.d). 
b) Que cada una de las diferentes formas de identificación de los ciudadanos 
podrá dar acceso a distintos niveles de información, tramitación y servicios, 
según el grado de protección (lógicamente, de forma proporcional a lo 
gravoso que resulten los requisitos para su otorgamiento) (art. 14.3). 
c) Que la presentación de un documento electrónico a través del registro 
electrónico requerirá, con carácter general, la firma electrónica del 
solicitante, lo que implicará además dos importantes efectos: primero, que el 
hecho de usar la firma electrónica no excluirá el deber de aportar los demás 
datos de identificación exigidos por la legislación aplicable (art, 15.3) y, 
segundo, que las entidades que reciban el documento firmado electrónica-
mente podrán tratar los datos personales consignados a efectos de la 
verificación de la firma (art. 15.4). 
                                                            
485 Es necesario tener en cuenta la modificación de los arts. 13.2.b y 15.2 de la LAESP, ambos básicos, a 
través de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, y la obligatoria aceptación de los certificados incluidos en 
ia, Energía 
y Turismo. 
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d) Que la Xunta y las entidades incluidas en el ámbito de aplicación del 
Decreto proveerán486 (imperativamente) a su personal de sistemas de firma 
electrónica. Pero serán posibles otros tipos de firma, incluso la personal 
reproducida por medios electrónicos (p.ej. la firma manuscrita escaneada) 
siempre y cuando se le den al documento suficientes garantías de validez y 
origen487 (art. 18). 
e) Que la identificación y autenticación de ciudadanos por funcionario público 
podrán ser llevadas a cabo únicamente para los servicios y procedimientos 
en que así se establezca y por los empleados expresamente habilitados y que 
figuren en un registro ad hoc (registro que a través de convenio de 
colaboración podrá extender sus efectos a otras Administraciones públicas) 
(art. 19). 
c) Tramitación de los procedimientos por vía telemática 
La tramitación electrónica de los procedimientos se contempla en tres niveles: 
diseño de procedimientos telemáticos, información de los procedimientos disponibles y 
especialidades de su tramitación por la vía telemática. 
dimientos adminis-
el art. 21 contiene una serie de aspectos relativos a la posibilidad de tal 
tramitación. Se impulsará la aplicación de los medios electrónicos bajo criterios de 
                                                            
486 A pesar de que la implantación de la firma electrónica en las actuaciones administrativas se efectuará 
de manera progresiva. En cualquier caso, cfr
 
487 Apoyan la validez de esta práctica, p.ej., Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TO-
RRIJOS (2012; pp 166-
negar efectos jurídicos ex ma 
puede considerarse garantizada su integridad, pero quizás sí la autoría siempre y cuando no haya sido 
negada por el supuesto autor o, en su caso, la vinculación pueda demostrarse a partir de otras 
 
 Cfr. el cambio de postura de Julián VALERO TORRIJOS cuando, años antes defendía que debía 
rechazarse la utilización de los referidos ejemplos de firma electrónica simple [habiendo hecho 
referencia líneas atrás a la firma manuscrita escaneada y a sistemas de identificación basados en 
usuario-contraseña] para los documentos administrativos puesto que, en última instancia, se podría 
estar facilitando la revisión encubierta de decisiones administrativas sin respetar los procedimientos 
-45). 
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simplificación administrativa488 y, para empezar, repite como hacía la LAESP  que la 
gestión administrativa electrónica tendrá que respetar el ejercicio y la titularidad de las 
competencias así como el cumplimiento de los requisitos formales y materiales 
establecidos por la norma. Pero, para asegurar su necesidad, practicidad, seguridad o 
reutilización dedica varios apartados a exigir que tanto las disposiciones de carácter 
general que regulen procedimientos a instancia de parte como el establecimiento de 
servicios a los ciudadanos y empleados o la aprobación de las aplicaciones necesarias 
deberán pasar con carácter previo por una serie de pasos, básicamente informes y 
análisis técnicos. 
También se refiere a la denominada Guía de procedementos e servizos (art. 20) defi-
nida como la relación de procedimientos y servicios que se ponen la disposición de los 
ciudadanos y empleados públicos, con indicación de (art. 9.f) los plazos de resolución, 
sentido del silencio, cuáles no pueden ser tramitados electrónicamente en todo o solo en 
de 
ellos  que también debe estar disponible y permanentemente actualizada en la sede 
electrónica. De acuerdo con la disposición final tercera desde la entrada en vigor del 
D-DAEXG sustituye a la Guía do cidadán da Xunta de Galicia489. 
En cuanto a la tramitación de los procedimientos por vía electrónica estricto sensu 
(arts. 22 y 23) apenas se introducen contenidos distintos de los ya recogidos en la 
LAESP. Pero sí se debe destacar lo siguiente: 
a) Respecto a la iniciación, al reiterar el contenido de los tres apartados del art. 
35 de la LAESP no añade nada al preceptuar que cualquier persona podrá 
                                                            
488 Existe una general tendencia a asociar la incorporación de las TICs a la tramitación de un procedi-
miento esto es, a la conversión de un procedimiento tradicional en ciberprocedimiento con la sim-
pli
p 111). Para conseguir tal efecto no solo es necesario repensar, rediseñar, replantear los procedi-
mientos, sino hacerlo desde la perspectiva no solo de usuarios, sino y bajo mi punto de vista 
profesional  sobre todo de gestores y empleados públicos.  
489 Aunque parece ser lo mismo pero con otro nombre, el art. 35 regula el Inventario de información 
administrativa documento de la competencia de la Vicepresidencia e Consellería de Presidencia, 
Administracións Públicas e Xustiza, que incluirá los procedimientos administrativos y servicios que se prestan, de 
forma clasificada y estructurados en familias, con indicación de su nivel de informatización. También se 
mantendrá una relación actualizada de los órganos administrativos y oficinas de registro y atención a 
los ciudadanos y sus relaciones entre ellos. 
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iniciar un procedimiento administrativo vía electrónica, que esta iniciación 
requerirá la puesta a disposición de ésta de los correspondientes modelos o 
sistemas electrónicos de solicitud a través de la sede, que se pueden ofrecer 
comprobaciones automáticas o formularios previamente cubiertos con la 
sola necesidad de su comprobación y confirmación por parte de los intere-
sados y que éstos podrán adjuntar documentos  
b) En lo concerniente a la instrucción estricta no se establece nada, pero sí res-
pecto del acceso al estado de tramitación, mejorando la redacción también 
básica del art. 37.1 de la LAESP  pues estas consultas a través de un 
servicio electrónico de acceso restringido se predica de los procedimientos 
administrativos en general490. En cuanto a la información que ofrecer, 
abarcará la relación de actos de trámite realizados, indicación de su 
contenido y la fecha en que fueron dictados. 
c) En sede de terminación, en los casos en que así esté previsto, las resoluciones 
se deberán adoptar y notificar de forma automatizada. El D-DAEXG 
opta491 aquí por reproducir de una forma prácticamente exacta y literal, 
aunque se trate de un artículo no básico, el contenido del art. 39 de la 
LAESP. Así, es necesario que previamente se establezca el órgano u órga-
nos competentes para definir las especificaciones, programación, manteni-
miento, supervisión y control de la calidad y, en su caso, auditoría del sis-
tema de información y de su código fuente así como el órgano que debe 
considerarse responsable a efectos de impugnación. 
d) Comunicaciones y notificaciones telemáticas 
En cuanto a las comunicaciones ciudadanos-Administración autonómica por medios 
electrónicos debe resaltarse una limitación no contemplada en la LAESP492: en principio, 
                                                            
490 Recuérdese que en el precepto de la LAESP la obligación de este acceso se establecía únicamente 
respecto de los procedimientos gestionados en su totalidad por vía electrónica. 
491 Serían posibles soluciones distintas. Maximino I. LINARES GIL (2010; p 454) no descarta que las 
Comunidades Autónomas procedan a llevar a cabo una regulación en términos diferentes, aunque 
para Ignacio ALAMILLO DOMINGO/F. Xavier URÍOS APA mente se 
podrá establecer un nivel de garantías inferiores a las que prevé aquel artículo, porque de lo contrario, 
. 
492 Tampoco figura actualmente en el RD-LAESP. Sí aparecía en su fase de proyecto, pero finalmente fue 
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tal y como contemplaba la Ley, los ciudadanos tienen derecho a cambiar el medio de 
comunicación previamente elegido y optar por un canal distinto. Ahora bien, el Decreto 
permite, cuando en la tramitación de un mismo procedimiento se aprecie un uso 
abusivo de tal derecho, limitar sucesivos cambios en el medio elegido (art. 24.8).
En materia de notificaciones electrónicas (arts. 25 y 26) se parte, tal y como preceptúa 
la LAESP, de que la notificación por estos medios solo es posible si así lo manifiesta 
expresamente el destinatario o si acepta también expresamente la propuesta de su 
empleo, pero se hace preciso destacar como específico: 
a) Que además del medio electrónico de notificación elegido por el interesado 
la Administración podrá hacer uso de otros medios de comunicación no 
indicados por él pero empleados en un procedimiento distinto, con la única 
finalidad de localizarlo o de hacerle llegar el acto para su conocimiento y sin 
efectos jurídicos pues esta comunicación no sustituirá a la notificación que 
se debe practicar (se trata pues de una comunicación complementaria). 
b) Que el ciudadano le podrá facilitar a la Administración además de un medio 
electrónico de notificación una dirección electrónica complementaria (p.ej. 
una dirección de correo electrónico común) con el fin de que se le puedan 
enviar a él avisos auxiliares relativos a la práctica de una notificación 
electrónica: de que se realizó, de que se intentó realizar o de que está 
pendiente de acceso. 
c) Que el medio electrónico elegido a efectos de notificación se podrá revocar 
a petición del titular lo que implicará el deber de elegir otro medio de 
notificación, sea electrónico o no493  pero también de oficio por defunción 
de la persona física o extinción de la persona jurídica o por resolución 
judicial o administrativa. Hasta aquí todo lógico, sin embargo, llama la 
                                                                                                                                                                        
regular la modificación del medio de comunicación, disponía «el órgano u organismo actuante podrá 
limitar sucesivos cambios en el medio elegido en la tramitación de un mismo procedimiento, en el 
 
493 Optar por un medio no electrónico equ
LAEnav] la regla general es la del mantenimiento de la vía electrónica elegida y el retorno a la relación no 
electrónica es la excepción que requiere justificación y autorización 
COTINO HUESO, 2011; p 43, en nota al pie). [la cursiva es mía] 
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atención que también se pueda revocar por inhabilitación debida a la ausencia 
total de uso en el transcurso de tres años, tras la oportuna comunicación al 
interesado. 
d) Que si no fuese posible llevar a cabo la notificación electrónica por 
problemas técnicos la Administración practicará la notificación atendiendo a 
lo previsto en el art. 59 de la LRJAPyPAC. 
e) Que el acceso al contenido de una notificación electrónica por parte del 
interesado o de su representante exige su previa identificación para lo cual 
se empleará un método de identificación seguro y verificable. 
e) Documentación y archivística electrónicas 
El D-DAEXG exige que todo documento electrónico contenga los datos de 
identificación que permitan su individualización independientemente de su posible 
incorporación a un expediente electrónico. Pero respecto de los documentos 
electrónicos públicos añade tres importantes cuestiones:  
a) Que se presumen auténticos, fiables y disponibles en iguales condiciones 
que los generados en otros formatos (art. 28.2). 
b) Que la Xunta y las demás entidades a las que se les aplica el Decreto 
deberán garantizar su autenticidad, integridad, conservación y, en su caso, 
recepción por parte del interesado (art. 27.3). 
c) Que, sin llegar a suponer ser copias, se podrá posibilidad (sic), no obliga-
ción  llevar a cabo el cambio de formato con diversas finalidades: facilitar 
su archivo, protegerlos frente a la obsolescencia o protegerlos frente a otras 
circunstancias técnicas (art. 28.3). 
Toda copia electrónica, cualquiera que sea el formato original disfrutará de la misma 
validez y eficacia que los originales pero para eso tienen que indicar que se trata de 
copias auténticas de documentos originales. Tal es la validez otorgada que podrán ser 
archivadas siempre que incluyan la firma electrónica correspondiente (art. 29.6). 
Igual que hacía la LAESP recoge y regula las tres posibles combinaciones de 
original-copia con elementos electrónicos (electrónico-electrónica, papel-electrónica y 
electrónico-papel) y de su regulación se destacan las siguientes especificidades: 
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a) Las copias electrónicas de documentos electrónicos si no suponen cambio 
de formato tendrán la misma eficacia jurídica del original (primera parte del 
art. 29.2), apoyando así la postura doctrinal de que realmente siguen siendo 
el mismo documento. 
b) En cambio, si implican cambio de formato, para ser auténticas deberán 
incluir su carácter de copia entre sus metadados y estar autorizadas 
mediante firma electrónica (segunda parte del art. 29.2). 
c) A diferencia de lo que sucede con el formato papel, donde se prohíben las 
el formato electrónico se podrán hacer copias 
electrónicas auténticas de otras copias electrónicas siempre que se observen 
los anteriores requisitos (art. 29.3). 
d) La copia electrónica de documentos en papel aportados por los particula-
res494 
procedimiento (art. 31) consistente (1) en la digitalización previa del docu-
mento en papel, (2) en la comprobación posterior por parte de la autoridad 
o funcionario habilitado  para asegurar la integridad y la exactitud con el 
original y (3) por último, que tales extremos sean garantizados mediante un 
sello plasmado por tal autoridad y funcionario junto con su firma elec-
trónica. La compulsa electrónica elaborada cumpliendo con estos requisitos 
será válida para cualquier procedimiento que se tramite por medios 
electrónicos en la Xunta o en cualquiera otra entidad a la que se le aplique el 
Decreto (art. 31.2), contribuyendo así sin duda a la interoperabilidad. 
e) La Administración autonómica también puede digitalizar (hacer copias elec-
trónicas) de documentos en papel que ya se encuentren en sus propios 
expedientes efectuándose esta vez a través de un proceso tecnológico distin-
to, , sin intervención de 
operador que permite, mediante la aplicación de técnicas fotoeléctricas o de 
                                                            
494 Está refiriéndose aquí a copias electrónicas hechas por la Administración de documentos en papel 
aportados por los ciudadanos; las copias electrónicas de documentos en papel que incorporen a un 
procedimiento los propios interesados sigue siendo posible (art. 22.3 del D-DAEXG), precisando de 
su firma electrónica de ahí que se den com , debiendo 
ser exhibido el original, bajo determinadas circunstancias, a requerimiento de la Administración.
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escáner, convertir la imagen contenida en un documento en papel en una 
imagen digital fiel e íntegra (art. 32). 
El expediente electrónico que contempla el art. 33 puede formarse no solo exclusiva-
mente con documentos electrónicos sino incluso a partir de documentos en formato 
papel. La formación, tramitación y gestión del expediente electrónico es responsabilidad 
del órgano que disponga la norma o, en su defecto, del órgano encargado de su tramita-
ción. Respeto del proceso estándar solo contempla aspectos relativos a la identificación 
que se llevará a cabo a través de un código de clasificación normalizado y del número 
de solicitud o trámite , a la indización el índice, obligatorio ya de acuerdo con la 
LAESP, incluirá además según el Decreto las referencias de búsqueda que permitan 
acceder a su contenido  y a su compartición tanto en la fase activa como una vez 
transferidos al archivo administrativo electrónico. Pero a continuación se recoge en el 
punto 7 una detallada regulación para cuando los expedientes electrónicos deban ser 
objeto de remisión o puesta a disposición495. 
El Decreto se encarga de remarcar que se podrán almacenar (esto es, archivar) 
por medios electrónicos todos los documentos y expedientes electrónicos con indepen-
dencia del soporte que tuviese el original (art. 33.3). A la Administración autonómica se 
le imponen una serie de deberes en materia de archivos electrónicos, ya que las entidades que 
la integran deben garantizar: 
a) la adecuada gestión de la documentación original, sea recibida, generada o 
solo gestionada (art. 28.1), 
b) la conservación a lo largo del ciclo de su vida, en especial de la que obre en 
su poder, debiendo no solo evitar su destrucción sino también la 
imposibilidad de acceso por razones de obsolescencia496 (art. 28.4)
                                                            
495 Muy resumidamente este proceso más complejo se refiere a que: estructura, formato y especificaciones 
de los servicios se ajustarán al protocolo correspondiente; dispondrá de un código que permita su 
identificación unívoca; estará integrado exclusivamente por documentos electrónicos; podrá incluir 
otros expedientes electrónicos si así lo requiere el procedimiento; excepcionalmente, cuando la 
naturaleza o la extensión de determinados documentos no permita o dificulte su inclusión, estos se 
presentarán por separado pero deberán incorporarse al índice; y su foliado se llevará a cabo mediante 
un índice electrónico. 
496 El cambio de formato de los documentos originales electrónicos ya referido se convierte así en un 
deber y no solo en una posibilidad, ya que, como bien dice Lorenzo COTINO HUESO (2010; p 301 
y también en 2011; p 41) la vertiginosa naturale
(como paquete de información) se mantenga, pero que no sirva para nada, al no ser accesible, 
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c) y el ejercicio de los derechos que reconoce la normativa de protección de 
datos (art. 28.1).  
Como cuestiones adicionales al tema de los archivos electrónicos se contempla 
que solo los empleados públicos responsables de un archivo podrán emitir y transmitir 
por medios electrónicos copias auténticas de los documentos originales que figuren en él 
(art. 28.5) y que el ejercicio del acceso a archivos por parte de los ciudadanos se podrá 
llevar a cabo por medios o soportes electrónicos con observancia, lógicamente, de la 
normativa vigente (LRJAPyPAC, Leyes de transparencia estatal y autonómica, LOPD y 
normativa de aplicación correspondiente) y asegurando ciertas garantías como la 
identificación de usuarios, el control de accesos y las demás recogidas en esa normativa 
(art. 28.6). 
f) Medidas complementarias en materia de interoperabilidad y seguridad 
Partiendo del carácter básico, de la importancia y del obligado cumplimiento que 
caracterizan al RD-ENIO y al RD-ENS en materia de interoperabilidad y de seguridad, 
respectivamente, el D-DAEXG se atreve a contemplar ciertos aspectos complementa-
rios en ambas cuestiones. 
Así, en materia de interoperabilidad (art. 34) la Administración autonómica será 
competente para fijar las directrices corporativas en la materia a través de un protocolo 
ad hoc, estableciéndose los mecanismos de control para garantizar su cumplimiento 
efectivo. Todas las comunicaciones deberán garantizar varios extremos, tales como 
identidad del órgano o persona solicitante, identificación de la finalidad perseguida, la 
disponibilidad, confidencialidad, integridad y recepción de los datos, el cumplimiento de 
los plazos legalmente establecidos, las modalidades y sistemas de consulta y que se 
guardará el trazo seguro de todas las operaciones efectuadas. Asimismo, uno de los 
objetivos perseguidos por la e-administración será garantizar el derecho de los 
ciudadanos a no aportar documentos que estén en poder de las Administraciones. Por 
ello, para dar cumplimiento a esta última previsión, los datos y documentos requeridos 
por la Administración autonómica en sus procedimientos se recogerá en el denominado 
mapa de interoperabilidad de las Administraciones gallegas (art. 37) que se pondrá a disposición 
de los propios órganos y del resto de Administraciones, autonómicas o no, (se indicarán 
                                                                                                                                                                        
(2008; p 32) o Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; pp 103-104). 
El caso concreto de las Universidades gallegas 
 página 243 Óscar Veloso Fernández 
también las condiciones de acceso y utilización de los servicios, los datos y documentos 
en formato electrónico disponibles, las modalidades de consumo, consulta o interacción, 
497. Respecto de esos datos y documentos 
puestos a disposición de terceros se presumen su veracidad, su seguridad y su integridad. 
Por último, para facilitar la interoperabilidad, la Administración autonómica empleará 
preferentemente estándares y especificaciones técnicas abiertas (art. 36) y, en su caso, y de forma 
complementaria, estándares de uso generalizado. Sin embargo, es posible recurrir en 
exclusiva a un estándar o especificación técnica no abierta (es decir, sin una alternativa 
basada en estándar o especificación técnica abierta) pero solo para circunstancias 
excepcionales en las que no se dispusiese de un estándar o especificación técnica abierta 
satisfactoria. 
En cuanto a la seguridad (art. 39), la utilización de técnicas electrónicas, infor-
máticas y telemáticas deberá incorporar medidas de seguridad, calidad y de control que 
garanticen la autenticidad, confidencialidad, integridad, disponibilidad y conservación de 
la información, debiendo cada una de las entidades de la Administración autonómica 
aprobar, o adaptar mediante convenios o acuerdos, en función de su capacidad y 
posibilidades, políticas de seguridad de la información para la aplicación efectiva de 
estos principios. 
6.1.3. La normativa autonómica en materia de administración elec-
trónica (III). Normas posteriores al Decreto 
Transcurridos cerca de cinco años desde la aprobación del Decreto 198/2010 
han sido bastantes las normas dictadas en la Comunidad Autónoma con cierto reflejo en 
la e-administración, bien porque son parte del desarrollo normativo del Decreto, bien 
porque de cualquier otro modo afectan al empleo de las nuevas tecnologías en el ámbito 
del sector público autonómico.  
Prácticamente coetánea al D-DAEXG, pero a fin de cuentas posterior por unos 
días, es la Ley gallega 16/2010, de 17 de diciembre, de organización y funcionamiento de la Admi-
nistración general y del sector público autonómico de Galicia. A pesar de que, como se infiere de 
su título y se completa en su art. 1, su objeto es regular la organización y el régimen 
                                                            
497 Ahora bien, que estén disponibles no quiere decir acceso libre. Los órganos que precisen de esta 
información deberán conseguir el consentimiento de los afectados cuando tal consentimiento fuere 
exigible de acuerdo con la normativa de protección de datos. 
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jurídico de las entidades que integran el sector público autonómico, el ejercicio de la 
potestad reglamentaria y el procedimiento de elaboración de los reglamentos, lo cierto es 
que contiene ciertos preceptos no pocos, precisamente  cuya literalidad da por sentado 
que se emplean, se podrán o se deberán emplear medios tecnológicos en el funcio-
namiento de la Administración autonómica. Preceptos que, por el simple hecho de tener 
rango de Ley, tienen mayor fuerza que el articulado del D-DAEXG. 
Respecto de las figuras de alteración del ejercicio de la competencia si bien la Ley no 
altera su contenido esencial y básico ex LRJAPyPAC  sí contempla ciertos aspectos 
sobre su publicidad. Así, las delegaciones de competencias y su revocación figurarán de 
forma permanente y accesible en la web institucional498 del órgano delegante (art. 6.6) y 
la encomienda de gestión intraadministrativa se publicará, con efectos informativos, en 
la web institucional de los órganos que intervengan (art. 8.5). 
Especialmente interesantes son las previsiones del art. 21 respecto del funcio-
namiento de los órganos colegiados a través de medios electrónicos, no solo en cuanto a la 
convocatoria sino incluso en lo relativo a la posibilidad de constitución, deliberación y 
adopción de acuerdos. 
 La Ley se preocupa especialmente de la convocatoria, que únicamente se podrá 
llevar a cabo por correo electrónico con el cumplimiento de una serie de 
requisitos499. Todos los miembros que tengan la condición de cargo público o 
empleado público de la Administración en la que se integra el órgano colegiado 
serán notificados en su dirección electrónica institucional500, mientras que el 
                                                            
498 La crítica de Isaac MARTÍN DELGADO (2009[1], apdo. III) sobre la falta de congruencia del 
legislador estatal a la hora de elaborar la Ley 30/2007 olvidando la LAESP vid. nota al pie núm. 420 , 
puede ser aplicable, mutatis mutandis, al caso del legislador autonómico al aprobar esta Ley, ya que 
ignora no solo a LAESP sino también, aunque sea de menor rango, el D-DAEXG y no se refiere a las 
sedes electrónicas; máxime si se tiene en cuenta que sí se cita la sede cuando habla de las agencias 
electrónica, si la hubiere, o, en su defecto, en la web instit  
499 Como cualquier notificación electrónica, se exige que permita acreditar fecha y hora en la que se 
produzca la puesta a disposición del interesado y el acceso a su contenido (pero en este caso, y a 
diferencia de las notificaciones electrónicas, se presumirá que se produjo con el transcurso de 24 
horas, excluyendo sábados, domingos y festivos, desde la puesta a disposición, salvo que se demuestre, 
de oficio o a petición del interesado, la imposibilidad técnica o material del acceso).  
500 De ahí que esta convocatoria telemática esté supeditada a que se habilite un sistema informático para 
que el personal y cargos autonómicos puedan acceder a sus cuentas institucionales de correo 
electrónico desde cualquier ordenador conectado a la red (habilitación que de acuerdo con la 
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resto lo serán en la dirección electrónico, incluso particular, que señalen al 
respecto. 
 La constitución del órgano y la celebración de las sesiones no entrañan problema 
alguno cuando lo que era lo normal  todos los miembros del órgano cole-
giado se reúnen en una misma dependencia, de modo que el empleo de las 
tecnologías no va más allá de facilitar el desarrollo de las sesiones (exposición, 
para permitir que las reuniones puedan 
. Para ello, los medios técnicos deben permitir el normal desarrollo 
de la sesión y el respeto de los derechos de los miembros (básicamente, a 
deliberar, a votar, a aportar el voto particular o a indicar el sentido de su voto). 
La práctica viene a demostrar que el medio más empleado es el de la 
videoconferencia, que permite la transmisión simultánea y prácticamente en 
tiempo real de imagen y sonido. Otro problema añadido es que, debido a que 
solo hay un único secretario, en aquellos lugares donde no esté es necesario 
contar con alguien que le auxilie en sus funciones; será el presidente quien 
designe para tal cometido a un miembro de ese punto de reunión. 
 El empleo de este tipo de medios permiten también la aprobación por vía 
telemática de las actas de las sesiones después de que les hayan sido remitidas a sus 
miembros a su dirección electrónica. 
En cuanto al procedimiento de elaboración de los reglamentos tema al que la Ley dedica 
el Capítulo II del Título II  se divide en varias fases: inicial, intermedia, final y 
publicación, de las cuales en las dos primeras se contempla expresamente la posibilidad 
de empleo de medios telemáticos501: 
 En la fase inicial (art. 41.4) cada Consellería publicará en su web institucional 
una relación de los procedimientos de elaboración de reglamentos que estén en 
tramitación con indicación de ciertos datos, entre ellos el de la posibilidad de 
                                                                                                                                                                        
disposición transitoria primera se debió llevar a cabo en el plazo de seis meses desde la entrada en 
vigor de la Ley). 
501 Indirectamente en la cuarta, en la publicación, también cabe el empleo de las tecnologías, ya que al 
decir el art. 44 que se deberán publicar íntegramente en el DOG, como desde el 2 de mayo de 2011 
únicamente existe la versión electrónica del DOG, hoy en día no es que la publicación de las 
disposiciones administrativas de carácter general pueda tener lugar a través de medios electrónicos, sino 
que es la única forma de publicación oficial y con plenos efectos erga omnes. 
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que se puedan remitir sugerencias y cómo hacerlo donde también sería 
posible la vía electrónica. 
 En la fase intermedia (art. 42.4) se fomentará la participación de la ciudadanía, 
directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la 
Ley, promoviendo que los trámites de audiencia e información pública se 
lleven a cabo a través de un portal web específico o a través de cualquier otro 
medio admisible, incluida la vía telemática. 
En cuanto al resto del sector público autonómico, llama la atención que solo se con-
templen especificaciones al empleo de medios electrónicos respecto de las agencias pú-
blicas y de las sociedades mercantiles públicas autonómicas, y no en cuanto a los demás 
tipos  como son los orga-
nismos autónomos, las entidades públicas empresariales, los consorcios autonómicos y 
las fundaciones del sector público autonómico). 
Para las agencias públicas prevé el art. 88 titulad  
que, sin perjuicio de sus deberes de información al ciudadano establecidas por la 
legislación vigente, deberán publicar en su sede electrónica502 información actualizada 
sobre una serie de aspectos y que entre los mecanismos que garanticen el acceso a esta 
información deberán incluir en sus estatutos la posibilidad de acceso a través de la 
página web. 
En cuanto a las sociedades mercantiles públicas el art. 104.3 exige que el acuerdo del 
Consello da Xunta por el que se autoriza su constitución y que aprobará sus estatutos se 
publique no solo en el DOG sino también en la página web institucional de la Xunta; y 
el art. 112 que la propia sociedad difunda a través de internet toda la información 
relevante relativa a su actividad empresarial503 y que no tenga carácter de reservado, las 
instrucciones internas y la restante información relativa a los procesos de contratación 
de personal. 
Una serie de normas reglamentarias de distinto tipo y rango conforman lo que se 
puede considerar un cierto desarrollo la concreción  del Decreto 198/2010 ya que 
                                                            
502 ¿Aquí sí? Vid. y cfr. nota anterior para poner de relieve la incongruencia del legislador en una misma 
norma. 
503 En todo caso, sus estatutos, los integrantes de sus órganos de administración, dirección, gestión y 
control, los poderes y delegaciones a ellos conferidos, las cuentas anuales y los códigos de conducta. 
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regulan aspectos muy concretos de elementos esenciales de las administraciones electró-
nicas modernas como son el diario oficial electrónico, la sede electrónica, el registro 
telemático o los sistemas de identificación y firma electrónica. 
A pesar de que hacía ya tiempo que era posible consultar la edición diaria del 
DOG y, gracias a su digitalización, incluso ejemplares bastante antiguos vía web el 
DOG electrónico tal y como se regula en la LAESP y en el D-DAEXG ha sido una de las 
primeras actuaciones en implantarse. De acuerdo con la disposición transitoria segunda 
debía ser puesto en marcha en un plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor 
del Decreto (por lo tanto antes del 6 de julio). Sin embargo, la Orden del 28 de abril de 
2011 por la que se regula la edición electrónica del Diario Oficial de Galicia y se determina su puesta 
en funcionamiento, supuso que desde el 2 de mayo algo más de dos meses antes de la 
fecha límite  desapareciese la versión en papel y únicamente exista la versión electrónica 
del DOG, con plenos efectos jurídicos. 
Algo parecido tuvo lugar con la sede electrónica de la Xunta. La página web oficial 
de la Xunta llevaba años funcionando, y muy bien y adecuadamente actualizada, pero 
tanto la LAESP como el D-DAEXG exigían que se contase con, al menos, una sede 
electrónica, que según la disposición transitoria primera del Decreto debía estar dispo-
nible en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor (por lo tanto, antes del 6 
de enero de 2012). La Orden del 15 de septiembre de 2011 por la que se aprueba la puesta en 
funcionamiento de la sede electrónica de la Xunta de Galicia supuso también aquí un adelanto de 
casi cuatro meses (comenzó a funcionar el día 23 de septiembre con un total de 120 
procedimientos administrativos disponibles). En cuanto a su contenido puede decirse 
que prácticamente504 recoge todo lo preceptuado por el art. 9 del D-DAEXG: 
posibilidad de acceso en gallego o castellano, identificación de la sede e información 
para su correcta utilización, fecha y hora oficiales, sistemas de firma electrónica 
admitidos, sistemas para la verificación de sellos electrónicos, de CSVs y del certificado 
de la sede, carpeta del ciudadano, guía de procedimientos y toda la información exigida 
respecto a cada procedimiento disponible, acceso al DOG electrónico, al registro 
electrónico, a la información incluida en el tablón de anuncios electrónico de la Xunta y 
a la información relativa a la estructura orgánica de la Xunta, acceso a la presentación de 
                                                            
504 Y digo prácticamente porque después de navegar por ella solo echo en falta el acceso a los expedientes 
sometidos la información pública (letra n). 
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quejas y sugerencias y enlace con la plataforma de contratación del sector público 
gallego. 
La obligación derivada de la LAESP de que cada Administración pública contase 
con, al menos, un registro electrónico podría darse por ya cumplida en Galicia desde el año 
2003 en que creó el Registro Telemático de la Xunta de Galicia y, por lo tanto, se 
consideró suficiente, de momento, el cambio de denominación a Registro Electrónico 
de la Xunta de Galicia ordenado por la disposición final segunda del D-DAEXG. De 
ahí que no haya sido hasta la aprobación del Decreto 191/2011, de 22 de septiembre, de 
organización y funcionamiento de los registros de la Administración general y de las entidades públicas 
instrumentales de la Comunidad Autónoma de Galicia que se reguló con detalle. Ahora bien, 
solo parte de él se puede considerar desarrollo del Decreto 198/2010. Si bien en los 
Capítulos III y IV sí amplía y regula con perfecto detalle el funcionamiento y el régimen 
jurídico del registro electrónico de la Xunta, ello no es más que una parte de su 
contenido. La finalidad real del reglamento es crear el Sistema Único de Registro y con ello 
generar y mantener las relaciones de coordinación adecuadas entre los registros 
presenciales y los registros electrónicos que formen parte del Sistema, registros que, en 
principio, serán 
Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia, así como a las entidades 
púb
extenderá a [los de] las entidades de la Administración local, universidades públicas e 
instituciones estatutarias de la Comunidad Autónoma de Galicia, así como a [los de] 
entidades públicas con independencia funcional o con una autonomía especial 
 
Finalmente, se aprobó la Orden de 6 de febrero de 2014 por la que se aprueba el protocolo 
de identificación y firma electrónicas de la Administración general y del sector público autonómico de 
Galicia o, lo que es lo mismo, el establecimiento de unas bases comunes sobre 
identificación y firma electrónicas para toda la Administración general y el sector 
público autonómico de Galicia. A tal fin se remite para su concreción definitiva a una 
futura resolución de la Axencia para a Modernización Tecnolóxica de Galicia que, de un 
modo quizás cómodo y con garantías de interoperabilidad, mediante la Resolución do 25 de 
febrero de 2014 por la que se aprueba la política de firma electrónica y de certificados de la 
Administración general y del sector público autonómico de Galicia adopta como tal la política de 
firma electrónica y de certificados de la Administración General del Estado (OID 
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2.16.724.1.3.1.1.2.1.9) aprobada a su vez por Resolución de 29 de noviembre de 2012, de la 
Secretaría de Estado de Administraciones Públicas  con ciertas especificidades.
Para rematar, se puede hacer referencia a la recientemente promulgada Ley 
2/2015, de 29 de abril, del empleo público de Galicia. A pesar de que no pueda considerarse 
una norma de e-administración en sentido estricto y que solo muy tangencialmente 
fomenta, permite o propone el uso de medios telemáticos505, es muy interesante su art. 
107, que promueve y eleva a rango legal506 mal llamado coloquialmente 
 a través del recurso inevitable a las tecnologías en red. Dice 
do la naturaleza del puesto que se desempeñe lo permita, y 
siempre que se garantice la correcta prestación de los servicios, los empleados públicos 
podrán realizar todas las funciones de su puesto o algunas de ellas fuera de las 
dependencias de la Administración pública en la que estén destinados, mediante el empleo 
de las nuevas tecnologías  
solo procede en los supuestos y con los requisitos que reglamentariamente se deter-
minen  y requiere petición de parte.  
6.1.4. El grado de implantación de la administración electrónica en la 
Xunta de Galicia: utilidad y usabilidad de lo puesto en funcio-
namiento 
Así pues, a día de hoy puede afirmarse que las grandes líneas de la e-adminis-
tración autonómica recogidas en el D-DAEXG y en la LAESP  ya han sido puestas en 
marcha. 
                                                            
505 li-
zarán la gestión por medios electrónicos de todos los procesos y procedimientos administrativos deri-
va
el Registro de personal y de puestos de trabajo se articulará sobre instrumentos informáticos ade-
cuados para según se establezca reglamentariamente  permitir la inscripción de datos por parte de la 
Administración y/o de los propios interesados (art. 46.4); y el voto en los procesos electorales para 
elegir a los representantes de personal se podrá emitir reglamentariamente se concretará la 
posibilidad y el modo  voto por medios telemáticos (art. 161.1.a).  
506 Ya figuraba recogido en los arts. 13 a 16 de la Orden de 20 de diciembre de 2013, conjunta de la 
Vicepresidencia y Consellería de Presidencia, Administracións Públicas e Xustiza y de la Consellería de Facenda, por 
la que se regulan la acreditación, la jornada y el horario de trabajo, la flexibilidad horaria y el teletrabajo de los 
empleados públicos en el ámbito de la Administración general y del sector público de la Comunidad Autónoma de 
Galicia, norma que seguirá vigente mientras no se dicte un nuevo desarrollo reglamentario de la Ley 
2/2015 y en lo que no se oponga a ella. 
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Ahora bien, resulta casi obligado responder a la siguiente pregunta: ¿cuán 
práctica es? ¿cuál es su grado de satisfacción? O lo que es lo mismo ¿cuál es la posi-
bilidad de ser empleados en los trámites más habituales (utilidad507) y hasta qué punto 
son efectivamente usados o tienen posibilidad de serlo (usabilidad508)? 
Desde el punto de vista oficial, el de la propia Xunta de Galicia, la valoración de 
la e-administración autonómica es muy positiva. En un artículo publicado en el diario La 
Región 
n de manifiesto en palabras del propio titular de la Secretaría 
Xeral de Modernización e Innovación Tecnolóxica cuatro datos relevantes: 
a) Utilidad elevada. En la fecha de publicación del artículo un total de 229 
procedimientos509 (un 16% de la totalidad de los trámites administrativos) se 
podían realizar de manera telemática siendo la intención que a finales de ese 
año el porcentaje se elevase a un ambicioso 95%. 
b) Eficaz interoperabilidad entre consellerías. Ello evitó la entrega de forma repetida 
de documentación ya disponible en la Administración autonómica. Como 
ejemplos pone que se evitó requerir el DNI uno de los documentos más 
frecuentemente exigido  en más de 21.000 trámites y el certificado de 
empadronamiento el otro más requerido  en 1.600 casos. 
c) Interesante ahorro. La publicación electrónica del DOG supuso un ahorro que 
ascendía en aquel momento o en marcha en 
mayo de 2011. 
d) Mejora de la gestión administrativa y de personal. Se dotó a los empleados públicos 
de una tarjeta inteligente que incluía el certificado de empleado público 
regulado en el D-DAEXG que en principio le permitirá a su personal 
                                                            
507 La utilidad haría referencia a la conexión con las necesidades reales y cotidianas de los ciudadanos; será 
lógicamente mayor canto más habituales sean los trámites telematizados y el volumen de ciudadanos 
afectados. 
508 La usabilidad sería la consonancia de los requerimientos para usar algo y la capacidad de todo tipo  
 de Aquiles de nuestra e-administración, que ofrece innu-
merables servicios que casi nadie en la población es capaz de utilizar. Se ofrecen, pero pocos se usan o 
 
509 En menos de cinco meses casi se duplicó el número de procedimientos electrónicos disponibles. 
Recuérdese que la sede electrónica nació en septiembre de 2011 con 120 procedimientos administrati-
vos enteramente telemáticos disponibles (diario La Voz de Galicia del 23 de septiembre de 2011). 
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identificarse y firmar digitalmente documentos el uso para el cual se creó  
pero que se ha aprovechado para darle una utilidad interna u organizativa 
como es permitir el control horario de sus empleados.
En todo caso, esta versión oficial en el fondo se convierte en un punto de vista 
interesado y carente de imparcialidad. Más importante es, en el fondo, la percepción que 
tenga el usuario, el punto de vista externo. Serán los ciudadanos a través de sus 
opiniones, sus quejas, sus sugerencias y el uso efectivo que hagan de los recursos 
electrónico-administrativos disponibles quienes, finalmente, apoyen o rebatan la opinión 
oficial. 
Ésta es la situación de la e-administración de la Xunta de Galicia. Pero ¿qué 
sucede con las Universidades gallegas? ¿Han de contar con esta misma estructura y 
elementos electrónicos o la configuración e-administrativa de la Xunta solo supone una 
referencia a la que pueden tomar como modelo? Ello depende, sin duda, de la posición 
que haya adoptado el régimen jurídico sobre si se consideran o no incluidas en su 
ámbito de aplicación. 
6.2. La administración electrónica en las Universidades del 
Sistema Universitario de Galicia. ¿Cuál es el grado de 
obligatoriedad derivado de la normativa autonómica? 
Alcanzado este punto he de retroceder, por un breve momento, otra vez hasta el 
apartado 5.2 donde distinguía los tres supuestos de relación entre la regulación autonó-
mica en materia de administración electrónica y las Universidades públicas de su ámbito 
territorial. En mi opinión, el caso de la Comunidad Autónoma de Galicia había que 
encuadrarla precisamente en el tercero de los grupos, el de exclusión tácita, dejando para 
este momento la justificación de por qué he llegado a esta conclusión. 
La Comunidad Autónoma de Galicia ha asumido a través del art. 31 de la Ley 
Orgánica 1/1981, de 6 de abril, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía para Galicia la 
competencia plena con respeto a lo que establezcan las normas estatales  en la 
regulación y administración de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, lo 
que incluye la educación superior. En consecuencia, creó mediante el art. 3.1 de la Ley 
11/1989, de 20 de julio, de Ordenación del Sistema Universitario de Galicia la Universidad de 
Vigo (UVigo) y la Universidad de A Coruña (UDC) al tiempo que en el art. 3.2 recogía 
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como integrante del SUG, junto con las anteriores, la preexistente Universidad de 
Santiago de Compostela (USC), Ley expresamente derogada por la vigente y reciente Ley 
6/2013, de 13 de junio, del Sistema Universitario de Galicia (LSUG), que en su art. 3, sin 
perjuicio de aquéllas que puedan ser creadas o reconocidas en un futuro, recoge estas 
tres, todas ellas públicas, como las integrantes del SUG. 
Esa misma competencia estatutaria le permitió ejercer respecto de ellas la 
consecuente posición vincular dictando normas en innumerables ámbitos (universitario, 
-
lativos, decretos, órdenes de los conselleiros 510, 
asumiendo la principal aportación económica de su financiación a cargo de sus propios 
presupuestos y ejerciendo, coherentemente, la fiscalización de sus cuentas a través del 
Consello de Contas, ejerciendo funciones de supervisión en materia universitaria 
(aprobando sus presupuestos y adoptando muchas otras decisiones trascendentales a 
través del Consello Social511, llevando a cabo el control de legalidad y aprobando sus 
Estatutos, nombrando que no eligiendo  a su rector, autorizando la creación de 
centros, autorizando la impartición de titulaciones, decidiendo el plano de 
 
Sin embargo, la normativa aprobada a nivel autonómico en materia de e-admi-
nistración no solo las omite, evitando pronunciarse al respecto, sino que de una 
interpretación conjunta de todo el marco normativo puede afirmarse que más bien las 
excluye en este concreto ámbito normativo. 
Para comenzar, la propia denominación oficial del D-DAEXG 
entida  lleva a deducir que no las va a incluir pues, habida 
cuenta su autonomía constitucional y legalmente reconocida, no son precisamente 
 Pero más allá de esta primera observación (que no tiene repercusión 
                                                            
510 Por hacer una pequeña relación: todas las normas de desarrollo de la LOU dictadas en materias de la 
competencia de la Comunidad Autónoma; la Ley 2/2015, de 29 de abril, del empleo público de Galicia y 
todos los Decretos en materia de función pública [los Decretos 92, 93, 94 y 95 de 1995, el Decreto 
Ley 5/2011, de 30 de septiembre, del patrimonio de la Comunidad Autónoma de Galicia; el 
Decreto Legislativo 1/1999, de 7 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Régimen 
Financiero y Presupuestario de Galicia  
511 De los 28 miembros que, como máximo, pueden tener los Consejos Sociales de las Universidades del 
designado por la Presidencia de la Xunta, 6 por la Xunta de Galicia, 6 por el Parlamento de Galicia y el 
resto por distintas agrupaciones públicas o privadas (art. 77 de la LSUG). 
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jurídica alguna pues lo importante es el contenido) la redacción del art. 3 del D-
DAEXG, dedicado al ámbito de aplicación, ofrece serias dificultades para encuadrarlas 
en alguno de los grupos de sujetos públicos a los que se aplica.  
A. l de la 
constituida por órganos jerárquicamente ordenados y dirigida por la Xunta 
de Galicia, que actúa con personalidad jurídica única desarrollando 
funciones administrativas; esto es, y en resumen, las Consellerías y servicios 
dependientes, sus órganos centrales y periféricos, sus órganos superiores y 
 
B. 
Comunidad Autónoma de Galicia que, careciendo de personalidad jurídica, 
no estén formalmente integrados en la Administración de la Comunidad 
mente porque sí tienen personalidad jurídica (art. 2.1 de 
la LOU).  
El único grupo en el que se podrían ector 
, pues, en una primera aproximación, no dejan de ser 
Administraciones públicas con sede en territorio gallego y financiación vinculada a los 
presupuestos autonómicos. Pero con la Ley gallega 16/2010 nos encontramos con un 
muro infranqueable. 
autonómico, además de por la propia Administración general de la Comunidad 
Autónoma de Galicia, está integrado por las siguientes entidades: (a) Entidades públicas 
instrumentales dependientes de la Administración general o de otras entidades públicas 
instrumentales de la Comunidad Autónoma de Galicia. (b) Otras entidades instrumenta-
les respecto de las cuales la Administración general de la Comunidad Autónoma de Ga-
licia ejerce jurídicamente, de forma directa o indirecta, una posición de dominio, enten-
diendo como tal, a estos efectos, aquélla en la que se ejerce un control análogo al de los 
 Teniendo en cuenta que las Universidades 
nistración ni sobre ellas los órganos 
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legislador autonómico al aprobar la Ley 16/2010 fue excluirlas, sí o sí, del sector público 
gallego. 
Es cierto que se podría llegar a la conclusión de que realmente sí forman parte 
del sector público gallego512, con lo cual, si forman parte del sector público gallego les 
sería plenamente aplicable el D-DAEXG. Sin embargo, tal inclusión resultaría 
 No ayuda para nada a matizar ese carácter forzado el hecho de 
que la disposición adicional segunda da LSUG obligue a las Universidades del SUG a 
mantener constantemente actualizado y accesible vía web un repertorio jurídico con 
todas sus normas internas vigentes513, pues no deja de ser una exigencia puntual de 
hecho les da la opción de elegir entre la publicación en el DOG o la publicación 
electrónica  que no implica en absoluto la necesidad de que cuenten con ningún 
elemento más de e-administración514. Como tampoco ayuda que el Decreto 191/2011 
les permita a las Universidades públicas incorporarse al Sistema Único de Registro y, 
con ello, extender la regulación y efectos del Decreto , ya que esta incorporación no ha 
de ser necesariamente mediante registro telemático (Capítulos III y IV), pudiendo 
hacerlo, sin problema, a través de los registros presenciales (Capítulos II). 
                                                            
512 os de 
ción controlada por el Consello da Xunta nistración general y 
Administración instrumental, dejando fuera solo las Administraciones independientes que, 
precisamente por tal independencia, escapan de tal control) lo que con otras palabras quiere decir que 
esta exclusión no es absoluta o a todos los efectos. 
 Atendiendo a la interpretación de otras normas, p.ej. el TRLCSP, norma básica, que incluye 
autonómico autonómicas  
 Si a esto le añadimos la fuerte vinculación que tienen con la Comunidad Autónoma de Galicia debe 
considerarse que, a pesar de no formar parte del sector público gallego con el estricto sentido que le 
da la Ley 16/2010 sí son integrantes de un sector público gallego sensu lato. 
 Desde este último punto de vista, si las Universidades gallegas forman parte del sector público 
autonómico encajarían en este apdo. del art. 3 del D-DAEXG y por lo tanto les sería plenamente 
aplicable el Decreto.  
513 Sobre este problema de la publicidad normativa interna al que pretende dar solución la LSUG vid. 
apartado 8.6.3. 
514 
la web de cada un ex lege se 
estaría imponiendo la exigencia de que contasen, al menos, con ese instrumento de e-administración.
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En fin, lo menos forzado es concluir que la intención de la Comunidad Autóno-
ma de Galicia ha sido excluir tácitamente las tres Universidades públicas de su ámbito 
territorial del régimen administrativo electrónico autonómico, dándoles libertad y 
autonomía para que lo hagan al ritmo que les permitan sus respectivas disponibilidades 
económicas, sin perjuicio de que tal conjunto de normas debiera tenerse en cuenta como 
el Derecho supletorio preferente, con respeto al estatal, en base a los argumentos ya 
expuestos anteriormente. 

   
PARTE III.  
CAMPO DE APLICACIÓN DE UNA POSIBLE 
ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA EN LAS 
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7. Actuaciones universitarias en las que cabría el em-
pleo de recursos electrónicos, informáticos y telemá-
ticos 
Con independencia de que se coincida o se discrepe con lo expuesto sobre los 
distintos supuestos de relación entre la normativa autonómica atinente a la regulación 
del uso de las TICs en el entorno administrativo y las Universidades públicas con sede 
en su territorio o de que, aun admitiéndolos, se esté de acuerdo o no en considerar el 
caso gallego encuadrado en el tercero de los susodichos modelos, lo cierto es que el 
papel social encomendado a las Universidades515 hace que se trate de un tipo de insti-
tución con una serie de peculiaridades que convierten su actividad, ordinaria o 
extraordinaria, general o específica, en un campo abonado para el empleo de las nuevas 
tecnologías, un uso que, solamente cuando reúna los requisitos enumerados en el 
apartado 3.2 y se trate de Universidades públicas, se podrá calificar como administración 
electrónica universitaria516. 
7.1. Las tareas relacionadas con el funcionamiento ordinario 
y con la interrelación entre los distintos sectores 
Para llevar a cabo sus funciones, las Universidades precisan de una serie de 
recursos (estructurales, instrumentales, económico-financieros, organizativos pero 
sin duda uno de los más importantes van a ser los recursos humanos, esto es, el personal 
a su servicio. Ahora bien, dentro del conjunto de empleados es necesario diferenciar:
 aquellos encargados de realizar las tareas vinculadas a su peculiar función 
social (básicamente las contenidas en el art. 1.2 de la LOU517): el PDI; 
                                                            
515 El servicio público de la educación superior mediante la investigación, la docencia y el estudio (art. 1.1 
de la LOU), el cual se desglosa, en el segundo apartado, en una serie de funciones más específicas. 
516 De ahí que el título implantar una 
administración electrónica universitaria
Universidades privadas como aquellos usos de TICs que no reúnan los requisitos del apartado 3.2.
517 La creación, desarrollo, transmisión y crítica de la ciencia, de la técnica y de la cultura; la preparación 
para el ejercicio de actividades profesionales que exijan la aplicación de conocimientos y métodos 
científicos y para la creación artística; la difusión, la valorización y la transferencia del conocimiento al 
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de aquéllos que junto a tareas que, de un modo indirecto, apoyan o reper-
cuten en las anteriores (como pueden ser las gestiones del alumnado, de la 
docencia, de se encargan de 
todo un elenco de trabajos de carácter general relacionados con el 
funcionamiento ordinario y el mantenimiento de toda su infraestructura (me 
refiero a las gestiones de personal, financiera, económica, patrimonial, 
administrativa y documental , a los servicios de información, a 
la : el PAS518. 
Pero, a diferencia de las Administraciones de tipo general y a semejanza de otras 
instituciones especializadas, las Universidades no se consideran integradas, desde el 
lo que incluiría no solo a sus empleados sino también a aquellos cargos y 
autoridades con funciones directivas y/o de gestión), sino que de ellas forma parte 
también, como un elemento personal más a tener en cuenta, sus 
usuarios-tipo: el estudiantado, en el más amplio sentido con que pueda ser considerado 
el término519. 
Por ello, en toda Universidad el heterogéneo conjunto de personas físicas que la 
integran constituye lo que las normas sectoriales denominan -
                                                                                                                                                                        
servicio de la cultura, de la calidad de vida, y del desarrollo económico; y la difusión del conocimiento 
y la cultura a través de la extensión universitaria y la formación a lo largo de toda la vida.
518 Las funciones del PAS vienen enumeradas en el art. 73.2 de la LOU que, empleando una redacción en 
cierto modo extraña, se refiere a las siguientes: 
 primero, desde un punto de vista en general, la gestión técnica, económica y administrativa, así 
como el apoyo, asesoramiento y asistencia en el desarrollo de las funciones de la universidad; 
 después, en un segundo párrafo, las que corresponden (sic) al PAS de las Universidades públicas: el 
apoyo, asistencia y asesoramiento a las autoridades académicas, el ejercicio de la gestión y 
administración, particularmente en las áreas de recursos humanos, organización administrativa, 
asuntos económicos, informática, archivos, bibliotecas, información, servicios generales, servicios 
científico-técnicos, así como el soporte a la investigación y la transferencia de tecnología y a 
cualesquiera otros procesos de gestión administrativa y de soporte que se determine necesario para 
la universidad en el cumplimiento de sus objetivos. ¿Algo de esto no está incluido en lo anterior? 
519 Sin agotar todas las posibilidades, permítaseme enumerar: los alumnos/as de nuevo ingreso, veteranos, 
egresados de cada uno de los distintos tipos de estudios impartidos (todos los niveles en que se 
organizan los estudios conducentes a títulos oficiales y con validez en todo el territorio nacional, los 
estudios conducentes a títulos propios); incluso cualquiera que pudiera haberse matriculado en cursos 
de formación abiertos a cualquier miembro de la sociedad. 
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520, un concepto amplio en el que, a su vez, se distinguen una serie de colectivos o 
sectores lo clásico y habitual521 son los tres mencionados: PDI, PAS y alumnado  con 
diferentes funciones, derechos y deberes. 
En todo caso, podemos distinguir unas tareas de carácter general, relacionadas 
con el funcionamiento ordinario, o puntualmente extraordinario, de la institución y a las 
                                                            
520 La LOU (tal y como hacía la anterior Ley a la que sustituyó, la Ley Orgánica 1/1983, de 25 de agosto, de 
Reforma Universitaria
pero se sobreentiende del conjunto del articulado. 
521  
 Primero, porque la LOU, aunque continuamente 
profesorado (Título IX) y del PAS (Título X), en ningún momento impone con carácter básico y 
obligatorio ni un número ni una denominación de dichos sectores. 
 Segundo, porque aunque esta regulación de los tres colectivos por separado se mantiene en las leyes 
autonómicas que regulan los sistemas universitarios propios, solo a veces contienen preceptos 
explícitos que, de algún modo, definen la comunidad universitaria haciendo referencia a quienes la 
el conjunto de las personas que, en calidad de personal docente e investigador, personal de 
administración y servicios y estudiantes, se integran en cada una de las universidades que componen el 
 
 Tercero, porque el describir la comunidad universitaria a través de la enumeración de los colectivos 
que la integran es contenido típico de los propios estatutos universitarios. Serían suficientes unos 
cuantos ejemplos: 
 El art. 80 de los Estatutos de la 
docente e investigador, el alumnado y el persona
 pos-
tela está formada por: a) su personal docente e investigador, b) el estudiantado y c) su personal 
 
 




Pero no por típico y frecuente un artículo de tal tenor deviene en imprescindible; no lo contienen, 
p.ej., los Estatutos de la UDC. 
 Y por último, porque todo ello no es óbice para que regulaciones concretas y puntuales puedan 
diferenciar, con claros y concretos efectos jurídicos, más sectores. Así lo hace, p.ej., la UVigo en toda 
su normativa electoral que puede consultarse en (vínculo corto) http://goo.gl/zNNpC2 [última 
consulta octubre de 2015]. Como muestra, vid rocedimiento para la elección de 
rect El voto será ponderado por 
sectores, y le corresponderá al profesorado doctor con vinculación permanente a la universidad el 51%, al resto 
del personal docente e investigador el 9%, a los estudiantes el 30% y al personal de administración y servicios el 
y D, respectivamente. 
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que he hecho breve referencia en párrafo anterior y encomendadas casi en exclusiva al 
PAS, de otras más específicas, propias y características de la institución universitaria, que 
atañen a toda la comunidad universitaria, siendo en ambos casos posible, o incluso 
recomendable, el empleo de las TICs. 
En el caso de las actuaciones de carácter general el uso de técnicas informáticas, elec-
trónicas y telemáticas solo tendría repercusión y efectos, en principio, exclusivamente a 
nivel interno solo de un modo indirecto podría tener consecuencias de cara al exterior 
en la forma de mejoras de tramitación del tipo mayor agilidad, mayor eficacia, menor 
tasa de errores, etc. . La relevancia de su implantación no debería ir más allá de la que 
supone la modernización de una institución y una mejor calidad de la gestión y el trabajo 
internos, tal y como podría tener lugar en cualquier otra Administración (en el caso de 
las Universidades públicas) o en cualquier empresa o entidad privada (en el caso de las 
Universidades privadas). Sobra decir que, atendiendo a los requisitos del apartado 3.2, 
en el caso de las Universidades públicas estos instrumentos tecnológicos no podrían 
tener la condición de e- r el acceso o 
estar abierta a la participación de terceros ajenos  a las propias aplicaciones. 
Ello no ocurre en el caso de las actuaciones específicas, que sí están abiertas a 
terceros. 
En aquéllas relacionadas con tareas docentes y de investigación, su correcto desarrollo 
implica una interacción PDI-alumnado que no es unidireccional (en el sentido único 
PDI alumnado) sino bidireccional (pues es también necesaria una participación activa, 
y cada vez más, en sentido alumnado PDI522). Además, es precisa la intervención 
necesaria del PAS523. 
                                                            
522 El PDI imparte a alumnas/os los conocimientos y habilidades que deban adquirir, y aquéllas/os los 
asimilan y aprenden. Pero el alumnado puede plantearle dudas, pedirle explicaciones y aclaraciones, 
etc. y el PDI darle contestación y exponerle las respuestas. El alumnado, a través de los medios que el 
PDI determine, demuestra los conocimientos adquiridos y el PDI los califica y evalúa.
523 El PAS, lógicamente, no interviene de forma directa en la relación formativa; pero sí indirectamente. Es 
imprescindible tanto si se trata de una relación típica administrativa (una alumna/o puede asistir a las 
clases de un docente y ser evaluado por él porque previamente ha formalizado una matrícula la 
formalización no deja de ser un procedimiento administrativo ; las calificaciones que el docente le 
otorga a una alumna/o son incorporadas a través de un acta que es un documento administrativo  a 
su expediente académico que no es más que un expediente administrativo
participación lo es a través de apoyo técnico (p.ej., los servicios informáticos ponen en 
funcionamiento y mantienen las diversas plataformas de formación on line o los equipos informáticos 
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El alumnado, además, suele mantener relaciones con PAS fuera de la relación 
docente-discente, propias de una relación administrativa, en las que el PDI no participa. 
Sin ánimo exhaustivo: 
 -
nistrativa de admisión y formalización: prescripción y matriculación en 
estudios oficiales (que las primeras veces suele conllevar el aporte de bas-
tante documentación), inscripción y selección en cursos de formación;
 una relación académica o formativa finaliza con la 
obtención y expedición de un documento acreditativo de su superación: 
título oficial en caso de titulaciones, certificado de asistencia o similar en 
caso de simples cursos de formación complementaria; 
 puede necesitar la obtención de documentación relativa a los estudios 
cursados como certificados académicos, programas de materias, justifi-
; 
 la vinculación del alumno con la Universidad raramente es gratuita; suele 
ser onerosa y la gestión de las correspondientes tasas y precios públicos 
normalmente implica gran número de trámites: domiciliaciones, pagos en 
efectivo o con tarjeta, fraccionamiento, reclamaciones de deuda, recar-
  
Finalmente, el PDI y el PAS mantienen fuertes vínculos laborales fuera de la actividad 
docente enfocados, casi exclusivamente en el sentido de prestación de apoyo 
administrativo y técnico del PAS al PDI (gestión de personal e de retribuciones, gestión 
de , sin 
perjuicio de que muchas tareas del PAS precisen de la intervención del PDI (decisión de 
IPs sobre el gasto en proyectos, decisión de los órganos de gobierno académicos, 
presen . 
                                                                                                                                                                        
usados en un aula, el personal técnico de laboratorio se encarga de la gestión y el mantenimiento de 
prestación de servicios 
concretos (p.ej. el personal de bibliotecas y archivos facilitándoles o permitiéndoles el acceso a los 
fondos bibliográficos o gestionando préstamos interbibliotecarios; aulas y centros funcionan porque 
hay un personal encargado de 
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández  página 264 
Todo ello hace que en las actuacio-
nes específicas la vinculación de los tres 
ni-
dades universitarias configure un triángulo 
bidireccional donde el uso de las TICs 
ayudará sin duda a una mejor relación y 
comunicación entre los distintos sectores y será, no solo práctico sino, y según se mire, 
incluso imprescindible524 contar con la posibilidad de su utilización. 
7.2. Las comunicaciones internas en el seno de diversos 
órganos universitarios y de estos con el resto de la 
institución 
Las Universidades deben contar ex lege con una serie de órganos, unipersonales o 
colegiados, con las más diversas funciones. Entre otros: 
 órganos unipersonales de gobierno525 (rector/a, vicerrectores/as, secreta-
rio/a general, gerente/a, decanos/as, vicedecanos/as y secretarios/as de fa-
cultades, directores/as, subdirectores/as y secretarios/as de diversos tipos 
de centros y entidades); 
 órganos colegiados también de gobierno526 (consejo social527, consejo de go-
bierno, claustro universitario, juntas de centros y consejos de departamen-
to); 
                                                            
524 Esa necesidad proviene en buena medida de las circunstancias socio-económicas actuales: a día de hoy 
prácticamente todo el mundo cuenta con dispositivos electrónicos que de un modo u otro se conectan 
a la red; el continuo avance del e-Government y del e-Commerce poco a poco nos va habituando a esta 
forma de relación con el sector público y el tejido empresarial; es frecuente que el alumno actual 
compagine estudios con trabajo o simultanee estudios; no es raro que haya alumnas y alumnos con 
 
525 Arts. 20 a 26 de la LOU. 
526 Arts. 14 a 19 de la LOU. 
527 Como bien nos recuerda Juan Manuel ALEGRE ÁVILA (1999, pp 325-
órganos colegiados que, con carácter mínimo, han de 
sólo corresponde, en puridad, la calificación de órgano representativo de intereses sociales ex artículo 
22.2 LRJ- ex 
LOU como si son configurados estatutariamente) de órganos totalmente integrados por miembros de 
su propia comunidad universitaria. 
PDI 
PAS Alumnado 
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órganos unipersonales y colegiados de representación en materia laboral
(delegados/as de personal (funcionario) y juntas de personal528, delega-
dos/as de personal (laboral) y comités de empresa529, comités de seguridad y 
salud530, delegados/as de prevención531 ; 
 órganos colegiados de gestión administrativa y académica (mesa/s de 
contratación y similares532, órgano colegiado encargado de la valoración y 
selección de becarios533, tribunales de tesis534  
 órganos de defensa de los derechos de sus miembros (defensor/a univer-
sitario/a535). 
A ello habría que añadir aquéllos que se establezcan a nivel autonómico536 y 
todos los que, en virtud de su autonomía o de la capacidad otorgada a ciertas entidades 
internas, puedan crear las propias Universidades537. 
                                                                                                                                                                        
 Ello tiene relevancia a la hora de determinar el grado en que se aplican los preceptos de la 
LRJAPyPAC puesto que mientras el régimen de aquellos integrados únicamente por miembros de su 
-
sentantes de intereses sociales podrán establecer o completar sus propias normas de funcionamiento 
(apdos. 1 y 2 del art. 22 de la LRJAPyPAC).  
528 Art. 39 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público para el caso de las Univer-
sidades públicas, puesto que las privadas no cuentan con personal funcionario. 
529 Arts. 62 y 63 del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aplicable tanto a Universidades públicas como privadas. 
530 Art. 38 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
531 Art. 35 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
532 Art. 320 y ss del TRLCSP. 
533 P.ej. para el curso académico 2015/16 vid. art. 48 de la Resolución de 30 de julio de 2015, de la Secretaría de 
Estado de Educación, Formación Profesional y Universidades, por la que se convocan becas de carácter general para el 
curso académico 2015-2016, para estudiantes que cursen estudios postobligatorios. 
534 Art. 14 del actual Real Decreto 99/2011, de 28 de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de doctorado, 
pero también en las normas que regularon con anterioridad estos estudios. 
535 Disposición adicional decimocuarta de la LOU. 
536 En el caso de Galicia, p.ej., el Consello Galego de Universidades (arts. 58 de la LSUG) o la CIUG (art. 
4 de la Orden del 24 de marzo de 2011 por la que se regulan las pruebas de acceso a las enseñanzas universitarias 
oficiales de grado y el proceso de admisión a las tres universidades del Sistema Universitario de Galicia), pues en 
ambos órganos, junto con representantes de la Comunidad Autónoma, participan representantes de 
las Universidades gallegas. 
537 Por citar algunos ejemplos concretos, me remito a la propia UVigo: tribunales para la valoración de 
ciertas materias 5ª, 6ª, 7ª y 8ª convocatorias, trabajo fin de grado y trabajo fin de máster  o actuacio-
nes especiales tesis de licenciatura, evaluaciones curriculares , juntas de titulación, consellos de 
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Qué duda cabe de que con el empleo de las TICs se mejora el trabajo y el fun-
cionamiento ordinario. Si ello es interesante en el caso de los órganos unipersonales, en 
constante relación ínsita en sus funciones de gobierno, defensa y/o representación  
con miembros de la comunidad universitaria, otros órganos, terceras instituciones, etc., 
mucho más lo es en el caso de los colegiados pues con las TICs se simplifican la 
organización y gestión internas p.ej. tal y como se contempló al analizar el art. 21 de la 
Ley gallega 16/2010 : en todo caso se agilizan las convocatorias y la entrega de la 
documentación previa de las reuniones, es posible la celebración de reuniones a 
distancia, puede emitirse voto secreto, pueden solicitarse y emitirse on line certificaciones 
 
Además, para todos ellos el uso de las TICs puede538 hacerlos más transparentes al 
poder hacer pública toda una batería de datos información relativos a sus funciones que 
pueden tener interés o relevancia social: acuerdos y resoluciones, instrucciones y circu-
lares, recomendaciones, convocatorias y actas de sesiones, composición de órganos 
colegiados, datos de contacto, estadísticas, informes, etc. 
7.3. Las relaciones externas de las Universidades con otras 
entidades de la más diversa índole 
Por último, las Universidades no son entes aislados sino que viven deben vivir  
permanentemente vinculadas y manteniendo relaciones de coordinación y cooperación 
con muchas y diferentes entidades de la más variada naturaleza: públicas o privadas, 
autonómicas, estatales o internacionales,  
Por hacer una relación breve, pero que para nada agota las posibilidades que 
cabrían, podría citar: órganos de la Administración General del Estado y de las Adminis-
traciones autonómicas con competencias en materia de educación superior, interven-
ciones estatal, autonómicas o de cualquier otro ente que hubiera financiado actividades 
de la institución, demás ministerios y consejerías de los gobiernos estatal o autonómicos, 
Tribunal de Cuentas y órganos autonómicos equivalentes, agencias de calidad estatal y, 
en su caso, autonómicas, ayuntamientos, diputaciones provinciales y otros entes locales, 
AEAT y, en su caso, órganos autonómicos equivalentes, entidades gestoras y servicios 
comunes de la Seguridad Social, servicios públicos de salud y Mutuas de Accidentes de 
                                                            
538 Sobre el problema de vincular indefectiblemente TICs con transparencia vid. el apartado 8.5.3. 
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Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, otras Universidades 
públicas o privadas, nacionales o internacionales, consorcios o asociaciones de Universi-
dades, instituciones de la UE, diarios oficiales correspondientes, algunos registros 
públicos (muchos de ellos específicos del ámbito universitario)  
Las comunicaciones y los intercambios de información desde cooperaciones, 
participaciones voluntarias, convenios de colabora tivas  
que pueda o deba efectuar una Universidad con todos o algunos de estos órganos y 
organismos, cuando son practicados usando técnicas, medios o instrumentos tec-
nológicos constituyen una gran ventaja no solo para las partes intervinientes  
(agilidad, eficacia, seguridad, secreto, multifuncionalidad, etc.) sino incluso para terceros 
ajenos, en principio, a esa relación (se pueden reducir plazos, incrementar calidad y 
fiabilidad de los datos, reducir la probabilidad de errores, disminuir gracias a la 
interoperabilidad la tantas veces denostada burocracia innecesaria o repetitiva). 
Visto lo expuesto en este capítulo es decir, las actuaciones universitarias en que 
cabría, al menos en teoría, el uso de recursos informáticos, electrónicos y telemáticos se 
hace necesario acercarse a continuación a un análisis de los beneficios que les reportaría 
el empleo de las nuevas tecnologías o, en el caso de las Universidades públicas, la 
implantación de una e-administración universitaria. 
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8. Beneficios que podría o debería aportar en el ámbito 
universitario el uso de medios telemáticos: avances 
reales y potenciales retrocesos para los derechos y 
deberes de los administrados 
La AEAT, 
su aplicación temprana e intensa en numerosos ámbitos relacionados especialmente con 
539 de una auténtica administración electrónica, lo tuvo 
claro desde el principio. Ya en su Carta de Servicios de la Agencia Tributaria, aprobada 
mediante Resolución de 26 de julio de 2001, al regular los principios más relevantes a tener 
en cuenta en la actuación de la Agencia, hizo, indirectamente, una recopilación de los 
beneficios que, para ella y sus administrados, supondría el empleo de medios 
informáticos, electrónicos y telemáticos: el compromiso firme de asistencia al ciudadano en 
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, la comodidad, agilidad y sencillez en los 
trámites derivados de las obligaciones tributarias, evitando a los ciudadanos gestiones y 
desplazamientos innecesarios, ofreciendo nuevas vías de relación con los contribuyentes y 
facilitando el pago de las deudas tributarias, una comunicación ágil y fluida con los ciudadanos, 
aprovechando las más modernas tecnologías, la eficacia y eficiencia en todos los 
procedimientos tributarios y, finalmente, una adaptación constante al entorno económico-
social y a las nuevas necesidades de los ciudadanos. 
De un modo muy similar, al igual que se podría extrapolar el razonamiento a las 
demás Administraciones, el recurso por parte de las Universidades a este tipo de 
aplicaciones e instrumentos en general y la implantación de una e-administración 
universitaria en particular podría reportar o debería haberlo hecho en aquéllas que ya 
cuenten con ella  importantes y destacados beneficios. 
Ahora bien ¿qué ha de entenderse por beneficio ? ¿Cómo considerar que lo 
hay cuando concurren de un modo simultáneo ventajas y desventajas?
                                                            
539 Rafael OLIVER CUELLO (2007; pp 214 y ss). Todo ello a pesar de que el art. 96 de la LGT era una 
simple traslación al ámbito tributario de lo dispuesto en el art. 45 de la LRJAPyPAC, con un par de 
novedades en los puntos 3 (sobre las decisiones automatizadas) y 5 (sobre la validez jurídica de las 
copias electrónicas de documentos originales). 
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8.1. Cuestión previa a toda enumeración y descripción: la 
dificultad de una acertada valoración  
Por supuesto, toda actividad recopilatoria y descriptiva que se haga de aquellas 
circunstancias susceptibles de suponer, en su caso, un beneficio va a ser siempre enorme-
mente subjetiva, de modo que la perspectiva y la experiencia teórica y/o práctica de 
cualquier otro observador540 podrían traer a colación opiniones distintas incluso 
encontradas  a las mías, contemplar todo o parte con ojos bien distintos a cómo yo lo 
hago, así como aportar otros beneficios no recogidos por mí mi enumeración no es 
para nada una lista cerrada. 
Si ello es así con la delimitación y la descripción, más subjetivo y difícil va a ser 
la valoración de cuándo y en qué medida ello conforma una situación ventajosa o 
positiva, esto es, cuando supone realmente un beneficio propiamente dicho y no un 
perjuicio. Para salir del paso, considero que toda valoración justa debería tener en cuenta 
dos criterios. 
El primero, el punto de vista relativo-comparativo. Esto es, poniéndose alternativa-
mente en la piel del gestor y del usuario llevar a cabo una ponderación de las ventajas 
aportadas o que previsiblemente se pudiesen aportar  frente a las desventajas541 
sufridas o que se considera posible padecer . Desde esta perspectiva, algo supondrá un 
beneficio siempre que
 la balanza se incline en un sentido positivo. 
                                                            
540 
GUTIÉRREZ, 2010; pp 38- da
vantaxes fundamentais  142). Sí hablan, sin embargo, de 
- -
TO Y FIGAREDO (2004, p 6). 
541 
cuantificación es más difícil puesto que lo que implica gasto son las medidas a adoptar para paliarlas. 
P.ej. Eduardo GAMERO CASADO/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2010; pp 39-41) cita como 
-administración una 
serie de circunstancias; serían del primer tipo, en mi opinión: el elevado coste de inversión o las ne-
cesidades de formación del personal; lo serían del segundo: los problemas de interoperabilidad, los 
problemas técnicos para satisfacer las exigencias jurídicas, las dificultades de asignación de los emplea-
dos públicos a nuevos puestos de trabajo; incluso podría hablarse de aspectos de casi imposible cuan-
tificación, como la existencia de recelos jurídicos, la desconfianza de los ciudadanos o la brecha digital. 
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El segundo, el necesario transcurso de un período de tiempo mínimo para hacer una correcta 
estimación de los resultados. De hecho, iniciales aspectos negativos pueden verse com-
pensados de sobra con aportaciones positivas que poco a poco vayan haciendo acto de 
presencia. Del mismo modo, algo que, en principio parecía la panacea, puede acabar 
convirtiéndose  en un engorro, en algo 
inservible, en algo incluso comprometedor desde el punto de vista jurídico. Por lo tanto, 
lo ideal es contemplar tanto lo favorable como lo desfavorable con miras al futuro, al 
menos a medio plazo; y mejor aún si lo es a largo plazo. 
Un buen ejemplo es la vertiente económica. 
P.ej. es posible que ante la posible implantación de una TIC en una Administra-
ción se objete como perjuicio unos elevados costes económicos directos, pues será necesario 
poner a punto una aplicación informática, formar al personal, invertir en equipamiento 
 
A ellos se les deberían añadir unos costes indirectos derivados del mantenimiento de 
los sistemas, de garantizar la seguridad y la protección frente a ataques externos, de la 
continua corrección, readaptación, mejora y modernización de las aplicaciones, etc.  
Es cierto que, en este sentido, cabría un cierto ahorro de partida recurriendo, p.ej., 
a la reutilización de aplicaciones que ofrece la Administración General del Estado a 
través del Centro de Transferencia de la Tecnología (CTT)542
                                                            
542 El CTT, entidad dependiente del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (accesible en 
http://administracionelectronica.gob.es/ctt/ctt [última consulta: octubre de 2015]), permite reutilizar 
aplicaciones ya empleadas y respecto de las cuales ya fueron comprobadas las condiciones de 
seguridad e interoperabilidad, sin contraprestación y sin necesidad de convenio; aplicaciones que 
podrá aportar cualquier Administración con el único requisito de que sea la titular de los derechos de 
propiedad intelectual, tanto si fueron desarrolladas por sus propios servicios como si fueron el 
producto de una contratación ad hoc. 
 Dado que la aportación es voluntaria, así como el hecho de que el CTT no funciona como una 
plataforma de soporte y suministro de los requerimientos informáticos y tecnológicos necesarios, sino 
como una especie de punto de intercambio, no siempre será posible hallar en él una herramienta 
idónea para los propósitos perseguidos, de modo que esa deseable reducción de costes podría no ser 
posible. 
 Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2010[1]; p 807) considera que, aunque no se contempla expresa-
men  la cultura de la reutilización de apli-
acudiese al directorio de aplicaciones que puedan ser certificadas tuviesen la garantía de que una 
determinada aplicación cumple con las directrices y recomendaciones incluidas en el Esquema 
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adaptación de las plataformas a la estructura administrativa y a los procedimientos 
[propios] pueda generar costes siempre será más económica que el desarrollo de plata-
formas comple 543. 
A partir de aquí, y siendo un poco exagerado, la evolución de la implantación de 
una aplicación o instrumento telemático podría seguir cualquiera de los siguientes 
derroteros: 
a) Imagínese un primer supuesto en que la aplicación funciona tal y como se 
esperaba y tiene una muy buena acogida por parte del administrado. Frente 
a los iniciales perjuicios costes  no se puede obviar el ahorro a medio y largo 
plazo, como el generado con la reducción del papeleo y la burocracia  
o, incluso, 
otros beneficios no necesariamente económicos, y por ello no tan fácilmente 
valorables, como el incremento de la eficiencia, la mayor agilidad en la 
tramitación de los procedimientos, la comodidad para los ciudadanos, etc. 
En este caso habrá que considerar que la balanza se inclina a favor de la 
implantación. 
b) Imagínese ahora un segundo supuesto en el que la aplicación presenta tales 
deficiencias de programación y configuración que requiere que con 
frecuencia se lleven a cabo mejoras y correcciones, que no redunda en una 
reducción efectiva de la burocracia sino que, al revés, incrementa las labores 
de supervisión y revisión para evitar errores, que no es utilizada de forma 
asidua por los administrados quienes, por su propia seguridad jurídica y por 
desconfianza, prefieren seguir empleando el sistema tradicional, etc. En este 
otro caso, no solo a largo plazo, sino que ya a medio plazo, resultará una 
aplicación que económicamente inclinará la balanza hacia el lado negativo. 
Teniendo en cuenta estas consideraciones previas, los beneficios que podrían o 
deberían derivarse del empleo en el ámbito universitario de las nuevas tecnologías, sea 
constituyendo una administración electrónica de hecho o de derecho, serían los que a 
continuación expongo. 
                                                            
543 Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; p 67). 
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8.2.  
Bajo este mismo epígrafe incluyo, como reza su título, tres conceptos diferentes, 
los tres con relevancia constitucional544, pero que debido a su íntima conexión deben 
contemplarse no solo desde un punto de vista individualizado justificado por su 
diferente significado  sino también desde la perspectiva de una cierta interrelación. 
Ahora bien, su importancia no es la misma: el primero de ellos podría calificarse de 
interesante, el segundo de imprescindible y el tercero de relevante por cuanto, al ser el que 
vincula los dos anteriores, es el que nos dará el resultado positivo o negativo  del 
análisis coste-beneficio. 
8.2.1. Economía 
a implantación de una TIC, sea con intención de 
configurar una verdadera e-administración, sea una e-administración en potencia, sea, 
incluso, como un simple instrumento más, tiende a generar o tiende a hacer creer que 
lo genera  de modo automático un importante ahorro545, pues al verse directa y radical-
mente modificado el tradicional funcionamiento burocrático de la Universidad se produ-
ce una inmediata reducción en el empleo de cierto tipo de recursos. Podrían ponerse 
como ejemplos los siguientes: 
a) es posible que haga falta menor cantidad de personal de atención directa al 
 
b) al trabajar con documentos electrónicos, generados y guardados en unidades 
de almacenamiento digital, se ahorra en todo tipo de material directamente 
vinculado con el papeleo (papel, impresoras y material de impresión, todo 
tipo de material de oficina, sobres y demás gastos de envío postal, etc.), 
                                                            
544 La eficacia es uno de los principios a los que se deben ajustar en su actuación las Administraciones 
públicas (art. 103 de la CE); la economía y la eficiencia son dos criterios que rigen el gasto público (art. 
31.2 de la CE). 
545 -
nancias de productividad derivadas del [egovernment] permitirán mejorar los servicios públicos sin au-
mentar su coste, de modo que la AE se configura como un auténtico y útil instrumento para «hacer 
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c) siendo necesario menor cantidad de personal y de equipos y produciéndose 
menor cantidad de documentos en papel también son necesarias menos 
dependencias administrativas546 (tanto las destinadas a las oficinas de gestión 
como al archivo de documentación) que se pueden destinar a otras 
finalidades, etc. 
Reducción que, en una primera aproximación simplista podría justificar cual-
quier posible desembolso incluso exagerado547  que pudiera implicar su diseño, su 
programación y su implantación. 
Sin embargo, este punto de vista debe ser corregido de inmediato al contemplar 
la situación en este supuesto muy justificadamente  desde una perspectiva global y a 
medio-largo plazo. Entre otros, habrá que tener en cuenta: 
 los gastos añadidos que, casi con seguridad, van a tener que generarse en 
diversos conceptos, tanto los relacionados con las propias tecnologías y 
aparatos (mantenimiento, reparaciones, mejora, actualización, asistencia 
técnica, seguridad, pago de licencias, en su caso, si se opta por software 
 , etc.) como los vinculados con los recursos 
humanos (formación del personal para adaptar su trabajo a las nuevas tareas 
que exige la e-administración, personal especialmente destinado a la 
atención telefónica u on line con la finalidad de responder consultas y prestar 
; 
 que esa reducción de recursos no va a ser nunca una eliminación total, pues 
siempre va a ser necesario mantener una cierta estructura burocrática tanto 
para atender a aquellos usuarios que hayan optado por la vía tradicional 
como para tramitar y resolver aquellos procedimientos que no hayan sido 
telematizados o lo hayan sido parcialmente; 
                                                            
546 Una reducción importante de espacio necesario puede tener lugar en las bibliotecas universitarias 
gracias a la creciente incorporación de recursos electrónicos. Piénsese en la menor necesidad de 
espacio de un CD o DVD frente a una colección completa de cinco, diez o quince volúmenes; 
piénsese en la inutilidad de estantes que albergaban revistas que ahora se pueden consultar 
directamente on line en el servidor de la editorial, etc. 
547 Que la inversión sea mayor o menor depende de la solución técnica a la que se recurra: creación 
propia; descarga gratuita desde repertorios públicos como el del ya citado CTT  de una aplicación 
más o menos ajustada a las intenciones perseguidas y adaptarla a posteriori; prestación de un servicio a 
través de su contratación externa; utilizar a través de convenio o cualquier otro sistema similar una 
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o que incluso esa pretendida reducción, si no se gestiona bien, puede acabar 
convirtiéndose en una simple falsa reducción, es decir, es posible que el efecto 
final sea el contrario al perseguido548. 
Por lo tanto, solo enfrentando todos los costes (los efectivos y cuantificados o 
cuantificables junto con los previstos y estimados) con el ahorro que se prevé a medio-
largo plazo podremos obtener el no-concluyente dato de considerar a priori económica o 
antieconómica la implantación de una determinada TIC. Utilizo las expresiones 
-con a priori este dato no es o no debería ser  decisivo, aun 
cuando es el único que legalmente adquiere la condición de decisivo y justificador de 
posturas dilatorias a la hora de dar cumplimiento a las obligaciones derivadas de la 
LAESP (disposición final tercera). 
8.2.2. Eficacia 
La implantación de una TIC, al menos cuando se pretenda que forme parte de 
una e-administración de derecho o de hecho, ha de implicar en todo caso un incremento de 
la eficacia en la actuación administrativa. Las distintas definiciones que pueden ofrecerse 
de eficacia 549 hacen siempre referencia al cumplimiento de unos fines previstos. P.ej., 
podría definirse como la capacidad para conseguir en tiempo, lugar, calidad y cantidad 
las metas y los objetivos establecidos. 
Desde este punto de vista, las mejoras en la eficacia que a cualquier Universidad 
le podría aportar la implantación de una TIC deben estar relacionadas con la mejor con-
secución de los fines legalmente perseguidos y con la mejor prestación de los servicios 
                                                            
548 P.ej. al pasar de una actividad administrativa amplia y completa que se desarrollaba con carácter previo, 
simultáneo y posterior con la del administrado a una actividad administrativa exclusivamente posterior, se ven 
incrementadas inevitablemente las tareas de revisión, comprobación, inspección y control, siendo 
necesaria la misma o incluso mayor dotación de personal, con lo cual la reducción en este sentido es 
nula cuando no negativa. 
 P.ej. la inclusión simultánea de recursos bibliográficos en formato papel y en formato electrónico 
genera la necesidad de contar en las bibliotecas universitarias con espacios diferenciados para albergar 
sendos tipos de recursos y, en su caso, hace necesario poner a disposición de los usuarios terminales 
informáticos suficientes, si se desea permitirles hacer in situ la consulta y lectura on line, y de personal 
capacitado para su asistencia y asesoramiento; etc. 
549 
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encomendados550 por el marco jurídico universitario. P.ej. un medio o tecnología de este 
tipo debería: 
 permitir prestar nuevos servicios antes no previstos o, cuando menos, 
mejorar la calidad de los hasta ahora prestados; 
 acercar los servicios y la información a más ciudadanos (sean alumnos, 
personal de la institución o terceros ajenos a la misma), así como permitir su 
acceso desde cualquier punto y sin restricciones de horarios; 
 permitir mayor agilidad en la tramitación de los procedimientos, sean 
específicamente universitarios o no; 
 disminuir los errores derivados de la propia actividad administrativa 
(relacionados con la identificación de interesados, con la inadmisión de 
documentación presentada fuera de plazo, con la calificación del alumnado, 
con la notificación de actos y resoluciones, con la manipulación de datos de 
carácter personal  etc. 
Desde luego, el grado de incremento en la eficacia será mayor o menor según sea 
también mayor o menor el número de aspectos que, con respecto a la situación anterior, 
se perfeccionan551 así como la medida en que lo hace cada uno de ellos552, pero debe 
existir siempre aunque sea en su mínima expresión. 
                                                            
550 Para Pere SIMÓN CASTELLANO (2011; p 77) el principio de 
ciudadanía a gozar de la mejor en términos de eficiente, útil y competente  administración pública 
posible. En otras palabras, la Constitución exige que la administración sea eficaz, y para ello, ésta debe 
adaptarse a las transformaciones sociales y utilizar los mecanismos, también aquellos que se derivan 
del avance tecnológico, para ofrecer un servicio mejor celeridad, simplicidad, proximidad, etc.  
551 Imagínese, p.ej., un procedimiento que requiere la presentación de una instancia en formato papel, que 
exige la presentación de una determinada documentación y que tiene un plazo de para resolver y 
notificar de x meses. Éste podría remodelarse y mejorarse, empleando las TICs, de muchas maneras: 
permitiendo la cobertura y presentación de la solicitud por vía telemática, posibilitando la consulta del 
estado de tramitación on line, reduciendo el plazo de resolución, exonerando a los administrados de 
presentar cierta documentación porque van a llevarse a cabo consultas interadministrativas, 
practicando la notificación por vía electrónica, etc. Por separado, la incorporación de cualquiera de 
estas posibles modificaciones supone un incremento en la eficacia de la institución en este 
procedimiento; pero qué duda cabe que cuantas más sean tanto mejor. 
552 Continuando con el ejemplo anterior, no es lo mismo reducir el plazo para resolver y notificar en 
quince días que en un mes; no es lo mismo exonerar de presentar solo el DNI que exonerar, además, 
de presentar documentación más específica; no es lo mismo permitir solo la consulta del estado de 
tramitación por vía telemática que permitir, además, descargar copias de los documentos que integran 
el expediente administrativo o incluso presentar alegaciones; etc. 
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Esto supone tanto como decir: primero, que no son aceptables situaciones en 
que haya un retroceso en el nivel de eficacia previo a la implantación de una TIC553 y, 
segundo, que el incremento en la eficacia es un requisito ineludible a la hora de 
implementar una tecnología en el funcionamiento administrativo. 
Ahora bien, que ello sea indispensable no la convierte en decisiva o, lo que es lo 
mismo, ¿siempre que haya incremento de la eficacia estará justificada la implantación de 
una concreta tecnología, aunque se prevea costosa? La respuesta solo la puede dar el 
concepto de eficiencia . 
8.2.3. Eficiencia 
Puede definirse la eficiencia  como el uso racional de los medios para alcanzar 
un objetivo predeterminado, es decir, la consecución de un objetivo con el mínimo de 
recursos disponibles. Por lo tanto, la eficiencia supone una relación equilibrada entre 
eficacia y economía, o lo que es lo mismo, ser eficiente supone ser lo más eficaz posible 
con el menor número de recursos554.  
                                                            
553 Por seguir con el mismo ejemplo, no sería aceptable que se incorporase una mejora a costa de 
perjudicar otros aspectos del procedimiento: p.ej., que amparándose en que las consultas interad-
ministrativas, que exoneran al administrado de presentar documentación (mejora) son un trámite muy 
lento y costoso se ampliase el plazo de resolución (retroceso) o se exigiesen tasas antes no 
contempladas (otro retroceso); o que se permitiese la presentación telemática (mejora) a costa de 
incrementar el plazo de resolución (retroceso) o exigir requerimientos técnicos difíciles de conseguir 
(otro retroceso), etc.  
 No comparto, por tanto, la afirmación rotunda de Eduardo GAMERO CASADO (2009; p 319) de 
ónico), la 
ca 
pero no siempre lo que se consigue; segundo, porque los incrementos en eficacia normalmente serán 
 pocas veces serán tan grandes como para ser califi-
cados de exponenciales. 
554 Otras posibles definiciones que ponen en clara relación un concepto con otro podrían ser las 
siguientes: 
  objetivos marcados. 
Resalta los términos relativos o la productividad. Asumiendo que se da la eficacia y se consigue 
PLÁGARO, 2007; p 202). 
 Derecho público, es un criterio complementario del principio de eficacia, 
la eficiencia como un concepto integrador de la eficacia, que la presupone o concurre con ella 
de recursos empleados para alcanzar la finalidad perseguida, enriquece la noción absoluta de 
-102). 
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Es esta con como vinculación entre efica-
cia y economía lo que lo convierte en la piedra angular de la valoración económica de la 
implantación o supresión, en su caso  no solo de una tecnología, sino y en general, de 
toda actuación, procedimiento, gestión, servicio, etc. en una Universidad555.
Ya que se ha visto que no por el simple hecho de introducir el empleo de una 
TIC en el funcionamiento de una entidad se consigue mayor ahorro, ni su uso supone 
necesariamente aunque debería  mejora en la eficacia, tampoco el recurso a las TICs 
implica de modo automático mejora en la eficiencia556. Será necesario valorar en su justa 
medida un parámetro el ahorro o, en su caso, el mayor gasto que supone su 
incorporación  frente al otro el mayor o menor incremento de la eficacia en la 
                                                                                                                                                                        
 Lógicamente, las varas de medir la eficacia y, sobre todo, la eficiencia en las Universidades públicas, 
como sucede con cualquier Administración al estar éstas sometidas al principio de legalidad y, por lo 
tanto, dirigidas al cumplimiento de unos determinados fines, respetando la normativa vigente, 
cumpliendo con una serie de principios y exigencias en su funcionamiento, etc. , no pueden ser las 
mismas que las empleadas en el sector privado, cuya principal finalidad suele ser, simple y llanamente, 
la obtención de mayor rendimiento económico, al margen o incluso a costa de cualquier otro objetivo. 
 Así lo ven también Josep OCHOA MONZÓ/Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ (2007; p 93-94) 
ón de la 
Administración en la prestación de servicios públicos tan eficaz y eficiente como la de las 
organiza
plantearía mayores problemas si sólo fuera un instrumento de apoyo a la actividad administrativa, sin 
los intereses generales de acuerdo con los principios de eficacia, y en su relación con los ciudadanos de 
 
555 
de normas sectoriales en las que se ha incorporado como criterio de valoración, sino, y sobre todo, 
porque dos preceptos clave han introducido la eficiencia en nuestro Derecho público: el art. 31.2 de la 
CE y el art. 3.2 de la LRJAPyPAC (Marcos VAQUER CABALLERÍA, 2011; pp 100-101). 
556 Coincido en este sentido con el expuesto por Eduard AIBAR PUENTES (
electrónica de servicios no conduce necesariamente a un escenario de mayor eficiencia (...). En 
diversas situaciones, la ganancia obvia en la eficacia del servicio (...) no genera automáticamente un 
ahorro en los recursos utilizados. Podemos hablar, pues, de un aumento generalizado de la eficacia ex-
ter  
 Interpreto que Marcos GÓMEZ PUENTE (2007; p 111) es también partidario de la opinión de que 
no hay una generación automática deberían arrojar buenos 
 
 Carlos M. OTERO SUÁREZ (2008; p 143) pone un muy buen ejemplo al describir las posibles 
desventajas de la e- Desde o momento en que a Administración lle facilita ao cidadán a 
realización de trámites e que este, aproveitando esa facilidade, asume realizalos, dáse o paradoxo de que o cidadán se 
converte en funcionario virtual a da carga da tramitación ao cidadán pode levar, mesmo, a 
rso absolutamente indesexable, ao converter o trámite, por un 
lado, nun proceso eficaz desde o punto de vista da súa consecución pero, por outro lado, ineficiente desde o punto de vista 
da irracionalidade que supón que certos recursos humanos da Administración queden inactivos  
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prestación de servicios  para poder llegar a una adecuada conclusión respecto al posible 
éxito o fracaso de un futuro proyecto de implantación. 
En la mayor parte de los supuestos de combinación no surge problema alguno: 
a) Si, como he dicho anteriormente, el incremento de la eficacia se considera 
un requisito ineludible557, siempre que la implementación de la TIC se 
prevea que empeorará la situación inicial (esto es, que disminuirá la eficacia) 
habrá de rechazarse por ineficiente, pues siempre lo será aun cuando la 
opción sea económicamente muy ventajosa. 
Con más razón si, por encima, la implantación se preveía antieconómica. 
b) Lógicamente, en el supuesto (el deseable) de que la implantación de una 
TIC sea ventajosa económicamente y simultáneamente incremente notable-
mente la eficacia no hay más que debatir: será eficiente. 
La duda puede surgir cuando previéndose que se obtendrá una ligera mejora en la 
eficacia se hace necesario un notable, gran o enorme desembolso económico ya que, en este 
caso, se puede plantear la cuestión siguiente: ¿hasta qué punto, persiguiendo más 
eficacia, es conveniente sacrificar tal cantidad de recursos si, dada la escasa mejora, o 
bien lo anterior no funcionaba precisamente mal o bien lo que se va a implementar no 
va a notarse apenas en mejores resultados? Es en este momento cuando la apreciación 
subjetiva y la correcta visualización de la situación a medio-largo plazo de los responsa-
bles de los análisis y la posterior decisión cobran más importancia. Hasta tal punto es 
conveniente e interesante una correcta valoración en este punto que algún autor se 
atreve a hablar incluso de burbuja electró 558. 
                                                            
557 
eficientemente ineficaz: si existiera algún óptimo de eficiencia para la ineficacia, sería precisamente la 
o más  
op. cit., p 103).  
558 
otros sectores, empleado para referirse a esa tendencia a incrementar el gasto de manera 
indiscriminada y sin planificación en determinadas iniciativas y actividades que a medio o largo plazo 
es 
totalmente adecuado. 
 Los ejemplos, por desgracia, no son pocos. Por poner uno en materia administrativo-electrónica, 
Eduard AIBAR PUENTES (2007; pp 27-28) cita el proyecto portal Cat365 de la Generalitat de 
porque resultó totalmente ineficiente no solo por ineficaz sino, sobre todo, por antieconómico.
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8.3. La comodidad en el sentido más amplio posible
Con el genérico pretendo englobar una serie de caracte-
rísticas cuya finalidad es facilitar la prestación de los servicios públicos en todas o en 
alguna de sus fases (propuesta, puesta la disposición, acceso, solicitud, ejecución, etc.). 
Entre las que aglutino bajo este poco definido término estarían aspectos tan dispares 
como la ubicuidad, la facilidad para conseguir los medios necesarios, la posibilidad de 
utilizar dispositivos o instrumentos de los que ya se disponga, la sencillez en su uso, la 
reducción de cargas de tipo que sea, la colaboración y la cooperación con otras 
entidades públicas y/o privadas, la agilidad... 
La comodidad así entendida debe contemplarse desde todas las caras posibles, es 
decir: 
 desde la de los administrados o usuarios, para quienes salvo prohibición o 
imposición  entre los que escoger en sus rela-
ciones con las Administraciones pero cuya implantación tiene, en todo caso, 
como finalidad principal facilitar y simplificar559 las gestiones; 
 desde la de los gestores, entendiendo por tales todas aquellas personas rela-
cionadas de algún modo con las propias TICs como recurso físico y/o 
lógico, para quienes dichas tecnologías son el objeto de su trabajo o parte 
                                                                                                                                                                        
a) En palabras del autor, no fue eficaz porque el portal no alcanzó el nivel de visitas esperado, el 
número de usuarios registrados fue escaso y el de servicios telemáticos digitalizados muy pobre (es 
más, no incluía ninguno verdaderamente interadministrativo, ni siquiera intraadministrativo) y, por 
si fuera poco, algún Ayuntamiento importante se negó a incorporar sus servicios al portal. 
b) También resultó antieconómico porque la inversión fue enorme, el rendimiento de los servicios 
comprados muy pobre y su mantenimiento muy caro. 
 
la política en eGovernment de la Generalitat y la clausura del portal. 
559 trónica han acabado por converger 
fórmula electrónica hay otras herramientas ; ni tampoco la Administración electrónica ha de servir 
únicamente a los int
2011; p 161, en nota al pie). Es más, páginas más adelante (op. cit. 
apreciable la existencia de una posición muy extendida que tiende a ver en lo electrónico un bálsamo 
que, por sí mismo, posee propiedades aplicables a la simplificación de cualquier procedimiento que se 
la complejidad del procedimie
lo que es mucho peor, a que se vean al cabo oscurecidos por un «desplazamiento» de la complejidad 
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del mismo , tales como responsables de la implantación, encargados de 
supervisión y control560, personal de los servicios informáticos encargados 
de su mantenimiento, etc.; 
 y desde la de los empleados públicos, encargados del funcionamiento de los 
procedimientos y de las actuaciones administrativas, para quienes las TICs 
son, antes que nada561, s  que les permiten o que 
deberían permitirles  llevar a cabo sus tareas de una forma más sencilla562, 
eficaz y ágil563. 
Ahora bien, de todas ellas interesa sobre todo la primera, pues es a los usuarios 
hacia quien se enfoca la remodelación organizativa y funcional que constituye toda 
e-admininistración564. Desde la perspectiva del usuario universitario, el término 
                                                            
560 Me estoy refiriendo a la supervisión y control del funcionamiento de las propias aplicaciones 
implantadas. 
 Pero es que las tecnologías tienen el contrapunto de poder permitirles a los responsables de personal y 
de los servicios de una institución la fiscalización y exhaustivo control de la correcta o incorrecta pres-
tación de los servicios por parte de sus empleados (id est, control horario, seguimiento de los plazos de 
ejecución de los trámites, localización de los errores de tramitación cometidos e identificación 
personal del causante, monitorización de sus movimientos en la red, etc.). En parecidos términos 
Santiago SEGARRA TORMO (2004; p 549) y Julián VALERO TORRIJOS (2013; pp 84-85).
561 Pero no exclusivamente. De hecho, Santiago SEGARRA TORMO (2004; pp 577 y ss) les otorga otros 
papeles relevantes como instrumento para satisfacer sus necesidades como miembros de su 
institución, al facilitárseles la participación; como elemento que contribuye a satisfacer sus necesidades 
de formación, que permitiría incluso mayor flexibilidad horaria; y como recurso que contribuye a su 
conciliación personal y familiar con la laboral si su Administración contempla la posibilidad del 
vid. p.ej. la Ley gallega 2/2015). 
562 marcha de un determinado 
TIRADO/Ana BLANDINO GARRIDO, 2009; p. 27). 
563 ducir el 
efecto de no reducción de los plazos y tiempos de respuesta precisamente porque esta consideración 
2010[2]; p 616). 
 or todas de que la gestión administrativa ágil constituye algo más 
IERCO 
SIERRA, 2011; p 174). Por lo tanto, no basta con resolver en plazo (ex art. 42 de la LRJAPyPAC); di-
cho plazo ha de ser, antes que nada, razonable (ex 
bien con los signos de la emergente Administración electrónica el mantenimiento de plazos tan dilata-
op. cit. p 208). 
564 de los Ciudadanos a los 
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para mantener relacio-
nes fluidas con su Universidad o para acceder a los servicios administrativos, a la acti-
vidad académica o a los recursos bibliográficos o de cualquier otro tipo , como p.ej.: 
a) Acceder a la información y a los servicios ofrecidos desde cualquier punto 
geográfico las 24 horas del día todos los días del año, sin necesidad de 
desplazamientos, a veces infructuosos, y sin esperar colas565. 
b) Poder llevar a cabo, con esas mismas condiciones espacio-temporales 
(ubicuidad y acceso 24 7) y solo con las limitaciones derivadas de los plazos 
de prescripción y de caducidad566 y con las peculiaridades de los días 
inhábiles, cualquier trámite ante la Universidad con la misma validez que se 
lo hiciesen ante un PAS en una dependencia administrativa. 
c) Llevar a cabo, incluso de manera simultánea, trámites ante diferentes unida-
des y órganos (secretarías, departamentos, servicios periféricos, servicios 
centrales, etc.) e incluso ante otras Administraciones, universitarias o no.
d) No tener que presentar documentación no exigida o que esté en poder de 
otra Universidad o Administración567 y con menos razón si ya dispone de 
ella su propia Universidad568. 
                                                                                                                                                                        
o que la LAESP busca es la conversión de la posibilidad de poder acceder a ellos a través de medios 
electrónicos en un derecho a poder hacerlo. 
565 En 
comunicaciones hacen posible acercar la Administración hasta la sala de estar de los ciudadanos o 
 
 Q Ata non hai 
moito tempo, dispor de información mercantil de sociedades ou datos sobre titularidade e cargas de predios requiría 
molestos desprazamentos ás oficinas dos rexistros á hora de presentar as solicitudes, e novos desprazamentos para a 
recollida das notas simples ou as certificacións, xa que era e é  bastante raro que se expedisen tales documentos no 
mesmo momento da solicitude. Hoxe por hoxe, dispondo dunha simple clave de usuario e un contrasinal, que se poden 
solicitar directamente a través da web dos propios rexistros, é posible acceder á información mercantil on line de modo 
instantáneo, ou ben pódense recibir os datos sobre predios a través de correo electrónico  
566 La regulación del funcionamiento de la e-administración no contempla apenas peculiaridades, de 
modo que en estos aspectos se debe atender a lo prescrito por la LRJAPyPAC. 
567 La LAESP lo configura, sin duda, como un derecho. Ahora bien, razona Lorenzo COTINO HUESO 
la LAE peca de exceso de garantismo al reco  
 No lo hace disponible, pero no desde el punto de vista del ciudadano, sino de la propia 
Administración, el art. 95.2 de la LGT, que les prohíbe a las Administraciones públicas requerirles a los 
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e) Recibir comunicaciones y notificaciones procedentes de las dependencias 
universitarias sin necesidad de la presencia física sea del interesado o de un 
tercero  en una dirección concreta (familiar, laboral, en aquélla en la que 
reside durante el período lectivo distinta de la familiar, etc.).
f) Poder utilizar en sus relaciones con la institución, en igualdad de condi-
ciones, cualquiera de las lenguas cooficiales cuando en la Comunidad Autó-
noma en la que tenga su sede la Universidad exista una lengua cooficial. 
g) Obtener resoluciones y contestaciones de forma rápida en todo tipo de pro-
cedimiento sea en papel o electrónico 569 y, en el caso de gestión automa-
tizada de los procedimientos, de manera inmediata570. 
                                                                                                                                                                        
interesados la aportación de certificados de la Administración tributaria si pudieran obtener tal 
información por medios informáticos y telemáticos. Lo que en la LAESP es un derecho del ciudadano 
en la LGT se convierte simple y llanamente en un deber para la Administración, redacción que, según 
Julián VALERO TORRIJO (2008; p 41), hubiera sido preferible a la opción final de la LAESP. Cfr. 
con la postura de César CIERCO SIERRA (2011; p 198, en nota al pie) que entiende que se haya 
configurado como un derecho subjetivo y no como deber administrativo: se le otorga al administrado 
un papel activo y decisión para renunciar a tal derecho y aportar voluntariamente la documentación. 
568 operabi-
li
extensión de los procedimientos a los que estos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el 
 
 Cuando aún no había sido publicada a LAESP, algunos autores, tomando como referencia la 
redacción del art. 3.f) de la Decisión 2004/387/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 
2004, relativa a la prestación interoperable de servicios paneuropeos de administración electrónica al sector público, las 
empresas y los ciudadanos (IDABC) [DOUE de 18 de mayo, o en versión electrónica en: 
http://goo.gl/PRHexl; última consulta: octubre de 2015] se referían a tal concepto con el término 
TES (2007; pp 29-
integración es, de hecho, uno de los conceptos clave en el eGovernment; es la capacidad de intercambiar 
datos y de cooperar entre diferentes unidades administrativas y es una condición necesaria para 
integración es un elemento híbrido, no puramente organizativo o político ni puramente técnico. Tan 
importantes son los acuerdos y disposiciones políticos e institucionales, como los canales tecnológicos 
que permiten la transferencia de datos e informaciones. En realidad, muchos de los problemas en este 
ámbito aparecen cuando la cuestión se plantea únicamente en uno de los dos sentidos
similar Marta OLLER RUBERT (2007; pp 57 y ss). 
569 
en el desarrollo de procedimientos administrativos no sólo se limitará a aquellos trámites que se inicien 
con la Administración en sede electrónica, sino que además mejorará y acelerará también las tramitaciones en 
soporte papel  
570 P.ej., la formalización de la matrícula del alumnado universitario a través de las diferentes plataformas 
con las que cuentan muchas Universidades es un proceso totalmente automatizado e inmediato. En la 
UVigo el proceso podría resumirse del siguiente modo: 
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h) Acceder de modo sencillo al contenido de su curriculum académico, conocer 
el estado de tramitación de los expedientes en los que sean parte interesada 
así como poder descargar y almacenar de forma digital (y por lo tanto sin 
necesidad de su impresión física) los documentos que formen parte de él. 
                                                                                                                                                                        
 El alumno di
aplicativo informático; si no lo hiciese en esas fechas prescribirá su derecho pues la propia 
 
 Después de seguir los pasos establecidos obtiene, sin intervención de PAS alguno y en apenas 
unos minutos, un documento (que refleja las materias en las que se ha matriculado, las 
circunstancias de las que se derive algún tipo de exención de tasas, las fechas límite de pago o 
una referencia al número de cuenta o tarjeta a través de los que, en su caso, piensa abonar las 
 
 A partir de ese momento es formalmente un alumno matriculado, sin perjuicio de que aún quede 
pendiente efectuar, en su caso, el pago si ha optado por el abono manual  o el cobro si ha 
optado por la domiciliación o el pago con tarjeta  del importe debido, pues el pago no es una 
condición suspensiva de la eficacia de la matrícula sino un deber derivado de la misma. 
 De hecho, si no abona la totalidad del importe la Universidad tiene distintas soluciones: puede 
instarle la que lo haga imponiéndole un recargo, puede suspender el ejercicio de algunos 
derechos reconocidos a su alumnado o incluso puede anular su matrícula. 
 En todo caso, las cantidades finales debidas están supeditadas a posibles cambios derivados de la 
propia voluntad del interesado (modificación de la matrícula) o de la actividad de comprobación 
de la Universidad (detección de errores en las circunstancias y condiciones declaradas por la 
alumna o alumno). 
 En el fondo, mutatis mutandis, es un procedimiento automatizado muy similar a uno de los modos de 
presentación telemática de la Declaración del IRPF: aquél que consiste en descargar, modificar y 
confirmar el borrador de Declaración a través de la página web de la AEAT. 
 
aplicación, cuyo incumplimiento comporta unas consecuencias (la principal diferencia entre 
aquél proceso y éste radica en que la matriculación es un derecho y la declaración del IRPF es un 
deber).  
 Siguiendo los pasos establecidos se obtiene, sin la intervención de funcionario alguno y en 
apenas unos minutos, un documento provisional, el borrador, que una vez modificado y 
confirmado genera un documento definitivo, el borrador confirmado o declaración propiamente 
dicha (que contiene el importe, positivo o negativo, el número de cuenta señalado a efectos de 
percibir/abonar tales cantidades así como las fechas para proceder, en su caso, al pago). 
 En ese momento finaliza el procedimiento y, según el resultado, o bien el contribuyente puede 
ejercitar su derecho a la devolución (en el caso de tener resultado negativo) o bien debe dar 
cumplimiento a su deber de ingresar o domiciliar, en un único plazo o en varios, el importe 
debido (en el caso de resultado positivo). 
 En caso de tener que abonar un importe, el incumplimiento del contribuyente le abre las puertas 
a la AEAT para la ejecución forzosa. 
 Al igual que el caso anterior, las cantidades finales están supeditadas a posibles correcciones que 
se puedan derivar de la actividad revisora de la AEAT. 
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i) Participar activamente en la actividad formativa571, la cual, abandonando la 
clásica relación unidireccional docente alumnado, se convierte en un vín-
culo bidireccional más o menos importante dependiendo de si el empleo de 
las TICs se hace de un modo intenso y necesario (en la formación a 
distancia o e-learning) o como complemento a la formación presencial o 
semipresencial (que recibe el nombre de b-learning o blended learning)572. 
Desde el punto de vista de las Universidades la comodidad debe suponer mayor 
sencillez y mejores resultados a la hora de llevar a cabo a tramitación de los procedi-
mientos, como p.ej.: 
a) Mayor eficacia en la instrucción de los procedimientos, al poder emplear los 
datos introducidos o aportados por los interesados o poder usar de forma 
fácil información ya disponible en el sistema, disminuyendo así la comisión 
de posibles errores derivados de la transcripción. 
b) Mayor agilidad a la hora de tramitar los procedimientos, al no ser necesario 
requerir de los interesados datos que ya obren en poder de la propia 
institución o de otra Administración, consulta que puede hacerse de manera 
telemática, rápida y directa, con la única limitación, en su caso, que pueda 
derivarse de la exigencia del necesario consentimiento según la naturaleza de 
los datos a consultar. 
c) Reducción de los plazos de resolución de los procedimientos, cuya trami-
tación electrónica debe permitir573 hacerlo en menor tiempo, y cuando 
medie la actuación automatizada, de manera instantánea y sin intervención 
de funcionario o autoridad de ningún tipo. 
                                                            
571 edad de la Información, ha llevado a 
un aumento exponencial de la formación apoyada en nuevas tecnologías, y a un cambio en la forma de 
enfocar el proceso de enseñanza-aprendizaje. Actualmente intervienen en el proceso educativo de 
igual manera alumnos y p
CLARI, 2009; p 108). 
572 Es erróneo referirse a toda formación donde intervienen las TICs como e-learning; este vocablo ha de 
b-learning 
potenciar y mejorar la 
573 
de respuesta precisamente porque esta consideración sería contraria a la propia esencia y virtualidad de 
[2]; p 616). 
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d) Mayor rapidez y efectividad en las comunicaciones y notificaciones de actos 
y resoluciones al no depender de la relativa lentitud de las comunicaciones 
postales574. 
Desde este punto de vista, el empleo de cualquier aplicación y tecnología en la 
actividad de una Universidad siempre va a suponer, o al menos así debería ser, mejoras 
en este sentido para la institución. Lo interesante es que, además, les resulte cómoda a 
sus usuarios (sean su alumnado, su PDI, su PAS o terceros ajenos a la comunidad 
universitaria) pues en el fondo son ellos los que, salvo imposición, como se verá a 
continuación, con su aceptación y su empleo cotidiano, aseguran el éxito de la implan-
tación y con esto amortizan de algún modo la inversión de recursos efectuada. 
8.4. La voluntariedad para elegir entre usarlos o no usarlos
Tal y como se ha dicho más de una vez en páginas precedentes, la LAESP ha 
convertido la posibilidad de los ciudadanos de relacionarse con las Administraciones a 
través de medios telemáticos en un derecho a poder hacerlo con el consiguiente deber de 
las Administraciones públicas de poner a su disposición todo lo necesario para que 
puedan hacer efectivo tal derecho  pero no en una obligación de emplearlos575 cuando 
tales medios e instrumentos existan. Es decir, las Universidades no pueden imponer su 
uso, por mucha inversión que hubieran hecho para su provisión576, por muchas ilusiones 
y esperanzas que hayan puesto en ello, por mucho deseo que tengan de que su uso sea 
                                                            
574 Cuando hablo de lentitud de las comunicaciones postales no me refiero a los períodos de tiempo 
derivados del funcionamiento normal del servicio: entre uno y tres o cuatro días para hacer una 
entrega ordinaria en territorio nacional y otros tantos para recibir, en su caso, el acuse de recibo 
firmado (unos períodos de tiempo más o menos aceptables y que no entorpecen el procedimiento). 
 La lentitud a la que hago referencia es la derivada de que en el proceso de comunicación surjan ciertas 
anomalías, bastante frecuentes: direcciones inexistentes (dato erróneo) o imposibilidad de localizar a 
un alumno o alumna en la dirección que ocupó solo durante el curso (dato obsoleto) hechos que 
obligan a intentar repetir la notificación en una dirección alternativa , destinatarios no presentes en el 
momento de la entrega (ausencia) lo que implica su depósito en las sedes de Correos y Telégrafos y la 
posterior recogida por los interesados ; extravío o traspapeleo de los acuses de recibo firmados que 
no llegan a las dependencias administrativas emisoras (fallos de funcionamiento) lo que impide la 
correcta ejecución del trámite , etc. 
575 el derecho a la relación electrónica implica de suyo y 
como punto de partida el derecho al no es
y en términos muy similares en 2011; p 29). 
576 
con  
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real, efectivo y habitual, o por mucha más seguridad y confianza tengan por hacer recaer 
el grueso de la gestión administrativa en una máquina y en una aplicación y no en el 
savoir faire de sus empleados. 
Por lo tanto, puede predicarse como una norma general el deber de las Universi-
dades de proveer el medio o medios que permitan la relación de los usuarios con ellas de 
manera telemática (art. 8.1 de la LAESP) conjugado con la voluntariedad en su uso por 
parte de dichos usuarios. Es más, ya no es que el ciudadano pueda optar ab initio entre 
una relación telemática o burocrática, es que el ciudadano puede, salvo que se contemple 
algún tipo de limitación577, variar a lo largo de un mismo procedimiento entre una u 
otra578 e incluso, habiendo varios medios electrónicos disponibles, escoger y cambiar 
uno por otro. 
Sin embargo, la Ley contempla dos excepciones a esta voluntariedad entre optar o 
no por el empleo de medios electrónicos para las relaciones administrativas: 
1) Una primera, de exclusión. 
El art. 27.1 de la LAESP después de recoger que los ciudadanos podrán 
elegir la manera, telemática o no, de comunicarse con las Administraciones, 
aquellos casos en los que de una norma con 
rango de Ley se establezca o infiera la utilización de un medio no electrónico  
En este caso, por lo tanto, aunque fuese posible emplear medios telemáticos 
porque estuvieran implantados, no pueden ser empleados para ese concreto 
procedimiento porque una norma con rango de ley lo prohíbe o de ella así 
se infiere (sic). 
Lógicamente, al requerir norma con rango de ley, solo el Estado (a través de 
ley formal de las Cortes o de disposiciones con fuerza de ley elaboradas por 
                                                            
577 El art. 24.8 del D-DAEXG, ya comentado en el apartado 6.1.2, no busca prohibir el cambio (porque 
expresamente lo permite en el apdo. anterior) sino más bien de evitar un abuso de derecho (p.ej. si tal 
conducta solo pretende ralentizar la tramitación del procedimiento). 
 Vid. y cfr. en notas al pie núm. 492 y 493 la contraposición de la postura de María Dolores REGO 
BLANCO, satisfecha de que se hubiese eliminado una limitación similar del proyecto del RD-LAESP, 
con la del art. 26 de la LAEnav, que constituye una verdadera medida de fomento de la vía electrónica, 
donde lo que se limita es el abandono de la vía electrónica y el retorno a la vía tradicional.
578 Para Lorenzo COTINO HUESO, al haber reconocido esa intercambiabilidad o intermodalidad sin 
ambién 2011; p 31). 
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el Gobierno de la Nación) y las Comunidades Autónomas (a través de los 
mismos tipos de normas) pueden imponer una exclusión de este tipo. 
2) Otra, de imposición. 
la imposición del uso de los medios telemáticos pues mientras la exclusión 
tenía que hacerse a través de norma con rango de ley, para la obligación es 
suficiente el reglamento. 
Ahora bien, esta facilidad para imponer el uso de los medios telemáticos se 
ve compensada con las condiciones 
por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u 
otros motivos acreditados tengan garantizado el acceso y la disponibilidad 
579. 
Cumpliéndose estas condiciones no parece muy grave que se obligue a los 
destinatarios de la norma al uso de los medios telemáticos. El problema está 
cuando la apreciación de si un determinado colectivo tiene o no garantizado 
el acceso y la disponibilidad de los medios precisos se hace de manera 
arbitraria y poco fundamentada580. 
                                                            
579 Ana María RODRÍGUEZ TIRADO/Ana BLANDINO GARRIDO (2009; p 31) consideran que en 
forma totalmente telemática de determinados procedimientos en los casos de los colectivos de PDI y 
PAS, ya que por su capacidad técnica y dedicación profesional tienen garantizado el acceso y la 
 
580 No comparto la afirmación de Eduardo GAMERO CASADO (2009; 
generalizadamente aceptado que todas las empresas y, en general, las personas jurídicas, están incluidas en 
esta delimitación [del art. 27.6 de la LAESP]. Esto permite que una simple Orden Ministerial, un 
Decreto autonómico o una Ordenanza local impongan a tales colectivos la realización de trámites en 
 
 Buen ejemplo de que ello no es así puede verse en el caso enjuiciado por la STSJ de Castilla y León de 
29/1/2010 ya comentada en nota al pie núm. 201. 
 De manera contraria, la STS de 22/2/2012 sí considera que se dan las condiciones para la imposición. 
En este caso la Asociación Española de Asesores Fiscales y Gestores Tributarios interpuso recurso 
contencioso-administrativo frente al Real Decreto 1363/2010, de 29 de octubre, que regula los supuestos de 
notificaciones y comunicaciones administrativas obligatorias por medios telemáticos en el ámbito de la AEAT. El alto 
condiciones mínimas exigidas de acceso y disponibilidad y, por tanto, la imposición es ajustada a 
Derecho. 
 En todo caso las Administraciones deberían tener especial cuidado al escoger los supuestos de 
imposición. Como bien dice Carlos M. OTERO SUÁREZ (2008; pp 145-146), resulta cando menos 
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Al margen de estas dos situaciones, la voluntariedad junto con la libre elección 
de medios  es, por tanto, la nota característica del uso de medios electrónicos por parte 
de los ciudadanos, lo cual sin duda constituye un importante beneficio para ellos, 
aunque no lo sea o por lo menos no tanto  para la institución que solo le va a implicar 
duplicidad o multiplicación de las vías que atender. 
En todo caso, no hay que olvidar que estrechamente ligada a una efectiva volunta-
riedad a optar por la vía telemática está una seria lucha contra la brecha digital (a la que ya 
se ha hecho referencia al hablar de la igualdad como exigencia de los elementos de una 
e-administración, apartado 3.2.4.g) puesto que si existe algún tipo de impedimento (téc-
nico, económico, de conocimientos, etc.) tal libre albedrío deja de existir.
8.5. La publicidad, la transparencia y el acceso a la informa-
ción (I): descripción de estos tres conceptos
Igual de errónea que la tendencia a vincular indiscutiblemente TICs con ahorro, 
lo es la de asociarlas con la publicidad, con la transparencia de la actividad administrativa 
y con la facilitación del acceso a la información de que se dispone, puesto que fácilmente 
                                                                                                                                                                        
insidioso que determinados trámites sexan obrigatorios para o cidadán a través da Internet. Primeiro, porque o cidadán 
non ten por que dispor da Internet (ben porque non quere ou ben porque non pode, xa que aínda hai zonas sen acceso á 
Internet de alta velocidade); e, segundo, porque, aínda dispondo de acceso á Internet, se lle está a impor ao cidadán a 
realización dunhas actuacións que lle supoñen a asunción de determinadas responsabilidades e dunha carga de traballo 
administrativo que non lle é propia
op. cit. p 143], a la que, en cierto modo, también hace referencia Marcos GÓ-
si-
.
 José Luis BLASCO DÍAZ (2009; pp 1430-1431) considera que en el ámbito universitario, con carácter 
componentes de la comunidad universitaria capaces de instrumentar con garantías su relaciones por 
esta vía, una vez puestos los medios a su disposición y realizadas las actuaciones formativas e 
informativas necesarias. Así, la Universidad podrá establecer la obligatoriedad de utilizar medios 
electrónicos cuando se trate de procedimientos dirigidos a la comunidad universitaria, pero también a 
empresas o profesionales que tengan relación contractual con ella y se encuentren en los supuestos 
 
 No comparto tal opinión. Una Universidad como cualquier otra Administración  solo podría 
imponer la vía electrónica cuando tuviera la certeza y no la simple presunción  de que se den los 
requisitos; y, en todo caso, aunque a los miembros de su comunidad universitaria se les presuman 
conocimientos técnicos suficientes, no así la disponibilidad de medios necesarios, ni aun cuando se 
pongan equipos y terminales a disposición de quienes no dispusieren de ellos, pues eso implica que 
dichos afectados tengan que encontrarse físicamente en dependencias universitarias cuando quisieran 
relacionarse electrónicamente con ella. En todo caso, con respecto a terceros ajenos a la comunidad 
universitaria, las reglas de juego son exactamente las del art. 27.6 de la LAESP. 
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podrían ser utilizadas omitiendo todo empleo en este sentido o, incluso, con una fina-
lidad totalmente opuesta581. 
Afortunadamente, no solo las características que presentan los medios informá-
ticos, electrónicos y telemáticos582 que constituyen o podrían constituir una e-adminis-
tración pueden facilitarles a las Administraciones difundir el contenido de su actividad583 y 
hacerlo de un modo accesible e inteligible, sino que desde el punto de vista jurídico deben 
servir o ser empleadas para ello. 
Desde esta perspectiva, para una Universidad el empleo de instrumentos tecno-
lógicos, sean constituyendo una administración electrónica de derecho o únicamente de 
hecho, aportaría o debería aportar importantes beneficios en cuanto a publicidad, a 
transparencia y al acceso por parte de los usuarios y administrados a la información 
disponible. Ya no digamos para éstos. Ahora bien, al igual que acontecía con la 
economía, la eficacia y la eficiencia, estos tres conceptos, a pesar de estar íntimamente 
relacionados, hacen referencia a tres cosas distintas.  
8.5.1. Publicidad 
La publicidad  constituye el pilar central de la tríada- Supone que por cualquier 
medio o vía las Administraciones, y entre ellas las Universidades públicas, hagan pública 
y accesible al conjunto de la población es cierto que en distintas condiciones, bajo 
distintos requisitos, etc. según se trate de un tipo u otro de información  datos, 
documentos, estadísticas, organigramas cionados con su actuación administrativa 
y, a tal fin, la electrónica no es que sea la vía más adecuada y recomendable por ser 
cómoda, efectiva, instantánea y barata  sino que, con la regulación actual, la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTr), 
se convierte en la vía obligatoria584. 
                                                            
581 
esencialmente op  
582 Como la gran facilidad para incorporar contenidos en soporte digital, la variabilidad de instrumentos 
utilizables (aplicaciones informáticas, bases de datos, páginas web, foros, blogs...), la mayor sencillez y 
rapidez en la consulta y en las comunicaciones por vía telemática, la mayor garantía de identificación y 
autenticación derivadas de los distintos tipos de firma electrónica, el mayor nivel de seguridad en el 
acceso a información confidencial... 
583 En igual sentido Julián VALERO TORRIJOS (2008; p 31). 
584 Lo cual, y a pesar de la literalidad de su art. 5.4, entiendo que no impide ni es incompatible con que 
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8.5.2. Publicidad  publicación 
Aunque en el fondo ambos conceptos hacen referencia a lo mismo 
, de ahí su raíz léxica común  en Derecho Administrativo cobran un significado 
muy diferente. El primero, fi
: 
 debe entenderse como equivalente a difusión o hacer accesible, 
 está orientado a la generalidad de la sociedad 
 y no está sujeto a ningún tipo de requisito formal (salvo la necesidad de usar, al 
menos, la vía telemática como medio de difusión). 
El segundo, sin embargo: 
 es un medio alternativo a la notificación (unas veces de manera obligatoria por 
ser un medio sustitutivo y otras como medio complementario585), 
 su finalidad es dar a conocer a los interesados de un procedimiento o a los 
miembros de un determinado colectivo el contenido de un acto o resolución
 y por lo tanto sujeto a una serie de formalidades que en caso de desatenderse 
pueden convertir a la publicación-notificación en defectuosa o incluso dar 
lugar a la indefensión de los interesados o afectados. 
                                                                                                                                                                        
también se pueda llevar a cabo la publicidad de esa misma información empleando además otros medios, 
que no serían ni alternativos ni sustitutivos, sino simplemente complementarios.  Quizás hubiese sido 
Sin perjuicio de otros medios adicio-
nales o complementarios que cada entidad pudiera establecer, la información sujeta a las obligaciones de 
transparencia deberá ser publicada, como mínimo, 
585 Según la LRJAPyPAC es un medio sustitutivo: 
a) Cuando así lo establezcan las normas reguladoras del procedimiento o cuando lo aconsejen 
razones de interés público apreciadas por el órgano competente (art. 60.1). 
b) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo (art. 59.6.b). 
c) Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas (primera parte 
del art. 59.6.a). 
d) A través del tablón de edictos y de diarios oficiales cuando se desconozcan los interesados en el 
procedimiento, el lugar de la notificación o un medio alternativo que permita garantizar que el 
interesado recibirá la notificación (art. 59.4). 
 Únicamente se empleará como una vía complementaria y voluntaria cuando, tratándose de una plu-
ralidad determinada de personas que designasen a una en representación del grupo, la Administración 
estime que la notificación a uno solo de los interesados es insuficiente para garantizar la notificación a 
todos (segunda parte del art. 59.6.a de la LRJAPyPAC). 
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Hace falta tener en cuenta esta importante distinción pues si bien es muy fácil 
llevar a cabo a publicidad difusión  de actuaciones administrativas a través de los más 
variados sistemas electrónicos (publicación en una web, pero también correos 
electrónicos, blogs, SMS, etc.) no es tan fácil proceder a la publicación comunicación 
fidedigna del contenido de un acto  empleando medios de este tipo, pues no cualquiera 
permite garantizar que los interesados accedan al contenido del acto. 
Sin embargo, mientras la LAESP dedica varios y amplios preceptos a regular la 
notificación electrónica o telemática y la doctrina analiza y critica este instrumento vid., 
entre otros, el trabajo de Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]) , apenas hay artículos 
que contemplen la publicación electrónica. Se puede decir que los medios adecuados 
para tal finalidad son: 
a) Los diarios oficiales electrónicos: por pura lógica, si la LRJAPyPAC exige que en 
ciertos casos la publicación se haga a través de los diarios oficiales, desde el 
momento en que los diarios en formato papel son o lo pueden ser susti-
tuidos por el formato electrónico, los anuncios y actos publicados en ellos 
se convierten automáticamente en publicaciones electrónicas, produciendo 
los mismos efectos que si fuesen publicados en diario oficial en edición 
impresa (art. 11 de la LAESP). 
b) Las sedes electrónicas: el art. 12 de la LAESP permite que las comunicaciones y 
actos que por disposición legal o reglamentaria deban ser objeto de publica-
ción en tablones de edictos o de anuncios puedan ser complementadas e in-
cluso sustituidas por la publicación electrónica en sede (o, en su caso, tablo-
nes electrónicos integrados en ellas, pues de hecho es éste el título del artículo).
c) Los perfiles de contratante: que el art. 53 del TRLCSP configura como la vía de 
difusión de la actividad contractual de los órganos de contratación, cuya 
información se puede/debe incorporar al de determinadas plataformas es-
tatal o autonómicas  de contratos públicos y que no necesariamente se 
vincula con las sedes electrónicas586. 
Estos son los únicos medios que ex lege tienen asegurados los mismos efectos 
que las publicaciones a través de los medios tradicionales. ¿Significa esto que es 
                                                            
586 Ni la LAESP ni el art. 6 del RD-LAESP exigen un acceso a él desde la sede; pero sí lo incluye como 
un contenido necesario de las sedes electrónicas el art. 9.o) del D-DAEXG. 
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imposible la publicación a través de otros medios? En mi opinión no, pues la capacidad 
que tienen las diferentes Administraciones para desarrollar en su propio ámbito la 
normativa estatal y, en su caso, autonómica en materia de administración electrónica, 
debe permitir que para su funcionamiento interno admitan sistemas alternativos de 
tró
administrados, admitir sistemas alternativos de firma electrónica, imponer supuestos de 
empleo obligatorio de medios telemáticos, etc.). Ahora bien, desde este punto de vista, 
la posibilidad de conocimiento de la existencia del acto y el acceso y consulta y, de otro, 
que la propia Administración les otorgue a esas formas de comunicación los efectos de 
la publicación. 
Esta misma es la conclusión de la STSJ de Galicia de 15/2/2012, que considera 
que la publicidad a través de web institucional de una Universidad (concretamente la 
UVigo) no puede equipararse sin más a la publicación ya que la normativa interna de la 
institución en ningún momento hace referencia a que produzca los mismos efectos587. 
Esta opinión coincide con la defendida por Roberto O. BUSTILLO BOLADO 
(2012[1]; p 58) al hablar de los tablones de anuncios electrónicos y con la de José 
Fulgencio ANGOSTO SÁEZ et al. (2009; p 74)588. 
                                                            
587 Esta STSJ de Galicia, que anula la sentencia de un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo que 
desestimó sendos recursos presentados contra un Acuerdo del Consello de Goberno de la UVigo (por 
extemporáneo) y contra la resolución rectoral desestimatoria de un recurso de alzada contra un 
Acuerdo de una Junta de centro (por conforme a Derecho), echa por tierra, con distintos argumentos, 
la defensa de la UVigo de que se trataba de actos firmes y consentidos. 
 Los supuestos firmeza y consentimiento, que es lo que aquí interesa, se derivan de la errónea consi-
deración de que los recurrentes no habían interpuesto el recurso en plazo, pues habían tenido cono-
cimiento de él gracias a su publicación en la web institucional y a través de otros medios (posiblemente 
se refería al envío de correos electrónicos a todos los miembros suscritos a las listas de correo 
  
 Según el Tribunal no se puede equiparar publicidad con publicación. Si bien es cierto que se le dio 
publicidad (como equivalente a difusión), atendiendo a su relevancia, en este caso se exigía publicación 
(formal, como equiparable a notificación), con indicación del interesantísimo dato de los recursos que 
se podrían interponer, plazo para hacerlo y órgano a quien dirigirlos.  
 non consta 
invocada nin acreditada a regulamentación universitaria que fixa o réxime de publicación dos acordos do Consello de 
Goberno coa eficacia pretendida de dar por notificados aos membros da comunidade universitaria por tan singular vía 
telemática
alguna a que la web institucional funcione como un tablón de anuncios o de edictos electrónico.  
588 Estos últimos autores reconocen, p.ej
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8.5.3. Transparencia 
La transparencia, elevada a la condición de principio en la actuación adminis-
trativa en sus relaciones con los ciudadanos (arts. 3.5 de la LRJAPyPAC y 4.k de la 
LAESP), supone convertir una determinada Administración en algo accesible589, com-
prensible, claro, por haber hecho pública o susceptible de consulta, cumpliendo con una 
serie de principios y requisitos, toda una batería de información590 sobre 
relacionada con el funciona da LTr) 
como estructura, organigrama, bienes inmuebles, patrimonio, presupuestos, normativa 
general y/o específica, criterios, precedentes, interpretaciones, estadísticas, planes, pro-
yectos, propuestas  En resumen, información que transforme a las Administraciones 
en lo que son o deberían ser : instrumentos de los respectivos gobiernos al servicio de 
los ciudadanos, susceptibles de  
Así entendida, la transparencia es, sin duda, un claro beneficio591 para el 
ciudadano en general y para el administrado en particular (que puede llegar a entender el 
por qué del contenido de un determinado acto, que puede tener a mano toda la 
información necesaria para la comprobación de si una actuación se ajustó a Derecho, 
que puede llegar a valorar el gasto presupuestario,...). Pero de algún modo también lo es 
para la Universidad Administración , que mejora la imagen que ofrece a 
la sociedad, que se hace más próxima a la ciudadanía, que podría evitar así recursos y 
reclamaciones injustificadas, que puede comparar su situación con la de otras 
instituciones de su mismo tipo o de su entorno... 
                                                                                                                                                                        
ya vienen utilizando la publicidad a través de sus páginas web como «complemento» de la publicación 
589 ibilidad» a la información. El acceso se concreta en el 
incluye también el deber de las entidades públicas de compartir la información sin previa petición de 
un ciudadano concreto, actuando de manera proactiva en la divulgación y difusión de la información 
 
590 La LTr incluye una relación bastante amplia y detallada de la información que habrá de ser objeto de 
publicación diferenciando la institucional, organizativa y de planificación (art. 6), la de relevancia 
jurídica (art. 7) y la económica, presupuestaria y estadística (art. 8). 
591 Pere SIMÓN CASTELLANO (2011; pp 73- stitucio-
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La capital importancia de este principio se pone de manifiesto en el creciente 
interés en los últimos años por legislar sobre la transparencia en la actuación adminis-
trativa y en el acceso a la información pública592. 
8.5.4. El acceso a la información 
Sin embargo, con lo importante que resulta la transparencia para las Adminis-
traciones y para los ciudadanos y lo obligatorio de la publicidad electrónica de una 
aplastante e ingente cantidad de información, si se define el acceso a la información  
como el ejercicio del derecho a consultar el contenido de lo que haya sido objeto de 
publicidad cualquiera que sea su finalidad  está claro que no todo se puede difundir, o 
al menos no de cualquier manera, pues en algún caso habrá restricciones593 e incluso 
prohibiciones. 
Con muy buena lógica, en la LAESP no hay precepto alguno al respecto, pues 
no es esa su finalidad. Del mismo modo, el artículo que hasta hace poco regulaba los 
distintos tipos de información accesible y modo de hacerlo el art. 37 de la 
LRJAPyPAC , considerand
puestas de manifiesto de forma reiterada al no ser claro el objeto del derecho de acceso, 
al estar limitado a documentos contenidos en procedimientos administrativos ya 
terminados y al resultar su ejercicio extraordinariamente limitado en su articulación 
594, ha quedado, con la redacción que le ha dado la LTr, prácticamente sin 
enjundia al haber sido reducido a un simple párrafo que redirecciona a la CE, a la propia 
 
                                                            
592 Vid. p.ej. desde la, pionera en todo el territorio español, Ley gallega 4/2006, de 30 de junio, de 
Transparencia y de Buenas Prácticas en la Administración Pública Gallega hasta la más reciente Ley 1/2014, de 
24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía, pasando por la Ley Foral navarra 11/2012, de 21 de junio, 
de la Transparencia y Gobierno Abierto o la ya citada LTr estatal. 
593 abiertos. Para 
éstos es irrelevante conocer quién accede al servicio. En los servicios personalizados es necesario 
categorías: los servicios de acceso a infor
(Santiago SEGARRA TORMO, 2004; pp 538-539). 
 En el ámbito telemático, el acceso restringido supone la previa identificación mediante firma 
electrónica. Ahora bien, debe recordarse que de acuerdo con el principio de proporcionalidad el tipo 
de identificación o de firma electrónica exigida estará directamente relacionado con el tipo de 
información o procedimiento al que se pretenda acceder (arts. 5.g y 27.5 de la LAESP; en el ámbito de 
la Xunta de Galicia, art. 14.3 del D-DAEXG). 
594 Apdo. II de la Exposición de Motivos de la LTr. 
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Remitiéndonos, pues, a lo preceptuado por la LTr puede hablarse de distintos 
tipos de información en cuanto a su contenido y, así, de modos de acceso: 
a)  
Sin perjuicio de que tenga l
contenido o documento, cualquiera que sea su formato o soporte, que obre 
en poder de una entidad y que haya sido elaborado o adquirido en el 
ejercicio de sus funciones (art. 12) tendría esta primera calificación de 
 y como 
tal estaría sujeta a los principios, también generales, de publicidad obliga-
toria y periódica, actualización, claridad, estructuración, entendibilidad, 
comprensibilidad, facilidad de acceso y gratuidad (art. 5), es decir, una 
información con un acceso sin más restricciones que las generales595 (art. 18). 
b) Información de acceso limitado (art. 14). 
El derecho de acceso podrá ser limitado, atendiendo a las circunstancias del 
caso concreto, cuando se considere que puedan verse afectados algunos de 
los sectores o tipos de actividad que específicamente se enumeran en el 
apdo. 1. 
En principio, de concurrir ese posible perjuicio que no siempre tendrá que 
hacerlo596  el acceso será prohibido. Sin embargo, en los casos en que la limita-
ción no afecte a la totalidad de la información se concederá acceso parcial a la 
información no afectada por la limitación (art. 16). 
c) Información que contenga datos de carácter personal (art. 15). 
El propio artículo hace una regulación bastante enrevesada y compleja de la 
materia, que, según los casos, va desde el acceso sin restricciones hasta 
prácticamente el acceso prohibido salvo autorización: 
                                                            
595 
es así porque la normativa no virtual no lo exige y porque ha de tenerse en cuenta el principio de 
-268). 
596 Cfr
acceso no podrá ser ejercido [t
6).  
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Para empezar, en el apdo. 4 establece que no será aplicable ningún tipo 
de requisito o condición especial cuando se hubiese llevado a cabo la 




carácter general, y salvo prevalencia de otros derechos constitucio-
nalmente protegidos, se concederá el acceso (apdo. 2). 
 Cuando afectase a los datos especialmente protegidos del art. 7.3 de la 
LOPD (origen racial, salud y vida sexual) solo se podrá conceder el 
acceso con el consentimiento expreso (pero no escrito [sic]) del afectado 
o si lo permitiese una norma con rango de Ley (segundo párrafo del 
apdo. 2). 
 Cuando afectase a los datos especialmente protegidos del art. 7.2 de la 
LOPD (ideología, afiliación sindical, religión y creencias) solo se podrá 
conceder el acceso con el consentimiento expreso y escrito del afectado 
salvo que éste ya los hubiera hecho manifiestamente públicos  (primer 
párrafo del apdo. 1). 
Por lo tanto, la publicidad es el punto clave, que se convierte en el medio para 
alcanzar la transparencia y en conditio sine qua non para un adecuado ejercicio del derecho 
de acceso. Sin embargo, de un modo inverso, en aquellos casos en que por cualquier 
motivo (por restricción o por exclusión) no pudiera llevarse a cabo libremente el derecho 
de acceso, la información afectada no debiera ser objeto de publicidad y, en ese punto 
concreto, la institución no puede ser transparente. Por lo tanto, no es que los medios 
informáticos, electrónicos y telemáticos sean ex lege los que haya que emplear en todo 
este proceso sino que, por su diseño, por su funcionamiento, por sus posibilidades, son 
los medios idóneos y recomendables para su puesta en ejecución, tanto en el sentido 
positivo (facilitar, permitir), como en el negativo (restringir, prohibir). 
                                                            
597 Parece bastante lógico: si se ha producido la disociación no se puede identificar a una persona 
concreta; si ello no es posible, no hay datos de carácter personal que proteger. 
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8.6. La publicidad, la transparencia y el acceso a la informa-
ción (II): la publicidad de las normas internas univer-
sitarias 
Establece el apdo. 1 del art. 6 de la LTr que, entre otras cosas, habrá de ser 
objeto de publicación o lo que es lo mismo, la institución habrá de ser transparente o 
accesible con respecto a  , en una inter-
pretación literal del precepto entiendo que incluye normativa estructural y organizativa, 
general y sectorial, legal y reglamentaria y además, en caso de que 
la entidad tenga potestad normativa, también todas aquellas normas internas dictadas en 
virtud del ejercicio de dicha competencia. Ello ocurre, p.ej., con las Universidades, cuya 
potestad reglamentaria, ínsita en el derecho fundamental598 a la autonomía universitaria, 
                                                            
598 De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional se trata de un derecho fundamental en 
toda regla, ya no solo por su ubicación en el articulado 
autonomía universitaria, reconocida en el art. 27.10 CE, se configura en la Norma suprema como un 
derecho fundamental, por su inclusión en la Sección 1ª del Capítulo Segundo del Título I, por los términos 
utilizados en la redacción del precepto, por los antecedentes constituyentes del debate parlamentario que 
llevaron a esa conceptuación y por su fundamento en la libertad académica, que reconoce y protege el art. 
20.1 c) de la Constitución y que la propia LRU [hoy, la LOU] proclama. El fundamento último de la 
autonomía universitaria se halla, en efecto, en el respeto a la libertad académica, es decir, a la libertad 
 
 Se trata ésta de una jurisprudencia consolidada puesto que dicha cita literal ha sido incluida como ratio 
decidendi en otras sentencias (vid. p.ej. el FJ 2º de la STC 55/1989), a pesar de que no se trata de una 
decisión totalmente pacífica o exenta de discrepancia, como lo demuestra que en la propia STC de 
1985 dos de sus Magistrados formularon voto particular puntualizando, entre otros aspectos, éste:
 Taxativo es Luis DÍEZ-
comparto la idea de que existe un derecho fundamental a la autonomía universitaria, en los 
términos en que esta Sentencia lo establece (...). Me resulta difícil concebir como derecho 
fundamental una regla de organización de corporaciones que en una gran parte son personas 
jurídicas de Derecho público (...). Creo que no es decisivo como criterio para llegar a una 
conclusión en este punto el de la «ubicación de la norma» (...).Tampoco me parece decisivo criterio 
en favor de la tesis del derecho fundamental la opinión que algunos de los intervinientes en el 
proceso constituyente pudieran tener, pues no refleja, de modo indiscutido, una sola supuesta 
voluntad del constituyente (...). Tampoco creo que la regla de la autonomía de las Universidades se 
encuentre, como regla instrumental, al servicio de otras libertades públicas, como la llamada 
 
 No es tan incisivo Francisco RUBIO LLORENTE puesto que centra su voto en otros aspectos; y 
el lugar adecuado para la elaboración teórica, pero cuando ésta se aborda ha de hacerse con un 
rigor del que, a mi juicio, carece el largo razonamiento en el que (...) se pretende demostrar que la 
autonomía universitaria no es una garantía institucional, sino un d
poner en duda la naturaleza de la protección sino el razonamiento de la sentencia, más adelante usa 
supuesto derecho fundamental  
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández  página 298 
está legalmente599 reconocida y jurisprudencialmente protegida600, aunque dicha compe-
tencia no es absoluta e ilimitada sino que está sujeta: 
 primero, a los propios límites legales bajo los que se dicha potestad se ha 
configurado601; 
 segundo, materialmente, al contenido de las normas que pretendan desa-
rrollar y que han de respetar, ya no solo en virtud de principios como los de 
jerarquía, competencia o coordinación, sino porque han sido dictadas por 
entidades que respecto de ellas poseen cierta competencia para regular 
aspectos de su organización y funcionamiento o, en su caso, una posición 
vincular602; 
 y, tercero, formalmente, a los requisitos de elaboración, aprobación y aplica-
ción que exige la legislación vigente para las disposiciones administrativas603.
                                                            
599 Actualmente se contiene en el ar
de las Universidades comprende: a) La elaboración de sus Estatutos y, en el caso de las Universidades 
privadas, de sus propias normas de organización y funcionamiento, así como de las demás normas de 
régimen interno Ley Orgánica 11/1983, de 25 de 
agosto, de Reforma Universitaria, 
Universidades comprende: a) La elaboración de los Estatutos y demás normas de funcionamiento interno  
600 Vid., entre otras, SsTC 26/1987, 55/1989, 106/1990 o 130/1991. Básicamente, en todas se reitera el 
siguiente argumento plasmado en la ratio decidendi de la primera de ellas u otro simil
autonomía incluye la] potestad de autonormación entendida como la capacidad para dotarse de su 
propia norma de funcionamiento o, lo que es lo mismo, de un ordenamiento específico y diferenciado, sin 
perjuicio de las relaciones de coordinación con otros ordenamientos en los que aquel necesariamente 
 
601 Ya lo dice el aserto final del art. 27.10 de la CE: la autonomía universitaria incluida, por lo tanto, la 
potestad de dictar normas propias  
forma que estime más conveniente, si bien siempre dentro del marco de la Constitución y del respeto 
a su con
STC 55/1989). En parecidos términos el FJ 3º de la STC 130/1991. 
602 Vid e, 
en modo alguno, que pueda desorbitarse esa competencia del ámbito de funcionamiento interno que 
le es propio hasta el extremo de configurarla como una facultad tan absoluta que venga a constituir 
obstáculo insuperable al ejercicio de las potestades que confieren la Constitución y, en su caso, los 
Estatutos de Autonomía al Estado y a las Comunidades Autónomas para crear, organizar y modificar 
las estructuras básicas universitarias en la manera que estimen más adecuada a la buena gestión del 
servicio público de la enseñanza superior, siempre que con tal ejercicio no se impida a las 
Universidades su potestad de autonomía interna de dichas estructuras, en cuya previa existencia 
encuentran su posibilidad de ejercicio y a la cual, por consiguiente, viene éste c  
603 Con carácter general, estos requisitos son los establecidos por los arts. 51 y 52 de la LRJAPyPAC: 
legalidad, competencia, respeto a la reserva de ley, jerarquía, publicidad e inderogabilidad singular. 
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Ahora bien, ¿cómo ha de conjugarse esa obligación legal, vía LTr, de publicidad 
normativa con aquellos otros preceptos que regulan las modalidades de publicación de 
los distintos tipos de normas a efectos de eficacia, esto es, de su entrada en vigor? 
8.6.1. La exigencia constitucional de publicidad de las normas y la 
idoneidad de los medios electrónicos para tal finalidad 
La Carta Magna española garantiza la publicidad de las normas (art. 9.3) para 
ciudadanos y, con ello, poder hacer efectivo lo predicado por el art. 6.1 del Código civil 
604 , de modo que hace falta 
que las normas sean objeto de publicación, no con la finalidad de asegurar que todo el 
mundo sepa de su existencia y entienda su contenido lo que sería imposible , sino para 
garantizar que existe, por lo menos, la posibilidad real y efectiva de poder saber de su 
existencia y de poder acceder a su contenido605. 
Desde este punto de vista, la Constitución configura, sin duda, la publicación de 
las normas como un requisito general formal de eficacia, como una conditio sine qua non, 
no imponiendo o decantándose por una modalidad o vía concreta con respecto a otra u 
otras, siendo los preceptos que regulan los procedimientos de elaboración, aprobación y 
entrada en vigor de cada uno de los diferentes tipos de normas los que los establecen. 
Así, puede decirse lo siguiente: 
 En cuanto a las normas que integran el Derecho comunitario establece el TFUE 
que se publicarán en el DOUE y entrarán en vigor en la fecha que ellos mis-
mos fijen o, a falta de ella, a los veinte días de la publicación tanto los actos 
                                                            
604 Ya se ha dicho que el Código civil e
equivalente a toda norma escrita. 
605 Lo que pretende el Código civil es que nadie pueda justificar el incumplimiento de una norma 
alegando que desconocía su existencia o que sabía de su existencia pero no entendió el alcance de su 
contenido. Si las leyes fueron objeto de difusión a través de su publicación, existe la posibilidad de 
consulta; otra cosa es que realmente se lleguen a consultar o que se cumpla con lo prescrito, pero ése 
ya es problema del destinatario. 
 C
ciudadanos, la posibilidad de éstos de ejercer y defender sus derechos, y la efectiva sujeción de los 
ciudadanos y los poderes públicos al ordenamiento jurídico, si los destinatarios de las normas tienen 
una efectiva oportunidad de conocerlas en cuanto tales normas, mediante un instrumento de difusión 
general que dé fe de su existencia y contenido, por lo que resultarán evidentemente contrarias al 
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legislativos (art. 297.1) como los actos no legislativos salvo únicamente 
aquellos actos no legislativos que deban ser objeto de notificación  (art. 
297.2). 
 Los tratados internacionales formarán parte del ordenamiento jurídico español 
una vez publicados oficialmente en España (art. 96.1 de la CE), pero como 
no establece requisito formal alguno para llevar a cabo tal publicación, hay 
que recurrir al Código civil; en este caso, de acuerdo con su art. 1.5 para 
poder aplicar las normas jurídicas contenidas en ellos deben ser objeto de 
publicación íntegra en el BOE. 
 Respecto de las leyes estatales y las normas con rango de ley emanadas del Gobierno de 
la Nación, ni la Constitución ni los Reglamentos del Congreso de los 
Diputados y del Senado se decantan por una concreta o exclusiva vía de 
publicación606. Sin embargo, en aplicación del art. 2.1 del Código civil, 
habrán de publicarse en el BOE, entrando en vigor, salvo que en ellas se 
establezca una fecha distinta, a los veinte días de dicha publicación. 
 La solución ofrecida para las leyes de origen autonómico y las normas con rango de 
ley dictadas por los respectivos órganos de gobierno es diverso, pues diversas son las 
opciones elegidas por los diferentes Estatutos de Autonomía. Algunos 
recogen una publicación doble, en el diario oficial autonómico y en el 
BOE607. Cuando los Estatutos de Autonomía no hacen mención a la publi-
                                                            
606 Salvo el Reglamento del Congreso respecto de los reales decreto-leyes, donde sí habla de BOE. 
607 Así lo hacen, p.ej.: 
a)  El Estatuto de Autonomía para Galicia (aprobado por Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril) en el art. 
y publicadas en el DOG y en el BOE. Para los efectos de su entrada en vigor regirá la fecha de 
su publ  
b)  El Estatuto de Autonomía para Cataluña (reformado por Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio), en el 
Presidenta de la Generalitat, quien ordena su publicación en el DOC dentro del plazo de quince 
días desde su aprobación y en el BOE. Al efecto de su entrada en vigor, rige la fecha de 
publicación en el DOC. La versión oficial en castellano es la traducción elaborada por la 
 
c)  El Estatuto de Autonomía para el País Vasco (aprobado por Ley Orgánica 3/1979, de 18 de 
diciembre
Gobierno Vasco, el cual ordenará la publicación de las mismas en el BOPV en el plazo de quince 
días de su aprobación y en el BOE. A efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación en el 
BOPV . 
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cación de las leyes autonómicas608 ha de entenderse que por imperativo y 
aplicación supletoria del art. 2.1 del Código civil deben ser objeto de publi-
cación, por lo menos, en el BOE. 
 En cuanto a los reglamentos entendiendo por tales toda norma de rango 
inferior a la ley producida por alguno de los órganos de las diferentes 
Administraciones que tienen reconocida legalmente potestad reglamentaria  
atendiendo al art. 52.1 de la LRJAPyPAC también deben ser objeto de pu-
blicación y en este caso sí hay pronunciamiento expreso: tiene que hacerse 
en el diario oficial correspondiente. 
Orientados a tal finalidad, estos preceptos no se ven afectados en ningún 
momento por lo prescrito por la LTr, cuyo objetivo no es regular una publicidad como 
conditio de eficacia, sino otro bastante distinto. Volviendo a ser analizado el precepto 
constitucional desde la perspectiva de las normas de buen gobierno, ha de entenderse 
que la garantía de la publicidad normativa ha de estar orientada también a asegurarles a 
los ciudadanos una correcta información o por lo menos la mejor posible  de la 
normativa aplicable en cada actividad o sector de actividad. R
pues la mera inserción en un diario oficial de una norma, efectivamente, 
garantiza que jurídicamente se ha cumplido con el trámite que le permite ser efectiva y 
aplicable desde un momento determinado sea éste un día concreto, transcurrido el 
plazo señalado en la propia norma o, si no indica nada, transcurridos los veinte días 
establecidos por defecto , pero, pro futuro, que una norma esté publicada oficialmente no 
es indicativo de aspectos como si la norma está todavía vigente en su totalidad, si solo lo 
está en parte o si ya no lo está (pudo haber sido derogada o anulada por sentencia 
judicial), si ha sido objeto de una refundición, en qué modo se integra y complementa 
                                                                                                                                                                        
d)  El Estatuto de Autonomía para Andalucía (aprobado por Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo) en 
das, en nombre del Rey, por el Presidente de 
la Junta, el cual ordenará la publicación de las mismas en el BOJA en el plazo de quince días 
desde su aprobación, así como en el BOE. A efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación 
en el BOJA . 
e)  El Estatuto de Autonomía para el Principado de Asturias (aprobado por Ley Orgánica 7/1981, de 
30 de diciembre lgadas, en 
nombre del Rey, por el Presidente del Principado, que dispondrá su publicación en el BOPA, en 
el plazo de quince días desde su aprobación, y en el BOE . 
608 Es poco frecuente, pero así lo hacen, p.ej. Estatutos como el de la Comunidad de Madrid (tampoco se 
hace referencia a boletín alguno en el Reglamento de la Asamblea de la Comunidad de Madrid).
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con el resto del ordenamiento tanto si ha sido objeto de desarrollo por normas de 
menor rango como si se dictaron posteriormente normas de igual o superior rango que 
le den otro sentido o interpretación o la hagan inaplicable por derogación tácita , etc., 
funciones que, hasta hace poco, cumplían los compendios normativos en formato 
papel609 a los que, salvo contadas excepciones, solo recurrían estudiantes y profesionales 
del ámbito jurídico.  
Es aquí donde tiene todo su sentido la LTr y sus medidas de transparencia 
normativa, ya que desde este nuevo punto de vista, los compendios normativos en 
formato electrónico que es en suma, a lo que se refiere  facilitan, y mucho, a todos los 
niveles un mejor acceso y una mejor consulta. 
Para el gestor es muy fácil su incorporación a una web, su sistematización, su 
actualización  Tal es la sencillez de su gestión que pueden ser elaborados para el 
conjunto de la actividad de la institución, para un ámbito específico610 o para un 
procedimiento concreto, no siendo en mi opinión  incompatibles entre sí. 
Para los usuarios-destinatarios de tales repertorios jurídicos los ciudadanos en 
general, los propios empleados públicos, las demás Administraciones  se simplifican y 
se hacen muy fáciles e intuitivos búsqueda, consulta y, si se acompaña de otros 
elementos clarificadores611, entendimiento y comprensión. 
8.6.2. El discutible cumplimiento de las exigencias legales, entre 
ellas la de publicidad, por parte de las normas internas de las 
Universidades 
Como regla general, puede decirse que las normas que emanan de los parla-
mentos, las normas con fuerza de ley elaboradas por los órganos de gobierno así como 
                                                            
609 Por poner un ejemplo, consultado y empleado a lo largo de la elaboración de este trabajo, vid. Leyes 
Administrativas de Luis MARTÍN REBOLLO (2014). 
610 É destacable o feito de incorporar en todas as páxinas web das distintas Administracións enlaces directos a información 
sobre lexislación en xeral, transcricións máis facilmente lexibles das normas publicadas nos distintos boletíns , a cal se 
centra fundamentalmente naquela normativa directamente relacionada coa Administración oferente desa información. É 
o caso, p.ex., das páxinas web da Seguridade Social ou da Axencia Tributaria, que centran a información normativa 
en aspectos laborais e de cotizacións, afiliacións ou pensións (a primeira) e en normas fiscais (a segunda) . 
OTERO SUÁREZ, 2008; p 140). 
611 Como puede ser que en lugar de un simple listado de los textos originales y de sus modificaciones se 
ofrezcan textos consolidados que integren en un mismo texto unos y otros, al estilo de textos 
refundidos , textos mejorados y enriquecidos con elementos como comentarios doctrinales, 
jurisprudencia, referencias cruzadas a otras normas, derecho comparado, etc. 
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las disposiciones administrativas de mayor rango son elaboradas con todo tipo de 
garantías de publicidad, transparencia y, en algunos casos, también de participación 
ciudadana. 
Existen a nivel reglamentario, sin embargo, situaciones y circunstancias en las 
que el procedimiento de elaboración, aprobación o difusión de las correspondientes 
normas, a pesar de los importantísimos efectos jurídicos que de ellas se podrían 
desprender, pudiera llegar a no reunir la totalidad de requisitos exigidos legalmente, 
señaladamente el de publicidad. Estoy pensando en Administraciones que gozan de 
pen -
cretos y específicos, y a cuyos usuarios o cuando menos a buena parte de ellos  se les 
entre las que se encuentran las Universidades públicas612. 
Esta sospecha o desconfianza no está exenta de razones. Sin tener que ir muy 
lejos, es fácilmente comprobable que la UVigo, p.ej., cuenta con normas internas en las 
que no consta la fecha en la que fueron aprobadas613, en numerosísimos supuestos lo 
que parece ser un hábito  la fecha de entrada en vigor se establece en función de la 
fecha de aprobación y no de la de publicación614, pudiendo darse el aberrante caso de 
                                                            
612 No se puede negar que las Universidades privadas también tienen reconocida capacidad normativa, 
pues ello es elemento integrante de la autonomía universitaria (art. 2.2.a de la LOU). De hecho, así lo 
autoproclaman todas las Normas de Organización y Funcionamiento de las Universidades privadas 
españolas. Ahora bien, al no ser Administración, no están sujetas a normas de Derecho público, de 
modo que: primero, dichas normas internas en ningún caso tendrán la consideración de reglamento en 
el sentido de disposición administrativa sino de normas total y absolutamente privadas; y, segundo, no les 
son exigibles las normas de publicidad y transparencia derivadas de la LTr u otras normas de Derecho 
Administrativo que pudieran contemplar algo al respecto. 
 Sin embargo, ¿no sería acaso aconsejable que, al menos con carácter sectorial en la normativa 
universitaria, en beneficio de sus destinatarios y usuarios, se exigiese algo similar en este sentido? 
613 Vid. p.ej. que en el Regulamento do Tribunal de Garantías accesible en http://goo.gl/luiaKI (vínculo 
corto) [última consulta: octubre de 2015]  no figura en ningún lugar la fecha de aprobación, a pesar de 
la importancia, como se verá en nota a continuación, de dicho dato.  
614 Retomando el ejemplo del Regulamento do Tribunal de Garantías, su art. 24 establece que entrará en vigor 
ao día seguinte da súa aprobación polo Claustro lo cual siendo grave lo es más si tenemos en cuenta que en 
ningún momento, como he advertido, se puede consultar en el documento la fecha de aprobación. 
 Pero como digo, se trata de un mal hábito el establecer la entrada en vigor en función de la fecha de 
aprobación. Pueden consultarse los siguientes ejemplos: 
 El Regulamento da Biblioteca Universitaria (en http://goo.gl/DZY3J6 entrará en 
vigor ó día seguinte da súa aprobación pola Xunta de Goberno . 
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que una norma entre en vigor sin haber sido formalmente publicada; incluso, en alguna 
otra su contenido podría inducir a dudas615  
Pero estos fallos no son únicamente predicables de la UVigo. En el proceso de 
creación y en la publicación de normas internas es fácil que esos mismos, parecidos o 
incluso distintos defectos se den en otras Universidades616. 
A efectos de este análisis, empleo  universitaria  en 
un sentido muy amplio, considerando como tal todo conjunto de preceptos cuyo 
                                                                                                                                                                        
 El Regulamento de Centros Adscritos (en http://goo.gl/LSvrAB entrará en vigor o 
día seguinte da súa aprobación polo Claustro . 
 El Regulamento de Estudantes (en http://goo.gl/7GakDZ entrará en vigor o día 
seguinte da súa aprobación polo Claustro . 
(En todos los casos, última consulta: octubre de 2015) 
615 Así ocurre, p.ej. con el Regulamento do Consello de Campus de Pontevedra (en http://goo.gl/YusSEQ, 
vínculo corto) que establece su entrada en vigor ó día seguinte á súa aprobación . Ahora bien, quienes 
conocemos el funcionamiento de la institución sabemos que la aprobación a la que se refiere es la del 
Claustro, que tuvo lugar el 20 de diciembre de 2007; pero, ¿acaso no siembra incerteza el hecho que, 
justo a continuación de la disposición final, una diligencia establezca que dicho reglamento 
mejor debería haber dicho  fue aprobado por el Consello de Campus de 
Pontevedra el 15 de mayo de 2007? 
 O con el Regulamento de Estudos de Doutoramento (en http://goo.gl/OKfK0s, vínculo corto) cuya dispo-
sición final e O presente regulamento entrará en vigor ao día seguinte da súa aprobación (la técnica de 
redacción habitual), sen prexuízo (sic) da súa posible publicación no Diario Oficial de Galicia
se trata de una incongruencia: si la publicación en DOG se considera obligatoria por sus posibles 
efectos ad extra  la fecha de entrada en vigor debería estar en función de la fecha de su aparición en el 
DOG, siendo irrelevante la de su aprobación, sobrando la primera parte del precepto; si la publicación 
no es obligatoria como parece que interpreta la UVigo, pues casi nunca lo ha hecho con una norma 
interna de este tipo  sobraría la segunda parte. Es posible que tal redacción se deba a que la UVigo 
tenía dudas en aquel momento sobre si procedería o no publicarla en el DOG; para evitar la 
indeterminación sobre qué fecha tener en cuenta si se llegase a publicar en el DOG, cosa incierta, 
con respecto a ella; pero si no, con respecto a la aprobación  lo ideal hubiese sido, de lege ferenda, 
establecer su entrada en vigor fijando un dies a quo. 
 (En ambos casos, última consulta: octubre de 2015) 
616 Vid. p.ej. el Reglamento de Régimen Electoral de la Universidad Politécnica de Valencia que, a pesar de contar 
con un Bulletí Oficial establece en su disposici
http://goo.gl/ysnUZm). Otro tanto ocurre con el Reglamento General de Régimen Electoral de la 
Universidad de Sevilla (BOUS de 20 de mayo de 2011, accesible desde el vínculo corto 
http://goo.gl/VrPRMv] que entró en vigor ¡el día de su aprobación! por el Claustro disposición final 
tercera  a pesar de que en otras normas sí establece como referencia de entrada en vigor la fecha de 
publicación oficial en el BOUS (vid. disposición final segunda del Reglamento General de Estudiantes, 
BOUS de 1 de abril de 2009, accesible desde el vínculo corto http://goo.gl/RNC3xc). [En todos los 
casos, última consulta: octubre de 2015] 
 En fin, podrían seguir buscándose ejemplos pero no es éste ni el lugar ni el momento de hacer un 
completo compendio de errores de elaboración normativa. 
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estudio, elaboración, debate, aprobación, enmienda, modificación, anulación, 
derogación, etc. tiene lugar de forma exclusiva en el seno de la institución universitaria 
sin que las entidades que ostentan sobre ella la posición vincular puedan tener algún tipo 
de capacidad para modificarla, corregirla o enmendarla, sin perjuicio de que sí puedan 
predisponer de algún modo su contenido a través de normas básicas o de obligado 
respeto. Así entendida, esta denominación engloba muy distintos tipos de normas que, a 
su vez, podrían diferenciar tres grupos, con dispares exigencias de generación y 
publicidad, a los que habrían de añadirse los actos administrativos que aquí denomino 
, los cuales, según las circunstancias, deben ser publicados o es recomendable 
que sean publicados. 
a) Los Estatutos universitarios 
Aunque la aprobación final y formal no recaiga en la institución universitaria, 
sino en la Administración vincular, el primer tipo de norma interna, por importancia y 
por jerarquía, lo constituyen las normas básicas de regulación de la institución: los 
Estatutos (y por extensión sus modificaciones y correcciones). 
De acuerdo con la definición que he ofrecido de norma interna, y con la 
puntualización y salvedad de la aprobación final, han de tener tal consideración617 desde 
el momento en que su elaboración, su estructuración, su redacción  se llevan a cabo 
absoluta y exclusivamente en el seno de la Universidad (a través de los órganos, proce-
dimiento, plazos, etc. que cada una establezca), teniendo la Administración vincular 
únicamente capacidad para llevar a cabo un control de legalidad (art. 6.2 de la LOU) de 
modo que, si lo pasan, el resultado será su aprobación y publicación y si se detectan 
reparos de legalidad deben ser devueltos a la Universidad para su subsanación, nunca 
corregidos618 por la Administración estatal o autonómica. 
                                                            
617 
en su desarrollo; son reglamentos autónomos en los que se plasma la potestad de autoordenación de la 
Universidad en los términos que permite la 
autonomía en que el contenido de la Ley no sirve sino como parámetro controlador o límite de la 
 
618 Actualmente, resulta claro y nítido atendiendo a la literalidad exacta del art. 6.2 de la LOU; y a quienes 
trabajamos en una institución universitaria cualquier otra solución nos podría parecer hoy una 
injerencia terrible en la autonomía universitaria; pero hay que recordar que no lo fue tanto en un 
pasado bastante reciente. 
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Estas normas tan especiales además de su propio procedimiento de elaboración 
(someramente descrito en el párrafo anterior) cuentan ex lege con su propia e ineludible 
ín Oficial 
de la Comunidad Autónoma. Asimismo, serán publicados en el Boletín Oficial del 
l art. 6.2 de la LOU)619.  
b) Los reglamentos universitarios 
Independientemente de que reciban la denominación de Reglamento o cualquier 
otra equivalente o similar, han de tener la consideración de reglamento universitario todas 
aquellas normas que, siendo inferiores jerárquicamente a los Estatutos, reúnan las 
características propias de todo reglamento: dictadas por el órgano competente, con un 
contenido normativo que innova el ordenamiento jurídico y no se agota, sino que se 
refuerza, con su uso, que poseen un alcance general y no limitado a administrados 
concretos, susceptibles de ser ordenadas jerárquicamente, etc. 
Por su naturaleza jurídica deben o al menos, deberían  seguir las reglas de 
juego establecidas por el Derecho Administrativo y, por lo tanto, ser publicadas, tal y 
será el diario oficial autonómico, dada su fuerte vinculación con las Comunidades 
Autónomas, salvo los dos casos de adscripción estatal, en los que sería el BOE. 
                                                                                                                                                                        
 Y es que la redacción del art. 12.1 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria 
serán 
, no estable-
ciendo regla alguna para el supuesto de que se detectase algún defecto, tuvo que ser matizada 
jurisprudencialmente. 
 Para el Tribunal Constitucional es claro 
llevar a cabo es un control de legalidad; no cabe, pues, un control de oportunidad o conveniencia, ni 
siquiera de carácter meramente técnico dirigido a perfeccionar la redacción de la norma esta  
 Ahora bien, ello no significaba que, en último término y bajo determinadas condiciones, no pudiesen 
confrontación del texto aprobado por la Universid
debe ser mantenido cuando la contradicción no Sensu 
contrario, cuando sí hubiese una clara y manifiesta contradicción con la legalidad vigente, dicho texto no 
debería ser mantenido, o lo que es lo mismo, estaría justificado y ajustado a Derecho todo cambio 
introducido por un órgano autonómico de gobierno dirigido a enmendarla. De hecho, ésa fue la 
respuesta ofrecida en la STC citada: estimación parcial del recurso de amparo, anulando únicamente 
los preceptos que vulneraban la autonomía universitaria, pero no aquéllos donde la modificación 
estuviese justificada.  
619 Vías a las que la LSUG añade una tercera: la publicación on line en los tablones oficiales electrónicos. 
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Debiendo ello, en principio, ser así, la realidad es que son muy pocos los reglamentos 
universitarios así publicados620 y menos aún las Universidades que tienen la tendencia y 
la buena costumbre de llevar a cabo dicha práctica. 
La razón de este hábito a no publicar los reglamentos universitarios posible-
mente radique en el especial vínculo que mantiene la institución con los miembros de su 
comunidad universitaria que no es una relación de sujeción general, sino de sujeción 
especial , vínculo del que, en principio, se derivaría la presunción de una especial 
diligencia en intentar conocer o incluso en una obligación de conocer, como afirma 
alguna jurisprudencia621  todo aquello relativo a la entidad (normativa, estructura, 
cuerdos, funciona  de modo que su publicación o no publicación en diario 
oficial resultaría irrelevante622. 
Sin embargo, en mi opinión, siendo ello cierto y válido respecto de aquellas 
normas que únicamente debieran surtir efectos ad intra la gran mayoría  no se debiera 
extender tal razonamiento a todo reglamento, de modo que sí debiera ser obligatoria la 
publicación, al menos, en el diario oficial correspondiente, de aquéllos que por su por su 
ámbito personal de aplicación623 fueran susceptibles de producir efectos ad extra o cuya 
relevancia de su contenido o de las consecuencias de su aplicación624 aconsejase su 
difusión de una forma más oficial. La solución quizá debiese venir de lege ferenda por la 
                                                            
620 Vid. p.ej. la Resolución de 30 de mayo de 1997, de la Universidad Complutense de Madrid, por la que se publica el 
Estatuto del Estudiante (BOCM del 1 de agosto) o la Resolución de 10 de abril de 2013, da Universidade de 
Vigo, pola que se publica a normativa de permanencia e progreso do alumnado das titulacións oficiais de grao e máster 
universitarios desta universidade (DOG del 19 de abril). 
621 
relación de sujeción especial que les impone el deber de conocer los acuerdos adoptados por el máximo 
órgano colegiado representativo de gobierno (Consello de Goberno) y de prestar diligencia para su 
la STSJ de Galicia de 15/2/2012).
622 No existe jurisprudencia al respecto para las Universidades públicas, pero se podría aplicar mutatis 
mutandis la que sí hay respecto de los Colegios Profesionales, que también mantienen con sus 
colegiados una relación de sujeción especial. Vid
circunstancia de que las Normas Deontológicas (...) no hayan sido objeto de publicación en el BOE o 
en el diario oficial de algún otro ente territorial, pues esta omisión, que en el ámbito de las relaciones 
de sujeción general impediría la aplicación de cualquier norma sancionadora, no puede valorarse, en el 
orden específico del Colegio profesional, ni siquiera como indicio de inseguridad jurídica con relación 
a los  en su apdo. Sexto). 
623 P.ej. si está orientado a terceros que hayan mantenido, mantengan o pudieren llegar a mantener en el 
futuro relaciones comerciales, contractuales o de cualquier otro tipo con la institución; o a usuarios 
que quisiesen hacer uso de a  
624 P.ej. unas normas de permanencia de su alumnado. 
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández  página 308 
vía de introducir un precepto en tal sentido en la legislación sectorial universitaria o, 
mejor aún, en el sentido de la solución ofrecida por la Comunidad Autónoma gallega, 
que se verá en breve en el apartado 8.6.3.  
c) administrativas  
625 habría que entender aquellos actos con cierto contenido 
normativo dicho contenido tan peculiar puede inducir a error, pero ha de recordarse 
que no son reglamentos, son simples actos administrativos626  que todo órgano adminis-
trativo puede dictar, no en virtud de potestad reglamentaria sino en virtud del principio 
de jerarquía y que sus subordinados tienen el deber de observar (art. 21 de la 
LRJAPyPAC). Dado que suelen estar dirigidas exclusivamente al funcionamiento 
interno de la institución, órgano, servicio o unidad627 o a la tramitación interna de los 
procedimientos628, en principio, no tienen por qué ser objeto de publicación en diarios 
oficiales629. 
Sin embargo, a veces sí deberán ser objeto de publicación, supuestos que se 
encarga de recoger el citado art. 21. El primero de ellos cuando tal publicación venga 
                                                            
625 Tengan la denominación que tengan: instrucciones, órdenes de servicio, circulares, reglas de interpre-
tación, protocolos de actuación o cualquier otra. 
626 
es la discusión doctrinal existente acerca de la naturaleza jurídica de las circulares, si son manifestación 
de la potestad reglamentaria o normativa de la Administración o, por el contrario, meros actos 
emanados de la potestad jerárquica en virtud de las cuales el superior ordena la actividad del inferior, 
do de que nos 
encontramos ante un acto administrativo en los casos en que se aplique el ordenamiento; aunque el 
 
 (Dicha sentencia fue impugnada en apelación por el Ministerio de Justicia ante el Tribunal Supremo 
cuya STS de 30/9/1991, desestimando el recurso, la ratificó en todos sus extremos). 
627 Como p.ej., normas relativas a permisos, vacaciones, horarios especiales, suplencias, comisiones de 
-
salida de las dependencias, etc. 
628 P.ej. en qué plazo dar traslado de la documentación recogida en una dependencia, por qué vía hacerlo, 
protocolos de consulta de información en una red interna, aclaraciones normativas para tener en 
cuenta a la hora de ofrecer información a los administrados o de tramitar los procedimientos, etc. 
629 Esta no-publicación a través de diarios oficiales no las convierte en normas secretas e ilegales. 
Primero, porque formalmente no son reglamentos. Segundo, porque cuando su objeto es exclu-
sivamente la regulación ad intra y no van dirigidas a terceros externos a la institución nada les añadiría 
que fuesen publicadas. Tercero porque, en realidad, sí son objeto de difusión y conocimiento pero por 
otras vías, igual o incluso más efectivas, para las finalidades perseguidas, como tablones de anuncios, 
listas de distribución por correo electrónico, exposición verbal directa por parte de los superiores, etc. 
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exigida por una disposición específica  no generará problema alguno, pues la obligación 
viene impuesta y no hay por qué entrar a valorar si es procedente o no. En cambio, el 
segundo cuando la publicación venga recomendada por razón de los destinatarios o de 
su contenido  sí puede generar problemas, pues tal valoración entrañará una decisión 
discrecional que puede que no siempre sea la acertada y que viene, en mi opinión, a 
poner de manifiesto que 
tenue, dependiendo su delimitación ya no tanto de la denominación que se le dé (criterio 
formal) sino del contenido concreto de su regulación (criterio material) 630. 
d) Actos  
Con lo que yo llamo aquí acto administrativo pretendo, de algún modo, 
englobar y aunar, a los solos efectos de esta exposición y bajo lo que, indiscutiblemente, 
parece ser su punto de conexión el ir dirigidos a una pluralidad, más o menos amplia, 
de destinatarios  los conceptos jurídicos de acto administrativo general y acto adminis-
trativo plúrimo. 
Ya no es solo que el acto plúrimo sea controvertido en cuanto a su concreción y 
definición631, o que frecuentemente genere discrepancia su diferenciación con los actos 
generales632, sino que, incluso, suele crear controversia la delimitación de ambos tipos de 
                                                            
630 La jurisprudencia coincide en que lo importante no es la denominación (criterio formal) sino el 
contenido (criterio material). Vid. p.ej. el FJ 3º de la STS de 3/3/1995[1] Para indagar cuándo una 
circular es un acto o una disposición de carácter general se puede acudir a criterios formales, no 
siempre fiables, y materiales, es decir, analizar su contenido; así se suele afirmar que es una disposición 
general si la circular en cuestión crea una nueva sujeción o garantía para el administrado o da reglas 
imperativas nuevas, o se atiene al ámbito ad intra, si es acto, ad extra si es Reglamento, o si la decisión 
que encierra es de carácter general seguida de ulteriores medidas de ejecución, pudiéndose afirmar que 
las circulares no son verdaderos reglamentos en cuanto se limitan a regular un servicio administra-
 
631 trativa no 
puede llegarse a entender que el acto administrativo plúrimo exista más allá del plano teórico. 
Básicamente, es un recurso que, con quebranto del derecho a la tutela judicial efectiva evita a los 
2013; en el apdo. introductorio). 
632 Como lo pone de manifiesto la divergente postura de la doctrina: 
a) Para Eduardo GAMERO CASADO/Severiano FERNÁNDEZ RAMOS (2013; pp 418-419) los 
pluralidad indeterminada 
plúrimos pluralidad de destinatarios, pero perfectamente individualizados e identificados 
 
b) Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA/Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (2011; pp 599) aunque 
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manifestación de la voluntad (actos, a fin de cuentas) con los propios reglamentos 
administrativos (verdaderas normas)633. 
                                                                                                                                                                        
coinciden en la distinción final, difieren de los anteriores en el punto de partida, pues consideran 
el acto plúrimo un subtipo de acto singular porque la distinción la llevan a cabo en relación a la 
dicotomía concreción vs indeterminación de los destinatarios, de modo que los actos admi-
singulares o generales, según que el círculo de destinatarios sea concreto 
(si son una pluralidad determinada se habla de acto plúrimo  
 E, incluso, de la jurisprudencia: 
a) El Tribunal Constitucional, p.ej. en su Auto 140/1984, de 7/3/1984, en su FJ 3º habla de acto 
plúrimo en el sentido de acto con pluralidad de destinatar el acuerdo del 
Ayuntamiento de Barcelona de 28/9/1979 [una lista de funcionarios admitidos y excluidos en un 
un acto 
relativo a una pluralidad de sujetos aquí, de funcionarios  que se instrumenta en una única 
manifestación formal, pero que en realidad es un conjunto de actos, tantos como destinatarios del mismo. 
Con la consecuencia importantísima y relevante decisivamente en el caso presente , entre otras, 
que la impugnación del acto en cuestión en relación con uno o varios de sus destinatarios no 
afecta necesariamente a los demás y, en consecuencia, la declaración de nulidad del acto en 
relación con los destinatarios de que se trate no necesariamente se extiende a los demás al «acto 
plúrimo» en su conjunto , a menos que así se haga constar expresamente en la resolución 
anulatoria (administrativa o judicial), y ello como consecuencia de un vicio que afecte al acto en 
bloque (por ejemplo, de co
que puso fin al proceso acabó desestimando el recurso. 
b) Sin embargo, la STS de 3/3/1995[2] (FJ 2º) cuyos argumentos formarían parte desde entonces 
de la ratio decidendi de muchas otras , refiriéndose a las relaciones de puestos de trabajo, emplea la 
-
administrativa es la de actos plúrimos, con destinatarios indeterminados
totalmente contrapuesta con lo hasta ahora descrito y que no hace más que poner de manifiesto, 
una vez más, la inexistencia de una configuración cierta, estable y exacta de la fictio iuris que lleva 
por nombre acto administrativo plúrimo. 
633 a más actual y para los Altos Tribunales no siempre es posible determinar qué es acto 
-
ductorio). 
 GARCÍA DE ENTERRÍA/Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (2011; pp 599) lo recuerdan sutilmente 
-
men  
 Finalmente, también la jurisprudencia se pronuncia al respecto. 
 El Tribunal Supremo en STS de 20/9/
dade  
 ne-
cen a la categoría de disposiciones generales sino a la de actos administrativos denominados plúrimos 
 Si 
tenemos en cuenta las opiniones doctrinales anteriormente citadas, ante la indeterminación a priori de 
los destinatarios la convocatoria sería un acto general y no plúrimo; sin perjuicio de que los actos de 
trámite y resolutivos que vayan surgiendo a lo largo del proceso selectivo, por haber ya una concreción 
en los destinatarios, sí serían plúrimos o singulares, según los casos. 
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Por lo tanto, y a los únicos efectos de esta exposición, sin intención de profun-
dizar en la cuestión de fondo análisis que caería totalmente fuera del objeto de estudio 
de esta Memoria de Tesis Doctoral , consideraré como actos plurales  todos aquellos 
dirigidos a un número indeterminado determinable o no, según los casos  de destina-
tarios que deben ser objeto de publicación bajo determinadas circunstancias (art. 60.1 de 
la LRJAPyPAC): bien porque así lo establecen las normas específicas que los regulan634, 
bien por razón de su contenido635; un tipo de actos respecto a los que las Universidades 
públicas, como Administración, no pueden ser ajenas y deben dar la publicidad de 
acuerdo a lo prescrito en la ley. 
8.6.3. Propuestas normativas para el uso de las tecnologías en mate-
ria de publicidad de las normas internas de las Universidades. 
La solución ofrecida en el Sistema Universitario de Galicia  
Vistas las anomalías que con frecuencia tienen lugar en este tipo de instituciones, 
sería más que recomendable que a través de la normativa sectorial universitaria, a nivel 
estatal y con carácter básico lo ideal sería en la LOU, pero podría ser posible en otra  
se contemple expresamente y para las Universidades la obligación de publicidad y 
sistematización de toda su normativa interna, no solo habida cuenta que las 
                                                            
634 Serían buenos ejemplos una convocatoria de oposiciones, una convocatoria de concurso de traslados, 
una convocatoria de concurso para el acceso a plazas docentes, una licitación administrativa, las 
resoluciones de todos estos procesos de concurrencia competitiva; una relación de puestos de trabajo, 
una convocatoria de ayudas al estudio, etc. Suele ser frecuente que la propia norma que impone su 
obligación indique en qué tipo de diario oficial ha de practicarse (diario oficial autonómico, BOE, 
  
635 En el ámbito universitario un buen ejemplo podrían ser las convocatorias anuales de matrícula 
(aprobadas mediante resolución rectoral) que para cada curso académico deben efectuar las 
universidades y que contienen las más variadas normas para que tanto los alumnos que pretenden 
llamado  
 Su contenido no solo es diverso sino tremendamente relevante: plazos y lugares para la formalización, 
documentación exigida, efectos de no formalizar la matrícula en tiempo y forma, tasas y posibles 
exenciones de tasas, plazos para solicitar modificaciones o anulaciones de la matrícula y consecuencias 
de hacerlo, traslados de expedientes, y un largo etcétera. 
 Por lo tanto, son actos administrativos (porque los rectores no tienen potestad reglamentaria) pero 
con un claro contenido normativo (con reglas y normas que de hecho formalmente se estructuran en 
títulos, capítulos, artículos, anexos...). Esta estructura y contenido tan peculiar es a lo que, mutatis 
mutandis, se refiere la STS 3/3/1995[2] en s
puestos de trabajo para dejar claro que, siendo a todas luces actos plúrimos, es lo que les otorga la 
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Universidades públicas parecen no darse por enteradas de que están ya obligadas por la 
LTr, sino y sobre todo con el fin de incluir también a las Universidades privadas.
Es de agradecer que, a falta de un precepto a nivel estatal en ese sentido, la 
Comunidad Autónoma gallega haya salido al paso para las Universidades del SUG por la 
vía legal disposición adicional segunda de la reciente LSUG  en los siguientes térmi-
nos: 
 Se les impone a las Universidades públicas636 gallegas el deber de publicar 
todas sus normas internas. 
 A tal fin les da dos opciones: o bien publicarlas en el DOG o bien en tablones 
oficiales virtuales. Con buena lógica, no existe dicha posibilidad de opción 
respecto de los propios Estatutos de la Universidad637 que habrán de ser 
publicados en tres medios distintos: en el BOE, en el DOG (estas dos en 
consonancia con el art. 6.2 de la LOU) y on line, desde el momento en que el 
final del apdo. 
 
 Lo que meros ta-
blones de anuncios electrónicos, constituyen una especie de repertorios jurí-
dicos electrónicos, por cuanto consistirán en un directorio donde dichas 
normas se encuentren debidamente sistematizadas para facilitar su manejo. 
 Dichos tablones habrán de ser accesibles a través de un vínculo o enlace desde 
cada página web institucional. En mi opinión, hubiese sido deseable de lege ferenda 
una redacción más acorde con el marco electrónico actual y utilizar una 
                                                            
636 Se echa en falta que esta norma no sea aplicable también a las Universidades privadas que en un futuro 
así el ser una de las primeras, sino la primera, normas de corte universitario en imponer a las 
Universidades privadas de su ámbito territorial cierta transparencia que, aplicando únicamente normas 
de Derecho público, sería imposible exigir. 
637 Excepción que habrá de extenderse también a sus modificaciones y correcciones. 
 Aunque nada se diga, tampoco hay derecho a opción respecto de aquellas normas que, debiendo de 
leyes hubieren de ser publicadas en un diario oficial concreto, como ocurre con los convenios 
colectivos de su personal laboral (art. 90.3 del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores) o, como ya se vio, con aquellas normas 
que tengan la consideración de reglamento (cuya publicación exige la LRJAPyPAC). 
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expresión del tipo enlace desde la web institucional o, en su caso, sede 
electrónica ). 
 Se exige, por último, que toda modificación de un reglamento vaya acom-
pañada de la publicación del texto completo vigente , 
entiendo yo, es tanto como exigir la elaboración del consiguiente texto 
refundido638. 
Es de esperar que la opción elegida por las Universidades del SUG sea la 
electrónica, no solo por motivos económicos (pues no se tendrían que abonar las 
elevadas e inevitables tasas que conlleva la publicación en el DOG) sino porque serviría 
para afianzar más aún la autonomía universitaria (al no vincularse con un medio de 
publicación oficial autonómico). Ahora bien, si no se lleva a cabo la publicación en el 
DOG pero tampoco se cuenta con un repertorio jurídico electrónico con todas las 
exigencias de la LSUG ha de entenderse que la Universidad que así obre estará 
incumpliendo una obligación legalmente establecida. 
8.7. La calidad de la información ofrecida 
Podría pensarse que sería innecesario desarrollar este apartado toda vez que 
contemplada la publicidad, el acceso a la información y la transparencia a través del 
empleo de las TICs, estaría asegurada de por sí, la calidad de la información ofrecida. Sin 
embargo, a lo que obliga la transparencia es a difundir una gran cantidad de infor-
la 
actividad de una institución, 
por ello se entiende que sea fácilmente accesible, localizable, comprensible, fiable, 
639 en fin, que haya sido expuesta de la mejor forma posible, lo que no 
siempre acontece. 
                                                            
638 Este último deber, aunque sea una medida interesante, considero que es excesiva. El sentido del 
anteriormente se ha hecho referencia: dispersión, desconocimiento, inseguridad en cuanto a la entrada 
 
 En todo caso, es de agradecer que se haya rechazado el texto inicial del borrador de anteproyecto de 
ley que elevaba la elaboración del correspondiente texto refundido a condición de eficacia, lo cual 
supondría exigir un requisito no contemplado en la LRJAPyPAC. 
639 
que una información de calidad tiene que ser actualizada, objetiva (completa, veraz y precisa), útil 
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La excesiva facilidad para difundir información usando las nuevas tecnologías 
puede traer consigo serias deficiencias como: 
a) Que no esté debidamente actualizada. El órgano, unidad, autoridad o funcio-
nario que ponga a disposición del público y de los usuarios una determinada 
información debe preocuparse de mantenerla al día, modificándola cada vez 
que sufra algún cambio, una corrección o una rectificación. Del mismo 
modo, aunque ello no sea tan grave, debería ser igualmente diligente a la 
hora de retirar de los expositores electrónicos  aquella información que, 
teniendo una vigencia temporal, por el transcurso del tiempo se haya 
convertido en inservible e inútil640. 
b) Que conteniendo errores lo cual puede ocurrir , estos no hayan sido 
detectados a lo largo del tiempo en que se haya mantenido expuesta la 
documentación o información y, lo que sería peor, que habiendo sido 
detectados no se hubieran corregido. En ambos casos se convierte en una 
información no veraz. 
Que la información no sea correcta es, de todos los problemas que aquí se 
describen, el más grave pues, aunque la mayor parte de las veces no aca-
rreará mayores consecuencias, podrían darse casos en los que pudiera 
causárseles a los ciudadanos un serio perjuicio e incluso indefensión, 
problema que muchas Administraciones pretenden esquivar o salvar a 
641. 
c) Que no sea una información completa. Ello tiene lugar cuando existiendo 
documentos, trámites o información directamente vinculados con la infor-
mación publicada, no se les ha dado la misma difusión642. Pero también 
inicial de un procedimiento, 
                                                                                                                                                                        
MARTÍNEZ, 2008; pp 83-84). 
640 Por poner un ejemplo significativo, la UVigo tiene expuestos en una de las pestañas de su web institu-
cional (https://www.uvigo.es/uvigo_gl/vida/calendario/ [última consulta: octubre de 2015]) los 
calendarios académicos desde el curso 2002/03. ¿Con qué finalidad? 
641 Cuestión sobre la que ya he tenido ocasión de pronunciarme al hablar de la responsabilidad como 
requisito exigible a la inclusión de una TIC dentro de la e-administración (apartado 3.2.4.f). 
642 una resolución o una convocatoria que hace referencia a un anexo sea un 
, pero éste no se incluye.  
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paraliza dicha publicación a partir de un momento dado y no incluye lo 
concerniente a trámites posteriores, resolución incluida. En este caso, que la 
información figure incompleta es una consecuencia más de la falta de 
actualización. 
d) Que se ofrezca información excesiva. Parece un contrasentido, pero ello 
puede ocurrir cuando se dé publicidad con libre acceso a datos que, por su 
naturaleza, no debieran haber sido difundidos o al menos no así 643 en 
virtud del derecho a la protección de datos de carácter personal, pero 
también de documentos cuya publicación, o por lo menos su publicación 
completa, esté prohibida. 
e) Que sea muy difícil de encontrar644. Los siguientes ejemplos son, por desgracia, 
relativamente frecuentes: los enlaces que figuran en una página web para 
acceder a otra página o a un documento no funcionan (vínculos rotos), a la 
información a la que se accede por un determinado punto y a la que se llega 
a través de otro que, en teoría, deberían conducir al mismo punto, es 
distinta645 (duplicidad), para llegar hasta una cierta información se debe 
pasar por innumerable y desesperante número de páginas (complejidad), el 
acceso más lógico teniendo en cuenta la temática, la vinculación con la 
, etc. no fue 
                                                            
643 Un buen ejemplo típico universitario es la publicación de las calificaciones de sus estudiantes, cuestión 
a la que, por interesante, le dedico el apartado 8.8. 
644 La fragmentación organizativa y la heterogeneidad en el funcionamiento de las subunidades conduce a 
un aislamiento de las unidades administrativas, que tienden a desarrollar culturas, procedimientos y 
ntidad 
de información disponible en los portales públicos (siendo tan sólo una pequeña parte de la que 
legalmente debería ser pública) es ingente y, lo que es peor para el usuario, resulta muy difícil 
-41). 
645 Un buen ejemplo sería el siguiente. Con fecha 20 de julio de 2012, el Consello de Goberno de la 
UVigo aprobó el Regulamento de Estudos de Doutoramento; con posterioridad, el 6 de junio de 2014 el 
propio Consello de Goberno procedió a modificar sus arts. 24, 38 y 44. Pues bien, si bien a través de 
la página correspondiente de su repertorio normativo electrónico se accede a un .pdf con ese 
reglamento donde claramente se indica que incluye las modificaciones del año 2014 (accesible desde 
[vínculo corto] http://goo.gl/HXY8IF; o siguiendo los pasos siguientes: www.uvigo.es Portal de 
transparencia Normativa Ordenación académica Posgrao); desde la página de su Servizo de Alumnado el 
vínculo correspondiente remite, no a este último, sino a la versión anterior original de 2012, sin incluir 
las modificaciones (accesible desde [vínculo corto] http://goo.gl/uamZUE; o siguiendo los pasos: 
www.uvigo.es Administración e servizos Servizo de Alumnado Normativa). 
 [en ambos casos, última consulta: octubre de 2015] 
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precisamente el criterio escogido por la Administración para darle difusión 
(sistematización inadecuada) y como estos un largo etcétera. Todo ello 
conduce finalmente a la desesperación del usuario que, a veces, consigue la 
información más rápido y con menos complicaciones directamente a través 
de un buscador común empleando palabras clave. Sin embargo esta 
solución no debería ser, precisamente, la deseable para la Administración. 
Desde este punto de vista ¿cómo se podría definir una información de calidad? Pues 
precisamente como todo lo contrario a lo visto: como aquélla totalmente actualizada, 
veraz, fácilmente accesible, lo más completa o íntegra posible, que respete los límites 
establecidos y garantizada con un cierto grado de responsabilidad por sus posibles 
deficiencias646. 
Buena parte de estas cualidades es lo que ha pretendido conseguir la LAESP al 
regular la sede electrónica (art. 10): un instrumento clave al servicio de la publicidad 
oficial, íntegra, responsable647 y de calidad, sujeta además a los principios de seguridad, 
disponibilidad, neutralidad e interoperabilidad. Por tanto, la sede electrónica, instru-
mento plenamente exigible a las Universidades públicas, habría de ser el medio deseable 
por sus usuarios para buscar y el ideal para difundir información universitaria, tanto la 
general como la restringida648. Ahora bien, ello no debiera ser óbice para que estos 
mismos requisitos se le debiera exigir a la información difundida a través de aquellos 
                                                            
646 Con otras palabras lo expresan Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS 
(2012; pp 119- cios) 
debe considerarse como un parámetro exigible en la actividad que las Administraciones desarrollan 
por medios electrónicos, parámetro que de incumplirse puede generar responsabilidad patrimonial por 
) Los supuestos de responsabilidad por 
funcionamiento anormal de los servicios públicos electrónicos serán los más comunes en el ámbito de 
la Administración electrónica. Se trata de supuestos en los que la Administración, al realizar el evento 
dañoso, ha actuado de forma objetivamente inadecuada o técnicamente incorrecta, es decir, con 
necesario proceder a la revisión continuada y permanente de la información contenida en las sedes 
ación disponible en la misma 
cumpla con el estándar de calidad establecido por la Ley 11/2007, es decir que la información y 
documentación sea completa, veraz y se actualice cuando sea necesa  
647 
responsabilidad del titular respeto de la integridad, veracidad y actualización de la información y de los 
servicios a  
648 
al que se refiere el art. 37.1 de la LAESP) se encuentre y así ocurre en la mayor parte de supuestos  
en la propia sede electrónica. 
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otros medios sean electrónicos o no  que funcionen como instrumentos complemen-
tarios a la sede cuando ésta exista  o, con más razón, si son la fuente principal de 
obtención de información cuando la sede electrónica no hubiese sido todavía 
implantada. 
8.8. El problema de la publicación de las calificaciones del 
alumnado . la protección de datos de carácter perso-
nal: el papel que pueden jugar las tecnologías para 
solventarlo 
Es cierto que se trata de un problema relativamente reciente pues dicha práctica, 
la de publicar las calificaciones de las pruebas de evaluación de los estudiantes, -
ralizó en la década de los 80 como efecto de la masificación de las aulas. Con 
anterioridad, la solución adoptada era la entrega de una papeleta nominativa a cada 
estudiante, sin que se pudiera hacer entrega a cualquiera que lo solicitara sin la 
649, problema que se agravó con la promulgación de la LOPD, 
por cuanto, considerándose una cesión o comunicación a terceros, se exigía consenti-
miento de los interesados salvo una serie de supuestos (art. 11), entre ellos, la 
habilitación legal. 
Este importante escollo fue solventado con el apdo. 3 de la disposición adicional 
vigésimo primera de la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades650, que funcionó como habilitación 
legal para evitar o no tener que exigir el consentimiento individualizado de todas y cada 
una de las alumnas y alumnos implicados. 
Pero con ello se esquivaba solo parte del problema. Aun no necesitando el 
consentimiento para la publicación de las calificaciones académicas, su difusión puede 
llevarse a cabo de formas que sigan vulnerando el derecho a la protección de datos de 
carácter personal: llevando a cabo la publicación de una cantidad excesiva de informa-
                                                            
649 Jesús Alberto MESSÍA DE LA CERDA BALLESTEROS 
650 
resultados de las pruebas relacionadas con la evaluación de sus conocimientos y competencias ni de 
funcionando, por lo tanto, como habilitación legal. 
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ción, es decir, incluyendo datos adicionales no necesarios651, o dando esa información a 
personas distintas del propio interesado que aleguen proximidad familiar (padres, 
o amistad (compañeros de clase)652. A día de hoy, tales conflictos pueden 
resolverse más o menos adecuadamente recurriendo a las TICs. 
Lo ideal es una comunicación o notificación personal de oficio empleando ciertas 
tecnologías. La UVigo, p.ej., tiene implantado un sistema de notificación vía SMS de las 
calificaciones, tanto provisionales como definitivas, siempre y cuando el alumno se haya 
suscrito al mismo, suscripción que se puede revocar en cualquier momento. El adecuado 
funcionamiento de esta vía, sin embargo, cuenta bajo mi punto de vista  con una 
importante traba: la comunicación no está automatizada sino que depende del docente. 
No siendo posible una comunicación de ese tipo, aún cabría la típica consulta 
voluntaria a través de aplicaciones con acceso restringido. Esta solución es la ideal y es, 
de hecho, la que ofrece p.ej. la Agencia de Protección de Datos de la Comunidad de 
Madrid en su Recomendación 2/2008, de 25 de abril, sobre publicación de datos personales en 
boletines y diarios oficiales en Internet, en sitios webs institucionales y en otros medios electrónicos y 
telemáticos: 
privado en Internet, o a través de una Intranet administrativa, en los que cada alumno, 
                                                            
651 Pero no siempre es fácil determinar qué es excesivo y qué no. Para muestra un ejemplo. 
 En un procedimiento instruido por la AEPD contra la Universidad pública Carlos III de Madrid (Nº 
AP/00035/2014), el denun
Internet los nombres y apellidos de los alumnos así como su número de identificación personal, que es 
el código de usuario para acceder al portal de la Universidad, la titulación que estudian, el grupo al que 
pertenecen, los horarios, las aulas y las notas obtenidas en los labor
Sin embargo, a pesar de que el hecho se acredita documentalmente por el denunciante, de que ello es 
constatado por la propia Inspección de la AEPD, de que la Universidad corrobora que no cuenta con 
normativa interna que amplíe la normativa vigente en protección de datos, y de que la Universidad 
afirma que para la comunicación de notas definitivas sí dispone de una plataforma de acceso 
restringido; a pesar de todo ello, digo, la resolución (R02420/2014) de la AEPD es que dicha 
publicación, legalmente habilitada por la disposición adicional vigésimo primera de la Ley Orgánica 
4/2007 que simplemente exime de la exigencia de consentimiento para su publicación  es acorde 
con la normativa de protección de datos y, por lo tanto, declara el archivo de las actuaciones, sin 
entrar a valorar si el número de datos publicados es excesivo o no. 
652 Y es que la habilitación legal mencionada abarca solo a la publicación, no a la comunicación o cesión a 
terceros por otras vías. 
 De hecho, el FJ 
intimidad es un derecho individual y no colectivo. Por ello es igualmente ilícita la comunicación a 
cualquier tercero, con independencia de la relación que mantenga con él la persona a que se refiera la información
Lo acertado de su redacción hizo que, desde entonces, la AEPD continuamente haya recurrido a ella 
en la fundamentación de sus resoluciones [a pesar de que la cite (sic  
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así como el resto de los interesados componentes de la comunidad universitaria, puedan 
acceder a su calificación y a las calificaciones del resto de alumnos pertenecientes al 
grupo, identificándose mediante sistemas de firma electrónica avanzada, incluyendo los 
incorporados al documento nacional de identidad, u otros medios como el uso de un 
nombre de usuario y una contraseña segura, la aportación de información solo conocida 
por ambas partes, o mecanismos equivalentes, de manera que las calificaciones no se 
encuentren en un espacio abierto que pueda ser consultado por cualquier persona ajena 
. La UVigo, p.ej., a 
través de la Secretaría Virtual, de acceso restringido, les permite a su alumnado llevar a 
cabo multitud de trámites y consultas, una de ellas precisamente la de las calificaciones.
Sin embargo, por motivos diversos, puede o suele ser necesario tener que hacer 
una publicación física de calificaciones (p.ej. para que quede constancia que ha aprobado 
un porcentaje mínimo, para que las puedan consultan quienes, por el motivo que sea, no 
tienen o no quieren el acceso telemático, etc.). En estos casos, si tal información tiene 
que quedar en exposición pública lo recomendable es practicar con carácter previo una 
omisión de parte de los datos personales (p.ej. omitiendo los datos nominativos y 
vinculando la nota al DNI o, mejor aún, a los últimos dígitos del DNI y la letra). Así lo 
ve también Jesús Alberto MESSÍA DE LA CERDA BALLESTEROS (2001, in fine): 
 Sin embargo, no siempre es fácil 
determinar, como ya he resaltado atrás, qué es excesivo y qué no. 
8.9. La participación de los usuarios 
Son, otra vez, las características que definen el funcionamiento de las TICs 
(sencillo, eficaz y rápido intercambio de comunicaciones, acceso 24 7 y desde cualquier 
punto geográfico, mayor seguridad en la identificación de la identidad y en la 
autenticación de los documentos electrónicos...) las que facilitan y mejoran la 
participación de los usuarios (ciudadanos y empresas) en el quehacer administrativo653, 
                                                            
653  nuevas tecnologías permiten precisamente una más directa e inmediata participación de los 
ciudadanos, contribuyendo Las nuevas 
tecnologías pueden ayudar a extender y mejorar los canales de comunicación entre Administración y 
ciudadanos y de participación de éstos en los procesos decisorios. En otras palabras, la participación 
electrónica, entendida como actividad de los administrados dirigida a expresar sus opiniones por 
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tanto cuando son parte en un procedimiento como cuando no lo son, así como su 
colaboración en la mejora de la prestación de los servicios y la consecución de mayores 
cotas de calidad654. P.ej.655: 
a) Cuando son interesados, el uso de las nuevas tecnologías y la existencia de 
un expediente electrónico facilita e incentiva la participación de los ciuda-
danos en aquellos trámites y actuaciones que deban ser cumplimentados por 
ellos o en los que jueguen un papel relevante, como la propia iniciación de 
los procedimientos, la consulta del estado de tramitación, la presentación de 
alegaciones, la propuesta de pruebas, el trámite de audiencia, la presentación 
de recursos administrativos y/o contenciosos, etc. 
b) Cuando no son parte en un procedimiento pero es interesante contar con su 
opinión, como sucede con el período de información pública656, si el trámite 
se abre en formato electrónico, de manera única o complementaria a la 
exposición física en papel, es de esperar que se contará con mayor número 
de aportaciones, opiniones y alegaciones de la ciudadanía que si la 
exposición pública se hace únicamente de manera tradicional657.
                                                                                                                                                                        
medios telemáticos en el marco de los procesos decisorios de las Administraciones Públicas, puede 
en el art. 6 un derecho a la participación (Isaac MARTÍN DELGADO (2009[2]; pp 45 y ss). 
654 Así lo 
consecución de los fines, intereses y objetivos públicos será siempre responsabilidad de los poderes 
públicos, pero depende cada vez más de la colaboración de los particulares. Se debe fomentar el 
desarrollo de una posición activa del ciudadano y la empresa ante la Administración frente a una 
posición mera  
655 Sin hacer una enumeración cerrada, Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2008; pp 99-100) pone como 
ejemplos: la posibilidad de presentación de enmiendas en el proceso legislativo, la participación en la 
elaboración de anteproyectos de normas, la participación ciudadana en la elaboración de políticas 
públicas, los foros y espacios de interacción ciudadana, los canales electrónicos de comunicación con 
 
656 Recuérdese que la LRJAPyPAC no otorga la condición de interesado por el simple hecho de com-
parecer o participar en este trámite, sin perjuicio del derecho a obtener una respuesta razonada (art. 
86.3). 
657 El apdo. 2 del art. 70.ter de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, añadido 
por la Ley 8/2007, de 28 de mayo, del Suelo, impone este tipo de publici nistraciones 
públicas con competencias en la materia [en ordenación territorial y urbanística], publicarán por 
medios telemáticos el contenido actualizado de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística 
en vigor, del anuncio de su sometimiento a información pública y de cualquier actos de tramitación 
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Esta exposición pública es también posible, y de hecho a día de hoy es fre-
cuente, en los procedimientos de elaboración de las normas en su fase 
gubernativa (p.ej. en la elaboración de los anteproyectos de ley o de regla-
mentos). 
c) En lo concerniente a la mejora global de los servicios es más fácil que se 
presenten quejas y sugerencias658 si se puede hacer en cualquier momento y 
lugar y a través de aplicaciones integradas en la propia web, que deben 
permitir su presentación de manera totalmente anónima659, salvo que se 
desee recibir contestación, en cuyo caso, por lógica, se debe hacer constar 
por lo menos algún dato de contacto (teléfono, identificación y dirección 
postal, apartado postal, dirección electrónica...). 
d) También se facilita la intervención de ciudadanos, empleados públicos y 
autoridades utilizando las nuevas tecnologías cuando se emplean en el fun-
cionamiento de los órganos colegiados660, y no solo cuando se llevan a cabo 
las convocatorias, sino y sobre todo, cuando se utilizan en el desarrollo de 
las sesiones, en la presentación de documentación adicional, en la solicitud y 
recepción de certificados de los acuerdos adoptados, en la emisión de la 
voluntad en las deliberaciones y decisiones del órgano colegiado, etc. 
e) Esta última mención a la emisión de la voluntad nos lleva a mencionar, por 
último, también la participación activa en la toma de decisiones colabo-
                                                            
658 Es decir, para recibir comentarios negativos respecto del funcionamiento de algún servicio o del com-
portamiento de algún empleado público (quejas) y para recibir aportaciones sobre posibles mejoras 
(sugerencias). Pero ¿por qué no?, también para poder recibir comentarios positivos. La UVigo, p.ej. en 
caixa de queixas, suxestións 
e parabéns http://www.uvigo.es/uvigo_gl/utilidades/buzon/avisos.html) [última consulta: octubre 
de 2015]. 
659 Según opinión de Lorenzo COTINO HUESO (201
posibilidad de la anonimización de quien formula la queja, sugerencia o la petición, es un elemento de 
 
660 En este sentido, Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2010[3]; p 813) apunta acertadamente que el uso 
de medios electrónicos en los órganos colegiados comporta importantes ventajas no solo desde la 
perspectiva de la participación pues es claro que se mejora la interacción entre los miembros si se 
ponen a su disposición mecanismos ágiles y flexibles para la deliberación y votación  sino de su 
funcionamiento en general: se pueden reducir de manera muy considerable los costes económicos y 
temporales derivados del desplazamiento y asistencia de sus miembros, se facilita el intercambio de 
información y documentación entre miembros y con terceros, se mejora la eficacia en la organización 
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rando en la adopción de la decisión por parte del órgano competente, lo que 
se llama gobierno abierto661  e incluso emitir el voto en determinadas 
elecciones por medios telemáticos lo que se ha dado en llamar democracia 
electrónica 662. Sin embargo, aún queda mucho camino que andar en este 
campo663. 
664. 
Por lo tanto, el empleo de las TICs les permite a las Universidades un incre-
mento en las posibilidades de participación de los usuarios. Si se consigue de facto un 
incremento, por mínimo que sea, con respecto a los sistemas tradicionales, ello 
constituirá un importante beneficio para ambas partes. 
8.10. Su consideración en conjunto: la interacción entre 
beneficios 
Para finalizar hace falta tener en cuenta que cada uno de estos beneficios descri-
tos así como cualquier otro que se pudiera describir a mayores, pues ya he dejado claro 
que no se trata de una lista cerrada  no se debe considerar de manera individual y 
                                                            
661 ) una nueva relación más cercana, sin 
tantos costes temporales y económicos  
(Pere SIMÓN CASTELLANO, 2011; p 70). 
662 La UVigo llevó a cabo una prueba experimental de e-voto el 20 de mayo de 2010 para la elección de 
miembros a consejo de cuatro Departamentos (Dereito Público, Dereito Privado, Enxeñaría dos Materiais, 
Mecánica Aplicada e Construción y Deseño na Enxeñaría). Al tratarse de una experiencia-piloto, en lugar de 
modificar su reglamento electoral se aprobó, como Anexo III al acta de la Comisión Electoral de 30 
de abril de 2010 (que se puede consultar en http://goo.gl/UW40pG, vínculo corto) que constituye un 
mini-reglamento al respecto, del cual destaco su ar Sistema de votación. O procedemento de votación 
electrónica consistirá na emisión de votos dende un dispositivo conectado a Internet ata una urna dixital remota situada 
nun recinto protexido e baixo a custodia da Comisión Electoral da UVIGO riencia piloto fue objeto 
de desconfianza y consiguiente recurso (vid. noticia en La Voz de Galicia de 15 de mayo de 2010 en 
http://goo.gl/SH8MZu, vínculo corto). 
 También han tenido experiencias similares, con su eco en la prensa, Universidades como la de A 
Coruña (http://goo.gl/kGTImn, vínculo corto) o la de Valladolid, que en diciembre de 2013 modificó 
su reglamento electoral para permitir el voto electrónico (http://goo.gl/LNON0A, vínculo corto). 
 [en todos los casos, última consulta: octubre de 2015] 
663 En opinión Carlos M. OTERO SUÁREZ (2008; p 142), y por diversos motivos, es un tipo de servicio 
que se encuentra aún en fase embrionaria. 
664 Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ (2008; p 98). 
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solitaria, como un compartimento estanco. Más bien son caracteres íntimamente 
vinculados y que interactúan entre sí, de suerte que la extensión, el alcance y la 
repercusión de cada uno de ellos no depende en exclusividad de sí mismos sino en 
buena parte de las sinergias que unos crean sobre los otros. 
P.ej. la implantación de una determinada aplicación en una Universidad para la 
prestación de un servicio concreto se espera que implique una serie de ventajas y 
mejoras relativas a la mayor comodidad para sus empleados sencillez en su gestión, agilidad 
en la tramitación, reducción de errores665, ganancia de espacio físico al eliminar buena 
parte del papeleo, etc. , pero sobre todo para sus usuarios, como pueden ser: permitir el 
acceso durante las 24 horas del día y desde cualquier punto geográfico, no tener que 
adjuntar documentación que ya esté en poder de la Universidad o ya que se tiene 
pensado llevar a cabo consultas interadministrativas telemáticas  en cualquier otra 
Administración pública, facilitar la aportación de documentación de cualquier tipo junto 
con cualquier solicitud, poder consultar el estado de tramitación del procedimiento e 
incluso descargarse copias de los diferentes documentos que se vayan generando, 
posibilitar la recepción de notificaciones a través de medios telemáticos, y un etcétera 
más o menos largo. 
Esta comodidad se verá sin duda incrementada desde el momento en que se 
acompañe de la oportuna publicidad de todo tipo de información administrativa relacio-
nada con el concreto procedimiento, como normativa aplicable, órganos responsables 
de la tramitación y de la resolución, puntos de obtención de información adicional, 
plazos de resolución, efectos estimatorios o desestimatorios del silencio administrativo, 
posibilidades de impugnación, modelos normalizados, precedentes administrativos, 
estadísticas, etc. (transparencia) y mucho más aún si los órganos encargados de su 
mantenimiento son especialmente diligentes a la hora de mantenerla periódicamente 
actualizada añadiendo, modificando o incluso retirando  y de darle un acceso sencillo, 
rápido, intuitivo (calidad) desde una web institucional o, mejor aún, desde una sede 
electrónica, lo que sin duda contribuiría a respaldar toda esa información de una seria 
garantía de responsabilidad. 
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Todo ello, en el fondo, conducirá a situaciones altamente beneficiosas como 
que, al generarse una sensación simultánea o paralela de confianza en la institución y en 
las nuevas tecnologías, se incrementen las probabilidades de éxito en caso de que en un 
futuro se quisiere contar con la participación de los usuarios en los procesos de mejora del 
sistema, en sistemas de voto electrónico, en la elaboración de disposiciones 
 o como que, a pesar de que su uso se configurase como voluntario, 
porque jurídicamente no estaría asegurado que la totalidad de los destinatarios tendrían 
acceso a los medios necesarios, se acabe convirtiendo en la práctica en una aplicación 
útil, ágil, eficaz, indispensable para el usuario, de modo que a largo plazo tal usabilidad 
acabará redundando en una efectiva reducción de costes (economía) lo que, en resumen, 
supone que se ha hecho una inversión eficiente. 
Hemos visto en qué tipo de actuaciones universitarias cabría el uso de TICs y 
cuáles podrían ser algunos de los beneficios que les podría aportar su uso. Se hace nece-
sario ahora descender a la realidad, pasar del condicional al presente, y analizar qué está 
ocurriendo en un caso concreto como es el SUG, lo cual se haré inmediatamente en el 
epígrafe siguiente. 
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9. La administración electrónica de las Universidades 
gallegas ¿obligación jurídica cumplida u objetivo aún 
por alcanzar? 
Sería ahora, tras haber analizado en qué consiste el régimen normativo básico 
estatal en materia de administración electrónica y empleo de las TICs (apartado 4.2), 
después de haber dejado constancia de que en lo concerniente a la relación de las 
Universidades públicas con el régimen jurídico autonómico de desarrollo se podrían 
encontrar hasta tres grados diferentes de vinculación (apartado 5.2), después de haber 
estudiado con detenimiento el caso de la Comunidad Autónoma de Galicia viendo en 
qué consiste su marco normativo de desarrollo y cómo ha sido llevada a cabo la imple-
mentación de la e-administración de la Xunta de Galicia (apartado 6.1) y encajando la 
relación de este conjunto de normas dictadas a nivel autonómico con las Universidades 
del SUG 
(apartado 6.2), una vez expuesto un breve elenco de actuaciones universitarias666 en las 
que cabría el empleo de las nuevas tecnologías (apartado 7) y, finalmente, enumerada una 
serie de beneficios que podría o debería reportar el empleo de las tecnologías en el 
ámbito universitario (apartado 8); sería, como digo, el momento propicio para: 
 De un lado, abordar un análisis de la situación de las tres Universidades 
públicas. ¿Han dado cumplimiento a las obligaciones derivadas de la 
normativa a la que están sujetas o han optado por retrasar su implantación 
alegando motivos o dificultades presupuestarias? ¿Están todas en el mismo 
punto o las situaciones son tan dispares que se podría como de hecho se 
hace cuando se compara la situación entre Comunidades Autónomas  hablar 
de diferentes velocidades de implantación? 
 De otro, e inmediatamente a continuación, y por tocarme más de cerca por 
motivos laborales y profesionales, hacer una visión crítica constructiva de 
                                                            
666 Una vez expuesto todo lo que precede a este apartado, posiblemente resulte innecesario que incida 
 punto de vista institucional, es decir, 
ámbito un  
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aquellas carencias que por supuesto, desde el punto de vista jurídico, para 
nada desde una perspectiva funcional o técnica  se hayan detectado en la 
e-administración de la UVigo y que debieran ser emendadas.
9.1. La Universidad de Santiago de Compostela, la más 
avanzada en la materia del Sistema Universitario de 
Galicia  
Si se recuerda en este punto la diferenciación hecha en el apartado 2.3 entre una 
e-administración de hecho y una de derecho, puede afirmarse que la USC cuenta con una 
e-administración de derecho tal y como se considera que debe ser, por cuanto no solo 
dispone, junto a otras normas de corte electrónico, de una norma reguladora ad hoc, 
como es el Regulamento polo que se implantan medios electrónicos que facilitan o acceso da cidadanía 
aos servizos públicos da USC e se crea a sede electrónica, o rexistro electrónico e o taboleiro de anuncios 
(aprobado en Consello de Goberno el 30 de enero de 2013, publicado en el DOG el día 
15 de marzo y disponible su texto completo, además de en el diario oficial, en el 
aparta Normativa Administración electrónica 667 de su web institucional, 
www.usc.es), sino que ha dado completo cumplimiento al mismo poniendo en 
funcionamiento todos y cada uno de esos elementos básicos. 
Así, la sede electrónica de la USC, cuya dirección electrónica de referencia es, de 
acuerdo con el art. 9 del Reglamento, https://sede.usc.es, le sirve, en palabras de la 
un marco de comunicación e interacción coa 
cidadanía en relación cos servizos electrónicos prestados lo cual, y como es lógico, lo diferencia 
de l ten un compoñente institucional, de información xeral sobre a Universidade
Su regulación concreta y la de aspectos íntimamente relacionados con ella, que se 
extiende a todo el Título II (un total de trece artículos), contiene una regulación típica sin 
nada salientable. 
El registro electrónico será un rexistro auxiliar668 do Rexistro Xeral da USC
18) y cuenta con unas normas específicas de funcionamiento trece artículos y una 
                                                            
667 Acceso desde http://www.usc.es/gl/normativa/admin_ele/index.html [última consulta: octubre de 
2015]. 
668 De este modo el Rexistro Xeral el registro tradicional de ventanilla  mantiene la consideración de 
registro principal del art. 38 de la LRJAPyPAC. 
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disposición adicional  incorporadas como Anexo I al Re  De un 
modo similar, el tablón de anuncios electrónico o taboleiro oficial da USC, que lugar 
onde se leva a cabo a publicación oficial dos acordos e resolucións da USC
asimismo con unas normas concretas de funcionamiento seis artículos y una dispo-
sición adicional  que constituyen el Anexo II. 
Es de destacar que el texto del Reglamento no hace sino confirmar mi postura, 
defendida anteriormente, de que las Universidades gallegas eran ignoradas o tácitamente 
excluidas por la normativa autonómica. De hecho, ellas mismas así se consideran ya que 
a lo largo de la Exposición de Motivos y del articulado del Reglamento de la USC 
únicamente se hace referencia a la LAESP y al RD-LAESP y en ningún momento al 
D-DAEXG. 
9.2. La Universidad de A Coruña y su esperado despegue
La redacción de la segunda parte del título de este epígrafe no deja de tener su 
razón de ser. La UDC, a pesar de haber sido la pionera, dentro del SUG, en contar con 
una normativa expresa, creadora y reguladora de una estructura e-administrativa propia 
y al uso, ha tardado más de dos años en darle el debido cumplimiento. 
Dicha norma inicialmente aprobada fue el Regulamento de creación e ordenación da 
sede electrónica da Universidade da Coruña (aprobado mediante Acuerdo del Consello de 
Goberno de 27 de junio de 2012 y publicado en el DOG del 18 de julio669) que, a pesar 
de su denominación, incluía también preceptos relativos a otros elementos básicos de 
toda administración electrónica. Así, mientras que a la sede electrónica670 y aspectos 
directamente relacionados con ella les dedicaba un total de siete artículos, a la identifica-
ción y autenticación, les dedicaba cinco, al tablón de anuncios electrónico u oficial, tres y 
respecto al registro electrónico lo que hacía era incorporar un nuevo Título (el VI) con 
seis artículos en el vigente Regulamento do Rexistro da Universidade da Coruña (aprobado por 
Acuerdo del Consello de Goberno de 16 de octubre de 2005). 
Ahora bien, esa premura a la hora de la aprobación de la norma no se ha visto 
acompañada de presteza respecto de su puesta en ejecución, lo cual, en cierto modo ya 
                                                            
669 Obsérvese que anterior al de la USC, de ahí lo de su consideración de pionera. 
670 Cuya dirección inicialmente prevista es https://sed.udc.es (sic). 
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se veía venir teniendo en cuenta cómo venía redactada su disposición transitoria 
primera, que regulaba dicho aspecto671. De hecho, no ha sido hasta recientemente que se 
aprobó el Acuerdo del Consello de Goberno de 28 de noviembre de 2014 (publicado en 
el DOG del 17 de diciembre) que, modificando el anterior Acuerdo de 27 de junio de 
2012, ha procedido a crear y poner en funcionamiento su sede, cuya dirección 
electrónica, muda a la actual de https://sede.udc.gal672. 
Si hasta entonces contaba con una administración electrónica de hecho ya que, 
como es de esperar673, hacía un uso generalizado de las nuevas tecnologías en gran 
cantidad de actuaciones  acompañada con uno de los más importantes pasos el 
Reglamento de 27 de junio de 2012  que permitía afirmar que ya había avanzado de cara 
a la posible configuración, en un futuro más o menos próximo, de una administración 
electrónica de derecho, a partir de finales de 2014 puede afirmarse sin lugar a dudas que 
esta administración electrónica de derecho es una realidad. 
Antes de finalizar este apartado, y a pesar de todo lo expuesto, quizás sea 
necesario resaltar que, al igual que en el caso de la USC, los Reglamentos de la UDC 
tanto el antiguo como el nuevo  ponen de manifiesto otra vez  lo acertado de mi 
conclusión de que la normativa electrónica autonómica pretiere a las Universidades 
gallegas y que ellas mismas se dan por excluidas, ya que también éste se hace eco única y 
exclusivamente de las normas estatales y no del D-DAEXG. 
                                                            
671 Cfr. la disposición transi A sede 
electrónica da USC comezará a operar dentro do prazo de TRES MESES que se contarán desde a data de 
publicación no DOG do presente regulamento  Reglamento de la 
A sede electrónica da Universidade da Coruña comezará a operar NO MOMENTO 
QUE DETERMINE A SECRETARÍA XERAL, en coordinación co Vicerreitorado competente en materia de 
tecnoloxías da información  
672 Con ello se corrige el, en mi opinión, error de que figurase el término sed. en lugar del habitual sede. a 
la vez que se aprovecha para cambiar el dominio .es por el de .gal. 
 El dominio de primer nivel .gal había sido una de las más acérrimas demandas de la comunidad 
internauta gallega que en 2006 creó la Asociación PuntoGal  o dominio que debe 
correspondernos como comunidade con fortes vencellos lingüísticos, culturais, históricos, sociais... unha especie de sufixo co 
que identificar en Internet as páxinas escritas en galego e que se dirixan á sociedade galega nas súas comunicacións en 
liña que, tendo en conta a nosa dispersión no mundo, non se circunscriba a un ámbito territorial concreto vid. 
www.dominio.gal). Fue finalmente aceptado por la ICANN el 1 de abril de 2014, iniciándose la fase 
abierta para el registro de dominios .gal el 2 de diciembre de 2014 (más información en la web citada). 
673 No solo por el continuo y general avance del uso de las TICs en el seno de la Sociedad de la Informa-
ción sino también por el impulso y el fomento dado a las tecnologías en el ámbito universitario por 
parte de la CRUE-TIC (a la que he hecho referencia; vid. apartado 5.3 in fine). 
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9.3. La Universidad de Vigo y su injustificada postura 
dilatoria. Elementos que se echan en falta teniendo en 
cuenta la normativa vigente en materia de 
administración electrónica 
¿En qué situación se encuentra la UVigo? Se puede afirmar sin cometer ningún 
tipo de equivocación que la posición de la UVigo en este aspecto es la peor del SUG. 
Pese a que de una forma creciente y constante día a día, la UVigo esté llevando a cabo 
un interesante y práctico empleo de las TICs administración electrónica universitaria de 
hecho  tanto en la gestión del servicio público encomendado (la educación superior) 
como en su propio autogobierno y autogestión (cuestiones puramente organizativas)674, 
se echan de menos una serie de elementos que apuntarían más hacia que lo que se 
persigue, más allá de aplazar la implantación de una e-administración hasta un momento 
económicamente más favorable, sea simple y llanamente incumplir de una forma abierta 
y consciente las obligaciones legales derivadas de la LAESP y de otras normas que 
integran el marco jurídico electrónico. 
Estas carencias serían las que expongo a continuación. 
9.3.1. Aún no existe una norma definitiva que cree o regule un 
sistema administrativo electrónico propio 
En la fecha de cierre da redacción de esta Memoria de Tesis Doctoral la UVigo 
no cuenta con una norma reglamentaria de cabecera sobre la materia675, aprobada por el 
órgano competente, relativa a la creación y/o regulación de un sistema de e-adminis-
tración universitaria propio como la que aprobaron y publicaron como acabamos de 
ver  la USC y la UDC y como han hecho antes muchas otras Universidades públicas 
                                                            
674 Es ésta una afirmación mía que, probablemente, se deba al buen conocimiento de la organización y 
funcionamiento internos de la UVigo derivado de los años que llevo prestando servicios en ella como 
PAS. Pero es que, en todo caso, la cantidad de aplicaciones electrónicas y telemáticas accesibles desde 
la web institucional de la Universidad olívica son numerosas y variadas, a las que habría que añadir 
todas aquellas accesibles desde portales y aplicaciones con acceso restringido. 
 A muchas de ellas haré referencia en el punto 9.3.9 al hablar de su e-administración de hecho. 
675  La doctrina resalta la importancia de una norma de este tipo hasta, incluso, como hace José Luis 
BLASCO DÍAZ (2007, pp 166-167), 
aportará seguridad jurídica a las relaciones por estos medios entre los ciudadanos y la Administración 
la base, en lo 
esencial de todo el proceso de implantación de la Administración electrónica a es mía].
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españolas676. Pero tampoco constan decisiones que podrían haber suplido esa carencia, 
como podría ser la existencia de convenio, acuerdo, resolución o instrumento de 
cualquier otro tipo cuya finalidad fuese la adhesión, incorporación, adopción, etc. a un 
sistema, aplicación o instrumento preexistentes, correspondientes a otra institución677 
(sea la Administración General del Estado, la Administración de la Xunta de Galicia, 
mente y por premura legal678. 
                                                            
676 Vid., p.ej.: 
 el Reglamento UCA/CG05/2010, de 8 de abril de 2010, por el que se regula la tramitación telemática de 
procedimientos en la Universidad de Cádiz (en http://goo.gl/qIwkN7, vínculo corto);
 el Reglamento de uso de los medios electrónicos y del procedimiento administrativo electrónico en el ámbito de la 
Universidad Pompeu Fabra, aprobado en Consejo de Gobierno el 26 de enero de 2011 y publicado en 
su sede electrónica (accesible en https://goo.gl/BplVcO); 
 la Resolución de 14 de diciembre de 2010, por la que se hace pública la normativa de utilización de medios 
electrónicos en la actividad de la administración de la Universidad de Castilla-La Mancha, publicado en el 
DOCM de 7 de marzo de 2011 y accesible también desde http://goo.gl/wpOEa2; 
 Sendas Resoluciones de 13 de junio de 2012, del Rector de la Universidad de Valladolid, por la que se acuerda la 
publicación del Reglamento de la Universidad de Valladolid por el que se implantan los medios electrónicos que 
facilitan el acceso de los ciudadanos a los servicios públicos de la Universidad de Valladolid y se crean la Sede 
Electrónica y el Registro Electrónico da Universidad de Valladolid, y de 2 de mayo de 2014, que modifica el 
contenido de la anterior, publicadas en el BOCL de 26 de junio de 2012 y 15 de mayo de 2014 
respectivamente; accesibles ambas desde (vínculo corto) https://goo.gl/26Wb89;  
 el Acuerdo de 18 de julio de 2013, del Consejo de Gobierno de la Universidad del País Vasco, por el que se 
aprueba el Reglamento por el que se regula el Uso de Medios Electrónicos de la UPV/EHU y se crea la Sede 
Electrónica publicado en el BOPV del 6 de septiembre de 2013 y accesible desde (vínculo corto) 
https://goo.gl/rDs4a1; etc. 
[Para todas, última consulta: octubre de 2015] 
677 Un buen ejemplo, ya visto, de remisión a una norma preexistente, introduciendo ligeras modificacio-
nes, sería la Resolución da Axencia para a Modernización Tecnolóxica de Galicia de 25 de febreiro de 2014 pola que 
se aproba a política de sinatura electrónica e de certificados da Administración xeral e do sector público autonómico de 
Galicia que adopta como tal a política de la Administración General del Estado. 
 También sería el caso de aquéllos convenios firmados para el uso de los elementos electrónicos de una 
institución (vid. p.ej. los firmados el 16 de septiembre de 2010 para el uso compartido de sede y/o 
registro del Ministerio de la Presidencia con distintas entidades, publicados en el BOE del 21). 
678 Ello ocurrió así con el ya citado Sistema Electrónico de Facturación de la Xunta de Galicia, que es el 
que la UVigo, en lugar de crear uno propio, utiliza desde el 15 de enero de 2015 como vía de registro 
de todas las facturas: tanto de presentación directa de las facturas electrónicas por parte de aquéllos 
proveedores que legalmente tengan que hacerlo, como de aquéllos que voluntariamente hayan optado 
por esta vía; como de mecanización, en su caso, de las facturas que tengan entrada en papel. 
 La imperiosa fecha de cumplimiento imperativo de la obligación legal, junto con la cruda realidad de la 
situación de la administración electrónica universitaria no aconsejaban otra vía que no fuese la 
adhesión al sistema puesto en marcha por la Xunta de Galicia pues, legalmente, las Comunidades 
Autónomas tienen la obligación de prestar asistencia y apoyo a las entidades a ellas vinculadas y/o 
dependientes. 
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Lo más parecido a una norma de este tipo actualmente vigente es su Normativa de 
uso dos recursos informáticos e redes da Universidade de Vigo679, aprobada en Consello de 
Goberno el 16 de marzo de 2006, pero que no se puede considerar suficiente para 
constituir normativa de creación o desarrollo de una e-administración propia por varios 
motivos: 
 Primero, porque por su fecha de aprobación anterior a la promulgación de la 
LAESP  no constituye, lógicamente, desarrollo de esta ni, por supuesto, de 
ninguna otra posterior a ésta. 
Pero es que tampoco se puede considerar que desarrolle los preceptos de 
11/2007, no solo por la ausencia de referencia a ellos sino, y sobre todo, 
porque su articulado no tiene nada que ver con el pretendido por aquéllos. 
 Segundo, porque a pesar de lo específico de su contenido regula los 
derechos, deberes y responsabilidades de los usuarios, se remite a la pro-
tección de datos de carácter personal, enumera los usos permitidos y prohibi-
dos de estos recursos informáticos y adopta una serie de medidas cautelares a 
aplicar con carácter preventivo en cualquier procedimiento sancionador que 
se pudiese derivar de un mal uso  no se trata de una normativa de carácter general 
tendente a regular el acceso a los servicios públicos a través de medios 
tecnológicos. 
 Tercero e independientemente del interés, utilidad y aplicación práctica que 
pudiese haber tenido en su momento, y de que puede mantener su vigencia, 
pues en nada es incompatible con el marco normativo electrónico vigente , 
porque, atendiendo precisamente a este contenido tan concreto, se debe 
considerar como lo que es: un manual de uso de un tipo muy concreto de recurso; y 
nada más. 
Un manual como muchos otros que fueron aprobados y que están a disposición 
de los usuarios de otros instrumentos y recursos electrónicos680. Pero es que incluso 
                                                            
679 Puede consultarse su texto íntegro en (vínculo corto) http://goo.gl/bzfBQ1 [última consulta: octubre 
de 2015]. 
680 Como las Instrucións para o Acceso á Rede da Universidade de Vigo, las Normas de uso do correo electrónico, las 
Normas de uso do servidor web corporativo da Universidade de Vigo, las Normas de aloxamento de webs nos servidores 
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considerando todos en su conjunto ni de lejos podemos considerar que constituyan una 
normativa de alcance general en la materia. 
En todo caso, es necesario resaltar la frase con la que comenzaba este epígrafe  
 pues las cosas parecen estar 
cambiando. Gracias a la información facilitada por la secretaria xeral de la UVigo en una 
reunión que mantuve con ella en octubre de 2014 pude saber que se estaban dando los 
primeros pasos aunque tímidos  de cara a enmendar esta deficiencia, pues estaba en 
marcha la elaboración de un borrador de lo que actualmente es una propuesta de 
Reglamento de la UVigo, solo en parte al estilo y a semejanza de los que aprobaron las 
otras Universidades del SUG. A día de hoy, la UVigo tiene en fase de exposición pública 
una Proposta de regulamento polo que se crea a sede electrónica da Universidade de Vigo681. De la 
lectura de su breve articulado (dieciséis artículos, dos disposiciones adicionales, dos 
transitorias y una final) es necesario destacar lo siguiente: 
 Pese a su denominación no se limita solo a crear y regular la sede electrónica 
de la UVigo Título I , sino que dedica parte de su contenido a la Comisión 
de la Administración Electrónica Título II  y a aspectos de identificación, 
autenticación y seguridad Título III. 
 Respecto al registro electrónico, se limita a considerarlo parte del contenido 
necesario de la sede electrónica y de remitir a la determinación discrecional de 
l Secretaría Xeral en coordinación coa Vicerreitoría competente en materia de tecnoloxías 
da información el momento de su entrada en vigor, junto con la aprobación y 
publicación de su normativa reguladora (de la que aún no hay ni proyecto) 
(disposición adicional tercera). 
 En lo relativo a la sede se propone una posible denominación como 
https://sede.uvigo.es con la duda razonable (así se desprende de su inclusión 
entre paréntesis) de que se pueda crear bajo el dominio .gal.
                                                                                                                                                                        
da Universidade de Vigo, etc. disponibles todas ellas en (vínculo corto) http://goo.gl/fTO9v0 [última 
consulta: octubre de 2015]. 
681 Disponible su texto completo en (vínculo corto) http://goo.gl/HGpcAm [última consulta: octubre de 
2015]. A pesar de estar en fase de exposición pública, ni en este documento, ni en la propia página que 
le da acceso, ni consultando las actas del Consello de Goberno se puede saber ni qué día se hizo 
público, ni hasta qué fecha estará en esta fase, ni la forma o medio a través del que aportar enmiendas, 
propuestas, etc. En fin, una exposición pública sui generis. 
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Finalmente, y de igual modo que hicieron los reglamentos de las instituciones 
compostelana y herculina, expresamente se declara el propio reglamento 
desarrollo de la LAESP y del RD-LAESP, para nada de la normativa 
autonómica que se dictase. 
9.3.2. No cuenta con una sede electrónica 
Lógicamente, al estar aún en fase embrionaria y no haber sido aprobada con 
carácter definitivo la norma que la crea, no existe la sede electrónica de la UVigo. En su 
lugar, cuenta con una página web institucional (cuya dirección es, desde el 25 de julio de 
2014, tanto www.uvigo.es como www.uvigo.gal) que, aunque se intenta mantener conti-
nuamente actualizada, carece de las garantías de responsabilidad, actualización, veraci-
dad, seguridad jurí  
Además, existe una galaxia de páginas web satélite bajo el dominio webs.uvigo.es 
o similares, bien institucionales (como las que pueden tener los centros, los departamen-
tos, los másters, etc.) bien particulares682 (p.ej. un PDI, un PAS, órganos de representa-
ción de los trabajadores, asociaciones de miembros de la comunidad universitaria, gru-
pos de investigación ), todas ellas con las mismas deficiencias. 
Siendo cierto todo lo dicho, ello no empece que algunos apartados de la web 
tengan un desarrollo y un mantenimiento verdaderamente loable. Así ocurre, p.ej., con 
el Perfil do contratante683, diseñado como uno de los más completos de los que he visto: 
 con acceso e información de prácticamente todos los expedientes de contra-
tación de los que parecen excluirse únicamente los contratos menores y los 
procedimientos negociados sin publicidad ; 
 cualquiera que sea su estado de tramitación (pendiente de publicar, en trámite 
o finalizado) o su objeto (de obras, de servicios, de suministros, privados, 
especiales); 
                                                            
682 Aunque las Normas de aloxamento de webs
con una cuenta de correo de un determinado tipo tiene derecho a un espacio web con la misma 
denominación. P.ej. un PDI que tenga como correo electrónico profesor-x@uvigo.es tendrá derecho a 
disponer y gestionar un espacio web con la denominación webs.uvigo.es/profesor-x/. 
683 Accesible, como establece el art. 53 del TRLCSP, desde la página web institucional. Dicho acceso se 
facilita creando un vínculo desde la página principal de la misma. La dirección exacta es 
http://perfilcontratante.uvigo.es/ [última consulta: octubre de 2015]. 
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y tan transparente que ofrece una ficha muy completa para cada expediente, 
con una cantidad de información superior, incluso, a lo impuesto y previsto 
legalmente684, como número de expediente, objeto, importe de licitación 
diferenciando el IVA a soportar, tipo de tramitación y procedimiento de 
adjudicación que se seguirá, puntos de obtención de información del 
expediente, consulta de documentación específica, descarga de impresos, 
fechas relevantes en la presentación de ofertas, actas en formato .pdf de las 
reuniones de la mesa de contratación, etc. 
 El sistema permite también mantener comunicaciones electrónicos con los 
interesados, enviándoles correos electrónicos ordinarios, eso sí  con una 
información muy completa, y bilingüe, de ciertos trámites de cierta 
importancia. 
 Quizás el único defecto de todo el sistema sea la ausencia de la intervención 
de terceros certificadores de tiempo que, desde un punto de vista objetivo, 
le otorguen mayor certeza y seguridad jurídica a las fechas y horas en que 
tienen lugar las publicaciones en la web, así como el compaginar su funcio-
namiento con el empleo de un sistema de notificaciones electrónicas para 
llevar a cabo esas comunicaciones electrónicas permítaseme calificarlas de 
simples desde el punto de vista formal  a las que acabo de hacer referencia.  
Resulta por tanto chocante que la UVigo haya sido tan diligente y eficiente a la 
hora de poner a disposición del aparato burocrático todos los medios posibles no solo 
                                                            
684 El art. 53.2 del TRLCSP solo impone que incluya, en todo caso, la adjudicación de los contratos. Este 
precepto se refiere, en su mayor parte, a la publicidad de un tipo de información que se contempla 
de podrá incluir cualesquiera datos e 
información previa, licitaciones abiertas o en curso, documentación relativa a las mismas, 
contrataciones programadas, contratos adjudicados, procedimientos anulados, y cualquier otra 
información útil de tipo general como puntos de contacto y medios de comunicación que pueden 
utilizarse para relacionarse con el órgano de contratación. 
 Ahora bien, en el TRLCSP hay más contenido de publicación obligatoria en el perfil: la convocatoria 
de las licitaciones (art. 142.4), la adjudicación de los contratos (art. 151.4), su formalización (art. 154.1), 
el acuerdo de mantenimiento de un contrato nulo (art. 38.2) o la celebración de un acuerdo marco (art. 
197.2). 
 Asimismo, habría que añadir aquéllas contempladas en el Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que 
se desarrolla parcialmente la Ley como las composiciones de la mesa de contratación (art. 21.4) y del 
comité de expertos (art. 29.3). 
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para dar cumplimiento a un deber legal fácilmente superable sin crear uno propio685 sino 
para contar con uno de los perfiles de contratante más desarrollado y completo de su 
entorno (Xunta de Galicia, Diputaciones provinciales de Galicia, Ayuntamientos de las 
y aún no lo haya 
sido para dotarse de la sede electrónica. Solo la evolución que tenga la aprobación del 
citado Reglamento y su ejecución reflejará la preocupación que tiene en ello. 
9.3.3. No ha instaurado un registro electrónico 
La situación del (hoy ausente) registro electrónico de la UVigo es peor si cabe 
que la de la sede. Si por lo menos respeto de la sede podemos decir que hay una 
propuesta de Reglamento que se aprobará más o menos pronto, respecto del registro no 
se puede decir ni eso, ya que en ese Reglamento como dije  solo se hace referencia a 
que es contenido obligatorio de la sede y a cuándo y cómo se pondrá en marcha, 
hablando de una normativa reguladora ad hoc. Además, hay diversidad de opinión entre 
autores también se vio  sobre si la sede es o no obligatoria, pero ninguno duda que el 
registro sí es obligatorio ex LAESP. En lugar de registro electrónico, la institución sigue 
funcionando a través del tradicional sistema de registro presencial, de ventanilla, 
sometido a horario, informatizado en virtud del art. 38 de la LRJAPyPAC que obliga a 
que figure en soporte informático  y estructurado en un registro general y uno o varios 
auxiliares686. 
                                                            
685 Podría haberse adherido a otro ya existente de una entidad territorial como el de la Comunidad Au-
tónoma de Galicia  aplicando, entiendo que sin problema alguno, la conclusión a la que llega, respecto 
de las Entidades Locales, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado en su 
tratación Administrativa entiende que 
la organización interna de la difusión de información sobre los contratos establecida en la Ley de 
Contratos del Sector Público en las Corporaciones locales ha de ser decidida por cada una de ellas ya 
sea adhiriéndose a una plataforma concreta de ámbito territorial superior o estableciendo una propia
poniendo como ejemplo en su Consideración Jurídica Tercera, in fine, el caso de la Plataforma de 
Contratación del Estado, que acoge información de diversos órganos de contratación de Entidades 
Locales que han optado por ésta como punto de difusión. 
686 El Rexistro Xeral de la UVigo se ubica en el Campus Lagoas-Marcosende en el edificio de Gerencia; 
existen tres registros auxiliares: uno en Pontevedra, otro en Ourense y un tercero en el llamado 
Campus Histórico, en plena ciudad de Vigo. 
 Algunas de estas ubicaciones no coinciden con las contempladas en su día en el Regulamento de 
organización e funcionamento do rexistro, de 18 de marzo de 2004 [texto completo accesible en 
http://goo.gl/1wqfsp, última consulta: octubre de 2015]; debido a cambios estructurales y organizati-
vos que no han tenido su plasmación en una modificación o corrección normativa.
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Ahora bien, si por registro electrónico entendemos una aplicación que posibilita 
dirigirse o ponerse en contacto con la Administración universitaria a distancia, sin 
necesidad de la presencia física y a través del empleo de una aplicación electrónica, con 
posibilidad lo más parecido, mutatis 
mutandis, es la obligatoria  posibilidad de presentar quejas y sugerencias on line, lo cual 
tiene lugar a través de un formulario web accesible desde la propia página principal de la 
web institucional687. Pero esto lógica y claramente no tiene nada que ver con lo que debe 
ser un registro electrónico: 
 Es unidireccional usua , lo que no obsta a que un PAS o un 
PDI propio, a título individual o como representante de un grupo, unidad u 
órgano, pueda ser usuario. 
 Es consecuencia de un procedimiento-tipo muy concreto que, en el caso de la 
Comunidad Autónoma gallega, viene regulado en el Decreto 164/2005. 
 Los datos de identificación pueden ser erróneos o incluso ampararse en el 
anonimato. De hecho, hay dos formas de presentar Queixas, Suxestións e 
Parabéns (QSP): tras la previa identificación con los datos de acceso a la 
Secretaría Virtual y a través de la vía no autenticada, bien porque no se 
pertenece a la comunidad universitaria, bien porque se quiere presentar de 
forma anónima. 
 Se sustenta en una aplicación mucho más sencilla que la necesaria para poner 
en funcionamiento un registro electrónico pues no necesita de la participa-
ción de una entidad certificadora de sellado de tiempo, no tiene por qué faci-
litar un justificante de presentación, no hay por qué avisar con antelación de 
posibles fallos temporales derivados de operaciones de mantenimiento, etc. 
Se hace necesario, por tanto, que la UVigo se dote cuanto antes de un registro 
electrónico o, mediante convenio688, use de modo compartido uno preexistente  que, 
actuando de modo paralelo al registro tradicional, dé cumplimiento a la normativa 
vigente y permita a sus usuarios ejercer los derechos que ésta le otorga. 
                                                            
687 Caixa de queixas, suxestións e parabéns Vid. nota al pie núm. 658. 
688 En el caso de la UVigo, este convenio podría establecerse con el Registro Electrónico Común de la 
Administración General del Estado (vid. disposición adicional primera de la Orden HAP/566/2013, 
de 8 de abril), con el de la Xunta o con el de cualquiera de las demás Universidades gallegas. 
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9.3.4. No usa un servicio de notificación electrónica 
En la UVigo no es posible practicar notificaciones empleando aplicaciones o 
instrumentos telemáticos, sean estos propios o fruto de la suscripción de un el oportuno 
convenio o de la firma de un contrato de prestación de servicios con una entidad 
adecuada. 
Es cierto que sí existe la posibilidad, y en la práctica muy habitual, de llevar a 
cabo comunicaciones a través de los más diversos medios electrónicos como el 
intercambio de correos electrónicos689, el envío de documentación a través de listas de 
correo electrónico690, la publicación de información en blogs, e incluso la transmisión de 
notas de calificación del alumnado vía SMS, etc.  pero estos instrumentos, por muy 
cómodos, prácticos y recurrentes que sean, carecen de los elementos esenciales que 
garanticen la seguridad en la comunicación, la confidencialidad en la información 
transmitida, la constancia de fecha y hora de envío, de la recepción o del acceso a su 
contenido, etc.; elementos todos ellos indispensables para que toda comunicación 
electrónica pueda desplegar los efectos jurídicos de una notificación administrativa: esto 
es, dar fe de la recepción o de su rechazo, o, en su caso, de que se ha intentado llevar a 
cabo, de la comunicación del contenido de un acto o una resolución administrativa, a 
                                                            
689 Es necesario recordar que dicho instrumento, además de no servir como medio de notificación elec-
trónica porque no puede garantizar todos y cada uno de los extremos que exige la LAESP para poder 
ser empleado para tal fin , encierra un serio problema adicional relativo a la protección de datos 
cuando se utiliza incorrectamente, pues puede suponer, tanto a nivel institucional como a nivel 
personal, la comisión de una falta grave en materia de protección de datos con las consecuencias que 
ello pudiere acarrear. 
 Por imprudencia o inobservancia, ello puede ocurrir muy fácilmente. P.ej. al remitir correos a 
múltiples destinatarios incluyendo de forma visible las direcciones electrónicas de todos ellos en lugar 
de hacerlo en el apartado CCO (siglas de Copia Carbón Oculta) vid. Resolución R/02715/2014 de la 
AEPD
haber hecho un filtrado previo de cualquier dato personal que pudiera ir incluido; o cuando, 
trabajando con listas de correo, se envía a la lista equivocada; etc. 
690 Su uso llega hasta el extremo de utilizar para practicar las convocatorias no de un modo comple-
mentario sino como el único medio posible  de las reuniones de órganos colegiados de gran 
relevancia, simples listas de correo electrónico, sin más trámites añadidos, lo cual impide que el órgano 
o unidad convocante tenga la seguridad de que su destinatario la ha recibido correctamente.
 Por ello sorprende que no haya sido nunca, al menos así me consta, objeto de impugnación. En la 
STSJ de Galicia de 28/1/2001, p.ej. un sindicato impugnaba un acto del Claustro de la UVigo 
mediante el que se aprobaba el Regulamento do Tribunal de Garantías; pero la impugnación se basó en 
todo momento en vicios de contenido, nunca de forma, aun cuando dicho Claustro fue convocado 
empleando el correo electrónico (cuestión que ni siquiera es puesta en duda por los recurrentes). 
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efectos de considerar que su destinatario conoce al menos se presume su contenido y 
que la Administración ha cumplido con su obligación de resolver y notificar en plazo. 
Tampoco es suficiente el sistema, ya descrito, de comunicación por vía 
electrónica a los participantes en una licitación de un contrato administrativo del 
contenido de ciertos actos relevantes puesto que, aunque es lo más parecido a una 
notificación administrativa electrónica de lo que dispone la UVigo, la falta de 
intervención de una entidad certificadora de sellado de tiempo le impide cumplir con 
todos los requisitos exigidos por la legislación vigente (en concreto, lo preceptuado por 
el apdo. segundo del art. 28 de la LAESP). 
Sería deseable, por tanto, que la UVigo pusiese en funcionamiento cuanto antes 
un sistema de notificaciones de este tipo, puesto que tal posibilidad, permitida desde 
finales del año 2001, se ha convertido en la actualidad en una obligación ya que las 
notificaciones se lleguen a practicar (o no) efectivamente mediante estos medios debe 
ser únicamente consecuencia del ejercicio del derecho de opción salvando los escasos 
supuestos en que podría ser exceptuado  de los ciudadanos, nunca de un pretendido 
derecho de opción de la Administración a implantarlo (o no). 
Tal implantación podría tener su origen en una creación propia a través de sus 
servicios691, en la previa descarga a través del CTT de una aplicación ya existente para 
después adaptarla a sus necesidades o, como en casos anteriores, en la firma de un 
convenio a tal efecto. 
9.3.5. No tiene un tablón de anuncios electrónico 
Atendiendo a la literalidad de la expresión  el tablón electrónico 
puede entenderse como un instrumento válido para dar difusión a todo tipo de 
información institucional de cierta relevancia (p.ej. en el ámbito universitario: avisos de 
convocatorias de matrícula, de becas o de cursos, anuncios de eventos, de cursos, de 
conferencias o de actos diversos, novedades normativas y/o académicas, recordatorios 
                                                            
691 Rubén MARTÍNEZ GUTIÉRREZ/Julián VALERO TORRIJOS (2012; p 156) proponen como una 
alternativa a cualquier otra solución, por lo menos con respecto a los miembros de su comunidad 
principal ventaja de estos sistemas radica en que suelen 
ser las propias Universidades las prestadoras directas de este servicio y, en consecuencia, podrían 
acreditar los extremos técnicos en cuanto a la disponibilidad y efectivo acceso al contenido de la 
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sobre la finalización de plazos de determinada relevancia, etc.). Tal podría ser buena 
parte de su empleo y en tal sentido podría hablarse de un tablón electrónico lato por 
cuanto su existencia no depende de que exista sede, pudiendo figurar directamente en la 
página web institucional. Desde este punto de vista, puede afirmarse que, en cierto 
modo, la UVigo sí tiene un tablón de anuncios lato, si nos atenemos a los apartados 
incluidos en el margen derecho de la web institucional (bajo las denominaciones 
Novidades, Axudas y Accesos Directos) y a su contenido. 
Ahora bien, el sentido más concreto de este instrumento viene dado por su 
contemplación desde la perspectiva del art. 12 de la LAESP. Éste le otorga una función 
específica muy relevante, y con importantes efectos jurídicos, por cuanto en él podrán 
llevar a cabo la publicación (legalmente autorizada, por tanto) de todo aquello que por 
disposición legal o reglamentaria se debiera hacer público en los tablones de anuncios o 
de edictos (como, p.ej., en los casos de difícil notificación del art. 59.5 de la 
LRJAPyPAC692). Ello supone, sin duda, para ellas una opción preferente, de modo que, 
aunque la Ley hable de sustituir o complementar, a menos que la Administración valore 
que en un caso concreto es necesario o conveniente hacer también una publicación 
física en un tablón de anuncios o edictos, en la práctica totalidad de casos optará por la 
potestativa sustitución de la cómoda publicación electrónica frente a la engorrosa 
publicación física en los tablones. Para referirme a este segundo tipo de tablón prefiero 
hablar de tablón electrónico stricto ya que, en este caso, su funcionamiento como tal está 
íntimamente ligada y condicionado a la existencia de la sede hasta el punto que el art. 12, 
693. 
                                                            
692 Es de destacar que esta potestativa sustitución o complementación se refiere exclusivamente a la 
publicación que haya de llevarse a cabo en los tablones de anuncios y/o de edictos, nunca de las 
publicaciones en los diarios oficiales correspondientes. 
 Es más, con la promulgación de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y 
otras medidas de reforma administrativa, a partir del 1 de enero de 2015 la Agencia Estatal Boletín Oficial 
del Estado pondrá a disposición de toda Administración un sistema automatizado que les permita 
insertar en el BOE, sin contraprestación económica alguna, las publicaciones sustitutivas de 
notificación derivadas del art. 59.5 de la LRJAPyPAC. 
693 Es más, para Julián VALERO TORRIJOS (20
el tablón virtual deba constituir un espacio específicamente destinado a tal fin que reciba literalmente 
electrónica. 
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Con toda razón, la UVigo, al carecer de sede electrónica no puede disfrutar de 
los beneficios que le podría otorgar un tablón electrónico stricto, debiendo llevar a cabo, 
cuando así fuere necesario, publicaciones en papel en los tablones de anuncios y de 
edictos o en boletines oficiales. 
9.3.6. Aunque ha dado cumplimiento a la obligación de poner en 
marcha un repertorio normativo electrónico, aún no reúne la 
totalidad de exigencias de la Ley gallega 6/2013 
Quizás sea necesario recordar, a pesar de haber sido ya tratado, que la LSUG, en 
su disposición adicional segunda, para evitar la dispersión y mejorar el acceso y la 
comprensión de la normativa interna vigente en cada momento impone que las 
Universidades públicas gallegas cuenten con un repertorio jurídico electrónico en el que 
publiquen y mantengan continuamente actualizado su compendio jurídico interno.
¿Cuenta con él la UVigo? Podría considerarse como tal aquél accesible desde el  
recientemente incorporado a la web institucional  apartado Página de transparencia  
Normativa 694. Pero, ¿puede darse por válido? Es cierto que las normas figuran en ella 
debidamente sistematizadas para facilitar o seu manexo  y que, en cierto modo, se incluye, tal y 
todas as normas internas
cuando los distintos servicios contienen sus propias pestañas con apartados del tipo 
Normativa Lexislación 695 donde se recoge la normativa sectorial que les afecta, dicho 
                                                            
694 Accesible desde http://www.uvigo.es/uvigo_gl/vida/normativa/index.html (última consulta: octubre 
de 2015). 
 Afortunadamente, desde más o menos enero-febrero de 2015 fecha en la que se puso en funcio-
namiento este repertorio jurídico  la Secretaría Xeral mejoró la anómala situación anterior en cuanto 
al acceso, pues antes hacían falta hasta cuatro clics para llegar a él: www.uvigo.es (1) Organización 
Institucional (2) Equipo de goberno (3) Secretaría Xeral (4) Normativas; y dentro de éste entrar en los 
diferentes subapartados. 
695 Como ocurre en los siguientes casos:  
 Servizo de Alumnado, accesible en (vínculo corto) http://goo.gl/ld8Nmn; 
 Servizo de Contabilidade, Orzamentos e Tesourería, accesible en (vínculo corto) http://goo.gl/yVrJwh; 
 Servizo de Control Interno, accesible en (vínculo corto) http://goo.gl/hF7216; con el agravante de 
que ninguna de estas normas tiene vínculo real con las normas, tratándose solamente de una 
enumeración de las normas a aplicar); 
 Servizo de Xestión Económica e Contratación, accesible en (vínculo corto) http://goo.gl/y24gVm. 
[En todos los casos, última consulta: octubre de 2015] 
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contenido puede considerarse perfectamente integrado en el repertorio electrónico a 
través de vínculos directos a ellas696. 
Ahora bien, con todo, persisten todavía ciertos defectos que impiden dar por co-
rrecto y perfecto el cumplimiento de lo exigido por la disposición final segunda de la 
LSUG: 
 En cuanto a su accesibilidad, no cumple con la exigencia de que haya un 
na páxina principal da web  ya que para consultar este repertorio es 
necesario primero acceder a la Página de transparencia dos clics  lo que se 
agrava con el hecho de que el usuario no tiene por qué saber a priori que la 
normativa está en una pestaña con esa denominación. 
 En lo concerniente a su actualización, si bien no se pone en duda que se 
vayan a ir añadiendo las normas a medida que se vayan aprobando, habrá 
que ver si con el tiempo se da plena satisfacción a la exigencia de publicar o 
texto completo vixente en cada momento
parcialmente697. 
La conclusión es clara: la UVigo ha dado cumplimiento de un modo bastante 
aceptable aunque no del todo exacto, debido sobre todo a la exigencia del acceso 
directo desde la página web principal  a la obligación derivada de la LSUG. 
Por ello, si partimos del texto literal del precepto las normas internas univer-
teranse que publicar no Diario Oficial de Galicia ou en taboleiros oficiais virtuais la 
UVigo puede, en principio, escoger, salvo en aquellos casos en que tal opción no exista, 
                                                            
696 Se mejora así, también, la situación anterior en cuanto al contenido, pues estos compendios 
normativos sectoriales por servicio constituían elementos totalmente paralelos, independientes y 
ajenos al conjunto del repertorio. 
697 Ello exige un trabajo adicional de refundición y reelaboración de las normas internas. 
 Aun cuando podría ser suficiente con publicar directamente la norma modificadora y mantener la 
publicación original de la norma modificada es decir, publicar íntegramente ambas  el correcto 
cumplimiento, a mi entender, de la disposición final segunda exige la generación de una tercera norma, 
que es la que finalmente se publicaría, elaborada por el texto antiguo como base al que se añadirían las 
 
 Es de agradecer que el legislador gallego haya cambiado la redacción original del anteproyecto de 2013 
que elevaba a conditio sine qua non 
reglamentos la legalidad, la competencia, el respeto a la reserva de ley, la jerarquía, la publicidad y la 
inderogabilidad singular. 
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la segunda vía para dar a conocer sus normas internas y omitir la publicación en el 
DOG, con el ahorro económico que ello supone. Pero para eso debe hacerlo con 
cumplimiento de todos los requisitos legales establecidos. En caso contrario, no le 
quedaría más remedio que publicarlas en el DOG. 
9.3.7. No ha implantado un boletín oficial propio 
Una alternativa a una y otra, una tercera vía, para la publicación de su normativa 
interna no contemplada expresamente por la norma gallega pero que no sería incom-
patible con ella sería que la Universidad contase con un diario o boletín oficial propio.
Muchas Universidades españolas han optado por dotarse de ellos698 para dar 
difusión, no solo a normativa, sino en general a una serie de información y documen-
tos699 necesitados de una especial publicidad que, quitados aquellos que sean de obligada 
publicación en DOUE, BOE o el diario oficial correspondiente, funcione de un modo 
similar a aquéllos pero que les ahorre el abono de las tasas de publicación que su uso 
suele exigir. 
Su existencia, como digo, no tiene por qué resultar incompatible con la del 
repertorio jurídico puesto que éste no deja de ser una relación de normas vigentes y 
aplicables configurada como vínculos activos que redirigen a documentos conservados y 
almacenados en distintos formatos (.pdf, página web, etc.) y ubicaciones. Estos vínculos 
bien podrían remitir a la página correspondiente del boletín oficial universitario en que 
se hubiera publicado la norma. 
Sin perjuicio de la gran utilidad que pudiera tener para la difusión de cierto tipo 
de información lo que le daría un carácter auténticamente oficial, respaldado sin duda 
alguna de unas garantías de veracidad, calidad y responsabilidad tan fuertes como las de 
una sede  un boletín oficial no es un requisito ineludible ni necesario en la construcción 
                                                            
698 Sin ánimo exhaustivo, que no es el objeto de este estudio, puede decirse que tienen boletín oficial 
Universidades como la de Zaragoza (BOUZ), la Complutense de Madrid (BOUCM), la Autónoma de 
Madrid (BOUAM), la Politécnica de Madrid (BOUPM), la de Sevilla (BOUS), la de Granada 
 
699 medio para dar publicidad a las disposiciones y 
acuerdos de órganos generales de la Universidad de Zaragoza. Asimismo podrán publicarse en BOUZ 
las resoluciones y acuerdos adoptados en los Consejos de Departamento, Juntas de Centro y demás 
comisiones existentes en el seno de la Universidad cuando los mismos resulten de interés general para 
la comunidad universitaria disponible en https://zaguan.unizar.es/collection/bouz [última consulta: 
octubre de 2015]). 
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de una administración electrónica. De hecho, la propia doctrina ni se pronuncia sobre 
diarios que no sean los autonómicos y estatal. 
Ni de lejos se puede considerar próximo a un boletín oficial, pese a su denomi-
nación parecida, el Diario da Universidade de Vigo (DUVI)700 que funciona más bien como 
un periódico institucional701, con noticias relevantes, destacables o interesantes sobre la 
vida universitaria. Es más, raramente se le da difusión a información jurídicamente 
relevante. 
9.3.8. No hizo pública una planificación o calendario de implanta-
ción de cara al futuro 
Lo más grave de todo lo expuesto ya no es tanto que la UVigo no haya puesto 
en marcha nada de lo obligatoriamente exigido lo cual podría estar perfectamente 
justificado y legalmente permitido si la Universidad fuese capaz de alegar insuficiencia de 
recursos económicos y presupuestarios ex disposición final tercera de la LAESP , sino 
que oficialmente no haya aprobado ni hecho público un programa y calendario de 
trabajo en función de las disponibilidades presupuestarias futuras y las fases o etapas en 
que, en el futuro, los administrados podrán ejercer sus derechos electrónicamente ante 
ella (apdo. 5 de esa misma disposición). 
No vale alegar que este quinto apdo. se refiere únicamente a Comunidades Au-
tónomas y Entidades integrantes de la Administración Local y no emplea una expresión 
bajo la que englobar indubitadamente a entidades como las Universidades públicas (co-
y entidades vinculadas o dependien-
pues no menos cierto es que el resto de apartados tampoco las uti-
lizan y, en todo caso, la LAESP les resulta de aplicación. 
Lo más parecido a una periodificación es la intervención de la secretaria xeral en 
una reunión del órgano colegiado de gobierno de la Universidad. En la reunión 
mantenida en octubre de 2014 con la secretaria xeral mencionada más de una vez me 
comentó que, en cierto modo, dicho calendario o periodificación sí existía, pues en la 
sesión de 14 de octubre de 2014 del Consello de Goberno, sus miembros fueron 
                                                            
700 Accesible desde http://duvi.uvigo.es/ (última consulta: octubre de 2015).  
701 Más bien, constituye un elemento de difusión general como lo puede ser el canal de televisión Uvigo 
TV, accesible desde http://tv.uvigo.es/ (última consulta: outubro de 2015). 
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informados del contenido de esa planificación702. Ahora bien, de la lectura de esa 
intervención se desprende claramente que no es una planificación ni un calendario, que 
al haberse hecho no como un punto del orden del día sino dentro del genérico Informe do 
reitor, no fue objeto ni de debate ni de aprobación y que, pese a todo, no fue en ningún 
momento ni de ningún modo objeto de publicación oficial. 
9.3.9. Propuesta para subsanar las carencias detectadas: actuar 
Para subsanar todas estas deficiencias detectadas la única salida posible es, en mi 
opinión, actuar, poner manos a la obra y recorrer cuanto antes el camino que, habiendo 
tenido tiempo suficiente para haberlo hecho, aún no se recorrió. 
Lo que podría llevar a cabo y que casi no le exigiría esfuerzos de ningún tipo 
sería dar cumplimiento a la disposición adicional segunda de la LSUG y perfeccionar el 
repertorio jurídico electrónico corrigiendo las irregularidades de lo ya disponible: 
 creando un acceso directo desde la página principal y no desde la Páxina da 
Transparencia, con independencia de que dentro de esta última se mantenga 
un acceso directo al compendio jurídico; 
 corrigiendo la duplicidad de acceso por dos vías distintas que deberían 
conducir en teoría  al mismo documento, evitando así errores como el ya 
comentado del Regulamento de Estudos de Doutoramento en nota al pie núm. 
645; 
 asegurándose de mantener debidamente actualizada la base de datos no solo 
incorporando las nuevas normas que se vayan aprobando sino lo que 
parece más difícil de conseguir por constituir un trabajo más laborioso  
eliminando aquéllas que hayan dejado de estar vigentes e introduciendo los 
                                                            
702 El texto íntegro de dicha intervención (letra f del punto 2 del acta (accesible en [vínculo corto] 
http://goo.gl/h6OseV [última consulta: octubre de 2015]) es el siguiente: 
 Continúa o reitor co punto seguinte do seu informe e cede a palabra á secretaria xeral, quen realiza unha 
presentación dos pasos a seguir na implantación da administración electrónica. Indica a secretaria xeral que xa 
hai diversos procedementos iniciais que están implantados en diversas áreas e servizos (perfil do contratante, 
facturación electrónica, matriculación a través de internet, sinatura dixital de actas, etc) que constitúen un 
principio. O que se pretende na actualidade é dar o pulo definitivo, tanto a nivel humano como de medios, para 
que a implantación da administración electrónica se faga de xeito coordinado. Para o cal se propón a actuación 
paralela en distintas liñas dirixidas ao mesmo obxectivo. Describe a secretaria xeral as áreas que serán 
desenvolvidas de xeito paralelo e detalla algún dos procedementos que están a comezar. Explica que xa se ten 
contactado con algún dos servizos, que amosaron unha actitude proactiva fronte á proposta  
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cambios en aquéllas que hayan sido modificadas refundiendo o integrando 
los textos antiguo y nuevo. 
Tampoco le iba a costar mucho trabajo rematar o mejorar todo aquello que tiene 
en elaboración o defectuosamente tramitado: 
a) Apertura de un período de admisión de enmiendas o aportaciones a la 
propuesta de reglamento que creará la sede electrónica que le dé fin al trámite de 
exposición pública y permita dar el paso siguiente que es la aprobación defini-
tiva del Reglamento por el Consello de Goberno. 
Dentro de la gran variedad de opciones que permite la libertad en el ejerci-
cio de la potestad reglamentaria la norma podrá tener mayor o menor 
amplitud, podrá ser sencilla o compleja, podrá incluir o no definiciones
, podrá reiterar preceptos ya contenidos en otras 
normas del marco jurídico electrónico general y/o universitario, etc. , en mi 
opinión, el texto definitivo debería dar lugar a una norma: 
 completa, incluyendo la regulación de los aspectos principales de la im-
plantación, funcionamiento y gestión de otros elementos electrónicos, 
como del perfil del contratante, de la web institucional, de las aplicacio-
nes internas, etc. sin perjuicio de que la regulación concreta y detallada de 
su funcionamiento y uso se derive a normas propias; 
 clara y fácilmente inteligible para los usuarios legos en la materia; 
 lo más breve posible; es más, a menos que su intención sea clarificar el texto, 
debería evitar repetir el contenido de artículos de otras normas porque su 
inclusión es irrelevante para la validez de la norma nada le añade y es 
totalmente completa sin él703  a la vez se aligera su texto facilitándose su 
lectura y comprensión. 
                                                            
703 Estos preceptos, por su posición en el marco jurídico electrónico, de algún modo predeterminan y 
modulan el contenido de la norma interna y obligan aunque no sean incluidos expresamente. 
 Así lo ve también el Tribunal Supremo, p.ej. en la, ya citada más de una vez, STS de 22/2/2012 (FJ 
de las mismas, y otras 
regulaciones sectoriales que sobre la cuestión reglamentada incidan, no serán ignoradas por el hecho 
de que la norma impugnada no contenga precepto alguno sobre ellas. Contrariamente, esas normas 
serán también aplicadas; si así no fuera y los textos sectoriales exigiesen repetir lo que sobre ellos se 
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b) Elaboración y aprobación de un auténtico calendario del proceso de implantación de la 
e-administración de la UVigo, que resulte más real, creíble y aplicable que 
aquel amago de periodificación al que se hizo referencia en la nota al pie 
núm. 702. 
Con lo expuesto hasta ahora tendremos puestos los cimientos de un camino 
serio de cara a la implantación de la e-administración universitaria, pero como un pro-
ceso de este calibre sería totalmente impensable que se acometa en un corto período de 
tiempo, atendiendo a las exigencias presupuestarias que ello requiere, se debería contem-
plar un proceso escalonado que podría ser el siguiente: 
1. Constitución de la Comisión da Administración Electrónica en el caso de que el re-
glamento se apruebe tal y como figura en la propuesta  u órgano equivalente 
que lo sustituya704, pues se prevé qu o órgano que terá as máximas competen-
cias decisorias para o impulso e implantación da administración electrónica, así como velar 
polo cumprimento dos principios e dereitos dos cidadáns recollidos na normativa de 
aplicación ; 
2. Implantación de la sede electrónica. El órgano impulsor sea unipersonal o colegia-
do  debería tener como primer objetivo ejecutar el contenido del propio Re-
glamento y poner en marcha la sede electrónica de la Universidad, con todas 
las garantías de contenido y funcionamiento. 
Esto incluiría el tablón oficial electrónico que daría validez a actuaciones como 
aquellas publicaciones complementarias y/o sustitutivas de notificaciones, 
todo tipo de anuncios de relevancia adadémico-adninistrativa, avisos sobre 
problemas de funcionamiento de servicios físicos o tecnológicos, etc. 
                                                                                                                                                                        
 Vid. también la, ya también citada, STSJ de Galicia de 28/1/2001, en la que un sindicato recurre el 
acuerdo del Claustro de la UVigo donde se aprobaba el Regulamento do Tribunal de Garantías por 
considerar que reunía importantes deficiencias, la mayor parte relacionadas con la falta de preceptos 
en uno u otro sentido. El Tribunal desmonta y desestima el recurso dando a entender (FJ 3º) que 
carece de relevancia esa argumentación pues ya se contienen en los propios Estatutos e, incluso, en el 
Regulamento de Réxime Interno del Claustro, órgano que lo designa. 
704 Pudiera ser posible que finalmente no se crease un órgano colegiado de este tipo. A día de hoy y pese 
a que las principales tareas de impulso de la administración electrónica las está asumiendo la Secretaría 
Xeral  figuran oficialmente delegadas en favor del o la gerente/a (vid Delegación en 
favor do xerente Resolución rectoral de 7 de mayo de 2014 de delegación de competencias [DOG del 13] que 
delega en él o ella la supervisión de las tecnologías da información y la comunicación y sus servicios y, 
en especial, el impulso de la administración electrónica). 
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3. Puesta en marcha del registro electrónico de la UVigo, lo que incluye (1º) llevar a 
cabo los trámites conducentes a la aprobación de la norma reguladora 
(elaboración de un borrador de norma, aprobación de la propuesta por el 
órgano competente, exposición pública del texto, aprobación definitiva y 
publicación, por lo menos, en la sede electrónica), (2º) el diseño/adaptación y 
posta en marcha de la aplicación-soporte y (3º) la adopción de las medidas 
tendentes a la coordinación con los registros presenciales.
4. Mejora del Perfil do contratante, incorporando la participación de terceros de 
confianza en la publicación y comunicación de documentación.
Finalmente, deberían/podrían ser objeto de implantación elementos que, no siendo 
esenciales, sí resultasen imprescindibles o recomendables para la consecución de una casi 
perfecta e-administración, como podrían ser un sistema de notificación electrónica, un 
diario oficial propio, etc. Todo esto de modo simultáneo con un continuo trabajo de 
supervisión, control, corrección y mejora de lo ya implantado. 
Aun a pesar de las críticas que espero y deseo, constructivas  vertidas a lo largo 
de todo el texto de este trabajo y, sobre todo, en este último apartado, aun cuando se le 
puedan echar en cara la ausencia de todo lo descrito hasta ahora, aun siendo todo ello 
cierto, no lo es menos que el punto de partida no es el cero absoluto. En el camino de la 
instauración de una e-administración universitaria propia y de derecho, la UVigo puede y 
debe aprovechar todo lo que ya tiene implantado en lo relativo al empleo de las nuevas 
tecnologías en el ejercicio, por parte de la institución y de sus órganos, de las 
competencias administrativas, educativas y de gobierno y en las relaciones bidi-
reccionales con sus usuarios, instrumentos, medios y aplicaciones algunos de ellos ya 
mencionados en los apartados precedentes  y que constituyen su administración 
electrónica de hecho. Sin ánimo exhaustivo se podrían citar y, someramente, describir los 
siguientes. 
a) Medios relacionados con la difusión de información de acceso general 
En más de una ocasión he tenido oportunidad de referirme a la página web 
institucional u oficial www.uvigo.es/www.uvigo.gal, que se podría calificar globalmente 
como bien estructurada, completa, con algunos subapartados o elementos dignos de 
felicitación (como el ya mencionado Perfil do contratante) aunque con otros que cuentan 
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con ciertos defectos subsanables  a los que ya me he referido en su momento y que no 
es cuestión de reiterar aquí, por redundante, lo ya dicho. 
A ella habría que añadir un amplio elenco de webs satélite, bajo diferentes tipos de 
dominio, donde entidades y estructuras internas de la más diversa índole (como Vice-
rrectorados705, centros706, departamentos707, profesores a título particular708, determi-
nados servicios709 y áreas710, órganos de representación de su personal711
información de lo más variado, así como diversos blogs y perfiles en redes sociales712 que en 
contraposición a la calidad de la información que difunden que muchas veces debe 
consultarse con cautela, pues no cuenta con el respaldo jurídico que avala la ofrecida, ya 
no por una sede, sino incluso de una web oficial  tienen una enorme utilidad cuando lo 
que se persigue es la divulgación y publicitación de eventos, actividades, imágenes, 
simplemente la participación activa (opiniones, subida de fotos, asistencia a 
de quienes los consultan. 
b) Instrumentos para el acceso a información restringida 
                                                            
705 Vid. p.ej. para la Vicerreitoría do Campus de Ourense http://vicou.uvigo.es/ y para la Vicerreitoría do 
Campus de Pontevedra http://campuspontevedra.uvigo.es/ (en ambos casos, última consulta: octubre de 
2015). 
706 Baste un ejemplo: la Facultade de Dereito de Ourense en http://dereito.uvigo.es/ (última consulta: octubre 
de 2015). 
707 Quizás también aquí sea suficiente un único ejemplo: la del Departamento de Dereito Público Especial: 
http://depx13.webs.uvigo.es/ (última consulta: octubre de 2015). 
708 Por ser insistente con el ámbito jurídico en el que me muevo, podría citar el espacio web de mi 
director de tesis, el Prof. Dr. Roberto O. Bustillo Bolado: http://webs.uvigo.es/rbustillo/index.html 
(última consulta: octubre de 2015). 
709 P.ej. la de la Biblioteca Universitaria http://www.biblioteca.uvigo.es/, la cual a su vez vincula con otra 
serie de páginas y aplicaciones con diversas funciones, como el catálogo bibliográfico y gestor de 
préstamos (Perseo: http://www.perseo.biblioteca.uvigo.es/search*gag/), un buscador de recursos 
electrónicos (http://sp.bugalicia.org/vig/gl/subjects/) o su blog (http://www.blogdabiblio.es/) [para 
todas, última consulta: octubre de 2015]. 
710 Vid. la página de la Oficina de Medio Ambiente (OMA): http://webs.uvigo.es/oma/ (última consulta: 
octubre de 2015). 
711 Vid. p.ej. las páginas web de la Xunta de Persoal de Administración e Servizos (http://xuntapas.uvigo.es/) y 
de la Xunta de Persoal Docente e Investigador (http://webs.uvigo.es/xuntapdi/) [en ambos casos, última 
consulta: octubre de 2015]. 
712 Ya he citado en nota anterior el blog de la Biblioteca Universitaria; pero cada día son más frecuentes 
este tipo de instrumentos; p.ej. vid. el blog (http://historiaourense.blogspot.com.es/), el perfil en 
Facebook (https://www.facebook.com/facultadehistoriaourense?ref=hl), el perfil en Twitter 
(https://twitter.com/uvigo) y el canal Youtube (https://www.youtube.com/user/uvigo) de la Facultade 
de Historia de Ourense [en todos los casos, última consulta: octubre de 2015]. 
La administración electrónica de las Universi  
 página 349 Óscar Veloso Fernández 
Han de entenderse como tales todos aquellos que, para ser empleados, requieren 
de la previa identificación del usuario, normalmente a través de un sistema de claves 
concertadas previo registro voluntario y/o del empleo de datos previamente conocidos 
por ambas partes. Podría criticarse, sin embargo, que entre los medios disponibles no se 
encuentren todavía ni la posibilidad de emplear el DNIe ni cualesquiera otros sistemas 
de firma electrónica avanzada o reconocida. 
El más importante es, sin duda, la Secretaría Virtual713 ya que a través de ella se 
accede, de forma totalmente confidencial, a información personal de corte laboral, 
profesional y/o académica de gran relevancia714, así como a una serie de aplicaciones 
más o menos amplia, según los casos, directamente relacionadas con sus funciones en la 
comunidad universitaria715. 
Otro instrumento que ha de entenderse como de acceso restringido es todo lo 
relacionado con el correo electrónico, por cuanto la UVigo les da la posibilidad a todos los 
miembros de la comunidad universitaria de contar con una716 cuenta de correo (es cierto 
que bajo distintos dominios, según su condición717) que ha de configurarse con una 
determinada contraseña. Su carácter de acceso restringido no se ve afectado por el 
hecho de que las diversas aplicaciones718 que se puedan emplear para la lectura de los 
                                                            
713 Accesible desde https://seix.uvigo.es/ (última consulta: octubre de 2015). 
714 P.ej. el PAS y el PDI tienen acceso a través de ella a sus últimas nóminas, a los puestos desempeñados 
a lo largo de toda su vinculación con la institución, al estado de tramitación de las convocatorias de 
acción social ayudas económicas a determinadas situaciones familiares y laborales , a los resultados 
de determinados procesos de concurrencia competitiva en los que participan (concursos de traslados, 
promociones internas, etc.). 
 El alumnado, a través de ella, accede a la consulta de su expediente académico o sus calificaciones. 
715 P.ej. el PDI y el PAS pueden acceder, entre otras, a la página web de la empresa adjudicataria de la 
adquisición exclusiva de determinados productos de material de oficina, al aplicativo de pedidos, a 
diversas plataformas relacionadas con la investigación (englobadas bajo la denominación común de 
SUXI o Sistema de Xestión da Investigación), a aplicativos de gestión y consulta de los planes de 
ordenación docente (POD), etc. 
 El alumnado, como se verá a continuación, accede desde ella a la aplicación de matriculación on line.
716 Lo normal es una; pero no son raros los casos en que se puede contar con varias ya que el PAS puede 
disponer de una personal y otra profesional vinculada con su puesto de trabajo lo mismo que aquellos 
PDIs que desempeñen un cargo académico; determinados PAS desempeñan puestos en dos órganos 
p.ej. en dos Departamentos  disponiendo de sendas cuentas.  
717 P.ej. lo normal es que sean del tipo @uvigo.es; sin embargo, a los alumnos se les otorga una cuenta del 
tipo @alumnos.uvigo.es. 
718 software propietario o software 
libre); pero no con la , que pone a disposición de todos los usuarios la propia 
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de 
modo que haya que introducirla reiteradamente cada vez que se accede a la aplicación , 
ni por el hecho de que la gran mayoría de correos que circulan a través de las distintas 
listas de correo son de simple divulgación y difusión y carezcan de contenido personal. 
Por último, no debería olvidarme de la presencia de la UVigo en los dispositivos 
móviles (teléfonos, tablets e instrumentos similares) a través de la app UVigo!, una 
aplicación que, aunque a día de hoy719 es empleada únicamente como instrumento de 
difusión de avisos, noticias, convocatorias, etc. que se podrían obtener a través de la web 
y de las listas de correo electrónico, requiere para su instalación en el dispositivo móvil 
la introducción de los mismos usuario y contraseña que los de la Secretaría Virtual. 
c) Aplicaciones vinculadas con el proceso académico y formativo 
Debemos comenzar el análisis de este apartado con una aplicación dirigida 
exclusivamente al alumnado, cuya finalidad es la gestión de su matrícula por vía tele-
mática, sean alumnos de nuevo ingreso sean Automatrícula720. El 
programa les permite, de una forma cómoda y visual formalizar y/o modificar su 
matrícula en los períodos habilitados, con una importante reducción de la posibilidad de 
cometer errores (como los derivados de escoger excesivo o escaso número de créditos, 
o de pretender seleccionar materias no permitidas, o no haber escogido entre aquellas 
disciplinas que sean incompatibles entre sí, p.ej. gallego-castellano, inglés-
con la posibilidad de indicar todas aquellas condiciones que pudieran repercutir en la 
reducción, la exención, el fraccionamiento o la domiciliación de las tasas administrativas 
y académicas. 
La UVigo cuenta, además, con dos plataformas dirigidas hacia la teledocencia o 
formación on line que aunque no están exclusivamente dirigidas a un tipo u otro de 
educación, lo cierto es que la práctica y el uso que día a día se les está dando hace que: 
                                                                                                                                                                        
Universidad (https://correoweb.uvigo.es/, última consulta: octubre de 2015), que siempre va a 
requerir introducir tanto el nombre de usuario como de la contraseña, sin posibilidad de su omisión. 
719 En palabras de la secretaria xeral, la intención es, con el tiempo, mejorarla con la posibilidad de acceder 
a la información restringida que ofrece la Secretaría Virtual. 
720 Accesible desde la Secretaría Virtual, si bien en períodos de matrícula es habitual que se cree en la 
página principal de la web un acceso directo. 
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la plataforma Faitic721 esté orientada, sobre todo, hacia la formación reglada
(entendiendo por tal la que integran las enseñanzas de grado, máster o 
doctorado), tanto en su versión de simple apoyo y complemento a la 
docencia presencial como de instrumento fundamental en la impartición de 
docencia semipresencial o incluso virtual; 
 y el Aula Virtual Bubela722 esté enfocada hacia la formación no reglada, 
continua y a lo largo de toda la vida (como cursos de extensión universitaria, 
de idiomas, formación en el ámbito laboral, etc.), sea como simple aplicación 
para llevar a cabo las labores de gestión de los trámites administrativos ins-
cripción,  sea como vehículo para la impartición 
efectiva on line de los contenidos. 
En la gestión de las calificaciones las nuevas tecnologías también tienen su 
importancia. Desde hace unos años la UVigo ha modificado el procedimiento de 
cobertura de las actas de calificación por parte del PDI introduciendo el uso de lo que 
en el entorno académico-administrativo de la institución olívica se ha dado en llamar 
actas digitales o electrónicas. Ahora bien, no es un proceso telemático completo sino mixto:
 sea el primero o 
cada uno de los posteriores derivados de modificaci  
del acta, entendiendo por tal el acto del docente de dar por definitiva y válida 
la relación de calificaciones asignadas; 
 segundo, porque salvo en aquellos casos en que experimental y/o voluntaria-
mente, los docentes hayan optado por su firma electrónica, lo normal y 
habitual es la impresión del acta en papel y su firma manuscrita; 
 y tercero, porque al no existir un archivo universitario electrónico, en todo 
caso las actas habrán de ser almacenadas y custodiadas por el método tradi-
cional: impresión, diligenciado por la secretaria o secretario del centro, 
encuadernación y custodia en la Secretaría de Alumnos correspondiente. 
Finalmente, es posible la comunicación de las notas por vía SMS. Ahora bien, esta 
posibilidad depende de demasiadas condiciones y avatares como para considerarla una 
                                                            
721 Accesible desde http://faitic.uvigo.es/ (última consulta: octubre de 2015). 
722 Acceso desde https://bubela.uvigo.es/bubela/ (última consulta: octubre de 2015). 
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ºvía eficaz. Primero, porque, al ser configurada como una fórmula voluntaria, exige, 
como es lógico, la previa suscripción de la alumna o alumno a través de la correspon-
diente solicitud, que puede de ser presentada en cualquier momento (del mismo modo, 
en cualquier momento dicha suscripción puede ser revocada) ante los servicios 
administrativos del centro. Segundo, porque ha de ser el propio docente, al cubrir o 
todos y cada uno de los 
iconos que le indican los sujetos que han dado permiso para ser avisados por esa vía, sin 
que exista ni la posibilidad de una comunicación automática lo deseable ni la posibi-
clic. 
Todo ello ha conducido irremisiblemente a su práctico desuso. 
d) Otras aplicaciones de las nuevas tecnologías en el funcionamiento ordi-
nario de la institución 
Ya he tenido ocasión de citar las experiencias piloto de la UVigo con el voto elec-
trónico723, el uso de la Uvigo TV724 para difundir documentales de creación propia, confe-
rencias y charlas, cursos formativos llevados a cabo on line  y la existencia de un 
periódico institucional como es el DUVI725, pero a ello habría que añadir: 
 el frecuente uso de las técnicas de videoconferencia para celebrar reuniones de 
trabajo cuando dichas sesiones implican la participación de personal ubicado 
en más de un Campus  y para la formación a distancia, con buena lógica y 
como un instrumento ineludible, en disciplinas con docencia virtual o semi-
presencial; 
 el recurso en más de una ocasión a la subasta electrónica para la licitación de 
algunos contratos administrativos726; 
                                                            
723 Vid. nota al pie núm. 662. 
724 Vid. nota al pie núm. 701. 
725 Vid. nota al pie núm. 700. 
726 La subasta electrónica fue el procedimiento de licitación utilizado en el año 2011 para la contratación 
del suministro eléctrico para los tres Campus de la Universidad de Vigo. 
 Búsquese y consúltese en el Perfil do contratante (http://perfilcontratante.uvigo.es/ [última consulta: 
octubre de 2015]) el expediente 05/11; Criterios, ponderación e fases de 
adxudicación
pequeño procedimiento. 
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o el obligado empleo, consecuencia de la aplicación de la LIFE, del Sistema 
Electrónico de Facturación de la Xunta de Galicia y su PGEFE para recibir facturas 
electrónicas de los proveedores y ofrecerles a estos y a los servicios de 
intervención de la Xunta información sobre los estados de tramitación. 
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Conclusiones 
Las conclusiones académicas que pueden derivarse del trabajo precedente son las 
siguientes: 
 Sobre la administración electrónica en general 
1. Aunque decidir cómo emplear las tecnologías de la información y la comunicación en el 
ámbito administrativo puede constituir un dilema susceptible de generar cierto debate, éste no es, ni 
mucho menos, de reciente aparición, pues ya a principios de la década de los 90 la redacción 
originaria de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común antes lo habían hecho 
otras normas, pero ésta es la primera de rango legal  mostraba cierta preocupación por 
cómo integrar los medios informáticos, electrónicos y telemáticos en el quehacer 
administrativo aunque desde un punto de vista potestativo , lo que sí es relativamente 
reciente ya no es regular el posible uso de este tipo de medios en el entorno administrativo, 
como instrumentos independientes y de forma aislada, sino cómo hacerlo de una forma global, 
desde una nueva perspectiva y bajo una serie de garantías y requisitos, conformando lo que 
común y pacíficamente se ha dado en llamar administración electrónica. 
. 
2. Con carácter previo, quizás sea conveniente hacer hincapié sobre dos aspectos 
que suscitaron mi curiosidad desde el primer momento que comencé este estudio. Uno 
es el hecho de que la gran mayoría de los autores se refieren a Administración electrónica, en 
mayúscula, cuando por lógica su grafía debiera ser minúscula, primero, porque la e-administración 
electrónica no constituye un nuevo ente con personalidad jurídica, ni un tipo o 
agrupación de ellos, sino una forma nueva de gestionar, de funcionar y, segundo, por 
coherencia con el resto de la nomenclatura empleada en el entorno tecnológico. Otro, el 
hábito de que la e-administración y todo lo que la integra se califique exclusivamente como 
cuando ha de vincularse indistintamente con el empleo de medios informáticos, 
electrónicos y telemáticos (siendo, precisamente, los telemáticos los que caracterizan la situación actual). 
Ello ha de justificarse, no obstante, a que ha sido lo tácita y socialmente asumido.  
. 
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3. Independientemente de las opiniones que puedan extraerse de todo lo 
anterior, lo cierto es que dificulta cualquier delimitación jurídica el hecho de que no existe 
en el ordenamiento jurídico español una definición de origen normativo, o algo aproximado, del concepto 
de e-administración como tampoco existe de otros términos jurídico-administrativos como 
los de Administración pública, órgano administrativo o procedimiento administrativo  
debiendo llevarse a cabo su configuración por medio de construcciones doctrinales que 
pueden ser más o menos acertadas, pero que en cualquier caso serán subjetivas y 
dispares. La OCDE en su documento de trabajo cuyo título califica la e-administración 
como ofrece una definición, pero muy sencilla, simplemente asociando 
Administración y TICs. También existe una en el ordenamiento comunitario, en 
concreto, en la Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al 
Comité de las Regiones [COM (2003) 567 final, de 26 de septiembre], pero en ella se 
contempla desde una perspectiva tan amplia que va más allá de cómo legal, reglamenta-
ria, jurisprudencial y doctrinalmente se ha perfilado en España, estando más próximo a 
lo que se entiende por e-Governance o Gobierno electrónico. En todo caso, está claro que la 
administración electrónica atendiendo al sentido en el que han de interpretarse sus dos 
términos: ministra tión, 
sentido genérico, como aglutinante también de lo informático y lo telemático  se refiere al 
ejercicio de las competencias, a la prestación de servicios y al desarrollo de la actividad de una 
Administración pública empleando las tecnologías de la información y la comunicación. 
. 
4. Ahora bien, dada la gran diversidad y modos de funcionamiento de las 
tecnologías disponibles en el mercado o que pudieran crearse o adaptarse expresamente 
para una finalidad administrativa, no debería considerarse apto cualquier medio, instrumento, 
aplicación o elemento, ni oportuno que se utilizase de cualquier modo. A lo largo de mi trabajo de 
investigación eché en falta que la doctrina no se hubiera detenido siquiera mínimamente 
a analizar qué elementos debería reunir el empleo de una tecnología en el ámbito 
administrativo para poder ser considerada parte constitutiva de una e-administración y 
no como un simple utensilio o instrumento más tal y como, desde hace varias décadas, se 
viene haciendo de forma habitual, frecuente y común en todas y cada una de las 
Administraciones españolas. De ahí que haya considerado oportuno incluir y desarrollar 
un apartado destinado a ello, de modo que, en mi opinión, es necesario que implantación 
y/o uso estén enfocados de cara a terceros, y no solo a un uso interno, que estén 
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relacionados con el desempeño de una actividad administrativa, sometida a Derecho 
Administrativo, que sean jurídicamente relevantes, creando derechos, generando deberes 
o implicando consecuencias jurídicas y que reúnan una serie de exigencias jurídicas y 
materiales, tales como legalidad, competencia, protección de datos, responsabilidad, etc. 
. 
5. Pero aún no sería suficiente. Haría falta un último requisito más: el de los 
cambios. Habiendo incorporado una institución pública a su quehacer ordinario uno, 
varios o una gran cantidad de medios, instrumentos, aplicaciones, etc. que reúnan todos 
esos requisitos anteriores aún no podría decirse abiertamente que cuente con una e-
administración al uso , pues, tal y como refiere con insistencia la doctrina, la administra-
ción electrónica se configura como un complejo poliedro (Agustí CERRILLO i MARTÍNEZ) donde, 
además de la parte tecnológica, hay que tener en cuenta las demás facetas que vendrían represen-
tadas por cada uno de los imprescindibles cambios de diversa índole que han de acompañar su imple-
mentación: en la gestión de los recursos humanos, en la formación del personal y de los 
usuarios , en la remodelación de procedimientos y reorganización administrativa y, por 
supuesto, en la aprobación de las normas que le den la oportuna cobertura jurídica. 
. 
6. De ahí que, aun cuando lo deseable es que todo sistema e-administrativo se 
halle configurado con todas y cada una de las caras del poliedro y hacia ello se tenderá, 
sin duda , no será difícil encontrar ejemplos de Administraciones que, estando en una 
fase embrionaria o transitoria, no cuenten con la totalidad de lo exigido, no pudiendo 
negárseles, por este único motivo, el valor que pudiera tener lo implantado como 
administración electrónica en ciernes. Por eso, he optado por diferenciar entre una 
administración electrónica de derecho para los primeros casos  y una administración electrónica de 
hecho en los segundos , lo cual no ha de entenderse como una estricta dicotomía o lo 
uno o lo otro  sino más bien como los extremos de un abanico en el que a medida que 
se vayan cumpliendo requisitos y produciendo los cambios mencionados se irá, 
progresivamente, desplazando desde la situación de hecho hacia la de derecho.  
. 
7. En cuanto al aspecto normativo, debe decirse que el marco jurídico electrónico es 
muy complejo, pues además del sistema de bases+desarrollo  instaurado legalmente hay 
que añadir ad supra la configuración que se hace a nivel comunitario y ad infra tanto el 
posible desarrollo legal y/o reglamentario como la necesaria regulación de adaptación y 
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aplicación. También es amplio, ya que no abarca solo aspectos administrativos que se 
podrían recoger fácilmente en una o en varias normas  sino también cuestiones trans-
versales como ocurre con el desarrollo de la Sociedad de la Información en general, la 
firma electrónica, la protección de datos, etc. Finalmente, teniendo en cuenta la variabi-
lidad de su objeto de regulación, es susceptible de estar continuamente sometido a evolución con el 
fin de adaptar su contenido al cambiante mundo de la tecnología. 
. 
8. Todo lo dicho es tan cierto como la consecuencia que acarrea: una materia tan 
vasta no puede ser acogida por una única o por un relativamente reducido número de normas como sí 
ocurre en materia de subvenciones o contratación administrativa, por ejemplo . Ello no 
obsta a que lo grueso, lo principal, de la regulación de la e-administración sí pueda ser 
reducido a una norma homogeneizadora. Eso es lo que ha ocurrido en España, donde lo 
fundamental de la regulación de la administración electrónica figura plasmado en la que es la ley 
basilar en la materia: la Ley 11/2007, de 12 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a 
los Servicios Públicos, motivo por el cual buena parte de la doctrina discrepancias aparte  
tiende a llamarla simple y llanamente Ley de la Administración Electrónica o, abrevia-
damente, LAE. 
 Sobre la Ley 11/2007, su significado y su contenido 
9. La Ley 11/2007 es una ley básica, dictada al amparo del art. 149.1.18ª de la 
Constitución española con el fin de garantizar un trato común de todos los 
ciudadanos ante todas las Administraciones públicas, por ello su articulado básico  
aquél que revista tal condición, porque no lo es en su totalidad  se convierte en conte-
nido de obligado respeto en todo el territorio nacional. Un contenido básico que se 
extiende más allá de la propia Ley, por habilitación legal expresa, a una serie de dispo-
siciones reglamentarias que se hubieron de dictar por el Gobierno mediante Real 
Decreto y con tal carácter básico, como son el Real Decreto 1494/2007, de 12 de noviembre, 
sobre las condiciones básicas para el acceso de las personas con discapacidad, el Real 
Decreto 3/2010, de 8 de enero, relativo al Esquema Nacional de Seguridad y el Real Decreto 
4/2010, de 8 de enero, que regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad. 
. 
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10. A pesar de lo dicho, puede considerarse acertada la conclusión de que la Ley 
11/2007 no agota suficientemente el título competencial atribuido al Estado (Eduardo 
GAMERO CASADO) o, lo que es lo mismo, es poco ambiciosa en su contenido básico habida 
cuenta que solo una parte del articulado lo es, lo cual lejos de perseguir un modelo más o 
menos homogéneo de administración electrónica, se convierte en una regulación de mí-
nimos necesitada de ulteriores concreciones y desarrollos normativos, tanto a nivel autonómico le-
gal y/o reglamentariamente  como a nivel de cada una de las Administraciones públicas. 
. 
11. Pero la Ley 11/2007 no es solo una ley básica. Como ha destacado la doctrina 
(Eduardo GAMERO CASADO), es, a la vez una ley común, por cuanto se aplica de forma 
transversal a todas las Administraciones, y una ley especial en relación a su objeto. Por todo 
ello, mantiene una peculiar relación con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común con la que comparte las 
características de ser básica y común  pues mientras que en las antinomias que pudieran 
surgir entre ellas tiene preferencia la Ley 11/2007 por su carácter especial y por ser 
posterior, en lo no regulado que no es precisamente poco  cubrirá sus lagunas la Ley 
30/1992 por ser, además de común, ley general.  
. 
12. La novedad, el revulsivo jurídico-social ínsito en la propia Ley 11/2007 radica en que 
convierte la, hasta entonces, posibilidad de que las Administraciones incorporasen las 
nuevas tecnologías en el desarrollo de su actividad ex art. 45 de la Ley 30/1992 en un 
auténtico derecho para los ciudadanos que implica el correlativo deber para aquéllas de 
poner medios electrónicos suficientes a su disposición. Un derecho general que, comple-
tado con una serie de derechos-satélite o concreciones en determinados aspectos unos 
totalmente novedosos y propios del entorno telemático, otros la simple versión 
electrónica de algunos de los tradicionales derechos del ciudadano del art. 35 de la Ley 
30/1992, unos directamente aplicables, otros necesitados de ese mencionado desarrollo 
posterior  configura un auténtico Estatuto del administrado electrónicamente que, como tal, es 
susceptible de que se pueda exigir su cumplimiento y, en su caso, de que se pueda 
pretender su defensa, su protección y su reparación en vía administrativa y/o judicial. 
. 
13. De hecho, este Estatuto ha de considerarse abiertamente vulnerado cuando, 
transcurridos más de ocho años de la promulgación de la Ley 11/2007, todavía existan 
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Administraciones que no cumplan con tales deberes legales. ¿Cómo puede ser ello 
posible? Pues porque lo enormemente positivo que traía consigo la Ley ha caído en saco 
roto con la inclusión en el intenso debate parlamentario de que fue objeto  de una 
poco definida cual es la disposición final tercera, que ha permitido el retraso en la 
implantación de los medios técnicos necesarios para permitir el ejercicio de los derechos electrónicos de los 
ciudadanos recurriendo al indeterminado concepto de insuficiencia en sus bilida-
des presupuestarias , justificación que, a la postre, no solo se ha traducido en las 
previsibles  distintas velocidades de implantación sino, y sobre todo, en que y esto a lo 
mejor no era tan presumible  aún haya Administraciones sin una e-administración 
mínimamente definida. 
 Sobre la administración electrónica en el ámbito universitario 
14. Las Universidades públicas españolas, Administraciones a todas luces, constituyen un 
buen ejemplo de diferentes velocidades y niveles de implantación. Mientras que la Universidad 
Nacional de Educación a Distancia y la Universidad Internacional Menéndez Pelayo, 
como instituciones vinculadas a la Administración General del Estado, han debido de 
posibilitar el acceso electrónico a sus servicios como muy tarde el 31 de diciembre de 
2009; a las demás se les ha exigido el cumplimiento de la Ley 11/2007, en principio, no 
en función de su autonomía universitaria que no es absoluta, más bien académica, de 
gobierno y de gestión  sino de acuerdo con lo establecido para su Comunidad Autó-
noma de adscripción. 
Pero la situación se complica ya no solo cuando su Comunidad no haya dictado 
normas de desarrollo de la Ley 11/2007, sino también y este punto se le ha escapado a 
la doctrina que ha estudiado la cuestión, de ahí que haya tenido que incluir un supuesto 
más de relación normativa autonómica-Universidades  cuando existiendo regulación 
autonómica, ésta las ha ignorado o tácitamente excluido de su ámbito de aplicación. En 
estos casos, la decisión de implantar o no y en qué condiciones ha quedado en manos de 
las propias Universidades, unas instituciones con unos presupuestos habitualmente califi-
cados de insuficientes que ha motivado que alguna que otra se haya aferrado a la cláusula 
 incluso sine die, incumpliendo así también 
la obligación de aprobar y publicar los calendarios de implantación  la existencia de su 
e-administración universitaria. 
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.15. Resulta notorio el ejemplo del Sistema Universitario de Galicia, integrado por tres 
únicas instituciones, públicas todas ellas, vinculadas a la misma Comunidad Autónoma 
que ha dictado una normativa propia de desarrollo de rango reglamentario junto con un 
conjunto de normas de distinto rango que tangencialmente complementan aquélla , con 
una situación económica similar  pero en las que la evolución administrativo-electró-
nica se ha manifestado de manera muy diferente de unas respecto a las otras y de todas 
ellas con la que ha sufrido la propia Xunta de Galicia. El motivo: la normativa autonómica se 
encuadra, precisamente, en ese tercer supuesto de vinculación normativa autonómica-Universidades que 
he añadido y que supone que las excluye tácitamente. 
. 
16. La Universidad de A Coruña habiendo sido la primera de las tres en aprobar y publicar 
un reglamento sobre la materia 2012  no ha sido hasta muy recientemente 2015 que lo ha 
ejecutado y puesto en práctica. Efectivamente, en el DOG del 18 de julio de 2012 se publicaba 
un primer reglamento que, a pesar de su denominación, podía calificarse de completo, 
pero la creación e implantación de la sede se contemplaba de una manera tan 
discrecional que condujo de facto a una falta de ejecución. De hecho, para la puesta en 
marcha de la administración electrónica de la Universidad herculina en torno a enero de 
2015  fue necesaria la reelaboración y aprobación de un nuevo reglamento práctica-
mente idéntico al anterior  que fue publicado en el DOG del 17 de diciembre de 2014. 
La dilatada distancia temporal entre la fecha en que dieron los primeros pasos hasta la 
fecha en que la ejecutaron justificaría los términos empleados en el epígrafe en que la he 
 
. 
17. Más coherente con el tiempo empleado en el proceso de implantación ha sido 
la Universidad compostelana, pues si bien tardó algo más en aprobar sus normas internas 
de desarrollo de la Ley 11/2007 reglamento que se publicó en el DOG del 15 de marzo 
de 2013  casi inmediatamente, al poco tiempo mediados de ese mismo año implantó 
sus elementos electrónicos básicos, de modo que la Universidad de Santiago de Compostela ha 
sido la más adelantada de todo el Sistema Universitario de Galicia a la hora de dotarse de una 
administración electrónica. Su capacidad para desarrollarla en breve tiempo se veía plasmada 
en la propia disposición transitoria segunda del reglamento, que preveía un plazo 
máximo de tres meses para poner en marcha su sede electrónica. 
. 
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18. Finalmente, la Universidad de Vigo se encuentra en esta materia en una fase incipiente o 
embrionaria, similar a la que tenían las otras dos en los momentos previos a la aprobación 
de sus respectivos reglamentos. En concreto, en la fecha de cierre de este trabajo, la 
Universidad olívica carece de los elementos esenciales para contar con una administración 
electrónica de derecho pues ni ha aprobado de forma definitiva una norma ad hoc su 
propuesta de reglamento se haya en una fase (indeterminada) de exposición pública  ni, 
por lo tanto, implantado instrumentos clave o interesantes en toda e-administración. 
Ahora bien, sí que cuenta y ello ha de constituir su punto de partida  con una muy buena lista 
de aplicaciones y medios que configuran su administración electrónica de hecho o, al menos, suponen 
un intenso uso de las tecnologías de la información y la comunicación.  
 Sobre la conveniencia o recomendación de implantar una administración elec-
trónica universitaria 
19. Dejando de lado ya las situaciones particulares en que se pudiera encontrar 
cada una de las instituciones universitarias gallegas o del resto de sector universitario 
nacional, lo cierto es que la utilización de elementos tecnológicos sea encuadrados dentro de 
una auténtica administración electrónica, sea en lo que he llamado e-administración de 
hecho  comporta una interesante serie de ventajas tanto para la propia institución como para su 
personal y, sobre todo, para sus usuarios. Su alabanza constituye prácticamente una 
constante en la doctrina, que se refiere a ellas con las denominaciones más variadas: 
ventajas, objetivos, potencialidades, resultados, mejoras  o, como yo he preferido 
utilizar en este trabajo, beneficios. Entre ellos se deben resaltar todos los relacionados 
con la simplificación administrativa, la reducción de trámites y el plurilingüismo por 
cuanto esto es lo que, en el fondo, está expresamente incluido en el derecho a la buena 
administración reconocido en el Derecho comunitario. 
. 
20. Beneficios o ventajas sí, pero también son posibles efectos negativos, llámeseles 
desventajas, problemas, trabas, riesgos, temores o simplemente perjuicios.
Quizás el más llamativo, por ser frecuente, es el de la imposición del empleo de la vía 
electrónica, es decir, el establecimiento de la vía telemática como la única, sin posibilidad de 
escoger como alternativa la tradicional en papel, sin las debidas garantías de disponibilidad de 
los medios necesarios. El éxito que persigue la implementación de cualquier instrumento, 
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medio o aplicación electrónico es su uso real y efectivo que amortice la inversión 
efectuada; pero éste ha de tener su origen en su utilidad y usabilidad, en la creación de 
una necesidad en los destinatarios, y no en una obligatoriedad impuesta que aunque legal, 
reglamentaria, doctrinal y jurisprudencialmente está claro que debe hacerse con la debida 
cautela, analizando las circunstancias del colectivo al que se dirige, no siempre se hace 
así, creando situaciones problemáticas para muchos administrados que no siempre tienen 
garantizado el acceso a los medios suficientes, tal y como varias veces ya ha reiterado la 
jurisprudencia. 
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IV. Adenda. La incidencia de las todavía no vigentes 
Leyes 39/2015 y 40/2015 de 1 de octubre 
1. Justificación de la adenda 
Cuando la elaboración de esta Memoria de Tesis Doctoral se había dado por 
concluida y su texto prácticamente dado por definitivo, se produjo un hecho nada 
extraño en los trabajos de investigación en Derecho  que sembró la duda de hasta qué 
punto muchas de las afirmaciones, conclusiones, referencias normativas... manifestadas 
a lo largo del discurso podían seguir manteniendo, o no, su validez. El hecho al que me 
refiero y que ya fue sucintamente introducido en el último párrafo de la «Introducción» 
y en la nota al pie núm. 288  no es otro que la aprobación, promulgación y publicación 
en el BOE del 2 de octubre de las Leyes 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP) y 40/2015, de 1 de octubre, 
del Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP). Dado que la disposición derogatoria única de 
la primera de ellas además de afectar a otras normas  deroga expresa y totalmente tan-
to la LRJAPyPAC como la LAESP y un considerable número de artículos del 
RD-LAESP, era lógico que surgiesen el necesario análisis de la situación y el oportuno 
debate con ambos codirectores a fin de hallar una salida práctica. 
La decisión sobre la postura a adoptar adenda o modificación del texto  tuvo 
en cuenta la dilatada fecha en que tendrá lugar la efectiva aplicación de los cambios. Si 
tradicionalmente la vacatio legis de las normas de corte administrativo es relativamente 
breve727, en el caso de estas dos Leyes se trata de plazos bastantes más amplios. Así, la 
disposición final séptima de la LPACAP que, de las dos Leyes, es la que quizás incida 
más en la materia objeto de este trabajo  establece su entrada en vigor al año de su 
                                                            
727 Nada preveía la Ley de 1957, con lo cual entró en vigor a los 20 días de su publicación. La disposición 
final octava de la Ley de 1958 establecía el 1 de noviembre de 1958 para su entrada en vigor (por 
tanto, poco más de tres meses desde su publicación). La disposición final única de la LRJAPyPAC 
contemplaba una vacatio legis de tres meses. Un poco más amplia fue la previsión de la disposición final 
duodécima de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público: seis meses, salvo la 
excepción de su disposición transitoria séptima, que entró en vigor al día siguiente de la publicación; 
plazo que en el caso del TRLCSP se redujo a un mes desde la publicación. 
 A pesar de la variedad de situaciones, las normas administrativas suelen establecer, normalmente, 
breves plazos para su entrada en vigor. 
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publicación, contemplando para ciertos aspectos concretos728 una efectiva producción 
de efectos dos años más tarde a partir de ese momento. Por su parte, la disposición final 
decimoctava de la LRJSP prevé una vacatio general de un año con una compleja 
enumeración de excepciones que afectan a disposiciones que, a su vez, modifican otras 
leyes: unas entrarán en vigor a los seis meses, otras al día siguiente de la publicación y 
otras (sic) retrotraen sus efectos al 1 de enero de 2013. 
Fueron, precisamente, estas previsiones tan tardías para su entrada en vigor las 
que, finalmente, condujeron a la decisión última de mantener el texto tal y como había 
sido concluido, con la excepción de incorporar una adenda sucintamente explicativa de 
los cambios, en lugar de modificar todos y cada uno de los innumerables  puntos de la 
Memoria que podrían verse afectados por las nuevas disposiciones. Los motivos que 
justificaron esta decisión fueron fundamentalmente los siguientes. 
Primero, porque hasta que dichas Leyes entren en vigor siguen siendo aplicables 
la LRJAPyPAC, la LAESP y los preceptos del RD-LAESP derogados expresamente, así 
como todas aquellas normas y preceptos derogados tácitamente por incompatibilidad u 
oposición a su contenido. Bajo este prisma, todo lo afirmado, propuesto, criticado y 
concluido en este trabajo es, al menos temporalmente, perfectamente válido y aceptable 
por cuanto se refiere a aspectos, problemas y soluciones normativas, doctrinales y 
jurisprudenciales que actualmente están vigentes. En caso contrario, elaborar un nove-
doso discurso sobre cómo se contempla la administración electrónica en la LPACAP y 
en la LRJSP supondría referirse a cómo será en el futuro o al menos a cómo se pretende 
que, en un plazo moderado, se configure, se organice, se estructure, pero no a lo que es a 
día de hoy. 
Segundo, porque nada impide que, en el nada despreciable período de tiempo 
que necesariamente ha de transcurrir hasta que entren efectivamente en vigor, cualquiera 
de las Leyes a las que se refiere esta adenda pueda ser objeto de modificaciones que 
impliquen que su aplicación no se lleve a cabo en los términos inicialmente previstos o, 
incluso, que alguna de ellas pueda sufrir una derogación total que conlleve que no llegue 
a aplicarse nunca. 
                                                            
728 Se trata de las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, al registro electrónico, al 
registro de empleados públicos habilitados, al punto de acceso general de la Administración y al 
archivo único electrónico. 
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2. La futura repercusión de ambas Leyes en los postulados 
de este trabajo 
Sin perjuicio de la necesidad de posteriores análisis, tras una lectura con cierto 
detenimiento acompañada del cotejo con lo contenido en este trabajo, puede decirse 
que, en un futuro próximo, cuando ambas Leyes entren en vigor, la incidencia que vayan 
a tener o, en algunos casos, puedan llegar a tener, dependiendo de cómo se lleguen a 
interpretar y aplicar  sobre lo aquí expuesto puede abordarse respecto de distintos 
aspectos. 
. 
I. Referencia a las Leyes derogadas. Al haber sido derogadas expresamente y en su 
totalidad, cuando LRJSP y LPACAP entren en vigor toda remisión que se haya hecho 
en este trabajo a preceptos de la LRJAPyPAC y de la LAESP dejarán de ser correctas. 
En algunos casos aquellos donde la nueva redacción sea prácticamente coincidente con 
la derogada  la situación podrá subsanarse reenviando a los nuevos artículos. Los casos 
en los que haya una regulación diferente, incluso totalmente novedosa, requerirán una 
corrección del texto que contemple las situaciones desde la nueva perspectiva. 
 
II. Inclusión de las Universidades públicas en el ámbito de aplicación. Hasta ahora había 
que integrar las Universidades públicas en el ámbito de aplicación de la LAESP a través 
s 
que se emplea en el art. 2.1 de la LAESP. A partir de la nueva regulación, sendos arts. 
2.2.c de LPACAP y de LRJSP son tajantes: las Universidades públicas se contemplan de 
forma expresa como integrantes del sector público institucional especificando, eso sí, 
que las previsiones de estas Leyes serán supletorias pues con carácter preferente 
regirán por su normativa específica  
Queda, sin embargo, la duda razonable, desde mi punto de vista729  de cómo va 
a repercutir en todo ello el hecho de que exista un apartado (el 3 de sendos arts. 2) que 
                                                            
729 No es solo una duda mía. También para José Antonio TARDÍO PATO (2015, apdo. IV): 
aventurar cuál es el propósito de los redactores de los correspondientes anteproyectos y del Consejo 
de Ministros al convertirlos en proyectos de Ley [este artículo se redactó estando las normas de 
referencia en fase de proyecto de ley] de generar más 
perturbaciones interpretativas que ventajas, con el consiguiente desconcierto para los operadores 
jurídicos y, casi siempre, perjuicios para la ciudada tacar que las 
Universidades ostentan un régimen jurídico peculiar diferenciado del propio de los organismos 
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diga que existe una serie de entidades, nítida y taxativamente enumeradas730, que tienen 
la consideración de Administraciones públicas . Teniendo en cuenta que el legislador no 
acostumbra a introducir preceptos sin un sentido o una finalidad, ¿supondrá este aserto 
que la intención del legislador es crear dos tipos de régimen jurídico: uno, más amplio, 
aplicable a las entidades que reúnan la condición de Administración pública sensu stricto y 
otro, más restringido, aplicable al resto731? O lo que sería lo mismo, ¿a estas últimas solo 
se les aplicarán aquellos preceptos que utilicen expresiones amplias que las engloben732 
o, incluso, se refieran a todo el sector público pero no aquéllos que empleen expresiones 
las Administraciones públicas...  toda Administración públi 733? Lege 
ferenda considero que hubieran sido más correctas otras opciones: en el caso de no tener 
por finalidad crear regímenes jurídicos diferentes para unas y otras, no haberlo 
introducido; en el caso de querer crear diferencias, haber utilizado una expresión del 
nistraciones públicas» habrá de entenderse que 
se refiere a....». 
. 
                                                                                                                                                                        
autónomos y de las entidades públicas empresariales y del correspondiente a las Administraciones 
públicas territoriales, para eso no hace falta que se dejen de calificar como Administraciones públicas 
personalidad jurídica propia vinculada a las Administraciones territo ca-
-
das las Universidades públicas de la aplicación de normas de la Ley reguladora del procedimiento 
administrativo común del art. 149.1.18 CE. Pues, según el contenido acotado por la jurisprudencia 
constitucional, en dicha Ley se recogen principios y normas [que deben ser uniformes] en todo el Es-
 
730 Se trata de la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autóno-
mas, las Entidades que integran la Administración Local y cualesquiera organismos públicos y 
entidades de Derecho público vinculados o dependientes de las anteriores. 
731  Serían las entidades de Derecho privado vinculadas o dependientes de una Administración y las 
Universidades públicas. 
732  Un buen ejemplo de redacción que las incluye es el art. 28 de la LRJSP, al decir, refiriéndose a la sede 
a una Administración Pública, o bien a una o varios 
de Derecho privado vinculadas o dependientes de una Administración. 
733 Sin ahondar demasiado, si la LPACAP 
Administraciones Públicas 
las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán 
Administraciones Públicas son 
las Universidades públicas ni de las entidades de Derecho privado vinculadas o dependientes de una 
Administración cuando ejerzan potestades administrativas? A mi entender, una interpretación de este 
tenor carecería por completo de sentido. 
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III. Distintas velocidades de implantación. La ambigua redacción de la disposición 
final tercera de la LAESP conducía a que hubiese de facto distintas velocidades de 
implantación. La situación bajo las nuevas prescripciones es más clara: las fechas de 
entrada en vigor de ambas Leyes y, por consiguiente, de implantación de sus 
contenidos  son únicas para toda entidad incluida en su ámbito de aplicación, sin 
ningún tipo de excepción ni posibilidad de justificación: como norma, un año, con las 
salvedades concretas y puntuales que se contienen en las disposiciones finales séptima 
de la LPACAP y decimoctava de la LRJSP. 
. 
IV. Distintos tipos de supuestos de vinculación normativa autonómica-Universidades públicas. 
En este apartado no debiera haber cambios en el planteamiento teórico puesto que, al 
no imponer la normativa básica que las Administraciones territoriales incorporen en su 
normativa de desarrollo o se refieran, expresa y necesariamente, a sus entidades 
vinculadas o dependientes, seguirá siendo posible que haya supuestos en los que (a) 
expresamente las integren en su ámbito de aplicación o que lo hagan parcialmente solo 
respecto a unos contenidos  o bajo determinadas condiciones suscripción de conve-
nio, p.ej. , (b) sea tan vaga y sectorial que no les sea aplicable siquiera o (c) literalmente 
las excluyan o, no haciéndolo, su interpretación a la luz del resto del marco jurídico 
autonómico, conduzca a una exclusión tácita. Otra cosa es que los cambios tengan lugar 
en la plasmación práctica de tal disertación teórica, es decir, que se lleven a cabo modi-
ficaciones en la normativa autonómica que supongan la integración en un supuesto 
distinto de aquél en que inicialmente fue clasificada una Comunidad Autónoma734 o que, 
por falta de ejemplos, alguno de los supuestos se convierta en posible en la teoría pero 
inexistente en la práctica. 
. 
V. Potenciación de la vía electrónica frente a la tradicional. En el conjunto del articulado 
de LPACAP y LRJSP algunos preceptos conducen a una clara preferencia e, incluso, en 
algún caso, imposición de la vía tecnológica frente a la burocrática. 
                                                            
734  Imagínese que, p.ej., en la Comunidad Autónoma gallega, que había sido clasificada en el supuesto de 
exclusión tácita, se llevase a cabo un cambio de planteamiento y decidiese dictar una nueva normativa 
de desarrollo en la que incluyese de un modo expreso sus Universidades públicas en su ámbito de 
aplicación; en ese caso, pasaría a formar parte del primero de los supuestos (de inclusión expresa o por 
extensión). 
Análisis jurídico del uso de las TICs en el sistema universitario de Galicia 
Óscar Veloso Fernández  página 398 
Respecto de la libertad de elección entre la vía electrónica o la no electrónica para relacionarse 
con las Administraciones ya no existen supuestos de exclusión de la vía electrónica que 
bajo la regulación del art. 27.1 de la LAESP exigían que en una norma con rango de ley 
se estableciese o de ella se infiriese el empleo de un medio no electrónico . A partir de 
ahora solo habrá (a) sujetos obligados a emplear la vía electrónica por imposición legal  
el propio art. 14.2 de la LPACAP recoge los supuestos  o por imposición reglamen-
taria el art. 14.3 de la LPACAP se expresa en los mismos términos que el art. 27.6 de la 
LAESP  y (b) sujetos con derecho a elegir y/o modificar en todo momento la forma de 
comunicación (art. 14.1 de la LPACAP). 
En las relaciones inter e intraadministrativas se impone el uso de medios electrónicos 
cio-
la LAESP. 
Se establece que la forma normal y habitual de producción de los actos administra-
tivos y de emisión de los documentos públicos administrativos 
olo se excluye cuando su naturaleza exija otra forma más 
adecuada de expresión y constancia (arts. 36.1 y 26.1, respectivamente, de la LPACAP). 
Ahora bien, la posibilidad de una constancia no electrónica no es posible, ni siquiera de 
forma excepcional, respecto a algún tipo concreto de documento. Así ocurre con los 
informes que sean necesarios para la tramitación de 
-
ducción, puesto que la salvedad que se contiene a continuación se refiere al plazo y no a 
la forma de emisión (art. 80.1 de la LPACAP).  
En cuanto al almacenamiento de los documentos utilizados públicos o privados  en 
las actuaciones administrativas se hará, salvo que no sea posible, por medios electró-
nicos (art. 46.1 de la LRJSP), contemplándose en los apartados 2 y 3 de ese mismo 
artículo, de modo parecido a como hacía la LAESP, ciertos aspectos sobre la con-
servación tendentes a mantener la identidad, la integridad, la autenticidad, la confiden-
cialidad, la calidad y a evitar la obsolescencia. El almacenamiento electrónico vuelve a 
contemplarse en el art. 17.1 de la LPACAP735 al exigir que cada Administración cuente 
                                                            
735 Curiosamente, este tema es de los pocos sino el único, de lo que he podido comprobar 
someramente  que se trata en las dos nuevas disposiciones legales.  
Anexo IV. Adenda 
 página 399 Óscar Veloso Fernández 
mentos electrónicos que correspondan a 
 La novedad del conjunto de la 
regulación radica, quizás más que en el contenido, en el hecho de que estos dos pre-
ceptos tienen carácter básico, lo que no ocurría con su precedente art. 31 de la LAESP. 
En los órganos colegiados (arts. 17 y 18 de la LRJSP) se apuesta decididamente por 
el empleo de las tecnologías 
excepcional
convocatoria, constitución, celebración de sesiones, adopción de acuerdos, remisión de 
actas...  . De hecho, -
para cuando estén operando con apoyo de las TICs736. 
Finalmente, se facilita la reutilización de sistemas y aplicaciones electrónicas al haberse 
redactado el art. 157 de la LRJSP, a diferencia de su equivalente art. 45 de la LAESP, 
con cierto carácter imperativo tanto desde el punto de vista pasivo como desde el activo. 
Por un lado, las Administraciones deben poner a disposición de cualquier otra que se lo 
solicite aquellas aplicaciones y sistemas que hayan contratado o desarrollado, con la 
pr . Como contrapartida, se elimina, eso sí, la obligatoriedad de 
que el intercambio se haga sin contraprestación. Por otro lado, con carácter previo a la 
adquisición, desarrollo o mantenimiento de una aplicación, debe consultarse en los 
correspondientes repertorios si existe una solución disponible. Lo verdaderamente 
(...) estarán obligadas a su uso, salvo que la 
 
. 
VI. Elementos clave de la estructura e-administrativa que se mantienen. La mayoría de las 
figuras e instrumentos que se venían recogiendo y regulando hasta ahora como esen-
ciales en la construcción, estructuración y funcionamiento de una e-administración 
se mantienen. En algunos casos, los menos, se incorporan a una u otra Ley con 
una redacción prácticamente idéntica a como se regulaban en la LAESP. Ocurre así con:
                                                            
736  
ación de las sesiones celebradas o por la utilización de 
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a) La sede electrónica. En general, el art. 38 de la LRJSP mantiene el contenido 
del derogado art. 10 de la LAESP: su titularidad corresponde a una Admi-
nistración pública o a uno o varios organismos públicos o entidades de 
Derecho público, conlleva responsabilidad y una serie de garantías de gran 
relevancia, cuenta con sistemas de identificación electrónica, debe permitir 
comunicaciones seguras, etc. 
b) Las actuaciones automatizadas. La nueva redacción ofrecida por los arts. 41 y 
42 de la LRJSP) en esencia reitera lo que decía el art. 39 de la LAESP: 
consisten en la actuación por medios electrónicos sin intervención de 
empleado público, su implantación requiere establecer con carácter previo 
los órganos responsables en sus diferentes etapas y aspectos, deben contar 
con sistemas de firma electrónica. Como principal novedad, ahora tienen la 
consideración de normas básicas en su totalidad. 
c) El régimen de copias de documentos administrativos. El art. 27.3 de la LPACAP 
contempla, ahora sí, las cuatro posibles combinaciones: copia electrónica de 
documento electrónico (o de copia electrónica auténtica), copia electrónica 
de documento original en papel, incluida referencia a la digitalización, copia 
en papel de documento electrónico y copia en papel de documento original 
en papel. 
d) El intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación. El art. 44 
prácticamente reitera el art. 20 de la LAESP. 
e) Los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad. El art. 156 de la LRJSP 
se limita a definirlos igual que hacían los apartados 1 y 2 del art. 42 de la 
LAESP, pero omite pronunciarse sobre cómo formalizarse, el procedi-
miento de aprobación o los aspectos a tener en cuenta en su elaboración (lo 
que antes constituía los puntos 3 y 4 de aquel artículo). 
f) El directorio general de la Administración General del Estado destinado a la trans-
ferencia de tecnología entre Administraciones (art. 158 de la LRJSP), aunque ya no 
se utiliza l a través de un centro de transferencia de la 
 que empleaba el art. 46.2 de la LAESP. 
En la mayor parte de casos, la incorporación tiene lugar acompañada de 
modificaciones dignas de ser resaltadas. 
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La regulación que se hace de los sistemas de identificación y firma electrónica se 
convierte en un entramado complejo737 que puede resumirse del siguiente modo.
Para la identificación de Administraciones se podrán utilizar sellos electrónicos 
basados en certificados electrónicos reconocidos o cualificados (art. 40.1 de la LRJSP). 
Para las sedes electrónicas se utilizarán certificados reconocidos o cualificados de 
autenticación de sitio web o equivalente (art. 38.7 de la LRJSP). Para la firma de 
actuaciones administrativas hay que diferenciar las automatizadas en las que deberá 
optarse entre el sello electrónico basado en certificado electrónico reconocido o 
cualificado y el CSV, no hay más posibilidades (art. 42 de la LRJSP) de las realizadas 
por empleado público. En este segundo caso se llevará a cabo mediante la firma 
electrónica del titular del órgano o empleado público, dejando libertad a cada Adminis-
tración para determinar los sistemas a utilizar (art. 43 de la LRJSP).
Para la identificación electrónica de los interesados (art. 9.2 de la LPACAP) 
caben tres tipos de sistemas: certificados electrónicos reconocidos o cualificados de 
firma electrónica, certificados electrónicos reconocidos o cualificados de sello 
electrónico738 y 
por una Administración. La delimitación por parte de cada Administración de los 
han de admitirse los otros. Finalmente, para su firma electrónica (art. 10 de la LPACAP) 
se sigue un esquema paralelo al anterior: sistemas de firma y de sello electrónicos 
 
Cuestión interesante y novedosa es la prescripción del cuarto apartado: la firma elec-
trónica acredita automáticamente la identidad, aspecto relevante desde el momento que 
el art. 9.1 establece la obligación de las Administraciones de verificar la identidad de los 
interesados en el procedimiento. 
La organización, acceso y funcionamiento que establecen los arts. 16 y 31 de la 
LPACAP para los registros electrónicos cambian notablemente. Solo existirán registros 
                                                            
737 Por un lado, se contienen en una u otra Ley en función de que se esté hablando de sistemas de identi-
ficación de sede o de Administración y de firma de las actuaciones administrativas (en la LRJSP) o de 
sistemas de identificación y firma de los interesados en el procedimiento (en la LPACAP). Por otro 
lado, se diferencian los sistemas de identificación de los sistemas de firma. Finalmente, a veces se 
utilizan expresiones potestativas y en otras imperativas. 
738  
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electrónicos (art. 16 de la LPACAP) al decir que, independientemente de que los 
organismos públicos vinculados o dependientes de una Administración puedan contar 
u empleo deviene obligatorio para quienes tengan la obligación 
legal o reglamentariamente impuesta  de relacionarse con las Administraciones por vía 
electrónica. Cuando no exista esa obligación, los interesados podrán optar por presentar 
su documentación a través del registro electrónico correspondiente, en formato papel a 
través de las oficinas de asistencia en materia de registros (que se corresponden con las 
vigentes oficinas presenciales de registro) o en cualquiera de los otros puntos tradicio-
nalmente admitidos (que antes se recogían en el art. 38.4 de la LRJAPyPAC y ahora lo 
están en el art. 16.4 de la LPACAP739). Lo demás disponibilidad 24×7, fecha y hora 
oficial correspondientes con los de la sede electrónica, calendario de días inhábiles, 
reglas de registro de documentos presentados en días inhábiles, etc. , se mantiene, en lo 
esencial, de forma prácticamente idéntica a como se hacía en los arts. 24 a 26 de la 
LAESP. 
También se regulan de un modo más complejo que antes las notificaciones en 
general y las notificaciones electrónicas en particular (arts. 41 y 43 de la LPACAP). La 
notificación electrónica será obligatoria para aquellos interesados que deban relacionarse 
obligatoriamente por imposición legal o reglamentaria  por vía electrónica con las 
Administraciones; hay supuestos en que está prohibida740; hay otros supuestos en que, 
bajo determinadas circunstancias741, las Administraciones podrán optar por el uso de 
medios no electrónicos; como norma, los usuarios no obligados a la vía electrónica 
podrán elegir y modificar la forma de recibir las notificaciones; y como norma residual, 
las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos (de hecho se 
supone que salvo en los casos de prohibición de notificar electrónicamente  siempre se 
pondrá a disposición del interesado la notificación en la sede electrónica tal y como 
preceptúa el art. 41.6 y se desprende del art. 43.2). La práctica de las notificaciones 
                                                            
739  Las oficinas de Correos, las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el 
extranjero y cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. 
740  Cuando el acto a notificar vaya acompañado de elementos no susceptibles de conversión a formato 
electrónico; y cuando se contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques. 
741 Cuando medie la comparecencia personal del interesado o su representante en las oficinas de 
asistencia en materia de registro y soliciten ser notificados en ese momento; y cuando se considere 
necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado público. 
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electrónicas se contempla con ciertas modificaciones con respecto a cómo lo hacía la 
LAESP: (a) se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica, a través de 
una dirección electrónica habilitada única o incluso mediante ambos y, en todo caso, los 
interesados podrán acceder a ellas a través del Punto de Acceso General electrónico de 
la Administración, (b) la regla de rechazo por transcurso de diez días desde la puesta a 
disposición en sede sin haber accedido a su contenido solo opera cuando la notificación 
electrónica fuere obligatoria o fuese la expresamente elegida por el interesado y (c) 
cuando el interesado sea notificado por varias vías se tomará como fecha de notificación 
la de la que se produzca en primer lugar. 
Los nuevos arts. 5 y 6 de la LPACAP operan una profunda remodelación de la 
representación electrónica. Para empezar, la representación se puede acreditar apud acta por 
comparecencia personal la forma tradicional , apud acta por comparecencia electrónica 
en la correspondiente sede electrónica o a través de la inscripción en el novedoso 
registro electrónico de apoderamientos correspondiente. Se sigue contemplando la 
representación por ciertas personas físicas o jurídicas previamente habilitadas para 
determinadas transacciones electrónicas, manteniéndose así la antigua representación del 
art. 23 de la LAESP que se calificaba más próxima a la colaboración social de la LGT 
que a la representación administrativa clásica. Finalmente, el art. 14.2.d de la LPACAP 
impone el uso de medios electrónicos al representante cuando actúe en nombre de un 
representado que esté obligado legal o reglamentariamente  a su uso. 
. 
VI. Elementos de e-administración que desaparecen con la nueva regulación. El rastreo del 
texto completo de ambas Leyes pone de manifiesto que ha desaparecido toda referencia 
a una serie de instrumentos y figuras relacionadas con la administración electrónica: (a) 
los boletines oficiales electrónicos (art. 11 de la LAESP) y su consecuente equiparación 
de la versión electrónica a la versión en papel deja de haber así base legal que permita la 
desaparición de la edición en papel de los boletines oficiales , (b) el tablón de anuncios 
electrónico como parte integrante de la sede742 en la que poder llevar a cabo la publica-
                                                            
742 En su lugar, las publicaciones de actos administrativos con efectos de notificación de los clásicos 
supuestos de pluralidad indeterminada de interesados y de procedimientos selectivos o de concu-
rrencia competitiva, tendrán lugar en el diario oficial que corresponda. 
 Las publicaciones con efectos de notificación derivadas del desconocimiento de interesados, de 
ignorar el lugar de notificación, de notificaciones infructuosas, así como aquellas publicaciones que 
legal o reglamentariamente deban practicarse en tablones de anuncios o edictos, se llevarán a cabo en 
el BOE. 
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ción electrónica de aquellos actos que deban ser objeto de publicación en tablones de 
anuncios o edictos (art. 12 de la LAESP), (c) la figura del Defensor del usuario de la 
e-administración (art. 7 de la LAESP), prevista para la Administración del Estado.
. 
VII. Nuevos elementos electrónicos que se crean con ambas Leyes. 
El art. 39 de la LRJSP, más que crear, otorga cobertura legal de la que carecía  
a la figura de la web institucional u oficial de una entidad pública, que ahora denomina 
s 
de internet a la información publicada y, en su caso, a la sede electrónica correspon-
 
Sí suponen una creación ex novo la aparición en escena de elementos como: (a) 
los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos (ya citados al tratar 
la representación electrónica, y regulados con detalle en el art. 6 de la LPACAP), (b) las 
oficinas de asistencia en materia de registro, que es a lo que queda reducida la actual red 
de oficinas presenciales de registros y que, según la Exposición de Motivos de la 
permitirán a los interesados, en el caso que así lo deseen, presentar sus soli-
citudes en papel, las cuales se convertirán a formato electrónico -
ferencia en multitud de artículos, (c) la posibilidad de comparecencia electrónica ante las 
Administraciones (art. 19.1 de la LPACAP) y (d) el Punto de Acceso General electróni-
co de la Administración correspondiente, citado en muchos preceptos743, pero del que 
no queda claro ni en qué consiste ni cómo funciona. 
. 
VIII. Estatuto jurídico del administrado electrónicamente. Partiendo de que la 
LRJAPyPAC constituía (constituye todavía) la ley general en la regulación y el 
funcionamiento de las Administraciones y la LAESP la ley especial, se distinguían 
sendos grupos de derechos: unos generales (art. 35 de la LRJAPyPAC), que 
correspondían al ciudadano sin otro particular, y otros específicos (art. 6 de la LAESP), 
derivados de la mediación de las TICs en su relación con las Administraciones. Además, 
entre estos últimos, podían encontrarse desde algunos que eran la versión electrónica del 
                                                            
743  Los ciudadanos tienen derecho a comunicarse con las Administraciones a través de él (art. 13.a), los 
interesados podrán acceder a través de él a sus notificaciones (art. 43.4), constituye el punto donde los 
interesados pueden obtener información sobre los procedimientos en los que son parte (art. 53.1.a). 
También se hace referencia a él en varias disposiciones sobre el régimen transitorio hasta su efectiva 
implantación. 
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correspondiente derecho general hasta otros totalmente novedosos y propios de un 
entorno telemático. Ahora, en la Ley 39/2015744 se diferencian dos grupos de derechos 
pero en función del titular: por una parte, se recogen los derechos de las personas en 
sus relaciones con las Administraciones 
derechos del interesado en el procedimiento 
LPACAP). En ambos casos hay derechos con un claro contenido vinculado con las 
TICs. 
Entre los del art. 13 se encuentra el derecho a comunicarse con las Administra-
ciones a través de un Punto de Acceso General electrónico (letra a), el derecho a obte-
ner y utilizar los medios de identificación y firma electrónica que permitan tal relación 
electrónica (letra g) y el derecho a ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus 
relaciones con ellas (letra b). A este último, en concreto, la propia Ley le dedica un 
precepto completo (art. 12 de la LPACAP), donde, junto con la simple asistencia en-
tendida como asesoramiento y apoyo técnico a aquellos interesados que, disponiendo de 
los medios electrónicos necesarios no sepan o no puedan utilizarlos  se incluye la, ya 
contemplada en la LAESP, identificación y autenticación a través de funcionario 
habilitado solo para los supuestos en los que el interesado no dispone de dichos 
medios. 
Entre los contenidos en el art. 53.1 está el derecho a consultar el estado de 
tramitación de un procedimiento del que sea parte, a conocer el sentido del silencio 
administrativo que proceda, a saber cuáles son los órganos competentes para instruir y 
resolverlo y conocer los actos de trámite dictados pero solo (a diferencia de lo que 
establecía la LAESP) para quienes se relacionen con las Administraciones por vía 
electrónica y a través del Punto de Acceso General electrónico (letra a), el derecho a 
obtener copia de los documentos contenidos en dichos procedimientos siendo 
suficiente su puesta a disposición en dicho Punto (también letra a), el derecho a no 
presentar datos y documentos que ya se encuentren en poder de las Administraciones o 
que hayan sido elaborados por éstas (letra d) y el derecho a cumplir las obligaciones de 
pago a través de los medios electrónicos previstos en la propia Ley (letra h). 
. 
                                                            
744  Con buena lógica, es en ésta y no en la Ley 40/2015 donde se recogen estos derechos, puesto que, 
según su Exposición de Motivos, es la Ley 39/2015 
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IX. Interoperabilidad. Continuamente se exige la plena interoperabilidad entre dife-
rentes instrumentos y en distintas actuaciones de intercambio y comunicación de docu-
mentación e información con la intención de que fluya con el menor número de trabas 
técnicas posibles y conseguir, así, un entramado administrativo electrónico eficaz y 
eficiente. Se predica: 
a) de los propios registros electrónicos (generales) de todas y cada una de las 
Administraciones (art. 16.4 de la LPACAP), 
b) de los registros electrónicos que pueda tener cada organismo público con el 
registro electrónico general de la Administración de la que depende o con la 
que se vincule (art. 16.1 de la LPACAP), 
c) de los registros generales y particulares de apoderamientos745 pertenecientes 
a todas y cada una de las Administraciones (art. 6.2 de la LPACAP),
d) de va de funcionarios habilitados 
para la identificación y firma electrónica de ciudadanos que no posean los 
medios necesarios (art. 12.3 de la LPACAP), 
e) de los directorios de aplicaciones para su libre reutilización de las diferentes 
Administraciones con el directorio general de la Administración General del 
Estado (art. 158 de la LRJSP). 
3. Reflexión final sobre el posible futuro de la administra-
ción electrónica española con estas dos Leyes 
Este breve y rápido repaso dado a la LRJSP y a la LPACAP ha servido, princi-
palmente, para dar cuenta de los cambios introducidos por ellas en el argumento de esta 
Memoria de Tesis Doctoral o, lo que es lo mismo, de cómo ha de leerse en un futuro 
próximo desde el prisma de éstas y no desde LRJAPyPAC y LAESP. Pero, paralelamen-
te, también ha servido para poner de manifiesto que ambas normas son la consecuencia 
de un hecho mucho más relevante, cual es el importante cambio en la percepción del fu-
turo de la Administración: cuál ha de ser su evolución y cómo ha de llevarse a cabo. 
                                                            
745  
protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y particulares de 
 
Anexo IV. Adenda 
 página 407 Óscar Veloso Fernández 
Si bien la tecnología se ha ido continuamente incorporando a las Administra-
ciones modificando sus pautas de funcionamiento, su organización, etc. y, por ello, ha 
sido siempre funcionalmente relevante, jurídicamente solo lo ha sido en la medida en que 
haya ido induciendo la modificación, condicionando la interpretación o, incluso, 
obligando a la aprobación de alguna que otra norma. La evolución del marco jurídico 
del Derecho Administrativo más reciente permite considerar que paulatinamente se ha 
ido avanzando hacia una clara potenciación de las TICs en el entorno administrativo que 
ha ido de la simple posibilidad de la LRJAPyPAC, pasando por la obligatoriedad matizada  
(obligatoriedad de poner a disposición de los usuarios medios adecuados, posibilidad 
previa justificación de no implantarlos, voluntariedad salvo excepciones  de los ciuda-
da práctica imposición (obligato-
riedad, sin excusas, para todas las Administraciones de implantar una e-administración, 
clara potenciación de la vía electrónica frente a la tradicional, limitación de los supuestos 
dos nuevas Leyes.
Así, puede decirse que la opción escogida por el legislador ha sido la de regular 
el tránsito del papel al bit, de lo burocrático a lo electrónico, de un modo forzoso e 
inaplazable hasta el punto que, en el momento en que se hicieron públicos los antepro-
yectos de ley de LRJSP y LAPCAP,  del futuro 
 746. 
Ahora bien, con independencia de que las previsiones e imposiciones de ambas 
Leyes se consideren más o menos necesarias y/o acertadas747, para que se les dé un 
adecuado cumplimiento, para que sus contenidos se plasmen en la realidad del día a día, 
es necesario que vengan acompañadas de las consiguientes dotaciones presupuestarias, 
sobre todo si, pensando en los momentos en que vivimos, se tienen en consideración 
todas las Administraciones Públicas españolas en especial las más pequeñas . Por lo 
                                                            
746 Estas palabras fueron pronunciadas el 19 de febrero de este año por el presidente del Gobierno, 
Mariano RAJOY BREY, en un acto celebrado en el Palacio de la Moncloa sobre la reforma de las 
Administraciones públicas. Vid. p.ej. artículo en Europa Press, disponible en (vínculo corto) 
http://goo.gl/KApGts [última consulta: octubre de 2015]. 
747  
elaborados con minuciosidad y técnica jurídica depurada, que revelan un intenso trabajo de fondo: no 
se trata, como ha sucedido en otras muchas ocasiones, de proyectos [este artículo se redactó estando 
las normas de referencia en fase de proyecto de ley] redactados apresuradamente, sin cuidado alguno 
por el estilo y la claridad, y trufados de ocurrencias, sino de iniciativas muy estimab
(Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, 2015; apdo. I). 
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tanto, la Administración será, sin duda, electrónica pues a ello se tiende y hasta se 
puede afirmar que es un camino ineludible e inevitable  pero de lo que no se puede 
estar tan seguro es de si esa desaparición de la Administración-papel será absoluta ni si 
ocurrirá de acuerdo con las previsiones temporales del legislador o habrá que esperar 
algo más. 
 
Ourense, 30 de octubre de 2015 
 
